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2 ye CAMARA DE REPRESENTANTES 


1.— Asuntos entrados 


"PLIEGO N* 36 
DE LA CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite los siguien- 
tes proyectos de ley, aprobados por dicho 
Cuerpo: 


— por el que se dispone el traslado del 
monumento en memoria de José Batlle y 
Ordóñez, desde su actual emplazamiento 
en la intersección de las Avenidas de las 
Leyes y General Flores, a la intersección 
del Bulevar José Batlle y Ordóñez con la 
Rambla República de Chile, en la ciudad 
de Montevideo. C/713/000 


— por el que se dispone la erección de un 
monumento en memoria de Wilson Ferreira 
Aldunate en la explanada de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. C/714/000 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


La citada Cámara remite nota por la que 
comunica que, en sesión de 10 de octubre de 
2000, designó para integrar la Comisión Perma- 
nente para el Primer Período de la XLV Le- 
gistatura, como titulares, a los señores Senado- 
res Eleuterio Fernández Huidobro, Mónica Xavier, 
Walter Riesgo y Luis Alberto Heber; y como 
suplentes respectivos, a los señores Senadores 
José Mujica, Manuel Núñez, Ruben Correa 
Freitas y Francisco Gallinal. C/715/000 


— Téngase presente. 


INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Seguridad Social se expide 
sobre el proyecto de ley por el que se declara 
que los funcionarios docentes dependientes de 
la Administración Nacional de Educación Pública 
que hubieran obtenido la reincorporación de 
acuerdo a la Ley N2* 15.783, de 28 de noviembre 
de 1985, podrán ejercer sus derechos ante el 
Banco de Previsión Social a efectos de obtener 
la pasividad o de modificar su cédula jubilatoria, 
en la forma dispuesta por el artículo 18 de la 
mencionada ley. C/3225/998 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración se expide sobre 
el proyecto de ley por el que se incorporan los 
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literales F) y G) al artículo 22 de la Ley 
N2 11.907, de 19 de diciembre de 1952, Carta 
Orgánica de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado. C/608/000 


La Comisión de Presupuestos, integrada con 
la de Hacienda, se expide, con un informe en 
mayoría y dos informes en minoría, sobre el 
proyecto de ley por el que se fija el Presupuesto 
Nacional para el actual período de gobierno y 
sus anexos, y presupuestos de los Organismos 
comprendidos en el artículo 220 de la Consti- 
tución, que forman parte del mismo. C/586/000 


— Se repartieron con fecha 15 de octubre. 


COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Rocha remite 
copia del texto de la exposición realizada por 
un señor Edil sobre la importancia de los cursos 
de geografía en los ciclos de educación 
secundaria. C/74/000 


— A la Comisión de Educación y Cultura. 


La Junta Departamental de Flores remite los 
siguientes asuntos: 


— nota por la que comunica la integración de 
a Comisión Especial para la Condición de 
la Mujer de la referida Junta.  C/61/000 


—A la Comisión Especial de género y 


equidad. 


— nota relacionada con la nueva modalidad 
de marcación de vacunos. C/8/000 


— A la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


— nota acerca de la necesidad de adecuar 
la remuneración de los funcionarios poli- 
ciales. C/105/000 


La Junta Departamental de Lavalleja remite 
nota relacionada con la necesidad de modifi- 
car la actual redacción del artículo 4% de la Ley 
N?2 16.127, de 7 de agosto de 1990, en lo 
referente a la provisión de vacantes en las 
instituciones bancarias estatales. C/105/000 


— A la Comisión de Presupuestos. 


La Junta Departamental de Montevideo remite 
copia del texto de la exposición realizada por 
un señor Edil, acerca del primer aniversario de 
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corredor Gonzalo 
C/478/000 


— Á la Comisión Especial con el cometido de 
analizar la problemática del deporte y la 
juventud. 


la desaparición física del 
Rodríguez. 


La Junta Departamental! de Maldonado remite 
los siguientes asuntos: 


— copia del texto de la exposición realizada 
por un señor Edil, acerca de la celebración 
del Día Mundial del Turismo. C/239/000 


— A la Comisión de Turismo. 


—- copia del texto de las exposiciones rea- 
lizadas por dos señores Ediles, relaciona- 
das con el proyecto de ley por el que se 
fija el Presupuesto Nacional para el actual 
período de gobierno. C/586/000 


La Intendencia Municipal de Río Negro y la 
Junta Departamental de Paysandú, remiten 
notas relacionadas con el proyecto de ley por 
el que se fija el Presupuesto Nacional para el 
actual período de gobierno. C/586/000 


Las Juntas Departamentales de Colonia y 
Flores remiten notas relacionadas con el 
proyecto de ley por el que se declara monumen- 
to natural a la llamada "Gruta del Palacio" y su 
entorno, comprendido en los padrones 995, 973 
y 961 de la 3* Sección Judicial del departamento 
de Flores. C/494/000 


La Asociación General de Autores del 
Uruguay remite nota relacionada con el proyecto 
de ley por el que se establecen normas sobre 
el derecho de autor y derechos afines. 

C/255/000 


La empresa Agencia Central S.A. contesta la 
exposición escrita presentada por el señor 
Representante Juan Justo Amaro Cedrés, refe- 
rente a la supresión de servicios de transporte 
interdepartamental de pasajeros en la ciudad 
capital del departamento de Florida. C/27/000 


— Á sus antecedentes. 


COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Educación y Cultura contesta 
los siguientes asuntos: 


— exposición realizada por el señor Repre- 
sentante Luis M. Leglise, en sesión de 2 
de agosto de 2000, sobre la trayectoria del 
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Texto de la Citación 


Montevideo, 15 de octubre de 2000. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión especial (artículo 32 del 
Reglamento del Cuerpo), el próximo martes 
17, a la hora 9 y 30, con el fin de tomar 
conocimiento de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Presupuesto Nacional. (Ejercicio 2000 - 
2004). (Aprobación). (Carpeta 586/000). 
(informado). 

Rep. 310 y Anexos | a XXXII! 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios 


escritor Enrique Amorim, al cumplirse cien 
años de su nacimiento. S/C 


— exposición escrita presentada por el señor 
Representante Gustavo Guarino, relacio- 
nada con el trigésimo primer aniversario 
del Canal 8 de Melo. C/27/000 


— pedidos de informes: 


— de! señor Representante Artigas Ba- 
rrios, acerca de la contratación de 
personal bajo régimen cachet, por parte 
del Servicio Oficial de Difusión, Ra- 
diotelevisión y Espectáculos. C/465/000 


— del señor Representante Pablo Mieres, 
acerca de la concesión de la emisora 
de frecuencia modulada del Servicio 
Oficial de Difusión, Radiotelevisión, y 
Espectáculos. C/588/000 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
contesta la exposición escrita presentada por el 
señor Representante Henry Sugo, relacionada 
con la posibilidad de crear un complejo depor- 
tivo y cultural en un predio ubicado en la Ciudad 
de la Costa, departamento de Canelones. 

C/27/000 


El Ministerio de Economía y Finanzas contes- 
ta los siguientes pedidos de informes: 


— del señor Representante Luis José Gallo 
imperiale: 
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— acerca de la recaudación del impuesto 
que grava los distintos tipos de juegos 
de azar. C/447/000 


— relacionado con las pólizas de seguros 
de los funcionarios de la Intendencia 
Municipal de Canelones. C/22/000 


— del señor Representante Darío Pérez: 


— referente a una posible reestructura de 
la Dirección General de Casinos y los 
estudios realizados sobre sus posibles 
etectos. C/337/000 


— sobre los créditos provenientes de paí- 
ses extranjeros u organismos de coope- 
ración internacional, cuyo destino sea la 
financiación de proyectos agropecuarios, 
agroindustriales o industriales por parte 
de pequeñas y medianas empresas. 

C/346/000 


— del señor ex Representante Gabriel Baran- 
diaran, referente a una circular del Banco 
Central del Uruguay de fecha 16 de 
noviembre de 1999, C/398/000 


El Ministerio de Defensa Nacional contesta 


los siguientes pedidos de informes: 


— de los señores Representantes Tabaré 
Hackenbruch y Julio Luis Sanguinetti sobre 
la posible existencia de deudas que 
mantendrían varias Intendencias Municipa- 
les con la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones. C/484/000 


— del señor Representante Luis Alberto 
Lacalle Pou, relacionado con la posible 
existencia de deudas de la Intendencia 
Municipal de Canelones con la Administra- 
ción Nacional de Telecomunicaciones. 

C/473/000 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 


Territorial y Medio Ambiente contesta los 
siguientes pedidos de informes: 


— de la señora ex Representante Gabriela 
Garrido, acerca de la extracción de arena 
en el territorio de la República. C/441/000 


— del señor Representante Enrique Pérez 
Morad, referente a la red de agua potable 
del barrio Biarritz de la ciudad capital del 
departamento de Maldonado. —C/510/000 


— del señor Representante Luis Alberto 


Lacalle Pou, sobre la posible existencia de 
deudas de la Intendencia Municipal de 
Canelones con diversos Organismos del 
Estado. C/473/000 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
contesta los siguientes asuntos: 


— pedidos de informes: 


— de la señora ex Representante Gabriela 
Garrido, relacionado con la situación de 
los trabajadores y ex trabajadores de 
una planta industrial sita en Empalme 
Olmos, departamento de Canelones. 

C/440/000 


— del señor Representante Enrigue Pérez 
Morad, acerca de presuntas irregulari- 
dades ocurridas en una empresa de 
servicios inmobiliarios de la ciudad de 
Punta del Este, departamento de Mal- 
donado. C/295/000 


— del señor Representante Ricardo Berois 
Quinteros, referente a la situación 
contributiva de las Intendencias Munici- 
pales. C/244/000 


— exposición escrita presentada por el señor 
Representante Jorge Chápper, sobre la 
necesidad de instalar una sucursal del 
Banco de Previsión Social en la zona de 
Rincón de la Bolsa, departamento de San 
José. C/27/000 


— Á sus antecedentes. 


COMUNICACIONES REALIZADAS 


La Comisión de Educación y Cultura solicita 
se remita al Ministerio correspondiente, a los 
fines dispuestos por el artículo 202 de la 
Constitución, el texto de los siguientes proyectos 
de ley: 


— por el que se designa "Roland Moor" el 
Jardín de Infantes N* 217 del departamen- 
to de Montevideo. , C/652/000 


— por el que se designa "Francisco de Assís 
Machín" la Escuela Rural N* 10 del 
departamento de Canelones.  C/633/000 


— por el que se designa "Juan Miguel 
Hackenbruch" la Escuela N* 30 del 
departamento de Canelones.  C/634/000 


— por el que se designa "Joaquín Suárez" la 
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Escuela N?* 24 de la localidad de Capilla 
de Farruco, departamento de Durazno. 
C/637/000 


— por el que se designa "Maestra Directora 
María Gloria Damiano de Garrido" la 
Escuela N?*2 29 de Puntas de Maciel, 
departamento de Florida. C/650/000 


— por el que se designa "Liceo Puerto La 
Charqueada" el liceo del pueblo General 
Enrique Martínez, departamento de Treinta 
y Tres. C/651/000 


— por el que se designa "Maestro Víctor M. 
Cortazzo" la Escuela N* 33 del pueblo La 
Paloma, departamento de Durazno. 

C/638/000 


—- por el que se designa "Maestra Celia 
Mercedes Galarza” la Escuela N* 22, de 
fer. Grado, del pueblo Carlos Reyles, 
departamento de Durazno. C/639/000 


-— por el que se designa "Mario Benedetti" el 
Liceo N2 58 del departamento de Monte- 
video. C/649/000 


— por el que se designa "Doctor Baltasar 
Brum" la Escuela Jardín de Infantes N* 83 
de la ciudad capital del departamento de 
Durazno. C/640/000 


— Se cursaron con fecha 11 de octubre. 


— por el que se designa "José Batlle y 
Ordóñez" la Escuela de Tiempo Completo 
N* 65 de la ciudad capital del departamen- 
to de Durazno. C/636/000 


— Se cursó con fecha 13 de octubre. 


PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Ramón Fonticiella 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, sobre las actuaciones 
cumplidas por dicha Secretaría de Estado en 
relación a una planta de procesamiento de 
residuos hospitalarios del departamento de 
Salto. C/703/000 


El señor Representante Gonzalo Graña soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Salud Pública, relacionado con las condicio- 
nes de seguridad laboral e higiene existentes en 
el sector lavandería del Hospital Escuela del 
Litoral de Paysandú. C/704/000 
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Varios señores Representantes solicitan se 
curse un pedido de informes al Ministerio de 
Economía y Finanzas, acerca de la situación 
financiera del Fondo de Inspección Sanitaria. 

C/705/000 


El señor Representante Enrique Pérez Morad 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— al Ministerio de Turismo, referente a la 
documentación obrante en poder de la 
referida Secretaría de Estado con relación 
a la Federación Nacional de Turismo. 

C/707/000 


— al Tribunal de Cuentas, sobre las actua- 
ciones cumplidas en relación a diversas 
partidas otorgadas por el Ministerio de 
Turismo a la Federación Nacional de 
Turismo. C/708/000 


— Se cursaron con fecha 10 de octubre. 


El señor Representante Gustavo Guarino 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Educación y Cultura, y además por 
su intermedio al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública, 
para su remisión al Consejo de Educación 
Técnico-Profesional, relacionado con un concur- 
so realizado por dicho Consejo para ocupar un 
cargo de docente en la asignatura Sanidad 
Animal. C/709/000 


El señor Representante Jorge Chápper soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
del Interior, acerca de un funcionario de dicha 
Secretaría de Estado que se encuentra cum- 
pliendo misión oficial en la República de 
Guatemala. C/710/000 


El señor Representante Roque Arregui soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería con destino a la 
Administración Nacional de Usinas y Trasmisio- 
nes Eléctricas, referente al plan de adquisición 
de electrodomésticos auspiciado por el referido 
Ente. C/711/000 


El señor Representante Gonzalo Graña soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Salud Pública, sobre la situación financiera 
y de gestión del Hospital Escuela del Litoral de 
Paysandú. C/712/000 


— Se cursaron con fecha 11 de octubre. 
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El señor Representante Orlando Gil Solares 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Salud Pública, relacionado con una 
donación de aparatos de endoscopía realizada 
por la Embajada de Japón al Instituto Nacional 
de Oncología. C/718/000 


— Se cursó con fecha 12 de octubre. 


El señor Representante Víctor Rossi solicita 
se curse un pedido de informes al! Ministerio de 
Educación y Cultura, y además por su interme- 
dio al Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, acerca 
de los contratos de arrendamiento de obra o de 
servicios suscritos por la citada Administración. 

C/719/000 


El señor Representante Felipe Michelini 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Defensa Nacional, referente a los 
agregados militares integrantes de misiones 
diplomáticas de la República, entre los años 
1973 y 1981. C/720/000 


— Se cursaron con fecha 13 de octubre. 


PROYECTOS PRESENTADOS 


Los señores Representantes Juan Máspoli 
Bianchi, Juan Justo Amaro Cedrés y Wilmer 
Trivel presentan, con su correspondiente expo- 
sición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se prohíbe la fabricación, importación o distri- 
bución de envases no retornables de bebidas o 
productos de limpieza, y se regula la comerciali- 
zación de envases retornables. C/706/000 


—A la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente. 


El señor Representante Gustavo Silveira 
Rodríguez presenta, con su correspondiente 
exposición de motivos, un proyecto de ley por 
el que se establece que todos los poderes, 
organismos, servicios y entidades estatales 
deberán publicar detalladamente información 
correspondiente a la ejecución presupuestal de 
sus rubros. C/716/000 


— A la Comisión de Hacienda. 


El señor Representante Luis Gustavo Aguilar 
presenta, con su correspondiente exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se 
modifica el artículo 15 de la Ley N* 17.228, de 
7 de enero de 2000, que regula el régimen 
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procesal de ejecución por incumplimiento de 
contratos de prenda sin desplazamiento. 
C/717/000 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración". 


2.- Proyectos presentados 


A) "Envases no retornables. (Se prohibe su 
utilización) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*%.— Seis meses contados desde el 
día siguiente al de la publicación de la presente 
ley en el Diario Oficial, entrará en vigor la 
prohibición de: importar, fabricar, exportar, 
transportar, distribuir o comercializar en forma 
alguna envases de plástico, vidrio o metal, que 
puedan destinarse o se destinen a aguas, 
refrescos u otros líquidos destinados a consumo 
humano o servir a la preparación o cocción de 
alimentos con el mismo destino, como asimismo, 
de soluciones aptas para la desinfección y la 
limpieza, a menos que tales recipientes reúnan 
la calidad de retornable. 


Artículo 2%.— Se considerarán envases 
retornables a los efectos de la presente ley, los 
que además de estar fabricados conforme a las 
normas técnicas aplicables a esa clasificación, 
al ser entregados a un comercio detallista, 
completamente vacios, conservando la integri- 
dad de sus formas y sin presentar rastros de 
haber sido utilizados con fluidos de naturaleza 
diferente al que indica la etiqueta, darán lugar 
a la devolución de su precio, el que se 
acreditará al valor de la nueva compra de ese 
úu otro artículo que realice el cliente. 


Al efecto previsto por el inciso anterior y para 
asegurar una total transparencia, constituirá 
obligación de los señores comerciantes exhibir 
junto a los lugares de acceso al establecimiento, 
cartelera claramente legible, que indique el valor 
de retorno de cada tipo de envase. Dicho valor 
deberá ser uniforme para todos los comercios 
de la misma plaza y será fijado por los 
mayoristas distribuidores en función del precio 
de costo del envase. El comerciante al que se 
devuelva un envase no podrá rehusarse a 
menos que, probadamente, no trabaje con la 
línea de productos que utiliza ese recipiente. 
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Artículo 32.— Los envases retornables serán 
devueltos a los industriales que los generaron, 
que en caso de no considerarlos aptos para su 
reutilización, los restituirán a los fabricantes a 
objeto de que éstos, por sí o por terceros, 
practiquen el reciclaje posible. 


Artículo 4%.— Cada vez que en una de las 
etapas de la comercialización se movilicen 
envases retornados, el destinatario que los 
reciba acreditará al remitente, el precio por 
unidad que se menciona en el artículo 2* de la 
presente ley. 


Artículo 5%.— Constituye potestad del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, en cuanto policía ambientalista, 
ejercer el contralor del buen cumplimiento de la 
presente ley. Sin perjuicio, se lo faculta a 
coordinar con otros Ministerios, Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados y con Inten- 
dencias Municipales, que a través de los 
servicios inspectivos de éstos se realicen 
fiscalizaciones y, eventualmente, secuestros de 
envases en infracción a la presente norma. El 
acuerdo preverá qué participación corresponde- 
rá a esos organismos en el producto de las 
multas y comisiones que hubieran de imponerse. 


El Poder Ejecutivo, al reglamentar la presente 
ley, establecerá la naturaleza y el monto de las 
sanciones a imponer a los transgresores, sin 
perjuicio que los conflictos que se planteen por 
la no restitución del valor de envases retorna- 
dos, deban ser resueltos conforme a la ley que 
regula las relaciones del consumo. 


Montevideo, 9 de octubre de 2000. 


Wilmer Trivel, Representan- 
te por Artigas; Juan Justo 
Amaro Cedrés, Represen- 
tante por Florida; Juan 
Máspoli Bianchi, Repre- 
sentante por Flores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Respondiendo al justificado reclamo de una 
ley del envase, que normativice la conveniencia 
y necesidad de abolir la tendencia creciente a 
favor del empleo de envases no retornables, 
coincide el mocionante en que no queda otro 
camino que vedar, por vía legislativa, la 
posibilidad de que continúe introduciéndose al 
mercado envases desechables, estableciéndose 
en la iniciativa presentada un período de seis 
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meses que facilitaría la transición, entre la 
realidad actual de total desregulación, y la 
exigencia (en orden a envases destinados a 
fluidos de uso humano), que sólo habilitará la 
introducción al país o la producción y 
comercialización de envases retornables. 


No es ajeno a mi conocimiento que el 
proyecto de ley sobre medio ambiente, que 
cuenta con sanción de esta Cámara, retornará 
a ella con modificaciones que se dispone a 
introducir el Senado. El se convertirá segura- 
mente en una ley-marco sobre ambientalismo. 
Lo que aquí se trata es uno de los aspectos 
puntuales que guardan relación con la genera- 
ción de residuos contaminantes. 


Me resultó particularmente gratificante acce- 
der a la muy completa cobertura de la periodista 
Valeria García, que el pasado día 3 de octubre 
publicó "El Observador" bajo el título "Un Mundo 
no Retornable" y el epígrafe: "Los envases 
descartables proliferan y en Montevideo se 
entierran 150 toneladas de plástico por día", 
abogando por que una ley instrumente la 
solución a ese problema. Y en ese contexto me 
ha sido de mucha ayuda la experiente opinión 
del señor Jorge Solari, Director Ejecutivo de la 
ONG Centro Uruguay Independiente (CUI), de lo 
que me place dejar constancia. 


También con relación a este tema se han 
divulgado conclusiones sobre análisis sectorial 
de residuos sólidos en Uruguay, dentro del Plan 
Regional de Inversiones en Ambiente y Salud 
(Serie de Análisis Sectoriales N? 7), elaborados 
con participación de la Dirección Nacional del 
Medio Ambiente y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de la 
República Oriental del Uruguay, la Agencia de 
la República Federal de Alemania para la 
Cooperación Técnica, el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo y la 
Organización Panamericana de la Salud, dispo- 
nibles vía Internet. 


El señor Director Ejecutivo de la ONG Centro 
Uruguay Independiente, ha afirmado "en algunos 
Estados de la Unión (Estados Unidos de 
América) y en la Unión Europea, hay leyes de 
envase y un sistema de estímulos tributarios 
para que las empresas utilicen envases 
retornables. Pero en ningún país de América 
Latina existen medidas al respecto". 


Por su parte, en la Agenda Ambiental 2000 


Bn. 


para Montevideo, el tema de los envases 
descartables -el 50% de los residuos sólidos por 
su volumen-, fue un item fundamental y en el 
Centro Uruguay Independiente se esperaba que 
de allí salieran las bases para una futura ley de 
envases. 


la estructura del proyecto que se presenta 
prohíbe directamente, no obstante, contemplar 
un período de transición de seis meses, la 
utilización de envases que no puedan clasificar 
como retornable (artículo 1%); define qué se 
considera envase retornable y qué contra- 
prestación generará su devolución (artículo 2?); 
dispone que los envases retornados que no 
convenga reutilizar, terminarán donde el fabri- 
cante para su reciclaje (artículo 3%); consagra la 
obligación de cada destinatario de acreditar al 
remitente el precio establecido; y se reafirma la 
potestad del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente en el 
ejercicio de la policía ambientalista, facultando 
la coordinación con otros organismos para 
realizar funciones inspectivas (artículo 5%). 


Montevideo, 9 de octubre de 2000, 


Wilmer Trivel, Representan- 
te por Artigas; Juan Justo 
Amaro Cedrés, Represen- 
tante por Florida; Juan 
Máspoli Bianchi, Repre- 
sentante por Flores". 


B) "Ejecución presupuestal de todos los or- 
ganismos públicos. (Se establece la obli- 
gatoriedad de publicar información detalla- 
da) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, (Deber de informar).— Los 
Poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas, la 
Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, los Gobiernos Departamentales, 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 


y en general todos los organismos, servicios y 


entidades estatales, deberán publicar detallada- 
mente, la información correspondiente a la 
ejecución presupuestal de sus rubros. 


Artículo 2%. (Medios de información).— La 
publicación deberá hacerse en un sitio web de 
Internet, salvo que el organismo, servicio o 
entidad estatal que integre o de la que dependa, 
no tenga aún desarrollado tal enlace, en cuyo 
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caso la publicación se hará a través del Diario 
Oficial. 


Artículo 3%, (Actualización y calidad de la 
información).— La actualización de la informa- 
ción será por lo menos mensual y en forma 
detallada, debiendo estar expresada en forma 
tal, que sea fácil y correctamente comprensible 
para el informado, considerando una capacidad 
media de comprensión y formación por parte de 
éste. 


Debiendo contener datos tales como: en qué, 
en quién, para y por qué se gasta, compra, 
invierte o transfiere, cuánto se paga por unidad, 
a quién se le adquiere, entre quiénes y por qué 
mecanismo se adquiere; cuadros comparativos 
de la evolución y conformación del gasto, así 
como toda otra información que propenda a la 
formación de un claro juicio sobre la necesidad, 
objeto, legalidad, eficiencia, eficacia y, vincula- 
ción del gasto a metas u objetivos estratégicos. 


Artículo 42. (Sanciones).— Toda omisión, 
ocultación o adulteración de la información a 
brindar será considerada falta grave o causal de 
juicio político de acuerdo a la naturaleza del 
cargo del infractor, sin perjuicio de las respon- 
sabilidades civiles y penales a que diere lugar. 


Artículo 5% (Reglamentación).— El jerarca 
máximo de cada repartición reglamentará, con 
el asesoramiento de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, y comenzará a ejecutar dentro 
del plazo de ciento veinte días, la presente ley. 


Montevideo, 12 de octubre de 2000. 


Gustavo Silveira 
Representante por Cerro Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La forma republicana conlleva el derecho del 
administrado a toda la información pertinente, 
relativa a la ejecución presupuestal de la 
República. 


La falta de conocimiento por parte del 
administrado del manejo del gasto público 
(ejemplo: cómo, en qué, cuánto, por qué se 
gasta y quién se beneficia de ello, etcétera) 
tiene profundas y graves consecuencias en su 
valoración y calificación, así como en la eficacia, 
eficiencia y seguridad del mismo y por ende en 
las finanzas del país. 


El administrado debe contar con elementos 
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de juicio objetivos para juzgar y controlar la 
ejecución presupuestal del Estado y éste, por su 
parte, debe desarrollar a través de su publicidad 
una de las grandes herramientas de control y 
potenciación de su eficacia y eficiencia. 


Dar publicidad al gasto implica cultivar ta 
seriedad, certeza y libertad del administrado a 
la hora de formarse un juicio sobre la 
administración del patrimonio colectivo. 


implica, asimismo, perfeccionar la gestión del 
gasto, su control y excelencia, por parte de un 
Estado que tiene por deber fundamental propen- 
der al desarrollo económico y social de la 
nación. 


Por lo expuesto, entendemos de fundamental 
importancia el abordaje legislativo de esta 
temática. 


Montevideo, 12 de octubre de 2000. 


Gustavo Silveira 
Representante por Cerro Largo". 


C) "Ejecución forzada de contratos de prenda 
sin desplazamiento. (Se modifica el artícu- 
lo 15 de la Ley N* 17.228) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Sustitúyese el artículo 15 
de la Ley N* 17.228, de 7 de enero de 2000, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 15. (Ejecución judicial).— Para la 
ejecución de los créditos referidos en el 
artículo 14 de la presente ley, el acreedor 
presentará al Juez el contrato o documento 
del que surja su derecho de crédito y la 
constancia de intimación practicada al deudor 
y al dador si fuera persona distinta de aquél. 
No son de aplicación a la ejecución de los 
créditos comprendidos en la presente ley, los 
términos y trámites comunes previstos para 
el juicio ejecutivo y la vía de apremio, salvo 
las previsiones especiales de la presente ley. 


El Juez dispondrá la ejecución, mandando 
cumplir las medidas solicitadas, con notifica- 
ción ulterior de ellas al dador y al deudor". 


Montevideo, 12 de octubre de 2000. 


Luis Gustavo Aguilar 
Representante por Flores. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 9 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El artículo 18 de la Ley N* 17.228 derogó los 
sistemas de prenda agraria, industrial, automo- 
tores y máquinas o aparatos, identificadas res- 
pectivamente con los números 5.649 de 1918, 
8.292 de 1928 y 12.367 de 1957, y modificó 
otras disposiciones, dentro de una tarea actua- 
lizadora para dotar de instrumentos de mayor 
tutela a los acreedores con deudas impagas. 
Acerca de ello cabe detenernos en el artículo 
15 por presentar caracteres que dan mérito a 
intentar su modificación. 


El referido artículo 15 de la Ley N* 17.228, 
establece que no son aplicables a la ejecución 
prendaria los términos y trámites del "juicio 
ejecutivo". 


Por lo reciente de su promulgación, es 
limitada la doctrina sobre el punto, así como de 
la jurisprudencia práctica. Pueden existir Jueces 
que den alcance amplio al giro "juicio ejecutivo" 
utilizado por la ley. No obstante, ya hay 
expresiones de crítica a la solución alcanzada 
en el texto. 


En la publicación especializada Revista 
Uruguaya de Derecho Procesal, 1999, N? 4, 
páginas 623 - 624, cuyas fotocopias se acom- 
pañan al proyecto, el doctor Walter Guerra 
sostuvo: "El legislador mantiene un proceso 
cojitranco: abreviado en la etapa de conocimien- 
to, permitiendo la rápida obtención de una 
sentencia de condena; interminable en la etapa 
de ejecución, en las que, como ha señalado 
Biurrum, el 'caminar hacia delante' se desarrolla 
por un 'largo y sinuoso camino"". 


El sentido de toda norma es regular deter- 
minadas situaciones y, además, que esa regu- 
lación tenga las menores dificultades en su 
aplicación práctica. 


En esta hipótesis, en la línea del legislador 
de facilitar el cobro a quienes han sido 
perjudicados en sus legítimos derechos, se 
viene con esta iniciativa a proponer un proyecto 
que abarque, no solamente la etapa inicial de 
la ejecución, que el Código General del Proceso 
denomina "juicio ejecutivo" en los artículos 353 
y siguientes, en la Sección |! del Capítulo 1V, 
sino también, la que va desde la confirmación 
del título hasta el efectivo cobro de las 
obligaciones, es decir, lo que el mencionado 
cuerpo legal denomina "Vía de Apremio” en los 
artículos 377 y siguientes del Capítulo 1l del 
Título V. 
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Asimismo, se elimina la referencia "medidas 
cautelares" por, sencillamente, "medidas", por 
cuanto el proceso cautelar está regulado por 
otro sistema procesal como lo son los artícu- 
los 311 a 317 del Título Il del citado Código. 
En este caso, las medidas revisten el carácter 
de ejecutivas, no siendo por ello conveniente dar 
a las mismas el calificativo de "cautelares". 


Por último, se mantiene la notificación de las 
medidas de ejecución prendaria pero sin el 
alcance amplísimo que preceptúa la frase última 
del inciso final del artículo en estudio, al 
establecer textualmente: "Con posterioridad al 
cumplimiento de dichas medidas se notificará de 
todo lo actuado al dador y al deudor". Se 
evidencia que notificar "todo lo actuado" implica 
una exigencia que va contra el sentido expedi- 
tivo que involucra al cuerpo legal y la índole del 
trámite reglamentado. 


Montevideo, 12 de octubre de 2000. 


Luis Gustavo Aguilar 
Representante por Flores". 


3.- Exposiciones escritas 
SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Está abier- 
to el acto. 


(Es la hora 10 y 16) 
— Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Nelson Bosch Soca 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, al Consejo de 
Educación Primaria, a la Inspección Departa- 
mental de Escuelas de Durazno y a la Escuela 
N2* 12 del referido departamento, sobre la 
posibilidad de incorporar el mencionado centro 
de estudios a la modalidad de tiempo completo. 

C/27/000 


El señor Representante Artigas Barrios soli- 
cita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Economía y Finanzas: 


— y además por su intermedio al Banco 
de la República Oriental del Uruguay, 
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relacionada con los inconvenientes crea- 
dos para los comerciantes del interior 
por el sistema de compensación de 
cheques en línea. C/27/000 


— y además por su intermedio a la 
Dirección General Impositiva, acerca de 
los criterios que emplea la referida 
Dirección para las inspecciones que 
realiza en el interior del país. C/27/000 


—al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, y además por su intermedio al 
Banco de Previsión Social, referente a la 
política de fiscalización aplicada por dicha 
Secretaría de Estado. C/27/000 


El señor Representante Ricardo Castromán 
Rodríguez solicita se cursen las siguientes 
exposiciones escritas: 


— al Ministerio de Salud Pública; a la Junta 
Departamental y a la Intendencia Municipal 
de Río Negro, acerca del funcionamiento 
del Centro Auxiliar de la ciudad de Young, 
del citado departamento. C/27/000 


— al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas; a la Junta Departamental y a la 
Intendencia Municipal de Río Negro, refe- 
rente a un convenio suscrito entre dicha 
Secretaría de Estado y una fundación de 
la localidad de San Javier, en el referido 
departamento. C/27/000 


— al Ministerio de Salud Pública; a la Co- 
misión Honoraria Pro Erradicación de la 
Vivienda Rural Insalubre; a la Junta 
Departamental! y a la Intendencia Municipal 
de Río Negro, sobre los requerimientos de 
la policlínica de San Javier, en el citado 
departamento. C/27/000 


— al Poder Ejecutivo, a los Ministerios de 
Economía y Finanzas; y de Trabajo y 
Seguridad Social, y además por su 
intermedio a la Junta Nacional de Empleo; 
a la Intendencia Municipal de Río Negro 
y a todas las Juntas Departamentales, 
relacionada con la situación financiera y 
los servicios que presta la Junta Nacional 
de Empleo. C/27/000 


El señor Representante Raúl Argenzio solicita 
se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


—al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, y además por su intermedio al 
Banco de Previsión Social, acerca de la 
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instrumentación del beneficio de cuota 
mutual para determinadas categorías de 
pasivos. C/27/000 


— al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, referente a la necesidad de cons- 
truir un resguardo peatonal en la intersec- 
ción de las Rutas Nacionales Nos. 8 y 80. 

C/27/000 


El señor Representante Julio C. Silveira 
Correa solicita se curse una exposición escrita 
al Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, referente a la 
construcción de un nuevo local para la Escuela 
Rural N* 24 de Estación Cuaró, departamento 
de Artigas. C/27/000 


El señor Representante Luis Gustavo Aguilar 
solicita se curse una exposición escrita a la 
Intendencia Municipal de Montevideo, sobre la 
necesidad de instrumentar medidas de protec- 
ción para los peatones que circulan en las 
inmediaciones de la Terminal de Tres Cruces, 
en el citado departamento. C/27/000" 


— Se votarán oportunamente. 


4.— Inasistencias anteriores 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión 
ordinaria realizada el 10 de octubre de 2000. 


Con aviso: Yeanneth Puñales Brun. 


INASISTENCIAS A LAS COMISIONES 
Representantes que no concurrieron a las 
Comisiones citadas: 
10 de octubre 
Salud Pública y Asistencia Social 
Con aviso: Gustavo Amen Vaghetti. 
11 de octubre 


Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración 


Con aviso: Jorge Barrera. 
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Ganadería, Agricultura y Pesca 


Con aviso: Ernesto Agazzi. 


Legislación del Trabajo 


Con aviso: Nelson Bosch Soca. 


Sin aviso: Guzmán Acosta y Lara. 


Salud Pública y Asistencia Social 


Con aviso: Jorge Chápper. 


Turismo 


Con aviso: Yeanneth Puñales Brun. 


12 de octubre 


Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración 


Con aviso: Diana Saravia Olmos y Jorge 
Barrera. 


13 de octubre 
Asuntos Internacionales 


Con aviso: Arturo Heber Fúllgraff, Carlos Pita, 
Julio Luis Sanguinetti y Ramón Fonticiella". 


5.— Exposiciones escritas 


— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones 
escritas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y cuatro: Afirmativa. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


A) Exposición del señor Representante Nelson 
Bosch Soca al Ministerio de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, al Consejo de Educa- 
ción Primaria, a la Inspección Departamen- 
tal de Escuelas de Durazno y a la Escuela 
N* 12 del referido departamento, sobre la 
posibilidad de incorporar el mencionado 
centro de estudios a la modalidad de 
tiempo completo. 


"Montevideo, 10 de octubre de 2000. Señor 
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Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), al Consejo de Educación Primaria, a la 
inspección Departamental de Durazno y a la 
Escuela N?2 12 de villa Carmen, del mismo 
departamento. La semana pasada realizamos 
una visita a la Escuela N* 12, de villa Carmen, 
que se mantiene en un estado ejemplar, según 
constatamos, gracias a la motivación y al 
impulso de maestros, padres e integrantes de 
la Comisión de Fomento. El interés que nos 
mueve a realizar el siguiente planteamiento hace 
referencia a la educación nacional, considerada 
desde una perspectiva histórica, orgullo en la 
calidad del sistema de la educación pública. Es 
evidente que durante la pasada década de los 
setenta el sistema educativo sufrió un acentuado 
proceso de deterioro. Fue a partir del año 1985, 
con la presidencia del insigne profesor Juan E. 
Pivel Devoto en la Administración Nacional de 
Educación Pública, que se inició el proceso de 
transtormación del sistema educativo y se 
instauró nuevamente la calidad en sus planes 
de estudio. La educación, en su eficacia, 
eficiencia y calidad debe ser el centro del ágora 
planteado entre la sociedad y los gobernantes, 
ya que del sistema educativo dependen los 
niveles de bienestar social y de productividad 
económica de un país. En virtud de ello, 
consideramos que la definición de las políticas 
educativas constituye un desafío mayor para el 
gobierno y la sociedad oriental en su conjunto. 
Asimismo, hemos comprobado que la modalidad 
de educación de tiempo completo ha resultado 
una importante herramienta para promover y 
alcanzar mejores rendimientos en aquellos 
alumnos de niveles socioculturales considerados 
bajos. Por lo expuesto, resulta indispensable, 
para lograr un adecuado desarrollo de los niños, 
incentivar en las escuelas de áreas críticas una 
mayor participación de los educandos. Este 
propósito es aplicable también a la Escuela 
N* 12, ya que la misma se encuentra en un 
contexto sociocultural muy desfavorable. La 
ocupación laboral preponderante de los padres 
de los alumnos es la de jornaleros, en tanto las 
madres son amas de casa oO domésticas, 
quienes en su mayoría sólo han cursado la 
escuela primaria completa, o incompleta en 
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muchos casos. También hemos observado 
graves problemas de desorganización familiar, y 
para muchos de los niños el almuerzo servido 
en la escuela es la única alimentación del día. 
Además, los niños reciben solamente como 
educación formal la que les brinda el centro 
docente, pues no tienen acceso a formación en 
computación, expresión corporal, educación 
musical y otros idiomas. Los cuatro docentes, 
sensibilizados por la situación, luchan diaria- 
mente para que la escuela no sea reproductora 
de marginalidad. En consecuencia, y visto que 
en la zona de influencia escolar actualmente se 
están construyendo setenta viviendas de la 
Comisión Honoraria Pro Erradicación de la 
Vivienda Rural Insalubre (MEVIR) -lo cual 
significa que la población estudiantil va a 
aumentar-, solicitamos que la Escuela N* 12 de 
villa Carmen, departamento de Durazno, sea 
transformada en escuela de tiempo completo. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamen- 
te. Nelson Bosch, Representante por Durazno". 


B) Exposición del señor Representante Artigas 
Barrios al Ministerio de Economía y 
Finanzas y además por su intermedio al 
Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, relacionada con los inconvenientes 
creados para los comerciantes del interior 
por el sistema de compensación de che- 
ques en línea. 


"Montevideo, 10 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Economía y Finanzas y, 
además, por su intermedio, al Banco de la 
República Oriental del Uruguay (BROU). A partir 
del 30 de setiembre pasado se ha implementado 
en el interior de la República el 'clearing' de 
cheques 'en línea', que funciona en Montevideo 
desde hace ya algún tiempo. Según manifiestan 
los comerciantes, esto significa que a primera 
hora de la mañana se debitan los cheques y si 
no hay saldo suficiente, los mismos son 
devueltos. El inconveniente se origina en que, 
en general, en el interior no existe el régimen 
de depósitos fuera de hora. Por tanto, mucha 
veces los comerciantes tienen el dinero en su 
caja, pero los cheques son devueltos porque no 
puede efectuarse el depósito. El hecho les 
acarrea graves perjuicios, como la multa que 
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cobra el banco, el desprestigio comercial u 
otros. Plantean los interesados, y es razonable, 
que en aquellas localidades donde no existe el 
sistema de depósitos fuera de hora se conceda 
plazo para cubrir el cheque hasta el horario de 
oficina. En caso contrario, deben disponer del 
dinero siempre un día antes, lo que les resulta 
casi imposible dada la situación de recesión que 
impera en muchas zonas del interior. Solicita- 
mos que el BROU considere esa posibilidad, que 
daría un pequeño pero importante alivio a un 
sector que no ha accedido a los regímenes 
especiales que, justificadamente, se han otorga- 
do a otros. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Artigas A. Barrios, Representante 
por Rocha”. 


C) Exposición del señor Representante Artigas 
Barrios al Ministerio de Economía y 
Finanzas y además por su intermedio a la 
Dirección General Impositiva, acerca de 
los criterios que emplea la referida Direc- 
ción para las inspecciones que realiza en 
el interior del país. 


"Montevideo, 12 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Economía y Finanzas y, además, 
por su intermedio, a la Dirección General 
Impositiva (DG)). Los comerciantes del interior 
reclaman reiteradamente por la política de 
inspecciones de esa Dirección. Sostienen que es 
injusta y arbitraria. Injusta, porque sólo se 
inspecciona a los comerciantes inscriptos en el 
registro de contribuyentes y no se inspecciona 
a los no inscriptos. Indican, y tienen razón, que 
aquellos que voluntariamente se han incorpora- 
do al registro, están demostrando su voluntad 
de aportar los impuestos que correspondan, y 
así lo hacen, pero que si la DGl los desampara 
frente a los que no actúan de la misma forma, 
no podrán ellos tampoco continuar contribuyen- 
do. Y es arbitraria, según afirman, porque el 
principio rector del trabajo de los funcionarios 
inspectores sería recaudar como sea, lo que 
significa multar. Así es que muchas veces, a 
pesar de la documentación que presenta el 
comerciante, los inspectores sostienen que la 
venta tiene que haber sido superior a la 
declarada y fijan, de acuerdo con su criterio, el 
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monto del impuesto adeudado. Si esto es así, 
en este momento, cuando las ventas han caído 
dramáticamente en todos los sectores, se corre 
el riesgo de estar cometiendo muchas injusti- 
cias. Saludo al señor Presidente muy atenta- 
mente. Artigas A. Barrios, Representante por 
Rocha". 


D) Exposición del señor Representante Artigas 
Barrios al Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social, y además por su intermedio al 
Banco de Previsión Social, referente a la 
política de fiscalización aplicada por dicha 
Secretaría de Estado. 


"Montevideo, 12 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y, 
además, por su intermedio, al Banco de 
Previsión Social (BPS). Los comerciantes del 
interior reclaman reiteradamente por la política 
de inspecciones de ese banco. Sostienen que 
es injusta y arbitraria. Injusta, porque sólo se 
inspecciona a los comerciantes inscriptos en el 
registro de contribuyentes y no se inspecciona 
a los no inscriptos. indican, y tienen razón, que 
aquellos que voluntariamente se han incorpora- 
do al registro, están demostrando su voluntad 
de hacer efectivos los aportes que correspon- 
dan, y así lo hacen, pero que si los organismos 
del Estado los desamparan frente a los que no 
actúan de la misma forma, no podrán ellos 
tampoco continuar contribuyendo. Y es arbitra- 
ría, según afirman, porque el principio rector del 
trabajo de los tuncionarios inspectores sería 
recaudar como sea, lo que significa multar. Así 
es que muchas veces, a pesar de la documen- 
tación que presenta el comerciante, fijan de 
acuerdo con su criterio, el monto del aporte 
adeudado. Si esto es así, en este momento, 
cuando las ventas han caído dramáticamente en 
todos los sectores, se corre el riesgo de estar 
cometiendo muchas injusticias. Saludo al señor 
Presidente muy atentamente. Artigas A. Ba- 
rrios, Representante por Rocha". 


E) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán Rodríguez al Ministerio de 
Salud Pública; a la Junta Departamental y 
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a la Intendencia Municipal de Río Negro, 
acerca del funcionamiento del Centro 
Auxiliar de la ciudad de Young, del citado 
departamento. 


"Montevideo, 11 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Salud Pública y a la 
Intendencia Municipal y a la Junta Departamen- 
tal de Río Negro. En visita realizada a la ciudad 
de Young, departamento de Río Negro, fuimos 
informados del funcionamiento del Centro Auxi- 
liar dependiente del Ministerio de Salud Pública. 
El 13 de junio del año en curso, realizamos en 
el plenario de la Cámara una reseña histórica 
del centro de asistencia que abarcó desde el 
proceso fundacional hasta estos días, haciendo 
hincapié en la necesidad de que esa Secretaría 
de Estado estudiara la posibilidad de elevar el 
mencionado centro al rango de hospital, lo que 
conllevaría que el mismo se transformara en una 
unidad ejecutora. Datos estadísticos, atención a 
usuarios, personal, amoblamiento, especialida- 
des, función de la comisión de apoyo y la 
adhesión sin renunciamientos de la sociedad 
younguense fueron tomados como argumento 
sustancial para el fin que planteamos. Estamos 
en conocimiento de que el Hospital 'Doctor 
Angel M. Cuervo' de la ciudad de Fray Bentos, 
departamento de Río Negro, por ser la unidad 
ejecutora departamental recibe partidas por el 
rubro policlínicas rurales de las localidades de 
Nuevo Berlín, San Javier, Algorta y Grecco. Nos 
ha sido planteado que, en atención a la labor 
que desarrolla el Centro Auxiliar de Young, el 
Ministerio de Salud Pública pueda establecer 
una fórmula que posibilite que los recursos 
asignados por el concepto mencionado puedan, 
en los casos de los pueblos Algorta y Grecco, 
ser recibidos por el Centro Auxiliar de Young, 
por razones tales como que las localidades 
están geográficamente en la zona de influencia 
del citado centro y porque en su gran mayoría 
los habitantes de las poblaciones del norte del 
departamento confluyen en la ciudad de Young 
y su Centro Auxiliar. También sería oportuno, 
para jerarquizar y mejorar aún más la atención 
a los usuarios, que los recursos que se obtienen 
por ventas de servicios a privados puedan ser 
aumentados porcentualmente tomando en cuen- 
ta un proceso de descentralización, responsabi- 
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lidad de la Dirección y administración, lo que 
creemos redundaría en una mejora de la gestión 
y, por añadidura, en un mejor servicio a la 
población usuaria. Esperando sea atendido este 
petitorio, saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Ricardo Castromán Rodríguez, 
Representante por Río Negro". 


F) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán Rodríguez al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas; a la Junta 
Departamental y a la Intendencia Municipal 
de Río Negro, referente a un convenio 
suscrito entre dicha Secretaría de Estado 
y una fundación de la localidad de San 
Javier, en el referido departamento. 


"Montevideo, 11 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a la Intendencia Municipal y a la Junta 
Departamental de Río Negro. En visita realizada 
a la villa San Javier, departamento de Río 
Negro, tuvimos oportunidad de conversar con 
vecinos e integrantes de la Fundación Vladimir 
Roslik. La ocasión sirvió para que nos 
interiorizáramos de la situación de la institución, 
que tiene fines muy claros de atención a la 
colectividad. Se nos informó que hay un 
convenio celebrado con el Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas a efectos de mejorar toda 
la infraestructura edilicia de la mencionada 
fundación. Por lo tanto, nos parece necesario 
que esa Secretaría de Estado pueda brindarnos 
información relativa a si el citado convenio ha 
sido considerado y estudiado, como también, en 
caso afirmativo, si ha habido calificación y 
priorización del mismo. Asimismo, de acuerdo 
con lo expresado por los vecinos, sería 
importante conocer cuándo se firmaría el 
convenio y a cuánto ascendería la partida que 
se le asignará para los fines establecidos, que 
redundarán sin duda en beneficio de toda la 
comunidad sanjavierina. En la seguridad que el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
transmitirá la información a los vecinos en un 
tema singular para los habitantes de la locali- 
dad, saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Ricardo Castromán Rodríguez, 
Representante por Río Negro". 
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G) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán Rodríguez al Ministerio de 
Salud Pública; a la Comisión Honoraria Pro 
Erradicación de la Vivienda Rural Insalu- 
bre; a la Junta Departamental y a la 
intendencia Municipal de Río Negro, sobre 
los requerimientos de la policlínica de San 
Javier, en el citado departamento. 


"Montevideo, 11 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Salud Pública, a la 
Intendencia Municipal y a la Junta Departamen- 
tal de Río Negro, y a la Comisión Honoraria Pro 
Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre 
(MEVIR). Hemos estado reunidos con vecinos 
de la villa San Javier, departamento de Río 
Negro, integrantes de la Comisión de Apoyo a 
la policlínica local. En este encuentro nos fueron 
planteadas una cantidad de aspiraciones que 
consideramos legítimas, puesto que se enmarcan 
en la atención sanitaria de los vecinos y la zona 
de influencia de la villa. Hay un solo médico que 
atiende a la población, quien también trabaja en 
el departamento de Paysandú. Se estima im- 
prescindible la designación de otro profesional 
para la atención de casi mil quinientas personas 
poseedoras de carnés de asistencia teniendo en 
cuenta, además que la policlínica atiende entre 
setecientas y ochocientas consultas mensual- 
mente. Prestan también sus servicios tres 
Enfermeras, de las cuales una es presupuesta- 
da, una es contratada y la otra voluntaria desde 
hace diez meses. Por lo que, en la medida en 
que pudiera el Ministerio de Salud Pública sería 
deseable que buscara la solución por concurso 
de oposición o méritos y así cubrir este aspecto 
tan importante para los usuarios. Como no hay 
Auxiliar de servicio, la tarea la cumple uno de 
los integrantes de la Comisión de Apoyo, por lo 
que también sería necesario contar con alguna 
persona que pueda realizar las tareas de 
mantenimiento y de limpieza. Sería muy impor- 
tante además, contar con especialidades tales 
como ginecología, pediatría y odontología. Debe 
destacarse que hay un equipo odontológico en 
muy buen estado para la prestación del servicio. 
La ambulancia es mantenida por los vecinos, por 
medio de beneficios como la venta de comes- 
tibles y otros recursos que permiten la compra 
de repuestos, neumáticos y otros. El vehículo no 
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cuenta, asimismo, con equipo de radio, imple- 
mento imprescindible cuando se trasladan pa- 
cientes a otros centros hospitalarios. Para su 
mantenimiento se disponen de $ 1.120 mensua- 
les (siete vales para combustible y aceite). La 
ambulancia tiene como chofer a un tuncionario 
policial, por lo que nos parece que deberá 
regularizarse esta situación a la mayor brevedad 
posible, dado que el funcionario no percibe 
ninguna partida compensatoria o viático. Enten- 
demos pertinente, en otro orden de problemas, 
explorar la posibilidad de establecer un convenio 
con la Comisión Honoraria Pro Erradicación de 
la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR), por las 
razones expuestas en nota enviada al señor 
Presidente de ese prestigioso organismo, arqui- 
tecto José M. Mieres Muró, el día 10 de julio 
de 2000. Como Representante Nacional cree- 
mos oportuno hacer llegar las inquietudes de los 
vecinos, que hacemos nuestras, para que, aun 
en tiempos difíciles pero con buena voluntad e 
imaginación, se pueda solucionar los planteos 
realizados. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Ricardo Castromán Rodríguez, 
Representante por Río Negro”. 


H) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán Rodríguez al Poder Ejecuti- 
vo, a los Ministerios de Economía y 
Finanzas; y de Trabajo y Seguridad Social, 
y además por su intermedio a la Junta 
Nacional de Empleo; a la Intendencia 
Municipal de Río Negro y a todas las 
Juntas Departamentales, relacionada con 
la situación financiera y los servicios que 
presta la Junta Nacional de Empleo. 


“Montevideo, 12 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita a la Presidencia de la República; a los 
Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Trabajo y Seguridad Social y, además, por su 
intermedio, a la Junta Nacional de Empleo 
(JUNAE); a la Intendencia Municipal de Río 
Negro y a todas las Juntas Departamentales del 
país. El pasado 10 de junio cursamos exposi- 
ciones escritas por Oficios Nos. 897 a 901, de 
13 de junio del año en curso, respectivamente, 
al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y a la propia Junta Nacional 
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de Empleo (JUNAE), entre otras dependencias 
estatales, en las que manifestamos nuestra 
preocupación por la delicada situación de la 
JUNAE, que ha posibilitado la capacitación de 
miles de trabajadores que se encuentran en el 
seguro por desempleo. Tenemos información de 
que hay entre diez y once mil trabajadores en 
lista de espera desde el año 1999, y que durante 
el presente año se inscribieron alrededor de 
otros mil para realizar cursos enmarcados en los 
programas de capacitación laboral. La falta de 
atención al resto de los trabajadores se debe 
a la falta de fondos. Hay coincidencia entre 
empresarios, trabajadores y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en que es necesario 
concretar algún aporte extraordinario al Fondo 
de Reconversión Laboral, máxime si se tiene en 
cuenta el alto índice de desempleo y el récord 
histórico de desocupación -ciento setenta mil 
personas, que representan un 14% de la 
población con expectativa de trabajar-, así como 
el número de trabajadores en el seguro por 
desempleo, que asciende a la cifra de veintisiete 
mil, Queremos recordar que la JUNAE, como 
alternativa para atender sus necesidades eco- 
nómicas, propuso gravar los juegos de azar o 
las sociedades financieras de inversión, planteo 
que fue desestimado por el Poder Ejecutivo en 
razón de su negativa a crear nuevos tributos. 
La propia intervención del señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social en la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda no 
fue muy alentadora, en la medida en que habló 
de la posibilidad de que el Poder Ejecutivo 
autorice a Rentas Generales una partida de 
US$ 2.400.000 (dos millones cuatrocientos mil 
dólares de los Estados Unidos de América) 
anuales como aporte al Fondo de Reconversión 
Laboral, cuando se necesitaría -de acuerdo con 
la dura realidad, que nadie puede desconocer- 
que el aporte fuera de aproximadamente 
US$ 400.000 (cuatrocientos mil dólares de los 
Estados Unidos de América) mensuales, y así 
no perder la esperanza de que las cosas 
mejoren en cuanto al empleo. Por lo tanto, 
creemos que las autoridades -tan proclives a la 
observancia permanente de números, gráficas e 
indicadores económicos- debieran, y sin duda lo 
harán, estudiar el envío de un Mensaje 
complementario, con motivo del tratamiento del 
Presupuesto Nacional, tratando de actuar con 
equidad y atendiendo precisamente a los 
números, que son personas, padres de familia 
o jóvenes trabajadores. También, por añadidura, 
se evitaría que todos los días emigren urugua- 
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yos, acorralados por circunstancias que todos 
conocemos. Por lo expuesto, nos permitimos 
solicitar que se le preste atención a un asunto 
tan sentido en todo el país, respecto al que los 
trabajadores y la sociedad esperan señales 
positivas y de voluntad clara. Salúdamos al 
señor Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro". 


I) Exposición del señor Representante Raúl 
Argenzio al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, y además por su intermedio 
al Banco de Previsión Social, acerca de la 
instrumentación del beneficio de cuota 
mutual para determinadas categorías de 
pasivos. 


"Montevideo, 12 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y, además, por su intermedio, al Banco 
de Previsión Social (BPS). Queremos expresar 
nuestra inquietud respecto a la cobertura mutual 
para los pasivos aprobada por la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995. Sería deseable 
incorporar al beneficio a los patronos rurales y 
de la industria y el comercio, así como a los 
titulares de empresas unipersonales, y revisar la 
desafectación de aquellos que las mutualistas 
quitan el amparo por considerar 'mejora de 
fortuna'. Según lo establecido en el artículo 186 
de la citada ley, se contempla la cobertura 
mutual solamente para 'los afiliados pasivos 
jubilados como trabajadores dependientes en 
actividades amparadas en el BPS', siempre y 
cuando los ingresos totales, incluyendo las 
prestaciones por pasividad o retiro, no superen 
actualmente el monto de $ 2.620. No comprende 
a los patrones rurales ni a los de la industria 
y el comercio, quienes a la fecha de su cese 
están amparados por DISSE, con el mismo 
aporte del 3% sobre sus ingresos, ni a las 
empresas unipersonales. Esas pasividades son 
generalmente inferiores a las de cualquier 
empleado. La norma es muy restrictiva porque 
ampara a una parte mínima de beneficiarios. Los 
topes son exiguos y con las exclusiones 
mencionadas. Sirva como ejemplo el caso 
siguiente: una jubilada que cobra $ 2.000, está 
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por debajo del tope de los $ 2.620. Si enviuda 
y acrece su pasividad con la pensión del marido 
-supongamos que en $ 1.000-, al superar el tope 
pierde automáticamente el derecho que generó 
al amparo del artículo 186 de la Ley N* 16.713 
mencionada. Así, deberá afiliarse nuevamente a 
la mutualista de manera particular y abonar la 
cuota mutual común, en tanto abonaría aproxi- 
madamente $ 90 si se mantuviera dentro del 
sistema. Por datos obtenidos extraoficialmente, 
se conoce que han sido desafectadas por esa 
causa unas tres mil personas. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. Raúl 
Argenzio, Representante por Lavalleja". 


J) Exposición del señor Representante Raúl 
Argenzio al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, referente a la necesidad 
de construir un resguardo peatonal en la 
intersección de las Rutas Nacionales 
Nos. 8 y 80. 


“Montevideo, 12 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. En la intersección de la Ruta Nacional 
N* 8 "Brigadier General Juan Antonio Lavalleja' 
con la Ruta Nacional N* 80, en el empalme a 
la ciudad Migues, es necesaria la construcción 
de un resguardo peatonal. En la zona residen 
pobladores de escasos recursos, entre los que 
se cuentan muchos ancianos y niños, además 
de los maestros que viajan hacia sus escuelas 
y desde ellas a sus hogares. Pero, especialmen- 
te, dicho resguardo es necesario para quienes 
utilizan esa parada para efectuar una combina- 
ción con otros ómnibus a fin de trasladarse a 
las ciudades de Montevideo, Minas o Migues y 
no cuentan con un reparo adecuado para 
protegerse del sol ni, aun más, de la lluvia. Por 
lo expuesto, solicitamos a esa Secretaría de 
Estado la construcción del refugio peatonal de 
referencia. Sin duda, el Ministerio será sensible 
a ese requerimiento, que beneficiará a innume- 
rables ciudadanos. Saludamos al señor Presi- 
dente muy atentamente. Raúl Argenzio, Repre- 
sentante por Lavalleja". 


K) Exposición del señor Representante Julio 
C. Silveira Correa al Ministerio de Educa- 
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ción y Cultura, con destino al Consejo 
Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, referente a 
la construcción de un nuevo local para la 
Escuela Rural N* 24 de Estación Cuaró, 
departamento de Artigas. 


"Montevideo, 12 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) y a su Gerencia de Inversiones. En el 
paraje conocido como estación Cuaró, del 
departamento de Artigas, se encuentra ubicada 
la Escuela Rural N* 24, que actualmente cuenta 
con más de veinte alumnos, y la que padece una 
seria situación por lo inadecuado de su edificio. 
La localidad, como su nombre lo indica, nació 
a raíz de la instalación en la zona de una 
estación de ferrocarril. A pesar de la desapa- 
rición del servicio brindado por la Administración 
de Ferrocarriles del Estado (AFE) -hecho que ha 
contribuido al desarraigo y a la incomunica- 
ción-, la zona continúa poblada por compatriotas 
que encuentran en los establecimientos rurales 
del entorno su medio de vida y luchan 
denodadamente por la sobrevivencia de su 
pago, al que se resisten a abandonar. Hace 
quince años que la Escuela N?* 24 viene 
bregando por la obtención de un local propio, 
con el trabajo de los padres de los niños, de 
los vecinos de la zona y del personal que ayuda 
a mantener su funcionamiento. Actualmente, la 
escuela funciona en el edificio de la antigua 
estación de ferrocarril, el que, desde luego, por 
sus propias características, resulta inadecuado 
como centro de enseñanza. En efecto, la antigua 
estación cuenta con un mobiliario obsoleto y en 
mal estado, los techos están severamente 
dañados, y varones y niñas disponen de un solo 
baño. En su momento, los propios técnicos de 
ANEP, a través del arquitecto Tito, en una 
decisión que hasta el día de hoy nos llena de 
perplejidad, desecharon la idea de construir la 
escuela mediante un convenio con la Comisión 
Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda Rural 
Insalubre (MEVIR), lo que hubiera solucionado 
el problema, considerando la sensibilidad y la 
buena voluntad de esa Comisión en orden a 
allanar dificultades como la que nos ocupa. Se 
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nos ha informado que ANEP, más adelante, 
rescindió un contrato con la empresa encargada 
de la edificación de la escuela. Por tal motivo, 
se ha visto postergada una vez más la solución, 
a pesar de que se ha ¡legado a cercar el predio 
y construir la base del edificio. Pero también es 
de nuestro conocimiento que ya otra empresa 
está levantando por todo el país construcciones 
similares a la que se busca concretar. Desco- 
nocemos los criterios invocados para desestimar 
el convenio con MEVIR y por qué hasta el 
momento, a pesar de los innumerables planteos 
y reclamos formulados a través de los más 
diversos medios, entre los que se cuentan la 
Junta Departamental y la Intendencia Municipal 
de Río Negro y otros, no se ha logrado obtener 
respuesta alguna. Por tanto, pretendemos que 
la voz de nuestros coterráneos sea escuchada 
y se solucione definitivamente tan triste realidad. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamen- 
te. Julio C. Silveira, Representante por Artigas". 


L) Exposición del señor Representante Luis 
Gustavo Aguilar a la Intendencia Municipal 
de Montevideo, sobre la necesidad de 
instrumentar medidas de protección para 
los peatones que circulan en las inmedia- 
ciones de la Terminal de Tres Cruces, en 
el citado departamento. 


"Montevideo, 13 de octubre de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
a la Intendencia Municipal de Montevideo. Son 
varios los riesgos a los que se ven enfrentados 
los peatones que deben transitar por el cruce 
de las calles doctor Salvador Ferrer Serra y 
Eduardo Víctor Haedo a la altura de la Terminal 
Tres Cruces. La ciudad de Montevideo reúne las 
calidades de capital departamental y capital del 
país, lo que motiva que numerosos visitantes de 
todo el territorio concurran a ella, siendo la 
Terminal Tres Cruces el centro de concentración 
de los viajeros. Al salir de la terminal para 
dirigirse hacia el centro de la ciudad, los 
peatones deben atravesar las calles doctor 
Salvador Ferrer Serra y Eduardo Víctor Haedo 
hacia la calle doctor Mario Cassinoni, vías de 
tránsito que carecen de señalización adecuada, 
lo que implica un alto riesgo de accidentes. En 
consecuencia, solicito a esa intendencia Muni- 
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cipal tenga a bien disponer medidas apropiadas 
que otorguen mayor seguridad al paso de los 
peatones en los lugares mencionados, ya sea 
mediante cebras, semáforos, vigilantes o en la 
forma que se considere más conveniente. Esas 
sugerencias son un sencillo aporte a las 
autoridades municipales a quienes la ley y la 
Constitución de la República asignan total poder 
de decisión. Saludo al señor Presidente muy 
atentamente. Luis Gustavo Aguilar, Represen- 
tante por Flores". 


6.- Presupuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 
(Aprobación) 


— Se pasa a considerar el asunto motivo de la 
convocatoria: "Presupuesto Nacional. (Ejercicio 
2000-2004). (Aprobación)". 


(Antecedentes:) 
(Los Anexos | a XXXI se publican en los 
Volúmenes | a Xl de "Anexos al Repartido 


N* 310", que son parte integrante de este Diario 
de Sesiones) 


Rep. N* 310 


PRESUPUESTO NACIONAL 
2000 - 2004 


Mensaje y proyecto de 
Ejecutivo 


ley del Poder 


"PODER EJECUTIVO 
Montevideo, 30 de agosto de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General. 
Presente. 


El Poder Ejecutivo, tiene el alto honor de 
remitir al Poder Legislativo el proyecto de 
Presupuesto para el período 2000 - 2004 de 
conformidad con lo previsto por el artículo 214 
y concordantes de la Constitución de la Repú- 
blica. A su vez, de acuerdo con lo establecido 
por el artículo 214 de la Constitución de la 
República comunica los dos informes elaborados 
por los integrantes de la Comisión Sectorial de 
Descentralización creada en la modificación del 
artículo 230 de la Constitución de la República. 
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PRESUPUESTO QUINQUENAL 2000-2004 


MENSAJE DEL PODER EJECUTIVO 


La situación económica actual 


Durante la primera mitad del 2000 la 
economía no ha logrado superar los efectos 
adversos de las serias dificultades regionales 
que se arrastran desde comienzos de 1999. Si 
bien los datos económicos mostraban hasta abril 
claros síntomas de recuperación tanto a nivel de 
producción como de empleo, exportaciones, 
importaciones de bienes de capital y recauda- 
ción, desde mediados de mayo se observó la 
interrupción del proceso de recuperación y el 
inicio de un descenso en los niveles de actividad 
de la economía. 


Es que en los hechos, los factores que 
afectaron al país desde agosto de 1998, 
exacerbados con las dificultades cambiarias de 
Brasil de enero de 1999, aún perduran. La caída 
de los términos del intercambio, el alza de la 
tasa de interés internacional y la debilidad de 
la demanda regional siguen presentes y con más 
fuerza aun en este año. A esto se suma, que 
casi dos años de retroceso o estancamiento han 
afectado el ánimo y las expectativas del sector 
privado, que se vuelve más cauto en la toma 
de decisiones y por ende más reacio a invertir 
y consumir en el corto plazo. 


Los términos del intercambio, conjugando el 
doble efecto de la drástica caída de nuestros 
precios de exportación con el aumento del 
precio del petróleo, muestran en los primeros 
meses del año una reducción del 21% frente al 
nivel ya deteriorado de 1999. 


Además, la suba de casi dos puntos en la 
tasa de interés internacional implica más de 
US$ 100.000.000,00 (cien millones de dólares 
de los Estados Unidos de América) de aumento 
en el costo neto del endeudamiento en tanto la 
pérdida de ingreso por términos del intercambio 
sobrepasa los US$ 500.000.000,00 (quinientos 
millones de dólares de los Estados Unidos de 
América), dentro de éstos, sólo la tactura 
petrolera aumentó casi US$ 300.000.000,00 
(trescientos millones de dólares de los Estados 
Unidos de América). 


Las bases de programación 


Las proyecciones de ingresos fiscales parten 
de la base de un crecimiento de la producción 
de bienes y servicios del 3% en el 2001 y de 
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2.5% a partir del 2002 hasta el 2004, Dentro de 
éste, el consumo doméstico se lo supone 
creciendo a la misma tasa que el producto 
global, a excepción del 2001, donde crece al 
2%, las importaciones se suponen creciendo al 
6% anual y las exportaciones al 8% anual. Se 
supone además que la tasa de interés relevante 
para el país ha de subir durante el primer 
semestre del 2001 en el orden de 1/2 punto 
porcentual, para luego comenzar a caer, para 
situarse aproximadamente en los actuales nive- 
les hacia el segundo semestre del 2003. 


Se supone que la inflación externa relevante 
para el país es del 2.5% anual y que la 
economía mundial va a continuar en su senda 
de crecimiento, en tanto la región se recupera 
a lo largo del período. 


Aspectos resaltables del presente presu- 
puesto 


A) En materia impositiva. 


En esta materia, no se propone incrementar 
la carga tributaria global. La norma general 
tiende a igualar las condiciones de tributación 
entre el sector público y el privado y entre los 
agentes privados entre sí, con independencia de 
la forma jurídica que adopte la empresa. 


Este principio rector de nuestra política 
económica se basa en la observación de la 
realidad por la que atraviesa el país. Todos los 
sectores productivos, sean productores de 
bienes transables, como el agro y la industria, 
como los no transables, servicios tales como el 
turismo, reclaman la reducción de la carga 
impositiva porque les afecta su nivel de 
competitividad. En la medida que la economía 
crezca, el no aumento de la carga tributaria 
redundará en una menor relación de impuestos 
a ingreso. 


Si bien no está incluido en este proyecto de 
ley, el Poder Ejecutivo haciendo uso de las 
facultades establecidas en la ley de urgente 
consideración recientemente aprobada, procede- 
rá a reducir las sobretasas de aportación a 
seguridad social sobre las Empresas Públicas y 
por la presente ley se propone eliminar el 
ICOME. Ambos impuestos restan competitividad 
a estas empresas, por lo que las reducciones 
de impuestos se hacen al mero efecto de 
adecuarlas al nuevo marco competitivo y 
ponerlas en un pie de igualdad con el sector 
privado. 
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Se igualan los impuestos entre todas las 
compañías de seguros y también se avanza en 
el mismo camino en el sistema financiero en 
general. 


A su vez se proponen cambios en el IMESI 
a los vehículos y combustibles, a fin de 
adaptarse a la nueva política común del 
MERCOSUR en el sector automotor y financiar 
el aumento de las transferencias en favor de los 
Gobiernos Departamentales. 


Dentro del mismo marco conceptual, este es, 
la igualación de tributación entre sectores, se 
propone aplicar el IRP a los sujetos pasivos que 
prestan servicios personales sobre la base de 
sus retribuciones reales, en lugar de las fictas 
actuales. 


B) Principio de realismo y austeridad fiscal. 


El equilibrio de las cuentas públicas consti- 
tuye uno de los ejes de la política económica. 
La restricción presupuestal opera de manera 
insoslayable tanto en el estado como en el 
presupuesto de cualquier familia. El desequili- 
brio fiscal se traduce, en un déficit de la cuenta 
corriente del balance de pagos y en una 
economía fuertemente exportadora de servicios 
como la uruguaya, en un déficit comercial de 
magnitud. Lo anterior supone que el sector 
privado se encuentra en equilibrio en su cuenta 
ahorro-inversión pero, la historia enseña que 
períodos de prolongados déficit público terminan 
siendo pagos por el sector privado con un 
superávit de su ahorro frente a su inversión, lo 
que se traduce en menores inversiones para la 
economía y por ende en un menor ritmo de 
crecimiento en el mediano plazo. En general el 
mecanismo de financiamiento lo constituye la 
inflación, el peor y más regresivo de los 
impuestos. 


En base a esta realidad es que se propone 
un presupuesto austero en todo sentido, buscan- 
do no deprimir la inversión privada, verdadero 
motor de la economía. 


C) Salarios y recursos humanos. 


En materia de remuneraciones se priorizan 
los futuros aumentos a los sectores de la 
enseñanza, policías y militares, dentro de un 
esquema compatible con la estabilidad 
macroeconómica. De esta manera se solicita 
una autorización a favor del Poder Ejecutivo 
para otorgar aumentos diferenciales a estos 
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sectores, con un tope máximo sobre los 


incrementos generales. 


Respecto al manejo del personal de alta 
especialización del Gobierno Central, se propo- 
ne la consolidación de los cargos hasta el 
momento existentes, así como la creación de 
dos nuevas categorías. El objetivo final es lograr 
una gerencia profesional y de nivel académico 
en los cargos clave de la Administración. 


D) Seguridad pública. 


La seguridad de los ciudadanos es otro de 
los puntos con especial atención en el presente 
presupuesto quinquenal, mediante la autoriza- 
ción a la incorporación de mil ciento cincuenta 
nuevos efectivos. 


E) Descentralización. 


En materia de descentralización se hace un 
muy significativo esfuerzo a efectos de aportar 
más recursos a los Gobiernos Departamentales 
y en especial al fondo de desarrollo del interior 
de la República. La razón de este tratamiento 
estriba en el hecho que el ingreso promedio por 
habitante de Montevideo supera en un 67% al 
del interior de la República, de donde la base 
tributaria y las posibilidades de recaudación son 
muy superiores en la capital del país. Además 
de ello, Montevideo es el departamento de 
menor extensión territorial, teniendo por ende 
grandes economías de escala en la provisión de 
los servicios. 


De acuerdo a lo establecido en el artículo 214 
de la Constitución de la República, del total de 
impuestos percibidos se destinará un 2.75% a 
los Gobiernos Municipales, los que de acuerdo 
a la previsión para el año 2001, significa un 
aumento del 27.5% respecto a la transferencia 
que éstos percibieron en 1999. 


Respecto al fondo de descentralización pre- 
visto en el artículo 298 de la Constitución de la 
República, el aumento en los recursos propuesto 
es del 40% frente a los actuales. En este caso, 
del total de recursos, un 75% deberán ejecutar- 
se en coordinación entre el Gobierno Central y 
los Gobiernos Departamentales, en tanto el 25% 
restante será para obras que las propias 
Intendencias priorizarán. 


F) Competencia en los servicios públicos. 


En la nueva economía se hace necesaria la 
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regulación de la competencia en servicios que 
hasta hace pocos años constituían monopolios 
naturales. 


Como primer paso en este sentido se propone 
la creación de la unidad de regulación del 
mercado energético, la desmonopolización de 
actividades en el sector de las telecomunicacio- 
nes y el levantamiento de algunos monopolios 
del Banco de Seguros del Estado. 


G) Deuda pública. 


En este capítulo se plantean límites a la 
deuda que resultan compatibles con un déficit 
promedio anual del 1.5% del PBI, considerando 
el consolidado del sector público, con exclusión 
de las empresas del Estado. La propuesta 
concentra los instrumentos en títulos de deuda 
pública, comercializables en el mercado secun- 
dario. 


Este déficit proyectado, es compatible con 
una paulatina reducción de la razón deuda a 
producto bruto interno, que constituye un 
indicador fundamental para la evaluación del 
riesgo país. 


El proyecto de ley, prevé topes superiores a 
los que derivarian del déficit promedio mencio- 
nado, ya que incluye la renovación de la deuda 
que no está suscrita mediante la modalidad de 
Bonos y Letras, o a través de estos instrumen- 
tos, pero que no integran el tope actual y que 
serán amortizados durante el período de vigen- 
cia. 


El manejo de la deuda prevé ciertos impon- 
derables relacionados con el ciclo económico, 
dotando dentro de ciertos límites de flexibilidad 
al Poder Ejecutivo para que pueda realizar un 
manejo más eficiente del endeudamiento públi- 
co. 


Aspectos descriptivos 


La proyección de ¡intereses supone un 
comportamiento de la deuda acorde con los 
topes previstos. En este sentido los pagos 
previstos por parte del Gobierno Central serán 
de US$ 484.000.000,00 (cuatrocientos ochenta 
y cuatro millones de dólares de los Estados 
Unidos de América) en el 2001, previéndose en 
US$ 511.000.000,00 (quinientos once millones 
de dólares de los Estados Unidos de América) 
para fines del período 2004. 


De acuerdo a las cifras presentadas se 
maneja un déficit anual que registra una 
tendencia descendente a partir de niveles más 
elevados como el esperado en el 2000. Esto 
surge de considerar la diferencia de los recursos 
y las autorizaciones a gastar tanto a nivel de 
rubros de funcionamiento como de inversión, 
deduciendo de estas últimas los parámetros 
razonables, en términos con la evidencia 
empírica, de no ejecución o economías. Hay que 
tener presente que en esta ocasión los rubros 
presupuestales reflejan fielmente los requeri- 
mientos de ejecución, por lo que, la estimación 
de partidas para refuerzo de rubros, así como 
las economías por no ejecución serán menores 
a las habituales. 


En lo que refiere a las inversiones, se 
plantea un tope de US$ 532:000.000,00 (qui- 
nientos treinta y dos millones de dólares de los 
Estados Unidos de América) en el año 2001, 
US$ 561.000.000,00 (quinientos sesenta y un 
millones de dólares de los Estados Unidos de 
América) en el 2002, US$ 631.000.000,00 
(seiscientos treinta y un millones de dólares de 
los Estados Unidos de América) en el 2003 y 
US$ 606.000.000,00 (seiscientos seis millones 
de dólares de los Estados Unidos de América) 
en el 2004, Considerando las que se realizarán 
en el 2000, el total de inversiones previstas para 
los cinco años se sitúa en US$ 2.700.000.000,00 
(dos mil setecientos millones de dólares de los 
Estados Unidos de América). Dentro de este 
total, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, el Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente, el Ministerio de 
Defensa Nacional, donde se incluye la 
remodelación del Aeropuerto de Carrasco, la 
Administración Nacional de Educación Pública, 
los proyectos de infraestructura de la Presiden- 
cia de la República, a través de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y el Ministerio 
del Interior son, por su orden, los principales 
destinatarios de los recursos que luego se 
invertirán. 


Dentro del total de erogaciones, existe un 
rubro de singular significación en el presupues- 
to, este es, la transferencia de previsión social, 
en especial al Banco de Previsión Social. Si se 
observa la evolución de esta transferencia se 
advertirá que a precios de enero de 2000, su 
evolución es la siguiente: 
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Transferencia neta al Banco de Previsión 
Social 


(millones de $ de 1 de enero de 2000) 


Año Importe 
2000 9.711,3 
2001 8.769,8 
2002 8.537,4 
2003 8.129,8 
2004 7.701,3 


Sin embargo, la transferencia total prevista 
hacia este organismo que se muestra en el 
siguiente cuadro, tiene un comportamiento 
diferente en función de que de la recaudación 
del impuesto al Valor Agregado (IVA) a la tasa 
básica, se afectan siete puntos porcentuales de 
los veintitrés, al Banco de Previsión Social. En 
el mismo se observa que la transferencia total 
disminuye en menor cuantía en función del 
aumento de recaudación de Impuesto al Valor 
Agregado derivada del crecimiento económico. 


Transterencia total al Banco de Previsión 
Social 


(millones de $ de 1 de enero de 2000) 


Año Importe 
2000 15.394,7 
2001 14.638,3 
2002 14.552,6 
2003 14,295,4 
2004 14.021,0 


Impacto económico de este Presupuesto 


El objetivo de la presente propuesta de 
Presupuesto es potenciar el crecimiento, mejorar 
los niveles de empleo y la calidad de vida de 
la población. Con esta propuesta el Poder 
Ejecutivo pretende dejar los espacios imprescin- 
dibles para que el sector privado invierta y se 
desarrolle. Para ello, propende a una mayor 
neutralidad tributaria y continúa con las líneas 
ya trazadas de desregulación de la actividad 
económica. 


Factor necesario del desarrollo es la estabi- 
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lidad de precios, que permite a los agentes 
económicos tomar sus decisiones de ahorro e 
inversión en un marco de mayor certeza. Con 
la propuesta tal cual está formulada, contenien- 
do un déficit bajo y financiable sin comprometer 
otros aspectos de la realidad macroeconómica, 
este pre-requisito está asegurado. 


Con baja inflación y déficit público manejable, 
de forma tal que la razón deuda a PBI se 
reduzca a lo largo del período, el país está en 
condiciones de conservar su calificación de 
deuda internacional. Pero el país debe apuntar 
a una mejora en su calificación de deuda que 
lo ponga a cubierto de cualquier problema 
internacional y que a su vez lo diferencie de las 
demás naciones de la región. Para ello, no es 
suficiente un déficit bajo y un manejo respon- 
sable de las finanzas públicas, sino que deben 
operarse otras transformaciones económicas 
como las que se han propuesto en la ley de 
urgente consideración y las que se agregan en 
este proyecto. 


Por último, el perfeccionamiento en el manejo 
de los fondos de libre disponibilidad mejorará la 
ejecución del programa financiero, redundando 
en mejoras en la administración de los dineros 
públicos en general. 


Saluda al señor Presidente con la mayor 
consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Guillermo Stirling, Didier 
Opertti, Alberto Bensión, 
Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Lucio Cáceres, 
Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso, Horacio Fernán- 
dez, Gonzalo González, 
Alfonso Varela, Oscar 
Gorosito, Jaime Mario 
Trobo. 


PROYECTO DE LEY 
SECCION | 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 12%.— El Presupuesto Nacional para 
el actual período de gobierno, se regirá por las 
disposiciones contenidas en la presente ley y 
sus anexos, que forman parte integrante de 
ésta. 
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Artículo 2*.— La presente ley regirá a partir 
del 1% de enero de 2001, excepto en aquellas 
disposiciones para las cuales, en forma expresa, 
se establezca otra fecha de vigencia. 


Artículo 3%.— Las estructuras de cargos y 
contratos de función se consideran al 1% de 
mayo de 2000 y a valores del 1% de enero de 
2000. Autorízase a la Contaduría General de la 
Nación a efectuar las modificaciones consecuen- 
tes, de acuerdo con normas anteriores a la fecha 
de vigencia de la presente ley, así como las que 
resulten pertinentes por su incidencia en ésta. 


Artículo 4*%.— Los créditos establecidos para 
gastos de funcionamiento, inversiones, subsidios 
y subvenciones están cuantificados a valores del 
1? de enero de 2000 y se ajustarán en la forma 
dispuesta por los artículos 62 y 7% de la Ley 
N?2 15.809, de 8 de abril de 1986, modificado 
por el artículo 1% de la Ley N* 16.903, de 31 
de diciembre de 1997 y por los artículos 68, 69, 
70 y 82 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986 y sus modificativos. 


Los planillados anexos comprenden el costo 
del Presupuesto Nacional del período 2000- 
2004, incluidas las partidas que se asignan por 
los artículos de la presente ley, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 375. 


Artículo 5%-— El Poder Ejecutivo, previo 
informe de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y de la Contaduría General de la 
Nación, podrá efectuar las correcciones de los 
errores u omisiones númericas o formales que 
se comprueben en el Presupuesto Nacional, 
dando cuenta a la Asamblea General. 


SECCION Il 
FUNCIONARIOS 


CAPITULO | 
NORMAS GENERALES 


Artículo 6%.— Sustitúyese el artículo 22 de 
la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 22.— No podrá disponerse el pa- 
se en comisión de funcionarios dependientes 
de la Administración Central a otros organis- 
mos del Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados, Gobiernos Depar- 
tamentales, Corte Electoral, Tribunal de 
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Cuentas, Tribuna! de lo Contencioso Adminis- 
trativo, Poder Judicial y viceversa. 


Tampoco podrá disponerse el pase en 
comisión de funcionarios dependientes de los 
Gobiernos Departamentales a Entes Autóno- 
mos -con excepción de la Universidad de ta 
República- Servicios Descentralizados y vice- 
versa. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes se 
aplicará sin perjuicio de los regimenes 
especiales, vigentes y de lo establecido en 
el artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986 en la redacción dada por 
el artículo 40 de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992". 


Artículo 72.— Modifícase el artículo 30 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en el 
sentido de establecer que donde dice: "inciso 12 
del artículo 14" debe decir "inciso 2% del artícu- 
lo 20". 


Artículo 82.— Interprétase que el término 
vacantes, en el artículo 42 de la Ley N* 16.095, 
de 26 de octubre de 1989, en la redacción dada 
por la Ley N* 17.216, de 24 de setiembre de 
1999, y que resultan de la aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 11 de la Ley N* 16.462, 
de 11 de enero de 1994, refiere al monto del 
crédito presupuestario correspondiente a las 
mismas y no a la cantidad de cargos y funciones 
contratadas. 


Suprimida una vacante, el 4% (cuatro por 
ciento) del crédito se transferirá a un único 
objeto del gasto, con destino exclusivo a 
rehabilitar cargos o funciones contratadas a ser 
provistos con personas discapacitadas. 


Facúltase al jerarca del Inciso, a propiciar 
ante el Poder Ejecutivo -previo informe favorable 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la 
Contaduría General de la Nación-, la rehabilita- 
ción de los cargos o funciones contratadas, 
adecuados a los requerimientos de las unida- 
des ejecutoras de su Inciso, y la trasposición de 
los respectivos créditos existentes en el objeto 
del gasto a nivel de programa y Unidad 
ejecutora. 


Lo dispuesto será de aplicación en lo 
pertinente, a los Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Gobiernos Departamentales y 
las personas públicas no estatales. 


Artículo 9*%.— Inclúyese en el inciso quinto 
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del artículo 11 de la Ley N* 16.462, de 11 de 
enero de 1994, el siguiente numeral: 


"10) Cuando en una unidad ejecutora 
quede vacante un cargo o contrato 
de función pública y que sea el único 
en ese escalafón y serie". 


CAPITULO ll 
RETRIBUCIONES Y COMPLEMENTOS 


Artículo 10.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a disponer aumentos diferenciales a funcionarios 
docentes, militares y policiales, en oportunidad 
de los incrementos generales de las remunera- 
ciones de los funcionarios de la Administración 
Central al amparo del artículo 6% de la Ley 
N2 15.809, de 8 de abril de 1986 y artículo 1% 
de la Ley N2 16.903, de 31 de diciembre de 
1997. 


Dichos aumentos diferenciales podrán supe- 
rar entre el 10% (diez por ciento) y el 50% 
(cincuenta por ciento) a los aumentos generales 
dispuestos por el Poder Ejecutivo. 


Para los Organismos del artículo 220 de la 
Constitución de la República, el incremento se 
adecuará a lo establecido en el artículo 7* de 
la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, 
excluidos los incrementos diferenciales a que 
refiere el inciso anterior para policías y militares. 


Artículo 11.— Sustitúyese el artículo 4% de 
la Ley N2 16.462, de 11 de enero de 1994, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 42.— La retribución de los miem- 
bros de los Directorios de los Organismos 
comprendidos en el artículo 221 de la 
Constitución de la República, excepto el 
Presidente, será equivalente al total de la 
retribución de Subsecretario de Estado. 


La presente modificación entrará en vigen- 
cia en oportunidad de disponerse los aumen- 
tos diferenciales a que alude el artículo 
precedente". 


Artículo 12.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a transformar los cargos de particular confianza 
establecidos en el artículo 9% de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y modificativos, 
en cargos de alta prioridad de acuerdo al 
régimen dispuesto por el artículo 7* de la Ley 
N2 16.320, de 1% de noviembre de 1992, 
manteniendo la misma denominación y posi- 


Martes 17 de octubre de 2000 


ción jerárquica e inicialmente la misma retribu- 
ción. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a establecer 
una escala de retribuciones para funciones de 
alta prioridad, la que sólo podrá aplicarse en 
oportunidad de determinar los incrementos 
diferenciales de retribuciones previstas en este 
Capítulo. 


Artículo 13.— Derógase el artículo 92 de Ley 
N?* 16.462, de 11 de enero de 1994. 


Los funcionarios que, a la fecha de vigencia 
de la presente ley, se encuentren desempeñan- 
do efectivamente las funciones de mayor 
jerarquía referidas en este artículo, continuarán 
percibiendo esa compensación mientras presten 
dichas funciones. A tales efectos, se determina- 
rá el monto que a la fecha de vigencia de la 
presente ley están percibiendo, el que solamen- 
te recibirá los aumentos salariales que se 
aprueben para los funcionarios públicos. 


CAPITULO Il! 


MEJORA DE LOS SISTEMAS DE PERSONAL 


Artículo 14.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
para disponer, a iniciativa de la Contaduría 
General de la Nación y la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, las modificaciones necesarias 
conducentes a racionalizar las denominaciones 
de cargos o contratos de función pública y las 
de sus respectivas series, tendiendo a estable- 
cer una denominación o nomenclatura uniforme 
en las estructuras de las unidades ejecutoras de 
los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional 
y siempre que ello no ocasione lesión de 
derechos funcionales. 


La mera modificación de la denominación o 
nomenclatura de un cargo o tunción contratada 
no genera lesión de derechos. 


Artículo 15.— En los Incisos 02 al 15 del 
Presupuesto Nacional se podrán determinar 
nuevas funciones de Alta Especialización, al 
amparo de lo dispuesto en los artículos 714 y 
730 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
además de las ya previstas en los decretos que 
aprobaron las respectivas reformulaciones 
organizativas. 


Artículo 16.— Las funciones de Alta Espe- 
cialización que se creen al amparo de lo 
dispuesto en la presente ley, se financiarán con 
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cargo a un crédito específico que se generará 
por: 


A) El crédito resultante de la supresión de 
vacantes de funciones contratadas que 
se generen a partir de la vigencia de 
la presente ley, cuando así lo determine 
el Poder Ejecutivo, incluyendo en el 
mismo la totalidad de conceptos retri- 
butivos, cualquiera sea la fuente de 
financiamiento. 


B) El crédito resultante de la supresión de 
las vacantes existentes de acuerdo a lo 
establecido por el artículo 11 de la Ley 
N2* 16.462, de 11 de enero de 1994, 
incluyendo en el mismo la totalidad de 
conceptos retributivos cualquiera sea la 
fuente de financiamiento. 


C) Economías a reasignar provenientes de 
la reformulación de las estructuras 
organizativas que no hayan sido distri- 
buidas, cuando así lo determine el 
Poder Ejecutivo (artículo 709 y siguien- 
tes de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996). 


D) La economía resultante de aplicar el 
porcentaje de crédito destinado al 
objeto del gasto correspondiente a los 
contratos de beca y pasantía que 
determine el Poder Ejecutivo, a instan- 
cia del jerarca de la respectiva unidad 
ejecutora. 


E) Las economías resultantes de los con- 
tratos de Alta Especialización que el 
Poder Ejecutivo determine innecesarias, 
al producirse sus rescisiones. 


Artículo 17.— La escala de retribuciones, por 
todo concepto, a valores vigentes al 1? de enero 
de 2000, aplicable a las funciones contratadas 
de Alta Especialización al amparo del referido 
régimen será: 


Nivel Retribución 
| $ 16.070 
t! $ 24.725 
1 $ 33.380 
IV $ 42.035 


Quienes desempeñen estas funciones sólo 
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podrán adicionar a la retribución establecida en 
la presente escala, el sueldo anual complemen- 
tario, la prima por antigiedad y los beneficios 
sociales. 


Para todos los niveles, el régimen horario 
será de ocho horas diarias efectivas de labor y 
de permanencia a la orden. 


Para las funciones a las que se le asignen 
retribuciones de los niveles lll y IV se exigirá, 
además, que la dedicación sea excluyente. 


A los efectos de la presente ley se entiende 
por permanencia a la orden, la disposición del 
funcionario a requerimiento de la oficina, sin 
perjuicio del horario asignado y, dedicación 
excluyente, la imposibilidad de desempeñar 
ninguna otra actividad remunerada, con excep- 
ción de la docencia, la que podrá desempeñarse 
con un máximo de veinte horas semanales de 
labor. 


El plazo máximo de contratación será de dos 
años prorrogables. 


Artículo 18.— Sustitúyese el inciso tercero 
del artículo 718 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, por el siguiente: 


"El beneficio de reserva del cargo estable- 
cido en el artículo 1% del Decreto-Ley 
N?2 14.622, de 24 de diciembre de 1976, 
comprenderá a quienes sean designados 
para cumplir funciones de Alta Especiali- 
zación. 


No obstante, los titulares de dichas 
funciones, en el caso que optaren por 
ejercer otro cargo o función, no estarán 
comprendidos en el régimen de reserva 
respecto a la función de Alta Especializa- 
ción. Del mismo modo se rescindirá el 
referido contrato si el funcionario pasara 
a prestar funciones en comisión al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 
N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, 
con la redacción dada por el artículo 40 
de la Ley N?* 16.320, de 1% de noviembre 
de 1992, 


La presente disposición será aplicada a 
los tuncionarios comprendidos en el artí- 
culo 44 de la presente ley". 


Artículo 19.— El Poder Ejecutivo podrá 
disponer, a propuesta del jerarca de la unidad 
ejecutora, que el 60% (sesenta por ciento) de 
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los créditos transferidos según lo dispuesto en 
el artículo 16, sea destinado al financiamiento 
de las nuevas funciones de Alta Especialización 
o a los contratos de función pública a que refiere 
el artículo 20 de la presente ley. El 40% 
(cuarenta por ciento) restante, será asignado por 
el jerarca del Inciso con el mismo destino 
previsto en el artículo 16, de acuerdo con 
criterios de priorización de actividades 
programáticas. 


Artículo 20.— Los proyectos modificativos 
que se presenten al amparo del régimen 
establecido por los artículos 8* y 9%? del Decreto- 
Ley N?2 14.985, de 28 de diciembre de 1979, 
deberán atender al mejor cumplimiento de 
actividades y metas programáticas. A esos 
efectos las unidades ejecutoras comprendidas 
en los Incisos 02 al 15 deberán determinar, 
previamente, los perfiles ocupacionales requeri- 
dos por los respectivos puestos de trabajo que 
proyecten. Asimismo, podrán condicionar los 
restantes puestos de trabajo determinando las 
especificaciones que se les exigirán cuando 
queden vacantes. 


El Poder Ejecutivo establecerá los criterios 
técnicos e instrucciones para su aprobación, 
previo informe del Comité Ejecutivo para la 
Reforma del Estado (CEPRE). 


Artículo 21.— La provisión de las nuevas 
funciones contratadas resultantes, se realizará 
mediante concurso abierto entre quienes tengan 
calidad de funcionario público, durante la 
vigencia de lo dispuesto en el artículo 32 de la 
Ley N* 16.697, de 25 de abril de 1995, en la 
redacción dada por el artículo 20 de la Ley 
N?2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 22.— Los jerarcas de los incisos 02 
al 15 del Presupuesto Nacional podrán acordar 
la realización de acciones conjuntas en áreas 
que requieran funciones de alta especialización, 
para lo cual podrán convenir su cofinanciación 
con los recursos previstos en el artículo 16 de 
la presente ley. 


Los convenios que se acuerden deberán 
contener en forma expresa los resultados 
buscados expresados a través de indicadores de 
cumplimiento de los mismos, así como la 
participación de cada organismo en la financia- 
ción y el establecimiento de la responsabilidad 
jerárquica de las funciones de alta especializa- 
ción que se definan. 


Los créditos presupuestales de cada Inciso 
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involucrados en los convenios, podrán ser 
utilizados en los destinos previstos en la 
presente ley, una vez finalizados los mismos. 


CAPITULO IV 
REDISTRIBUCIONES Y ADECUACIONES 


Artículo 23.— En todos los casos de 
redistribución de funcionarios, al amparo de lo 
dispuesto en los artículos 92 de la Ley 
N?2 13.640, de 26 de diciembre de 1967 y 307 
de la Ley N? 13.737, de 9 de enero de 1969, 
y en la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, 
a efectos de la adecuación presupuestal corres- 
pondiente, el sueldo y todas las demás 
compensaciones de carácter permanente efec- 
tivamente percibidas integran el total de retribu- 
ciones percibidas en el organismo de origen, con 
excepción de las compensaciones por prestación 
de funciones específicas, o de tareas distintas 
a las inherentes a su cargo o función en el 
organismo al que pertenecen y de los beneficios 
sociales. 


Cuando la retribución se integre con concep- 
tos de monto variable se tomará el promedio 
mensual de lo percibido en los últimos doce 
meses previos a la incorporación. 


Las retribuciones en especie se tomarán por 
su equivalente monetario. 


Artículo 24.— Inclúyese en la excepción del 
artículo 33 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, a los funcionarios de la Administración 
de Ferrocarriles del Estado (AFE) que puedan 
resultar redistribuidos, en función de la reestruc- 
tura de dicho Ente. 


En caso de no aceptar la redistribución dentro 
del plazo de treinta días de serle notificada, se 
entenderá que se configuró su renuncia tácita. 


Artículo 25.— Los funcionarios de "El 
Espinillar" de la Administración Nacional de 
Combustible, Alcohol y Pórtland (ANCAP), 
podrán ser redistribuidos en toda la Administra- 
ción Pública, de acuerdo al régimen previsto en 
los artículos 15 y siguientes de la Ley N? 16.127, 
de 7 de agosto de 1990, no siéndoles aplica- 
ble lo dispuesto por el artículo 33 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Dichos funcionarios no podrán negarse a ser 
redistribuidos en el propio departamento que 
constituye su residencia permanente o un 
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departamento limítrofe a aquél. En caso de no 
aceptar en forma expresa la redistribución 
dentro del plazo de treinta días de ser 
notificada, se entenderá que se configuró la 
renuncia tácita. 


Artículo 26.— Los funcionarios de PLUNA 
(Ente Autónomo), podrán ser redistribuidos 
dentro de la Administración Pública y no podrán 
negarse a ser redistribuidos al propio departa- 
mento que constituye su residencia permanente 
o a un departamento limítrofe de aquél. 


En caso de no aceptar la redistribución dentro 
del plazo de treinta días de ser notificada, se 
entenderá que se configuró su renuncia tácita. 


Derógase el artículo 24 de la Ley N* 16.127, 
de 7 de agosto de 1990, 


SECCION ill 
ORDENAMIENTO FINANCIERO 


CAPITULO 1 
NORMAS GENERALES 


Artículo 27.— Agrégase al artículo 541 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por el artículo 9% de la Ley 
N?* 17.213, de 24 de setiembre de 1999, (artícu- 
lo 83 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAF)), el siguien- 
te inciso: 


"La omisión de registro en alguna o todas las 
etapas del gasto, será considerada falta 
grave”. 


Artículo 28.— Agrégase al artículo 573 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
(artículo 120 del TOCAF), el siguiente numeral: 


"7) A los funcionarios que tengan a su 
cargo la contabilidad en alguna o 
todas las etapas del gasto". 


Artículo 29.— Agrégase al artículo 482 de la 
Ley N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por los artículos 653 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
738 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
(artículo 33 del Texto Ordenado de Contabilidad 
y Administración Financiera (TOCAF)), el si- 
guiente literal: 
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"R) las compras que realice la Presidencia 
de la República para el Sistema 
Nacional de Emergencias a efectos de 
atender situaciones de emergencia, 
crisis y desastres excepcionales". 


Artículo 30.— Derógase el artículo 47 del 
Decreto-Ley N* 14.189, de 30 de abril de 1974. 


Artículo 31.— Sustitúyese el artículo 400 de 
la Ley N2 15.982, de 18 de octubre de 1988 
(Código General del Proceso), por el siguiente: 


"ARTICULO 400.— Ejecutoriada una senten- 
cia contra el Estado, el acreedor pedirá su 
cumplimiento, por el procedimiento corres- 
pondiente, (artículo 378 del Código General 
del Proceso), con intimación por el plazo de 
diez días. Cumplido el mismo, si la sentencia 
condenare al pago de una cantidad líquida y 
exigible, y no se hubiera controvertido la 
liquidación por el Estado, se comunicará al 
Ministerio de Economía y Finanzas. El 
Ministerio de Economía y Finanzas, en un 
plazo de treinta días corridos a partir de su 
notificación, ordenará al Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay (BROU), que se 
acredite a la orden del órgano jurisdiccional 
interviniente la suma correspondiente, previa 
intervención del Tribunal de Cuentas, quien 
se expedirá dentro de los quince días de 
haber recibido el expediente respectivo. 
Vencido dicho plazo sin que se hubiera 
pronunciado el gasto se tendrá por interve- 
nido. 


Confirmada por el Banco la disponibilidad 
de la suma, se librará orden de pago a favor 
del acreedor. 


Sin perjuicio de lo dispuesto, dictada una 
sentencia que condena al Estado a pagar 
cantidad líquida y exigible, los abogados 
patrocinantes, deberán comunicar, por escri- 
to, tal hecho, al Ministerio de Economía y 
Finanzas, a través de la Tesorería General 
de la Nación. El incumplimiento será consi- 
derado falta grave”. 


Artículo 32.— Suprímese el numeral 1* del 
artículo 464 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987 (artículo 15 del Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración 
Financiera (TOCAP)). 


Artículo 33.— Para el cumplimiento de 
sentencias judiciales, laudos arbitrales o situa- 
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ciones derivadas de los artículos 24 y 35 de la 
Constitución de la República, la erogación 
resultante, se atenderá con cargo a los créditos 
de los órganos u organismos a los cuales la 
condena les ha atribuido responsabilidad. 


Si el órgano responsable fuera una unidad 
ejecutora y los créditos no fueran suficientes, el 
jerarca respectivo determinará los créditos de 
otras unidades ejecutoras con los que se 
atenderá el pago. 


Artículo 34.— En todas las licitaciones 
públicas y abreviadas, invitaciones o llamados 
que realicen los órganos y organismos integran- 
tes del Presupuesto Nacional, percibirán de los 
interesados en contratar el importe de los 
Pliegos de Bases y Condiciones Particulares, de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación 
que se dicte con la conformidad de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


Artículo 35.— Las trasposiciones de créditos 
asignados a gastos de funcionamiento en Jos 
órganos y organismos del Presupuesto Nacional, 
regirán hasta el 31 de diciembre de cada 
ejercicio, sin perjuicio de los regímenes espe- 
ciales existentes. 


Sólo se podrán trasponer créditos no esti- 
mativos y con las siguientes limitaciones: 


1) Los correspondientes al grupo O "Ser- 
vicios Personales” no se podrán traspo- 
ner ni recibir trasposiciones de otros 
grupos, salvo disposición expresa. 


2 


=>” 


Dentro del grupo O “Servicios Persona- 
les”, podrán trasponerse entre sí, siem- 
pre que no pertenezcan a los objetos 
de los subgrupos 01, 02 y 03 y se 
trasponga hasta el límite del crédito 
disponible no comprometido. 


3) No se podrán trasponer créditos de 
objetos destinados exclusivamente a 
misiones diplomáticas permanentes y 
misiones oficiales (grupo 2 “Servicios 
no Personales"), salvo entre sí mis- 
mos. 


4 


> 


Los objetos de los Grupos: 5 "Transfe- 
rencias", 6 "Intereses y otros gastos de 
la deuda", 8 "Aplicaciones Financieras" 
y 9 "Gastos Figurativos” no podrán ser 
traspuestos. 


5) El Grupo 7 "Gastos no clasificados" no 
podrá recibir trasposiciones, excepto los 
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objetos de los subgrupos 7.4 "Otras 
Partidas a Reaplicar", y 7.5 "Abatimien- 
to del crédito". 


6) Los créditos destinados para suminis- 
tros de organismos o dependencias del 
Estado, personas jurídicas de derecho 
público no estatal y otras entidades que 
presten servicios públicos nacionales, 
empresas estatales y paraestatales, 
podrán trasponerse entre sí. 


7) Las partidas de carácter estimativo no 
podrán reforzar otras partidas ni recibir 
trasposiciones. 


Las trasposiciones se realizarán como se 
determina a continuación: 


A) Dentro de un mismo programa y entre 
sus respectivas unidades ejecutoras, 
con autorización del jerarca del Inciso. 


B) Entre diferentes programas de un mis- 
mo Inciso, con autorización del Minis- 
terio de Economía y Finanzas, previo 
informe favorable de la Contaduría 
General de la Nación y justificación 
fundada del jerarca del Inciso. 


Las solicitudes de trasposición entre progra- 
mas, deberán presentarse ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas antes del 12 de noviembre 
del ejercicio y contar con resolución favorable 
del Ministerio de Economía y Finanzas antes del 
12 de diciembre de ese ejercicio. 


Deróganse los artículos 107 y 108 de la Ley 
Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983. 


CAPITULO ll 


FONDOS DE LIBRE DISPONIBILIDAD 


Artículo 36.— Los ingresos que perciban los 
órganos y organismos comprendidos en el 
Presupuesto Nacional por todo concepto, se 
depositarán en cuentas del Tesoro Nacional, en 
el sistema bancario, individualizando el concepto 
del recurso respectivo, dentro del plazo de 
veinticuatro horas hábiles. 


La Tesorería General de la Nación habilitará 
cuentas corrientes con la finalidad de registrar 
los movimientos y determinar los saldos de los 
fondos respectivos de los órganos y organismos 
integrantes del Presupuesto Nacional, que por 
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normas legales o reglamentarias perciban ingre- 
sos. 


Las instituciones financieras comunicarán 
mensualmente a la Tesorería General de la 
Nación los movimientos y saldos de las cuentas 
del Tesoro Nacional. 


Artículo 37.— Al cierre de cada ejercicio 
financiero el 80% (ochenta por ciento) de los 
saldos disponibles en las referidas cuentas 
corrientes de las unidades ejecutoras de los 
incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, 
pasará a constituir recursos de Rentas Genera- 
les. 


Se exceptúa de esta norma al Fondo Nacional 
de Vivienda, que se regirá por las disposiciones 
pertinentes en la materia. 


Artículo 38.— Los gastos que se atienden 
con los fondos de libre disponibilidad se 
financiarán con cargo a los créditos 
presupuestales aprobados, siempre y cuando 
exista disponibilidad en las respectivas cuentas 
corrientes. 


El Poder Ejecutivo podrá reforzar los créditos 
presupuestales de gastos de funcionamiento e 
inversión y retribuciones personales, si 
correspondiere, que se atienden con cargo a 
estos fondos, siempre que se acredite previa- 
mente su necesidad y conveniencia, teniendo en 
cuenta la disponibilidad del Tesoro Nacional, de 
acuerdo con lo que disponga la reglamentación. 


Cuando por razones de política de adminis- 
tración de recursos disminuya la recaudación, y 
en consecuencia no se pueda atender los gastos 
con cargo a estos fondos, el Poder Ejecutivo 
podrá autorizar su pago. 


Artículo 39.— La Tesorería General de la 
Nación, realizará los pagos de las obligaciones 
contraídas con cargo a dichos fondos, en forma 
irrevocable, dentro de los cinco días hábiles 
desde que la obligación está en condiciones de 
ser pagada. 


Artículo 40.— Derógase el artículo 48 del 
Decreto-Ley N* 14.416, de 28 de agosto de 
1975, sustituido por el artículo 46 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la 
redacción dada por el artículo 71 de la Ley 
N?* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 41.— Derógase el artículo 63 de la 
Ley N? 16.736, de 5 de enero de 1996, en la 
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redacción dada por el artículo 24 de la Ley 
N2 17.213, de 24 de setiembre de 1999, así 
como todas las normas que se opongan al 
presente régimen. 


CAPITULO ii 
INVERSIONES 


Artículo 42.— Derógase el artículo 86 de la 
Ley N?* 15.809, de 8 de abril de 1986, (artículo 
11 del TO)). 


Artículo 43.— Sustitúyese el artículo 78 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 78.— Se considera Inversión Pú- 
blica a los efectos presupuestales, la aplica- 
ción de recursos en todo tipo de bienes y de 
actividades que incremente el patrimonio 
físico, y extraordinariamente el patrimonio 
humano de los organismos que integran el 
Presupuesto Nacional, con el fin de ampliar, 
mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la 
capacidad productora de bienes o prestadora 
de servicios. Incluye asimismo los pagos sin 
contraprestación cuyo objeto es que los 
perceptores adquieran activos de capital. 
Esta definición comprende los gastos de 
estudios previos de los proyectos a ser 
ejecutados", 


Artículo 44.— Derógase el artículo 611 de la 
Ley N2 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Artículo 45.— Derógase el artículo 59 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Artículo 46.— Sustitúyese el inciso tercero 
del artículo 29 del Decreto-Ley N?* 14.754, de 
5 de enero de 1978, en la redacción dada por 
el artículo 52 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, y por el artículo 56 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por los 
siguientes: 


"El 25% (veinticinco por ciento) de esta 
partida podrá ser destinado a reforzar 
créditos asignados a proyectos de inversión. 


Los refuerzos y habilitaciones que se 
autorizan por esta disposición, se efectuarán 
siempre con acuerdo del Ministerio de 
Economía y Finanzas, previo intorme de la 
Contaduría General de la Nación, y de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en lo 
relativo a proyectos de inversión". 
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Artículo 47.— Sustitúyese el artículo 95 de 


la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 95.— Los Incisos que cuenten 
con proyectos de inversión financiados con 
endeudamiento externo, deberán registrar las 
imputaciones correspondientes a los montos 
ejecutados, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 546 de la Ley N* 15.903, de 10 
de noviembre de 1987, en la redacción dada 
por el artículo 14 de la Ley N? 17.213, de 
24 de setiembre de 1999, (artículo 88 del 
Texto Ordenado de Contabilidad y Adminis- 
tración Financiera (TOCAF))”. 


Artículo 48.— Derógase el artículo 87 de la 
Ley N?* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Artículo 49.— Sustitúyese el artículo 94 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 94.— Cuando el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas ejecute proyec- 
tos de otros Incisos, ya sea por administra- 
ción o por contrato, deberá proporcionar la 
información que conjuntamente determinen la 
Contaduría General de la Nación y la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


INCISO 02 


PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 


Artículo 50.— Los funcionarios del programa 
001 "Determinación y aplicación de la Política 
de Gobierno", unidad ejecutora 001 "Presidencia 
de la República y Oficinas Dependientes" del 
Inciso 02 "Presidencia de la República", que 
pasen a prestar funciones en comisión al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 32 de la 
Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 40 de la Ley 
N* 16.320, de 12 de noviembre de 1992, dejarán 
de percibir la compensación prevista por el 
artículo 80 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


Artículo 51.— Asígnase a la unidad ejecutora 
001 "Presidencia de la República y Oficinas 
Dependientes" del Programa 001 "Determinación 
y Aplicación de la Política de Gobierno", del 
Inciso 02 "Presidencia de la República", una 
partida anual de $ 1.162.000 (un millón ciento 
sesenta y dos mil pesos uruguayos), para 
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atender gastos de funcionamiento de la Secre- 
taría Nacional de Drogas. 


La Presidencia de la República comunicará a 
la Contaduría General de la Nación la 
desagregación de la referida partida en grupos 
y objetos del gasto. 


Artículo 52.— Créase en el programa 001 
"Determinación y aplicación de la Política de 
Gobierno", unidad ejecutora 001 "Presidencia de 
la República y Oficinas Dependientes" el cargo 
de Secretario General de la Secretaría Nacional 
de Drogas, el que se declara de particular 
confianza y queda comprendido en el literal D) 
del artículo 92 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Artículo 53.— El Poder Ejecutivo, previa 
asignación legal correspondiente, fijará la tabla 
de sueldos de los funcionarios de la unidad 
ejecutora 001 "Presidencia de la República y 
Oficinas Dependientes" de los programas 001 
"Determinación y Aplicación de la Política de 
Gobierno" del Inciso 02 "Presidencia de la 
República" la que no estará comprendida en lo 
establecido en el artículo 26 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, y sus 
modificativas y artículo 105 de la Ley Especial 
N2* 7, de 23 de diciembre de 1983. Las 
precitadas remuneraciones se ajustarán en la 
misma oportunidad y porcentaje que los sueldos 
de los demás funcionarios de la Administración 
Central. 


Hasta que entre en vigencia la precitada tabla 
de sueldos los mismos continuarán rigiéndose 
por la tabla de sueldos establecida en el artículo 
26 de la Ley N*? 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, sus modificativas y demás normas aplica- 
bles a los funcionarios de la Administración 
Central. 


Artículo 54.— Los funcionarios del programa 
002 "Planificación del Desarrollo y Asesoramien- 
to Presupuestal para el Sector Público" del 
Inciso 02 "Presidencia de la República", que 
pasen a prestar funciones en comisión al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 32 de la 
Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 40 de la Ley 
N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, dejarán 
de percibir la compensación prevista por el 
artículo 97 de la Ley N? 17.736, de 5 de enero 
de 1996. 


Artículo 55.— Suprímese del artículo 6% de 
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la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, 
la referencia al cargo de Subdirector de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 56.— Todos los organismos del 
Estado -Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Poder 
Legislativo, Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
Gobiernos Departamentales- están obligados a 
remitir a la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
con destino al Registro creado por el literal D) 
del artículo 4% de la Ley N* 15.757, de 15 de 
julio de 1985, la información que ésta solicite 
a los efectos registrales. 


Dicha información deberá ser proporcionada 
en un plazo máximo de treinta días contados a 
partir de la fecha de recepción de la solicitud. 


Facúltase a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil a publicar en el Diario Oficial la nómina de 
los organismos que no cumplan con lo dispuesto 
precedentemente. 


Artículo 57.— La Oficina Nacional del 
Servicio Civil proyectará el "Modelo de Legajo 
Personal Electrónico”, el que una vez aprobado 
por el Poder Ejecutivo, deberá ser adoptado por 
la Administración Central, Poder Judicial, Corte 
Electoral, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados con excepción de los 
comprendidos en el Capítulo 1| de la Sección XI 
de la Constitución de la República. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición. 


Artículo 58.— El personal eventual requerido 
para las funciones de apoyo a los proyectos de 
funcionamiento "Encuesta de Gastos e Ingresos 
de los Hogares" y "Primera etapa de VIII Censo 
General, IV de Hogares y VI de Viviendas" que 
llevará a cabo el Instituto Nacional de Estadís- 
tica será designado de acuerdo a lo establecido 
por el artículo 127 de la Ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986. Quienes sean llamados a 
desempeñar dichas funciones no adquirirán ta 
calidad de funcionarios públicos. 


La citada unidad ejecutora, al amparo del 
mencionado artículo, podrá además contratar 
personal eventual para ejecutar las tareas de 
relevamiento y procesamiento de las distintas 
encuestas que realiza. Quienes desempeñen las 
funciones de encuestador percibirán sus retribu- 
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ciones por encuesta, a cuyos efectos el Poder 
Ejecutivo fijará los valores de cada una de ellas, 
en función de la complejidad del respectivo 
formulario, el grado de dificultad previsto para 
la concreción de cada entrevista y la duración 
de la misma. 


Artículo 59.— Encárgase al Instituto Nacio- 
nal de Estadística el relevamiento y procesa- 
miento del Indice de Precios al Por Mayor de 
Productos Nacionales, que actualmente elabora 
el Banco Central del Uruguay (BCU). 


Artículo 60.— Toda iniciativa en materia de 
regulaciones que afecten la competencia entre 
particulares o la competitividad, así como en 
materia de tasas a ser percibidas por las 
unidades ejecutoras de la Administración Central 
por concepto de trámites, servicios o similares, 
deberá ser evaluada en términos de oportunidad 
y conveniencia por la Oticina de Planeamiento 
y Presupuesto. El Poder Ejecutivo remitirá las 
iniciativas a la Asamblea General para su 
aprobación. 


Toda iniciativa en materia de restricciones 
administrativas que afecten la competencia entre 
particulares y la competitividad así como las 
modificaciones del valor de tasas dentro de los 
límites fijados por la ley respectiva, deberá ser 
evaluada en términos de oportunidad y conve- 
niencia por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto (OPP). 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
(OPP) actuará de conformidad con los criterios 
establecidos en los artículos 699 a 702 de la 
Ley N?* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


UNIDAD REGULADORA DE LA ENERGIA 
ELECTRICA 


UREE 


Artículo 61.— Créase en el Inciso 02 
"Presidencia de la República", el programa 006 
"Regulación y Control de la Industria Eléctrica", 
cuya unidad ejecutora será la 006 "Unidad 
Reguladora de la Energía Eléctrica” (UREE), 
creada por el artículo 22 de la Ley N* 16.832, 
de 17 de junio de 1997. 


Artículo 62.— La unidad ejecutora 006 
"Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica", 
que se ubica en el ámbito de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, es responsable de 
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controlar el cumplimiento del marco regulatorio 
del sector eléctrico, dictar normas técnicas de 
calidad y seguridad del servicio y de medición 
y facturación de consumos, asesorar al Poder 
Ejecutivo en materia de concesiones, permisos, 
autorizaciones, fijación de precios sujetos a 
regulación y diseño de los reglamentos que 
conforman el marco regulatorio, e instrumentar 
el mecanismo de arbitraje para dirimir conflictos 
entre los agentes que operan en el sector. 


Artículo 63.— La Comisión que dirige la 
"Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica", 
integrada por tres miembros designados por el 
Poder Ejecutivo en atención a sus condiciones 
personales, profesionales y técnicas, constituye 
un órgano con autonomía técnica. 


El mandato de los integrantes de la Comisión 
durará seis años y el Poder Ejecutivo podrá 
extenderlo por un segundo período. Cumplido su 
mandato continuarán en sus funciones hasta 
que asuman quienes hayan de sustituirlos. 


Su destitución podrá disponerse previa venia 
de la Cámara de Senadores, sólo en caso de 
ineptitud, omisión o delito en el ejercicio del 
cargo o de la comisión de actos que afecten su 
buen nombre o el prestigio del órgano. Si la 
Cámara de Senadores no se expidiera en el 
término de sesenta días, el Poder Ejecutivo 
podrá hacer efectiva la destitución. 


Artículo 64.— Los miembros de la Comisión 
que dirige la "Unidad Reguladora de la Energía 
Eléctrica” mantendrán mientras la integren, la 
reserva del cargo o función pública de que 
fueren titulares al momento de la designación y 
no podrán desempeñar profesionales o de 
representación en el ámbito público o en el 
privado, vinculadas a la competencia del órga- 
no. 


Artículo 65.— Sin perjuicio de lo establecido 
en el numeral 5% del artículo 3% de la Ley 
N2 16.832, de 17 de junio de 1997, la "Unidad 
Reguladora de la Energía Eléctrica” podrá 
convocar a audiencia pública, previa notificación 
a todas las partes interesadas en los casos 
de procedimientos iniciados de oficio o a 
instancia de parte, relacionados con incumpli- 
mientos del marco regulatorio de la industria 
eléctrica. 


Artículo 66.— La "Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica" se financiará con las sumas 
a pagar anualmente y por adelantado, por cada 
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generador, trasmisor o distribuidor. Las mismas 
serán determinadas por dicha Unidad y se 
calcularán tomando el monto total de gastos e 
inversiones previstos en su presupuesto, multi- 
plicado por una fracción en la cual el numerador 
coincidirá con los ingresos brutos de cada 
agente del mercado eléctrico, con la operación 
en el sector, correspondiente al año calendario 
anterior, y el denominador, con el total de los 
ingresos brutos por operación, de la totalidad de 
los generadores, trasmisores, y distribuidores, 
durante el perfodo. En ningún caso podrá 
exceder el 3 o/oo (tres por mil) del total de 
ingresos de la industria. 


Los agentes de retención y recepción serán 
determinados por la reglamentación. 


El total de lo recaudado se volcará a Rentas 
Generales, se aplicará íntegramente al 
financiamiento de la "Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica” y en caso de registrarse 
excedentes, éstos se deducirán del monto a 
pagar en el año siguiente. 


Artículo 67.— Los incumplimientos del marco 
regulatorio de la industria eléctrica serán 
sancionados por la "Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica", según su gravedad y consi- 
derando la existencia o no de reincidencia con: 


A) Observación. 
B) Apercibimiento. 
C) Multa. 


D) Suspensión de hasta 90 (noventa) días 
en la prestación de servicios y activi- 
dades. 


E) Decomiso de los elementos utilizados 
para cometer la contravención o de los 
bienes construidos o ubicados en con- 
travención. Esta sanción podrá ser 
aplicada en forma exclusiva o accesoria 
de las otras previstas en este artículo. 


En casos de incumplimientos graves, la 
"Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica", 
podrá proponer al Poder Ejecutivo, la revocación 
de la autorización, permiso o concesión. 


Cuando, como consecuencia del incumpli- 
miento ocurra una falla del servicio, la multa 
tendrá como límite máximo el 100% (cien por 
ciento) del costo de dicha falla, y se aplicará 
a la indemnización del perjuicio económico 
respectivo. En otros casos su monto máximo 
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será de 35.000 UR (treinta y cinco mil unidades 
reajustables). 


Los incumplimientos de las disposiciones de 
los contratos que se suscriban en aplicación del 
marco regulatorio de la industria eléctrica serán 
sancionados de acuerdo con las estipulaciones 
contractuales respectivas. 


Artículo 68.— Facúltase a la "Unidad Regula- 
dora de la Energía Eléctrica" para requerir el 
auxilio de la fuerza pública mediante solicitud 
escrita a la autoridad competente, en las 
acciones de prevención, constatación y aplica- 
ción de sanciones, dando inmediata intervención 
a la justicia cuando el hecho objeto de 
prevención o sanción constituya delito. 


Artículo 69.— La "Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica" formulará un reglamento de 
procedimiento para la aplicación de sanciones, 
que garantice en todos los casos la aplicación 
del principio del debido procedimiento. 


Artículo 70.— La contratación de personal 
para la UREE, en las diferentes modalidades 
previstas por las normas vigentes, se realizará 
en todo caso, por concurso. 


INCISO 03 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Artículo 71.— Autorízase al Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional" a enajenar 
aquellos inmuebles de propiedad del Estado que 
tengan carácter de "bienes bélicos" y sean 
considerados prescindibles para el cumplimiento 
de sus cometidos sustantivos. 


A tal efecto, será de aplicación el procedi- 
miento previsto en el artículo 343 de la Ley 
N?* 13.835, de 7 de enero de 1970. 


Del producido de las operaciones realizadas 
en aplicación de este artículo, el 25% (veinticin- 
co por ciento) será destinado al programa 
respectivo para gastos de inversión y el resto 
a Rentas Generales. 


Artículo 72.— El no pago en fecha de los 
tributos cuya recaudación se encuentra a cargo 
de la Prefectura Nacional Naval dará lugar a la 
aplicación de las multas y recargos previstos en 
el inciso 2% del artículo 94 del Decreto-Ley 
N? 14.306, de 29 de noviembre de 1974 (Códi- 
go Tributario), en la redacción dada por el 
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artículo 12 de la Ley N2 16.869, de 25 de 
setiembre de 1997. 


La resolución definitiva que en tal sentido 
dicte la Prefectura Nacional Naval, constituirá 
título ejecutivo, siendo aplicable lo dispuesto por 
los artículos 91 y 92 del Código Tributario. 


Artículo 73.— Sustitúyese el artículo 21 de 
la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, 
en la redacción dada por el artículo 108 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 21.— Autorízase al Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional", programa 
003 "Armada Nacional", unidad ejecutora 018 
"Comando General de la Armada”, a constituir 
un fondo con los recursos de afectación 
especial del Servicio de Construcciones, 
Reparaciones y Armamento (SCRA) equiva- 
lente a cuatrocientos cincuenta jornales 
mensuales, de grado 01 Subgrado 02. 


Dicho tondo será destinado al pago de la 
contratación del personal civil eventual que 
cumpla tareas en el SCRA. Este personal no 
generará derecho a permanencia". 


Artículo 74.— Cuando existan vacantes en 
la unidad ejecutora 033 "Dirección Nacional de 
Sanidad de las Fuerzas Armadas", del Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional", la designación 
de personal civil equiparado a un grado militar, 
deberá efectuarse dentro de los 180 (ciento 
ochenta) días de finalizado el respectivo concur- 
so o en su caso, de la respectiva propuesta de 
designación efectuada por la citada unidad 
ejecutora, a cuyos efectos la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y la Contaduría General de la 
Nación instrumentarán los mecanismos corres- 
pondientes para su cumplimiento. 


Transcurrido dicho término, sin haberse 
efectuado la designación, la Dirección Nacional 
de Sanidad de las Fuerzas Armadas quedará 
facultada para contratar en forma directa y sin 
más trámite, hasta la provisión del cargo corres- 
pondiente, con un máximo de tres años, a aque- 
llas personas propuestas para el mismo, siempre 
que se cumplan las siguientes condiciones: 


A) Que exista una partida presupuestal 
identificada por la unidad ejecutora en 
su escalafón, grado y número correla- 
tivo cuya economía financie tal contra- 
tación. 
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B) Sólo podrá contratarse a aquellos que 
hubieran sido propuestos para el cargo 
respectivo. 


C) La retribución se pagará con cargo al 
renglón específico que abrirá la Conta- 
duría General de la Nación y se 
financiará con la economía producida 
por la vacante. 


D) La contratación sólo podrá efectuarse 
con el nivel máximo de retribución del 
cargo vacante y hasta el plazo de 3 
(tres) años. Dicho personal, se regirá en 
materia de aguinaldo, licencia, cargas 
legales al sistema previsional y régimen 
disciplinario, por la normativa vigente 
aplicable al Persona! Civil Equiparado 
del Ministerio de Defensa Nacional. 


E) La Dirección Nacional de Sanidad de 
las Fuerzas Armadas podrá, por moti- 
vos fundados, declarar finalizado el 
contrato antes de dicho término. 


Artículo 75.— Establécese que el Fondo 
Especial de Tutela Social, instituido por el 
Decreto-Ley N* 15.569, de 1% de junio de 1984, 
constituye Fondos de Terceros, no considerán- 
dose Recursos de Afectación Especial. 


Artículo 76.— Fusiónanse las unidades 
ejecutoras 030 "Dirección Nacional de Aviación 
Civil e Infraestructura Aeronáutica”, 031 "Direc- 
ción General de Aviación Civil" y 032 "Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica” en la 
unidad ejecutora 041 del programa 005 "Admi- 
nistración y Control Aviatorio y Aeroportuario" 
del Inciso 03 "Ministerio de Defensa Nacional”. 


Los cometidos, potestades y atribuciones de 
la unidad ejecutora 041 serán los asignados por 
las disposiciones vigentes a las unidades 
ejecutoras fusionadas, debiendo en un plazo de 
90 (noventa) días de la vigencia de la presente 
ley, definir su estructura organizativa interna de 
acuerdo con la normativa vigente. 


La asignación de bienes, créditos, ingresos y 
obligaciones que las disposiciones vigentes 
prevén respecto de las citadas Direcciones 
Generales se transfieren de pleno derecho a la 
unidad ejecutora que se crea, a partir de la 
vigencia de la presente ley. 


Las retribuciones de los funcionarios de las 
unidades ejecutoras 031 "Dirección General de 
Aviación Civil" y 032 "Dirección General de 
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Infraestructura Aeronáutica" se financiarán con 
cargo a Rentas Generales. A sus retribuciones 
básicas se les adicionará una compensación 
mensual que se calculará de la siguiente forma: 
las compensaciones de monto fijo se incorpo- 
rarán por el importe percibido a la techa de la 
fusión por cada uno de los tuncionarios y 
aquellas de monto variable como un importe 
calculado en función del promedio de lo recibido 
por cada funcionario entre el 12 de julio de 1999 
y 30 de junio de 2000. 


En un plazo de 90 (noventa) días a partir de 
la vigencia de la presente ley, la Contaduría 
General de la Nación habilitará los créditos 
presupuestales correspondientes en la unidad 
ejecutora. 


La aplicación de lo dispuesto en este artículo 
no podrá causar lesión de derechos funcionales, 
ni afectar los derechos, deberes y garantías de 
los funcionarios, en particular, ni podrá significar 
variación de las retribuciones que percibían los 
funcionarios antes de la tusión. 


Deróganse los artículos 511 de la Ley 
N?* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, y 35 
de la Ley N2 16.462, de 11 de enero de 1994, 
así como todas las disposiciones legales o 
reglamentarias modificativas y concordantes. 


Todos los recursos desatectados por esta 
norma, se destinarán a Rentas Generales. 


Artículo 77.— Deróganse los artículos 55, 
56, 57, 58 y 59 de la Ley N* 13.737, de 9 de 
enero de 1969. 


INCISO 04 
MINISTERIO DEL INTERIOR 


Artículo 78.— Transtórmase el cargo de 
Subdirector General de Secretaría del Ministerio 
del Interior, en el de Director de la Policía 
Nacional. 


Dicho cargo será de particular confianza, 
quedando comprendido en el literal C) del 
artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986 y tendrá los cometidos de la Inspección 
Nacional de Policía. Deberá ser ocupado por un 
Inspector Principal o Inspector General de la 
Policía Ejecutiva, en situación de retiro o un 
inspector General en situación de actividad. 
Dependerá directamente del Ministro, del Sub- 
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secretario y del Director General de Secre- 


taría. 


Deróganse los artículos 143 de la Ley 
N*2 16.170, de 28 de diciembre de 1990, y 135 
de la Ley N* 16.320, de 12 de noviembre de 
1992. 


Artículo 79.— El cargo de Director de 
Sanidad Policial será ocupado por un Oficial 
Superior de la Policía en situación de Actividad. 


Derógase el artículo 95 de la Ley N* 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987. 


Artículo 80.— Transtórmanse al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en el 
programa 001 "Administración", unidad ejecutora 
01 "Secretaría", los siguientes cargos 
presupuestales: 


1 Subcomisario (P.T) (Escribano) En 1 Ins- 
pector Mayor (P.T) (Escribano) 


1 Oficial Principal (P.T) (Escribano) En 1 Ins- 
pector Mayor (P.T) (Escribano) 


1 Oficial Principal (P.T) (Escribano) En 1 Ins- 
pector Mayor (P.T) (Escribano) 


Los cargos que se crean serán transforma- 
dos al vacar en los cargos que eran anterior- 
mente. 


Artículo 81.— Los descuentos de terceros 
que realiza la Dirección Nacional de Asistencia 
Social Policial sobre las prestaciones jubilatorias 
y pensionarias que sirve, no podrán superar el 
80% (ochenta por ciento) de los haberes líquidos 
(nominal menos descuentos legales). 


Artículo 82.— Asígnase una partida anual de 
$ 23.240.000 (veintitrés millones doscientos 
cuarenta mil pesos uruguayos) equivalentes a 
US$ 2.000.000 (dos millones de dólares de los 
Estados Unidos de América) destinada a la 
ejecución de vivienda del personal policial cuyo 
ingreso del núcleo familiar no supere las 30 UR 
(treinta unidades reajustables). 


Esta partida estará condicionada a los 
respectivos convenios y especificada a progra- 
mas determinados. La ejecución de dicho Plan 
será coordinado por la Comisión Ejecutora de 
Vivienda Policial. 


Los rubros a los efectos de dichos 
financiamientos, serán aportados por el Fondo 
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Nacional de Vivienda y deberán ser transferidos 
a partir de la firma de los respectivos Con- 
venios. 


Artículo 83.— El Presidente de la República 
actuando con los Ministros del Interior y de 
Economía y Finanzas, podrá realizar las trans- 
formaciones de cargos y funciones contratadas, 
a fin de racionalizar el escalafón Policial. Las 
transformaciones que se realicen al amparo de 
esta norma incluyen el cambio de subescalafón, 
siempre que el funcionario reúna los requisitos 
para ocupar el cargo correspondiente, así como 
la reordenación de los cargos del subescalafón 
especializado y subescalafón técnico, por espe- 
cialidad o profesión respectivamente, pudiendo 
conformarse grupos dentro de éstos, atendiendo 
a su número y las necesidades del servicio, con 
el objetivo de procurarle la carrera administra- 
tiva a sus integrantes. 


A los efectos previstos en el inciso anterior 
y en lo que respecta al subescalatón técnico, 
podrá eximirse por única vez del requisito 
previsto en el artículo 35, literal D), de la Ley 
Orgánica Policial (Concurso de Oposición y 
Méritos), a quienes revistando en un subescalatón 
diferente o en el subescalatón técnico, pero con 
otros paréntesis, vengan cumpliendo tunciones 
inherentes a su profesión, por un lapso no 
inferior a los dos años, a la techa de 
promulgación de la presente ley. 


La racionalización administrativa no podrá 
originar aumento en los créditos presupuestales 
asignados, ni lesión de derechos funcionales y 
propenderá a lograr una disminución del total de 
cargos. 


Artículo 84.— Suprímese en el escalafón "L", 
el subescalatón de Servicio (PS). A tales 
efectos, los cargos de ingreso al mismo serán 
transformados al vacar, en cargos de Agentes 
de 2da. del subescalatón ejecutivo. 


Los actuales integrantes de dicho subescalafón 
mantendrán, no obstante, su situación y todos 
los derechos inherentes al estado policial. 


Artículo 85.— Suprímese el paréntesis 
presupuestal (PF), creado por el artículo 189 del 
Decreto-Ley N* 14.189, de 30 de abril de 1974, 
en la categoría de Personal Superior. 


Sus componentes pasarán a integrar el 
subescalafón Ejecutivo de la unidad ejecutora 
donde actualmente prestan servicios. Los cargos 
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vacantes serán redistribuidos a la Jefatura de 
Policía de Montevideo. 


Artículo 86.— Establécese que los ciudada- 
nos que ingresen o reingresen a los cargos 
presupuestales del Ministerio del Interior tendrán 
la calidad de contratados por el plazo de tres 
años, pudiendo durante dicho lapso ser 
desvinculados por razones de servicio, sin 
necesidad de sumario administrativo previo. 


Exceptúase de dicho régimen, a los Oficiales 
subayudantes egresados de la Escuela Nacional 
de Policía. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición. 


Artículo 87.— Los funcionarios policiales que 
a la fecha de promulgación de la presente ley 
se encuentren prestando servicios en comisión 
en las distintas unidades ejecutoras del Inciso 
04, quedarán incorporados al presupuesto de la 
unidad en la que cumplen efectivamente funcio- 
nes, previo otorgamiento de los ascensos que 
pudieran corresponder al 1? de febrero de 2001, 
si no manifestaren dentro del plazo de noventa 
días a contar del siguiente a la publicación de 
la presente, su voluntad de reintegrarse a la 
unidad en la cual revistan presupuestalmente. El 
reintegro se producirá en forma inmediata a la 
manifestación de voluntad del funcionario, en tal 
sentido, quienes opten por el reintegro a su 
unidad ejecutora de origen, no podrán volver a 
pasar en comisión a ninguna unidad ejecutora. 
Exceptúase al personal asignado a tareas de 
asistencia directa al Ministro, Subsecretario, 
Director General de Secretaría y Director de la 
Policía Nacional. 


Los funcionarios referidos en el inciso ante- 
rior que pertenezcan al subescalafón ejecutivo 
y cumplan tareas administrativas pasarán al 
subescalatón administrativo, transformándose 
sus cargos, si no optasen dentro del plazo esta- 
blecido por reintegrarse a su unidad de origen. 


Dichos cargos al vacar serán transformados 
en los cargos que eran anteriormente, pertene- 
cientes al subescalafón ejecutivo. 


A partir de la vigencia de la presente ley 
quedan prohibidos los pases en comisión de los 
funcionarios policiales del subescalatón ejecuti- 
vo, en las distintas unidades ejecutoras del 
inciso 04, para el cumplimiento de tareas 
administrativas. 
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Artículo 88.— Derógase el artículo 37 de la 
Ley N? 16.462, de 11 de enero de 1994 y en 
su lugar establécese que a los efectos de la 
antigúedad calificada para el personal policial 
que establece el artículo 50 de la Ley Orgánica 
Policial, las sanciones y licencias médicas serán 
tenidas en cuenta en el grado que revista el 
funcionario durante su permanencia en el 
mismo. 


Esta norma se aplicará a partir de la 
calificación del año 2001. 


Artículo 89.— Sustitúyese el artículo 49 de 
la Ley Orgánica Policial con el agregado 
introducido por el artículo 147 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 49.— Los ascensos de todo el 
Personal Policial se acordarán con techa 12 
de febrero de cada año y se harán 
exclusivamente por antiguedad calificada, con 
las excepciones que se establecen en los 
incisos siguientes. Se entiende por antigúe- 
dad calificada el cómputo de los factores que 
se establecen en el artículo 50. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la evalua- 
ción de cada uno de los factores indicados. 
Las calificaciones serán anuales y se referi- 
rán al período comprendido entre el 12 de 
diciembre y el 30 de noviembre del año 
siguiente, debiendo quedar aprobadas en un 
plazo de sesenta días. 


Podrán concederse ascensos por méritos 
dentro del Personal Subalterno, en la propor- 
ción de 1/4, en relación a las vacantes 
existentes dentro del grado respectivo. No 
podrán otorgarse ascensos por méritos en 
forma sucesiva a un mismo funcionario si 
este no hubiere ocupado la vacante 
presupuestal a la cua! le da derecho el primer 
ascenso otorgado por tal motivo. 


Los ascensos al grado de Inspector 
General se dispondrán de la siguiente forma: 
un primer tercio de las vacantes de cada 
subescalafón se llenará por concurso, y los 
dos tercios restantes por selección directa del 
Poder Ejecutivo entre aquellos Oficiales 
Superiores que cumplan con todos los 
requisitos para el ascenso". 


Artículo 90.— Suprímese con fecha 1? de 
marzo de 2001, el programa 003 "Adquisiciones 
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y Suministros", unidad ejecutora 03 "Intendencia 
General de Policía". 


Una vez producidas las promociones de los 
funcionarios que se encuentran en condiciones 
de ascender en el año 2001, el personal 
perteneciente a dicha unidad, será redistribuido 
por el Jerarca del Inciso en las restantes 
unidades ejecutoras de acuerdo a las necesida- 
des del servicio. A partir de la vigencia de la 
presente ley el personal prestará funciones en 
la unidad ejecutora 01 "Secretaría del Ministerio 
del Interior”. 


El Ministerio del interior determinará, el 
destino del bien inmueble que ocupa el referido 
organismo, así como el de sus bienes muebles 
y de sus recursos presupuestales y financieros, 
pudiéndolos afectar a una o varias dependen- 
cias, conforme lo estime conveniente. 


Facúltase al Ministerio del Interior a reasignar 
las materias de competencia de la Intendencia 
General de Policía a una o más unidades 
ejecutoras del inciso. En lo inmediato y hasta 
tanto no se dicte la norma pertinente, las 
mismas serán asumidas por la unidad ejecuto- 
ra 01, programa 001 "Administración". 


Artículo 91.— Autorízase a la Dirección 
Nacional de Bomberos la contratación periódica 
anual, con cargo a Rentas Generales, de ciento 
cincuenta ciudadanos, por un plazo máximo de 
cuatro meses por año para atender circunstan- 
cias excepcionales que afecten la prestación del 
servicio, tales como los incendios forestales y 
la protección de puntos de interés turístico 
durante el verano, entre los meses de diciembre 
a marzo, inclusive. La jerarquía, funciones y 
remuneraciones de cada contratado, serán 
equivalentes a las de Bombero de Segunda, 
Subescalatón Ejecutivo. 


Artículo 92.— Asígnase al programa 001 
"Administración" una partida anual durante los 
ejercicios 2001 a 2004 de $ 17.974.000 
(diecisiete millones novecientos setenta y cuatro 
mil pesos Uruguayos) a efectos de atender las 
erogaciones resultantes de la adquisición de 
armamento con destino al personal policial. 


Artículo 93.— Sustitúyese el artículo 22 del 
Decreto-Ley N* 14.762, de 13 de febrero de 
1978: 
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ARTICULO 22.— Las transgresiones a lo 
dispuesto en el artículo 7%, inciso primero en 
la redacción dada por el artículo 78 de la Ley 
N2 17.243, de 29 de junio de 2000 y artícu- 
lo 15, se sancionarán con una multa de 
0,5 UR (cero con cinco unidades reajustables) 
a 1 UR (una unidad reajustable), sin perjuicio 
del cumplimiento de la obligación omitida. 


Asimismo se sancionará con una multa a 
aquellas personas que dentro del plazo de 
vigencia de su documento de identidad lo 
renueven en más de dos oportunidades, sea 
cual fuere la causal de la misma. 


Se impondrá una multa de 10 UR (diez 
unidades reajustables) a aquellas personas 
que siendo titulares de cédulas de ¡identidad 
nacional no denuncien tal situación con la 
individualización del número i¡dentificatorio 
que le pertenece y en lugar de renovar dicho 
documento tramiten una nueva cédula de 
identidad como si se tratase de la primera 
vez. 


El monto de las multas previstas en el 
inciso segundo del presente artículo, se 
adecuará en atención al costo del servicio y 
al Índice de precios al consumo fijado por el 
Instituto Nacional de Estadistica y no podrá 
exceder de 5 UR (cinco unidades reajustables). 


Las multas serán impuestas por la Direc- 
ción Nacional de Identificación Civil que las 
graduará en cada caso, en atención a la 
gravedad de la infracción, la que se deter- 
minará en función del plazo de vigencia del 
documento, cantidad de renovaciones en un 
mismo plazo de vigencia, período durante el 
cual el obligado a renovar el documento no 
lo ha hecho o durante el cual el obligado a 
tenerlo no lo ha tramitado y todo otro 
elemento relevante a los fines indicados". 


Artículo 94.— Asígnase al programa 001 
"Administración", una partida por única vez de 
$ 12.000.000 (doce millones de pesos urugua- 
yos), a efectos de atender las erogaciones 
resultantes de la adquisición de camperas de 
uso policial. 


Artículo 95.— Créase en las distintas 
unidades ejecutoras del Inciso los siguientes 
cargos de Agente de 2da. Ejecutivo: 
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U. EJECUTORA DENOMINACIÓN CANTIDAD 


004 JP Montevideo 400 
006 JP Canelones 350 
013 JP Maldonado 200 
026 DNCPYCR 200 


Artículo 96.— Créase el programa 015, 
unidad ejecutora 032 "Dirección Naciona! de 
Prevención y Seguridad Ciudadana". 


Artículo 97.— El que portare un arma de 
fuego y hubiese recaído sobre su persona 
sentencia condenatoria ejecutoriada, cuya fecha 
no excediera los cinco años, por la comisión de 
alguna de las figuras delictivas previstas en los 
artículos 150 (asociación para delinquir); 272 
(violación); 273 (atentado violento al pudor); 274 
(corrupción); 281 (privación de libertad); 283 
(sustracción o retención de una persona menor 
de edad del poder de sus padres, tutores o 
curadores); 288 (violencia privada); 310 (homi- 
cidio); 316 (lesiones personales); 317 (lesiones 
graves); 318 (lesiones gravísimas); 319 (lesión 
o muerte ultraintencional, traumatismo); 321 bis 
(violencia doméstica); 323 y 323 bis (riña); 340 
(hurto); 344 y 344 bis (rapiña y rapiña con 
privación de libertad, copamiento); 345 (extor- 
sión); 346 (secuestro); y 350 bis (receptación), 
del Código Penal y artículo 1% de la Ley 
N2 8.080, de 27 de mayo de 1927, en la 
redacción dada por el artículo 24 de la Ley 
N?2 16.707, de 12 de julio de 1995, (proxenetis- 
mo), será castigado, por esa sola circunstancia, 
con una pena de tres a veinticuatro meses de 
prisión. 


En estos casos, no se tendrá en cuenta la 
autorización de "porte de armas" que pudiere 
habérsele otorgado en vía administrativa. 


INCISO 05 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Artículo 98.— Derógase el artículo 2% del 
Decreto-Ley N* 14.214, de 27 de junio de 1974 
y demás disposiciones que se opongan a la 
presente ley. 


Los beneficios a que refiere el artículo 1? del 
Decreto-Ley N* 14.214, de 27 de junio de 1974, 
concordantes y modificativas, podrán conceder- 
se a cualquier exportador. 
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Derógase el artículo 228 de la Ley N* 15.851, 
de 24 de diciembre de 1986. 


Artículo 99.— La sanción de multa prevista 
por el literal A) de los artículos 11 y 42 de la 
Ley N?* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, 
podrá ascender a un monto máximo de 
$ 2.500.000 (dos millones quinientos mil pesos 
uruguayos) el que se reajustará el 12 de enero 
de cada año, por el Indice de Precios al 
Consumo establecido por el Instituto Nacional de 
Estadística. 


Artículo 100.— El funcionario aduanero que 
fuere condenado por delito de contrabando en 
calidad de encubridor o en cualquier grado de 
participación, además de la pena prevista por el 
artículo 257 del Código Penal, será castigado 
con la pena de inhabilitación especial de dos a 
seis años. 


Artículo 101.— El funcionario aduanero que 
fuere condenado por infracción fiscal de contra- 
bando por la autoridad administrativa aduanera 
de menor cuantía o por la autoridad judicial 
competente, será considerado incurso en falta 
grave que dará lugar a su destitución, cumplidos 
los trámites del debido proceso administrativo. 


Artículo 102.— Sustitúyese el literal Q) del 
artículo 11 de la Ley N2 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 por el siguiente: 


"Q) La totalidad de los funcionarios de la 
Dirección Nacional de Aduanas", 


Artículo 103.— Las incorporaciones de 
funcionarios, mediante el sistema de 
redistribución, a los cuadros funcionales de los 
escalafones de la Dirección Nacional de Adua- 
nas, podrán efectuarse por el último grado 
efectivamente ocupado del escalafón respectivo, 
debiendo aprobarse, previamente, una prueba 
de aptitud que acredite los conocimientos 
necesarios para el desempeño de las funciones 
inherentes al servicio aduanero. El Instituto de 
Capacitación Aduanera determinará las bases 
correspondientes. 


Artículo 104.— Derógase lo dispuesto en el 
artículo 71 de la Ley N?* 13.318, de 28 de 
diciembre de 1964, en la redacción dada por el 
artículo 122 de la Ley N* 13.737, de 9 de enero 
de 1969. 


Artículo 105.— Declárase que la referencia 
al artículo 165 de la Ley N* 16.226, de 29 de 
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octubre de 1991, incluida en el artículo 194 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, refiere 
exclusivamente a la potestad de fiscalización de 
la entonces Inspección General de Hacienda, 
respecto de los estados contables de situación 
y de resultados de la Dirección General de 
Casinos, manteniéndose en vigencia las demás 
disposiciones contenidas en el citado artícu- 
lo 165 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre 
de 1991. 


Artículo 106.— La partida asignada por el 
planillado presupuestal al Inciso 05 "Ministerio 
de Economía y Finanzas", programa 001 
“Administración de Recursos de Apoyo a la 
Conducción Económico - Financiera”, Objeto del 
Gasto 581 "Transferencias Corrientes a Organis- 
mos Internacionales”, podrá ser reasignada en 
forma total o parcial por el Jerarca del Inciso 
al grupo 0 "Servicios Personales", con destino 
a compensar a los funcionarios que desempeñen 
tareas prioritarias para el cumplimiento de los 
cometidos sustantivos del mismo y con un alto 
grado de especialización y dedicación, de 
acuerdo con la reglamentación que apruebe el 
Poder Ejecutivo. 


La referida reasignación no podrá generar 
aumento del costo presupuestal. 


Artículo 107.— Los actos y conductas prohi- 
bidos por el artículo 14 de la Ley N?2 17.243, 
de 29 de junio de 2000 serán sancionados de 
la siguiente forma: 


A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación a costa 
del infractor. 


C) Orden del cese definitivo de los actos 
o conductas prohibidos y la remoción de 
sus efectos. 


D) Multa de 500 UR (quinientas unidades 
reajustables) hasta 20.000 UR (veinte 
mil unidades reajustables) según que la 
infracción se califique de leve, grave o 
muy grave. 


Las sanciones podrán aplicarse independien- 
te o conjuntamente según resulte de las 
circunstancias del caso. En el caso que la 
gravedad de la infracción lo amerite, podrá 
ordenarse el cese provisorio de los actos oO 
conductas prohibidos, sin perjuicio de la inicia- 
ción del proceso administrativo que correspon- 
da. 
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Los criterios que se tendrán en consideración 
para determinar la gravedad de la infracción 
serán el daño causado, la modalidad y alcance 
de la restricción de la competencia, la partici- 
pación del infractor en el mercado, la duración 
de la práctica prohibida y la reincidencia o 
antecedentes del infractor. 


Artículo 108.— La Contaduría General de la ' 
Nación podrá aplicar sus ingresos de libre 
disponibilidad, sin perjuicio de lo dispuesto por 
el artículo 594 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, de la siguiente manera: 


A) 65% (sesenta y cinco por ciento) para 
gastos de funcionamiento e inversiones, 
pudiendo destinar de este porcentaje 
hasta un 80% (ochenta por ciento) al 
pago de incentivos por presentismo 
para sus funcionarios, los que no 
superarán el importe de $ 7.205.900 
(siete millones doscientos cinco mil 
novecientos pesos uruguayos) anuales, 
de acuerdo con lo que establezca la 
reglamentación. 


B) 20% (veinte por ciento) destinado a 
capacitación y promoción social de los 
recursos humanos del organismo. 


C) 15% (quince por ciento) para el pago de 
servicios extraordinarios o especiales. 


Derógase el artículo 127 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, 


INCISO 06 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Artículo 109.— Los funcionarios que se 
encuentren cumpliendo funciones de Jete de 
Misión Permanente en el exterior que alcancen 
el límite de edad establecido en el artículo 35 
de la Ley N* 14.189, de 30 de abril de 1974, 
podrán por resolución fundada del Poder 
Ejecutivo y en el interés del servicio, continuar 
ejerciéndolas, por un plazo de hasta el período 
quinquenal de permanencia en el exterior 
dispuesto en el artículo 40 del Decreto-Ley 
N* 14.206, de 6 de junio de 1974. 


Artículo 110.— Los cargos de los funciona- 
rios del escalatón "A" comprendidos a la techa 
de la presente ley en lo dispuesto por el artícu- 
lo 44 del Decreto-Ley N* 14.206, de 6 de junio 
de 1974, al vacar se transtormarán en cargos 
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del escalafón "M", en el grado 05 - Ministro 
Consejero. 


Artículo 111.— Sustitúyense los ¡incisos 
primeros y segundo de los artículos 45 del 
Decreto-Ley N2 14.206, de 6 de junio de 1974 
en la redacción dada por el artículo 49 del 
Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 1981 
y por el artículo 280 de la Ley N* 15.809, de 
8 de abril de 1986, por el siguiente: 


"Los funcionarios presupuestados o contrata- 
dos del Ministerio de Relaciones Exteriores 
pertenecientes al escalafón C "Administrati- 
vo" con un cargo o función de Administra- 
tivo ll como mínimo, escalatón B "Técnico - 
Profesional y escalafón D "Especializado", 
con un mínimo de cinco años de antigúedad 
en dicho Inciso podrán previa evaluación de 
sus calificaciones y otros méritos habilitantes, 
ser destinados a prestar funciones adminis- 
trativas y técnicas en las Misiones Diplomá- 
ticas, Oficinas Consulares o Delegaciones 
Permanentes de la República en el exterior". 


"En esta situación no podrán encontrarse 
simultáneamente más de doce funcionarios. 
El plazo de permanencia en el exterior no 
excederá de tres años pudiendo ser prorro- 
gable por un año en los casos en que así 
lo requieran las necesidades del servicio. 
Estos funcionarios no podrán ser destinados 
nuevamente al exterior, hasta después de 
transcurridos diez años de su regreso a la 
República. El Poder Ejecutivo en un plazo de 
noventa días reglamentará la presente dispo- 
sición”, 

Derógase lo dispuesto en el artículo 232 de 
la Ley N? 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 112.— Sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 111 de la presente ley el Ministerio 
de Relaciones Exteriores podrá asimismo, cuan- 
do existan vacantes en el personal contratado 
localmente en las misiones diplomáticas o 
consulares en el Exterior, asignar -en comisión 
de servicio a término- a funcionarios de los 
escalafones referidos en el citado artículo. 
Dichos funcionarios tendrán prioridad para tal 
comisión y percibirán una retribución, que será 
atendida con la partida de gastos de contrata- 
ción de auxiliares de la misión y no podrá ser 
superior a la del funcionario local que sustitu- 
yen. Tendrán derecho a la reserva de su cargo, 
mientras dure la comisión de servicio en el 
exterior. El Ministerio de Relaciones Exteriores 
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abonará únicamente los gastos de sus pasajes 
de ida y vuelta a la ciudad de destino. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición estableciendo la nómina de destinos 
abarcada por la misma, la que no superará un 
máximo de seis misiones simultáneas. Asimismo 
establecerá los criterios que aseguren la 
procedencia de tal contratación; la igualdad de 
oportunidades, así como los criterios y pautas 
de selección y aptitud de los funcionarios. 


En ningún caso la aplicación de la presente 
norma podrá afectar el regular funcionamiento 
de las respectivas dependencias del Ministerio 
de Relaciones Exteriores. 


Artículo 113.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 203 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, por el siguiente: 


"El Instituto se comunicará y coordinará con 
el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Relaciones Exteriores”. 


Artículo 114.— Sustitúyense los literales A) 
y B) del artículo 205 y el inciso segundo del 
artículo 206 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, por los siguientes: 


"ARTICULO 205.— 


A) Un representante del Ministerio de Re- 
laciones Exteriores, que lo presidirá. 


B) Un representante del Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas". 


"ARTICULO 206.— El Director Ejecutivo del 
Instituto de Promoción de la Inversión y las 
Exportaciones de Bienes y Servicios será 
designado por el Poder Ejecutivo a propuesta 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, y 
durará en sus funciones hasta que se formule 
una propuesta y designación". 


Artículo 115.—  Asígnase al Inciso 06 
"Ministerio de Relaciones Exteriores" una par- 
tida de $ 3.333.600 (tres millones trescientos 
treinta y tres mil seiscientos pesos uruguayos) 
a partir del ejercicio 2000 para atender los 
gastos de funcionamiento del edificio sede del 
MERCOSUR. 


Artículo 116.— La referencia al Ministerio de 
Economía y Finanzas hecha en los artículos 208 
y 212 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, se entenderá realizada al Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 
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Artículo 117.— Sustitúyese el artículo 215 de 
la Ley N2 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 215.— Habilítase una partida 
anual equivalente a US$ 400.000 (cuatrocien- 
tos mil dólares de los Estados Unidos de 
América) destinada al funcionamiento del 
Instituto y a la promoción de la inversión de 
la exportción de bienes y servicios. En caso 
de insuficiencia, el Instituto presentará una 
propuesta anual de asistencia del Estado que 
se financiará con cargo a Rentas Generales 
y estará sujeta a las disponibilidades del 
Tesoro". 


INCISO 07 


MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
Y PESCA 


Artículo 118.— Habilítase una partida de 
Rentas Generales para el funcionamiento del 
programa 001, unidad ejecutora 001 "Adminis- 
tración Superior" del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de un monto anual de 
$ 11.620.000 (once millones seiscientos veinte 
mil pesos uruguayos). 


Artículo 119.— Sustitúyese el artículo 264 de 
la Ley N2 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTICULO 264.— Salvo autorización expre- 
sa escrita de los Directores de las unidades 
ejecutoras, los funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, que en razón 
del ejercicio de sus funciones de contralor 
obtuvieran informaciones, están obligados a 
guardar secreto acerca de las mismas. 


Asimismo, deberán mantener reserva de 
las actuaciones administrativas o judiciales 
de las que tengan conocimiento. 


Sin perjuicio de lo anterior, y cuando así 
se solicite, dichas informaciones deberán ser 
comunicadas a las autoridades jurisdicciona- 
les, al Poder Legislativo y otros organismos 
de acuerdo con la normativa vigente. 


La presente disposición no afectará la 
difusión de datos globales o estadísticos sin 
mención expresa a ningún administrado”. 


Artículo 120.— Modifícase la denominación 
del programa 002, Unidad Ejecutora 002 "Ins- 
tituto Nacional de Pesca" del Ministerio de 
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Ganadería, Agricultura y Pesca, el que pasará 
a llamarse "Dirección Nacional de Recursos 
Acuáticos". 


Artículo 121.— Facúltase al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca a reglamentar la 
expedición de permisos de caza en locales 
comerciales que giren en el ramo de armería, 
sin perjuicio de la expedición de los mismos en 
las oficinas habilitadas de esa Secretaría de 
Estado. 


Artículo 122.— Asígnase al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca una partida 
anual de $ 406.700 (cuatrocientos seis mil 
setecientos pesos uruguayos), equivalente a 
US$ 35.000 (treinta y cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América), con destino a 
atender las cuotas de contribución al Comité de 
Sanidad Vegetal del Cono Sur (COSAVE). 


Artículo 123.— Asígnase al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca un partida de 
$ 402.982 (cuatrocientos dos mil novecientos 
ochenta y dos pesos uruguayos), equivalente a 
US$ 34.680 (treinta y cuatro mil seiscientos 
ochenta dólares de los Estados Unidos de 
América) por única vez, con destino a atender 
las contribuciones adeudadas en el período 
1995-1999 al Comité de Sanidad Vegetal del 
Cono Sur (COSAVE). 


Artículo 124.— Sustitúyese el inciso quinto 
del numeral 3%) del artículo 285 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"El importe de las multas, de los decomisos 
fictos y del producido de la venta de los 
decomisos efectivos, constituirán recursos de 
libre disponibilidad de las unidades ejecutoras 
de la Secretaría de Estado. 


Hasta el 50% (cincuenta por ciento) de los 
mismos podrá ser distribuido entre los 
funcionarios actuantes en la constatación de 
la infracción, con excepción de aquellos que 
cumplan funciones de dirección de unidades 
ejecutoras o divisiones, en la forma, monto 
y condiciones que determine la reglamenta- 
ción. 


Deróganse todas las normas legales y 
reglamentarias que establezcan una distribu- 
ción distinta del producto de las sanciones". 


Artículo 125.— Facúltase a la Dirección 
Nacional de Recursos Acuáticos, previa contor- 


42 CAMARA DE REPRESENTANTES 


midad del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca para proceder a la contratación de 
observadores nacionales para embarcar en los 
buques pesqueros a efectos del cumplimiento de 
las tareas de observación y documentación de 
las operaciones de pesca, de proceso industrial, 
investigación y suministro de toda la información 
científica, biológica y técnica que le sea 
requerida por el Instituto. 


Artículo 126.— El Presidente de la República 
en acuerdo con el Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y el Ministro de Economía 
y Finanzas, previo informe favorable de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, fijará 
anualmente el importe que por concepto de 
viático por días de navegación deba ser 
abonado por los titulares de Permisos de Pesca 
a los observadores técnicos designados por la 
Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, para 
embarcar en los buques pesqueros. Dicho 
importe será fijado teniendo en cuenta las 
características, condiciones y términos de las 
campañas a ser realizadas por la embarcación 
que se trata. Los titulares de Permisos de Pesca 
estarán obligados asimismo a proporcionar 
alojamiento y alimentación a los citados obser- 
vadores. 


Artículo 127.— Sustitúyense los incisos 
tercero y cuarto del artículo 275 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996, los que 
quedarán redactados de la siguiente forma: 


"El monto de la tasa se graduará entre un 
mínimo de 1 UR (una unidad reajustable) y 
un máximo de 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables). 


Facúltase al Poder Ejecutivo a graduar el 
monto de la tasa entre los mínimos y 
máximos establecidos en el inciso anterior, 
en función, según sea el caso, de la o las 
especies a cazar, el cupo de ejemplares, la 
extensión del período de vigencia del permiso 
y a exonerar de la tasa a la expedición de 
permisos de caza de las especies declaradas 
plagas, cuando sean consideradas especial- 
mente dañinas para la economía nacional". 


Artículo 123.— A efectos de lo dispuesto en 
el artículo 27 habilítase en la órbita del 
Programa 05 "Dirección General de Servicios 
Ganaderos” del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca una partida anual de 
$ 6.972.000 (seis millones novecientos setenta 
y dos mil pesos uruguayos). 
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Artículo 129.— Asígnase una partida anual 
de $ 9.300.000 (nueve millones trescientos mil 
pesos uruguayos), al Fondo de Apoyo a la 
Citricultura creado por la Ley N* 16,332, de 26 
de noviembre de 1992. 


Artículo 130.— Habilítase una partida de 
Rentas Generales de $ 3.718.400 (tres millones 
setecientos dieciocho mil cuatrocientos pesos 
uruguayos), equivalente a US$ 320.000 (tres- 
cientos veinte mil dólares de los Estados Unidos 
de América), para operar el Buque de Investi- 
gaciones "Aldebarán", en el programa 002, 
unidad ejecutora 002 - Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos - del Inciso 07 Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Artículo 131.— Declárase de interés nacional 
la producción citrícola y la elaboración de 
productos derivados tales como jugos naturales 
o concentrados y otros subproductos, todo ello 
con destino fundamentalmente a la exportación. 


Artículo 132.— Interprétase que los fondos 
permanentes de indemnización establecidos 
legalmente, cuya recaudación corresponde a 
esta Secretaría de Estado, deberán ser utiliza- 
dos para el cumplimiento de sus fines. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, por resolución tundada determinará las 
prioridades específicas inherentes, pudiendo 
vincular el producido de dichos fondos al 
cumplimiento de actividades conexas al mismo, 
con excepción de retribuciones personales. 


Artículo 133.— La partida fijada por el 
artículo 307 de la presente ley con destino al 
Instituto Plan Agropecuario será asignada al 
programa 001, unidad ejecutora 001 "Dirección 
General de Secretaría" del Inciso 07 "Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca", a partir del 
ejercicio 2001. 


Dicha partida será abatida en un 15% (quince 
por ciento) y utilizada como Fondo de Transte- 
rencia de Tecnología destinada al Instituto Plan 
Agropecuario y/o proyectos concursales de 
transferencia y/o acciones vinculadas. 


Artículo 134.— Asígnase la partida fijada por 
el artículo 618 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1998 con destino al Movimiento de la 
Juventud Agraria, al programa 001, unidad 
ejecutora 001 "Dirección General de Secretaría" 
del Inciso 07 "Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca". 
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Artículo 135.— El pago de la compensación 
por embarque del personal afectado a las tareas 
desarrolladas por los buques de investigación 
así como sus correspondientes aportes a la 
seguridad social serán financiados con los 
recursos generados por la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos. 


Artículo 136.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará la certificación de productos agrícolas 
orgánicos y/o provenientes de sistemas de 
producción de agricultura integrada. 


La certificación será efectuada por el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través 
de la Dirección General de Servicios Agrícolas 
o por entidades de certificación oficialmente 
reconocidas y registradas ante la misma de 
acuerdo a los requerimientos que establezca la 
reglamentación. 


Artículo 137.— Deróganse el inciso primero 
del numeral 2) y el inciso segundo del nume- 
ral 3) del literal A) del artículo 32 del Decreto- 
Ley N?* 15.605, de 27 de julio de 1984 y sus 
reglamentaciones vigentes conforme al artículo 
29 de dicho decreto-ley. 


Artículo 138.— Deróganse los numerales 2), 
3) y 4) del literal B) del artículo 32 del Decre- 
to-Ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984 y sus 
reglamentaciones vigentes conforme al artículo 
29 de dicho decreto-ley. 


Artículo 139.— Derógase el artículo 35 de la 
Ley N? 11.029, de 12 de enero de 1948. 


Artículo 140.— Derógase 
del artículo 22 de la Ley N? 
octubre de 1991. 


el inciso primero 
16.211, de 12 de 


INCISO 08 


MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y 


MINERIA 


Artículo 141.— Habilítase en la unidad ejecu- 
tora 008, "Dirección Nacional de Energía”, una 
partida anual de $ 663.640 (seiscientos sesenta 
y tres mil seiscientos cuarenta pesos uruguayos) 
en el grupo O "Retribución de Servicios 
Personales" con destino a la contratación de dos 
funciones de alta especialización. 


Artículo 142.— Asígnase a la unidad ejecuto- 
ra 011 "Dirección Nacional de Tecnología Nu- 
clear" una partida por única vez de $ 1.200.000 
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(un millón doscientos mil pesos uruguayos) para 
su utilización en las actividades de desarmado 
de las instalaciones que albergan al Reactor de 
investigaciones RU1 en el Centro de Investiga- 
ciones Nucleares y para mejorar o iniciar nuevas 
instalaciones para la gestión y almacenamiento 
de residuos radioactivos provenientes de activi- 
dades realizadas en el territorio nacional. 


Artículo 143.— Autorízase al Inciso 08 
"Ministerio de Industria, Energía y Minería" a 
abonar aportes patronales con cargo a los 
fondos de libre disponibilidad a que hace 
mención el literal A) del artículo 305 de la Ley 
N* 16.736 de 5 de enero de 1996. 


Artículo 144.— Créase el Fondo Industrial de 
Defensa Comercial, cuyo monto ascenderá a 
$ 300.000 (trescientos mil pesos uruguayos) 
para el ejercicio 2001, $ 600.000 (seiscientos mil 
pesos uruguayos) para el ejercicio 2002, 
$ 600.000 (seiscientos mil pesos uruguayos) 
para el ejercicio 2003 y $ 600.000 (seiscientos 
mil pesos uruguayos) para el ejercicio 2004. 
Dichos montos tendrán por objeto financiar la 
realización de las siguientes actividades: 


A) Realizar la instrucción de las investiga- 
ciones que se realicen en el marco de 
los Acuerdos derivados de la Ronda 
Uruguay del GATT. 


B) Asistir a las empresas nacionales que 
deseen solicitar la realización de las 
investigaciones antes referidas. 


C) Asistir a las empresas exportadoras 
nacionales que sean objeto de investi- 
gaciones de este tipo en el exterior. 


D) Difundir las obligaciones y derechos 
derivados de los mencionados acuerdos 
entre todos los agentes económicos 
nacionales. 


El Poder Ejecutivo reglamentará lo dispuesto 
en el presente artículo. 


Artículo 145.— Autorízase la incorporación a 
la unidad ejecutora 002 "Dirección Nacional de 
Industrias”, de hasta dos funcionarios presu- 
puestados del Inciso 11, Ministerio de Educación 
y Cultura, los que podrán optar por dicha 
incorporación de acuerdo a las siguientes 
condiciones: 


A) La opción deberá formularse dentro de 
los sesenta días siguientes a la 
promulgación de la presente ley. 
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B) Los funcionarios deberán encontrarse, 
al momento de la opción, afectados a 
brindar apoyo administrativo a la Comi- 
sión del Papel creada por el artículo 79 
de la Ley N* 13.349, de 29 de julio de 
1965. 


C) La incorporación se realizará mediante 
la habilitación de un cargo en el último 
grado ocupado del escalatón respecti- 
vo, suprimiéndose en la repartición de 
origen el cargo correspondiente. 


D) La incorporación no podrá significar 
disminución de la retribución del funcio- 
nario y, en su caso, la diferencia se 
considerará compensación personal. 


La incorporación será dispuesta por el Poder 
Ejecutivo con informe favorable de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 146.— Asígnase a la unidad ejecuto- 
ra 011 "Dirección Nacional de Tecnología 
Nuclear" una partida anual de $ 232.400 
(doscientos treinta y dos mil cuatrocientos pesos 
uruguayos), a ser usada como contrapartida de 
gastos emergentes de acciones derivadas de la 
cooperación técnica internacional. 


Artículo 147.— Asígnase a la unidad ejecutora 
011 "Dirección Nacional de Tecnología Nuclear" 
una partida por única vez de $ 450.000 
(cuatrocientos cincuenta mil pesos uruguayos) a 
los efectos de su utilización para realizar un 
relevamiento a nivel nacional con el fin de 
actualizar el Registro Nacional de Fuentes de 
Radiaciones lonizantes. 


Artículo 148.— Los funcionarios presupues- 
tados o contratados que se encontraran prestan- 
do funciones en "Comisión" en el Inciso 08 
"Ministerio de Industria, Energía y Minería", 
podrán optar por su incorporación a éste de 
acuerdo a las siguientes bases: 


A) La opción deberá formularse dentro de 
los sesenta días de la publicación de la 
presente ley. 


B) Sólo podrán optar aquellos funcionarios 
de la Administración Central que cuen- 
ten con un mínimo de dos años de 
antigúedad, en el desempeño de sus 
funciones, en dicha Secretaría de Es- 
tado. 


La incorporación se realizará conforme a las 
normas pertinentes del Capítulo lll de la Ley 
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N* 16.127, de 7 de agosto de 1990 y será 
dispuesta por el Poder Ejecutivo, previa confor- 
midad expresa de los jerarcas de las oficinas 
de origen y destino con informe favorable de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la 
Contaduría General de la Nación. 


INCISO 09 
MINISTERIO DE TURISMO 


Artículo 149.— Suprímese la Unidad Ejecutora 
002, asignándose sus cometidos a la unidad 
ejecutora 001. 


La estructura organizativa será reglamentada 
por el Poder Ejecutivo dentro de los ciento 
ochenta días a partir de la vigencia de la 
presente ley. 


Artículo 150.— Declárase zona de especial 
interés para la expansión turística a la Isla de 
Flores ubicada en el Río de la Plata. 


Artículo 151.— Exonérase del pago de las 
sumas adeudadas por concepto de multas 
acumuladas a los titulares de los establecimien- 
tos hoteleros no reinscriptos hasta la fecha en 
el Registro de Hoteles que lleva el Ministerio de 
Turismo, según lo previsto por el artículo 61 de 
la Ley N* 14,057, de 3 de febrero de 1972, con 
la redacción dada por el artículo 56 de la Ley 
N2 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


Artículo 152.— Derógase el artículo 305 de 
la Ley N* 14.106, de 14 de marzo de 1973, con 
la redacción dada por el artículo 57 de la Ley 
N*2 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


Artículo 153.— Derógase el inciso segundo 
del artículo 76 de la Ley N* 13.659, de 2 de 
junio de 1968, en cuanto al requisito de la 
habilitación municipal. 


Artículo 154.— Dispónese la regularización 
de las partidas que el Ministerio de Turismo 
abona actualmente a sus funcionarios con cargo 
a fondos de libre disponibilidad, las que deberán 
imputarse a los créditos presupuestales del 
Inciso. 


Con cargo a la partida que se regulariza 
podrá autorizarse el pago de retribuciones por 
concepto de mayor dedicación, las que se 
distribuirán de acuerdo a la reglamentación que 
al efecto dictará el Poder Ejecutivo. 


Artículo 155.— Transfiérese del dominio 
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público al dominio fiscal el establecimiento 
conocido como "Hotel Las Delicias”, ubicado en 
la 1% Sección Judicial de Maldonado, Rambla 
Costanera, Parada 24. 


Artículo 156.— Se autoriza al Poder Ejecu- 
tivo la enajenación de los siguientes bienes 
fiscales, administrados por el Ministerio de 
Turismo: 


1% Padrón 5531 ubicado en la 7* Sección 
Judicial de Lavalleja; denominado "Pa- 
rador Pororó”. 


2%) Padrón 5534 solares 2, 3 y 4, ubicado 
en la 12 Sección Judicial de Rivera; 
denominado "Hotel Casino Rivera". 


3% Padrón 2008 fracción 2, ubicado en la 
52, (antes 3% Sección Judicial de 
Maldonado (depósito Piriápolis). 


4% Padrón 2010 ubicado en la 5*, (antes 
3%) Sección Judicial de Maldonado, 
denominado "Pasiva de Piriápolis". 


5% Padrón 34416 ubicado en la 5? Sección 
Judicial de Rocha; paraje "La Coronilla”. 


6% Padrón 3237 ubicado en la 1% Sección 
Judicial de Río Negro; denominado 
"Parador y Motel Las Cañas". 


Para la enajenación se seguirá el procedi- 
miento previsto en los incisos segundo a quinto 
del artículo 343 de la Ley N* 13.835, de 7 de 
enero de 1970 y sus modificativos. 


El 25% (veinticinco por ciento) del producido 
de la venta de los referidos inmuebles será 
destinado al Fondo de Fomento del Turismo 
creado por el artículo 18 del Decreto-Ley 
N? 14.335, de 23 de diciembre de 1974. El resto 
constituirá recursos de Rentas Generales. 


Artículo 157.— Suprímese el régimen de 
prestación de los servicios de Mozos de Cordel 
previsto en las Leyes N2* 13.418, de 2 de 
diciembre de 1965, N?* 13.721, de 16 de 
diciembre de 1968, N* 14.133, de 1? de junio 
de 1973, Decreto-Ley N* 14,794, de 15 de junio 
de 1978, Leyes N?* 16.010, de 19 de diciembre 
de 1988 y N* 16.899, de 21 de diciembre de 
1997. 


A partir de la fecha de vigencia de la presente 
ley, el servicio será prestado en forma libre por 
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personas físicas o jurídicas privadas que deseen 
hacerlo por su cuenta y riesgo. 


Artículo 158.— El personal integrante de la 
Unión de Mozos de Cordel de Montevideo y 
Colonia, tendrá derecho a los siguientes bene- 
ficios por concepto de retiro definitivo del 
régimen de prestación de servicios que se 
suprime por el artículo 157 de la presente ley: 


A) El equivalente a veinticinco jornales o 
doce sueldos, pagaderos en doce 
mensualidades consecutivas, para los 
que no tuvieran derecho a jubilación. 


B) El equivalente a ciento cincuenta jorna- 
les o seis sueldos, pagaderos de una 
sola vez, para aquel personal que 
hubiera configurado causal jubilatoria. 


Las sumas resultantes de la aplicación del 
literal A) precedente constituirán materia grava- 
da para las contribuciones especiales de 
seguridad social. 


En el plazo máximo de sesenta días a partir 
de la vigencia de la presente ley, el Poder 
Ejecutivo reglamentará la forma de determina- 
ción y percepción de las sumas a que refiere 
el presente artículo, las que comenzarán a 
abonarse en un plazo de sesenta días a partir 
de la vigencia de dicha reglamentación. 


Artículo 159.— Las erogaciones resultantes 
de lo dispuesto por el artículo 158 de la presente 
ley serán financiadas con cargo al Fondo de 
Retribuciones de Mozos de Cordel creado por 
el artículo 19 de la Ley N* 13.418, de 2 de 
diciembre de 1965 y modificativas. 


Artículo 160.— El Fondo de Retribuciones de 
Mozos de Cordel, mantendrá sus aportes, así 
como su régimen de administración, hasta la 
cancelación de todas las obligaciones legales o 
contractuales emergentes del proceso previsto 
en el inciso 1% del artículo 157 de la presente 
ley. 


El remanente de dicho Fondo será vertido a 
Rentas Generales. 


Artículo 161.— Deróganse todas las dispo- 
siciones legales y reglamentarias que se 
opongan a lo dispuesto por los artículos 157 a 
160 de la presente ley. 
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INCISO 10 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PUBLICAS 


Artículo 162.— Derógase el artículo 329 de 
la Ley N?* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 163.— Elimínase el cargo de 
Director Nacional del Registro Nacional de 
Empresas de Obras Públicas. 


Artículo 164.— Agrégase al artículo 324 de 
la Ley N2* 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
siguiente inciso: 


"Cuando se trate de la ejecución de obra 
pública nacional o municipal por el régimen 
de concesión, el requisito de presentación del 
certificado expedido por el Registro Nacional 
de Empresas de Obras Públicas, será exigible 
sólo a las empresas que tengan a su cargo 
la ejecución de los trabajos". 


Artículo 165.— El Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y sus contratistas podrán 
adquirir a cualquier proveedor local o extranjero 
los astaltos pesados, diluidos asfálticos y 
emulsiones asfálticas, necesarios para trabajos 
de construcción, rehabilitación, conservación o 
mantenimiento de obras públicas. Se incluirá en 
los pliegos o contratos la cláusula respectiva. 


Artículo 166.— Decláranse habilitados los 
puertos que están bajo la administración directa 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
o de la Administración Nacional de Puertos, o 
que hubieran registrado operaciones portuarias 
a la fecha de promulgación de la presente ley. 
El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de 
verificar los extremos mencionados. 


Artículo 167.— Derógase la Ley N* 703, de 
7 de mayo de 1862. 


Artículo 168.— Sustitúyese el artículo 313 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 313.— La designación de todos 
los cargos de Directores Nacionales del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
deberá recaer en profesionales universitarios 
de notoria solvencia y conocimiento en la 
materia, lo que se expresará en la resolución 
correspondiente". 
Artículo 169.— 


Cuando la Administración 
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entregue como compensación o permuta por una 
expropiación, inmuebles de su propiedad, la 
transterencia de dicho bien inmueble a un 
particular estará exenta de todos los impuestos 
y tasas que gravan las transferencias de bienes 
inmuebles y la de los respectivos derechos 
registrales. 


Artículo 170.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a otorgar similares facilidades de pago a las 
previstas en la Ley N* 16.866, de 12 de 
setiembre de 1997, para las obligaciones 
tributarias del impuesto a los ejes pendientes de 
pago a la techa de vigencia de la presente ley, 
por violación a lo dispuesto por el artículo 15 
de la Ley N* 12.950, de 23 de noviembre de 
1961 en la redacción dada por el artículo 196 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987 y el artículo 316 de la Ley N* 16.736, de 
5 de enero de 1996. 


Artículo 171.— Las infracciones y sanciones 
en materia de transporte, de competencia del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
prescribirán, respectivamente, en un plazo de 
dos años a partir de la fecha de notificación de 
la infracción, y de la fecha en que el acto 
administrativo que impone la sanción adquiere 
firmeza. 


Artículo 172.— Autorízase al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a establecer 
horarios especiales para los funcionarios que 
deban cumplir tareas de contralor o inspección 
en materia de transporte, las cuales requieren 
su prestación en forma permanente. 


Artículo 173.— Sustitúyese el artículo 4% de 
la Ley N* 13.899, de 6 de noviembre de 1970, 
en la redacción dada por el artículo 327 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 4%.— En todas las expropiacio- 
nes, cuando los interesados presenten plano 
de mensura inscripto de la totalidad del 
inmueble se les deberá entregar libre de todo 
gasto, un plano de fracción remanente, una 
vez deducida la parte expropiada de la 
totalidad. El plano presentado deberá cumplir 
con las exigencias siguientes: 


A) Los planos con fecha de inscripción 
anterior a la vigencia de la presente ley, 
deberán incluir: nombre del propietario, 
Departamento y Sección Judicial en que 
esté ubicado el terreno o campo 
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e 


mensurado, número de padrón, áreas 
totales y parciales, orientación, escala, 
longitud de los límites artificiales, núme- 
ro de padrón o nombre de los linderos, 
la poligonal con los ángulos y distancias 
que hayan servido para el relevamiento 
de los límites naturales con la acotación 
de las ordenadas y una nota en que 
conste hasta donde se ha medido. 
Cuando se trate de límites sobre 
arroyos, lagunas del Estado o costa 
oceánica la poligonal general deberá 
quedar fijada angularmente y por dis- 
tancia de uno de sus vértices con cada 
uno de los límites artificiales existentes, 
cuando éstos separen tracciones cuya 
área esté determinada en el plano. 


B) Para los planos inscriptos con posterio- 
ridad a la techa antedicha, los mismos 
deberán contener toda la información 
necesaria que permita a la Administra- 
ción la confección del plano del área 
remanente de conformidad con las 
exigencias para la inscripción del plano 
en la Dirección Nacional de Catastro. 


Dicho plano podrá ser confeccionado por 
composición gráfica en cuyo caso para su 
inscripción no regirá la obligación de verificar 
la concordancia de límites impuesta por el 
artículo 286 de la Ley N* 12.804, de 30 de 
noviembre de 1960", 


Artículo 174.— Sustitúyese el artículo 18 de 
Ley N* 3.958, de 28 de marzo de 1912, por 
siguiente: 


"ARTICULO 18.— Fijado con arreglo al ar- 
tículo 16 el trazado definitivo de la obra, la 
Administración tasará con arreglo a la 
presente ley y por medio de su personal 
técnico, los bienes sujetos a expropiación. 


La tasación que así resulte será notificada 
a los propietarios o a sus representantes le- 
gales, quienes estarán obligados a manifes- 
tar, dentro del término de quince días, si la 
aceptan, o indicar en caso contrario y bajo 
la pena que establece el artículo 39, la 
cantidad que soliciten, especificando lo que 
requieran por concepto del valor de la 
propiedad y lo que dado el caso reclaman por 
daños y perjuicios, con expresión de sus 
causales. El término expresado se duplicará 
para los representantes de menores e 
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incapaces. El silencio se tendrá por acepta- 
ción. 


Si no hubiera sido posible notificar al 
propietario o a su representante, ya sea por 
ausencia o por cualquier otra causa, o si 
notificado manifestase su disconformidad con 
la tasación, se dejará constancia en el 
expediente, que será remitido a las áreas 
jurídicas de la oficina competente o funcio- 
nario que corresponda, a fin de que inicie el 
respectivo juicio de expropiación. 


En caso de aceptación expresa o tácita de 
la tasación, se procederá de inmediato a la 
escrituración y pago simultáneo de la indem- 
nización fijada al inmueble. Si a pedido de 
la parte expropiada, y de conformidad con el 
informe técnico de la Dirección Nacional de 
Topografía, se debiera extender la fecha de 
entrega del inmueble, la Administración podrá 
autorizar el pago de un anticipo en unidades 
reajustables de la indemnización aceptada. El 
saldo se abonará contra entrega del inmueble 
y escrituración correspondiente”. 


Artículo 175.— Agrégase al artículo 152 del 


Código de Aguas, Decreto-Ley N* 14.859, de 15 
de diciembre de 1978, el siguiente numeral: 


"6) La construcción de obras dentro de la 
planicie de inundación de ríos, arroyos 
o lagunas naturales, con fines de 
defensa contra sus aguas o para su 
derivación o drenaje". 


Artículo 176.— Sustitúyese el artículo 180 de 


la Ley N? 14.859, de 15 de diciembre de 1978, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 180.— La concesión de uso, 
cuando tenga por objeto la ocupación de 
álveos del dominio público, se regirá, en todo 
lo que sea compatible, por los artículos 
precedentes. Cuando no suponga la deriva- 
ción de aguas, el Poder Ejecutivo por 
resolución fundada en razones de interés en 
el servicio que se pretende prestar con las 
obras a construir, monto de la inversión y 
otros aspectos relevantes del mismo, podrá 
extender el plazo de la concesión hasta el 
límite establecido por el artículo 168; en caso 
contrario sólo podrá concederse por un plazo 
de hasta diez años. 


La ocupación de tales álveos para el es- 
tudio e implantación de industrias extractivas 
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se regirá por las disposiciones del Código de 
Minería y las normas relativas a la defensa 
de playas, costas y orillas y al mantenimiento 
del régimen hidrológico (artículos 151 al 
154)". 


Artículo 177.— Constituyen recursos de la 
Comisión Nacional de Prevención y Control de 
Accidentes de Tránsito, creada por Ley 
N2 16.585, de 22 de setiembre de 1994, las 
asignaciones que le fije la ley, los frutos civiles 
y naturales de los bienes que le pertenezcan, 
los bienes que reciba por testamento, donación 
o cualquier otra contribución, y el producto de 
los tributos que la ley le confiera. 


Artículo 178.— De las asignaciones presu- 
puestales destinadas a gastos de inversión que 
figuran en los anexos de la presente ley, el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas podrá 
ejecutar hasta la suma de $ 1.626.200.000 (un 
mil seiscientos veintiséis millones doscientos mil 
pesos uruguayos) durante el ejercicio 2000; 
hasta la suma de $ 1.789.480.000 (un mil 
setecientos ochenta y nueve millones cuatro- 
cientos ochenta mil pesos uruguayos) en el 
ejercicio 2001 y hasta la suma de $ 1.968.428.000 
(un mil novecientos sesenta y ocho millones 
cuatrocientos veintiocho mil pesos uruguayos) 
anuales durante los ejercicios 2002, 2003 y 
2004. Dichas cifras son montos totales, por lo 
que comprenden financiamiento, tanto de recur- 
sos locales como de endeudamiento externo. 


Los topes de ejecución antes señalados 
comprenden las partidas de $ 98.421.400 
(noventa y ocho millones cuatrocientos veintiún 
mil cuatrocientos pesos uruguayos) en el 
ejercicio 2000 y de $ 136.417.880 (ciento treinta 
y seis millones cuatrocientos diecisiete mil 
ochocientos ochenta pesos uruguayos) anuales, 
en los ejercicios 2001, 2002, 2003 y 2004 que 
se encuentran incorporados en el programa 008 
(Mantenimiento de la Red Vial Departamental) 
con destino al Programa de Mantenimiento de 
la Caminería Rural). 


Artículo 179.— Modifícase el artículo 9* del 
Decreto-Ley N* 14.650, de 12 de mayo de 1977, 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTICULO 9%— Los buques de bandera 
nacional que cumplan tráficos o servicios 
aprobados por el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, y las mercaderías, productos 
y bienes que éstos transporten, gozarán de 
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los beneficios de la presente ley, siempre que 
aquellos cumplan con los requisitos que se 
enumeran a continuación: 


A) Cuando sus propietarios, partícipes o 
armadores (artículo 1045 del Código de 
Comercio) sean personas físicas, debe- 
rán acreditar su condición de ciudada- 
nos naturales o legales de la República 
y justificar su domicilio en el territorio 
nacional. 


B) Cuando sus propietarios, partícipes o 
armadores (artículo 1045 del Código de 
Comercio) sean personas jurídicas pri- 
vadas, estatales o mixtas (artículo 188 
de la Constitución de la República) 
deberán acreditar, en cuanto correspon- 
da: 


1) Su domicilio social en el territorio 
nacional. 


2) Control y dirección de la empresa 
ejercidos por ciudadanos naturales o 
legales uruguayos. 


3) Tener representante debidamente 
acreditado y con domicilio en el 
territorio nacional. 


4) Inscripción y justificación de estar al 
día con las obligaciones establecidas 
por leyes sociales y tributarias co- 
rrespondientes a la empresa, a 
buques armados por ésta o de su 
propiedad. 


Para los casos en que el tráfico o servicio 
a que se destine la nave, deba cumplirse 
exclusivamente dentro del territorio nacional, 
deberán acreditar en cuanto corresponda: 


A) Cuando los propietarios, partícipes o 
armadores sean personas físicas, su 
condición de ciudadanos naturales o 
legales de la República y justificar su 
domicilio en territorio nacional. 


B) Cuando los propietarios, partícipes o 
armadores sean personas jurídicas, 
estatales o mixtas (artículo 188 de la 
Constitución de la República): 


1) Que la mitad más uno de los socios 
esté integrada por ciudadanos natu- 
rales o legales uruguayos, domicilia- 
dos en la República. 


2) Por constancia contable y notarial, 
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que la mayoría de las acciones, 
representativa por lo menos del 51% 
(cincuenta y uno por ciento) de los 
votos computables, esté formada por 
acciones nominativas, de propiedad 
de ciudadanos naturales o legales 
uruguayos. 


3) Que el control y dirección de la 
empresa son ejercidos por ciudada- 
nos naturales o legales uruguayos. 


4) Justificación de estar al día con las 
obligaciones establecidas por leyes 
sociales y tributarias correspondien- 
tes a la empresa, a buques armados 
por ésta, o de su propiedad. 


En todos los casos indicados será necesaria 
la inscripción en el Registro Público de 
Propietarios y Armadores y en el Registro 
Público y General de Comercio. 


Los beneficios establecidos en la presente ley 
se encuentran sometidos a la condición 
resolutoria del cumplimiento de los requisitos 
exigidos precedentemente". 


Artículo 180.— Sustitúyese el literal B) del 
artículo 5%, de la Ley N* 16.387, de 27 de junio 
de 1993, por el siguiente: 


"B) Documentación que acredite la propie- 
dad del buque por parte del solicitante 
o su derecho a obtenerla, debidamente 
legalizada y traducida cuando corres- 
ponda, en caso de tratarse de buques 
construidos o transferidos en el extran- 
jero. 


En caso que el buque haya sido 
arrendado a casco desnudo con sus- 
pensión provisoria de la bandera de 
origen, el documento que acredite tal 
arrendamiento, acompañado de los 
que se indiquen expresamente para 
estos casos en la reglamentación 
pertinente". 


Artículo 181.— Sustitúyese el artículo 8% de 
la Ley N? 16.387, de 27 de junio de 1993, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 82.— La autoridad competente, o 
el Cónsul General de la República previa 
autorización de la misma, podrá otorgar una 
matrícula provisoria por un período máximo 
de ciento veinte días, prorrogable por otro 
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igual, previa solicitud del propietario, cuando 
los perjuicios por la demora en el trámite de 
matriculación definitiva se justifiquen debida- 
mente. 


Será requisito esencial para el otorgamien- 
to de la matrícula provisoria, la presentación 
de la documentación que acredite el cese de 
bandera anterior del buque o la suspensión 
provisoria de bandera para el caso que se 
indica en el párrato siguiente, debidamente 
legalizada y traducida cuando corresponda. 


En caso de abanderamiento provisorio por 
arrendamiento a casco desnudo, el ingreso a 
la matrícula será por el plazo mínimo de seis 
meses y no podrá exceder de un año. 


Los buques amparados en este régimen 
podrán realizar exclusivamente operaciones 
de transporte de mercaderías y personas. 


En caso de solicitarse el abanderamiento 
definitivo de un buque en el extranjero, la 
autoridad competente, previa certificación de 
que se han cumplido todos los requisitos 
legales, procederá a inscribirlo en el Registro 
Nacional de Buques”. 


Artículo 182.— Agrégase al Capítulo Ill, de 
la Ley N2 16.387, de 27 de junio de 1993, que 
se denominará "Del cese y suspensión de 
Bandera", un inciso final al artículo 15, cuya 
redacción será la siguiente: 


"Los propietarios de buques mercantes nacio- 
nales que arrienden los mismos a casco 
desnudo (bare boat charter) a armadores 
extranjeros, para cumplir con tráficos no 
autorizados por la autoridad competente, 
podrán solicitar ante la Prefectura Nacional 
Nava! la suspensión del uso de la bandera 
uruguaya del buque arrendado, por un 
período no superior a un año". 


Artículo 183.— Derógase el literal A) del 
artículo 12 de la Ley N* 16.387, de 27 de junio 
de 1993. 


Artículo 184.— Derógase el artículo 14 de la 
Ley N* 11.474, de 11 de agosto de 1950, con 
la redacción dada por el artículo 4% del Decreto- 
Ley N*2 14,443, de 21 de octubre de 1975. 


Artículo 185.— Se exceptúa del artículo 22 
de la Ley N* 16.426, de 14 de octubre de 1993, 
agregado por el artículo 22 de la Ley N* 16.851, 
de 15 de julio de 1997, a los buques mercantes 
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y a toda construcción flotante, autopropulsada 
o no, de carácter civil, de bandera nacional. 


Artículo 186.— Son transportistas profesio- 
nales de carga terrestre, las personas físicas o 
jurídicas que realizan transporte oneroso de 
carga por vía terrestre para terceros, en 
servicios nacionales o internacionales que se 
encuentren en las condiciones que menciona la 
presente ley. 


Cada vehículo de capacidad superior a 
3.500 kg destinado al mencionado transporte, 
deberá estar identificado con una placa adicional 
a la matrícula, de maturaleza anual que se 
otorgará por el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas a aquellos transportistas profesionales 
de carga terrestre que acrediten estar inscriptos 
en un registro especial que llevará la Dirección 
Nacional de Transporte del citado Ministerio, y 
justifiquen encontrarse el día en el pago de sus 
contribuciones con el Banco de Previsión Social, 
Dirección General Impositiva y sus vehículos de 
transporte de carga cuenten con el Certificado 
de Aptitud Técnica Vehicular. 


Para realizar transporte oneroso de carga 
terrestre para terceros, basta con ajustarse a las 
disposiciones que establece la presente ley, sin 
perjuicio del cumplimiento de las demás regu- 
laciones nacionales y departamentales que 
regulan la materia. 


Artículo 187.— Todo transporte profesional 
de carga terrestre para terceros definido en la 
presente ley que se realice en el país, deberá 
contar con una guía que establezca la identifi- 
cación del vehículo, registro en la Dirección 
Nacional de Transporte del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas, Certificado de Inspec- 
ción Técnica Vehicular, nombre y documento del 
conductor, inscripción del transportista en el 
Banco de Previsión Social y en la Dirección 
General Impositiva y origen y destino de la 
carga, identificación de la misma y el precio del 
servicio. 


La referida guía se extenderá en cuatro 
ejemplares: origen, transportista, destino y 
organismo de control y deberá llevar los datos 
identificatorios del dueño de la carga, del 
transportista y de cualquier otro que intervenga 
fehacientemente en la contratación del servicio 
y las firmas de éstos dos últimos. 


Artículo 188.— Créase un Organo de Con- 
trol, que será honorario y que estará integrado 
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por un delegado titular y un delegado alterno de 
los Ministerios: de Transporte y Obras Públicas 
y de Economía y Finanzas, y de la Mesa 
Intergremial de Transporte Profesional de Carga. 


El Organo de Control que se crea por la 
presente ley tendrá como finalidad asesorar al 
Poder Ejecutivo, coordinar y participar en el 
control de la regularidad de la actividad del 
transporte profesional de carga terrestre. 


Artículo 189.— Sin perjuicio del control que 
corresponde a los organismos de recaudación, 
la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
establecerá la forma y condiciones en las que 
el Organo de Control designará agentes de 
control especiales, con el cometido de verificar 
el cumplimiento de las obligaciones que la 
presente ley y la reglamentación establezca para 
el transporte profesional de carga terrestre. 


Artículo 190.— Derógase el Impuesto al Uso 
de la Infraestructura Vial (IMUSIVI), establecido 
por la Ley N? 17.156, de 20 de agosto de 1999. 


Artículo 191.— Las obligaciones que even- 
tualmente surjan por aplicación de las cláusulas 
de garantía de contratos firmados por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, se 
atenderán con cargo a su presupuesto de 
funcionamiento, iniciando la apertura de los 
créditos al momento que se generen las mismas. 


Los fondos para su financiación se obtendrán 
descontando los montos respectivos de otros 
objetos del gasto del presupuesto de funciona- 
miento o, en su defecto, del presupuesto de 
inversiones. 


Artículo 192.— Autorízase a la Dirección 
Nacional de Vialidad a disponer del fondo 
acumulado para el funcionamiento del Organo 
de Control de la "Concesión de Ruta 
Interbalnearia: Doble Vía Montevideo - Punta del 
Este”, para estudios, fortalecimiento institucional 
y proyectos de preinversión, relacionados con 
sus cometidos sustantivos, de conformidad con 
las normas vigentes en materia de contabilidad 
y administración. 


Artículo 193.— El Poder Ejecutivo podrá 
otorgar concesiones de obra pública para la 
explotación y administración de obras y edificios 
ya existentes, propiedad del Estado, finalizados 
o en ejecución, encomendando su conservación, 
mantenimiento o ampliación, con el fin de 
obtener fondos para financiar total o parcialmen- 
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te la construcción, ampliación o terminación de 
esas u otras obras, tengan o no vinculación 
física con ellas. 


El precio, la tarifa o peaje será la única 
compensación que percibirá el concesionario de 
los usuarios públicos o privados, tanto por la 
obra existente como por la obra nueva, salvo 
que medien razones de interés público debida- 
mente fundadas. 


Artículo 194.— Sustitúyese el artículo 15 de 
la Ley N* 3.958, de 28 de marzo de 1912 en 
la redacción dada por el Decreto-Ley N* 10.247, 
de 15 de octubre de 1942, por el siguiente: 


"ARTICULO 15.— En cada caso de expropia- 
ción la autoridad respectiva mandará formar 
expediente, ordenando previamente el levan- 
tamiento por los funcionarios u oficinas 
técnicas de su dependencia de un plano de 
los terrenos o edificios que se requieran para 
la obra proyectada, indicando departamento, 
número de padrón y área. 


Sin perjuicio del plano o trazado general 
de la obra, deberá conteccionarse un plano 
de mensura en que se determinará la parcela 
o parcelas a expropiarse, el cual, registrado 
en la Dirección Nacional de Catastro, enca- 
bezará el respectivo expediente de expropia- 
ción que se formará a cada inmueble. 


Una vez ejecutados el anteproyecto y pla- 
no parcelario a que refieren los incisos que 
anteceden, se mandarán poner de manifiesto 
por el término de ocho días, notificándose 
personalmente a los propietarios, sin perjuicio 
del emplazamiento que se hará por las 
publicaciones por medio de edictos con las 
indicaciones del caso sobre el inmueble a 
expropiar. Dichos edictos se publicarán en el 
Diario Oficial y en un periódico de los de 
mayor circulación en el departamento. De 
estos edictos se dejará constancia en cada 
expediente, agregándose las publicaciones 
de práctica. 


Los propietarios de los inmuebles deberán 
denunciar en el acto de notificación o dentro 
de los ocho días siguientes la existencia de 
personas que tengan derechos reales o 
personales con respecto a la cosa expropia- 
da. El incumplimiento de esta obligación hará 
recaer la responsabilidad reparatoria sobre el 
propietario omiso en esta obligación". 


Artículo 195.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
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a disminuir hasta en un 100% (cien por ciento), 
la aportación patronal -con excepción de las 
correspondientes a la Dirección de los Seguros 
por Enfermedad, al Banco de Seguros del 
Estado y al Impuesto a las Retribuciones 
Personales-, sobre un dependiente -chofer- por 
vehículo registrado de transporte terrestre de 
carga a cada una de las empresas transportistas 
profesionales a que refiere la presente ley. 


Artículo 196.— Los viáticos que paguen las 
empresas transportistas profesionales de carga 
terrestre a sus choteres por servicios prestados 
en el exterior del país, se consideran a todos 
los efectos de naturaleza indemnizatoria y por 
lo tanto no constituyen materia gravada por las 
contribuciones especiales de seguridad social 
hasta los montos que el Poder Ejecutivo 
establezca. Los viáticos que excedan los 
mencionados valores fictos, sólo se considera- 
rán de igual naturaleza, cuando estén sujetos a 
rendición de cuentas y se justifiquen en forma 
fehaciente a solo juicio de la Administración. 


INCISO 11 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Artículo 197.— Asígnase a la unidad ejecutora 
001 "Dirección General de Secretaría" $ 1.162.000 
(un millón ciento sesenta y dos mil pesos 
uruguayos), anuales, para los ejercicios 2001 a 
2003, con la finalidad de atender las obligacio- 
nes contraídas en oportunidad de la creación del 
Fondo Iberoamericano de Ayuda Ibermedia. 


Artículo 198.— Las Escuelas Nacional de 
Danza y de Arte Lírico, continuarán permane- 
ciendo dentro del programa 001 "Administración 
General", bajo la supervisión de la Dirección de 
Cultura. 


Artículo 199.— Sustitúyese el literal "C" del 
artículo 169 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996 por el siguiente: 


"C) 20% (veinte por ciento) para el Ser- 
vicio Oficial de Radiotelevisión y Es- 
pectáculos (SODRE), con destino a la 
construcción y equipamiento de su 
Complejo de Espectáculos y para la 
amortización de las deudas que se 
hayan contraído por los citados con- 
ceptos". 


Artículo 200.— Sustitúyese el inciso segundo 
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del artículo 12 de la Ley N*14.040, de 20 de 
octubre de 1971, por el siguiente: 


"Declárase de utilidad pública la expropiación 
de los bienes designados monumentos histó- 
ricos. Sus propietarios podrán solicitar, en 
cualquier momento, la expropiación de los 
mismos al Poder Ejecutivo, el que podrá 
acceder a lo solicitado o, en caso contrario, 
y en un plazo de ciento ochenta días, dejar 
sin efecto dicha declaración. Vencido el plazo 
y no habiendo pronunciamiento del Poder 
Ejecutivo, se tendrá por decretada la expro- 
piación de pleno derecho, siguiéndose los 
trámites de oficio". 


Artículo 201.— Sustitúyese el literal C) del 
artículo 8% de la Ley N* 15.913, de 27 de 
noviembre de 1987, por el siguiente: 


"C) La importación de obras de carácter 
literario, artístico, científico, docente y 
material educativo, y los catálogos de 
difusión oO propaganda de dichos 
bienes estará exonerada de todo 
tributo nacional, incluidos los proventos, 
precios portuarios, recargos, tasa de 
movilización de bultos 
gravámenes aduaneros y tasas consu- 
lares. 


Esta exoneración alcanza a todo tipo de 
soporte material de las obras enunciadas en el 
literal anterior sean estos los soportes gráficos, 
visual (videotapes y similares), fonográfico e 
informático y a cualquier otro nuevo instrumento 
resultante del avance tecnológico. 


Quedan incluidas en esta exoneración: |) Las 
planchas, películas, matrices y demás insumos 
necesarios para la producción de dichos bienes. 
1) Los cuadernos, hojas para escrituras en 
blanco, rayadas, cuadriculadas o ilustradas de 
hasta 20 ó 24 cms, los mapas y globos 
terráqueos, los sobres y estuches de disco y 
otros elementos de reproducción fonográfica, 
visual o informática y folletos explicativos que 
los acompañen en su comercialización, repro- 
ducciones impresas de obras de arte en carpeta 
o en libros. 111) Los demás bienes declarados 
material educativo docente por el Poder Ejecu- 
tivo previo asesoramiento de la Comisión 
Nacional del Libro". 


Artículo 202.— Sustitúyese el literal N) del 
artículo 19 de la Ley N* 15.913 de 27 de 
noviembre de 1987, por el siguiente: 


y demás . 
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"N) Pronunciarse en forma vinculante, a 
requerimiento de los particulares o de 
los organismos públicos, sobre la na- 
turaleza del bien o producto a efectos 
de las franquicias y beneficios estable- 
cidos en los artículos 8%? y siguientes 
de la presente ley”. 


Artículo 203.— Asígnase a la unidad ejecutora 
006 "Museo Nacional de Historia Natural y de 
Antropología" una partida por única vez de 
$ 8.400.000 (ocho millones cuatrocientos mil 
pesos uruguayos) a partir del año 2002 para 
contribuir a la refacción y equipamiento de su 
edificio sede. 


Artículo 204.— Declárase aplicable a las 
asociaciones civiles y tundaciones lo dispuesto 
por el artículo 83 del Decreto-Ley N* 15.167, de 
6 de agosto de 1981. 


A tales efectos, las solicitudes de reconoci- 
miento de personería jurídica y reforma de 
estatuto, serán consideradas actos inscribibles, 
mientras que las solicitudes de informes, 
certificados de vigencia y la expedición de 
testimonios serán consideradas solicitudes de 
información registral. 


Artículo 205.— Créase, en el Servicio de Re- 
gistros Públicos regulado por la Ley N* 16.871, 
de 28 de setiembre de 1997, el Registro de 
Personas Jurídicas, que tendrá dos secciones: 
Registro Nacional de Comercio y Asociaciones 
Civiles y Fundaciones. 


La Sección Registro Nacional de Comercio 
estará constituida por el actual Registro Nacio- 
nal de Comercio y tendrá los cometidos y 
funciones asignados a éste por la citada ley. 


La Sección Asociaciones Civiles y Fundacio- 
nes estará constituida por el Registro de 
Personerías Jurídicas, incorporado a la unidad 
ejecutora 018, "Dirección General de Registros" 
por el artículo 1% del Decreto del Poder Ejecutivo 
de 29 de julio de 1999. 


Artículo 206.— Autorízase al Ministerio de 
Educación y Cultura a enajenar los bienes 
inmuebles afectados al uso de la unidad 
ejecutora "Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación" en la medida que no se 
adecuen al cumplimiento de sus cometidos. 


El precio de venta será fijado por el Poder 
Ejecutivo, con asesoramiento de la Dirección 
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Nacional de Catastro. El producido de las 
enajenaciones será exclusivamente la adquisi- 
ción de otros inmuebles para asiento de las 
respectivas Fiscallas, y sin que ello pueda 
implicar aumento del gasto. 


Artículo 207.— Sustitúyese el artículo 25 de 
la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre de 1997, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 25. (Actos inscribibles).— En el 
Registro Nacional de Vehículos Automotores 
se inscribirán los actos jurídicos que recaigan 
sobre vehículos automotores con aptitud 
registral. Se entienden contenidos en este 
concepto los automóviles, tractores para 
remolque y semiremolque, camiones, camio- 
netas, "pick up", chasis de cabina, ómnibus, 
micro-omnibus y similares. 


Los actos inscribibles serán: 


A) Los instrumentos en que se transfiera, 
constituya, reconozca, modifique, decla- 
re o extinga el dominio, usufructo, uso, 
prenda sin desplazamiento de tenencia, 
crédito de uso y demás derechos reales 
relativos a vehículos automotores. 


B) Los testimonios de sentencias ejecu- 
toriadas de prescripción adquisitiva. 


C)Los certificados de resultancias de 
autos de las sucesiones en cuyo acervo 
exista vehículo automotor o derechos 
reales relativos a los mismos, con el 
contenido que determine el decreto 
reglamentario. 


D) Los embargos específicos y demás 
medidas cautelares que dispongan los 
Tribunales, que afecten los poderes de 
disposición de los titulares de derechos 
inscriptos. 


E) Las demandas y las sentencias eje- 
cutoriadas que tengan por objeto el 
reconocimiento de derechos en relación 
con el vehículo automotor que afecten 
o puedan afectar los derechos registra- 
dos o que se registraren en el futuro. 


F) Las cesiones, modificaciones y cance- 
laciones de derechos registrados, ex- 
tendidas en la misma forma que el acto 
principal. 


G)Las promesas de compraventa o de 
enajenación. 
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Sólo se admitirán para inscribir actos o 
negocios jurídicos que resulten de instrumen- 
tos públicos o privados. 


El poder para enajenar o gravar un 
vehículo automotor deberá otorgarse en 
escritura pública o documento privado con 
certificación notarial de firmas. 


Las inscripciones de las promesas mencio- 
nadas en el literal G) tendrán los efectos 
previstos en los artículos 15 y 31 de la Ley 
N2 8.773, de 16 de octubre de 1931, 
modificativas y concordantes, aplicables en lo 
pertinente, las que tendrán una vigencia de 
dos años, no pudiendo reinscribirse. 


Para la aplicación de los artículos 83 del 
Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 
1981 y 368 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, se considerará un solo acto 
inscribible la presentación simultánea de la 
última cesión y enajenación en cumplimiento 
de la promesa originaria". 


Artículo 208.— Declárase como interpreta- 
ción auténtica, que los embargos generales de 
derechos y demás medidas cautelares inscriptos 
en el Registro Nacional de Actos Personales 
durante el plazo de vigencia de la reserva de 
prioridad prevista en el artículo 55 de la Ley 
N2 16.871, de 28 de setiembre de 1997, son 
inoponibles al acto para el cual se solicitó la 
reserva, siempre que se cumpla con las 
exigencias establecidas en dicho artículo y en 
los demás artículos de la misma ley. 


Igual criterio interpretativo se aplicará respec- 
to a los actos, negocios jurídicos y decisiones 
judiciales o administrativas inscriptos en el 
Registro de la Propiedad correspondiente. 


Lo dispuesto en los incisos anteriores es de 
aplicación siempre que el criterio de solución de 
conflictos sea la prioridad de la inscripción. La 
prioridad que se reconoce a la reserva tendrá 
además, las siguientes excepciones: 


A)Los actos declarativos retroactivos, 
tales como transacción y partición. 


B) Los actos que por su naturaleza no se 
opongan al acto reservado tales como 
cancelación hipotecaria. 


C) Los actos complementarios del tracto 
sucesivo, tales como compraventa en 
cumplimiento de promesa inscripta. 
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D) Los actos cuya eficacia no dependa de 
la publicidad registral, tales como publi- 
cidad noticia. 


En el Registro Nacional de Comercio, los 
efectos de la reserva de prioridad serán sin 
perjuicio de lo dispuesto en la Ley N* 2.904, de 
26 de setiembre de 1904. 


Declárase asimismo, que lo establecido en el 
artículo 61 de la Ley N2* 16.871, de 28 de 
setiembre de 1997, es sin perjuicio de lo que 
se dispone en el artículo 55 del mismo cuerpo 
normativo, es decir, el haber obtenido una 
reserva de prioridad y que lo dispuesto en la 
parte final del artículo 218.3 del Código General 
del Proceso no será de aplicación a quienes 
actúen amparados por una reserva de prioridad. 


Para solicitar la reserva de prioridad, no será 
necesario en ningún caso la matriculación previa 
o simultánea. 


La solicitud de reserva de prioridad no 
admitirá inscripción provisoria. Una vez admitida 
la misma, el Registrador la calificará en la 
oportunidad establecida en el inciso tercero del 
artículo 64 de la Ley N* 16.871, de 28 de 
setiembre de 1997. 


El Registro dejará constancia de estar el acto 
amparado por la reserva. 


Artículo 209.— Asígnase una partida por una 
sola vez de hasta $ 11.620.000 (once millones 
seiscientos veinte mil pesos uruguayos), en el 
ejercicio 2001, a efectos de dar cumplimiento 
a lo dispuesto por el artículo 388 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 210.— Sustitúyese el artículo 370 de 
la Ley N?* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 370.— Otórgase una partida 
anual de $ 1.162.000 (un millón ciento 
sesenta y dos mil pesos uruguayos), al 
instituto Nacional de la Familia y la Mujer 
para atender sus gastos de funcionamiento y 
contrapartida nacional en proyectos de co- 
operación externa". 


Artículo 211.— Créase la unidad ejecutora 
"Dirección Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación”, en el programa 004 "Fomento de 
la Investigación Técnico-Cientíifica" del Inciso 11 
"Ministerio de Educación y Cultura". Dicha 
unidad tendrá por misión la responsabilidad de 
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promover el desarrollo del potencial de innova- 
ción tecnológica del país, a través de la 
formulación, coordinación y evaluación de las 
políticas nacionales relativas a la ciencia, la 
tecnología y la innovación, siendo sus benefi- 
ciarios directos todas las entidades del Sistema 
Nacional de Innovación (SNI), considerando al 
mismo como instrumento para el desarrollo 
económico y social del país. La Comisión 
"Consejo Nacional de Investigaciones Científicas 
y Técnicas" funcionará como cuerpo asesor 
dentro de la unidad ejecutora que se crea y 
tendrá los cometidos que la reglamentación le 
asigne. 


Serán cometidos de la unidad ejecutora: 


A) Asesorar al Poder Ejecutivo y a sus 
organismos dependientes, Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados a 
su requerimiento. 


B) Formular, coordinar y evaluar las polí- 
ticas nacionales relativas a ciencia, 
tecnología e innovación; revisar la 
normativa vigente y proyectar y propo- 
ner las normas que se consideren 
necesarias para la implementación y 
fortalecimiento del Sistema Nacional de 
Innovación. 


C) Administrar los fondos de cualquier 
origen que le sean asignados determi- 
nando prioridades de usos y destinos, 
de acuerdo a las competencias estable- 
cidas en el TOCAF. 


D) Coordinar, administrar y ejecutar los 
proyectos de desarrollo de ciencia, 
tecnología e innovación, resultantes de 
contratos de préstamos celebrados con 
organismos multinacionales de coopera- 
ción y financiamiento, así como todas 
las acciones necesarias al efecto en el 
ámbito de la Administración Central. 


E) En general, entender en todo tipo de 
asuntos directamente vinculados al 
desarrollo de la ciencia, la tecnología, 
la investigación y la innovación. 


F) Todo otro cometido que le asigne el 
Poder Ejecutivo, 


Artículo 212. (Recursos Financieros).— La 
unidad ejecutora "Dirección Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación" funcionará con los 
créditos presupuestales y los bienes patrimonia- 
les pertenecientes a la unidad ejecutora supri- 
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mida 012 "Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas" (CONICYT) del Ministerio 
de Educación y Cultura, y con los recursos que 
para su funcionamiento le sean transferidos de 
la unidad ejecutora 001 “Administración Gene- 
ral" de este Ministerio. 


Artículo 213. (Recursos Humanos).— Dicha 
unidad funcionará con los recursos humanos de 
la unidad ejecutora suprimida 012 "Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técni- 
cas" (CONICYT), y de la unidad ejecutora 001 
"Administración General" del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura. 


Artículo 214.— El "Fondo Profesor Clemen- 
te Estable de Investigación Científica y Tec- 
nológica", creado por el artículo 70 de la Ley 
N2 16.462, de 11 de enero de 1994, será 
administrado por la unidad ejecutora "Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación" 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


Derógase el inciso segundo del artículo 70 de 
la Ley N?* 16.462, de 11 de enero de 1994. 


Artículo 215.— Sustitúyese el artículo 270 de 
la Ley N2 16.226 de 29 de octubre de 1991, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 270.— Autorízase a la Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
del programa 004 "Fomento de la Investiga- 
ción Técnico-Científica" del Ministerio de 
Educación y Cultura a disponer del 100% 
(cien por ciento) de los recursos que por todo 
concepto perciba para utilizarlo en la ejecu- 
ción de sus programas para el desarrollo 
científico y la innovación". 


Artículo 216. (Comités de Selección).— Los 
comités de selección que participen en el 
proceso de aprobación de los proyectos promo- 
vidos o financiados por la unidad que se crea, 
funcionarán en la órbita exclusiva de la 
Dirección de Ciencia, Tecnología e innovación, 
conforme a la reglamentación vigente. 


Artículo 217.— El Poder Ejecutivo, previo 
informe del Comité Ejecutivo para la Reforma 
del Estado (CEPRE) reglamentará los cometidos 
asignados a la unidad ejecutora "Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación" 
en un plazo de noventa días. 


Artículo 218,— Decláranse aplicables las 
disposiciones que refieren al Consejo Nacional 
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de Investigaciones Científicas y Técnicas a la 
unidad ejecutora "Dirección Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación”, en tanto no se 
opongan a las contenidas en la presente ley. 


Artículo 219.— Asígnase a la unidad ejecutora 
001 "Dirección Genera! de Secretaría” del Inciso 
11 "Ministerio de Educación y Cultura" como 
contrapartida nacional del Proyecto URY/B7/310/ 
96/103, de Cooperación con la Comunidad 
Europea sobre Periferia Urbana, las siguientes 
partidas: 


Año 2001 — $ 11.061.400 equivalentes a 
EUROS 926.000 

Año 2002 — $ 2.604.088 equivalentes a 
EUROS 218.000 

Año 2003 — $ 2.604.088 equivalentes a 
EUROS 218.000 

Año 2004 — $ 2.604.088 equivalentes a 


EUROS 218.000 


Artículo 220.— Inclúyese en las excepciones 
previstas por el artículo 42 de la Ley N* 16.127, 
de 7 de agosto de 1990, a los Asesores Letrados 
de la unidad ejecutora 019 "Fiscalía de Corte 
y Procuraduría General de la Nación", del 
programa 010 "Ministerio Público y Fiscal", del 
Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura. 


Los cargos actualmente vacantes, solo po- 
drán ser ocupados por los ganadores de los 
concursos para Asesor Letrado realizados con 
anterioridad al 1% de enero de 2000. 


Artículo 221.— Derógase el artículo 330 
de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990. 


Artículo 222.— Deróganse todas las dispo- 
siciones que establecen equiparaciones de 
cargos, funciones y dotaciones del personal del 
Ministerio de Educación y Cultura con el Poder 
Judicial. 


Las retribuciones que se percibían por 
concepto de equiparación se incorporarán a su 
cargo o función como partidas fijas. 


Artículo 223.— El Ministerio de Educación y 
Cultura podrá contratar en régimen de "cachet', 
solamente a artistas y docentes en arte, siempre 
y cuando presten efectivamente servicios en 
estas áreas. 


Deberá suscribirse un contrato donde se 
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documente en forma detallada las condiciones 
y el objeto de la prestación, pudiendo la 
Administración disponer en cualquier momento 
su rescisión. 


Dichas contrataciones serán de carácter 
transitorio y no darán derecho a adquirir la 
calidad de funcionario público. 


El crédito autorizado para estas contratacio- 
nes es limitativo y no puede ser reforzado. 


Artículo 224.— Quienes a la fecha de 
vigencia de la presente ley estuvieran contrata- 
dos en régimen de "cachet" y desempeñen 
servicios que no estén comprendidos en lo 
dispuesto en la presente norma, suscribirán 
contrato por el plazo de dos años improrrogable, 
con cargo a los créditos autorizados en este 
objeto del gasto. 


Artículo 225.— Derógase el artículo 362 de 
la Ley N2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


JUNTA ASESORA EN MATERIA ECONOMICO 
FINANCIERA DEL ESTADO 


Artículo 226.— Créase el programa 101 
"Asesoramiento a la Justicia Penal en materia 
económico financiera del Estado e 
implementación de medidas preventivas en la 
lucha contra la corrupción (Ley N* 17.060, de 
23 de diciembre de 1998)" en el Inciso 11 
"Ministerio de Educación y Cultura". 


Artículo 227.— A fin de llevar adelante el 
programa establecido en el artículo 226 de la 
presente ley, lo dispuesto por el numeral 9) de 
la Convención interamericana de la Lucha contra 
la Corrupción ratificada por la Ley N* 17.008, 
de 25 de setiembre de 1998 y lo estipulado en 
el artículo 42 de la Ley N* 17,060, de 23 de 
diciembre de 1998, créase la unidad ejecutora 
022 "Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado", en el Inciso 11 "Minis- 
terio de Educación y Cultura”. 


Sustitúyese el texto del numeral 8%) del 
artículo 4% de la Ley N? 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, por el siguiente: 


"8% La Junta constituye un Cuerpo con 
independencia técnica en el ejercicio 
de sus funciones. informará mensual- 
mente, por cualquier vía idónea, al 
Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación sobre las actividades 
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desarrolladas en relación a los come- 
tidos previstos en los numerales 22), 
3%) y 4%) del presente artículo, así 
como también de toda resolución 
adoptada sobre impedimentos, excu- 
sas o recusaciones que, a juicio del 
Cuerpo, alguno de sus miembros 
pudiere tener respecto de los asuntos 
a consideración del mismo. Sin perjui- 
cio de lo establecido en el numeral 7) 
precedente, la Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación 
podrá suministrar a la Junta Asesora 
el apoyo administrativo y contable para 
el mejor cumplimiento de sus cometi- 
dos que ésta le solicitare”. 


Artículo 228.— Los cargos de miembro de 
la Junta Asesora tendrán fijada la retribución 
establecida en el planillado adjunto, a cuyo 
efecto no será de aplicación el tope establecido 
en el inciso primero del artículo 105 de la Ley 
Especial N? 7, de 23 de diciembre de 1983; 
quedarán incluidos en el régimen de reserva de 
cargo establecido en el artículo 12 del Decreto- 
Ley N* 14.622, de 24 de diciembre de 1976 y 
modificativas. 


Artículo 229.— Créase en la unidad ejecutora 
"Junta Asesora en Materia Económica Financie- 
ra del Estado" una función contratada de 
Secretario General de la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, la que 
será desempeñada en un régimen de dedicación 
exclusiva y tendrá la retribución fijada en el 
planillado adjunto. 


La propuesta de designación ante el Poder 
Ejecutivo, fundada en las condiciones persona- 
les y técnicas del candidato, será de exclusivo 
cargo de la Junta Asesora, a la que también 
compete la propuesta de desvinculación tuncio- 
nal. En cualquier caso cesará conjuntamente 
con la finalización del período quinquenal de 
gestión de la Junta Asesora. 


La función contratada que se crea en este 
artículo quedará incorporada al régimen previsto 
en el artículo 7% de la Ley N* 16.320, de 12 de 
noviembre de 1992, salvo en lo dispuesto por 
los incisos anteriores. 


Artículo 230.— Los funcionarios públicos 
pertenecientes a la Administración Central que, 
a la fecha de vigencia de la presente ley, se 
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encuentren desempeñando funciones en la 
Junta Asesora podrán optar por ocupar un cargo 
o función contratada en la misma si cumplen las 
siguientes condiciones: 


A) Expresar por escrito su voluntad de 
optar dentro del término de noventa 
días siguientes a la fecha de publica- 
ción de la presente ley en el Diario 
Oficial. 


B) Contar con anuencia de la Junta Ase- 
sora en cuanto estime satisfactorio su 
desempeño. 


En tal caso la incorporación se hará a la 
función contratada o al cargo presupuestado 
asignado por la Junta Asesora. 


Artículo 231.— A fin de asistirla en el 
cumplimiento de las funciones conferidas de 
asesoramiento a la Justicia Penal, conforme lo 
dispone el artículo 42 de la Ley N* 17.060, de 
23 de diciembre de 1998, autorízase a la Junta 
Asesora a otorgar contratos en régimen de 
arrendamiento de obra para actividades especí- 
ficas, con profesionales universitarios o especia- 
lizados, con notoria competencia o, en su caso, 
con experiencia fehacientemente comprobada. 


Dicha contratación a ser realizada directa- 
mente por la Junta Asesora deberá estar 
debidamente tundada en cada caso concreto, no 
requerirá llamado a concurso de mérito u 
oposición, no excluirá la calidad de funcionario 
público ni serán de aplicación los requisitos y 
condiciones establecidos en el artículo 15 de la 
Ley N* 16.462, de 11 de enero de 1994 y en 
el artículo 738 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996. Asimismo, deberá dejarse 
expresa constancia de que: a) el contrato asume 
una obligación de resultado en un plazo 
determinado; y b) que el comitente no se 
encuentra en condiciones materiales de ejecutar 
con sus funcionarios el objeto del arriendo. 


A fin de cumplir con los plazos establecidos 
por el artículo 4% de la Ley N* 17.060, de 23 
de diciembre de 1998, el Tribunal de Cuentas 
podrá habilitar al Contador delegado del Inciso 
11 a intervenir directamente en el proceso del 
gasto de dichas contrataciones. 


Dentro de los siguientes diez días de 
verificada cada contratación la Junta Asesora 
deberá informar al Ministerio de Educación y 
Cultura y al Ministerio de Economía y Finanzas 
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de las decisiones adoptadas en materia de estas 
contrataciones identificando pormenorizadamente 
los importes, condiciones y período de cumpli- 
miento de los arrendamientos de obra corres- 
pondientes. 


Artículo 232.— En materia de gastos de 
funcionamiento y de inversiones, la Junta 
Asesora será ordenador secundario por importes 
hasta el doble de las licitaciones abreviadas. Al 
respecto tendrá atribuciones para contratar 
bienes y servicios hasta dicho límite. Por encima 
de tal importe actuarán los ordenadores compe- 
tentes. 


Artículo 233.-— Exceptúase por una sola vez 
a la Junta Asesora de la prohibición dispuesta 
por el artículo 22 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992. 


El funcionario designado para prestar servi- 
cios en comisión en la Junta Asesora mantendrá 
la totalidad de las remuneraciones que por todo 
concepto perciba en la oficina de origen, incluso 
las que correspondan al desempeño efectivo de 
tareas en ¡a misma. 


De lo actuado en aplicación de este artículo 
se dará cuenta al Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Artículo 234.— La Junta Asesora podrá 
disponer del crédito autorizado en el planillado 
adjunto, según la distribución realizada en el 
mismo, a efectos de otorgar una compensación 
especial a los funcionarios que desempeñen 
efectivamente funciones en la misma. Dicha 
partida se incorporará como compensación al 
cargo o tunción. 


INCISO 12 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 


Artículo 235.— Facúltase al Ministerio de 
Salud Pública a realizar reestructuras 
organizativas, comprendiendo nuevos modelos 
de gestión y gerenciamiento de sus unidades 
ejecutoras, previo asesoramiento del Comité 
Ejecutivo para la Reforma del Estado y del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Dentro de 
un plazo de ciento ochenta días, deberá elevar 
el proyecto de la misma, quedando facultado a 
tales efectos para suprimir, transformar, fusionar 
o crear nuevas unidades ejecutoras y cambiar 
su denominación. 
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Asimismo podrá crear, suprimir, transformar 
y redistribuir entre las mismas, cargos y 
funciones contratados, establecer un sistema de 
alta gerencia, alta especialización y prioridad u 
otro sistema igualmente idóneo, reasignando los 
créditos presupuestales correspondientes. 


La reestructura mencionada no podrá signi- 
ficar: 


1% Aumento de costos respecto al presu- 
puesto que se aprueba, ni lesión de 
derechos funcionales. 


22% Aumento de retribuciones. 


3%La existencia de cambios en la situa- 
ción presupuestal de quienes desempe- 
ñen funciones en ese Inciso. 


Deróganse los incisos primero y segundo del 
artículo 420 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990. 


Artículo 236.— Facúltase al Ministerio de 
Salud Pública a celebrar con instituciones 
privadas de asistencia, para las áreas geográ- 
ficas que determine, convenios de gestión de 
sus establecimientos hospitalarios. 


Para la financiación de los convenios respec- 
tivos, podrá afectar hasta el monto asignado 
a la o a las unidades ejecutoras involucradas 
en dichos acuerdos. 


El financiamiento de los convenios será con 
cargo a las asignaciones presupuestarias del 
programa de la respectiva unidad ejecutora 
involucrada, excluyendo las partidas del grupo 
O "Servicios Personales". 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición, respetando los derechos funciona- 
les. 


Artículo 237.— La asignación de los recursos 
presupuestales para las Unidades Ejecutoras 
dependientes de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado que ésta 
determine, se realizará de conformidad con las 
pautas establecidas por la Dirección General de 
dicha Administración, de acuerdo a la reglamen- 
tación que dictará el Poder Ejecutivo, estable- 
ciendo el grado de compromiso de gestión al 
que se someterá la unidad ejecutora subordina- 
da. 


Similar criterio se seguirá para la asignación 
de los recursos presupuestales para cada 
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programa de Salud dependiente de la Dirección 
General de la Salud. 


Artículo 238.— Sustitúyense los artículos 1% 
y 42 de la Ley N* 13.223 de 26 de diciembre 
de 1963, por los siguientes: 


"ARTICULO 12 — Los funcionarios y ex- 
funcionarios jubilados dependientes del Mi- 
nísterio de Salud Pública, así como el 
cónyuge y sus tamiliares de primer grado de 
consanguinidad, tendrán derecho a la asis- 
tencia integral gratuita en todos los estable- 
cimientos asistenciales de la Administración 
de los Servicios de Salud del Estado. 


En el caso de los familiares de primer 
grado de consanguinidad dicha asistencia se 
limitará a los hijos menores de edad e 
incapaces. 


Quedan excluidos del derecho todas aque- 
llas personas que sean beneficiarias de 
cualquier otro tipo de cobertura asistencial 
integral, pública o privada, respecto de las 
prestaciones cubiertas". 


"ARTICULO 4%— El Poder Ejecutivo en 
acuerdo con el Ministerio de Salud Pública y 
el Ministerio de Economía y Finanzas, 
reglamentará la presente ley, estableciendo 
que la canasta de prestaciones incluidas en 
la asistencia integral no será inferior a la que 
brinda la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado a sus usuarios". 


Artículo 239.— El derecho a la compensa- 
ción por atención directa a pacientes internados 
en sala, servicios de emergencia y block 
quirúrgico, creado por el artículo 247 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con 
la modificación dada por el artículo 180 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
quedará condicionada a la disponibilidad de 
crédito presupuestal. La insuficiencia de crédito 
determinará que el cupo asignado a la unidad 
ejecutora se distribuya proporcionalmente entre 
los funcionarios con derecho a dicho beneficio. 


El Director de la unidad ejecutora que 
comprometa gastos en contravención con la 
presente disposición, responderá directamente 
por su acción u omisión. 


Artículo 240.— En todos los casos en que 
se demanden prestaciones de asistencia a la 
Administración de los Servicios de Salud del 
Estado, ésta verificará si el usuario se encuentra 
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amparado por otro régimen de cobertura inte- 
gral, en cuyo caso, requerirá por medio 
fehaciente que la institución resuelva de inme- 
diato si le prestará cobertura en su estableci- 
miento o si asumirá los gastos derivados por las 
prestaciones que brinde a su afiliado la Adminis- 
tración de los Servicios de Salud del Estado. 


El Poder Ejecutivo en acuerdo con el Minis- 
tro de,Salud Pública y el Ministro de Econo- 
mía y Finanzas reglamentará la presente 
disposición. 


Artículo 241.— El Ministerio de Salud 
Pública remitirá mensualmente a las Institucio- 
nes de Asistencia Médica Colectiva el resumen 
de tas obligaciones devengadas por concepto de 
hospitalidades. 


En caso de incumplimiento, el saldo pendien- 
te de pago será deducido por el Banco de 
Previsión Social, del pago mensual previsto para 
la Institución de Asistencia Médica Colectiva de 
que se trate y volcado a la Administración de 
los Servicios de Salud del Estado. 


Artículo 242.— Las facturas por prestaciones 
asistenciales brindadas por las dependencias de 
la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado, a socios de las Instituciones de 
Asistencia Médica Privada, Particular o Colec- 
tivas, debidamente conformadas, y no deducidas 
por el Banco de Previsión Social, constituirán 
título ejecutivo a todos los efectos legales. 


Artículo 243.— El sistema de pago de 
incentivos a la productividad a los funcionarios 
del Ministerio de Salud Pública previsto por el 
artículo 394 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, quedará limitado a aquellos funciona- 
rios que efectivamente cumplen tunciones en los 
establecimientos de los programas individualiza- 
dos en el mismo y no perciban retribución con 
cargo al objeto del gasto 042.095. 


Artículo 244.— Los tuncionarios presupues- 
tados o contratados del Ministerio de Salud 
Pública, afectados a una unidad ejecutora, no 
podrán pasar a prestar funciones a otra, salvo 
los casos taxativamente previstos en la regla- 
mentación que al efecto dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 245.— Incorpórase al régimen de 
Residencias Técnico Profesionales de Adminis- 
tración Hospitalaria creado por el artículo 309 
de la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 
1992, a los profesionales universitarios químicos 
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farmacéuticos, técnicos en recursos humanos, 
tecnólogos, laboratoristas, técnicos en registros 
médicos, administración e informática, egresados 
de las facultades habilitadas para la formación 
académica en las disciplinas mencionadas. 


La partida que financia esta incorporación se 
incluye en el objeto del gasto "Retribuciones 
personal contratado funciones permanentes". 


Artículo 246.— La facultad de contratación 
prevista por el artículo 410 de la Ley N* 16,170, 
de 28 de diciembre de 1990, será privativa del 
Director General de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado. 


Artículo 247.— Las personas contratadas al 
amparo de lo previsto por el artículo 410 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
afectados a una unidad ejecutora no podrán 
pasar a prestar funciones a otra, salvo los casos 
taxativamente previstos en la reglamentación 
que al efecto indique el Poder Ejecutivo. 


En el plazo máximo de ciento ochenta días 
deberán cesar los pases en comisión autoriza- 
dos a dichos funcionarios a otros Incisos de la 
Administración Central, así como Entes Autóno- 
mos, Servicios Descentralizados, Corte Electo- 
ral, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, Poder Judicial y 
Poder Legislativo. 


Artículo 248.— Sustitúyese el literal B) del 
artículo 17 del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de 
agosto de 1981, por el siguiente: 


"B) Realizar afiliaciones de carácter vita- 
licio. Esta disposición no afecta los 
derechos adquiridos en base a las 
contrataciones celebradas al amparo 
de la normativa anterior a la entrada 
en vigencia de la presente ley". 


Artículo 249.— Sustitúyese el artículo 279 de 
la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 279.— Los directivos de tas 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, 
cuyos cargos podrán ser rentados, responde- 
rán civilmente hacia la institución, los socios 
y los terceros, por los daños y perjuicios 
resultantes, directa e indirectamente, de la 
violación de la ley, el estatuto o el reglamen- 
to, por el mal desempeño de su cargo en los 
casos en que actúen con deslealtad o falta 
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de la debida diligencia media de un buen 
padre de familia, y por aquellos producidos 
por abuso de facultades, dolo o culpa grave. 


Cesará dicha responsabilidad cuando los 
actos respectivos hayan sido puestos en 
conocimiento del Ministerio de Salud Pública 
y no merecieron observación, o para aquellos 
Directivos que hubieran dejado constancia de 
su voto negativo. 


Lo dispuesto en los incisos anteriores será 
sin perjuicio de la responsabilidad que 
correspondiere a la institución a la que 
pertenecen". 


Artículo 250.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 397 de la Ley N? 16.736, de 5 de 
enero de 1996, por el siguiente: 


"Los recursos que por el artículo 11 de la Ley 
N2 12.072, de 4 de diciembre de 1953, que 
recibe el Servicio Nacional de Sangre, se 
afectarán en un 66% (sesenta y seis por 
ciento) al Servicio Nacional de Sangre y 
hasta un 34% (treinta y cuatro por ciento) al 
Banco Nacional de Organos y Tejidos, 
incrementándose progresivamente en un 1% 
(uno por ciento) anual al Servicio Nacional de 
Sangre hasta alcanzar este subprograma el 
70% (setenta por ciento) del total de lo 
recaudado por ese concepto". 


Artículo 251.— Declárase que el Ministerio 
de Salud Pública no estará gravado por las 
contribuciones de seguridad social correspon- 
dientes a la tenencia de inmuebles rurales 
inexplotados y recibidos por herencia, legado o 
donación hasta el momento de la incorporación 
de dichos bienes a su patrimonio, y a las 
generadas por construcciones que al 31 de 
diciembre de 2000 hubieran sido realizadas en 
inmuebles adquiridos en las mismas circunstan- 
cias. 


Artículo 252.— Transtórmase seis cargos de 
los dieciocho cargos de Directores Departamen- 
tales de Salud, previstos en el artículo 393 de 
la Ley N?2 16.736, de 5 de enero de 1996, en 
seis cargos de Directores Regionales de Salud, 
incorporándolos al régimen de contratación 
previsto por el artículo 7% de la Ley N* 16.320, 
de 12 de noviembre de 1992. 


Los Directores Regionales de Salud serán 
responsables de ejecutar a nivel regional, sobre 
los sectores público y privado, las políticas, 
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programas, controles y planes que determine el 
Ministerio de Salud Pública, cumpliendo, a tales 
efectos, una carga horaria mínima de cuarenta 
horas semanales. 


Dichos Directores no podrán desempeñar 
cargos directivos o gerenciales en instituciones 
prestadoras de servicios de salud, 


Transtórmase otros tres cargos de Directores 
Departamentales de Salud, en tres cafgos de 
Directores de División, dependientes directa- 
mente de la Dirección General de la Salud, bajo 
el mismo régimen previsto en los incisos 
anteriores, cuya denominación y funciones se- 
rán determinados por el Ministerio de Salud 
Pública. 


Artículo 253.— Agrégase al artículo 403 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
siguiente inciso: 


"Créase un Fondo Nacional de SIDA con el 
objeto de financiar el suministro de los 
medicamentos antiretrovirales y similares y 
de la realización de los estudios de cargas 
virales, recuento celular y otros de análoga 
naturaleza que requieran los pacientes bene- 
ficiarios de la Administración de los Servicios 
de Salud del Estado". 


Fíjase en el 2% (dos por ciento) el 
impuesto creado por el artículo 11 de la Ley 
N2 12.072, de 4 de diciembre de 1953, 
destinándose el 50% (cincuenta por ciento) 
de lo recaudado por dicho impuesto al Fondo 
Nacional de SIDA que se crea. 


Artículo 254.— Asígnase al Ministerio de 
Salud Pública una partida de $ 4.500.000 (cuatro 
millones quinientos mil pesos uruguayos) para 
el año 2001 y otra de $ 9.000.000 (nueve 
millones de pesos uruguayos) a partir del año 
2002, con destino a la ampliación del Programa 
de Atención Primaria de Salud del primer nivel, 
que beneficia a los usuarios de la Administración 
de los Servicios de Salud del Estado (ASSE), 
mediante la contratación de médicos de familia, 
los que en todo caso quedarán sujetos al 
estatuto reglamentario vigente. 


Las partidas asignadas se incluyen en el 
objeto del gasto 282 "Profesionales y Técnicos”. 


Artículo 255.— Asígnase al Ministerio de 
Salud Pública una partida de $ 6.300.000 (seis 
millones trescientos mil pesos uruguayos) para 
el año 2001 con destino al diseño y ejecución 
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de un Programa de Vida Saludable a cargo de 
la Dirección General de la Salud de dicha 
Secretaría de Estado. La partida asignada se 
incluye en el objeto del gasto 299 “Servicios no 
personales”. 


Artículo 256.— El Ministerio de Salud 
Pública transferirá mensualmente en torma 
permanente, una partida que se ajustará de 
acuerdo con el régimen general para retribucio- 
nes personales, de la financiación 1.2 "Recursos 
con Afectación Especial" a la financiación 1.1 
"Rentas Generales” por la suma de $ 2.000.000 
(dos millones de pesos uruguayos), de los 
programas 005 "Administración del Subsidio 
para la Atención Médica", 006 "Administración 
de la Red de Establecimientos de Agudos", 007 
"Administración de la Red de Establecimientos 
de Agudos del Interior" y 008 "Administración de 
los Establecimientos de Crónicos y Especializa- 
dos". 


Artículo 257.— Deróganse las afectaciones 
establecidas en el inciso siete del artículo 5% de 
la Ley N* 16.343, de 15 de diciembre de 1992 
y en el inciso cuarto del artículo 4% de la Ley 
N* 17.166, de 10 de setiembre de 1999. 


Los recursos desafectados en el inciso 
anterior se podrán utilizar indistintamente para 
financiar la asistencia en el país o en el exterior 
del Fondo Nacional de Recursos creado por la 
Ley N2 16.343, de 15 de diciembre de 1992. 


La asistencia en el extranjero se financiará 
con aportes del Fondo Nacional de Recursos y 
de los propios beneficiarios, de acuerdo a la 
reglamentación que a tales efectos dictará el 
Poder Ejecutivo en acuerdo con los Ministerios 
de Salud Pública y de Economía y Finanzas. 


Dicha reglamentación deberá tener en cuenta 
la capacidad contributiva del beneficiario enten- 
diendo por tal su situación patrimonial e 
ingresos de su núcleo familiar. 


Artículo 258.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 32 de la Ley N* 16.343, de 15 de 
diciembre de 1992, en la redacción dada por el 
artículo 409 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, por el siguiente: 


"Los aportes referidos en los literales B), C) 
y F) serán mensuales consecutivos y direc- 
tamente proporcionales a la cantidad de 
beneficiarios cuya asistencia médica sea 
responsabilidad de cada uno de los sectores 


CAMARA DE REPRESENTANTES 61 


o instituciones mencionadas con independen- 
cia del número de actos médicos realizados. 


El aporte previsto en el literal A) será 
regulado a opción del Poder Ejecutivo sea por 
la cantidad de beneficiarios cuya asistencia 
médica fuera otorgada por el Ministerio de 
Salud Pública o por el costo de los actos 
médicos efectivamente realizados. La Direc- 
ción Nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas y la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial podrán hacer uso de esta opción", 


Artículo 259.— Derógase el artículo 11 del 
Decreto-Ley N* 15.703, de 11 de enero de 1985. 


INCISO 13 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 


Artículo 260.— Decláranse comprendidos en 
las exoneraciones previstas por el artículo 23 de 
la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986, los 
aportes patronales que debiera realizar el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con 
relación a las sumas provenientes del Fondo de 
Participación creado por el artículo 567 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en 
la redacción dada por el artículo 439 de la Ley 
N2 16.320 de 1% de noviembre de 1992. 


Artículo 261.— A partir de la vigencia de la 
presente ley no podrá autorizarse el pase en 
comisión a otras dependencias u organismos 
públicos, de funcionarios presupuestados 0 
contratados de la unidad ejecutora 007, esca- 
latón "D", Inspector, que no cuenten con un 
mínimo de tres años en el desempeño efectivo 
de las funciones propias del cargo. 


Artículo 262.— Dispónese que los pasantes 
contratados al amparo del artículo 436 de la Ley 
N?* 16.736, de 5 de enero de 1996, así como 
los que desempeñen tareas en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en régimen de 
pasantías en base a convenios suscritos o que 
se suscriban en el futuro con instituciones 
públicas o privadas, percibirán como única 
remuneración la establecida en el respectivo 
contrato de pasantía, quedando expresamente 
excluidos de cualquier compensación y proventos 
en efectivo o en especie que perciben los 
funcionarios pertenecientes a los cuadros 
presupuestales de dicha Secretaría de Estado. 
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Artículo 263.— Asígnase al Inciso 13 
"Ministerio de Trabajo y Seguridad Social” una 
partida anual por el término de cuatro años de 
$ 1.045.800 (un millón cuarenta y cinco mil 
ochocientos pesos uruguayos), equivalente a 
US$ 90.000 (noventa mil dólares de los Estados 
Unidos de América) destinada al fortalecimiento 
de la Asesoría en Seguridad Social. 


Artículo 264.— Suprímese el Instituto Nacio- 
nal de Abastecimiento (INA) y deróganse todas 
las disposiciones que establecieron funciones, 
deberes y facultades para el mismo, especíal- 
mente el artículo 432 de la Ley N* 16.736, de 
5 de enero de 1996. 


El Poder Ejecutivo designará al liquidador del 
Instituto Nacional de Abastecimiento quien 
deberá reglamentar el proceso de liquidación del 
patrimonio del INA para determinar el pasivo y 
su cancelación; establecer sus créditos y su 
efectiva realización; enajenar sus bienes y 
contemplar todos los aspectos que puedan 
resultar pertinentes al respecto. 


El personal de la referida Institución que 
figuraba en la respectiva planilla de trabajo con 
una antiguedad no inferior a un año al 31 de 
diciembre de 1999 podrá optar, dentro de los 60 
(sesenta) días siguientes a la vigencia de la 
presente ley y por única vez entre: 


A) Percibir la totalidad de las retribuciones 
emergentes de su desvinculación labo- 
ral de la persona que se suprime por 
la presente ley. 


B) Ser contratados para la función pública 
de acuerdo al perfil que posean en el 
inciso 05 "Ministerio de Economía y 
Finanzas", unidad ejecutora 001 "Direc- 
ción General de Secretaría”, en el 
programa 013 "Retformulación Organis- 
mo Paraestatal: INA" creado a tales 
efectos; percibiendo como única retribu- 
ción la correspondiente a la respectiva 
función contratada. El Poder Ejecutivo 
reglamentará la adecuación de esta 
retribución tomando como base que se 
excluyen de la misma los beneficios 
otorgados por el artículo 169 de la Ley 
N2 16.170, de 28 de diciembre de 1990 
y por el artículo 176 de la Ley 
N? 16.320, de 12 de noviembre de 1992. 


Asígnase a Rentas Generales la totalidad de 
los fondos y recursos existentes y que se 
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puedan generar. A efectos de lo dispuesto en 
el inciso tercero de este artículo, la Contaduría 
General de la Nación habilitará los créditos 
respectivos. 


Artículo 265.— Asfgnase una partida por 
única vez de $ 17.430.000 (diecisiete millones 
cuatrocientos treinta mil pesos uruguayos) 
equivalente a US$ 1.500.000 (un millón quinien- 
tos mil dólares de los Estados Unidos de 
América) al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, destinada al pago de las deudas 
contraídas por la persona jurídica de derecho 
público no estatal Instituto Nacional de Abaste- 
cimiento (INA) hasta el momento de su supre- 
sión. 


Dicha partida será administrada por el 
liquidador designado en el artículo anterior, 
quien efectuará la distribución de esta partida 
entre los acreedores de la mencionada persona 
jurídica que se suprime, dentro del término de 
sesenta días a contar de la vigencia de la 
presente ley, con el informe previo de la 
Contaduría General de la Nación. 


INCISO 14 


MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 


Artículo 266.— Facúltase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a autorizar las permutas de inmuebles 
adjudicados o adquiridos como subsidio 
habitacional, entre beneficiarios de sus progra- 
mas de vivienda, condicionado a que se deje 
constancia en las escrituras de permuta y 
traslación de dominio respectivas, los valores 
que resultaron del subsidio original, del tiempo 
transcurrido y la depredación de aquél ya 
operado. 


Estas permutas quedarán comprendidas en 
lo dispuesto por el artículo 447 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996 y los artículos 
70 y siguientes de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968 y estarán exonerados del 
pago del Impuesto a las Trasmisiones Patrimo- 
niales. 


Será también aplicable a esa instrumenta- 
ción lo dispuesto por el artículo 88 de la Ley 
N2 13.728, de 17 de diciembre de 1968, en la 
redacción dada por el artículo 448 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 
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Artículo 267.— Exonérase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente de la obligación de comunicar al 
Registro Unico de Inmuebles del Estado a cargo 
de la Contaduría General de la Nación, la 
adquisición de bienes inmuebles destinados a la 
construcción de viviendas o regularización de 
asentamientos irregulares, cuando dichos bienes 
tengan como destino final ser enajenados a 
terceros. 


Artículo 268.— Derógase el numeral 5% del 
artículo 32 de la Ley N* 16.112, de 30 de mayo 
de 1990. 


Artículo 269.— Decláranse exoneradas del 
aporte unificado de la industria de la construc- 
ción previsto en el Decreto-Ley N* 14.411, de 
7 de agosto de 1975, las construcciones 
existentes a la fecha de promulgación de la 
presente ley, integrantes de asentamientos 
irregulares ocupados por personas que sean 
propietarias del inmueble respectivo siempre 
que dichos inmuebles sean objeto de regulari- 
zación por parte del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En 
estos casos se prescindirá del Certificado Unico 
Especial que emite el Banco de Previsión Social 
(BPS) siendo suficiente la constancia notarial 
que acredite que esa situación se encuentra 
comprendida en la presente disposición. 


Artículo 270.— Sustitúyese el artículo 446 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 446.— Autorízase al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a enajenar los bienes de su 
propiedad en la ejecución de los programas 
de vivienda, planes de ordenamiento y 
desarrollo territorial, de regularización de 
asentamientos irregulares y lotes con o sin 
servicios. 


Cuando ta enajenación no sea con destino 
inmediato a los beneficiarios finales pero 
tenga por objeto la ejecución de programas 
referidos en el inciso anterior, se requerirá la 
previa autorización del Poder Ejecutivo en 
acuerdo con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


El producido de las enajenaciones referi- 
das será con destino al Fondo Nacional de 
Vivienda y Urbanización". 


Artículo 271.— Cuando el Ministerio de 
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Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente constate que una solución habitacional 
entregada a un beneficiario de sus programas 
habitacionales bajo cualquier modalidad fue 
cedida a terceros violando la prohibición corres- 
pondiente, el mismo podrá rescindir adminis- 
trativamente el contrato respectivo quedando sin 
efecto la adjudicación, por lo que quedará en 
condiciones de promover la correspondiente 
acción judicial para recuperar la disponibilidad 
de la vivienda referida libre de ocupantes. En 
caso de no obtenerse la individualización de 
quienes la ocupan, el proceso de desalojo será 
el precario y podrá promoverse válidamente en 
forma genérica contra los ocupantes del inmue- 
ble. 


Artículo 272.— Facúltase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a destinar el saldo correspondiente a 
la partida asignada por el artículo 451 de la Ley 
N*2 16.736, de 5 de enero de 1996, con cargo 
al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, 
en concepto de contrapartida para la ejecución 
del programa CREDIMAT de acuerdo al contrato 
de préstamo y aporte financiero suscrito el 23 
de noviembre de 1993, con el Kredistanstalt fur 
Wiederaufbau, en el marco del Convenio sobre 
Cooperación Financiera celebrado el 20 de 
agosto de 1993, entre el Gobierno de la 
República Orienta! del Uruguay y el Gobierno de 
la República Federal de Alemania. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente podrá destinar el 
producido de los costos administrativos a cargo 
de los organismos ejecutores intermedios, a 
cubrir los costos operacionales que demande la 
ejecución del programa, excepto para remune- 
raciones personales. 


Artículo 273.— Las devoluciones de présta- 
mos concedidos a través del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, constituirán un fondo rotativo perma- 
nente y será reinvertido por el mismo para ser 
aplicados a la misma finalidad, independiente- 
mente del crédito presupuestal. 


Artículo 274.— Declárase por vía inter- 
pretativa que, a los efectos de lo dispuesto en 
el artículo 153 del Código de Aguas (Decreto- 
Ley N* 14.859, de 15 de diciembre de 1978), 
en la redacción dada por el artículo 193 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
por "abiertas y pavimentadas", deberán enten- 
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derse aquellas rutas nacionales oO ramblas 
costaneras de uso público, cuya construcción se 
ha efectivizado sobre el terreno, mediante la 
colocación de carpetas viales o materiales fijos, 
sin que pueda entenderse suficiente para ello, 
la mera limpieza o la compactación del suelo o 
aún la implantación de afirmados de grava, 
balasto, pedregullo o similares. 


Artículo 275.— Como interpretación auténti- 
ca del artículo 449 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, se declara que la expresión 
programas, también comprende las regulariza- 
ciones de asentamientos que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente lleve a cabo directamente o cuando 
asista a los Gobiernos Departamentales en 
dicha tarea. 


En todos los casos que el Ministerio aplique 
las normas referidas en el citado artículo 449, 
no regirá la exigencia del artículo 30 de la Ley 
N2 10.751, de 25 de junio de 1946, presentará 
directamente el plano de fraccionamiento defi- 
nitivo para su inscripción en la Dirección 
Nacional de Catastro. 


Artículo 276.— Agrégase al artículo 8? de la 
Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 1990, el 
siguiente literal: 


"Fila primera enajenación de bienes 
inmuebles que realice el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente a los beneficiarios de 
los mismos, en el marco de la política 
de regularización de asentamientos 
irregulares y lotes con o sin servicios”. 


Artículo 277.— El Estado, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, otorgará los subsidios y 
préstamos para vivienda, aislada o agrupadas, 
en idéntico régimen, entre quienes se encuen- 
tren en igualdad de condiciones conforme a las 
diversas categorías de ¡ingreso del núcleo 
familiar que establezca cada plan quinquenal de 
vivienda. 


Artículo 278.— Declárase exoneradas del 
aporte unificado de la industria de la construc- 
ción previsto en el Decreto-Ley N* 14.411, de 
7 de agosto de 1975, las construcciones 
realizadas hasta la fecha de vigencia de esta 
ley, para ampliar los núcleos básicos que 
proporciona el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, cuando las 
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mismas se hubieran realizado mediante la 
modalidad de autoconstrucción y que dichas 
ampliaciones se correspondan con las estricta- 
mente permitidas por el Ministerio. 


Artículo 279.— Extiéndese al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente las facultades previstas en los artícu- 
los 80 a 89 de la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario del Uruguay, en cuanto a la 
posibilidad de ejecutar las hipotecas judicial- 
mente o por sí y sin forma alguna de juicio. En 
caso de recurrirse a la ejecución directa, el 
Ministerio deberá seguir el procedimiento legal 
establecido en los artículos mencionados de la 
Carta Orgánica del Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


Artículo 280.— Modifícase el inciso primero 
del artículo 447 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTICULO 447.— Los bienes inmuebles ad- 
judicados o enajenados por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente o adquiridos con subsidios otorga- 
dos al amparo de to establecido en el 
Capítulo V de la Ley N?* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, quedan gravados por el 
término de veinticinco años con derecho real 
a favor del Ministerio citado por el monto 
equivalente al subsidio asignado debiendo 
constar el mismo en la escritura respectiva 
sin perjuicio de la depreciación prevista en el 
artículo 70 de la referida ley". 


Artículo 281.— Decláranse incluidos en lo 
previsto en el artículo 8% de la Ley N* 16.112, 
de 30 de mayo de 1990, los inmuebles 
necesarios para la ejecución de los planes de 
regularización de asentamientos irregulares ins- 
talados en los mismos, que a los efectos se 
entenderán comprendidos en el artículo 3% de la 
citada ley. La desafectación se realizará a título 
gratuito y previa designación del Poder Ejecu- 
tivo, la que será vinculante para el organismo 
al que los mismos se encontraren afectados. 
Asimismo, en los casos de inmuebles seleccio- 
nados por el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente para 
programas de lotes con o sin servicios para la 
relocalización de asentamientos irregulares, se 
aplicará la presente disposición siempre que se 
cuente con el consentimiento del organismo 
propietario del inmueble. Para los casos de 
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inmuebles de propiedad de los Gobiernos 
Departamentales será necesario contar con el 
previo consentimiento de los mismos. 


Artículo 282.— A iniciativa del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el Poder Ejecutivo podrá establecer 
regulaciones a las que se sujetará la introduc- 
ción al territorio nacional de las sustancias 
controladas por el Protocolo de Montreal relativo 
a las sustancias agotadoras del ozono (1987) y 
sus enmiendas, aprobado por Ley N* 16.157, de 
12 de noviembre de 1990, a los efectos de 
cumplir con las obligaciones de la República 
emergentes de los referidos instrumentos inter- 
nacionales, incluyendo lo previsto en los acuer- 
dos del MERCOSUR y de la Organización 
Mundial del Comercio. 


Artículo 283.— En todo departamento deberá 
habilitarse la existencia de plantas de tratamien- 
to o sitio de disposición final de residuos, 
comprendiendo dentro de ellos tanto los urbanos 
y domiciliarios, como los desechos industriales, 
los hospitalarios y los peligrosos, sujeto al 
cumplimiento de las normas nacionales aplica- 
bles en la materia. 


En caso que el Gobierno Departamental 
respectivo, considere inadecuada la ubicación 
propuesta para un proyecto incluido en el inciso 
anterior, cuyos impactos ambientales han sido 
evaluados favorablemente, por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, deberá proporcionar al titular de dicho 
proyecto un sitio de implantación alternativo, si 
no se encontrara prevista por el propio Gobierno 
Departamental con carácter general y anterior, 
un área territorial para ello. 


Artículo 284,— Autorízase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a regularizar en régimen de función 
pública a los funcionarios que revistan en 
calidad de contratados en la Dirección Nacional 
de Vivienda amparados en el artículo 455 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, con 
independencia de la fecha de ingreso a la 
contratación. Las regularizaciones dispuestas se 
costearán con cargo a la partida asignada en 
el derivado 0.8.4.301 “Retribuciones Previstas 
para Reestructurar". 


Artículo 285.— Exceptúase del control previo 
del Ministerio de Economía y Finanzas estable- 
cido en el artículo 33, inciso 3% literal |) del 
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Texto Ordenado de Contabilidad y Administra- 
ción Financiera (TOCAF) a las contrataciones 
directas que deba realizar el Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente cuando se deba dar respuesta inmediata 
mediante la realización de las obras necesarias, 
en una de las siguientes situaciones: 


A) Defectos o vicios constructivos detecta- 
dos en viviendas entregadas por la 
referida Secretaría de Estado y cuya 
responsabilidad les sea imputable. 


B) Reparación de sistemas de saneamien- 
to y de agua potable en aquellos 
conjuntos habitacionales donde hubiese 
acordado realizarlo el Ministerio. 


C) Obras de infraestructura de aquellos 
conjuntos habitacionales no contempla- 
dos en el Decreto N? 51/995, de 1* de 
febrero de 1995. 


D) Daños causados por situaciones de 
emergencia, como inundaciones, 
tornados, etc. 


Artículo 286.— Los créditos de inversiones 
financiados con cargo al Fondo Nacional de 
Vivienda y Urbanización se ajustarán cuatrimes- 
tralmente en función de la recaudación de los 
ingresos previstos en el artículo 81 de la Ley 
N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, en la 
redacción dada por el artículo 1% de la Ley 
N2 16.237, de 2 de enero de 1992, con 
excepción de los establecidos en el literal D) del 
referido artículo. 


Los organismos recaudadores de los ingresos 
afectados a dicho Fondo deberán comunicar a 
la Contaduría General de la Nación y al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, la recaudación mensual 
dentro de los quince días siguientes al mes de 
su percepción. 


Artículo 287.— Apruébase el Plan Quinquenal 
de Vivienda para el período 2000-2004 propues- 
to por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente con el complemento 
del Banco Hipotecario del Uruguay (BHU), en 
virtud de lo establecido por el artículo 4% de la 
Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968 y 
las normas establecidas por los artículos 1% y 
32 de la Ley N* 16.237, de 2 de enero de 1992. 


Artículo 288.— Autorízase a la unidad 
ejecutora 002 "Dirección Nacional de Vivienda" 
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del Inciso 14 “Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente" a disponer 
de una partida anual de hasta $ 30.212.000 
(treinta millones doscientos doce mil pesos 
uruguayos), para los años 2002, 2003 y 2004, 
con cargo al Fondo Nacional de Vivienda, 
teniendo como finalidad financiar costos de 
reubicación de familias, que excedan el 10% 
(diez por ciento) de familias a realojar, financia- 
do por el Programa de Integración de 
Asentamientos Irregulares (PIA!), con un tope de 
hasta el 15% (quince por ciento) de las familias 
de cada asentamiento. 


Esta partida no podrá ser destinada a reforzar 
otros componentes del Plan Nacional de Vivien- 
das. El proyecto 750 “Soluciones habitacionales 
para realojos de familias en asentamientos a 
regularizar” que figura en el planillado adjunto 
no podrá servir como reforzante de otros 
proyectos de inversión. 


INCISO 15 
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD 


Artículo 289.— Sustitúyese el artículo 81 de 
la Ley N? 17.243, de 29 de junio de 2000, por 
el siguiente: 


“ARTICULO 81.— Créase el 'Ministerio de 
Deporte y Juventud', el que se incorporará al 
Presupuesto Nacional como el Inciso 15. 


Créase en el Inciso 15 el programa 001 
"Formulación, ejecución, supervisión y eva- 
luación de planes en materia de deportes y 
juventud e instrumentación de la política en 
la materia. 


El programa 001 del Inciso 15 tendrá una 
unidad ejecutora 001 'Dirección General de 
Secretaría". 


Artículo 290.— Autorízase al Inciso 15 
Ministerio de Deporte y Juventud a hacer uso 
de la facultad acordada por el artículo 9% de la 
Ley N?* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, 
debiendo recaer el nombramiento en un funcio- 
nario público, sin exigir, para el caso de la 
primera designación, los requisitos de pertenen- 
cia y de antiguedad en el Inciso, previstos en 
dicha norma. 


Artículo 291.— Otórgase al Ministerio de 
Deporte y Juventud una partida anual de 
$ 1.045.800 (un millón cuarenta y cinco mil 
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ochocientos pesos uruguayos), con destino a la 
financiación de las competencias de preparación 
y la concurrencia del deporte amateur uruguayo 
a los Juegos Olímpicos y a los Juegos Deporti- 
vos Panamericanos, la que será atendida con 
cargo al presupuesto de la Dirección General de 
Casinos, y una partida de $ 1.626.800 (un millón 
seiscientos veintiséis mil ochocientos pesos 
uruguayos), por una sola vez, para el ejercicio 
2004, con el mismo destino. 


Derógase lo dispuesto en el artículo 71 de 
la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, 
en la redacción dada por el artículo 122 de la 
Ley N* 13.737, de 9 de enero de 1969. 


Artículo 292.— Dentro del plazo de ciento 
ochenta días a partir de la vigencia de la 
presente ley, el Ministerio de Deporte y Juventud 
presentará al Poder Ejecutivo una propuesta de 
reestructura organizativa. 


La propuesta podrá incluir el reordenamiento, 
creación, fusión, supresión o cambio de deno- 
minación o nivel de unidades organizativas 
existentes. 


Asimismo se podrá formular la creación de 
nuevos programas, unidades ejecutoras, proyec- 
tos de inversión y reasignar los créditos 
presupuestales, correspondientes a gastos de 
funcionamiento. A tales efectos se podrán 
trasponer sin limitación créditos entre los 
diferentes objetos del gasto, excepto hacia el 
grupo O "Servicios Personales", donde se podrá 
trasponer del grupo 2 hasta lo ejecutado en el 
ejercicio 1999 por concepto de "cachet". 


Artículo 293.— El Poder Ejecutivo, a inicia- 
tiva del Ministerio de Deporte y Juventud, 
aprobará la estructura de cargos y funciones 
necesarios para cumplir con los cometidos de 
la organización, los que serán adecuados a los 
puestos de trabajo de la nueva estructura 
organizativa. 


Los puestos resultantes de la nueva estruc- 
tura organizativa serán clasificados tomando en 
consideración la naturaleza, complejidad y 
responsabilidad de la tarea, así como su 
ubicación jerárquica, estableciéndose las corres- 
pondencias entre puestos y niveles escala- 
fonarios. 


Los funcionarios cuyos cargos, como conse- 
cuencia de la reorganización, sean asignados a 
puestos a los cuales corresponda un nivel 
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escalafonario inferior al que posean, conserva- 
rán su nivel retributivo, manteniendo la diferen- 
cia como compensación personal, la cual será 
absorbida por futuros ascensos o regularizacio- 
nes. Cuando el nivel retributivo fijado para un 
cargo en cualquier escalafón y grado sea 
superior a su remuneración básica, la diferencia 
será considerada como compensación especial 
al cargo. En caso de que tales puestos quedaren 
vacantes por cualquier circunstancia, se aplica- 
rán a los futuros ocupantes las normas del inciso 
segundo. 


Las modificaciones de las estructuras escala- 
fonarias de puestos de trabajo no podrán causar 
lesión de derechos funcionales. 


Artículo 294.— En la nueva estructura 
organizativa del Ministerio de Deporte y Juven- 
tud las funciones de dirección, que no sean de 
particular confianza, a docentes que deben 
proveerse por concurso, serán desempeñadas 
por los funcionarios designados por el jerarca 
del Inciso entre los titulares de los cargos o 
funciones correspondientes a los tres grados 
superiores de cada escalafón y serie, de 
acuerdo al perfil de la función a proveer, los que 
podrán ser relevados de dichas funciones por el 
jerarca del Inciso. En caso de cese en la función 
el funcionario se reintegrará al ejercicio de su 
cargo o función contratada de origen. 


Quienes fueren llamados a cumplir las 
funciones a que se hace referencia en el inciso 
anterior, percibirán una compensación comple- 
mentaria para adecuar sus remuneraciones al 
nivel establecido en la nueva estructura 
organizativa. 


Artículo 295.— Establécese que para la 
financiación de lo dispuesto en los artículos 292, 
293 y 294 el Ministerio de Deporte y Juventud 
contará con los créditos asignados por la 
presente ley y el correspondiente a las vacantes 
de cargos y funciones existentes a la fecha de 
formulación de la propuesta de reestructura 
organizativa. 


Al solo efecto de la aplicación del inciso 
precedente, exceptúase al Ministerio de Deporte 
y Juventud de lo dispuesto en el artículo 11 de 
la Ley N?* 16,462, de 11 de enero de 1994. 


Artículo 296.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá dar a conocer en el ámbito 
nacional o internacional, por los medios que 
considere convenientes, los nombres de los 
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contribuyentes que patrocinen algún deporte 
mediante la realización de contribuciones, previo 
consentimiento de los mismos. 


Artículo 297.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá realizar convenios con organi- 
zaciones e instituciones gubernamentales, no 
gubernamentales y privadas, nacionales, extran- 
jeras e internacionales, para fomentar el deporte 
y las actividades de la juventud, dando cuenta 
al Poder Ejecutivo. 


En caso de comprometerse aportes locales, 
será necesaria la autorización previa del Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 298.— Autorízase al Ministerio de 
Deporte y Juventud a apoyar a instituciones sin 
fines de lucro, o asociaciones que tengan entre 
sus cometidos el fomento y desarrollo de 
actividades deportivas, contribuyendo a su 
financiamiento. 


Artículo 299.— Las obras de infraestructura 
y equipamiento de instalaciones deportivas que 
se realicen con cargo a fondos públicos, 
provenientes de financiamiento nacional o inter- 
nacional, a instituciones públicas o privadas, 
deberán encuadrarse dentro de las pautas de 
desarrollo y funcionamiento que en materia de 
educación física y deporte haya determinado el 
Ministerio de Deporte y Juventud. 


Artículo 300.— El Poder Ejecutivo a propues- 
ta del Ministerio de Deporte y Juventud podrá 
otorgar concesiones de uso o servicios, de los 
predios e instalaciones a su cargo, a las 
instituciones o empresas que cumplan las 
condiciones que a tal efecto aprobará el 
Ministerio. 


Artículo 301.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá realizar convenios y contratos 
con instituciones públicas y privadas, naciona- 
les, extranjeras e internacionales, de prestación 
de servicios médicos y de laboratorio altamente 
especializados, test de alto rendimiento y 
controles de dopaje, fijando en cada caso las 
condiciones y los precios a cobrar por dichos 
servicios, conforme a las disposiciones vigentes 
en la materia. 


Artículo 302.— Las asociaciones civiles y 
fundaciones que tengan por objeto el fomento 
o realización de actividades relacionadas con el 
deporte o la juventud, deberán contar con el 
informe favorable del Ministerio de Deporte y 
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Juventud respecto de los términos del esta- 
tuto y de la viabilidad de tos objetivos que 
se persiguen con su constitución o modifica- 
ción. 

Artículo 303.— Los fondos que perciba el 
Ministerio de Deporte y Juventud, quedan 
exceptuados de lo dispuesto por el artículo 595 
de la Ley N?* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, los que serán destinados en su totalidad 
al fomento, desarrollo y control de las activida- 
des deportivas no pudiendo destinarse al pago 
de retribuciones personales. 


INCISO 21 
SUBSIDIOS y SUBVENCIONES 


Artículo 304.— Las partidas previstas en el 
Inciso 21 "Subsidios y Subvenciones" para la 
Administración de Ferrocarriles del Estado (AFE) 
destinadas a: funcionamiento, objeto del gasto 
511.001 por $ 220.780.000 (doscientos veinte 
millones setecientos ochenta mil pesos urugua- 
yos), pago de servicios de deuda, objeto del 
gasto 511.009 por $ 17.430.000 (diecisiete 
millones cuatrocientos treinta mil pesos urugua- 
yos), inversiones, objeto del gasto 531.001 por 
$ 17.430.000 (diecisiete millones cuatrocientos 
treinta mil pesos uruguayos), en la medida que 
excedan las necesidades del organismo por el 
concepto por el cual se fijaron, se destinarán en 
el orden que se indica a continuación a: 


— Cancelar la deuda con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay (BROU) por la 
adquisición de rieles en el marco del Acuerdo 
con la Federación Rusa. 


— Ampliar el Plan de Inversiones por concep- 
to de material rodante en su papel de 
transportador de carga, y de construcción y 
reparación de obras de infraestructura y de 
comunicaciones. 


Artículo 305.— Fíjanse las siguientes parti- 
das a las instituciones que se mencionan, por 
los montos anuales que se determinan, para los 
ejercicios 2000 y 2001: 


$ 
Inst. Histórico y Geográfico 34.107 
Escuela Horizonte 852.676 
Esc. Federico Ozanam 86.973 
Instituto Psicopedagócico 893.605 
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$ 
Asoc. U. Lucha c/Cáncer 68.214 
Liga U. C/ la Tuberculosis 28.991 
Fundación Pro Cardias 1.048.792 
Asoc. U. Enfermed. Muscul. 494.552 
C. Deptal L. c/ Cáncer 170.535 
C. H. Salud Cardio Vascular 1.909.995 
Patronato del Psicópata 2.046.423 
Cruz Roja Uruguaya 306.963 
ADES 477.499 
Obra Don Orione 25.580 
Mov. Nal. Bienestar Anciano 6.821 
Pequeño Cotolengo Don Orione 39.223 
Asoc. Urug. Protec. Infancia 165.419 
Asoc. Pro Recuper. Inválido 170.535 
Asoc. Nal p/ Niño Lisiado 642.918 
Mov. Nal. Gustavo Volpe 52.866 
Plen. Nal. Del impedido 85.268 
Org. Nal. Pro. Lab. Lisiado 204.642 
Instituto Nal. Ciegos 117.669 
Acridu 426.338 
Asociación Down 170.536 
Centro Niños Autistas - Salto 255.803 


Fed. Urug. Padres Pers. Cap. Ment.102.321 
Dif. 


Mov. Nal. Recup. Minusválido 204.642 
Asoc. Uruguaya Catalana 341.071 
Acción Solidaria 238.749 
Com. Nal. H. Del Discapacitado 574.704 
Comité Olímpico Uruguayo 136.428 
Museo Marítimo Malvín 30.696 
Val. Histórica Villa Soriano 85.268 
Com. Pro Remodelación 

Hosp. Maciel 235.339 
Asoc. Ayuda Servicio 139.905 


Escuela N* 200 de Discapacitados 97.205 


Artículo 306.— Fíijanse las siguientes parti- 
das a las organismos e instituciones que se 
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mencionan, por los montos anuales que se 
determinan, para los ejercicios 2000 a 2004: 


Consejos de Capacitación 


Profesional $ 2.499.223 
Comisión Honoraria Pro 

Erradicación de la Vivienda 

Rural Insalubre $ 3.206.813 
Instituto Antártico Uruguayo $ 12.252.725 
PEDECIBA $ 9.911.131 
Academia Nacional de Letras $ 416.276 
Comisión Honoraria para la 

Lucha Antituberculosa y 

Enfermedades Prevalentes $ 17.819.269 


Artículo 307.— Fíjanse las siguientes parti- 
das para el Instituto Plan Agropecuario para el 
ejercicio 2000: 


Sueldos $ 13.660.743 
Funcionamiento $ 4.826.427 
Artículo 308.— Asígnase al Instituto de 


Promoción de Inversiones y Exportaciones de 
Bienes y Servicios, las siguientes partidas: 


Ejercicios 2001-2004 $ 4.648.000 anuales 


Artículo 309.— Asígnase al Instituto Nacional 
de Colonización las siguientes partidas: 


Ejercicio 2000 $ 13.944.000 
Ejercicio 2001 $ 10.458.000 
Ejercicio 2002 $ 6.972.000 
Ejercicio 2003 $ 3.486.000 


Artículo 310.— Asígnase a Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), las 
siguientes partidas para gastos de funciona- 
miento: 


Ejercicio 2000 $ 22.051.000 
Ejercicio 2001 $ 15.000.000 
Ejercicio 2002 $ 7.500.000 
Artículo 311.— Asígnase a Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), las 


siguientes partidas para atender el servicio de 
la deuda: 
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Ejercicio 2000 $ 60.826.387 


Ejercicio 2001-2004 $ 51.658.368 anuales 


Artículo 312.— Asígnase a la Dirección 
Nacional de Correos, las siguientes partidas: 


Ejercicio 2000 $ 69.000.000 
Ejercicio 2001 $ 50.000.000 
Ejercicio 2002 $ 33.500.000 
Ejercicio 2003 $ 16.500.000 
Artículo 313.— Asígnase a la Delegación 


Uruguaya de la Comisión Técnica Mixta de Salto 
Grande las siguientes partidas: 


Ejercicio 2000 $ 167.792.800 


Ejercicio 2001-2004 $ 156.172.800 anuales 


INCISO 24 


DIVERSOS CREDITOS 


Artículo 314.— Autorízase a los organismos 
públicos comprendidos en el Presupuesto Nacio- 
nal a utilizar la línea Rotatoria de Crédito 
Condicional con cargo a la Facilidad para la 
Preparación y Ejecución de Proyectos (FAPEP), 
con financiamiento del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), para financiar las tareas de 
apoyo que requiera la preparación de proyectos 
o programas de inversión u operaciones secto- 
riales a desarrollar por los referidos organismos, 
que se encuentren a consideración del mencio- 
nado banco y faciliten la aprobación del 
préstamo correspondiente y su ejecución. 


El Ministerio de Economía y Finanzas dispon- 
drá la apertura de los créditos correspondientes, 
con financiación de endeudamiento externo en 
el plan de inversiones de los Incisos, una vez 
autorizada cada operación individual con cargo 
a dicha línea. De tales habilitaciones se dará 
cuenta a la Asamblea General. 


Artículo 315.— El organismo coordinador de 
las actividades que se requieren para el manejo 
de la línea de crédito referida en el artículo 
anterior, será la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto (OPP), que aprobará el uso de los 
recursos a escala nacional, recibirá los recursos 
y los transterirá a los organismos ejecutores 
responsables de los proyectos y designará 
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funcionarios que la representen en el cumpli- 
miento de dichas responsabilidades. 


En caso de no suscribirse el contrato de 
préstamo respectivo, la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto (OPP) remitirá la información 
pertinente al Ministerio de Economía y Finanzas, 
a efectos que autorice la cancelación del 
endeudamiento correspondiente. 


Artículo 316.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 148 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986, por el siguiente: 


"El Ministerio de Economía y Finanzas dis- 
pondrá la apertura de los créditos correspon- 
dientes, con financiación de endeudamiento 
interno, en el plan de inversiones de los 
incisos, a medida que se vayan concretando 
los desembolsos de los préstamos. De tales 
habilitaciones se dará cuenta a la Asamblea 
General. Se atenderá con cargo a Rentas 
Generales el servicio de deuda de los 
préstamos destinados a organismos compren- 
didos en el Presupuesto Nacional y hasta un 
máximo del 75% (setenta y cinco por ciento) 
el de los préstamos destinados a los 
Gobiernos Departamentales". 


Artículo 317.— Autorízase una partida de 
$ 17.430.000 (diecisiete millones cuatrocientos 
treinta mil pesos uruguayos), para el período 
2001-2004, cuya distribución anual y por fuente 
de financiamiento consta en planillado anexo en 
el Inciso 24 "Diversos Créditos”, objeto del gasto 
576.000, con destino a la Cooperación Técnica 
Reembolsable de apoyo al programa de Moder- 
nización de la Gestión Pública acordada con el 
Banco interamericano de Desarrollo, que será 
administrada por el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Artículo 318.— Autorízase una partida de 
$ 23.240.000 (veintitrés millones doscientos 
cuarenta mil pesos uruguayos), para el período 
2001-2004, cuya distribución anual y por fuente 
de financiamiento consta en planillado anexo en 
el Inciso 24 "Diversos Créditos", objeto del gasto 
576.000, con destino a la Cooperación Técnica 
Reembolsable de apoyo al Programa de Moder- 
nización de la Gestión Pública acordada con el 
Banco Interamericano de Desarrollo, que será 
administrada por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


Artículo 319.— Rebájase en un 18% (diecio- 
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cho por ciento), la alícuota de la Contribución 
Inmobiliaria Rural cuyo pago deba efectuarse a 
partir del año 2001, establecida por el artícu- 
lo 652 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986. 


Aquellos predios menores a 200 hectáreas 
equivalentes a índice CONEAT 100, estarán 
exonerados del pago de la Contribución Inmo- 
biliaria Rural por las primeras 50 hectáreas 
equivalentes a Índice CONEAT 100. 


Autorízase al Poder Ejecutivo, a disponer, 
anualmente, de una partida global equivalente 
a US$ 15.000.000 (quince millones de dólares 
de los Estados Unidos de América). Esta partida 
se distribuirá entre las Intendencias Municipales, 
de la siguiente manera: 


DEPARTAMENTO TOTAL A % 
TRANSFERIR 
Artigas 565.128 3.77 
Canelones 1.501.731 10.01 
Cerro Largo 830.789 5.54 
Colonia 982.770 6.55 
Durazno 928.533 6.19 
Flores 473.430 3.16 
Florida 892.999 5.95 
Lavalleja 754.076 5.03 
Maldonado 636.100 4.24 
Paysandú 810.725 5.40 
Río Negro 792.133 5.28 
Rivera 559.494 3.73 
Rocha 600.643 4.00 
Salto 879.134 5.86 
San José 931.182 6.21 
Soriano 964.685 6.43 
Tacuarembó 858.554 5,72 
Treinta y Tres 501.615 3.34 
Montevideo 536.279 3.58 
15.000.000 100 


La asignación a cada departamento se ha 
determinado utilizando la distribución de los 
predios agrícolas por tamaño y departamento y 
el valor promedio por hectárea por departamento 
de la Contribución Inmobiliaria Rural de 1998. 


Artículo 320.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a determinar el Inciso y programas responsables 
de la ejecución de los proyectos de inversión 
"Atención a la infancia y la familia", "Programa 
de desarrollo regional agropecuario" y "Reforma 
de la formación de Recursos Humanos para la 
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Salud" que figuran en planillado anexo en el 
Inciso 24 "Diversos Créditos". 


Cualquiera sea el Inciso y programa a los que 
se asignen estas partidas, las mismas no podrán 
ser transferidas a otros proyectos ni a gastos 
de funcionamiento del programa. 


INCISO 25 


ADMINISTRACION NACIONAL DE LA EDUCA- 
CION PUBLICA 


Artículo 321.— Créase en el inciso 25 "Admi- 
nistración Nacional de la Educación Pública" una 
partida de hasta $ 30.000.000 (treinta millones 
de pesos uruguayos) para financiar los traslados 
de docentes a centros de enseñanza en el 
interior de la República, la que será administra- 
da por el Consejo de Educación Primaria. 


Deróganse el artículo 366 de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y el artícu- 
lo 59 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre 
de 1988. 


Artículo 322.— Los recursos obtenidos por 
la enajenación de bienes inmuebles del Estado, 
serán destinados a financiar inversiones de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) y del Ministerio de Salud Pública, según 
las prioridades que establezca el Poder Ejecu- 
tivo. 


SECCION VII 
RECURSOS 


CAPITULO 1 
NORMAS TRIBUTARIAS 


Artículo 323.— Incorpórase al artículo 440 
de la Ley N?* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, el siguiente inciso: 


“El crédito habilitado por el inciso precedente 
se efectuará con cargo a la partida autorizada 
por el inciso 3% del artículo 29 del Decreto- 
Ley N? 14,754, de 5 de enero de 1978, y por 
el artículo 56 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996”. 


Artículo 324.— Agréguese en el artículo 19, 
inciso tercero del Título 10 del Texto Ordenado 
1996, el siguiente literal: 
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"C) Vehículos de transporte colectivo de 
personas por calles o caminos, 
destinados a la prestación de servi- 
cios regulares (líneas), de carácter 
departamental, nacional o internacio- 


nal". 


Artículo 325.—— Los contribuyentes del im- 
puesto a las Rentas de la Industria y Comercio 
y del Impuesto a las Rentas Agropecuarias 
podrán deducir los gastos directa y exclusiva- 
mente afectados a actividades, bienes o dere- 
chos, que originen rentas gravadas. 


El monto deducible de los gastos afectados 
en forma parcial a la obtención de rentas 
gravadas, se obtendrá aplicándoles el coeficien- 
te que surja de alguno de los siguientes 
cocientes, a opción del contribuyente: 


A) El promedio de los activos que generan 
rentas gravadas, sobre el promedio del 
total de activo valuado según normas 
fiscales. 


B) Los ingresos gravados sobre la suma 
de los ingresos gravados y los no 
gravados. 


C) La renta bruta gravada sobre la suma 
de la renta bruta gravada y la no 
gravada. 


Los gastos financieros no podrán deducirse 
en forma directa. El monto de los citados gastos 
deducible, se obtendrá aplicando al total de las 
diferencias de cambio e intereses perdidos 
admitidos de acuerdo al literal Ñ) del artículo 13 
del Título 4 del Texto Ordenado 1996, el coefi- 
ciente cuyo cálculo se detalla en el literal A) del 
inciso precedente. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer distintas 
formas de cálculo de los cocientes referidos, en 
atención a la naturaleza o dimensión de los 
contribuyentes. Una vez adoptado un sistema de 
imputación de gastos, el mismo no podrá 
varíarse sin autorización de la Dirección General 
impositiva. 


Artículo 326.— Agrégase al artículo 21 del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
inciso: 


"Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer 
procedimientos para la determinación de las 
rentas de fuente uruguaya en los casos de 
rentas provenientes parcialmente de activida- 
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des desarrolladas, bienes situados o dere- 
chos utilizados económicamente dentro del 
país, que no estén previstas en los incisos 
que anteceden". 


Artículo 327.— Sustitúyese el Título 6 del 


Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


“TITULO 6 


IMPUESTO A LOS INGRESOS DE LAS ENTI- 


DADES ASEGURADORAS 


ARTICULO 12. (Estructura). — Créase un im- 
puesto que recaerá sobre los ingresos brutos 
percibidos por las entidades públicas o 
privadas que desarrollen actividad asegura- 
dora. 


ARTICULO 2*, (Hecho generador).— Consti- 
tuye hecho generador del impuesto la percep- 
ción de ingresos brutos derivados de la 
contratación, renovación, prórroga o amplia- 
ción de seguros o reaseguros que cubran 
riesgos radicados en el país o que refieran 
a personas residentes en el país. 


ARTICULO 3*?. (Sujetos pasivos).— Son con- 
tribuyentes de este impuesto el Banco de 
Seguros del Estado (BSE) y las demás 
entidades aseguradoras, sus agencias, sucur- 
sales o establecimientos. 


Son responsables de este impuesto quie- 
nes intervengan en operaciones gravadas con 
entidades aseguradoras que no estén auto- 
rizadas o habilitadas a operar en el país. 


ARTICULO 4*. (Territorialidad).— Para la de- 
terminación de la radicación del riesgo se 
considerará a los vehículos de transporte 
aéreo o marítimo situados en el país de su 
matrícula, a las mercaderías en el puerto de 
embarque y a las personas en su lugar de 
residencia habitual. 


ARTICULO 5%, (Monto imponible).— Constitu- 
ye ingreso bruto la contraprestación corres- 
pondiente a los servicios de cobertura, con 
excepción del Impuesto al Valor Agregado. 


En caso de vehículos de transporte aéreo 
o marítimo, se tomará como monto imponible 
el 10% (diez por ciento) de la cantidad 
establecida en el inciso anterior. 


En el caso de reaseguros, el monto im- 
ponible será el 40% (cuarenta por ciento) de 
la cantidad establecida en el inciso primero. 
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ARTICULO €?. (Tasas).— Para los Seguros 
o Reaseguros Generales, entendiendo por 
tales los que cubren los riesgos de pérdida 
o daño en las cosas o en el patrimonio, tas 
tasas del impuesto serán: 


A) Incendio, de hasta el 15% (quince por 
ciento). 


B) Vehículos automotores o remolcados, 
de hasta el 10% (diez por ciento). 


C) Robo y riesgos similares, de hasta el 
5% (cinco por ciento). 


D) Responsabilidad civil, de hasta el 5% 
(cinco por ciento). 


E) Caución, de hasta el 5% (cinco por 
ciento). 


F) Transporte, de hasta el 5% (cinco por 
ciento). 


G) Marítimos, de hasta el 2% (dos por 
ciento). 


H) Otros, de hasta el 5% (cinco por ciento). 


Para los Seguros o Reaseguros de Vida, 
entendiendo por tales los que aseguran los 
riesgos de las personas, garantizando un 
capital, una póliza saldada o una renta, para 
el asegurado o sus beneficiarios, dentro o al 
término de un plazo, las tasas del impuesto 
serán: 


A) Vida, de hasta el 0.5% (cero con cinco 
por ciento). 


8) Otros, de hasta el 0.5% (cero con cinco 
por ciento). 


Cuando la entidad aseguradora no estuvie- 
ra autorizada o habilitada para desarrollar 
actividad aseguradora en el país, las alícuotas 
aplicables podrán incrementarse hasta en un 
40% (cuarenta por ciento). 


ARTICULO 7?. (Exoneraciones).— Se excep- 
túan de este impuesto las operaciones de 
seguros o reaseguros agrícolas. 


Los ingresos derivados de operaciones de 
reaseguros realizadas por entidades asegura- 
doras autorizadas y habilitadas a operar en 
el país, se encuentran exonerados. 


ARTICULO 8%. (Afectaciones).— Del produci- 
do del impuesto que grava a las pólizas de 
incendio, se verterá en la Dirección Nacional 
de Bomberos un 20% (veinte por ciento) para 
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la ampliación, funcionamiento y mantenimien- 
to de sus servicios en toda la República y un 
40% (cuarenta por ciento) para la compra de 
vehículos equipados para la lucha contra el 
fuego. 


ARTICULO e*, (Transitorio).— El Banco de 
Seguros del Estado (BSE) tendrá una reduc- 
ción del 66% (sesenta y seis por ciento) de 
las alícuotas que se fijen de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 6% en el año 2001 
y del 33% (treinta y tres por ciento) en el año 
2002. 


En el caso de riesgo de incendio, los 
citados porcentajes de abatimiento se aplica- 
rán sobre el porcentaje que exceda la 
alícuota del 10% (diez por ciento). 


Artículo 328.— Sustitúyese el inciso quinto 
del artículo 9% del Título 10 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


"En los casos de exportaciones podrá dedu- 
cirse el impuesto correspondiente a los 
bienes y servicios que integren directa o 
indirectamente el costo del producto exporta- 
do; si por este concepto resultare un crédito 
a favor del exportador, éste será devuelto o 
imputado al pago de otros impuestos oO 
aportes previsionales, en la forma que 
determine el Poder Ejecutivo, el que queda 
facultado para adoptar otros procedimientos 
para el cómputo de dicho crédito". 


Artículo 329.— Agrégase al artículo 18 del 
Título 10 del Texto Ordenado 1996 el siguiente 
literal: 


"D) Venta de paquetes turísticos locales 
organizados por agencias o mayoris- 


tas, locales o del exterior. El Poder 
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Ejecutivo definirá qué se entiende 
por paquetes turísticos”. 


Artículo 330.— Sustitúyese el numeral 11) 
del artículo 12 del Título 11 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


"11) Vehículos automotores, motos, mo- 
tonetas, bicimotos y toda otra clase 
de automotores, excepto aquéllos 
que habitualmente se utilicen en 
tareas agrícolas: 


— Como motor diesel 60% (sesenta 
por ciento). 


— Restantes automotores 40% (cua- 
renta por ciento). 


Queda gravada asimismo, la transftorma- 
ción de vehículos en cuanto de dicha 
transformación resulte un incremento de su 
valor, liquidándose en este caso, el impuesto 
sobre el incremento de su valor. 


Quedarán exentos del impuesto los hechos 
imponibles referidos a ambulancias. Asimis- 
mo quedarán exentos de vehículos adquiridos 
por diplomáticos extranjeros, en estos casos 
el impuesto se aplicará en ocasión de la 
primera enajenación posterior. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar tasas 
diferenciales para los distintos tipos de 
vehículos gravados". 


Artículo 331.— Sustitúyese el inciso primero 
del numeral 14) del artículo 1* del Título 11 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


*"14) Combustibles y otros derivados del 
petróleo con las tasas y afectaciones 
que se indican: 
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Producto Total MTOP 
% % 

Nafta super 149 40 
Nafta común 138 40 
Nafta sin plomo 106 40 
Queroseno 33 9 
JP | - JP4 5 0 
Aguarrás 40 15 
Gas Oil 35 0 
Diesel Oil 45 11 
Fuel Oil 5 0) 
Supergás 16 4 
Gas 16 4 
Astalto y cemento 
asfaltado 10 1 
Solvente 1197, 60, 
30, Disán 24 11 


Artículo 332.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 42 del Título 11 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


"En caso de automóviles adquiridos o impor- 
tados para remises, el impuesto deberá 
abonarse en ocasión de la primera transfe- 
rencia que se realice durante el transcurso de 
los cinco años contados desde la adquisición 
o importación del vehículo". 


Artículo 333.— Derógase, a partir del 1% de 
julio de 2001, el Título 12 del Texto Ordenado 
1996. 


Artículo 334.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 126 del Título 3 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


"Exclúyese el Impuesto al Valor Agregado, el 
Impuesto a los Activos de las Empresas 
Bancarias y el Impuesto a las Rentas de la 
Industria y Comercio, de las exoneraciones 
tributarias que gozan las Cooperativas de 
Ahorro y Crédito comprendidas en el artículo 
28 del Decreto-Ley N?* 15.322 de 17 de 
setiembre de 1982". 


Artículo 335.— Agrégase al artículo 6* del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
literal: 


"F) Las Cooperativas de Ahorro y Crédito, 
comprendidas en el artículo 28 del 
Decreto-Ley N?* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982". 
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Rentas Intend. Fondo 
Grales. Interior Inv. MTOP 
% % % 
79 5 25 
76 5 17 
61 5 0 
24 0 0 
5 0 0 
25 0 0 
29 6 0 
34 0 0 
5 0 0 
12 0 0 
12 0 0 
9 0 0 
13 0 0 


Artículo 336.— Sustitúyese el inciso tercero 
del literal E) del numeral 2) del artículo 19 del 
Título 10 del Texto Ordenado 1996, por el 
siguiente: 


"Los intereses de préstamos otorgados por la 
División Crédito Social del Banco de la 
República Oriental del Uruguay (BROU), por 
la Corporación Nacional para el Desarrollo en 
los casos que admita la reglamentación, y los 
concedidos por el Banco Hipotecario del 
Uruguay (BHU) destinados a la vivienda, 
quedan exonerados. También quedan exone- 
rados los intereses de préstamos otorgados 
por asociaciones civiles sin fines de lucro, en 
tanto dichos préstamos sean otorgados a sus 
asociados y no excedan las 250 UR (doscien- 
tas cincuenta unidades reajustables), sea en 
una o varias operaciones separadas". 


Artículo 337.— Agrégase al artículo 6% del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
literal: 


"G) Los fondos de inversión cerrados de 
crédito". 


Artículo 338.— Inclúyese en la nómina de 
contribuyentes del impuesto a los Activos de las 
Empresas Bancarias, a los fondos de inversión 
cerrados de crédito. 


No estarán comprendidos en lo dispuesto en 
el inciso anterior, aquellos fondos cuyos créditos 
se originen exclusivamente en deudores no 
residentes. 
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Artículo 339.— Sustitúyese el literal B) del 
inciso primero del artículo 12 del Título 14 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


"B) Los sujetos pasivos del Impuesto a las 
Rentas de la Industria y Comercio, 
comprendidos en los literales A), B), 
E) y G) del artículo 62 del Título 4 de 
este Texto Ordenado, con excepción 
de los incluidos en el literal E) del 
artículo 33 del mismo Título". 


Artículo 340.— Agrégase al artículo 6% del 
Título 10 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
literal: 


*I) Los fondos de inversión cerrados de 
crédito". 


Artículo 341.— Los servicios financieros 
prestados por los fondos cerrados de crédito 
tendrán, en relación al Impuesto al Valor 
Agregado, el siguiente tratamiento: 


A) Cuando los créditos objeto de cesión 
incluyan en su valor nominal servicios 
financieros no devengados a efectos del 
tributo, tales servicios, prestados por el 
Fondo con posterioridad a la cesión, 
estarán gravados por el Impuesto al 
Valor Agregado si se encontrasen 
gravados antes de dicha cesión. 


Si además se verificase la existencia 
de una diferencia entre el valor actua- 
lizado del crédito transferido, determi- 
nado de acuerdo a las condiciones 
originales del contrato objeto de cesión, 
y el precio acordado por el Fondo, el 
servicio prestado por este último al 
cedente, originado en la ventaja o 
provecho derivados de dicha diferencia, 
sólo estará gravado por el Impuesto al 
Valor Agregado cuando los cedentes 
sean personas físicas no contribuyentes 
de los Impuestos a las Rentas de la 
industria y Comercio, a las Rentas 
Agropecuarias o a la Enajenación de 
Bienes Agropecuarios. 


B) Cuando los créditos objeto de cesión 
documenten operaciones ya devengadas 
a efectos del tributo al momento de la 
transferencia, el servicio que el Fondo 
preste al cedente derivado de la 
diferencia entre el valor nominal del 
crédito cedido y el precio de la cesión 
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tendrá a efectos del Impuesto al Valor 
Agregado, el mismo tratamiento que el 


establecido en el último inciso del 
apartado anterior. 
Artículo 342.— Los sujetos pasivos del 


Impuesto a las Retribuciones Personales creado 
por el Decreto-Ley N* 15.294 de 23 de junio de 
1982, que presten servicios personales a que 
hace referencia el literal B) del artículo 6% del 
Título 10 del Texto Ordenado 1996, liqui- 
darán el tributo en base a las retribuciones 
reales. 


La materia imponible estará constituida por la 
contraprestación del servicio, sea en efectivo o 
en especie. No se incluirá el monto de otros 
gravámenes que afecten la operación, ni los 
ingresos gravados por el Impuesto a las 
Comisiones. Del total de las retribuciones 
gravadas se deducirá un 20% (veinte por ciento) 
en concepto de gastos. 


El impuesto se liquidará aplicando las 
alícuotas vigentes al monto imponible determi- 
nado de acuerdo a lo establecido en el inciso 
anterior. 


A dicha cantidad se deducirá el Impuesto a 
las Retribuciones Personales liquidado ante el 
organismo de seguridad social correspondiente, 
en base a las retribuciones fictas establecidas 
por aplicación del artículo 28 del Decreto-Ley 
N2 15,294, de 23 de junio de 1982. Si de tal 
deducción resultara un excedente, el mismo no 
dará derecho a crédito. 


Artículo 343.— La afectación establecida 
por el inciso primero del artículo 501 de la Ley 
N2 16.320, de 12 de enero de 1992, con la 
interpretación dada por el artículo 5% de la Ley 
N2 17.139, de 16 de julio de 1999, sólo 
comprenderá el impuesto a las Retribuciones 
Personales recaudado en forma directa por la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesio- 
nales Universitarios. 


El Fondo de Reconversión Laboral creado por 
el artículo 325 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, se aplicará exclusivamente 
sobre las retribuciones fictas a que refiere el 
último inciso del artículo anterior. 


Artículo 344.— Declárase que la inmunidad 
impositiva establecida por el artículo 463 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, no 
tendrá aplicación cuando la misma implique un 
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trato discriminatorio para los bienes ofrecidos en 
plaza con respecto a los importados. 


Consecuentemente la inmunidad impositiva 
no comprenderá la importación como hecho 
generador en el Impuesto Aduanero Unico y 
Recargos a la Importación, Impuesto al Valor 
Agregado e Impuesto Específico Interno en su 
caso. 


La base imponible para el impuesto al Valor 
Agregado en la importación, estará constituida 
por el valor normal de aduanas más el arancel. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes es 
aplicable asimismo en los supuestos en los que 
el órgano estatal gravado es, a la vez, el titular 
de la potestad tributaria (autoimposición). 


Artículo 345.— Créase un impuesto que 
gravará la introducción de bienes al país 
mediante encomiendas postales cuyo valor sea 
inferior al equivalente en moneda nacional a 
US$ 50 (cincuenta dólares de los Estados 
Unidos de América). Dicho impuesto tendrá el 
carácter de único tributo y se fija en el 
equivalente en moneda nacional a US$ 20 
(veinte dólares de los Estados Unidos de 
América). 


La determinación del valor de los bienes, así 
como la forma y condiciones de la recaudación 
serán establecidos por la reglamentación que 
dicte el Poder Ejecutivo. 


Exonérase de este impuesto la introducción 
al país de libros mediante encomiendas posta- 
les. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a designar 
agentes de retención y percepción de este 
impuesto. 


Artículo 346.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a fijar la fecha a partir de la cual quedará sin 
efecto el tributo a que refiere el numeral 2) del 
artículo 17 del Decreto-Ley N* 15.605, de 17 de 
julio de 1984. 


Artículo 347.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a dejar sin efecto el régimen de detracciones 
establecido por el Decreto-Ley N* 15.360, de 24 
de diciembre de 1982, 


ACTIVIDAD COMERCIAL EN LA VIA PUBLICA 


Artículo 348. (Alcance subjetivo).— Los 
titulares de empresas unipersonales de reducida 
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dimensión económica, que desarrollen actividad 
comercial en la vía pública y en espacios 
públicos, tanto ambulantes como estables, 
podrán optar por pagar en sustitución de las 
contribuciones especiales de seguridad social 
generadas por su propia actividad, y de todos 
los impuestos nacionales vigentes, excluidos los 
que gravan la importación, un único tributo. 


Estarán comprendidos en la definición del 
inciso anterior, exclusivamente aquellos contri- 
buyentes que cumplan con la totalidad de las 
siguientes condiciones: 


A) Ocupen un máximo de dos personas, 
incluyendo al titular de la empresa 
unipersonal. 


B) Los ingresos derivados de su actividad 
comercial no superen en el ejercicio el 
límite establecido en el literal E) del 
artículo 33 del Título 4 del Texto 
Ordenado 1996. 


C) Realicen sus ventas de bienes y pres- 
taciones de servicios al contado, sin la 
utilización de tarjetas de crédito, órde- 
nes de compra oO similares, ni el 
otorgamiento de financiación propia. 


D) No exploten más de un puesto simul- 
táneamente. 


Artículo 349. (Exclusión).— Carecerán del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 
precedente, quienes no cumplan con alguno de 
los extremos establecidos en el inciso segundo 
del mismo artículo. 


Artículo 350. (Obligación tributaria unifica- 
da).— El monto del tributo único resultará de 
calcular sobre un sueldo ficto equivalente a un 
salario mínimo nacional, las tasas aplicables por 
concepto de contribuciones de seguridad social 
e impuestos recaudados por el Banco de 
Previsión Social (BPS) vigentes, con exclusión 
del denominado complemento de cuota mutual. 


El tributo único no incluye las contribuciones 
de seguridad social e impuestos aplicables 
sobre las remuneraciones de los dependientes, 
las cuales se regularán por las normas existen- 
tes a la vigencia de la presente ley. 


Artículo 351. (Recaudación y afectación del 
tributo). — El tributo será recaudado por el 
Banco de Previsión Social (BPS), quien regla- 
mentará los aspectos referidos a la forma de 
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liquidación, declaración y percepción del mismo 
en un plazo de treinta días a partir de la vigencia 
de la presente ley. 


La totalidad del producido respectivo, estará 
destinada al pago de contribuciones de seguri- 
dad social e impuesto a las retribuciones, 
recaudados por el Banco de Previsión Social, y 
referidos a la actividad del empresario titular. 


Artículo 352. (Asignación computable).— 
Para los afiliados optantes conforme al artículo 
348, la respectiva asignación computable será 
equivalente al sueldo ficto establecido en el 
artículo 350 precedente. 


Artículo 353. (Prestaciones).— Los afiliados 
optantes, conservarán la totalidad de derechos 
emergentes de su inclusión y afiliación al 
sistema de seguridad social, con excepción de 
la asistencia médica de los seguros de enfer- 
medad. 


No obstante lo anterior, los citados tendrán 
opción para acceder al referido beneficio, en 
cuyo caso deberán abonar el complemento por 
cuota mutual respectivo. 


Artículo 354. (Opciones).— El Banco de 
Previsión Social (BPS) reglamentará todo lo 
referido al ejercicio de las opciones establecidas 
en los artículos 348 y 353. 


Artículo 355. (Régimen de contralor).— Los 
contribuyentes que desarrollen actividad comer- 
cial en la vía pública y en espacios públicos, 
deberán exhibir en el lugar donde desarrollan su 
actividad, y a solicitud de los Organismos 
fiscalizadores competentes, la siguiente docu- 
mentación: 


A) Justificativo de inscripción ante la Di- 
rección General Impositiva y el Banco 
de Previsión Social (BPS), ubicado en 
lugar visible al público. 


B) Ultimo recibo de pago de los tributos 
que graven su actividad. 


C) Documentación respaldante de las exis- 
tencias de mercadería. 


Lo dispuesto en el artículo precedente será 
de aplicación en todos los casos, con o sin 
ejercicio de la opción prevista por el artículo 
348. 


Artículo 356. (Sanciones).— Ante el incum- 
plimiento de alguno de los extremos estableci- 
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dos en el artículo anterior, y sin perjuicio de las 
sanciones por infracciones tributarias que co- 
rrespondan, establécese que la Dirección Gene- 
ral Impositiva o el Banco de Previsión Social 
(BPS), podrán disponer la incautación de las 
mercaderías en existencia, quedando en tales 
casos dicha mercadería en depósito y bajo la 
responsabilidad del servicio que dispuso la 
medida. 


De procederse a lo expuesto, los funcionarios 
actuantes deberán labrar un acta dando cuenta 
a la autoridad administrativa. 


Si en un plazo de quince días, el contribu- 
yente acreditase que al momento de la incau- 
tación se encontraba al día con sus obligaciones 
y poseía la documentación requerida, podrá 
disponerse la respectiva devolución, siendo en 
tal caso de cargo del contribuyente, los gastos 
causados por el procedimiento. No cumpliéndo- 
se en plazo con lo referido precedentemente, la 
Administración respectiva podrá disponer la 
venta en remate público de la mercadería 
incautada y el depósito de la suma resultante, 
deducidos los gastos causados en la cuenta 
Tesoro Nacional, a la orden del Instituto 
Nacional del Menor (INAME). 


Artículo 357. (Otorgamiento y renovación de 
permisos).— Las Intendencias Municipales de- 
berán exigir la documentación a que refieren los 
literales A) y B) del artículo 355, al momento 
de otorgar o renovar todo tipo de permisos 
referidos al ejercicio de las actividades referidas 
en la presente ley. 


Artículo 358. (Obstaculización al ejercicio de 
las funciones fiscalizadoras).— Cuando en el 
curso de las actuaciones de contralor a que 
refiere la presente ley, se verificasen actos 
colectivos tendientes a obstaculizar el ejercicio 
de las funciones fiscalizadoras, se configurará 
respecto a los responsables de los mismos, el 
ilícito previsto en el artículo 111 del Código 
Tributario. 


Artículo 359. (Plazo de  adecuación).— 
Otórgase un plazo de noventa días, a partir de 
la promulgación de la presente ley para que los 
sujetos comprendidos en la misma regularicen 
su situación tributaria. 


Artículo 360.— Sustitúyese el inciso tercero 
del artículo 63 del Título 1 Sección Ill Capítu- 
lo 4 del Texto Ordenado 1996, por el siguien- 
te: 
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"Las funciones que quedan comprendidas en 
este régimen son las que se asignen a los 
Directores de cada una de las Divisiones que 
integran la Dirección General Impositiva". 


CAPITULO Il 
ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR PUBLICO 


Artículo 361. (Máximo de deuda).— El cir- 
culante de Bonos del Tesoro y Letras de 
Tesorería se regirá por los siguientes valores 
máximos: 


Para el período 1201/2001 al 31/12/2001 
US$ 5.100.000.000,00 (cinco mil cien millones 
de dólares de los Estados Unidos de América). 


Para el período 1%/01/2002 al 31/12/2002 
US$ 5.600.000.000,00 (cinco mil seiscientos 
milliones de dólares de los Estados Unidos de 
América). 


Para el período 1201/2003 al 31/12/2003 
US$ 6.100.000.000,00 (seis mil cien millones de 
dólares de los Estados Unidos de América). 


Para el período 19/01/2004 al 31/12/2004 
US$ 6.550.000.000,00 (seis mil quinientos 
cincuenta millones de dólares de los Estados 
Unidos de América). 


Artículo 362.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a emitir y mantener un tope máximo de Letras 
de Tesorería de US$ 1.250.000.000,00 (un mil 
doscientos cincuenta millones de dólares de los 
Estados Unidos de América), o su equivalente 
en otras monedas, durante todo el período de 
vigencia de la presente ley. 


Artículo 363.— En cualquier ejercicio finan- 
ciero, con excepción del correspondiente al 1* 
de enero de 2004 al 31 de diciembre de 2004, 
el Poder Ejecutivo podrá sobrepasar el tope 
fijado como máximo en el 30% (treinta por 
ciento) de la diterencia entre el tope del ejercicio 
financiero siguiente y el vigente para el ejercicio 
considerado. Esta situación extraordinaria se 
comunicará a la Asamblea General y no alterará 
el tope en los ejercicios siguientes. 


Artículo 364.— El tope de deuda a partir del 
1? de enero de 2005 y hasta la aprobación de 
una nueva ley de endeudamiento, será el 
vigente al 31 de diciembre de 2004, incrementado 
en US$ 500.000.000,00 (quinientos millones de 
dólares de los Estados Unidos de América). 
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Artículo 365. (Procedimiento de gestión y 
acceso al crédito de fuentes externas).— 
Compete exclusivamente al Poder Ejecutivo, en 
acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas y el Ministro del ramo en su caso, 
autorizar todo planteo oficial tendiente a la 
obtención de préstamos de organismos interna- 
cionales, instituciones o gobiernos extranjeros, 
en los que la República deba asumir la 
responsabilidad directa del prestatario o las 
obligaciones del garante, al suscribir los conve- 
nios respectivos. La reglamentación establecerá 
el mecanismo para lograr la autorización para 
la gestión y el acceso al endeudamiento. 


Artículo 366. (Valuación).— A todos los 
efectos de la presente ley los pasivos en 
moneda extranjera distinta al dólar americano, 
serán valorados a la cotización del 31 de 
diciembre de 2000 o a la del momento de 
contratación si éste fuere posterior. 


Artículo 367.— Sustitúyese el artículo 42 del 
Decreto-Ley N* 14.268, de 20 de setiembre de 
1974, por el siguiente: 


"ARTICULO 42,— El producido de la coloca- 
ción de los Bonos del Tesoro y otros 
instrumentos de deuda pública similares, será 
puesto a la orden del Ministerio de Economía 
y Finanzas en la cuenta abierta a tal fin en 
el Banco Central del Uruguay (BCU). 


El Ministerio de Economía y Finanzas ele- 
girá la moneda en la cual mantiene sus 
cuentas en el Banco Central del Uruguay”. 


Artículo 368.— Sustitúyese el artículo 5% del 
Decreto-Ley N* 14.268, de 20 de setiembre de 
1974, por el siguiente: 


"ARTICULO 5%.— Los servicios de interés y 
rescate de los Bonos del Tesoro y otros 
instrumentos de deuda pública similares, se 
realizarán a través del Banco Central del 
Uruguay (BCU) en su carácter de agente 
financiero del Estado. Las comisiones y 
gastos por todo concepto que demande la 
administración de los mismos, se atenderán 
igualmente por el Banco Central del Uruguay 
en el carácter expresado. 


Los tondos necesarios para el cumplimien- 
to de los servicios correspondientes, deberán 
estar a la orden del Banco Central del 
Uruguay, venticuatro horas hábiles antes a su 
vencimiento". 
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SECCION VIII 


EMPRESAS PUBLICAS 


ANTEL 


Artículo 369.— Sustitúyense los artículos 3* 
a 6%, 8% a 10 y 12 del Decreto-Ley N* 14.235, 
de 25 de julio de 1974, con las modificaciones 
introducidas por el Decreto-Ley N* 15.671, de 
8 de noviembre de 1984, y por la Ley N* 16.211, 
de 12 de octubre de 1991, por los siguientes: 


COMPETENCIA Y EXCLUSIVIDAD 


"ARTICULO 32%.— Compete a la Administra- 
ción Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL) 
la realización de actos jurídicos y operacio- 
nes técnicas y materiales, la adquisición de 
derechos y obligaciones, así como la realiza- 
ción por sí o mediante la contratación con 
terceros, de la prestación de servicios y la 
realización de estudios técnicos y de obras, 
conducentes al cumplimiento de sus cometi- 
dos. 


La prestación de los servicios previstos en 
el artículo 52 será cumplida directamente por 
ANTEL". 


"ARTICULO 4*%— Son cometidos de la 
Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes: 


1) Prestar servicios de telecomunicaciones 
con el alcance dado por el artículo 12 
de la Ley N* 16.211, de 1% de octubre 
de 1991, realizar todas las actividades 
de la industria de la información y 
comercializar sus productos. 


2 


mo 


Previa autorización del Poder Ejecutivo, 
participar en sociedades o consorcios 
de capital público o privado, radicados 
en el país o en el exterior, que tengan 
por objeto la prestación de servicios de 
telecomunicaciones, las actividades de 
la industria de la información o de los 
contenidos de las telecomunicaciones. 
La autorización del Poder Ejecutivo se 
entenderá otorgada transcurridos se- 
senta días desde su requerimiento sin 
que medie resolución expresa en con- 
trario. Se exceptúa del objeto de estas 
sociedades la prestación del servicio 
público de telefonía básica en el 


territorio de la República previsto en el 
artículo 52, 


3) Celebrar convenios con entidades ex- 
tranjeras relativos a servicios de teleco- 
municaciones, actividades de la indus- 
tria de la información o de los conte- 
nidos de las telecomunicaciones, con 
comunicación al Poder Ejecutivo. 


4) Otorgar autorizaciones precarias para 
conectar a su red de telecomunicacio- 
nes, equipos que no sean propiedad de 
la Administración Nacional de Teleco- 
municaciones. 


5) Adquirir o elaborar por sí o mediante 
convenios con otras entidades públicas 
o privadas, contenidos vinculados a 
telecomunicaciones que se realicen de 
conformidad con los numerales 1) y 2) 
de este artículo, y comercializar esos 
contenidos en el país o en el extranjero, 
rigiéndose a tales efectos por lo 
establecido en el inciso segundo del 
numeral 32 del artículo 33 del Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administra- 
ción Financiera (TOCAF)". 


"ARTICULO 5%. — La prestación del servicio 
público de telefonía básica será realizada por 
la Administración Nacional de Telecomunica- 
ciones (ANTEL). 


Á estos efectos, se considera servicio 
público de telefonía básica la prestación a 
terceros de servicios de telefonía que reúna 
los caracteres de fija, conmutada y referida 
al tráfico nacional. 


Declárase de interés general la universa- 
lización del servicio público de telefonía 
básica en todo el territorio de la República. 
La Administración Nacional de Telecomunica- 
ciones procurará la prestación en condiciones 
especialmente favorables de los servicios de 
telefonía básica que se consideren de utilidad 
social”. 


"ARTICULO 6% — Los estatutos de las so- 
ciedades a que se refiere el numeral 2) del 
artículo 4% de la presente ley asegurarán la 
representación de la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones en los órganos de 
dirección y control interno no inferior a su 
participación en el respectivo capital. 


Previa autorización del Poder Ejecutivo, la 
Administración Nacional de Telecomunicacio- 
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nes podrá constituir por sí dichas sociedades, 
mediante resolución de su Directorio que 
tendrá el contenido y producirá los efectos 
previstos en el articulo 251 de la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989. La 
emisión de acciones de estas sociedades en 
favor de terceros o su posterior venta a 
terceros por la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones se realizará mediante 
procedimientos que aseguren la igualdad 
entre los interesados en su adquisición, tales 
como licitación, remate, negociación en 
bolsas de valores, u otros similares, en el 
país o en el exterior. 


Las sociedades previstas en este artícu- 
lo deberán contar con auditorías independien- 
tes, de conformidad con la técnica usual de 
control establecida en las normas de auditoría 
generalmente aceptadas, practicadas por 
empresas especializadas de reconocido pres- 
tigio. Los informes de auditoría serán comu- 
nicados a la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones, y por ésta al Poder 
Ejecutivo, que los pondrá en conocimiento de 
la Asamblea General. 


La Administración Nacional de Telecomu- 
nicaciones podrá contratar directamente con 
las sociedades en las que tenga participa- 
ción". 


ADMINISTRACION 


"ARTICULO 82.— La dirección y administra- 
ción superiores de la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones serán ejercidas por 
un Directorio integrado por un Presidente, un 
Vicepresidente y un Director, que serán 
designados con esas calidades por el Poder 
Ejecutivo conforme al artículo 187 de la 
Constitución de la República, de acuerdo con 
lo establecido por el artículo 28 de la Ley 
N2 17.243, de 29 de junio de 2000. 


El Directorio podrá sesionar con la presen- 
cia de dos de sus miembros. Todas sus 
resoluciones podrán adoptarse con el voto 
conforme de dos de sus componentes de 
acuerdo con el artículo 32 de la Ley 
N2 17.243, de 29 de junio de 2000". 


"ARTICULO 9%— Compete al Directorio 
designar, promover, trasladar y sancionar, 
por mayoría de sus integrantes, y destituir por 
unanimidad, a los funcionarios de su depen- 
dencia, respetando las normas y garantías 
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estatutarias, pudiendo realizar las contrata- 
ciones transitorias de servicios personales 
que fueran necesarias”. 


"ARTICULO 10.— Los representantes de la 
Administración en los órganos de dirección y 
de control de las sociedades a que se refiere 
el artículo 42 numeral 2* y el artículo 6% de 
la presente ley serán designados por el 
Directorio de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones". 


"ARTICULO 12.— Compete al Directorio la 
aprobación de las tarifas y precios de los 
servicios de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones y de los productos que 
comercialice, de los intereses que devenguen, 
y las multas y recargos por mora (Decreto- 
Ley N* 14,950, de 9 de noviembre de 1979). 
Las multas y recargos por mora no podrán 
ser superiores a los que resulten de la 
aplicación del artículo 94 del Código Tribu- 
tario. 


Exceptúense de lo dispuesto en el inciso 
anterior las tarifas y precios del servicio 
público de telefonía básica, artículo 52 de la 
presente ley, sus intereses, multas y recar- 
gos, los que serán propuestos por el 
Directorio y aprobados por el Poder Ejecutivo. 
Las tarifas y precios de servicios suplemen- 
tarios o derivados de la telefonía básica se 
rigen por el inciso primero de este artículo. 


Las tarifas se fijarán en función de las 
condiciones del mercado de las telecomuni- 
caciones y de lo dispuesto en el inciso 
tercero del artículo 5% de la presente ley". 


BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO 


Artículo 370.— Deróganse todas las dispo- 
siciones que establecen monopolios de contra- 
tos de seguros en favor del Estado y ejercidos 
por el Banco de Seguros del Estado (BSE) que 
se mantienen vigentes hasta la fecha, con 
excepción de las relativas a los contratos de 
seguros por accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales a que refiere la Ley N* 16.074, 
de 10 de octubre de 1989. 


Los organismos estatales contratarán sus 
seguros por los procedimientos previstos por el 
artículo 482 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, en la redacción dada por 
el artículo 653 de la Ley N* 16,170, de 28 de 
diciembre de 1990 y por el artículo 738 de la 
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Ley N?* 16.736, de 5 de enero de 1996, no 
siendo aplicable para el caso el régimen de 
excepción previsto por el literal A) del nume- 
ral 3) de la referida norma legal. Ante igualdad 
de precios, se deberá dar preferencia al Banco 
de Seguros del Estado. 


SECCION IX 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 371.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 384 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, por el siguiente: 


"ARTICULO 384.— Cuando se trate de de- 
mandas referidas al Poder Ejecutivo, en 
asuntos correspondientes a algún Ministerio, 
la citación, el emplazamiento y, en general, 
cualquier notificación que deba hacerse a 
domicilio, se practicará en la sede de la 
Dirección General de Secretaría del Ministe- 
rio respectivo". 


Artículo 372.— Declárase aplicable a las 
personas públicas no estatales, lo dispuesto en 
los artículos 452 a 471 del Código General del 
Proceso (Concurso Civil), en cuanto no se 
opongan a las respectivas normas legales que 
las rigen. 


Artículo 373.— Sustitúyese el artículo 710 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
en la redacción dada por el artículo 485 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 710.— Prohíbese el cobro de 
honorarios por parte de los curiales de los 
organismos públicos, cuando tengan la cali- 
dad de funcionarios de los mismos. 


En los casos en que los organismos 
públicos deban contratar, directa o indirecta- 
mente, profesionales en el ejercicio de su 
profesión liberal para intervenir en litigios o 
gestiones similares, deberá ser aprobado 
exclusivamente por el ordenador primario 
previa intervención del Tribunal de Cuentas 
y no podrá recaer en funcionarios de esos 
organismos, o en ex funcionarios de los 
mismos, cuando se hayan desvinculado de 
ellos en los últimos cinco años". 


Artículo 374.— La importación de materiales 
y equipos adquiridos o a adquirirse por la 
Administración de Ferrocarriles del Estado (AFE) 
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o por terceros en el marco del Acuerdo entre 
los Gobiernos de la Federación de Rusia y de 
la República Oriental del Uruguay sobre cance- 
lación de la deuda de la ex-URSS, suscrito el 
24 de octubre de 1997, estará exenta del pago 
de cualquier clase de gravámenes en general y 
en especial de cualquier clase de tributos 
aduaneros que graven a la importación o se 
apliquen en ocasión de la misma, del pago de 
recargos, incluso del mínimo que se establecie- 
ra, derechos y tasas consulares, así como 
también del Impuesto al Valor Agregado Aplica- 
ble. 


Artículo 375.— Redúcense los créditos 
autorizados de inversión de los planillados 
anexos y los topes de inversión del articulado, 
de todos los incisos presupuestales en un 5% 
(cinco por ciento) para el año 2001 y en un 9% 
(nueve por ciento) para el año 2002, en cada 
una de las fuentes de financiamiento. 


Artículo 376.— No podrán contratarse beca- 
rios y pasantes, sin previa autorización legal 
expresa. 


Los créditos asignados para tales contratacio- 
nes serán limitativos no pudiendo aumentarse 
por medio de transposiciones ni refuerzos. 


En el crédito autorizado, se consideran 
comprendidos el sueldo anual complementario y 
las cargas legales. 


Artículo 377.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará el régimen de contrato de beca y pasantía, 
en especial lo relativo a los perfiles apropiados 
de formación para la función, criterios de 
selección, de remuneración y ajuste, derechos 
y obligaciones y plazo. 


Artículo 378.— Los pasantes y becarios 
deberán ser estudiantes universitarios o del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP). La calidad de estudiante se acreditará 
con la certificación por parte de un instituto 
habilitado de haber aprobado por lo menos, una 
materia en el año anterior a la suscripción del 
contrato de beca o pasantía. 


La convocatoria se hará por llamado público, 
teniendo en cuenta para su elección la escola- 
ridad mínima exigible y el grado de avance en 
la carrera. A igualdad de condiciones de los 
postulantes, la selección se realizará por sorteo 
ante Escribano Público. 
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Artículo 379.— La extensión máxima de los 
contratos de beca y pasantía, es de doce meses, 
incluida la licencia anual, prorrogables por hasta 
ocho años más. 


La remuneración para este tipo de contratos 
no superará los cuatro salarios mínimos nacio- 
nales por un régimen máximo de ocho horas 
diarias de labor. En caso de pactarse un 
régimen horario inferior, la remuneración se 
proporcionará al mismo. 


Artículo 380.— Los becarios y pasantes sólo 
tendrán derecho a una licencia por hasta treinta 
días hábiles anuales por estudio, que se 
prorrateará al período de la beca y pasantía si 
fuera inferior al año, de licencia médica 
debidamente comprobada y de licencia anual. 
Será causal de rescisión del contrato haber 
incurrido en cinco o más faltas injustificadas por 
año. 


Artículo 381.— El haber sido contratado bajo 
el régimen de beca y pasantía inhabilita a la 
persona a ser contratado bajo este régimen en 
la misma oficina o en cualquier otro órgano y 
organismo del Estado (Poder Ejecutivo, Poder 
Legislativo, Poder Judicial, órganos y organis- 
mos de los artículos 220 y 221 de la 
Constitución de la República). 


La Unidad Ejecutora contratante, previo a la 
suscripción del contrato, deberá consultar a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, si el 
aspirante ha sido contratado en estas modali- 
dades. 


Toda extensión de la relación contractual que 
exceda lo dispuesto por esta norma, dará lugar 
a la responsabilidad patrimonial del Jerarca de 
la Unidad Ejecutora que lo haya contratado y de 
quien, estando encargado en la Oficina Nacio- 
nal del Servicio Civil de verificar la no 
reiteración de estos contratos, no informó tal 
circunstancia (artículo 24 de la Constitución de 
la República). 


Artículo 382.— La Oficina Nacional del 
Servicio Civil deberá mantener un Registro 
actualizado con la información de los contratos 
de beca y pasantía. 


Los jerarcas de las unidades ejecutoras 
solicitarán en forma previa a la suscripción del 
contrato información respecto a si el postulante 
no fue contratado como pasante o becario. 


Martes 17 de octubre de 2000 


Suscrito el contrato de beca y pasantía 
deberán comunicarlo en un plazo de diez días. 


Dentro del plazo de treinta días a partir de 
la vigencia de la ley, los jerarcas deberán 
comunicar los contratos de beca y pasantía 
vigentes y suscritos con anterioridad. 


Artículo 383.— Quienes estuvieran prestan- 
do servicios a la fecha de vigencia de la 
presente ley, en calidad de becarios y pasantes, 
y que a juicio del jerarca hayan demostrado 
especiales condiciones de capacidad y contrac- 
ción a las tareas encomendadas deberán 
suscribir contrato de beca o pasantía por el 
plazo máximo de dos años improrrogables 
quedando comprendidos en lo dispuesto en los 
artículos precedentes, sin afectar remuneracio- 
nes y carga horaria. Los importes totales que 
perciben serán considerados retribuciones nomi- 
nales. 


Artículo 384.— Los becarios y pasantes, 
para cobrar sus haberes a partir del mes 
siguiente de la vigencia de la presente ley, 
deberán acreditar el haber inscripto su contrato 
en la Oficina Nacional del Servicio Civil. Sin esta 
inscripción se considerará automáticamente fina- 
lizada su beca o pasantía. 


Artículo 385.— Facúltase a los promitentes 
compradores de unidades de propiedad horizon- 
tal (Ley N* 10.751, de 25 de junio de 1946), a 
garantir con hipoteca sobre dichas unidades 
futuras los saldos de precio adeudados a las 
personas físicas o jurídicas que estén constru- 
yendo edificios de propiedad horizontal en 
bienes inmuebles de su propiedad. 


Artículo 386.— Cuando se ejerciere la 
facultad concedida a los promitentes comprado- 
res por el artículo 385 de la presente ley, se 
entenderá que existe propiedad horizontal y 
serán aplicables los artículos 2% y 32 de la Ley 
N?* 16.760, de 20 de junio de 1996. 


Artículo 387.— Derógase la Ley N* 16.853, 
de 12 de agosto de 1997. 


GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 


Artículo 388.— El porcentaje sobre el monto 
total de recursos que corresponderá a los 
Gobiernos Departamentales, según lo previsto 
en el literal C) del artículo 214 de la Constitu- 
ción de la República, será de 2.75% (dos con 
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setenta y cinco por ciento) anual. Este porcen- 
taje se calculará sobre el total de recursos del 
Presupuesto (abarcando la totalidad de destinos 
-1 a 6- clasificados en los Documentos Presu- 
puestales), del ejercicio anterior actualizados 
por indice de Precios al Consumo. 


Artículo 389.— La distribución de las parti- 
das resultantes del artículo 388 de la presente 
ley, se hará de la siguiente manera: 


A) En primer lugar, se mantendrán todas 
las afectaciones de impuestos (artículo 
208 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986 y artículo 452 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991, IMESI naftas, tabacos, cigarros y 
cigarrillos; artículo 761 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996, 
IMESI! gasoil, las utilidades de Casinos 
(artículo 32 de la Ley N* 13,453, de 2 de 
diciembre de 1965 y Decreto 588/975, 
de 24 de julio de 1975 y artículo 169 
de la Ley N* 16.736), la contribución 
para el pago de aportes patronales de 
los Gobiernos Departamentales del in- 
terior del país (artículo 756 de la Ley 
N* 16.736), la partida para obras 
asignadas a las Intendencias Municipa- 
les del Interior del país (artículo 760 de 
la Ley N* 16.736 y anexo Inversiones 
de la Ley N* 16.996, de 1? de setiembre 
de 1998), la partida del Programa de 
Mantenimiento de la Caminería Rural 
del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas (artículo 75 de la Ley 
N? 16.736), y las partidas del Programa 
de Desarrollo Municipal, incluidas en la 
unidad ejecutora 004 "Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto" del Inciso 
02 "Presidencia de la República", a las 
que se agrega la compensación por la 
disminución de la alícuota de la Con- 
tribución Inmobiliaria Rural (artículo 10 
de la Ley N? 17.243, de 29 de junio de 
2000), manteniéndose como permanen- 
te la referida partida y la disminución 
de la alícuota que se establece en la 
presente ley. 


B) El excedente del porcentaje se distribui- 
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rá entre todos los Gobiernos Departa- 
mentales del país. 


Artículo 390.— Las partidas cuya distribución 
corresponda realizar entre los Gobiernos Depar- 
tamentales del interior en función de territorio y 
población, se distribuirán sobre la base de los 
siguientes porcentajes actualizados teniendo en 
cuenta los resultados del Censo de Población 
1996: 


Artigas 5.48 
Canelones 13.48 
Cerro Largo 6.18 
Colonia 5.05 
Durazno 4.87 
Flores 2.16 
Florida 4.81 
Lavalleja 4.55 
Maldonado 4.88 
Paysandú 7.05 
Río Negro 4.08 
Rivera 5.39 
Rocha 4.96 
Salto 7.29 
San José 4.09 
Soriano 4.82 
Tacuarembó 6.76 
Treinta y Tres 4.09 


Artículo 391.— la partida excedente del 
literal B) del artículo 383 se distribuirá tomando 
en cuenta criterios de superficie y tamaño y de 
la inversa del Producto Bruto Interno por 
habitante y de los porcentajes de hogares con 
carencias en las condiciones de vivienda 
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obtenidos del Censo de Población 1996, lo que 
conduce a la siguiente tabla de porcentajes: 


Montevideo 11.27 
Artigas 5.84 
Canelones 10.36 
Cerro Largo 6.91 
Colonia 2.78 
Durazno 4.94 
Flores 1.81 
Florida 4.07 
Lavalleja 4.44 
Maldonado 2.46 
Paysandú 5.74 
Río Negro 3.41 
Rivera 6.52 
Rocha 4.25 
Salto 6.94 
San José 3.38 
Soriano 3.60 
Tacuarembó 7.22 
Treinta y Tres 4.06 


Artículo 392.— Créase el fondo presupuestal 
a que refiere el numeral 2) del artículo 298 de 
la Constitución de la República, con las siguien- 
tes alícuotas sobre un monto de $ 9.316.452.337 
(nueve mil trescientos dieciséis millones cuatro- 
cientos cincuenta y dos mil trescientos treinta y 
siete pesos uruguayos), que corresponde a los 
tributos nacionales, recaudados fuera del depar- 
tamento de Montevideo, en el año 1999, 


actualizados por el Indice de Precios al 
Consumo: 

2001 5.0% 

2002 7.5% 

2003 10.0% 

2004 12.5% 


El 75% (setenta y cinco por ciento) de este 
fondo se destinará a la aplicación de las 
políticas de descentralización a ser ejecutadas 
por los organismos mencionados en el literal A) 
del artículo 230 de la Constitución de la 
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República, que integran el Presupuesto Nacio- 
nal, y el restante 25% (veinticinco por ciento) 
a las que serán ejecutadas por los Gobiernos 
Departamentales. 


De este 25% (veinticinco por ciento), se 
destinará un 70% (setenta por ciento) para 
proyectos y programas a ser financiados en un 
80% (ochenta por ciento) con recursos prove- 
nientes del fondo, y un 20% (veinte por ciento) 
con recursos propios de los Gobiernos Depar- 
tamentales. El restante 30% (treinta por ciento) 
se destinará a proyectos y programas a ser 
financiados totalmente por el fondo, sin contra- 
partida de los Gobiernos Departamentales. 


Montevideo, 30 de agosto de 2000. 


Guillermo Stirling, Didier 
Opertti, Alberto Bensión, 
Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Lucio Cáceres, 
Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso, Horacio Fernán- 
dez Ameglilo, Gonzalo 
González, Alfonso Varela, 
Oscar Gorosito, Jaime 
Mario Trobo. 


ANEXO 


Informes elaborados por los integrantes de la 
Comisión Sectorial de Descentralización (artícu- 
los 214 y 230 de la Constitución de la República) 


PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 


Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
Montevideo, 27 de agosto de 2000. 


Señor Presidente de la República 
doctor Jorge Batlle. 
Señor Presidente: 


Tengo el agrado de presentar, en anexo los 
dos informes elaborados por los integrantes de 
la Comisión Sectorial de Descentralización 
creada en la modificación del artículo 230 de la 
Constitución de la República dando cumplimien- 
to a lo dispuesto por el artículo 214 de la 
Constitución. 


Ambos informes contaron con el voto tavora- 
ble de seis de los doce integrantes de la 
Comisión, por lo que ninguno contó con la 
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mayoría de votos de la misma. Quedó configu- 
rada la situación prevista en el artículo 52 de 
la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, por 
lo que corresponde comunicar al Poder Legis- 
lativo los dos informes conjuntamente con el 
Proyecto de Presupuesto Nacional para el 
período 2000-2004. 


Por otra parte, esta Dirección comparte el 
informe presentado por los representantes del 
Poder Ejecutivo (Ministerios competentes) basa- 
da en dos tipos de consideraciones que actúan 
en sentido diferente: 


— Por un lado, la situación recesiva que 
atraviesa la economía nacional que implicaría la 
conveniencia de no aumentar gastos de ninguna 
naturaleza. 


— Por otro lado, el apoyo a la descentrali- 
zación del gasto que se reflejara en la 
aprobación por la ciudadanía, de la Reforma 
Constitucional en el plebiscito del 8 de diciembre 
de 1996 que fundamenta la asignación de 
mayores recursos a los Gobiernos Departamen- 
tales. 


A criterio de esta Dirección, la propuesta 
votada por los señores Ministros refleja adecua- 
damente esta tensión entre realidad y objetivos, 
incrementando moderadamente los recursos 
asignados a los Gobiernos Departamentales. A 
este incremento, se agregará la propuesta de la 
asignación de una parte (25%) del Fondo de 
Inversiones previsto en el artículo 298 de la 
Constitución de la República a ser ejecutada por 
los Gobiernos Departamentales, así como por la 
participación de estos en la decisión del 75% 
restante de ese Fondo a ser ejecutado por el 
Poder Ejecutivo y por los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados que forman parte del 
Presupuesto Nacional. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
con mi mayor consideración. 


Ariel Davrieux 
Director. 


CONGRESO DE INTENDENTES 


Montevideo, 27 de julio de 2000. 


Los representantes del Congreso de Inten- 
dentes en la Comisión Sectorial de Descentra- 
lización formulamos la siguiente propuesta a ser 


elevada al Poder Ejecutivo para su comunica- 
ción al Poder Legislativo sobre el porcentaje del 
monto total de recursos del Presupuesto Nacio- 
nal que de acuerdo al literal C) del artículo 214 
de la Constitución de la República correspon- 
derá anualmente a los Gobiernos Departamen- 
tales: 


12%)El porcentaje sobre el monto total de 
recursos que de acuerdo al literal C) del 
artículo 214 de la Constitución de la 
República correspondiere a los Gobier- 
nos Departamentales será el 4.75% 
(cuatro con setenta y cinco por ciento) 
calculado sobre los destinos 1 al 6. 


22% La determinación anual de la partida se 
realizará tomando como base lo recau- 
dado en el ejercicio anterior. 


32%)Et monto resultante de acuerdo a los 
artículos anteriores, que para el ejerci- 
cio 2000, teniendo en cuenta las cifras 
de la Rendición de Cuentas de 1999, 
asciende a US$ 220.652.000, compren- 
derá: 


A) Las actuales partidas destinadas a 
los Gobiernos Departamentales por 
las normas vigentes las que se 
distribuirán entre ellos con los mis- 
mos criterios utilizados a la fecha. 


B) La inclusión de la Intendencia de 
Montevideo en el régimen de asisten- 
cia de aportes patronales para el 
BPS vigente para los Gobiernos 
Departamentales del interior. 


C) Una nueva partida de respaldo a los 
Gobiernos Departamentales la que 
será distribuida con criterios a definir 
por el Congreso de Intendentes. 


Prof. Carmelo Vidalín, In- 
tendente Municipal de Du- 
razno; Dr. Carlos Moreira, 
Intendente Municipal de 
Colonia; Prof. Tabaré Vie- 
ra, Intendente Municipal 
de Rivera; Arq. Mariano 
Arana, Intendente Munici- 
pal de Montevideo; Esc. 
Eduardo Malaquina, In- 
tendente Municipal de Sal- 
to; Dr. Irineu Riet Correa, 
Intendente Municipal de 
Rocha. 
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ANEXO 
Artículo 214.— 


1) Determinación del monto que represen- 
ta lo propuesto 


El total de recursos en el ejercicio 1998 
según la Rendición de Cuentas correspondiente 
(Pág. 9 de la publicación del MEF Contaduría 
General de la Nación) fue de $ 46.213.435.000. 


Los $ 46.213.435.000 a la cotización me- 
dia del dólar de $ 10,472 equivalen a 
US$ 4.413.047.651. 


De lo anterior se deduce que cada punto del 
total de recursos a que refiere el literal C) del 
artículo 214 de la Constitución, en 1998 
representó US$ 44.130.477, y por lo tanto un 
5% propuesto ascendió a US$ 220.652.385. 


A efectos de ser comparable con la propuesta 
del Poder Ejecutivo debe tenerse en cuenta que 
los US$ 220.652.000 calculados sobre las cifras 
de la Rendición de Cuentas de 1999 (destinos 
1 al 6) de US$ 4.645.434.000 arroja un 
porcentaje del 4.75%. 


2) Detalle de las actuales partidas destina- 
das a los Gobiernos Departamentales 
por las normas vigentes 


1 


Se entienden comprendidas las partidas 
recibidas regularmente durante el último perfodo 
de gobierno: 


— Participación en IMES! a las naftas y ci- 
garrillos. 


— Participación en IMESI al gasoil. 
— Transferencias por Aportes Patronales. 
— Partida anual para Obras de US$ 5.000.000. 


— Participación en ganancia de casinos del 
Estado. 


— Obras de infraestructura de los PDM (OPP). 


— Plan de mantenimiento de la caminería 
rural (MTOP). 


— Plan de cuencas lecheras y arroceras. 


El total de estas partidas asciende aproxima- 
damente a US$ 100.000.000 anuales. 


Se entiende conveniente que la distribución 
de los respectivos montos se siga realizando por 
los conceptos y criterios actualmente utilizados, 
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pues cualquier cambio acarrearía a algunas 
Intendencias, desfinanciamiento en la estructura 
de sus presupuestos vigentes. 


3) Aportes Patronales de la Intendencia 
Municipal de Montevideo 


Si bien la exoneración en su momento, o la 
actual asistencia por los Aportes Patronales, 
sólo ha alcanzado a los Gobiernos Departamen- 
tales del interior, se entiende de justicia que se 
extienda a la Intendencia Municipal de Monte- 
video. 


4) Destino de la nueva partida 


La nueva partida solicitada tiene como 
destino el cabal cumplimiento de los roles que 
actualmente tienen asignados las Comunas, que 
sus menguados recursos han determinado que 
no puedan asumirse en la torma deseada y 
necesaria para brindar al vecino los servicios 
que le mejoren la calidad de vida. 


Asimismo esos fondos serán utilizados para 
encarar actividades de promoción del desarrollo 
económico en cada jurisdicción departamental, 
brindando la infraestructura necesaria para ello, 
de manera de abatir al actual desempleo, 
particularmente el mayor avance que ha tenido 
en el interior. 


Con lo anterior se busca la descentralización 
de la gestión desde los actuales centros de 
poder hacia las Comunas, por entender que 
estas últimas son las que están mas cerca de 
la gente y a las que el vecino llega fácilmente 
y por lo tanto están en mejores condiciones para 
interpretar sus necesidades. 


5) Partida por rebaja de Contribución In- 
mobiliaria Rural 


Se deja constancia que en la propuesta, no 
se ha considerado la partida por única vez de 
US$ 15.000.000, dispuesta en la reciente Ley de 
Emergencia, en compensación por la rebaja del 
25% de la Contribución Inmobiliaria Rural, por 
entender que es una transferencia a los 
productores y no a las Intendencias. 


A efectos de comparar nuestra propuesta con 
la del Poder Ejecutivo, debe tenerse en cuenta 
que esta última incluye la partida de 
US$ 15.000.000. 


- nan 
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Montevideo, 26 de julio de 2000. 


Señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, 
Contador Ariel Davrieux. 


De nuestra consideración: 


Hacemos llegar la propuesta presentada por 
los delegados del Poder Ejecutivo en la 
Comisión Sectorial de Descentralización sobre el 
porcentaje que del monto total de recursos 
corresponderá a los Gobiernos Departamentales 
(artículo 214 de la Constitución de la República). 


Sin otro particular, saludamos a usted muy 
atentamente. 


Alberto Bensión, Lucio 
Cáceres, Sergio Abreu, 
Gonzalo González, Alton- 
so Varela, Carlos Cat. 


PORCENTAJE QUE, SOBRE EL MONTO TOTAL 
DE RECURSOS, CORRESPONDERA A LOS 
GOBIERNOS DEPARTAMENTALES (ARTICU- 
LO 214, CONSTITUCION DE LA REPUBLICA) 


|.— Definición de los Recursos Totales, 
sobre cuyo monto se aplicará el 
porcentaje correspondiente 


Se entiende conveniente utilizar el concepto 
más amplio de recursos, considerando todos los 
incluidos en los Tomos de Recursos del 
Presupuesto Nacional y de las Rendiciones de 
Cuentas anuales. 


En consecuencia, se propone la siguiente 
interpretación y definición: 


"Se consideran recursos totales a los 
efectos dispuestos por el literal C) del 
artículo 214 y por el numeral 13) del 
artículo 297 de la Constitución de la 
República, todos los provenientes de la 
recaudación de los Organismos incluidos 
en el Presupuesto Nacional (Incisos 01 al 
19, Incisos 25 a 27) y la de Organismos 
no incluidos en el mismo, que sean 
canalizados a través del Presupuesto 
Nacional”. 


Este concepto abarca la totalidad de destinos 
clasificados en los documentos presupuestales: 


Destino 1 — Rentas Generales. 
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Destino 2 — FIMTOP y Fondo Nacional de 
Vivienda. 


Destino 3 — Libre Disponibilidad. 


Destino 4 — Transferencias dentro del Pre- 
supuesto. 


Destino 5 — Transferencias fuera del Presu- 
puesto. 


Destino 6 — Transterencias a particulares. 


Con esta definición, el total de recursos del 
año 1999 ascendieron a $ 52.679.225.276,90 
(Rendición de Cuentas, ejercicio 1999, Tomo !l, 
Recursos; Cuadro 6, página 12). Al tipo de 
cambio promedio del año 1999 ($ 11,34 por 
dólar), representó US$ 4.645.000.000. 


!l.— Propuesta de porcentaje correspon- 
diente a los Gobiernos Departamenta- 
les 


A. Situación previa 


En el Presupuesto Nacional del período 1995- 
1999, las transferencias totales previstas a los 
Gobiernos Departamentales ascendieron anual- 


mente a 98 millones de dólares, por los 
siguientes conceptos: 

(Millones de dólares) 
— Utilidades netas de Casinos 5 
— IMESI al tabaco y a las natftas 15 
— IMESI al gasoil 15 


— Pago de parte de aportes patronales 28 


— Partida para inversiones 5 
— Inversiones de caminería rural 11 
— Programa de Desarrollo Municipal 19 

Total 98 


En el año 2000, en compensación de la 
disminución del 25% de la alícuota de la 
Contribución Inmobiliaria Rural, se agregó una 
transferencia por 15 millones de dólares, 
totalizando 113 millones de dólares. 


B. Propuesta 


Se propone mantener en todos los años del 
período 2001-2004 el total de los conceptos y 
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transterencias estimadas para el año 2000, 
incrementando el total en un 10% lo que 
conduce a un porcentaje del 2.75% de los 
recursos totales. 


El porcentaje anterior aplicado sobre la 
recaudación total del año 1999, proporciona el 
monto siguiente: 


US$ 127.700.000 


1ll.— Criterio de distribución 
A. Año base móvil 


Se propone aplicar el porcentaje propuesto 
en el numeral anterior a la recaudación de cada 
año anterior actualizada por la evolución del 
indice de Precios al Consumo (recaudación en 
términos reales). Se trata de tener una base 
cierta de cálculo que permita a los Gobiernos 
Departamentales programar sus erogaciones 
con mayor grado de certidumbre. 


B. Años 2001-2004 


El total de las transferencias sería el 2.75% 
de la recaudación real del año anterior (actua- 
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lizada por el Indice de Precios al Consumo), de 
acuerdo con el siguiente cuadro: 


2.75% Recaudación Real 


Año del Año 
2001 2000 
2002 2001 
2003 2002 
2004 2003 


Esta partida se integrará y distribuirá de la 
forma siguiente: 


En primer lugar se mantendrán todas las 
transterencias actuales con los criterios de 
distribución vigentes. 


Las partidas que se distribuyen de acuerdo 
con el territorio y la población se harían en 
función de los datos más actualizados (Territorio 
de los departamentos, Censo de Población de 
1996); con lo que los coeficientes en el interior 
del país, serían: 
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DEPARTAMENTOS DEL INTERIOR 
INDICE: POBLACION (1996), TERRITORIO 

TERRITORIO POBLACION PROMEDIO 
KM? %TOTAL HAB. % TOTAL suP. Y 
INTERIOR INTERIOR HAB. 

INTERIOR 
TOTAL DEL INTERIOR 174.486 100.00 1.818.924 100.00 100.00 
ARTIGAS 11.928 6.84 75.059 4.13 5.48 
CANELONES 4.536 2.60 443.053 24.36 13.48 
CERRO LARGO 13.648 7.82 82.519 4.54 6.18 
COLONIA 6.106 3.50 120.241 6.61 5.05 
DURAZNO 11.643 6.67 55.716 3.06 4.87 
FLORES 5.144 2.95 25.030 1.38 2.16 
FLORIDA 10.417 5.97 66.503 3.66 4.81 
LAVALLEJA 10.016 5.74 61.085 3.36 4.55 
MALDONADO 4.793 2.75 127.502 7.01 4.88 
PAYSANDU 13.922 7.98 111.509 6.13 7.05 
RIO NEGRO 9.282 5.32 51.713 2.84 4.08 
RIVERA 9.370 5.37 98.472 5.41 5.39 
ROCHA 10.551 6.05 70.292 3.86 4.96 
SALTO 14.163 8.12 117.597 6.47 7.29 
SAN JOSE 4.992 2.86 96.664 5.31 4.09 
SORIANO 9.008 5.16 81.557 4.48 4.82 
TACUAREMBO 15.438 8.85 84.919 4.67 6.76 
TREINTA Y TRES 9.529 5.46 49.502 2.72 4.09 
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En segundo lugar, se destinará al Gobierno 
Departamental de Montevideo, una partida 
equivalente al 1.5% de los sueldos nominales 
del año anterior (actualizados por índice de 
salarios de dicho Gobierno Departamental) en el 
año 2002 y al 3% de la misma base en el 
respectivo año anterior para los años 2003 en 
adelante. Con esta asignación se cubre la 
diferencia entre las tasas de aporte patronal de 
la Intendencia Municipal de Montevideo con la 
de las Intendencias Municipales del interior. 


En tercer lugar, el excedente estimado de 
cada año sobre las partidas anteriores se 
distribuirá entre todos los Gobiernos Departa- 
mentales en función de criterio de tamaño 
(territorio y población) y de pobreza (inversa de 
producto por persona y porcentaje de hogares 
con necesidades básicas insatisfechas). 


Se proponen los coeficientes de distribución 
siguientes, basados en territorio, población 
(1996), inversa de producto por habitante 
(promedio 1998-1999) y porcentaje de hogares 
con NBI (1996). 


Artigas 5.84 
Canelones 10.36 
Cerro Largo 6.91 
Colonia 2.78 
Durazno 4,94 
Flores 1.81 
Florida 4.07 
Lavalleja 4.44 
Maldonado 2.46 
Paysandú 5.74 
Río Negro 3.41 
Rivera 6.52 
Rocha 4.25 
Salto 6.94 
San José 3.38 
Soriano 3.60 
Tacuarembó 7.22 
Treinta y Tres 4.06 
Montevideo 11.27”. 
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(Los Anexos | al XXXI se publican en los 
Volúmenes | a XI de "Anexos al Repartido 
N* 310", que son parte integrante de este Diario 
de Sesiones) 


Anexo XXXII al 
Rep. N? 310 


PRESUPUESTO NACIONAL 
2000 - 2004 


Informes 


"Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda 


INFORME EN MAYORIA 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda, eleva a consideración del 
Cuerpo el proyecto de Presupuesto Nacional 
para el período 2000-2004 aconsejando su 
aprobación por parte del mismo. 


Los legisladores firmantes estiman que dicho 
Presupuesto sin perjuicio de las modificaciones 
que ha experimentado el proyecto original 
enviado por el Poder Ejecutivo a esta altura de 
su proceso en el Poder Legislativo, ha mante- 
nido la mayor parte de las prioridades plantea- 
das originalmente por el gobierno. 


El proyecto a estudio, entendemos que es 
realista y austero, tomando en cuenta la 
situación actual de la economía nacional, la que 
se ha visto resentida por factores internos y 
externos, fundamentalmente, y es así que 
durante el primer semestre del año 2000, la 
economía no ha logrado superar los efectos 
adversos provocados por las serias dificultades 
regionales que se arrastran desde comienzos 
del año 1999. 


Desde mediados del mes de mayo del 
corriente año, se ha observado una interrupción 
del proceso de recuperación que se percibió 
hasta el mes de abril. En los hechos los factores 
que afectaron al país desde agosto del año 
1998, acrecentados con el efecto de la reforma 
cambiaria de Brasil en enero de 1999 aún 
continúan. La caída de los términos de intercam- 
bio, el alza de la tasa de interés internacional 
y en cierto grado con más fuerza aun en este 
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año siguen presentes. A esto debemos agregar 
la mayor cautela que ha mostrado hasta ahora 
el sector privado en la toma de decisiones que 
lo hacen más reacio a invertir y consumir en el 
corto plazo y el doble efecto de la drástica caída 
de nuestros precios de exportación con el 
aumento del precio del petróleo. 


Por otra parte la suba de casi dos puntos en 
la tasa de interés internacional significan más 
de US$ 100.000.000 (cien millones de dólares 
de los Estados Unidos de América) de aumento 
en el costo neto del endeudamiento de un año 
para otro, en tanto, la pérdida de ingresos por 
términos de intercambio de nuestro país por los 
cambios de los precios de importación y de 
exportación es del orden de US$ 500.000.000 
(quinientos millones de dólares de los Estados 
Unidos de América) siendo de significar que 
dentro de éstos, sólo la factura petrolera 
aumentó casi US$ 300.000.000 (trescientos 
millones de dólares de los Estados Unidos de 
América). 


Considerando este panorama económico, 
dentro de las bases de programación tenemos 
que las proyecciones de ingresos fiscales parten 
de la base de un crecimiento de la producción 
de bienes y servicios del 3% en el año 2001, 
y del 2.5% a partir del 2002 y hasta el 2004. 
Dentro de éste el consumo doméstico se lo 
supone creciendo a la misma tasa que el 
producto global, a excepción del año 2001 
donde crece al 2%; las importaciones se estiman 
creciendo al 6% anual y las exportaciones al 8% 
anual. Se estima además que la tasa de interés 
relevante para el país ha de subir durante el 
primer semestre del año 2001 en el orden de 
medio punto porcentual, para luego comenzar a 
descender para situarse aproximadamente en 
los actuales niveles hacia el segundo semestre 
del año 2003. 


Se estima finalmente que la inflación externa 
relevante para el país es del 2.5% anual y que 
la economía mundial va a continuar en esta 
senda de crecimiento en tanto la región se 
recupera a lo largo del período. 


Entre los principales objetivos de este Presu- 
puesto, que es equilibrado, ajustado a la 
situación, y sin mayores aumentos de impuestos 
y del gasto, el Poder Ejecutivo prevé reducir el 
déficit del Presupuesto Nacional de la Adminis- 
tración Central y de los Organismos del artícu- 
lo 220 de la Constitución de la República, de 


US$ 514.000.000 (quinientos catorce millones 
de dólares de los Estados Unidos de América), 
a US$ 150.000.000 (ciento cincuenta millones de 
dólares de los Estados Unidos de América) al 
término del quinquenio. De acuerdo a estas 
cifras los ingresos aumentarán un 12% en 
términos reales en el quinquenio; en tanto los 
egresos lo harán en un 4.7% real lo que explica 
la reducción del déficit en todo el período, que 
se verá complementado por las economías que 
se prevé alcanzarán los US$ 535.000.000 
(quinientos treinta y cinco millones de dólares 
de los Estados Unidos de América), en el año 
2004. Estas referencias variarán proporcional- 
mente al tenerse en cuenta el aumento de 
aportes aprobados en Comisión que debe 
realizar el Gobierno Central a los Gobiernos 
Departamentales. 


En lo que refiere a las inversiones el total de 
las mismas para el quinquenio se sitúan en 
US$ 2.791.000.000 (dos mil setecientos noventa 
y un millones de dólares de los Estados Unidos 
de América). 


Lo que antecede será uno de los factores que 
permitirá cumplir con un objetivo al cual le 
asignamos fundamental importancia: potenciar el 
crecimiento, mejorar los niveles de empleo y la 
calidad de vida de la población manteniendo los 
bajos niveles inflacionarios que existen actual- 
mente. 


Entre los aspectos resaltables del presente 
Presupuesto además de lo ya expresado 
debemos señalar que en materia impositiva no 
se propone incrementar la carga tributaria global 
ya que la norma general tiende a igualar las 
condiciones de tributación entre el sector público 
y el sector privado, y entre los agentes privados 
entre sí con independencia de la forma jurídica 
que adopte la empresa. Se propone reducir el 
impuesto a las empresas públicas para darle 
mayor competitividad y ponerlas en iguales 
condiciones con el sector privado, como así 
también se proyectan cambios en otros impues- 
tos. 


Otro aspecto a tener en cuenta, como ya lo 
mencionáramos, es el principio de realismo y 
austeridad fiscal entendiendo que el equilibrio 
de las cuentas públicas constituye uno de los 
ejes primordiales de la política económica, 
proponiendo entonces un Presupuesto que no 
deprima la inversión privada y que en cambio 
actúe como factor positivo para su acción y 
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desarrollo. En lo que refiere a los salarios y 
recursos humanos, en materia de remuneracio- 
nes se proyecta continuar con el sistema que 
rige actualmente pero dando prioridad en los 
futuros aumentos a los sectores de la enseñan- 
za, policías y militares, dentro de un esquema 
compatible con la estabilidad macroeconómica. 


La seguridad ciudadana también ha sido 
encarada en el actual proyecto, ya que se 
entiende que nuestra sociedad requiere la mayor 
protección posible para desenvolver sus activi- 
dades en el ámbito de seguridad y tranquilidad 
que ella merece. En tal sentido, el Estado 
nuevamente otorgará medios humanos, segura- 
mente aún insuficientes, aunque servirán para 
alcanzar aquellos objetivos. 


En materia de descentralización es de 
destacar que el Presupuesto que ponemos a 
consideración es el primero que debe atender 
las nuevas exigencias de acuerdo con la reforma 
constitucional aprobada por la ciudadanía en el 
plebiscito del 8 de diciembre de 1996, que 
fundamenta la situación de mayores recursos a 
los Gobiernos Departamentales. Es así que se 
le asignan recursos de acuerdo al artículo 214 
de la Constitución, como también en relación 
con el Fondo de Descentralización previsto en 
el artículo 298 de la Constitución de la 
República. 


En lo que se relaciona con las telecomuni- 
caciones planteamos transformaciones vincula- 
das con ANTEL que pretenden preparar a dicha 
Administración para competir con posibilidades 
en el mundo tan dinámico y nuevo en el cual 
debe desenvolver su acción, de acuerdo a 
determinadas normas que se fijan en el 
articulado respectivo. También se faculta al 
Poder Ejecutivo a constituir una sociedad 
anónima por acciones que tendrá por objeto la 
prestación de servicios de telefonía celular 
terrestre, que actualmente presta en forma 
directa ANTEL por medio de ANCEL, autorizán- 
dolo a comercializar hasta el 40% del capital 
accionario de la sociedad anónima a constituir- 
se, fijándose pautas sobre el particular y el 
destino a dar al producido por dicha 
comercialización. 


Finalmente, debemos señalar que a la deuda 
pública para el quinquenio se le plantean límites 
que resultan compatibles con un déficit previsto 
del Producto Bruto interno considerando el 
consolidado del sector público, con la exclusión 
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de las empresas del Estado. Se fijan además 
las transferencias anuales a realizar al Banco de 
Previsión Social (BPS). 


Se establecen disposiciones que permitan un 
mejor cumplimiento de los cometidos básicos 
que tiene el Estado en materia de salud, es 
decir: la prevención y el velar por la atención 
sanitaria de la población. Finalmente, se esta- 
blece continuar con las desregulaciones dis- 
puestas por el Decreto 241, de 21 de agosto de 
2000, en procura de una intervención más 
racional del Estado en los mercados y se 
propone el perfeccionamiento en el manejo de 
los Fondos de Libre Disponibilidad que segura- 
mente mejorará la ejecución del programa 
financiero, redundando en mejoras de la admi- 
nistración de los dineros públicos en general. 


Por lo expuesto, que obviamente será 
profundizado en su análisis por los legisladores 
firmantes en el tratamiento del proyecto en el 
plenario, aconsejamos al Cuerpo la aprobación 
del mismo. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


Daniel García Pintos, Miem- 
bro Informante; José 
Amorín Batlle, Roberto 
Arrarte Fernández, Ruben 
H. Díaz, Carlos González 
Alvarez, Luis M. Leglise, 
Ronald Pais, Gabriel País, 
Gustavo Penadés, Adolfo 
Pedro Sande. 


Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda 


INFORME EN MINORIA 
Señores Representantes: 


En opinión de los Diputados firmantes, el 
proyecto de Presupuesto Nacional para el 
período 2000 a 2004, remitido por el Poder 
Ejecutivo al Parlamento el 31 de agosto de 
2000, no debe ser aprobado en general, por los 
motivos que a continuación se enuncian y que 
serán desarrollados más adelante. 


Il. INTRODUCCION 


CONTEXTO ECONOMICO Y ALGUNAS CI- 
FRAS 


A continuación, expondremos algunos 
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indicadores, con los cuales pretendemos realizar 
una breve descripción de la realidad económica 
y social por la que atraviesa nuestro país y su 
gente, buscando que sirva como panorama 
general en el cual se proyecta el Presupuesto 
Nacional. 


Utilizaremos para ello datos contenidos en los 
"Cuadros Estadísticos" elaborados por el Insti- 
tuto de Economía de la Facultad de Ciencias 
Económicas y de Administración que están a 
disposición de los despachos parlamentarios en 
el marco del Convenio de Cooperación existente 
con la Cámara de Senadores. Cabe mencionar 
que dichos cuadros así como la información que 
utilizaremos tienen como fuente el Banco 
Central del Uruguay. 


En primer lugar, la producción nacional sigue 
viviendo un fuerte proceso de estancamiento, y 
no logra despegar respecto de la recesión 
iniciada en 1999. 


Recordemos que en 1999 asistimos a una 
disminución en el nivel de actividad de 3.2% 
respecto a 1998, habiéndose registrado las 
caídas más importantes en los niveles de 
actividad de los principales sectores: agro- 
pecuaria (7.8%), industria manufacturera (8.4%) 
y pesca (34.6%). 


Por otro lado, los únicos sectores que 
lograron crecer en el año pasado, fueron 
construcción y transporte y comunicaciones, en 
los que -recordemos- la inversión pública 
presentó importantes niveles. 


Las cifras del primer semestre de 2000, 
muestran la profundización del proceso recesivo. 
En este sentido, se registró una caída del 1% 
en el Producto Bruto Interno respecto de ¡igual 
periodo de 1999, pero la situación es aún más 
grave si consideramos que en el subperíodo 
abril-junio (el segundo trimestre) la caída fue 
aún más grande: 2.8% respecto de igual periodo 
de 1999. 


La inexistencia de medidas de reactivación 
para el aparato productivo en este Presupuesto, 
implicará que seguramente no vaya a haber 
crecimiento económico para este año y si lo 
hubiera va a estar seguramente muy lejos de la 
pauta que se nos anunciara por el gobierno al 
inicio de su gestión. 


En segundo lugar, la tasa de desempleo para 
todo el país, ha alcanzado cifras históricas, 
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arribándose en el trimestre móvi! junio-agosto a 
14.0%. En este sentido, la recesión que estamos 
viviendo aunada a la inexistencia de políticas de 
promoción del empleo, marcan que el nivel de 
desempleo estructural, se consolidará segura- 
mente en niveles superiores de los históricos. 


Esta tasa de desempleo, implica que aproxi- 
madamente ciento ochenta y ocho mil quinientos 
uruguayos se encuentran en situación de 
desocupación abierta, sin ningún tipo de empleo. 


Al mismo tiempo, la tasa de actividad, que 
mide la oferta de mano de obra que realizan los 
trabajadores, viene presentando guarismos 
descendentes desde principios de año, lo cual 
nos habla de que la gente está dejando de 
ofrecer su trabajo en el mercado. 


Todos los analistas coinciden en que ello se 
debe al desaliento por no conseguir trabajo y 
por ende no son inactivos sino desocupados 
ocultos o desalentados como los llama la OIT. 


Estos suman cuarenta mil novecientos y por 
ende si los agregamos a los desocupados, 
llegamos a una tasa de desempleo real de 
16.4%. 


Finalmente, si a estos agregamos los 
subempleados y los empleados precarios de 
1999 llegamos a una población con problemas 
de empleo que es aproximadamente de seiscien- 
tas once mil trescientas personas, es decir un 
43.8% de la población económicamente activa. 


Vinculado también con el mercado de trabajo, 
encontramos que los trabajadores en seguro de 
desempleo pasaron de veintidós mil novecientas 
treinta y dos personas en diciembre a veintisiete 
mil cuatrocientos cuarenta y tres en junio, lo que 
supuso un aumento del 20% tan solo en el 
primer semestre del año. 


Por otro lado, vemos que los trabajadores 
han visto reducida su capacidad adquisitiva en 
lo que va del año. Los salarios reales del sector 
público han tenido una caída acumulada en el 
período enero-junio cercana al 0.6%, en tanto 
que el salario real en el sector privado ha caído 
0.4% en el mismo período. La situación más 
grave se presenta con los salarios privados en 
el interior del país, los cuales han caído 1% en 
tan solo seis meses. 


La decisión tomada por el gobierno al asumir, 
en el sentido de establecer un solo aumento 
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salarial de 1.5% en todo el año para los 
funcionarios públicos, generará una caída del 
salario real de estos funcionarios del orden del 
3% en el año. Recordemos que en la misma 
situación se encuentran las pasividades, por lo 
cual esta reducción del ingreso real, afectará 
aproximadamente a novecientas mil personas 
entre trabajadores del Estado y jubilados. 


Por otro lado, el gobierno actual, no se limitó 
a tomar decisiones sobre el salario real de los 
funcionarios públicos, sino que recomendó a los 
empresarios a seguir la misma línea del 
Ejecutivo. En el recordado Foro de ACDE, el 
Ministro de Economía y Finanzas, contador 
Alberto Bensión, sugirió que una buena forma 
de reducir los costos de producción era la 
reducción de los salarios de sus trabajadores. 


Este es el ajuste social del que hablamos. 


Este es el ajuste que el gobierno dice que 
no existe, 


También vinculado al interés de los trabaja- 
dores del país, encontramos que, el Impuesto 
a las Retribuciones Personales o Impuesto a los 
Sueldos, ha tenido desde su implantación, una 
evolución creciente en su recaudación. Dicha 
evolución ha estado por encima del crecimiento 
de cualquier otro impuesto que financie al 
Estado. El Impuesto a los Sueldos ha crecido 
desde 1994 un 93.1% en términos reales, 
mientras que el IVA sólo lo ha hecho en 21.2%, 
el IMESI cayó casi 8%, el IRIC creció 46% y 
el total de ingresos tributarios del Estado lo hizo 
en 15.6%. 


Por otro lado, la única renta personal gravada 
en este país, el sueldo y pasividad, el ingreso 
de los trabajadores y jubilados, es la que más 
ha crecido en su contribución al sostenimiento 
del aparato estatal desde 1994 a la techa. 


En tercer lugar, el déficit fiscal había arribado 
a fines de 1999 a 832 millones de dólares -apro- 
ximadamente 4% del PBI- y ascendía al inicio 
del gobierno a 983 millones de dólares, es decir 
al 4.7% del PBI, que alcanzó a ser el más 
grande de la década. 


De acuerdo a las últimas cifras publicadas 
por el Banco Central del Uruguay, el déficit fiscal 
anualizado a junio de este año, es de 942 
millones de dólares, un 4.56% del PBI. 


Recordemos que oportunamente, el gobierno 
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había revisado al alza la proyección original de 
un déficit fiscal del 1.8% del PBI para fin de año, 
situándola entonces en 2.8%. Analistas especia- 
lizados en el sector público coinciden que 
tampoco es factible alcanzar esta cifra, y 
estiman que el déficit rondará el 3.5% del 
producto. 


En cuarto lugar, las cuentas externas presen- 
tan un importante saldo deficitario. El intercam- 
bio comercial de nuestro país, medido por las 
exportaciones e importaciones de bienes, alcan- 
zó a junio de este año a 1.197,7 millones de 
dólares de déficit. 


Si además consideramos el intercambio de 
algunos servicios, el déficit de balanza comercial 
de los últimos doce meses a marzo de 2000 es 
de 487,3 millones de dólares. 


En quinto lugar, la deuda externa bruta del 
sector público presenta una tendencia ascen- 
dente en los últimos tiempos. La misma fue 
5.894 millones de dólares en 1999 y continuó 
creciendo durante el primer semestre de este 
año situándose en 5.964 millones de dólares. 
Así, si comparamos este semestre con igual 
semestre del año pasado, la deuda externa bruta 
del sector público, creció 1.2%. 


Por otro lado, la deuda externa neta del 
sector público -que se obtiene descontando de 
la deuda externa bruta, los activos que el sector 
público tiene para cobrar contra residentes del 
resto del mundo- también presenta una tenden- 
cia creciente pasando de 2.416 millones de 
dólares en 1999 a 2.507 millones en junio de 
2000. También se verifica un crecimiento de la 
deuda neta respecto del primer semestre de 
1999; la deuda neta del primer semestre del 
2000 fue 3.2% mayor a la de igual período de 
1999. 


Si consideramos el stock de deuda externa 
que el país tiene -sector público y privado- 
asciende al primer semestre del presente año 
a 13.110 millones de dólares. 


Respecto del tema de la deuda externa, lo 
más preocupante surge si consideramos una se- 
rie de tiempo más prolongada. Este análisis nos 
permite encontrar algunos elementos de preocu- 
pación y que nos deben llamar a la reflexión. 


El Banco Central del Uruguay, utiliza como 
indicador de la evolución de la deuda, la relación 
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entre esta última y las exportaciones que el país 
realiza. De alguna manera las exportaciones son 
la principal fuente de divisas internacionales y 
su comparación con el nivel de la deuda es 
interesante por cuanto nos habla de la capaci- 
dad de repago de la misma. 


La relación deuda bruta total/exportaciones 
en 1999 fue 606.1%. Es decir que la deuda es 
seis veces superior a las exportaciones que el 
país realiza. Lo interesante surge de la 
comparación con años anteriores. Allí, observa- 
mos que no ha habido en los últimos veinte años 
un peor guarismo de este indicador, ni siquiera 
en los años posteriores al quiebre de la tablita 
en 1982 la deuda había sido tan superior a las 
exportaciones nacionales. 


Por otro lado, también se utiliza el indicador 
deuda/producto bruto interno. De alguna manera 
el PBl es un indicador de la capacidad 
productiva del país y su comparación con la 
deuda también nos muestra la capacidad de 
repago de la misma. Este indicador nos dice que 
es el peor guarismo de los últimos ocho años; 
en 1999 la deuda fue un 64.4% del producto 
generado por nuestra economía. 


El empeoramiento de los indicadores de la 
deuda externa uruguaya se constata también si 
usamos la relación servicios de deuda/exporta- 
ciones o servicios de deuda/PBl, que también 
nos dicen que son los peores, desde por lo 
menos 1991, 


En este marco, es que el Poder Ejecutivo le 
solicita al Parlamento elevar los topes de deuda 
y como veremos más adelante lo hace por 
primera vez para los futuros cinco años. 


En resumen, no hay crecimiento económico, 
hay más déficit y al mismo tiempo se empeoró 
la distribución de la riqueza porque cayeron los 
salarios reales y el nivel de empleo. 


Este es el contexto económico coyuntural en 
el que se elabora la propuesta presupuestal y 
estos son los elementos a atender con lo que 
consideramos que es la principal herramienta de 
gestión de un gobierno. 


1. SOBRE EL MENSAJE DEL PODER 
EJECUTIVO 


1) OBJETIVO Y ANALISIS 


El Poder Ejecutivo en su Mensaje al 
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Parlamento establece que los principales obje- 
tivos del presente Presupuesto Nacional son: 


— Potenciar el crecimiento. 


— Mejorar los niveles de empleo y la calidad 
de vida de la población. 


Todos ellos son, sin dudas, objetivos compar- 
tidos por nuestra fuerza política. 


Respecto del análisis que el equipo econó- 
mico realiza sobre la situación económica 
actual, va en la misma línea del presentado en 
oportunidad de la Rendición de Cuentas 1999. 


Así, la situación de la economía nacional, 
parece únicamente consecuencia de la conjun- 
ción de malévolos factores externos sobre los 
cuales nada se puede hacer, sino esperar que 
por gracia de una "mano invisible" los mismos 
se reviertan. 


Por otro lado, parece no haber existido la 
mínima posibilidad de preverlos con cierto 
margen de tiempo para poner en práctica 
algunos instrumentos de política económica. 


Entendemos que muchos de los índices 
señalados antes, muestran que las dificultades 
que vive el país y su población, no tienen como 
única causa la coyuntura externa desfavorable. 


La situación actual es consecuencia de la 
falta de previsión del gobierno, y la inexistencia 
de medidas que paliaran -al menos en parte- la 
aguda recesión expresada en caída del PBI, 
aumento del desempleo, creciente endeuda- 
miento de los sectores productivos, pérdida de 
mercados externos para nuestra producción, etc. 


¿Por qué decimos esto? 


Desde 1990 hasta 1998, Uruguay contó con 
condiciones externas favorables que, a nuestro 
entender, no fueron convenientemente aprove- 
chadas. 


El país contó con la oportunidad de tener un 
contexto internacional favorable expresado en: 
bajas tasas de interés, precio internacional del 
petróleo deprimido, buenos precios de nuestros 
productos de exportación, que debió haberse 
aprovechado para reconvertir productivamente 
nuestras empresas, mejorar la competitividad de 
los sectores productivos, generar la infraestruc- 
tura básica que apuntalara a las actividades 
productivas, e invertir en tecnologías de punta, 
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promoviendo un mejoramiento en la organiza- 
ción empresarial. 


Partiendo del hecho de que Uruguay cuenta 
con una base productiva muy valiosa (recursos 
naturales, mano de obra calificada, etc.), ello 
hubiera otorgado una genuina mayor compe- 
titividad a las actividades nacionales, aun en el 
marco de una menor protección. Al respecto, 
insistimos en que se desaprovechó la oportuni- 
dad. 


En materia impositiva, el presente gobierno, 
muestra como principales elementos el principio 
de neutralidad tributaria y el no incremento de 
la carga fiscal. 


En este aspecto, queremos realizar algunas 
puntualizaciones. 


El principio de neutralidad tributaria, pregona 
que el sistema impositivo debe jugarse por no 
"distorsionar los precios relativos” y evitar 
estimular o desestimular actividades de cual- 
quier tipo. La asunción de tal principio de la 
mayor ortodoxia liberal por parte del gobierno, 
implica que no es posible usar el sistema 
impositivo para objetivos tales como: 


— Crecimiento y desarrollo económico. 
— Distribución equitativa del ingreso. 


— Estímulo a la incorporación de tecnología 
por parte de los sectores productivos. 


En la mayor parte de los países desarrolla- 
dos, se ha elegido el sistema impositivo, como 
uno de los instrumentos más eficaces para la 
consecución de algunos de los fines antes 
nombrados, basta con analizar la estructura 
tributaria de cualquiera de ellos. 


Por otro lado, la pregonada neutralidad 
tributaria, se aplica a partir de un sistema que 
es de por sf injusto y muy poco "neutral", 
consolidándose un sistema tributario regresivo. 


A vía de ejemplo decimos, que la recaudación 
del IRP (Impuesto a las Retribuciones Persona- 
les) -que tributan básicamente los que perciben 
un salario o pasividad- tuvo una recaudación de 
359 millones de dólares en 1999. Ello significa 
aproximadamente un 9% de los ingresos tribu- 
tarios del Estado. El IRP ha tenido desde su 
implantación, una evolución creciente en su 
recaudación, evolución que ha estado por 
encima del crecimiento de cualquier otro im- 
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puesto que financie al Estado. Y este crecimien- 
to se debe especialmente al aumento de sujetos 
pasivos que pagan la tasa máxima. 


De esta forma, el salario y las pasividades 
«las únicas rentas personales gravadas en 
nuestro sistema impositivo- contribuyen cada 
vez en mayor medida al sostenimiento del 
aparato del Estado. 


Lamentamos que no se cumpla con la 
promesa electoral realizada oportunamente y ni 
siquiera se elimine la llamada sobretasa del 
impuesto, incluso planteándose su extensión a 
las empresas unipersonales que no manejen 
capital. 


Además de lo establecido con respecto al 
IRP, el IVA -que es responsable de más del 50% 
del total de los recursos internos del gobierno- 
es un impuesto regresivo, pues no toma en 
cuenta la capacidad contributiva del afectado. 
Por dicho impuesto paga el mismo IVA -14% o 
23%- quien gana $ 100.000 o la persona que 
tiene un ingreso de $ 2.000. Pero además, los 
más pobres son afectados en la totalidad de su 
ingreso, pues lo vuelcan totalmente al consumo, 
en cambio los más ricos se verán libres de ese 
impuesto por la parte que deciden ahorrar. 


Este es el sistema impositivo que el gobierno 
se juega por consolidar, con el principio de 
"neutralidad tributaria". 


Por último, celebramos que en el Presupuesto 
no se haya incluido la anunciada medida de 
unificación de las tasas del Impuesto al Valor 
Agregado en una sola de 18%. De haberse 
concretado, ello hubiera significado que varios 
de los bienes que integran la canasta básica de 
consumo de los trabajadores, hubieran tributado 
por una tasa mayor y algunos artículos suntuarios 
hubieran bajado su nivel de carga impositiva. En 
este sentido esperamos que esta propuesta que 
haría aun más regresivo el sistema tributario, se 
deseche definitivamente. 


El principio de no incremento de la carga 
fiscal, no es tal. 


Si consideramos el incremento de la recau- 
dación que implicarán algunas normas incluidas 
en el Mensaje del Presupuesto tales como: la 
extensión del IRP a sectores de la población que 
no lo pagaban, la implantación de un monotributo 
a los vendedores ambulantes, la eliminación de 
las exoneraciones del IRIC que tenían las 
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Cooperativas de Ahorro y Crédito, el incremento 
del IMESI a los automóviles y a los combustibles 
y la aplicación de algunos impuestos a las 
primas que cobra el Banco de Seguros del 
Estado, encontramos que existe, por la vía de 
los hechos, un "mini ajuste fiscal" del orden de 
los 100 millones de dólares. 


Principio de realismo y austeridad fiscal 


En este Capítulo el gobierno establece que 
la reducción del Gasto Público -que se concre- 
tará tanto en gasto de funcionamiento como en 
inversiones- es un pre-requisito para evitar la 
reducción de las inversiones privadas. 


La evidencia sugiere que los determinantes 
de la inversión privada, son más bien, la 
rentabilidad, el crecimiento esperado de la 
economía, el crecimiento esperado del consumo, 
la competitividad internacional del país, o los 
costos crediticios. 


Si lo que se quiere es evitar la caída en la 
inversión que realizan los agentes privados, hay 
bastante más para hacer que simplemente 
achicar el gasto público. 


En este sentido, nuestra fuerza política ha 
realizado propuestas de reactivación económica 
que han sido presentadas al Poder Ejecutivo. 


2) ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO POR 
INCISO 


Analizaremos el Presupuesto Nacional envia- 
do por el Poder Ejecutivo al Parlamento, 
tomando en cuenta las proyecciones de rubros 
destinados tanto a Gastos de Funcionamiento 
como a Inversiones por Inciso. 


Encontramos que, de acuerdo a la intención 
del Poder Ejecutivo, el Ministerio que contará 
con mayor cantidad de recursos para este 
próximo quinquenio es el Ministerio de Defensa 
Nacional. Si sumamos las asignaciones de 
rubros previstas para los años siguientes, dicho 
Ministerio tendrá el 7.8% del Presupuesto 
Nacional, participación que es superior a la 
verificada en la Rendición de Cuentas de 1999. 
En promedio el Ministerio de Defensa Nacional, 
tiene asignado 407 millones de dólares por año. 


Lo sigue el Ministerio del Interior que 
participa en un 6.6% del total, lo que representa, 
un aumento respecto de la participación que 
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tuvo durante 1999. El monto de recursos con 
que el mismo contará será de 344 millones de 
dólares promedio por año. 


El Ministerio de Salud Pública, participará con 
6.4% del total, lo cual representa una leve 
disminución de lo que tenía asignado para el 
quinquenio pasado. 


Por otro lado es posible constatar, la muy 
exigua participación de los Ministerios vincula- 
dos con la actividad productiva. Mientras que el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
sólo participa en un 1.6% del total, el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería lo hace en 0.3% 
del total y el de Turismo en un 0.2%. Sumados 
todos ellos alcanzan apenas a 2.1% del total del 
Presupuesto y no llegan a constituir la tercera 
parte del Presupuesto asignado a Defensa. 


Vale la pena agregar además que la 
asignación global al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, es prácticamente la misma 
que la del recientemente creado Ministerio de 
Deporte y Juventud, del cual no sabemos 
exactamente cuáles son los proyectos que 
impulsará. 


De acuerdo a la propuesta del Ejecutivo, otro 
de los Ministerios con fuerte impacto social, 
como es el de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, continuará presentando 
niveles de asignación global absolutamente 
insuficientes. En este sentido, se destinará a la 
construcción de viviendas tan solo el 2.3% de 
los recursos del Estado. 


La evaluación del déficit habitacional realiza- 
da por la propia Dirección Nacional de Vivien- 
das, lo sitúa en casi ochenta y dos mil 
setecientos ochenta y cuatro viviendas, déficit 
que difícilmente nos acercaremos a abatir con 
la asignación prevista para este Inciso. Las 
informaciones técnicas provenientes de otras 
fuentes indican el déficit de vivienda en ciento 
setenta mil. 


Por otro lado, el Plan Nacional de Viviendas 
2000-2004 de la Dirección Nacional de Vivienda, 
establece que los ingresos estimados para el 
quinquenio ascienden a 691 millones de dólares. 
Sin embargo, estos ingresos no podrán ser 
totalmente utilizados para la construcción de 
viviendas en virtud de los topes de ejecución 
establecidos por el Ejecutivo, y de las reduccio- 
nes previstas por el artículo 375. Esto implica 


98 CAMARA DE REPRESENTANTES 


que quedarán sin ejecutar unos 210 millones de 
dólares, que significan entre ocho mil y nueve 
mil viviendas sin construir. 


En cuanto a los Incisos 20 a 25, es de hacer 
notar los elevados niveles de asignación 
presupuestal que presenta el Inciso 23 Partidas 
a Reaplicar, el cual captará de acuerdo a la 
información enviada por el Ejecutivo aproxima- 
damente 5.3% del total del Presupuesto Nacio- 
nal. ¿Cuáles son los proyectos que se piensan 
financiar con dichos fondos? 


Por último, se le asigna a la Universidad de 
la República el 2.7% del Presupuesto Nacional, 
consolidándose así la tendencia decreciente en 
la participación en el total que viene registrando 
desde 1996. Mientras que en 1996, su partici- 
pación fue de 3.15%, en 1997, bajó a 2.94%, 
cifra que mantuvo en 1998, para bajar nueva- 
mente el año pasado cuando se ubicó en 2.82%. 
La importancia real, más allá de lo declarativo, 
que tiene la educación terciaria y la investiga- 
ción científica parece ir perdiendo peso en el 
total. 


3) PRESUPUESTO POR FUNCIONES 


Analizaremos ahora la propuesta que el 
Poder Ejecutivo envió al Parlamento, agrupando 
los distintos programas de gasto de acuerdo a 
la naturaleza de los mismos (Programas Educa- 
tivos, de Salud, de Estímulo a las Actividades 
Productivas, de Seguridad y de Vivienda). 
Buscamos de esta forma conocer cual es la 
importancia relativa que estas funciones antes 
mencionadas tienen en el actual proyecto de 
Presupuesto. 


Para ello utilizamos los tomos de Gasto de 
Funcionamiento e Inversiones remitidos en el 
Mensaje como Anexos, por la Contaduría 
General de la Nación, al Parlamento. 


Para estimar el gasto educativo, considera- 
mos: 


— El total del presupuesto de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. 


— El presupuesto de la Universidad de la 
República, descontado el presupuesto del Hos- 
pital de Clínicas. 


— El programa 012 Capacitación Profesional 
del Ministerio del Interior. 
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— La partida prevista para el año 2000 para 
el programa 005 Promoción de la Educación 
Física y los Deportes. 


— Las partidas previstas para el año 2000 del 
liceo y la escuela militar. 


En el caso de la Universidad de la República, 
consideramos que la actividad principal del 
Hospital de Clínicas es la atención a la salud 
de los sectores de la población que tienen más 
bajos recursos. La imposibilidad de contar con 
la información acerca de cuánto es gasto 
estrictamente de atención a la salud y cuánto 
es gasto destinado a tareas educativas, optamos 
por considerarlo gasto en salud. 


Por otro lado, las partidas que consideramos 
en el gasto educativo que realiza el Ministerio 
de Defensa Nacional, sólo incluyen al liceo y la 
escuela militar, dado que ni la Armada Nacional 
ni la Fuerza Aérea Uruguaya remiten al 
Parlamento la información acerca de sus 
respectivas escuelas. Por otro lado, para la 
escuela y liceo militar sólo se presenta la 
información para el año 2000, con lo cual sólo 
consideramos el gasto de ese año. 


Para estimar el gasto en salud tomamos: 


— El total del presupuesto del Ministerio de 
Salud Pública. 


— El presupuesto del Hospital de Clínicas de 
la Universidad de la República. 


— El programa 006 "Salud Militar del Minis- 
terio de Defensa Nacional”. 


— El programa 013 "Servicio de Sanidad 
Policial". 


Consideramos gasto en salud, no sólo la 
atención a la población de más bajos recursos 
que realizan los hospitales públicos, sino la 
atención a la salud de sus funcionarios que 
realizan los Ministerios de Defensa e Interior. 


Consideramos en el gasto en vivienda: 


— El presupuesto total del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


Consideramos en el gasto en seguridad: 


— El presupuesto del Ministerio de Defensa 
Nacional, -descontado el programa 006 "Salud 
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Militar" y el presupuesto del año 2000 de la 
escuela y liceo militar. 


— El presupuesto del Ministerio del Interior, 
descontado el programa 013 "Sanidad Policial” 
y el programa 012 "Capacitación Profesional". 


Consideramos en el gasto destinado a 
estímulo y coordinación de actividades produc- 
tivas: 


— El presupuesto del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca. 


— El presupuesto del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 


— El presupuesto destinado al Ministerio de 
Turismo. 


Aquí consideramos el presupuesto de los 
Ministerios vinculados a la actividad productiva 
de bienes y de servicios. 


Agrupando estas partidas en la función 
correspondiente, encontramos algunos resulta- 
dos interesantes, y que expresan más allá de 
lo declarativo, la importancia que el gobierno 
asigna a cada una de ellas. 


Trabajando con las partidas antes reseñadas, 
encontramos: 


— Que el gasto en educación ascenderá a 
664 millones de dólares por año en promedio. 
Esto ubica al gasto en educación en 12.7% del 
Presupuesto Nacional y no más allá del 3.2% 
del Producto Bruto Interno. 


En primer lugar, debemos decir que resulta 
un gasto absolutamente insuficiente para el 
desarrollo de los programas básicos que se 
plantean los organismos que intervienen en la 
planificación de la educación. 


En segundo lugar, a seis años del plebiscito 
impulsado con el objetivo de elevar el gasto 
educativo al 27% del Presupuesto Nacional y al 
4.5% del PBI, encontramos que el mismo no 
alcanza a ser la mitad de dicha cifra. Recorde- 
mos que en oportunidad de dicho plebiscito, los 
partidos que se oponían al mismo se compro- 
metieron en el marco de la campaña electoral 
a elevar el gasto en educación a los niveles que 
se solicitaban. Seis años después el presupues- 
to de la educación en nuestro país, sigue siendo 
de los más bajos de América Latina. 


En tercer lugar, encontramos en el Mensaje 


de Presupuesto, que se piensa destinar a 
educación el mismo presupuesto que se proyec- 
ta otorgar a la función seguridad. 


— El gasto en salud en virtud del Mensaje 
de Presupuesto, ascenderá a 450 millones de 
dólares por año en promedio, lo cual lo ubica 
apenas en 8.6% del Presupuesto Nacional. 


La encuesta de hogares sitúa en un millón 
cuatrocientos mil, las personas que se atienden 
en el sector público y en un millón seiscientos 
mil las que se atienden en el subsector privado 
de la salud. El 50% de la población nacional, 
se atiende en el sector privado de la salud, el 
33.1% de la población nacional, se atiende en 
los hospitales y policlínicas del Ministerio, el 
11% en otras instituciones públicas (Hospital de 
Clínicas) y un 5% no tiene cobertura de ningún 
tipo. 


Si tomamos los datos de la cantidad de 
población atendida por salud pública y el monto 
de recursos que se le piensa asignar, encontra- 
mos que el gasto por paciente en salud pública 
ascenderá a 321 dólares anuales. 


Por otro lado, se estima por parte de 
consultoras privadas, que el gasto por paciente 
en la salud privada es de aproximadamente 
1.000 dólares anuales. 


Con esta asignación presupuestal que el 
gobierno piensa hacer a toda la salud pública, 
se consolidará una estructura absolutamente 
regresiva en donde habrá una salud para pobres 
y otra para ricos. 


— Por otro lado, el gasto en vivienda, 
calculado por la relación entre el total de Gastos 
de Funcionamiento e inversiones y el total del 
Presupuesto Nacional asciende a 2.3% del total. 
¿Es este el esfuerzo que el gobierno va a hacer 
para tratar de cubrir el déficit habitacional, y las 
necesidades de vivienda de las personas más 
carenciadas? 


— El gasto en seguridad (Defensa e Interior) 
ascenderá a 658 millones de dólares por año, 
lo cual lo ubica en el mismo nivel que el gasto 
educativo: 12.6% del Presupuesto Nacional. 


— Como sabemos, la estructura presupuestal 
es un reflejo de la voluntad política de los 
gobiernos: hoy, disminuye el gasto educativo al 
mismo nivel que el peso que tiene la seguridad. 


— Por último, encontramos que el Presupues- 
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to destinado a las actividades que el Estado 
realiza en materia de coordinación y estímulo a 
las actividades productoras de bienes y de 
servicios, alcanza tan solo a 2.2% del total del 
Presupuesto Nacional. En medio de una crisis 
muy importante que afecta a la producción 
nacional, el Estado destina en su conjunto al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y al 
de Turismo menos de la tercera parte del 
Presupuesto total del Ministerio de Defensa 
Nacional. 


Repetimos que más allá de lo declarativo, 
estas cifras resultan ser el compromiso real que 
el gobierno asume con las distintas funciones y 
habla por sí solo del modelo económico y social 
que impera a partir de las decisiones de la 
coalición gobernante. 


11l INVERSIONES 


Como lo venimos denunciando año tras año, 
nuestro país muestra niveles alarmantemente 
bajos de inversión, que no permiten ni siquiera 
la reposición del desgaste de los bienes 
duraderos. Si seguimos a la CEPAL, en la 
edición 1999 del Anuario Estadístico de América 
Latina y El Caribe publicado en el año 2000, 
vemos que los países que conforman el 94% del 
PBi total de la región, en la década del 90 
invirtieron en promedio el 20% de su producto 
y Uruguay, tan solo entre el 8% y el 12%. 


Por otra parte y siguiendo las cifras que 
publica el Banco Central del Uruguay, vemos el 
estancamiento de las cifras que destina el sector 
público a la inversión, que no supera el 3% del 
PBI. El incremento aportado en los últimos años 
por el sector privado es totalmente insuficiente 
para acercar al país a los niveles promedio de 
la región (3% en el último decenio). 


Se torna imprescindible que el Estado salga 
de ese entorno pobre de inversión, con un 
esfuerzo que permita tanto, dinamizar algunos 
sectores de la economía, como mejorar el nivel 
de empleo. Las previsiones que al respecto se 
incluyen en el Presupuesto, son totalmente 
insuficientes para cumplir con estos propósitos. 


Además, se incluye el artículo 375, el cual 
dispone la disminución de la inversión pública 
proyectada, en un 5% para el año 2001, y en 
un 9% para el 2002, en cada una de las fuentes 
de financiamiento, lo que demuestra que el 
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gobierno apuesta, no únicamente a contracción 
del gasto público en lo social, sino que no 
promueven la inversión pública, que impacta 
directa e indirectamente sobre la creación de 
empleo y en la reactivación de las empresas 
contratadas por el Estado. 


IV SISTEMA TRIBUTARIO 


Nuevamente en el actual presupuesto no se 
impulsa una reforma tributaria, que permita 
quitarle su regresividad y transformarla en un 
instrumento de redistribución que mejore la 
calidad de vida de la gente y en la incentivación 
del empleo productivo. 


Como lo dijéramos en el Capítulo 1, la 
propuesta del Poder Ejecutivo significa a nivel 
tributario un "mini ajuste fiscal", de alrededor de 
100 millones de dólares, que nuevamente recae 
sobre el trabajo y la producción. 


Esa nueva recaudación la logran con la 
extensión del impuesto al trabajo a sectores de 
la población que no la pagaban; la implantación 
de un monotributo a la actividad comercial en 
la vía pública; la eliminación de exoneraciones 
tributarias a las Cooperativas de Ahorro y 
Crédito; el aumento del IMESI a los combusti- 
bles y automóviles a partir del 12 de enero del 
año 2001; y el incremento de impuestos a las 
primas que cobra el Banco de Seguros del 
Estado. 


Como podemos apreciar una vez más el peso 
de los tributos recae sobre los sectores de 
menores ingresos o en áreas vinculadas con la 
producción y el trabajo. 


Así lo podemos apreciar cuando en lugar de 
disminuir el impuesto a los sueldos -Impuesto 
a las Retribuciones Personales-, como se 
comprometieron en 1996 en oportunidad de 
aprobarse el anterior presupuesto quinquenal y 
en el compromiso programático preelectoral de 
la coalición de gobierno de 9 de noviembre de 
1999, optan por incrementar la base de 
recaudación. 


Los uruguayos pagamos el combustible más 
caro de la región, sin embargo una vez más se 
dispone aumentar sus gravámenes, afectando 
directamente a la producción y el trabajo. 


Los usuarios que acceden a los créditos en 
las Cooperativas de Ahorro y Crédito son 
aquellos vinculados a las PYMES o a sectores 
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medios de la sociedad que no pueden trabajar 
con el sistema financiero privado, también a 
ellos se les encarecerá el crédito. 


La voracidad del equipo económico hace que 
recurran a la aplicación del "monotributo" a los 
ciudadanos que trabajan en la actividad comer- 
cial en la vía pública, desconociendo que son 
sectores de la sociedad que de alguna forma 
han sido desplazados, por falta de trabajo de 
la actividad formal y que además son el sustento 
de sus propias familias. Se comete una gran 
injusticia que es necesario revertir. 


En definitiva las propuestas del Poder 
Ejecutivo siguen sin gravar a las grandes rentas 
o al sistema financiero privado. 


V SEGUNDA REFORMA DEL ESTADO 


Se ha reconocido por integrantes del equipo 
económico que en el Presupuesto se implementa 


la 11 Reforma del Estado, veremos algunos 
ejemplos. 
El discurso oficial lo ha denominado 


pomposamente la Reforma del Estado ll, y se 
pretende la mejora del tuncionamiento del 
gobierno, reduciendo las regulaciones y los 
costos que a través de ellas se imponen al 
sector privado. Esta reducción o eliminación 
tiene un costo fiscal determinado por la pérdida 
de ingresos tributarios o de precios, que se 
intenta financiar mediante un crédito internacio- 
nal, una parte del cual se destinaría a financiar 
estudios técnicos para lograr ese mejoramiento 
de la gestión pública. Es decir, para financiar 
asesoramientos mediante las modalidades con- 
tractuales que han sido severamente cuestiona- 
das por nosotros en los últimos tiempos. 


El Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto ha hecho referencia a la deroga- 
ción de algunas tasas que gravan el comercio 
exterior y que perjudican la competitividad del 
país. Señaló a las detracciones de los cueros 
y a un impuesto a las exportaciones de carne. 
Este último es un caso paradigmático. Se 
propone la derogación del impuesto que financia 
a INAC mientras se derogan trascendentes 
cometidos de control de la actividad de los 
frigoríficos que efectúa esta institución, que 
entendemos, a la larga va a perjudicar la propia 
labor exportadora que se pretende beneficiar. 


La fijación de normas de calidad y especifi- 


caciones técnicas a fin de orientar las exporta- 
ciones hacia niveles de calidad comercial 
aceptable, la organización y cumplimiento del 
control oficial de calidad comercial de las 
exportaciones del sector cárnico, son activida- 
des necesarias para obtener y mantener un alto 
nivel de los productos de exportación. Con el 
pretexto de mejorar la competitividad de nues- 
tras empresas, se eliminan controles que como 
un bumerán, nos traerán problemas futuros de 
colocación de nuestros productos. 


Además, se incluye a los tuncionarios de 
Administración de Ferrocarriles del Estado 
(AFE), dentro de las excepciones a la 
redistribución de funcionarios prevista en la 
última Ley de Presupuesto, en la que se 
encontraban los funcionarios de PLUNA. La 
redistribución no tiene límites espaciales, por lo 
que será la más gravosa para los funcionarios 
redistribuidos, afectando o lesionando sus dere- 
chos funcionales. La no aceptación de la 
redistribución tendrá como consecuencia que se 
entenderá que ha renunciado tácitamente, 


La ausencia de un límite espacial o de un 
condicionamiento de la redistribución a lugares 
donde se cumplan determinadas condiciones de 
transporte, frecuencias, etc., afectará la vida 
familiar y de relación del funcionario, trayendo 
perjuicios generales sin beneficio ninguno, ni 
para el funcionario ni para la sociedad. 


Se propone, asimismo redistribuir a los 
funcionarios de “El Espinillar" derogando el 
artículo 24 de la Ley N* 16.127 que establece 
que si como consecuencia de la redistribución 
el funcionario debiera prestar servicios fuera de 
la localidad donde reside habitualmente, deberá 
obtenerse previamente su conformidad expresa, 
perdiendo la garantía del otorgamiento de su 
conformidad. En este caso, se limita el ámbito 
espacial al departamento que constituye su 
residencia permanente, o aun a un departamen- 
to limítrofe con aquél, pero los problemas de 
transporte pueden llegar a ser insolubles. Este 
artículo también merece igual observación 
respecto a su regularidad constitucional. 


Similares consideraciones que lo anterior, es 
el régimen de redistribución para PLUNA. 


Otro elemento que aparece en el Presupuesto 
es la creación de cargos de alta prioridad y 
funciones de alta especialización con retribucio- 
nes importantes que van desde $ 16.070 a 
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$ 42.035. Esperemos que esto no se convierta 
en un nuevo nepotismo, como lo fueran los 
Contratos de Obra y Arrendamiento. 


Como podemos apreciar se continúa con 
sendas Reformas del Estado inconsultas y que 
perjudican a diferentes sectores de trabajadores 
o de nuestros productos. 


La Reforma del Estado del Presupuesto 
1995 - 1999, originó once mil quinientos puestos 
menos en la Administración Pública, con el 
resultado previsto de mayor desocupación y 
costos, ya que se recurrió a préstamos interna- 
cionales que superaron los 100: millones de 
dólares, con contrapartidas de aproximadamente 
70: millones de dólares. Al mismo tiempo los 
organismos públicos recurrieron a la contrata- 
ción de becarios y pasantes para atender sus 
necesidades administrativas y funcionales, por 
lo que sigue sin justificarse la tan pregonada 
Reforma del Estado resuelta en el Presupuesto 
anterior. 


VI LA PRODUCCION AGROPECUARIA 


La actividad agropecuaria ha perdido en el 
período de gobierno anterior 1995-1999 casi la 
tercera parte del valor de su producción. El 
Banco Central del Uruguay (BCU) nos informa 
que a valores corrientes, el PBI agropecua- 
rio pasó de US$ 1.635: millones en 1995 a 
US$ 1.172: millones en 1999, o sea una pérdida 
del 28%. La disminución de puestos de trabajo 
y de pequeños productores rurales, que han 
pasado a engrosar los cinturones de pobreza de 
las ciudades capitales y en especial de 
Montevideo, se ha transformado en el corolario 
de la situación. 


Ya hemos planteado nuestra discrepancia con 
las iniciativas insuficientes del Poder Ejecutivo 
en ocasión de la discusión de la Ley de 
Urgencia, cuyas propuestas en todo momento 
tendieron a distribuir recursos entre los grandes 
productores, con criterios de país financiero, 
contrapuestos a la necesidad de país productivo. 


En este Presupuesto vemos que las propues- 
tas de la coalición gobernante, continúan el 
mismo camino ya transitado, con una participa- 
ción en el gasto total del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca tan insuficiente 
como lo fue en el Presupuesto anterior. 


El único incentivo para el sector, incluido en 
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este proyecto, es la propuesta de mantener en 
forma permanente una rebaja de la contribución 
inmobiliaria rural, aplicando los mismos criterios 
de falta de selectividad, lo que significa que 
como hasta el presente, los recursos serán 
derivados en beneficio casi exclusivo de los 
grandes productores rurales. 


El Instituto Nacional de Colonización sigue 
sin ser atendido adecuadamente, a pesar de que 
existen cuatro mil colonos que piden mayor 
asistencia y cinco mil aspirantes a colonos que 
solicitan tierras para trabajar. Nuestras propues- 
tas van destinadas a otorgar recursos frescos 
al Instituto Nacional de Colonización (INC). 


Mientras que nuestra sociedad no destine 
recursos al estímulo de subsectores, que más 
impacten sobre el empleo y que se privilegien 
las producciones que enfrentan mayores dificul- 
tades en los mercados externos, debido a la 
caída de los precios de los productos básicos 
internacionales, seguiremos presenciando la 
caída del producto agropecuario, la disminución 
de la cantidad de productores rurales, el 
empobrecimiento de la campaña y en conse- 
cuencia del país en general. 


VIl VIVIENDA 
1. Diagnóstico: 


De acuerdo al Plan Quinquenal de Viviendas 
el déficit de viviendas a mayo de 1996 -mes en 
que se realizó el último Censo de Población y 
Vivienda- era de ochenta y dos mil setecientos 
ochenta y cuatro. Esta es la diferencia entre el 
número de viviendas disponibles de uso perma- 
nente menos los hogares particulares, ambos 
datos surgen de la información censal. Como se 
señaló, según otras fuentes técnicas el déficit 
habitacional sería de ciento veinte mil. El 
Director de la revista "Propiedades" y muy 
vinculado al sector inmobiliario, dijo en tebrero 
de este año 2000 que el déficit en la actualidad 
es de doscientas dieciseis mil doscientas 
sesenta y seis viviendas. 


En el Plan se reconoce que: "Si se considera 
el hacinamiento cuando existen más de dos 
personas por habitación en 1985 había setenta 
y cinco mil ciento cuarenta hogares en esa 
situación y en 1996, ciento ochenta y siete mil 
seiscientas cuarenta y cinco, lo cual constituye 
un espectacular aumento del 150%". 
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Interesa destacar que del punto de vista 
etario, son los niños los que más sufren el 
hacinamiento, con todas las consecuencias que 
ello tiene para su desarrollo. 


Para cuantificar las carencias habitacionales 
desde la perspectiva de la demanda hemos 


usado tres indicadores de diferente contenido ' 


que llevan a la misma conclusión: la necesidad 
urgente de ampliar la construcción de nuevas 
viviendas y de mejorar las disponibles. 


2. Del punto de vista del 
desempleo y la pobreza 


empleo, el 


El sector construcciones que incluye cons- 
trucción y reparación de viviendas se caracteriza 
por tener los ocupados más pobres. En otras 
palabras la tasa específica de pobreza de la 
población ocupada por rama de actividad to- 
ma los mayores guarismos en la construcción 
-33%-. 


Por lo tanto la desocupación en el sector 
construcción, agrega en forma directa más 
pobreza y marginalidad. 


En contrapartida la creación de puestos de 
trabajo en dicho sector llegaría directamente a 
los hogares más pobres. 


Pero a su vez la destrucción de puestos de 
trabajo en el sector lleva a la pérdida de 
empleos en otras ramas de actividad, aumentan- 
do la desocupación, por lo tanto aumentando la 
pobreza. 


Actualmente este sector es el que acumula 
las mayores pérdidas en términos de su PBI, 
10.3%, en la comparación del primer semestre 
de este año en relación a igual período del año 
anterior. 


La Cámara de la Construcción estima que se 
perderán entre seis mil y siete mil puestos de 
trabajo en el sector construcciones, el SUNCA 
opina que se superarán los ocho mil puestos de 
trabajo en este año debido a la disminución de 
la inversión Pública. Lo que llevaría a una 
pérdida adicional de tres mil puestos de trabajo, 
en el resto de la economía. 


Los valores señalados son coherentes con la 
tasa de desocupación especítica en la rama que 
están teniendo una evolución creciente lle- 
gando al 17% y 15% en Montevideo y el interior 
urbano respectivamente, para el trimestre móvil 
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junio/agosto de 2000. (Se debe tener en cuenta 
que la tasa de desempleo entre los ocupados 
es decir descontando los que buscan trabajo por 
primera vez era de 11.7% y 10.6% para ambas 
regiones geográficas, en el mismo período). 


3. Respuesta del Poder Ejecutivo 


A la luz de este diagnóstico, ¿cuál es la 
respuesta del Poder Ejecutivo en la Ley 
Presupuestal, ante este panorama, que demues- 
tra la urgencia de reactivar el sector construc- 
ción en general y específicamente el vinculado 
a la vivienda? 


En el Plan se citan fuentes propias del Fondo 
Nacional de Viviendas y Urbanismo -FONAVI y 
U.- para el quinquenio que alcanzan los 691.3 
millones de dólares. No hay recursos previstos 
de otras fuentes ni de Rentas Generales ni de 
préstamos internacionales -en el saldo inicial 
hay menos de 2 millones de dólares por este 
concepto-, etc. 


Además se trata de fondos provenientes en 
su casi totalidad del IRP que se descuenta del 
ingreso de los activos y pasivos con ese destino. 


Pero el tope máximo a gastar determinado 
por el Ministerio de Economía y Finanzas es de 
US$ 481 millones de dólares; suma neta 
disminuyendo lo establecido en el artículo 375 
del Presupuesto. Que equivale aproximadamen- 
te a diecinueve mil nuevas viviendas suponiendo 
que el costo de una vivienda nueva es de 
US$ 25.000. 


Es decir que se usarán con otros destinos, 
como mínimo la diferencia entre lo recaudado 
y el tope dado por el Ministerio de Economía 
y Finanzas: US$ 210 millones, lo que equivale 
a que se dejarán de construir entre ocho y nueve 
mil viviendas. 


Se procede ignorando la realidad descrita. 
Más bien, demostrando una vez más dónde no 
están las prioridades del gobierno. 


VIIl FONDOS DE LIBRE DISPONIBILIDAD 


Por el artículo 37, los Incisos 02 a 15, que 
representan el 82% de la proyección de gastos 
con la financiación de afectación especial para 
el año 2000, volcarían el 31 de diciembre de 
2001 a Rentas Generales una suma extraordi- 
naria equivalente al 80% de los saldos dispo- 
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nibles, que reduciría el déficit previsto para ese 
año. 


Hasta el año 2000, los saldos al cierre del 
ejercicio de los fondos de libre disponibilidad, 
son fuentes de financiamiento del déficit, pero 
a partir de ese año cambiarán su status y se 
convertirán en un recurso de Rentas Generales 
(que no ha sido proyectado como recursos). Si 
proyectamos los saldos disponibles al cierre del 
ejercicio 1999, donde existían en caja y bancos 
US$ 113 millones de libre disponibilidad de los 
Incisos 02 al 27, vemos que al fin del 2001 
ingresarfan a Rentas Generales US$ 74 millones 
extras en recursos, correspondientes al 80% del 
saldo únicamente de los Incisos 02 al 15. 


Sabemos que la recaudación es cíclica y 
sabemos también que los gastos e inversiones 
se pueden programar en base a la recaudación, 
pero el 31% de estos fondos se aplica al pago 
de retribuciones personales y aportes a la 
seguridad social que son partidas que tienen en 
carácter eminentemente indiferibles. Aún más, 
existen Incisos como Turismo y Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas o Salud Pública, 
donde las retribuciones personales con estos 
fondos son inexistentes, pero existen otros como 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, donde 
representan el 108% y el 81% respectivamente 
de los costos del personal que se abonan con 
cargo a Rentas Generales. 


En resumen, se busca disminuir el déficit del 
año 2001, por única vez, en US$ 74: millones 
con el volcado de los saldos de los fondos de 
libre disponibilidad a Rentas Generales. Pero, 
disminuir la disponibilidad de los Incisos, traerá 
tensiones financieras de caja permanentes, no 
sólo para el 2001, que pondrá en riesgo el pago 
puntual de acreedores y fundamentalmente de 
retribuciones personales, que en algunos Incisos 
superan los montos que se abonan por planilla 
de Rentas Generales. 


IX ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR PUBLI- 
¡0) 


En la perspectiva planteada en el proyecto de 
Ley Presupuestal, a través de la autorización de 
nuevos topes que se plasman en los artículos 
361 y siguientes. 


Vemos que en el primer año se solicita una 
ampliación del tope del 15.29% en relación al 
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tope actual. Para llegar a este porcentaje 
tomamos el tope legal solicitado para el 2001 
que alcanza a US$ 5.100 millones y lo 
comparamos con el tope que informó el 
Ministerio de Economía y Finanzas el 25 de 
setiembre de 2000; US$ 4.423,6 millones, lo que 
arroja una diferencia de US$ 676 millones; que 
en porcentaje de esta última cifra da el valor ya 
señalado. 


En los años sucesivos, la ampliación anual 
del tope se ubica en porcentajes que están entre 
el 7% y el 9%. 


Entre puntas, es decir comparando el tope de 
endeudamiento máximo que se solicita para el 
2005 con el tope actual el incremento es de un 
59% mayor (en millones de dólares, 7.050 frente 
a 4.423,6) equivalente a US$ 2.626 millones de 
dólares. 


En cuanto a la deuda en moneda extranjera 
del sector público esta se divide en dos 
capítulos: endeudamiento con no residente 
"externo" y endeudamiento con residentes. 


El endeudamiento en moneda extranjera 
aumentó en la Administración anterior un 
47.63%. La deuda externa un 18.85% y la deuda 
con Residentes un 90.11%. Esta última forma de 
endeudamiento implica una tasa efectiva anual 
de crecimiento de casi un 14%. 


Dentro de la deuda con residentes, los bonos 
y letras no llegan al 20% al 30 de marzo de 2000 
(1199/6552,6, ver Boletín del Banco Central del 
Uruguay de junio/2000). Relación que se 
mantiene aproximadamente constante en los 
cinco años anteriores. 


Por lo tanto hay un 80% del endeudamiento 
del sector público con residentes que no está 
contemplado en los topes legales que se ponen 
a consideración del Poder Legislativo, a pesar 
de que la deuda con residentes en moneda 
extranjera tuvo un aumento realmente explosivo. 


Señalamos además que: 


La gestión de las instituciones financieras 
relevantes en el endeudamiento público con 
residentes, Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU) y Banco Hipotecario del 
Uruguay (BHU), están condicionadas por las 
directivas de la conducción económica del 
gobierno. Es decir no son asimilables a la 
gestión de una institución financiera privada, la 
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misma está determinada por la política econó- 
mica del gobierno. 


Es necesario que el Poder Legislativo realice 
un control del endeudamiento del sector público. 


X TOPES DE DEUDA 


Concluyendo, la deuda bruta en moneda 
extranjera del sector público, interna y externa, 
alcanzó al 31 de diciembre de 1999 los 12.516 
millones de dólares, o sea el 59.5% del PBI del 
año, que nos sitúa en un umbral de riesgo de 
hacer frente a los compromisos futuros de 
vencimientos. 


Los aumentos solicitados en los topes 
incrementarían la deuda en 12% del valor del 
PBI del año 1999. Como las proyecciones de 
crecimiento del PBI para el período no llegan 
a completar un 2.5% acumulativo anual, ese 
aumento pedido invariablemente tendrá como 
destino aumentar la relación deuda/PB! del 
59.5% a valores cercanos al 70%. 


Esas magnitudes llevarán a disminuir la 
calificación del país en el ámbito internacional, 
lo que a su vez traerá aparejado un incremento 
de las tasas que se deberán pagar por la 
colocación de los papeles del Estado, aumen- 
tando por esta vía aún más el déficit proyectado. 


XI JUNAE - FONDO DE RECONVERSION 
LABORAL 


La Junta Nacional de Empleo es un órgano 
tripartito encargado de la recapacitación de los 
trabajadores desempleados o con dificultades de 
inserción laboral, mediante cursos contratados 
con entidades de formación profesional públicas 
o privadas y financiados a través del Fondo de 
Reconversión Laboral, que se nutre del aporte 
de empresarios y trabajadores. El sistema 
comprende la orientación ocupacional, la forma- 
ción y la asistencia económica del trabajador. 


Durante el período 1992 a 1999, la Junta 
Nacional de Empleo desarrolló programas espe- 
cíficos para colectivos de trabajadores bien 
identificados, como desempleados, discapacita- 
dos, jóvenes provenientes de hogares de bajos 
recursos, trabajadores rurales desocupados, 
PYMES, etc. 


En el presente año la Junta Nacional de 
Empleo ha debido suspender sus actividades por 
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decisión del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, debido al desfinanciamiento del Fondo 
de Reconversión Laboral, lo cual ha agravado 
sustantivamente la situación de los desempleados 
que se ven privados de la única política activa 
de empleo llevada adelante por el Estado. 


La situación demanda un aporte extraordina- 
rio del Estado para continuar con el programa. 


En el proyecto de Ley de Presupuesto 
Nacional, remitido por el Poder Ejecutivo al 
Parlamento, para el período 2000 - 2004, no se 
prevé asistencia de ningún tipo del Gobierno 
Central al Fondo de Reconversión Laboral. 


El propio Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, contador Alvaro Alonso, reconoce que 
quizás se necesiten más de US$ 400.000 
mensuales, como aporte del Estado, para 
atender la cobertura de la JUNAE,. 


Nuestra propuesta va dirigida a atender esas 
necesidades del programa, para que se pueda 
atender el problema central del empleo y su 
capacitación. 


XIl ANEP - UNIVERSIDAD 
ANEP 


Como señaláramos antes, el gasto en 
educación -en función del Mensaje del Poder 
Ejecutivo- asciende a 664 millones de dólares 
por año, en promedio. De esta forma de 
aprobarse el proyecto del Poder Ejecutivo, el 
Presupuesto educativo estará en los próximos 
cinco años, entre 3 y 3.5% del Producto Bruto 
interno. 


La participación en el Presupuesto Nacional, 
de los dos organismos que planifican y realizan 
la educación pública y gran parte de la 
investigación científica, Incisos 25 y 26 (ANEP 
y Universidad), es tan solo del 13.1% del total. 


Es, sin dudas uno de los niveles de gasto en 
educación más bajos dentro de los países de 
América Latina. 


Este guarismo, resulta absolutamente insufi- 
ciente, no sólo porque se encuentra muy por 
debajo de las recomendaciones de los organis- 
mos internacionales especializados, sino porque 
compromete -a nuestro juicio- la propia realiza- 
ción de los proyectos que la ANEP y la 
Universidad de la República han establecido en 
sus respectivos Mensajes. 


106 


En cuanto al Mensaje del Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP), nuestra fuerza política 
comparte varios de los objetivos que el inciso 
se plantea para el próximo quinquenio, así como 
entiende necesario apoyar y complementar con 
una propuesta propia, las partidas de naturaleza 
salarial incluidas en el mismo. 


Nuestro apoyo a la solicitud de recursos que 
hace la ANEP, se basa en que varios proyectos 
que se plantea realizar el organismo son 
compartibles en varios aspectos. 


En cuanto a Educación Primaria, se plantea 
la necesidad de continuar y extender la 
experiencia de la educación de tiempo completo 
que busca disminuir los niveles de repetición de 
aquellos niños que provienen de contextos 
socioeconómicos desfavorecidos. Se plantea 
como novedad la necesidad de extender la 
experiencia al medio rural, donde los niveles de 
repetición son altos y están también asociados 
a las malas condiciones materiales y sociales de 
vida de los niños. Como se prevé un aumento 
de la matrícula en tales escuelas del orden de 
los diecisiete mil niños, se incrementará también 
la necesidad de más docentes, mejor remune- 
rados y mayor infraestructura. 


En cuanto a la educación secundaria, se 
proyecta universalizar el ciclo básico y reducir 
los niveles de deserción que allí se dan, asi 
como incrementar la matrícula en los distintos 
bachilleratos. 


En la educación técnica, se busca por parte 
de la ANEP, incrementar la matrícula en un 
147% en la educación para el agro, los 
procesos industriales, administración, comercia- 
lización y servicios y en el ciclo básico tec- 
nológico. 


En cuanto a la formación de profesores, la 
ANEP se plantea el desafío de lograr la profesio- 
nalización de la docencia, que en la enseñanza 
media es un objetivo no alcanzado. 


Por otro lado, presentamos en la Comisión 
una propuesta con el objetivo de complementar 
las partidas de materia salarial que el Inciso 
propuso. Así, propusimos un incremento del 16% 
en el rubro 0, financiado a través de un 
gravamen a las propiedades inmuebles con 
valores reales por encima de un mínimo no 
imponible, con incremento de la imposición a los 
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cigarrillos y a artículos tales como pieles, joyas, 
"bijuoterie" fina y embarcaciones de paseo. 


Si comparamos la solicitud de recursos hecha 
por la ANEP para solventar estas y otras pro- 
puestas, con lo que el Poder Ejecutivo decidió 
otorgar, encontramos que este último otorga 
trescientos millones de dólares menos en el 
quinquenio que lo solicitado por el Inciso. ¿Es 
que el Ejecutivo no comparte la propuesta de 
la ANEP en materia educativa? ¿Cómo entiende 
que se podrán llevar a cabo las propuestas, con 
estas exiguas partidas que propone? 


UNIVERSIDAD 


En lo que tiene que ver con la Universidad 
de la República, vale la pena recordar que ésta 
realiza la formación de los futuros profesionales; 
la que atiende la salud de los sectores más 
carenciados de nuestra población, así como 
produce el 70% o más de la investigación 
científica del país. 


Sin embargo ha sido, en materia presupuestal, 
uno de los sectores más postergados en los 
últimos años. Por tomar sólo los datos del último 
quinquenio diremos que en 1995, la Universidad 
participaba con el 3.6% del total del Presupues- 
to, en 1996 lo hacía con un 3.4%, en 1997 
bajaba a 3.3%, en 1998 era de 3% y el año 
pasado constituyó tan solo 2.8% del total. Según 
lo asignado por el Ejecutivo, la Universidad 
caería aún más en su participación situándose 
en 2.7% del total. 


La propuesta de la Universidad de la 
República, está firmemente sustentada sobre la 
base de varios proyectos interesantes, razona- 
bles y absolutamente compartibles. 


En primer lugar, la matrícula en la educación 
terciaria se quintuplicó entre 1960 y 1999 y se 
prevé que seguirá creciendo en los próximos 
años hasta alcanzar un número de ochenta mil 
estudiantes universitarios a fin del quinquenio. 
Se alcanzará una tasa de escolaridad del 33% 
aproximadamente lo que todavía nos situará 
lejos de los niveles de los países desarrollados 
(60%), pero obliga a aumentar la cantidad de 
recursos docentes para atender esta demanda. 
En este sentido, el número de alumnos por 
docentes ha venido creciendo en los últimos 
tiempos, empeorando así la calidad de la 
enseñanza y no es posible aceptar que esto 
continúe sucediendo. 
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En segundo lugar la Universidad se plantea 
Una serie de proyectos sumamente interesantes, 
que atienden las demandas de estudiantes 
radicados en el interior y de aquellos que aun 
viviendo en la capital, no pueden asistir a las 
clases. Es para ello que la Universidad se 
plantea los proyectos de educación a distancia, 
adoptando un modelo ya utilizado y probado en 
el exterior. 


En tercer lugar, la Universidad presenta una 
serie de proyectos a ser desarrollados conjun- 
tamente con la ANEP, que persiguen los 
objetivos de facilitar el tránsito de los estudian- 
tes del liceo a la Universidad, de lograr una 
compatibilización de los programas de estudios, 
etc. 


Por último resaltamos la necesidad de 
atender la demanda que la casa mayor de 
estudios plantea para las otras dos grandes 
funciones que tiene asignadas: la investigación 
científica y la extensión hacia los sectores más 
carenciados de la población. 


Una vez más lo otorgado por el Ejecutivo está 
muy por debajo de lo que la Universidad 
entiende necesario para cumplir con estas 
actividades. Así, la diferencia en el quinquenio 
es de 216 millones de dólares entre lo solicitado 
por la Universidad y lo que finalmente el 
Ejecutivo decide otorgar. 


¿Es de esta forma que el país entrará en la 
revolución científico-técnica? 


Una vez más constatamos la enorme distan- 
cia, entre lo declarativo y la voluntad real. 


XIll EMPRESAS PUBLICAS 
1. ANTEL 


Vemos con gran preocupación los cambios 
que se introducen en la Carta Orgánica de 
Administración Nacional de Telecomunicaciones 
(ANTEL), a través del artículo 369 del actual 
proyecto de ley presupuestal. 


Se argumentaba en ocasión de considerarse 
la Ley N?* 16.211 (Ley de Empresas Públicas) 
en el año 1991, que "nuestras empresas no 
estarían habilitadas para competir, regional o 
internacionalmente, sin estar dotadas de medios 
jurídicos más flexibles que le permitan realizar 
este tipo de combinaciones y que haya una 
participación privada en las mismas". La mayo- 
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ría del Cuerpo Legislativo en el año 1991 aprobó 
el proyecto consagrando la ley antes menciona- 
da. La iniciativa del movimiento sindical junto a 
otras organizaciones sociales y políticas, confor- 
mó una línea de acción hacia la consulta 
popular. En consecuencia el pueblo se pronun- 
ció contra lo que claramente entendió como la 
privatización de las empresas públicas y en 
particular de ANTEL, con más de un 72% de 
votos para derogar los artículos de aquella ley. 


Hoy, todavía administrada por el Estado, 
Administración Nacional de Telecomunicaciones 
(ANTEL), no sólo sobrevivió a aquellas calami- 
dades vaticinadas como inexorables, sino que se 
colocó en un lugar destacado a nivel nacional 
e internacional, demostrando un crecimiento 
sostenido en los servicios y en su economía. En 
la Memoria y Balance del año 1999 se expresa 
que los ingresos por ventas fueron US$ 742 
millones, con una utilidad neta de US$ 202 
millones, tiene un patrimonio de US$ 1.003 
millones y aportó a Rentas Generales US$ 145 
millones. Se ubica en el lugar doscientos 
veinticuatro entre las quinientas empresas más 
grandes de América Latina. Y según comunicado 
de prensa emitido por el Ente el Resultado 
preliminar al 30 de junio de 2000, es de una 
utilidad neta, en el período enero a junio, de 
US$ 103.541.000 (ciento tres millones quinien- 
tos cuarenta y un mil dólares). 


ANCEL, que comienza con su operativa en 
desventaja, ha alcanzado la cobertura total del 
país, con un muy buen servicio y abarca el 65% 
de los usuarios de este sistema de telefonía. 
Solamente por este servicio, que es el tercero 
en importancia de los ingresos dentro de 
ANTEL, según datos extraídos del balance 
anual del Ente, se recaudaron en 1999, 
US$ 100.598.363 (cien millones quinientos 
noventa y ocho mil trescientos sesenta y tres 
dólares). La utilidad anual del año 1999 tue de 
US$ 40.715.503. Los ingresos de ANCEL acu- 
mulados al 30 de junio de 2000 son de 
US$ 62.000.000 (sesenta y dos millones de 
dólares). 


Las dos tecnologías con mayor proyección de 
futuro según los especialistas, y según lo que 
muestran las tendencias de crecimiento actual, 
son la telefonía móvil e Internet. En ambos 
campos ANTEL está bien posicionada y puede 
mantener su liderazgo. 


Dada la altísima importancia del futuro de 
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ANTEL, seguimos opinando que debe ser 
encarado como un tema aparte del Presupuesto. 


Preservar el patrimonio estatal, es para 
nosotros, un mandato imperativo. Por otra parte 
los dos tipos de controies planteados vuelven a 
concentrar mayores potestades en el Poder 
Ejecutivo en detrimento del Poder Legislativo. 


Este proyecto de ley no fortalece ni moder- 
niza a ANTEL, por el contrario la deteriora. En 
las áreas de mayor perspectiva de crecimiento, 
la participación estatal podría ser insignificante 
y se verá disminuida y se le restarían así a 
ANTEL las vías para su fortalecimiento futuro. 
Y al habilitar la venta del 40% de ANCEL, 
disminuye su patrimonio actual y le quita 
potencia al Ente y al país en un área 
estratégica. 


2. ANCAP 


En el Presupuesto, de hecho se desmono- 
poliza en ANCAP la comercialización de los 
productos asfálticos. 


El consumo interno de la Dirección Nacional 
de Vialidad más obras contratadas por la misma 
de productos astálticos, se prevé que alcancen 
en el período 2000 - 2004 a US$ 40.500.000 
(cuarenta millones quinientos mil dólares), cifra 
a la cual habría que sumarle el consumo de las 
Intendencias y las empresas públicas y privadas 
que no está cuantificado. 


Vemos que se va retaceando ingresos a esta 
empresa pública, que está ubicada en un lugar 
preponderante en el concierto nacional, regional 
y latinoamericano. 


Según lo manifestado por las autoridades del 
Ente público, "las especificaciones respecto a 
los diluidos y cementos asfálticos ya fueron 
acordadas y son de buena calidad a nivel 
internacional....", sin embargo el Ministro de 
Transporte dice que son de mala calidad. Sin 
duda hay contradicción entre uno y otro. Por otro 
lado se ha aseverado por parte del Gerente de 
refinería, que el manejo de crudo adicional no 
está dando pérdidas o problemas al Ente. 


Al eliminarse la obligación del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, de comprar el 
asfalto y su derivado a la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland 
(ANCAP), se produce una desmonopolización de 
hecho, habilitando la compra de ese producto en 
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el exterior del país, haciendo caer la producción 
del Ente, perdiendo un ingreso importante como 
quedó demostrado. 


3. BANCO DE SEGUROS 


El proyecto de Presupuesto contiene cuatro 
artículos, el 185, 253, 327 y 370, que no 
compartimos ya que no se condicen con los 
argumentos esgrimidos por el Poder Ejecutivo 
de no aumentar la carga fiscal en el país, en 
estas circunstancias tan críticas. En el caso del 
mercado asegurador, la incidencia del impuesto 
genera costos muy importantes, que dado los 
escasos márgenes con que están trabajando las 
empresas aseguradoras en su conjunto, serán 
trasladados necesariamente a los usuarios, 
incrementando el desaliento a asegurar por 
parte de los sectores productivos. 


Se derogan además todas las disposiciones 
que establecen monopolios de contratos de 
seguros en favor del Estado y ejercidos por el 
Banco de Seguros del Estado, exceptuando los 
relativos a los contratos de seguros por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesio- 
nales, voluntad que tiene el Poder Ejecutivo de 
incluirla en la segunda ley de urgencia que 
remitirá a este Poder Legislativo. El Banco de 
Seguros del Estado (BSE), tiene una cartera 
claramente deficitaria que es la de accidentes 
de trabajo, que se trata de un seguro social. 
Para estos casos el banco no puede fijar tas 
primas, es decir el precio del seguro en función 
de la siniestralidad del sector. 


Tampoco creemos que sea de buena admi- 
nistración, el hecho de que paguen impuestos 
los seguros que contrata el Estado, porque éste 
se estaría gravando a sí mismo aumentando sus 
propios costos. 


Por otra parte cuando el banco contrata con 
el Estado lo hace de manera directa, sin 
intervención de corredores, por lo que bonifica 
con un 10%, es decir que cede la comisión que 
de otro modo debería pagar al corredor. Esta 
es una ventaja que tiene el Estado cuando 
contrata seguros con el banco y no debiera 
perderse. 


XIV OTROS ORGANISMOS (artículo 220) 
1. PODER JUDICIAL 


El Mensaje del Organismo refleja las coorde- 
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nadas de la crisis que vive este Poder. Para la 
Suprema Corte de Justicia (SCJ) el Poder 
Judicial son los Jueces. Para la Asociación de 
Funcionarios Judiciales del Uruguay y la Aso- 
ciación de Actuarios, son los Juzgados. La 
diterencia es importante. En cambio, del Men- 
saje surge un abanico de cometidos, algunos 
de ellos conflictivos, que demuestran por sí 
solos, graves carencias de conducción estraté- 
gica. 


El propio Mensaje reconoce "insatisfactoria 
dotación de recursos del aparato administrativo, 
carencia de sistemas de información integrales, 
frágiles sistemas informáticos, déficit de capa- 
citación de los tuncionarios, duplicación de 
esfuerzos por carencias de la estructura 
organizacional, ausencia de indicadores de 
gestión y de medición de resultados en la parte 
jurisdiccional y administrativa, ausencia de una 
cultura de planificación de actividades a media- 
no y largo plazo". Vale como reconocimiento, 
pero no puede transtormarse en actividad 
principal. 


En realidad, el Poder Judicial es principal- 
mente la actividad jurisdiccional, esto es, 
solucionar las controversias entre particulares y 
entre el Estado y los particulares, por un tercero, 
ajeno a las partes e imparcial, mediante 
sentencias que adquieren la nota de la cosa 
juzgada. 


Consideramos en términos generales que la 
propuesta de la Suprema Corte de Justicia 
debería haber atendido el petitorio de los 
funcionarios, a los cuales es imprescindible 
dotarlos de mejores salarios para que la función 
sea cumplida con eficiencia, pero también con 
mayor dignidad en sus remuneraciones. 


Si se crearan más Juzgados y se designaran 
más Jueces, la relación Juez-funcionario admi- 
nistrativo sería más racional y mejoraría la 
prestación del servicio de justicia y la actividad 
jurisdiccional, pues los procesos durarían me- 
nos, y los justiciables verían protegidos sus 
derechos antes y sin tanta demora como sucede 
actualmente, lo que ha llevado a decir, que una 
justicia tardía no es justicia. 


2. INSTITUTO NACIONAL DEL MENOR 
(INAME) 


Si hay un área social que el Estado en 
general y el Poder Legislativo en particular debe 
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atender en forma prioritaria es la de los niños 
y adolescentes, es decir, apoyar y profundizar 
la tarea que el Instituto Nacional del Menor 
(INAME) está llevando adelante. 


En el Mensaje del Organismo se aprecia que 
el objetivo es tratar de solucionar, de la forma 
más rápida posible, la situación de crisis que 
vive el sector más sensible de la sociedad. Debe 
accederse al petitorio y al Mensaje remitido por 
el INAME, que analizado en profundidad y por 
técnicos adecuados, aplica un elemento que 
consideramos esencial que es la protección de 
los seres humanos más vulnerables. 


Estamos convencidos que todos los urugua- 
yos deben tener las mismas oportunidades; 
aquellos que se encuentran internados en 
albergues o locales del INAME; los que están 
desvalidos o en situación de calle; los que 
posean una capacidad diferente profunda; hayan 
caído en la droga o estén internados en el 
Instituto Técnico de Rehabilitación Juvenil 
(INTERJ) porque cometieron algún delito. 


El Plan CAIF debe ser fortalecido con más 
recursos, considerando el incremento de la 
población atendida. 


Compartimos en general los Mensajes 
Presupuestales remitidos por la Corte Electoral, 
Tribunal de Cuentas y del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, considerando que 
son tres organismos que deben ser atendidos 
con los recursos que solicitan a fin de que 
continúen cumpliendo eficientemente con sus 
cometidos. 


XV POBREZA, SALARIO, EMPLEO Y DESO- 
CUPACION 


Introducción 


Analizaremos la evolución más reciente de la 
pobreza, el salario, el empleo y la desocupación 
en nuestro país vinculado a la Ley de 
Presupuesto enviada por el Poder Ejecutivo. 


En un contexto histórico más amplio, lo que 
interesa es analizar lo que ha ocurrido en 
Uruguay en la última década y particularmente 
en este último lustro en torno a lo que la CEPAL 
llama "la vulnerabilidad social", concepto que 
involucra las variables señaladas. 


No hay ninguna duda de que ha habido un 
incremento de la vulnerabilidad social en 


Uruguay, consecuencia de una política econó- 
mica que relega a un plano secundario los 
objetivos de equidad en la distribución de los 
bienes y servicios que genera la economía. 


Empleo y desempleo 


El trabajo, principal activo de las clases 
medias y bajas se ha visto crecientemente 
amenazado, por la desocupación lisa y llana 
o por la inseguridad en el empleo que se 
detenta. 


Algunos números sirven para ilustrar la 


afirmación precedente. 


En 1993 habían cuatrocientos tres mil indivi- 
duos con graves problemas de empleo: ciento 
cinco mil desocupados y doscientos noventa y 
ocho mil empleos con limitaciones -se conside- 
ran en esta categoría a los subempleados, a los 
empleados precarios y al empleo doméstico-; en 
1998 dicha cifra alcanzaba a las quinientas mil 
personas: ciento cuarenta y un mil desocupados 
y trescientos cincuenta y nueve mil empleos con 
limitaciones. (Datos del Instituto Nacional de 
Estadística (INE), a través de la Encuesta de 
Hogares). 


En lo que va del 2000, según estimaciones 
del Centro Latinoamericano de Desarrollo, hay 
unos seiscientos cincuenta mil uruguayos con 
problemas de empleo. Usando información del 
INE, los uruguayos en empleo con limitaciones 
estarían rondando valores cercanos a los 
cuatrocientos mil y los desocupados son casi 
doscientas mil personas, lo que suma seiscien- 
tos mil individuos con problemas de empleo, lo 
que coincide en términos generales con otras 
cifras mencionadas en este Informe. 


La agudización de los problemas de empleo 
que hay en Uruguay, se ve reforzada por el ya 
alarmante dato de una estimación de emigración 
de doscientos sesenta mil compatriotas en el 
último lustro. 


El salario 


El salario es la variable principal de ajuste 
de los costos a la baja que se propone el 
gobierno a raíz de la actual coyuntura recesiva 
por la que atraviesa la economía, en un contexto 
estructural de falta de competitividad. 


Por una parte el índice medio de salarios está 
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disminuyendo y actualmente está al mismo nivel 
que en 1994 y el salario público, se estima que 
va a caer un 2% en el año, debido a que el 
único reajuste fue para los policías y los 
militares y, además por debajo de la inflación. 


Los salarios públicos han venido cayendo 
desde que recuperamos la democracia. Los 
ajustes de salarios públicos se han realizado por 
debajo de la inflación, lo que ha causado una 
pérdida porcentual del 20% desde 1985. 


La pobreza 


El porcentaje de personas pobres -en el 
medio urbano- en 1997 alcanzaba al 24.6%, de 
acuerdo al informe de las Naciones Unidas con 
sede en Uruguay, aproximadamente, setecientos 
ochenta mil uruguayos. 


En 1994 el porcentaje de pobres era de un 
20.7%, de acuerdo a la misma tuente, es decir 
que éste en tres años aumentó casi un 20% y 
el aumento del desempleo y la precariedad en 
el empleo habidos desde 1997 a la fecha y en 
particular en lo que va del 2000 señalan que la 
pobreza debe estar rondando el 30%. 


Antes de terminar este tema hay que 
detenerse en el tema de la infantilización de la 
pobreza. En 1997 el porcentaje de los niños 
pobres de hasta cinco años, se elevaba al 
46.5%. Esta tasa es un 89% superior a la 
correspondiente a los niños de la misma edad 
en la población en su conjunto -24.6%-, pero 
ocho años antes esa relación alcanzaba a un 
59%, es decir que aumentó 30 puntos porcen- 
tuales en ese lapso. 


Sin duda en estos tres últimos años esos 
guarismos aumentaron. 


Lo que ha ocurrido en Uruguay en la última 
década y que se siente particularmente en este 
último lustro es un claro incremento de la 
vulnerabilidad social, en términos de la CEPAL. 


A lo dicho precedentemente se agrega el 
retiro del Estado del entretejido social, (por 
ejemplo dejando de regular la relación obrero- 
patronal), la pérdida de calidad de la enseñanza 
pública, la escasa inversión en viviendas para 
los sectores populares, la mala atención sani- 
taria y, no sólo en las instituciones públicas, lo 
que da un mayor grado de vulnerabilidad a 
amplias capas sociales. 
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XVI GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 


Nosotros desde un principio apoyamos, de 
acuerdo al artículo 214 de la Constitución de la 
República, la propuesta del Congreso de 
intendentes, que significa sobre el monto total 
de Recursos un 4.75%, equivalente a 
US$ 220.652.000 (doscientos veinte millones 
seiscientos cincuenta y dos mil dólares). 


El Poder Ejecutivo plantea un porcentaje del 
2.75%, equivalente a US$ 127.000.000 (cien- 
to veintisiete millones de dólares). Todo ello 
para distribuir únicamente entre los Gobiernos 
Departamentales del ¡interior del país. La 
diferencia en consecuencia entre el petitorio del 
Congreso y la propuesta del Poder Ejecutivo es 
de US$ 93.000.000 (noventa y tres millones de 
dólares) aproximadamente, resultando que el 
incremento de esta partida en relación a las 
anteriores es de sólo 11 millones de dólares. 


A último momento la coalición de gobierno 
acordó aumentar la partida de 127 millones en 
30 millones más, es decir a 157 millones de 
dólares aproximadamente, lo que sigue resultan- 
do absolutamente insuficiente, en comparación 
con los 220 millones de dólares solicitados. 


También el Congreso de Intendentes propuso 
que se incluyera a la Intendencia Municipal de 
Montevideo, en el régimen de asistencia de 
aportes patronales para el Banco de Previsión 
Social (BPS), similar al vigente para los otros 
Gobiernos Departamentales del interior. 


Tampoco se accedió a la totalidad de la 
solicitud del Congreso, sino que si existiera una 
partida excedente de los 157 millones de 
dólares, se transferiría al Gobierno Departamen- 
tal de Montevideo, una partida equivalente al 
1.5% de los sueldos nominales del año anterior, 
en el año 2002 y al 3% de la misma base para 
los años 2003 en adelante. 


Concluyendo, se mantiene la discriminación 
para el Gobierno Departamental de Montevideo. 
No se lo incluye en la distribución de la partida 
acordada por blancos y colorados; tampoco se 
le exonera del pago de la totalidad de los 
aportes patronales al Banco de Previsión Social 
(BPS), como así lo hacen con tas otras 
Intendencias y la absorción de la diferencia del 
3% por aportes patronales se realiza gradual- 
mente y siempre dependiendo de los posibles 
excedentes. 
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XVIl OTROS TEMAS TRASCENDENTES 
BECARIOS 


En varios artículos el Poder Ejecutivo propo- 
ne normas sobre los ciudadanos que realizan 
tareas en régimen de becarios, pasantes o de 
cachet. 


En esa situación se encuentran más de 
cuatro mil uruguayos, muchos de los cuales 
están prestando servicios hace varios años en 
la Administración Pública o empresas del 
Estado. Las contrataciones fueron consecuencia 
de la limitación legal sobre ingresos de 
funcionarios públicos. Los organismos utilizaban 
ese método para poder cumplir con sus 
funciones administrativas, técnicas o profesiona- 
les. 


La propuesta radica en que esos trabajadores 
no podrán continuar prestando servicios por más 
de dos años, con carácter de improrrogables, lo 
que amenaza la estabilidad laboral. 


Nuestra delegación de Diputados en la 
Comisión de Presupuestos, integrada con Ha- 
cienda propuso presupuestar a dichos ciudada- 
nos que tengan más de dos años de desempe- 
ño, manteniendo las retribuciones actuales y sus 
derechos sociales percibidos. 


Es de justicia solucionar en profundidad y en 
forma definitiva este tema y no parcialmente 
como lo acordaron el Partido Nacional y el 
Partido Colorado en la Comisión. 


XVII NUESTRAS ALTERNATIVAS INMEDIA- 
TAS PARA AFRONTAR LA RECESION 
Y CRISIS 


Antes que se comenzara a considerar el 
Presupuesto 2000 - 2004, el Encuentro Progre- 
sista - Frente Amplio, hizo conocer a la opinión 
pública y al Presidente de la República doctor 
Jorge Batlle, propuestas referidas a la Agenda 
Social de Emergencia y una segunda sobre 
reactivación económica. 


Transcurrida la etapa de discusión en la 
Comisión de Presupuestos, integrada con Ha- 
cienda, aún no hemos recibido respuesta. 


Las ¡iniciativas de 
emergencia, contienen: 
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1- TRABAJO 


Establecer y ejecutar un plan selectivo de 
obras que priorice su impacto sobre el empleo; 
reducción diferencial de los aportes patronales 
para las empresas que incrementan el empleo; 
aprobación de los proyectos de ley de negocia- 
ción colectiva y libertad sindical; aprobación de 
una ley de cooperativas de trabajo para la 
producción de bienes y servicios. 


2- EDUCACION 


Incremento del Presupuesto hasta el 4.5% del 
Producto Bruto Interno en el plazo más breve 
posible; continuar fortaleciendo la Educación 
Pública. Promover la participación de la socie- 
dad jerarquizando el papel de las Asambleas 
Técnico Docentes. Restablecer las escalas de 
salarios de ANEP de aumento del 8% del grado, 
discriminando los mayores incrementos: titula- 
dos, buena asistencia, atención directa en el 
aula. 


3- VIVIENDA 


Verter al Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente el equivalente a 
la recaudación del 2% del Impuesto a los 
Sueldos y con ello establecer subsidios para la 
construcción de viviendas; promover la partici- 
pación de las Cooperativas de Ayuda Mutua y 
los fondos sociales en los programas de 
reconstrucción y reciclaje de diez mil unidades 
habitacionales; priorización de acceso a la 
vivienda para las mujeres solas jefas de familia. 


4- POBREZA Y EXCLUSION SOCIAL 


Aumento del salario mínimo nacional; progra- 
mas integrales, estímulo al empleo juvenil, 
capacitación, atención de la realidad de las 
adolescentes frente al embarazo; universaliza- 
ción del servicio de asignaciones familiares a 
todos los menores de hogares pobres indepen- 
dientemente de la relación respecto al mercado 
laboral; salario social para las mujeres jefas de 
hogar. 


5- SITUACIONES DE VULNERABILIDAD 
EXTREMA 


instrumentación de un sistema nacional de 
prevención, detección, sanción y atención de la 
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violencia doméstica; sanción de legislación 
sobre violencia doméstica; programas de promo- 
ción comunitaria focalizados en los barrios de 
donde provienen los niños en situación de calle, 
operando en sus entornos familiares y sociales. 


6- SALUD 


Racionalización y transparencia del Presu- 
puesto; aumento salarial para evitar fuga de 
personal capacitado; aplicación de las resolucio- 
nes de la comisión cuatripartita de marzo 2000. 
Recategorización de las deudas y fondos frescos 
contra proyectos de reestructura basados en la 
atención primaria de la salud; pasaje de la cuota 
de DISSE de 85 a 90% del valor; dotar de 
cobertura asistencial mutual a los veinte mil 
trabajadores públicos que no la tienen; estable- 
cer criterios que permitan el reperfilamiento de 
las deudas bancarias del sector mutual; resolver 
la implementación de la estrategia de atención 
primaria de la salud con carácter nacional, 
destinando los recursos necesarios para su 
materialización; crear una junta nacional de 
tecnologías de salud que estudie, evalúe y 
proponga al Ministerio de Salud Pública los 
criterios de introducción y uso de las tecnologías 
de diagnóstico y tratamiento. 


El Plan de Reactivación del Encuentro 
Progresista - Frente Amplio, contiene los si- 
guientes titulares: 


1- Inversiones en obras públicas. 
2- Plan de viviendas. 
3- Otras medidas directas sobre el empleo. 


4- Exoneración impositiva durante un año a 
los pequeños productores agropecuarios que 
están por debajo de la línea de pobreza. 


5- Rebaja en las tarifas de energía eléctrica 
y combustible para la producción agropecua- 
ría. 


6- Aumento del porcentaje de devolución de 
impuestos directos a los exportadores. 


7- Revisión de la política de subsidios. 


8- Emisión de certificados de créditos a favor 
de proveedores que experimentan un atraso en 
el pago por parte del gobierno. 


9- Eliminación parcial del 
Activos Bancarios (IMABA). 


Impuesto a los 
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10- Reducción de aportes patronales a la 
seguridad social para las empresas que generen 
nuevos puestos de trabajo. 


11- Gravar con IVA la venta de cigarrillos y 
tabacos. : 


12- Medidas de política comercial. 


13- Reducción sustantiva de los encajes del 
Banco de la República Oriental del Uruguay 
(BROU). 


14- Reducción selectiva de la tasa de interés 
que cobra el Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU) en sus créditos. 


15- Refinanciación selectiva del sobreendeu- 
damiento del sector agropecuario. 


16- Prohibición de otorgar crédito bancario 
para el financiamiento de importaciones de 
bienes de consumo competitivos con los fabri- 
cados por la industria nacional. 


Hasta aquí los contenidos de los dos 
documentos mencionados, en cuanto a su 
financiación fueron públicamente expuestos por 
la Dirección de nuestra fuerza política. Siendo 
esta la instancia para analizar el Informe del 
Mensaje Presupuestal del Poder Ejecutivo no 
corresponde profundizar en estos temas, salvo 
dejar constancia que, ninguna de las propuestas 
fueron adoptadas en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 


XIX PROPUESTAS PRESUPUESTALES Y 
ADITIVOS 


Es materialmente imposible mencionar cada 
uno de los planteamientos que los legisladores 
del Encuentro Progresista-Frente Amplio hicimos 
en la Comisión. Se trata de ciento cincuenta 
aditivos y sustitutivos para mejorar redacciones 
de los artículos y/o proponer nuevas fórmulas. 
También en ellos se recogen sugerencias y 
reivindicaciones de sectores de la sociedad, que 
solicitaron entrevistas a la Comisión en un 
número de delegaciones que superaron amplia- 
mente las cien visitas. 


Sólo este hecho indica la necesidad de hacer 
un Presupuesto de cara a la gente, atendiendo 
sus reivindicaciones y no en gabinetes cerrados, 
como lo hiciera el equipo de gobierno, confor- 
mado por colorados y blancos. 


Señalamos que en esas ciento cincuenta 
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propuestas estuvieron presentes decenas de 
planteamientos referidos a escalafones; 
proventos; salarios; educación; estabilidad fun- 
cional; subsidios y subvenciones; reformas del 
Estado; o para que el Poder Legislativo de 
acuerdo a la norma constitucional sea quien 
resuelva las reestructuras de los organismos. 


Dentro de estas innumerables iniciativas 
quisiéramos mencionar las referidas al aumento 
salarial para los funcionarios, sobre la base de 
una tabla de sueldos; el pago de cuota mutual 
para los docentes y no docentes de ANEP; para 
los funcionarios nucleados en COFE que no 
tienen asistencia y para los trabajadores judicia- 
les; aumento para los docentes y no docentes; 
funcionarios de Salud Pública; transparencia en 
la información, remitiendo datos sobre las 
contrataciones personales y consultorías; ingre- 
sos de personal joven para la banca oficial; que 
se ejecuten las inversiones en vivienda prove- 
nientes de los aportes de los trabajadores y 
jubilados, igual para el personal policial con bajo 
ingreso familiar; recursos para el Instituto 
Nacional de Colonización progresivos, por un 
total de US$ 28 millones; recursos para la 
JUNAE por US$ 5.400.000 anuales para 
financiar el Fondo de Reconversión Laboral; 
soluciones de estabilidad para los "becarios, 
pasantes y cachet"; exoneración del aporte 
patronal que paga la Intendencia Municipal de 
Montevideo; contrapartidas para el Proyecto de 
Saneamiento Urbano de Montevideo; creación 
del Fondo de Salto Grande para el departamento 
de Artigas, Salto, Paysandú y Río Negro, varios 
referidos a los Organismos del Artículo 220 de 
la Constitución de la República como: Poder 
Judicial, ANEP, Universidad de la República, 
INAME y Gobiernos Departamentales. Propusi- 
mos la extensión de las asignaciones familiares 
a los niños cuyas familias están por debajo de 
la línea de pobreza. 


Por otra parte, entendemos que deben utili- 
zarse para financiar las erogaciones, las "Par- 
tidas a reaplicar” en forma parcial, que alcanzan 
anualmente a una suma de casi 280 millones de 
dólares. Propusimos además, la implementación 
del arancel consular, por no afectar los 
Acuerdos del MERCOSUR y ser aplicado sin 
inconveniente en países de la región. 


Destacamos que los recursos, para financiar 
aumentos a docentes y no docentes de ANEP, 
están financiados con recursos genuinos en 
nuestra propuesta (Aditivo N* 253 de Comisión). 
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XX CONCLUSION 


Estamos considerando un proyecto de ley del 
Presupuesto Nacional 2000 - 2004, que una vez 
discutido en la Comisión de Presupuestos 
integrada con Hacienda, sigue sin tener el 
contenido que hubiéramos deseado, continúa 
siendo sumamente restrictivo, no apuesta a la 
inversión pública ni al incentivo de la producción 
y el trabajo. 


Más que un presupuesto de guerra, estamos 
considerando un presupuesto de postguerra. No 
se tiene en cuenta las reservas y la energía que 
tienen los uruguayos que son capaces de 
revertir las más adversas situaciones si se les 
da oportunidad de hacerlo. 


Reconocemos que la herencia recibida del 
gobierno anterior es muy pesada, por el déficit 
fiscal que sufren todos los ciudadanos y que no 
se ha podido revertir, ya que aproximadamente 
se mantienen las mismas cifras de 942 millones 
de dólares, equivalentes al 4.56% del PBI, 
superando nuestras previsiones de la etapa 
preelectoral al respecto de lo que pretendió ser 
desmentida para engañar al electorado. Lo que 
está nítidamente claro es que el actual gobierno 
fracasó en sus previsiones y en las medidas 
económicas adoptadas desde que asumiera el 
12 de marzo de 2000, ya que las previsiones 
sobre el resultado económico, las tuvo que 
modificar, elevándolas del 1.8% al 2.8% del PBI, 
sin duda las tendrá que rectificar nuevamente, 
ya que el déficit fiscal, a fin de este año será 
superior. 


Uno de los puntales trascendentes de todo 
presupuesto, son los recursos y el sistema 
tributario, el gobierno no actúa con imaginación 
e ingenio, recurre a los mismos gravámenes de 
siempre, es decir recargar con impuestos a los 
sectores más vulnerables, el trabajo y la 
producción en forma directa o indirecta. 


No se produce ningún intento de redistribución 


de los recursos, como lo hemos visto en las 
distribuciones porcentuales para los distintos 
Ministerios, donde el porcentaje que se les 
asigna a los que atienden la seguridad, no se 
compadece con los que reciben las áreas de 
educación y la salud, la vivienda y los sectores 
de la producción y el turismo. 


Al no estar el país inmerso en acciones 
beligerantes externas, como todos lo sabemos, 
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debería comenzarse a traspasar recursos a los 
Ministerios vinculados con temas sociales. 


Se insiste con una nueva reforma del Estado 
lesiva y con pronóstico incierto. 


A pesar de que todo el sistema político lo 
reconoce y la sociedad lo comparte, no se 
disponen recursos para la capacitación de los 
trabajadores a través del Fondo Nacional de 
Reconversión Laboral. 


La educación en general sigue estando por 
debajo de la inversión que aconsejan los 
organismos internacionales y que necesita el 
país. El gobierno debería concretar en los 
hechos sus discursos otorgando asignaciones 
para ANEP y para la Universidad de la 
República quien ha sido permanentemente 
dejada de lado en los últimos Presupuestos. 


Se insiste una vez más, a pesar del veredicto 
del soberano, en comenzar las privatizaciones 
de áreas importantes del Estado como son las 
comunicaciones. Se pretende posibilitar la venta 
del patrimonio de una de las primeras empresas 
públicas de América Latina como lo es ANTEL, 
para ello utilizan a ANCEL, para convertirla en 
sociedad anónima. 


Los funcionarios públicos, reciben un nuevo 
mazazo. Primero fue en el ajuste social 
dispuesto por el equipo económico al rebajarle 
los salarios para el transcurso del año 2000, 
ahora se reitera al no preverse partidas para 
aumentos salariales, que recuperen la pérdida 
de poder adquisitivo de los últimos quince años. 


No se cumple estrictamente con las normas 
constitucionales que indican la asistencia a los 
Gobiernos Departamentales. Desconocen el 
petitorio nada menos que del Congreso de 
intendentes. Si realmente existe voluntad de 
descentralizar el país se deben otorgar las 
partidas solicitadas. 


Nuevamente se discrimina groseramente al 
Gobierno Departamental de Montevideo antepo- 
niendo ¡intereses partidarios menores a la 
justicia en el tratamiento ante las cargas 
tributarias. Se le excluye y se le margina 
arbitrariamente, no sólo no equiparándolo con 
los beneficios y exoneraciones que perciben el 
resto de los Gobiernos Departamentales del 
país, sino manteniéndole la ¡insostenible 
sobretasa del 3% del aporte patronal al Banco 
de Previsión Social; postergando su disminución 
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en el tiempo y ligando dicha disminución a la 
existencia de excedentes en la partida que 
constitucionalmente debe asignarse a los Go- 
biernos Departamentales por el literal C) del 
artículo 214. De esa forma no se perjudica 
únicamente a dicha Intendencia, sino que se 
daña y lesiona a todos los montevideanos, sean 
votantes de cualquiera de los partidos políticos. 


El Encuentro Progresista - Frente Amplio ha 
demostrado también en el ámbito de la Comisión 
ser coherente con sus propuestas. En ese 
sentido hemos planteado decenas de aditivos y 
sustitutivos que van dirigidos a mejorar 
sustancialmente el contenido de este Presu- 
puesto y a su vez atender los requerimientos 
más urgentes de la sociedad a nivel del trabajo, 
el salario y la producción. 


Por último queremos denunciar enfáticamente 
el nuevo engaño que se ha cometido con la 
ciudadanía, ya que el compromiso público 
asumido por el Directorio del Partido Nacional 
y el hoy Presidente de la República, doctor 
Jorge Batlle, el 9 de noviembre de 1999, referido 
al programa de gobierno no ha sido cumplido. 


En conclusión, el proyecto de Presupuesto 
2000 - 2004, por los argumentos mencionados, 
tanto con referencia al Mensaje del Poder 
Ejecutivo, como en el articulado y los anexos 
aprobados por la mayoría de la Comisión, debe 
ser rechazado en general. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Miem- 
bro Informante; Brum 
Canet, Silvana Charlone, 
Roberto Conde, Daniela 
Paysse, Martín Ponce de 
León, Lucía Topolansky. 


Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda 


INFORME EN MINORIA 
Señores Representantes: 


Vuestra asesora ha analizado el proyecto de 
ley de Presupuesto Quinquenal Nacional envia- 
do por el Poder Ejecutivo cumpliendo con lo 
establecido en los artículos 214 y siguientes de 
la Constitución de la República. 


El Presupuesto es la ley fundamental del 


período de gobierno, por lo que su análisis debe 
realizarse a partir del contexto económico-social 
que vive el país y la región. 


1. Introducción 


Durante el año 2000 la economía uruguaya 
ha seguido sumergida en el contexto recesivo 
que comenzó en enero de 1999, como conse- 
cuencia de la devaluación brasileña. A pesar de 
que la misma era altamente previsible -ya en 
1997 se avizoraba la ocurrencia del hecho- el 
gobierno del doctor Julio María Sanguinetti 
mantuvo los principales lineamientos de la 
política económica, sin tomar medidas que al 
menos hubieran amortiguado el impacto que el 
colapso del tipo de cambio brasileño nos causó. 


En los años previos, a partir del comienzo de 
los 90, la economía uruguaya se desarrolló al 
amparo de un marco regional favorable. En 
efecto, el plan de convertibilidad argentino 
primero y el plan real brasileño después, dieron 
marco a un escenario regional de un especta- 
cular crecimiento del mercado intra región que 
favoreció el crecimiento de nuestra economía. 
Sin embargo, al analizar la evolución de los 
indicadores de capacidad de competencia, se 
percibe que mientras manteníamos un nivel más 
que aceptable de capacidad de competencia en 
la región, la perdíamos con respecto a Estados 
Unidos, Unión Europea y Japón. Al término del 
año 1999 nuestra capacidad de competencia con 
respecto a estos últimos había caído en un 
51.1%. 


El país vivió desde 1992 a enero de 1999, 
en una "burbuja" regional que le permitió 
acumular un crecimiento de la economía desde 
1990 a 1998 del 37.6%, o sea que Uruguay 
creció a una tasa de más del 4% anual. Pero 
la devaluación cambiaria de Brasil pinchó la 
"burbuja", y nuestro país ingresó en un agudo 
proceso recesivo. Nuestros problemas quedaron 
al desnudo. A la pérdida de capacidad de 
competencia alimentada por el atraso cambiario 
generado a partir de los 90, se sumó el creciente 
nivel del gasto público y su consecuencia 
directa, una presión fiscal incontenible que se 
ubica en un 35% del Producto Bruto Interno 
(PBI). De por sí, este cóctel de dificultades ya 
era explosivo, pero para completar la gravedad 
del estado de situación, el año 1999 cerró con 
un déficit fiscal del sector público global que se 
ubicó en torno a un 4% del PBI. 
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Cargando con esta herencia, de la que tuvo 
que hacerse cargo sin beneficio de inventario, 
el gobierno del doctor Batlle comenzó su 
mandato con un déficit fiscal del 4.7% del PBI, 
que le impuso un muy escaso margen de 
incidencia en un contexto particularmente adver- 
so. Esta situación se agravó con la caída del 
nivel de inversión de obra pública que tradicio- 
nalmente ocurre en el año post electoral, lo que 
impactó negativamente en el sector de la 
construcción, poniendo la tasa de desempleo en 
el 14%. 


En este marco, donde resalta por su 
gravedad la crisis «del sector agropecuario, es 
que debemos analizar la propuesta presupues- 
taria del Poder Ejecutivo. 


2.— El Presupuesto: una herramienta es- 
tratégica 


2.1.— La propuesta presupuestal del go- 
bierno 


El Presupuesto es esencialmente una herra- 
mienta, que debe servir a los objetivos estraté- 
gicos de quien lo formula. Está claro que dada 
la situación deficitaria de las finanzas públicas 
era de esperar un presupuesto austero que 
sirviera al objetivo estratégico de recomponer el 
equilibrio fiscal, sin aumentar la presión fiscal. 
En tal sentido el presupuesto presentado al 
Parlamento por el Poder Ejecutivo cumple con 
las expectativas. Sin embargo, aun cuando se 
ha anunciado reiteradamente la necesidad de 
bajar la presión fiscal la propuesta no incluye 
compromisos explícitos en tal sentido lo que sin 
duda debilita las expectativas a futuro, por 
cuanto no se dan señales fuertes e inequívocas 
a un sector privado afectado en su ánimo, "y 
por ende más reacio a invertir y consumir en 
el corto plazo" como bien lo dice el Mensaje del 
Poder Ejecutivo. 


La estructura del gasto público presupuestal 
es ciertamente muy poco flexible. Sin exagerar 
nada, es posible afirmar que dos terceras partes 
del presupuesto constituyen un dato de la 
realidad con posibilidades casi nulas de intro- 
ducir cambios. La "vieja" estructura del gasto 
presupuestal asegura pues su sobrevivencia. 
Para enfrentarla es necesario comprometerse en 
la mejora de la calidad del gasto público, esto 
es reorientar el gasto público tuturo a las áreas 
que estratégicamente constituyen nuestra prio- 
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ridad, promoviendo en el largo plazo una 
“nueva” estructura del gasto presupuestal. 
Lamentablemente, en este sentido, salvo los 
mayores gastos que apuntan tímidamente a 
descentralizar la inversión, sin ninguna garantía 
del buen uso de los recursos. 


En conclusión, la propuesta del Poder 
Ejecutivo es efectivamente como lo dice en su 
Mensaje, "un presupuesto austero” que busca 
“no deprimir la inversión privada". Y en eso 
cumple con lo anunciado. Sin embargo, la 
decisión de los agentes económicos también 
depende de las expectativas, y éstas sólo se 
construyen a partir de señales, de compromisos 
explícitos, que atenúen la incertidumbre natural 
del funcionamiento de la economía. Y en este 
sentido, el proyecto de ley no sólo no emite 
ninguna señal, sino que, por el contrario, las 
modificaciones que se introdujeron en el seno 
de la Comisión por parte de la mayoría 
coaligada incrementando el gasto público al 
cabo de los próximos cuatro años en 120 
millones de dólares, cediendo al reclamo de uno 
de sus socios, es en todo caso una señal de 
debilidad de la que el sector privado tomará 
debida nota. 


La segunda conclusión respecto al proyecto 
de presupuesto es la inexistencia de una 
propuesta que tienda a reestructurar el destino 
del gasto público. La propuesta del gobierno es 
más del "viejo" presupuesto, sin siquiera 
comprometer una reorientación del gasto a 
futuro, lo que pone una nota de incertidumbre 
sobre la estrategia gubernamental. El reiterado 
acento que el Presidente Batlle pone en el tema 
educativo como factor de integración social 
aparece divorciado de su propuesta presupues- 
tal. 


2.2.— El Uruguay en la encrucijada: nues- 
tra visión estratégica 


2.2.1.— El excesivo gasto público 


El gasto público del Estado uruguayo y su 
correspondiente presión fiscal ha comprometido 
seriamente la competitividad de nuestro país. La 
expresión "Uruguay es un país caro", la 
escuchamos a menudo en los más diversos 
ámbitos. Sin embargo, desde la reinstauración 
democrática hasta el presente se ha venido 
registrando un crecimiento sostenido en térmi- 
nos reales del gasto público. Y ello ocurrió a 
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pesar de las promocionadas Rendiciones de 
Cuentas de "Gasto 0", que en los hechos no 
fueron más que una acertada estrategia publi- 
citaria que consiguió un amplio grupo de 
incautos en su apoyo, el gasto público se siguió 
incrementando. 


Los sucesivos gobiernos optaron por alinear 
explícitamente el crecimiento del gasto al 
incremento del PBI. Ello ha determinado que los 
mayores recursos que dispuso el Estado como 
consecuencia del crecimiento de la economía 
terminaron siendo absorbidos por el aumento del 
gasto. Más aún, la Reforma Constitucional de 
1989 que indexó el incremento de las pasivida- 
des a la evolución del Indice Medio de Salarios, 
determinó un crecimiento adicional del gasto 
público. 


En el año 1999, al producirse la conjunción 
de la caída del 3.4% del PBI y el incremento 
del gasto, la presión fiscal se situó en un 35%, 
superando largamente a nuestros socios de la 
región. La situación que Uruguay vive como 
consecuencia de la persistente recesión ha 
puesto al desnudo los errores del pasado, donde 
la incuria y la imprevisión mandaron. Mientras 
los países de la región nos encareclamos y 
perdíamos competitividad con respecto al resto 
del mundo, el sector de bienes transables sólo 
se sostenía por el importante incremento del 
intercambio comercial regional que disimulaba la 
realidad. 


La actual situación de la economía nos debe 
al menos servir para no repetir los errores de 
los últimos quince años. Estamos en una 
situación límite y debemos asumirla como tal, 
sentando las bases para que en el futuro no nos 
pase lo mismo. Porque de lo contrario el gasto 
público matará la competitividad, y consecuen- 
temente el empleo. 


La instancia presupuestal es clave para lograr 
establecer normas que inequívocamente pongan 
una barrera legal al crecimiento del gasto 
público. Bajar la presión fiscal debe necesaria- 
mente constituir el primer objetivo estratégico 
del presente período de gobierno. Si Uruguay no 
logra bajar la presión fiscal diez puntos en 
términos del PBI, en los próximos diez años, 
tendremos en el mediano y largo plazo un futuro 
complicado, aun cuando los ciclos económicos 
nos sean tavorables. 
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2.2.2.— El "nuevo" presupuesto: la calidad 
del gasto público 


El segundo gran objetivo estratégico que 
debe estar presente en el Presupuesto es 
comenzar a sustituir la "vieja" estructura presu- 
puestal, a través de una mejora gradual, pero 
sostenida de la calidad del gasto público. 


La fuerte inflexibilidad del presupuesto actual 
implica que asumamos el desafío de reorientar 
el gasto público, definiendo nuevas áreas de 
prioridad. En nuestra visión, la educación y la 
implementación de políticas sociales orientadas 
a la superación de la exclusión social forman 
parte de un mismo objetivo estratégico: la 
equidad intergeneracional. 


La infantilización de la pobreza 


El déficit social de nuestro país se concentra 
en los niños y adolescentes. En efecto, el 47% 
de los niños de entre cero y cinco años y el 
40% de los que tienen entre seis y trece años 
viven en hogares por debajo de la línea de 
pobreza. El país tiene ante sí a un dilema de 
hierro: o canaliza una mayor inversión social 
hacia los niños y adolescentes pobres excluidos 
o deberá prepararse para enfrentar un futuro de 
mayor violencia. 


En el trabajo realizado por la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), "Marginalidad e integración social en 
Uruguay", se sugieren algunos lineamientos de 
acción. Entre ellos se menciona que: 


"1. Los mecanismos que conducen a que las 
personas se aparten de los patrones de 
conducta socialmente aceptados comienzan a 
funcionar en la temprana infancia y se van 
consolidando a través de las etapas del ciclo de 
vida. En este sentido, se puede hablar de rutas 
a la marginalidad. Toda política de integración 
social se propone bloquear esas rutas y crear 
condiciones que favorezcan el restablecimiento 
de vínculos de las personas con la sociedad". 


"2. Pese a que el debilitamiento de las 
instituciones primordiales (familia y comunidad) 
parece estar en el origen de las señales de 
deterioro que aparecen en el tejido de la 
sociedad uruguaya, los problemas vinculados 
con la constitución y la estabilidad de las 
familias no están en el centro de la atención de 
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las políticas sociales. A los efectos de aumentar 
la eficacia y la eficiencia de la política social, 
ese desajuste debe corregirse". 


"9.Los procesos de segregación residencial y 
de segmentación de los servicios conducen a un 
progresivo aislamiento de los pobres y, con ello, 
aumentan las probabilidades de comportamien- 
tos marginales y cristalización de dichos com- 
portamientos en subculturas. Una vez que se 
instalan estas subculturas, se van perdiendo los 
códigos de comunicación compartidos con la 
sociedad "integrada"; en ambos segmentos 
sociales se van consolidando prejuicios y 
estereotipos que acentúan las distancias y 
reducen gradualmente las oportunidades de 
interacción fuera del mercado de trabajo o de 
la compra y venta de bienes y servicios. En 
cambio, la interación regular en condiciones de 
igualdad recrea y fortalece los códigos compar- 
tidos de comunicación. Las políticas de integra- 
ción deben dar prioridad a la generación de tales 
espacios de interacción". 


Las políticas sociales han tenido especial 
preponderancia en las políticas públicas, sin 
embargo, conclusiones como las señaladas 
ponen de relieve que las mismas han resultado 
insuficientes para superar la exclusión social de 
los niños y adolescentes pobres. En tal sentido, 
uno de los objetivos estratégicos fundamentales 
que debiera plasmarse en la Ley de Presupuesto 
es la equidad intergeneracional. 


La situación de la carrera docente 


Para plasmar la equidad intergeneracional es 
necesario fortalecer la estructura educativa, y en 
tal sentido, la actual situación de la carrera 
docente constituye una limitante verdaderamen- 
te determinante. En efecto, la situación actual 
de la carrera docente se caracteriza por: 


a. El deterioro de la carrera docente tiene 
dos manifestaciones sumamente preocupantes. 
La primera es el escaso número de profesores 
de secundaria titulados: sólo tres de cada diez 
docentes son egresados de los institutos de 
formación docente. La segunda es el abandono 
de la profesión docente a edades tempranas 
para buscar ocupaciones alternativas mejor 
remuneradas, así como la dificultad de captación 
de nuevos maestros y profesores. 


b. El abandono de la actividad docente es 
particularmente grave y tiene su origen en una 
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pirámide de remuneraciones inadecuadas. Los 
docentes de grado máximo del escalafón 
docente (grado 7), tienen un salario básico 
apenas 50% superior al de los docentes 
ubicados en el grado más bajo (grado 1). 


c. En la actualidad un docente ingresa a la 
actividad educativa entre los veintiún y veintitrés 
años, y para acceder a un grado superior son 
necesarios cuatro años de permanencia en el 
grado. El docente debe esperar aproximadamen- 
te doce años para acceder al grado 4, momento 
en el que tiene treinta horas semanales 
asignadas. Esta reducida remuneración percibida 
es de aproximadamente $ 6.000 líquidos, si es 
titular, realiza docencia directa en aula y tiene 
treinta horas semanales asignadas. Esta redu- 
cida remuneración es lo que determina que se 
produzca una fuga hacia otras ocupaciones, 
produciéndose un vaciamiento en los niveles 
intermedios del escalafón docente, con el 
consiguiente deterioro de la calidad de enseñan- 
za. 


d. Esta situación, no permite al docente vivir 
de la docencia y conspira con el mantenimiento 
de un plantel estable de docentes. A la vez, para 
muchos jóvenes es una mera forma de insertar- 
se temprana y temporalmente en el mercado de 
trabajo, reduciendo la probabilidad de quedar 
desocupados luego de finalizada una formación 
de nivel terciario, sin la expectativa de dedicarse 
efectivamente a la carrera docente. 


2.2.3.— Una propuesta sensible y sensata 


En un contexto económico-social adverso, el 
desafío es cómo reducimos la presión fiscal y 
mejoramos la calidad del gasto público, Nuestra 
propuesta se orienta justamente a compatibilizar 
ambos objetivos: reducir en términos del PBI el 
gasto público, bajando por ende la presión 
fiscal, y a su vez, reorientar el gasto de forma 
tal de generar redistribución de la riqueza. 


Difícilmente se presenta una situación tan 
oportuna como la que se presenta en esta Ley 
de Presupuesto para incorporar normas que 
ordenen las finanzas públicas, estableciendo 
claros objetivos en materia de responsabilidad 
fiscal. 


En tal sentido, sería un síntoma de madurez 
política que el Parlamento de la República 
recobrara uno de sus roles históricos: el control 
del gasto público. Es pues tiempo de establecer 
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el máximo nivel de déficit fiscal autorizado, 
comprometiendo al gobierno a que si en el 
correr del período se da que el déficit real es 
mayor que el previsto, deberá reducir los niveles 
de ejecución de gastos de funcionamiento e 
inversiones por un monto igual al sobre déficit. 


Pero el ejercicio efectivo de la responsabili- 
dad fiscal no se agota en fijar el nivel máximo 
de déficit fiscal, sino que debe complementarse 
con disposiciones legales que desaten ese nudo 
gordiano de la economía: el total alineamiento 
del gasto público al crecimiento del PBI. Para 
que ello suceda es preciso impedir el aumento 
del monto global de gastos de funcionamiento 
e inversiones previsto para cada año del período 
de gobierno cuando el crecimiento del PBI del 
año anterior sea igual o menor al 1% o la 
evolución acumulada del PBI de los tres años 
anteriores sea negativa. En tal caso, si 
eventualmente la recaudación del Estado fuera 
mayor a la proyectada, los mayores recursos 
obtenidos deben destinarse a abatir el déficit 
fiscal. 


La reducción de la presión fiscal no se 
logrará mientras no se desalienten los diversos 
afanes corporativos que interactuán en el ámbito 
del Estado. Por tal razón es preciso establecer 
que cuando el crecimiento del PB! anual sea 
superior al 1% y la evolución acumulada de los 
últimos tres años sea positiva, el 50% de la 
mayor recaudación obtenida por el Estado sea 
afectado efectivamente a reducir la presión 
fiscal, constituir una reserva especial con 
destino a ser aplicada en períodos de recesión 
económica, o cancelar deuda pública. 


Para compatibilizar el objetivo de reducir la 
presión fiscal con el de mejorar la calidad del 
gasto público, es necesario establecer que el 
restante 50% generado en la hipótesis prevista 
en el párrafo anterior, sea afectado a áreas de 
prioridad para el Estado. Acorde a los funda- 
mentos que hemos expresado, consideramos 
que las áreas de mayor prioridad son la 
educación y las políticas sociales. 


2.2.4.— Articulación de la propuesta 


I,— (A incorporar en la Sección | - Dis- 
posiciones Generales) 


Artículo 5%.— Los déficit fiscales (Resultado 
Presupuestario Ajustado - incisos 01 al 27), 
previstos en la presente Ley de Presupuesto 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


119 


para el período de Gobierno 2000-2004 corres- 
ponden al nivel máximo autorizado. 


Si el déficit fiscal correspondiente a un 
determinado año resultara mayor al previsto, 
deberá ajustarse en el resto del período, 
reduciendo en igual importe el monto global de 
gastos de funcionamiento e inversiones. 


Artículo 6*.— El monto global de gastos de 
funcionamiento e inversiones del Estado dis- 
puesto en la presente ley, para cada año del 
período de gobierno, no podrá ser aumentado 
cuando el crecimiento del Producto Bruto Interno 
(PBI) correspondiente al año anterior sea igual 
o inferior al 1% (uno por ciento) o cuando la 
tasa de variación acumulada del Producto Bruto 
Interno (PBI) del trienio anterior sea negativa. 


En tales casos, si los recursos obtenidos al 
cabo de cada año son superiores a los previstos, 
éstos deberán destinarse en su totalidad a abatir 
el déficit tiscal. 


Artículo 72%.— Cuando el crecimiento del 
Producto Bruto Interno correspondiente al año 
anterior sea superior al 1% (uno por ciento), y 
siempre que la tasa de variación acumulada del 
PBI del trienio anterior sea positiva, los 
excedentes de la recaudación prevista 
presupuestalmente podrán destinarse a: 


a) el 50% (cincuenta por ciento) a incre- 
mentar el gasto público, a propuesta del 
Poder Ejecutivo, en áreas que por ley 
se consideren de prioridad para el 
Estado. 


b 


mr 


el 50% (cincuenta por ciento) restante 
a: i) reducir la presión fiscal, especial- 
mente la referida a los gravámenes 
sobre el trabajo, ii) constituir una 
reserva especial con destino a ser 
aplicada en períodos de recesión eco- 
nómica, según lo determine la ley que 
a tales efectos proponga el Poder 
Ejecutivo, ¡ii) cancelar deuda pública. 


Artículo 8%.— Declárase que la educación y 
la atención a la niñez y adolescencia en 
condiciones de pobreza son áreas de prioridad 
para el Estado de acuerdo a lo previsto en el 
literal a) del artículo anterior. En cumplimiento 
del referido literal, el 50% (cincuenta por ciento) 
de los excedentes de recaudación previstos 
presupuestalmente se destinarán 55% (cincuen- 
ta y cinco por ciento) a la Administración 
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Nacional de Educación Pública, en un 10% (diez 
por ciento) a la Universidad de la República, 
25% (veinticinco por ciento) al Banco de 
Previsión Social y el restante 10% (diez por 
ciento) a los Centros de Atención a la Infancia 
y la Familia (CAIP). 


!I,— (A incorporar en el Inciso 25 - ANEP) 


Artículo ... .— Los recursos adicionales que 
reciba la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) como consecuencia de la 
aplicación de los artículos 7* y 8% de la presente 
ley se destinarán exclusivamente: 


i) a modificar la escala de remuneracio- 
nes docentes a partir del grado 4 del 
escalafón docente, ampliando la pirámi- 
de salarial vigente, 


la revisión del sistema de incentivos 
vigente en las remuneraciones docen- 
tes, vinculándolas con: la capacitación, 
el establecimiento de premios por 
mayor dedicación y mejor desempeño 
en centros ubicados en zonas caren- 
ciadas, indicadores de desempeño indi- 
vidual por unidad educativa y la asun- 
ción de nuevas funciones por parte de 
los docentes en el marco del proceso 
de reforma educativa. 


ii 


> 


111,— (A incorporar en el Inciso 26 - Univer- 
sidad de la República) 


Artículo ... .— Los recursos adicionales que 
reciba la Universidad de la República como 
consecuencia de la aplicación de los artícu- 
los 72 y 82 de la presente ley se destinarán 
exclusivamente al incremento del salario de los 
docentes universitarios por la vía de la extensión 
horaria. 


1V.— (A incorporar en el Inciso 22 - Trans- 
ferencias a la Seguridad Social) 


Artículo ... .— Los recursos adicionales que 
reciba el Banco de Previsión Social como 
consecuencia de la aplicación de los artícu- 
los 72 y 8% de la presente ley se destinarán 
exclusivamente a financiar la extensión del 
beneficio de asignaciones familiares previsto por 
la Ley N? 17.139, de 6 de julio de 1999. 


Artículo ... .— Modifícase el literal D) del 
artículo 12 de la Ley N* 17.139, de 6 de julio 
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de 1999, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 
"D) Sin perjuicio de los controles que 


establezca el Banco de Previsión 
Social (BPS), encomiéndase a la 
Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP) el efectivo 
control de la asistencia obligatoria a 
la enseñanza preescolar, primaria y 
media obligatoria, en las condiciones 
que establezca la reglamentación". 


Artículo ... .— Agrégase al artículo 12 de la 
Ley N* 17.139, de 6 de julio de 1999 lo 
siguiente: 

"E) El pago de esta prestación por parte 
del Estado estará supeditada a la 
efectiva asistencia de los menores a 
centros de educación públicos o 
privados autorizados por el Ministerio 
de Educación y Cultura. 


El Poder Ejecutivo reglamentará 
la presente ley en un plazo máximo 
de noventa días contados a partir de 
su promulgación". 


V.— (A incorporar en el Inciso 21 - Subsi- 
dios y Subvenciones) 


Artículo ... .— Asígnase una partida anual de 
$ 17.430.000 (diecisiete millones cuatrocientos 
treinta mil pesos uruguayos), a partir del 
ejercicio 2001, para la creación de un fondo 
nacional destinado a atender la niñez y 
adolescencia en condiciones de pobreza, como 
persona pública no estatal. 


El crédito habilitado por el inciso precedente 
se efectuará con cargo a Rentas Generales o 
a la partida autorizada por el inciso tercero del 
artículo 29 del Decreto-Ley N* 14,754, de 5 de 
enero de 1978, y por el artículo 56 de la Ley 
N?2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Vi.— (A incorporar en la Sección Il - Fun- 
cionarios - Capítulo | - Normas Generales) 


Artículo ... .— Agrégase al artículo 42 del 
Texto Ordenado de Contabilidad y Administra- 
ción Financiera (TOCAFP), lo siguiente: 


"Sin perjuicio de lo dispuesto, los contratos 
de prestación de servicios o arrendamiento 
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de obra que otorguen los órganos del Estado, 
incluyendo los Poderes del Estado, los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, los 
Gobiernos Departamentales, los entes de 
enseñanza pública, el Tribunal de Cuentas, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la 
Corte Electoral y en general todos los 
organismos, servicios o entidades estatales, 
en aplicación de contratos de préstamos con 
organismos internacionales de crédito u 
otros, sólo podrán celebrarse con personas 
seleccionadas mediante concurso público, en 
las condiciones que establezca la reglamen- 
tación, dictada a estos efectos por el Poder 
Ejecutivo, en un plazo máximo de ciento 
veinte días, contados a partir de la vigencia 
de la presente ley. 


Exceptúase de lo preceptuado en el inciso 
anterior la provisión del puesto de jerarca del 
programa, proyecto o área de que se trate, 
con tareas asignadas de dirección, sea la 
denominación del mismo Jefe de Proyecto, 
Coordinador o cualquier otra, cuya convoca- 
toria será pública y la designación podrá 
realizarse en forma directa fundada de 
acuerdo a las directivas que establezca la 
reglamentación del Poder Ejecutivo". 


Artículo ... .— Toda contratación de servicios 
personales bajo el régimen de arrendamiento de 
obra o de servicios, con cargo a fondos propios, 
que realicen los Poderes del Estado, los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, Go- 
biernos Departamentales, los organismos men- 
cionados en el artículo 220 de la Constitución 
y en general todos los Organismos, servicios o 
entidades estatales, deberá realizarse mediante 
concurso público, en las condiciones que 
establezca la reglamentación dictada por el 
Poder Ejecutivo, en un plazo máximo de ciento 
veinte días, contados a partir de la vigencia de 
la presente ley. 


Vil.— (A incorporar en el Inciso 27 - Insti- 
tuto Nacional del Menor) 


Artículo ... .— Los recursos adicionales que 
reciba el Instituto Nacional del Menor como 
consecuencia de la aplicación de los artículos 
72 y 82 de la presente ley se destinarán 
exclusivamente a financiar la extensión de la 
cobertura brindada por los Centros de Atención 
a la Infancia y la Familia (CAIF), para atender 
a niños menores de cuatro años en situación de 
vulnerabilidad y exclusión social. 
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Vill.— (A incorporar en el Inciso 13 - Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social) 

Artículo ... .— Los recursos adicionales que 


reciba el Instituto Nacional de Alimentación 
(INDA) como consecuencia de la aplicación de 
los artículos 7% y 8% de la presente ley se 
destinarán exclusivamente a financiar la exten- 
sión de la cobertura brindada por los Centros 
de Atención a la Infancia y la Familia (CAIP), 
para atender a niños menores de cuatro años 
en situación de vulnerabilidad social. 


3.— Conclusiones: la oportunidad perdida 


Las propuestas expresadas y fundamentadas 
en el punto anterior fueron presentadas en el 
seno de la Comisión de Presupuestos integrada 
con Hacienda. Con ellas pretendíamos -y 
seguimos pretendiendo- transformar el "viejo" 
presupuesto en una "nueva" herramienta que le 
devolviera al Parlamento de la República el rol 
de la sensatez y la sensibilidad. 


Lamentablemente, el país ha perdido una 
oportunidad de dar señales inequívocas de 
cambio. El "viejo statu quo” se resiste a 
abandonar su sitial de privilegio, y mientras ello 
pase las "viejas" formas de hacer política 
seguirán sobreviviendo. 


Una oportunidad se ha perdido. Por eso, 
nuestro voto en general negativo a este "viejo" 
Presupuesto que no pudimos comenzar a 
cambiar. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


iván Posada 
Miembro Informante". 


Anexo XXXIII al 
Rep. N? 310 


PRESUPUESTO NACIONAL 
2000 - 2004 


Texto aprobado por la Comisión 


"PROYECTO DE LEY 
SECCION 1 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 12.— El Presupuesto Nacional para 
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el actual período de gobierno, se regirá por 
las disposiciones contenidas en la presente 
tey y los siguientes anexos, que forman 
parte integrante de ésta: Tomo | "Resúmenes", 
Tomo ll “Recursos”, Tomo !ll "Gastos de 
Funcionamiento", Tomo |V "Inversiones", Tomo 
V (partes I, Il y 11) "Estructura de Cargos y 
Contratos de Función Pública" y Tomo VI - 1 
"Programa Estratégico de Gestión y Planes 
Anuales de Gestión por Inciso y Unidad 
Ejecutora". 


Artículo 2%,— La presente ley regirá a partir 
del 12 de enero de 2001, excepto en aquellas 
disposiciones para las cuales, en forma expresa, 
se establezca otra fecha de vigencia. 


Artículo 32%.— Las estructuras de cargos y 
contratos de función se consideran al 1% de 
mayo de 2000 y a valores del 1% de enero de 
2000. Autorízase a la Contaduría General de la 
Nación a efectuar las modificaciones conse- 
cuentes, de acuerdo con normas anteriores a la 
fecha de vigencia de la presente ley, así como 
las que resulten pertinentes por su incidencia en 
ésta. 


Artículo 4*%.— Los créditos establecidos para 
gastos de funcionamiento, inversiones, subsi- 
dios y subvenciones están cuantificados a 
valores del 1% de enero de 2000 y se ajus- 
tarán en la forma dispuesta por los artícu- 
los 62 y 72 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, modificado por el artículo 1? de 
la Ley N* 16.903, de 31 de diciembre de 1997 
y por los artículos 68, 69, 70 y 82 de la Ley 
N2 15.809, de 8 de abril de 1986 y sus 
modificativos. 


Los planillados anexos comprenden el costo 
del Presupuesto Nacional del período 2000- 
2004, incluidas las partidas que se asignan por 
los artículos de la presente ley, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 406. 


Artículo 5%*%.— El Poder Ejecutivo, previo 
informe de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y de la Contaduría General de la 
Nación, podrá efectuar las correcciones de los 
errores u omisiones numéricas o formales que 
se comprueben en el Presupuesto Nacional, 
dando cuenta a la Asamblea General. 
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SECCION ll 
FUNCIONARIOS 


CAPITULO 1 
NORMAS GENERALES 


Artículo 6%.— Sustitúyese el artículo 22 de 
la Ley N* 16.320, de 12 de noviembre de 1992, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 22.— No podrá disponerse el 
pase en comisión de funcionarios dependien- 
tes de la Administración Central a otros 
organismos del Poder Ejecutivo, Entes Autó- 
nomos, Servicios Descentralizados, Gobier- 
nos Departamentales, Corte Electoral, Tribu- 
nal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, Poder Judicial y viceversa. 


Tampoco podrá disponerse el pase en 
comisión de funcionarios dependientes de los 
Gobiernos Departamentales a Entes Autóno- 
mos -con excepción de la Universidad de la 
República- Servicios Descentralizados y vice- 
versa. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes se 
aplicará sin perjuicio de los regímenes 
especiales vigentes y de lo establecido en el 
artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986, en la redacción dada por 
el artículo 40 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992", 


Artículo 7*.— Sustitúyese el artículo 582 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 582.— No podrá existir más de 
un funcionario docente de la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP) pres- 
tando, en comisión, tareas de asistencia 
directa a cada legislador. 


Asimismo no podrán exceder de dos, los 
funcionarios docentes de ANEP que se 
encuentren en comisión, prestando tareas de 
asistencia directa a cada Ministro de Estado. 


Previo a cursar la correspondiente solici- 
tud, el Poder Legislativo o los jerarcas de los 
respectivos Ministerios controlarán que se 
verifique dicho requerimiento". 
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Artículo 8%.— El Poder Ejecutivo remitirá al 
Parlamento a efectos de su aprobación los 
proyectos de estructura, organización o rees- 
tructura de los incisos 02 a 15 del Presupuesto 
Nacional. Pasados cuarenta y cinco días sin 
pronunciamiento expreso, los mismos se consi- 
derarán aprobados. 


Artículo 9%*.— Modifícase el artículo 30 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en el 
sentido de establecer que donde dice: “inciso 


primero del artículo 14" debe decir "inciso 
segundo del artículo 20". 
Artículo 10.— Interprétase que el término 


vacantes, en el artículo 42 de la Ley N* 16.095, 
de 26 de octubre de 1989, en la redacción dada 
por la Ley N* 17.216, de 24 de setiembre de 
1999, y que resultan de la aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 11 de la Ley N* 16.462, 
de 11 de enero de 1994, refiere al monto del 
crédito presupuestario correspondiente a las 
mismas y no a la cantidad de cargos y funciones 
contratadas. 


Suprimida una vacante, el 4% (cuatro por 
ciento) del crédito se transferirá a un único 
objeto del gasto, con destino exclusivo a 
rehabilitar cargos o funciones contratadas a ser 
provistos con personas discapacitadas. 


Facúltase al jerarca del Inciso, a propiciar 
ante el Poder Ejecutivo -previo informe favorable 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la 
Contaduría General de la Nación-, la rehabilita- 
ción de los cargos o funciones contratadas a que 
refiere el inciso anterior, adecuados a los 
requerimientos de las unidades ejecutoras de 
su Inciso, y la trasposición de los respectivos 
créditos existentes en el objeto del gasto a nivel 
de programa y unidad ejecutora. 


Lo dispuesto será de aplicación, en lo 
pertinente, a los Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Gobiernos Departamentales y 
las personas públicas no estatales. 


Artículo 11.— Inclúyense en el inciso quinto 
del artículo 11 de la Ley N* 16,462, de 11 de 
enero de 1994, los siguientes numerales: 


"10) Cuando en una unidad ejecutora 
quede vacante un cargo o contrato 
de función pública y que sea el único 
en ese escalafón y serie. 

11) Los cargos y funciones contratadas 
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del Ministerio de Deporte y Juventud 
hasta el 31 de diciembre de 2001". 


CAPITULO ll 


RETRIBUCIONES Y COMPLEMENTOS 


Artículo 12.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a disponer aumentos diferenciales a funcionarios 
docentes, militares y policiales, en oportunidad 
de los incrementos generales de las remunera- 
ciones de los funcionarios de la Administración 
Central al amparo del artículo 6% de la Ley 
N?2 15.809, de 8 de abril de 1986 y artículo 1? 
de la Ley N* 16.903, de 31 de diciembre de 
1997. 


Dichos aumentos diferenciales podrán supe- 
rar entre el 10% (diez por ciento) y el 50% 
(cincuenta por ciento) a los aumentos generales 
dispuestos por el Poder Ejecutivo. 


Para los Organismos del artículo 220 de la 
Constitución de la República el incremento se 
adecuará a lo establecido en el artículo 72 de 
la Ley N2 15.809, de 8 de abril de 1986, 
excluidos los incrementos diterenciales a que 
refieren los incisos anteriores para policías y 
militares. 


Artículo 13.— Autorízase al Poder Ejecu- 
tivo a transformar los cargos de particular 
confianza establecidos en el artículo 9% de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y 
modificativos, en cargos de alta prioridad de 
acuerdo al régimen dispuesto por el artículo 7? 
de la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 
1992, manteniendo la misma denominación y 
posición jerárquica e inicialmente la misma 
retribución. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a establecer 
una escala de retribuciones para funciones de 
alta prioridad, la que sólo podrá aplicarse en 
oportunidad de determinar los incrementos 
diferenciales de retribuciones previstas en este 
Capítulo. 


Artículo 14.— Derógase el artículo 9* de la 
Ley N? 16.462, de 11 de enero de 1994, a partir 
de la vigencia de la presente ley. 


La presente derogación, es sin perjuicio del 
mantenimiento de los derechos adquiridos en 
virtud del artículo que se deroga, por los 
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funcionarios comprendidos en la siguiente situa- 
ción: 


A) Los funcionarios que, a la fecha de 
vigencia de la presente ley, se encuen- 
tren desempeñando efectivamente las 
funciones de mayor jerarquía referidas 
en este artículo, continuarán percibien- 
do esa compensación mientrás presten 
dichas funciones. A tales efectos, se 
determinará el monto que a la fecha de 
la presente ley están percibiendo, el 
que solamente recibirá los aumentos 
salariales que se aprueben para los 
funcionarios públicos. 


B) Los asesores con funciones de mayor 
jerarquía del titular de una unidad 
ejecutora, con o sin funciones ejecuti- 
vas adicionales, declaradas tales por la 
autoridad competente, que a la fecha de 
la presente ley gozaban de la compen- 
sación dispuesta por el artículo 9% de 
la Ley N?* 16.462, de 11 de enero de 
1994, conservarán dicho beneficio en 
carácter de compensación personal, 
aunque por causa de reformulación de 
las estructuras organizativas realizadas 
en aplicación de lo dispuesto en la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996, 
algunas de las ex unidades ejecutoras 
hayan pasado a ser áreas o dependen- 
cias de otras unidades ejecutoras, y 
siempre y cuando continúen prestando 
los servicios originales a nivel de los 
Directores de esas áreas o dependen- 
cias. 


Artículo 15.— Establécese con carácter 
general que las retribuciones por todo concepto 
de los integrantes de los órganos directivos de 
las personas públicas no estatales no podrán 
superar, en ningún caso, las de un Subsecre- 
tario de Estado. 


CAPITULO II 
MEJORA DE LOS SISTEMAS DE PERSONAL 


Artículo 16.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
para disponer, previo informe de la Contaduría 
General de la Nación y la Oficina Nacional de 
Servicio Civil, las modificaciones necesarias 
conducentes a racionalizar las denominaciones 
de cargos o contratos de función pública y las 
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de sus respectivas series, tendiendo a estable- 
cer una denominación o nomenclatura uniforme 
en las estructuras de las unidades ejecutoras de 
los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional 
y siempre que ello no ocasione lesión de 
derechos funcionales. 


Artículo 17.— En los Incisos 02 al 15 del 
Presupuesto Nacional se podrán determinar 
nuevas funciones de Alta Especialización, al 
amparo de lo dispuesto en los artículos 714 y 
730 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
además de las ya previstas en los decretos que 
aprobaron las respectivas reftormulaciones 
organizativas. 


Artículo 18.— Las funciones de Alta Espe- 
cialización que se creen al amparo de lo 
dispuesto en la presente ley, se financiarán con 
cargo a un crédito específico que se generará 
por: 


A) El crédito resultante de la supresión de 
vacantes de funciones contratadas que 
se generen a partir de la vigencia de 
la presente ley, cuando así lo determine 
el Poder Ejecutivo, incluyendo en el 
mismo la totalidad de conceptos retri- 
butivos, cualquiera sea la fuente de 
financiamiento. 


B) El crédito resultante de la supresión de 
las vacantes existentes de acuerdo a lo 
establecido por el artículo 11 de la Ley 
N?* 16.462, de 11 de enero de 1994, 
incluyendo en el mismo la totalidad de 
conceptos retributivos cualquiera sea la 
fuente de financiamiento. 


C) Economías a reasignar provenientes de 
la reformulación de las estructuras 
organizativas que no hayan sido distri- 
buidas, cuando así lo determine el 
Poder Ejecutivo (artículo 709 y siguien- 
tes de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996). 


D) Las economías resultantes de los con- 
tratos de Alta Especialización que el 
Poder Ejecutivo determine innecesarias, 
al producirse sus rescisiones. 


Artículo 19.— La escala de retribuciones, por 
todo concepto, a valores vigentes al 12 de enero 
de 2000, aplicable a las funciones contratadas 
de Alta Especialización al amparo del referido 
régimen será: 
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Nivel Retribución 


| $ 16.070 
q $ 24.725 
tu! $ 33.380 


Quienes desempeñen estas funciones sólo 
podrán adicionar a la retribución establecida en 
la presente escala, el sueldo anual complemen- 
tario, la prima por antigúedad y los beneficios 
sociales. 


Para todos los niveles, el régimen horario 
será de ocho horas diarias efectivas de labor y 
de permanencia a la orden. 


Para las funciones a las que se le asignen 
retribuciones del nivel lll se exigirá, además, 
que la dedicación sea excluyente. 


A los efectos de la presente ley se entiende 
por permanencia a la orden, la disposición del 
funcionario a requerimiento de la oficina, sin 
perjuicio del horario asignado y, dedicación 
excluyente, la imposibilidad de desempeñar 
ninguna otra actividad remunerada, con excep- 
ción de la docencia, la que podrá desempeñarse 
con un máximo de veinte horas semanales de 
labor. 


El plazo máximo de contratación será de dos 
años prorrogables. 


Artículo 20.— Sustitúyese el inciso tercero 
del artículo 718 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, por el siguiente: 


"El beneficio de reserva del cargo establecido 
en el artículo 12 del Decreto-Ley N* 14.622, 
de 24 de diciembre de 1976, comprenderá a 
quienes sean designados para cumplir funcio- 
nes de Alta Especialización. 


No obstante, los titulares de dichas fun- 
ciones, en el caso que optaren por ejercer 
otro cargo o función, no estarán comprendi- 
dos en el régimen de reserva respecto a la 
función de Alta Especialización. Del mismo 
modo se rescindirá el referido contrato si el 
funcionario pasara a prestar funciones en 
comisión al amparo de lo dispuesto por el 
artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986, con la redacción dada por 
el artículo 40 de la Ley N* 16.320, de 12 de 
noviembre de 1992. 


La presente disposición será aplicada a los 


funcionarios comprendidos en el artículo 44 
de la presente ley". 


Artículo 21.— El Poder Ejecutivo podrá 
disponer, a propuesta del jerarca de la unidad 
ejecutora, que el 60% (sesenta por ciento) de 
los créditos transferidos según lo dispuesto en 
el artículo 16, de la presente ley, sea destinado 
al financiamiento de las nuevas funciones de 
Alta Especialización o a los contratos de función 
pública a que refiere el artículo 19 de la 
presente ley. El 40% (cuarenta por ciento) 
restante, será asignado por el jerarca del Inciso 
con el mismo destino previsto en el artículo 16 
de la presente ley, de acuerdo con criterios de 
priorización de actividades programáticas. 


Artículo 22.— Los proyectos modificativos 
que se presenten al amparo del régimen 
establecido por los artículos 8* y 9% del Decreto- 
Ley N* 14,985, de 28 de diciembre de 1979, 
deberán atender al mejor cumplimiento de 
actividades y metas programáticas. A esos 
efectos las unidades ejecutoras comprendidas 
en los incisos 02 al 15 deberán determinar, 
previamente, los perfiles ocupacionales requeri- 
dos por los respectivos puestos de trabajo que 
proyecten. Asimismo, podrán condicionar los 
restantes puestos de trabajo determinando las 
especificaciones que se les exigirán cuando 
queden vacantes. 


El Poder Ejecutivo establecerá los criterios 
técnicos e instrucciones para su aprobación, 
previo informe del Comité Ejecutivo para la 
Reforma del Estado (CEPRE). 


Artículo 23.— La provisión de las nuevas 
funciones contratadas resultantes, se realizará 
mediante concurso abierto entre quienes tengan 
calidad de funcionario público, durante la 
vigencia de lo dispuesto en el artículo 32 de la 
Ley N?* 16.697, de 25 de abril de 1995, en la 
redacción dada por el artículo 20 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 24.— Los jerarcas de los Incisos 02 
al 15 del Presupuesto Nacional podrán acordar 
la realización de acciones conjuntas en áreas 
que requieran funciones de alta especialización, 
para lo cual podrán convenir su cofinanciación 
con los recursos previstos en el artículo 16 de 
la presente ley. 


Los convenios que se acuerden deberán 
contener en forma expresa los resultados 
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buscados expresados a través de indicadores de 
cumplimiento de los mismos, así como la 
participación de cada organismo en la financia- 
ción y el establecimiento de la responsabilidad 
jerárquica de las funciones de Alta Especializa- 
ción que se definan. 


Los créditos presupuestales de cada Inciso 
involucrados en los convenios, podrán ser 
utilizados en los destinos previstos en la 
presente ley, una vez finalizados los mismos. 


CAPITULO IV 
REDISTRIBUCIONES Y ADECUACIONES 


Artículo 25.— En todos los casos de 
redistribución de funcionarios, al amparo de lo 
dispuesto en los artículos 92 de la Ley 
N?2 13.640, de 26 de diciembre de 1967, y 307 
de la Ley N* 13.737, de 9 de enero de 1969, 
y en la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, 
a efectos de la adecuación presupuestal corres- 
pondiente, el sueldo y todas las demás 
compensaciones de carácter permanente efec- 
tivamente percibidas integran el total de retribu- 
ciones percibidas en el organismo de origen, con 
excepción de las compensaciones por prestación 
de funciones específicas, o de tareas distintas 
a las inherentes a su cargo o función en el 
organismo al que pertenecen y de los beneficios 
sociales. 


En ningún caso el nuevo total de retribucio- 
nes del funcionario podrá ser inferior al que 
venía percibiendo antes de su adecuación 
presupuestal. 


Cuando la retribución se integre con concep- 
tos de monto variable se tomará el promedio 
mensual de lo percibido en los últimos doce 
meses previos a la incorporación. 


Las retribuciones en especie se tomarán por 
su equivalente monetario. 


Artículo 26.— Inclúyese en la excepción del 
artículo 33 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, a los funcionarios de la Administración 
de Ferrocarriles del Estado (AFE) que puedan 
resultar redistribuidos, en función de la reestruc- 
tura de dicho Ente. 


Dichos funcionarios no podrán negarse a ser 
redistribuidos en el propio departamento que 
constituye su residencia permanente o un 
departamento limítrofe a aquél. En caso de no 
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aceptar en forma expresa la redistribución 
dentro del plazo de treinta días de ser 
notificada, se entenderá que se configuró la 
renuncia tácita. 


Artículo 27.— Los funcionarios excedentarios 
de la ex División Agroindustrial de la Adminis- 
tración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland (ANCAP), podrán ser redistribuidos en 
toda la Administración Pública, sin excepciones, 
de acuerdo con el régimen previsto en los 
artículos 15 y siguientes de la Ley N* 16.127, 
de 7 de agosto de 1990. 


Dichos funcionarios no podrán negarse a ser 
redistribuidos a dependencias ubicadas en el 
departamento de Salto. En caso de no acep- 
tar en forma expresa la redistribución dentro 
del plazo de ciento ochenta días de ser 
notificada, se entenderá que se configuró la 
renuncia tácita. 


El cese de los referidos funcionarios con 
derecho a jubilación, con un mínimo de sesenta 
años de edad, será obligatorio y dará derecho 
a una indemnización, a cargo de ANCAP, 
equivalente a la diferencia mensual entre sus 
haberes y el haber jubilatorio hasta cumplir los 
sesenta y cinco años de edad. 


Quienes tengan entre cincuenta y cinco y 
cincuenta y nueve años de edad y su 
redistribución no sea posible, permanecerán en 
situación de "a la orden", en las mismas 
condiciones que se encuentren a la fecha de 
vigencia de la presente ley. Estos funcionarios 
podrán desempeñar sus tareas en otras depen- 
dencias de la Administración Pública del depar- 
tamento de Salto, sin que se requiera su 
conformidad, previa autorización del Directorio 
de ANCAP. 


Quienes no tengan causal jubilatoria podrán 
acogerse a un retiro incentivado equivalente a 
veinticuatro sueldos mensuales. 


Artículo 28.— Los funcionarios de PLUNA 
(Ente Autónomo), podrán ser redistribuidos 
dentro de la Administración Pública y no podrán 
negarse a ser redistribuidos al propio departa- 
mento que constituye su residencia permanente 
o a un departamento limítrofe de aquél. 


En caso de no aceptar la redistribución den- 
tro del plazo de treinta días de ser notificada, 
se entenderá que se configuró su renuncia 
tácita. 
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Derógase el artículo 24 de la Ley N* 16.127, 
de 7 de agosto de 1990. 


SECCION 111 
ORDENAMIENTO FINANCIERO 


CAPITULO 1 
NORMAS GENERALES 


Artículo 29.— Agrégase al artículo 541 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por el artículo 9% de la Ley 
N2 17.213, de 24 de setiembre de 1999, artículo 
83 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAFP), el siguiente 
inciso: 


"La omisión de registro en alguna o todas las 
etapas del gasto, será considerada falta 
grave". 


Artículo 30.— Agrégase al artículo 573 de la 
Ley N* 15,903, de 10 de noviembre de 1987, 
(artículo 120 del TOCAP), el siguiente numeral: 


"7) A los funcionarios que tengan a su 
cargo la contabilidad en alguna o todas 
las etapas del gasto". 


Artículo 31.— Agrégase al artículo 482 de la 
Ley N2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por los artículos 653 de 
la Ley N2* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
738 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
(artículo 33 del TOCAF), el siguiente literal: 


*R) las compras que realice la Presiden- 
cia de la República para el Sistema 
Nacional de Emergencias a efectos de 
atender situaciones de emergencia, 
crisis y desastres excepcionales, dando 
cuenta a la Asamblea General". 


Artículo 32.— Derógase el artículo 47 del 
Decreto-Ley N* 14.189, de 30 de abril de 1974. 


Artículo 33.— Sustitúyese el artículo 400 de 
la Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 
(Código General del Proceso), por el siguiente: 


"ARTICULO 400.— Ejecutoriada una senten- 
cia contra el Estado, el acreedor pedirá su 
cumplimiento, por el procedimiento corres- 
pondiente (artículo 378 del Código General 
del Proceso), con intimación por el plazo de 
diez días. Cumplido el mismo, si la sentencia 
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condenare al pago de una cantidad líquida y 
exigible, y no se hubiera controvertido la 
liquidación por el Estado, se comunicará al 
Ministerio de Economía y Finanzas, en un 
plazo de treinta días corridos a partir de su 
notificación, ordenará al Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay (BROU), que se 
acredite a la orden del órgano jurisdiccional 
interviniente la suma correspondiente, previa 
intervención del Tribunal de Cuentas, quien 
se expedirá dentro de los quince días de 
haber recibido el expediente respectivo. 
Vencido dicho plazo sin que se hubiera 
pronunciado, el gasto se tendrá por interve- 
nido. 


Confirmada por el banco la disponibilidad 
de la suma, se librará orden de pago a favor 
del acreedor. 


Sin perjuicio de lo dispuesto, dictada la 
sentencia de condena al Estado a pagar 
cantidad líquida y exigible, los abogados 
patrocinantes de la Administración deberán 
comunicar por escrito tal hecho a su jerarca 
inmediato, quien a su vez tomará los 
recaudos necesarios a efectos de comunicar 
dicho extremo al Ministerio de Economía y 
Finanzas, a través de la Tesorería General 
de la Nación. 


El incumplimiento de lo anteriormente 
dispuesto será considerado falta grave". 


Artículo 34.— Suprimese el numeral 1? del 
artículo 464 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, artículo 15 del TOCAF. 


Artículo 35.— Para el cumplimiento de 
sentencias judiciales, laudos arbitrales o situa- 
ciones derivadas de los artículos 24 y 25 de la 
Constitución de la República, la erogación 
resultante se atenderá con cargo a los créditos 
de los órganos u organismos a los cuales la 
condena les ha atribuido responsabilidad. 


Si el órgano responsable fuera una unidad 
ejecutora y los créditos no fueran suficientes, el 
jerarca respectivo determinará los créditos de 
otras unidades ejecutoras con los que se 
atenderá el pago. 


Queda exceptuado de esta norma el Minis- 
terio de Educación y Cultura, en caso de 
expropiaciones dispuestas por la Comisión del 
Patrimonio Cultural de la Nación, así como 
también todos los organismos por hechos cuyas 
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causales fueran originadas con anterioridad al 
31 de diciembre de 1989. 


Artículo 36.— En todas las licitaciones 
públicas y abreviadas, invitaciones o llamados 
que realicen los órganos y organismos integran- 
tes del Presupuesto Nacional, percibirán de los 
interesados en contratar el importe de los 
Pliegos de Bases y Condiciones Particulares, de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación 
que se dicte con la conformidad de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


Artículo 37.— Las trasposiciones de créditos 
asignados a gastos de funcionamiento en los 
órganos y organismos del Presupuesto Nacional, 
regirán hasta el 31 de diciembre de cada 
ejercicio, sin perjuicio de los regímenes espe- 
ciales existentes. 


Sólo se podrán trasponer créditos no 
estimativos y con las siguientes limitaciones: 


1) Los correspondientes al Grupo O "Ser- 
vicios Personales" no se podrán traspo- 
ner ni recibir trasposiciones de otros 
grupos, salvo disposición expresa. 


2) Dentro del Grupo O "Servicios Persona- 
les", podrán trasponerse entre sí, siem- 
pre que no pertenezcan a los objetos 
de los Subgrupos 01, 02 y 03 y se 
trasponga hasta el límite del crédito 
disponible no comprometido. 


3) No se podrán trasponer créditos de 
objetos destinados exclusivamente a 
misiones diplomáticas permanentes y 
misiones oficiales (Grupo 2 "Servicios 
no Personales”), salvo entre sí mismos. 


4) Los objetos de los Grupos: 5 “Transfe- 
rencias", 6 "Intereses y otros gastos de 
la deuda", 8 "Aplicaciones Financieras" 
y 9 "Gastos Figurativos" no podrán ser 
traspuestos. 


5 


mo” 


El Grupo 7 "Gastos no clasificados” no 
podrá recibir trasposiciones, excepto los 
objetos de los Subgrupos 7.4 "Otras 
Partidas a Reaplicar", y 7.5 "Abatimien- 
to del crédito". 


6 


o” 


Los créditos destinados para suminis- 
tros de organismos o dependencias del 
Estado, personas jurídicas de derecho 
público no estatal y otras entidades que 
presten servicios públicos nacionales, 
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empresas estatales y paraestatales, 
podrán trasponerse entre sí. 


7) Las partidas de carácter estimativo no 
podrán reforzar otras partidas ni recibir 
trasposiciones. 


Las trasposiciones se realizarán como se 
determina a continuación: 


A) Dentro de un mismo programa y entre 
sus respectivas unidades ejecutoras, 
con autorización del jerarca del Inciso. 


B) Entre diferentes programas de un mis- 
mo Inciso, con autorización del Minis- 
terio de Economía y Finanzas, previo 
informe favorable de la Contaduría 
General de la Nación y justificación 
fundada del jerarca del Inciso. 


Las solicitudes de trasposición entre progra- 
mas, deberán presentarse ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas antes del 1? de noviembre 
del ejercicio y contar con resolución favorable 
del Ministerio de Economía y Finanzas antes del 
1% de diciembre de ese ejercicio. 


Deróganse los artículos 107 y 108 de la 
llamada Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre 
de 1983. 


Artículo 38.— Incorpórase al artículo 440 de 
la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
el siguiente inciso: 


“El crédito habilitado por el inciso precedente 
se efectuará con cargo a la partida autorizada 
por el inciso tercero del artículo 29 del 
Decreto-Ley N* 14.754, de 5 de enero de 
1978, y por el artículo 56 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996". 


CAPITULO Il 
FONDOS DE LIBRE DISPONIBILIDAD 


Artículo 39.— Los ingresos que perciban los 
órganos y organismos comprendidos en el 
Presupuesto Nacional por todo concepto, se 
depositarán en cuentas del Tesoro Nacional, en 
el sistema bancario estatal, individualizando el 
concepto del recurso respectivo, dentro del 
plazo de veinticuatro horas hábiles. 


La Tesorería General de la Nación habilitará 
cuentas corrientes con la finalidad de registrar 
los movimientos y determinar los saldos de los 
fondos respectivos de los órganos y organismos 
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integrantes del Presupuesto Nacional, que por 
normas legales o reglamentarias perciban ingre- 
SOS. 


Las instituciones financieras comunicarán 
mensualmente a la Tesorería General de la 
Nación los movimientos y saldos de las cuentas 
del Tesoro Nacional. 


Artículo 40.— Al cierre de cada ejercicio 
financiero el 80% (ochenta por ciento) de los 
saldos no comprometidos en las referidas 
cuentas corrientes de las unidades ejecutoras de 
los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, 
pasará a constituir recursos de Rentas Genera- 
les. A tales efectos, se entiende como saldos no 
comprometidos del ejercicio, a los recursos 
percibidos en el mismo, y que no se hayan 
aplicado a la cancelación de las obligaciones 
derivadas de la ejecución del presupuesto de 
gastos devengadas en dicho período. Esta 
disposición no será de aplicación a los saldos 
no comprometidos que financien planes de 
inversión, previa autorización de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


Se exceptúa de esta norma el Fondo Nacional 
de Vivienda, que se regirá por las disposiciones 
pertinentes en la materia. 


Artículo 41.— Los gastos que se atienden 
con los fondos de libre disponibilidad se 
financiarán con cargo a los créditos 
presupuestales aprobados, siempre y cuando 
exista disponibilidad en las respectivas cuentas 
corrientes. 


El Poder Ejecutivo podrá reforzar los créditos 
presupuestales de gastos de funcionamiento e 
inversión y retribuciones personales, si 
correspondiere, que se atienden con cargo a 
estos fondos, siempre que se acredite previa- 
mente su necesidad y conveniencia, teniendo 
en cuenta la disponibilidad del Tesoro Nacional, 
de acuerdo con lo que disponga la reglamenta- 
ción. 


Cuando por razones de política de adminis- 
tración de recursos disminuya la recaudación, y 
en consecuencia no se pueda atender los gastos 
con cargo a estos fondos, el Poder Ejecutivo 
podrá autorizar su pago. 


Artículo 42.— La Tesorería General de la 
Nación, realizará los pagos de las obligaciones 
contraídas con cargo a dichos fondos, en forma 
irrevocable, dentro de los cinco días hábiles 
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desde que la obligación esté en condiciones de 
ser pagada. 


Artículo 43.— Derógase el artículo 48 del 
Decreto-Ley N?* 14.416, de 28 de agosto de 
1975, sustituido por el artículo 46 de la Ley 
N2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la 
redacción dada por el artículo 71 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 44.— Derógase el artículo 63 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la 
redacción dada por el artículo 24 de la Ley 
N2 17.213, de 24 de setiembre de 1999, así 
como todas las normas que se opongan al 
presente régimen. 


CAPITULO 1 


INVERSIONES 


Artículo 45.— Derógase el artículo 86 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 (artícu- 
lo 11 del Texto Ordenado de Inversiones). 


Artículo 46.— Sustitúyese el artículo 78 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 78.— Se considera Inversión 
Pública a los efectos presupuestales, la 
aplicación de recursos en todo tipo de bienes 
y de actividades que incremente el patrimonio 
físico, y extraordinariamente el patrimonio 
humano de los organismos que integran el 
Presupuesto Nacional, con el fin de ampliar, 
mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la 
capacidad productora de bienes o prestadora 
de servicios, Incluye asimismo los pagos sin 
contraprestación cuyo objeto es que los 
perceptores adquieran activos de capital. 
Esta definición comprende los gastos de 
estudios previos de los proyectos a ser 
ejecutados". 


Artículo 47.— Derógase el artículo 611 de la 
Ley N*2 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Artículo 48.— Derógase el artículo 59 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Artículo 49.— Sustitúyese el inciso tercero 
del artículo 29 del Decreto-Ley N2 14.754, de 
5 de enero de 1978, en la redacción dada por 
el artículo 52 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, y por el artículo 56 de la 
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Ley N? 16.736, de 5 de enero de 1996, por los 
siguientes: 


"El 25% (veinticinco por ciento) de esta 
partida podrá ser destinado a reforzar 
créditos asignados a proyectos de inversión. 


Los refuerzos y habilitaciones que se au- 
torizan por esta disposición, se efectuarán 
siempre con acuerdo del Ministerio de 
Economía y Finanzas, previo informe de la 
Contaduría General de la Nación, y de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en lo 
relativo a proyectos de inversión". 


Artículo 50.— Sustitúyese el artículo 95 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 95.— Los Incisos que cuenten 
con proyectos de inversión financiados con 
endeudamiento externo, deberán registrar las 
imputaciones correspondientes a los montos 
ejecutados, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 546 de la Ley N* 15.903, de 10 
de noviembre de 1987, en la redacción dada 
por el artículo 14 de la Ley N* 17.213, de 
24 de setiembre de 1999 (artículo 88 del 
Texto Ordenado de Contabilidad y Adminis- 
tración Financiera -TOCAF)". 


Artículo 51.— Derógase el artículo 87 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Artículo 52.— Sustitúyese el artículo 94 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 94.— Cuando el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas ejecute proyec- 
tos de otros Incisos, ya sea por administra- 
ción o por contrato, deberá proporcionar la 
información que conjuntamente determinen la 
Contaduría General de la Nación y la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto". 


SECCION IV 
INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 


INCISO 02 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 


Artículo 53.— Los funcionarios del programa 
001 "Determinación y Aplicación de la Política 
de Gobierno", unidad ejecutora 001 "Presidencia 
de la República y Oficinas Dependientes" del 
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Inciso 02 "Presidencia de la República", que 
pasen a prestar funciones en comisión al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 32 de la 
Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 40 de la Ley 
N? 16.320, de 1* de noviembre de 1992, dejarán 
de percibir la compensación prevista por el 
artículo 80 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


Artículo 54.— Asígnase a la unidad ejecutora 
001 "Presidencia de la República y Oficinas 
Dependientes” del programa 001 "Determinación 
y Aplicación de la Política de Gobierno", del 
inciso 02 "Presidencia de la República", una 
partida anual de $ 1.162.000 (un millón ciento 
sesenta y dos mil pesos uruguayos), para 
atender gastos de funcionamiento de la Secre- 
taría Nacional de Drogas. 


La Presidencia de la República comunicará a 
la Contaduría General de la Nación la 
desagregación de la referida partida en grupos 
y objetos del gasto. 


Artículo 55.— Créase en el programa 001 
"Determinación y Aplicación de la Política de 
Gobierno”, unidad ejecutora 001 "Presidencia de 
la República y Oficinas Dependientes" el cargo 
de Secretario General de la Secretaría Nacional 
de Drogas, el que se declara de particular 
confianza y queda comprendido en el literal D) 
del artículo 9? de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Artículo 56.— El Poder Ejecutivo, previa 
asignación legal correspondiente, fijará la tabla 
de sueldos de los funcionarios del Inciso 02 
"Presidencia de la República” la que no estará 
comprendida en lo establecido en el artículo 26 
de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990 
y sus modificativas y artículo 105 de la llamada 
Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983. 
Las precitadas remuneraciones se ajustarán en 
la misma oportunidad y porcentaje que los 
sueldos de los demás funcionarios de la 
Administración Central. 


Hasta que entre en vigencia la precitada tabla 
de sueldos los mismos continuarán rigiéndose 
por la tabla de sueldos establecida en el ar- 
tículo 26 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, sus modificativas y demás 
normas aplicables a los funcionarios de la 
Administración Central, dando cuenta a la 
Asamblea General. 
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Artículo 57.— Los funcionarios del programa 
002 "Planificación de Desarrollo y Asesoramien- 
to Presupuestal para el Sector Público” del 
Inciso 02 "Presidencia de la República", que 
pasen a prestar funciones en comisión de 
asistencia directa a los Ministros de Estado, al 
amparo de lo dispuesto por el artículo 32 de la 
Ley N* 15,851, de 24 de diciembre de 1986, en 
la redacción dada por el artículo 40 de la Ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, dejarán 
de percibir la compensación prevista por el 
artículo 97 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


Artículo 58.— Suprímese del artículo 6% de 
la Ley N* 16,320, de 12 de noviembre de 1992, 
la referencia al cargo de Subdirector de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 59.— Todos los organismos del 
Estado -Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Poder 
Legislativo, Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
Gobiernos Departamentales- están obligados a 
remitir a la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
con destino al Registro creado por el literal D) 
del artículo 4% de la Ley N* 15.757, de 15 de 
julio de 1985, la información que ésta solicite 
a los efectos registrales. 


Dicha información deberá ser proporcionada 
en un plazo máximo de treinta días contados a 
partir de la fecha de recepción de la solicitud. 


Facúltase a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil a publicar en el Diario Oficial la nómina de 
los organismos que no cumplan con lo dispuesto 
precedentemente. 


Artículo 60.— La Oficina Nacional del 
Servicio Civil proyectará el "Modelo Legajo 
Personal Electrónico", el que una vez aprobado 
por el Poder Ejecutivo, deberá ser adoptado por 
la Administración Central, Poder Judicial, Corte 
Electoral, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, con excepción de 
tos comprendidos en el Capítulo ll de la Sec- 
ción Xl de la Constitución de la República. 
Asimismo, el Poder Ejecutivo adoptará el 
referido modelo. 


El modelo proyectado deberá tener en cuenta 
los desarrollos electrónicos ya realizados en la 
materia y puestos en funcionamiento por 
algunos de los órganos u organismos invo- 
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lucrados, procurando su compatibilización con 
los mismos. 


Artículo 61.— El personal eventual requerido 
para las funciones de apoyo a los proyectos de 
funcionamiento "Encuesta de Gastos e Ingresos 
de los Hogares" y "Primera etapa del VI! Censo 
General, IV de Hogares y VI de Viviendas" que 
llevará a cabo el Instituto Nacional de Estadís- 
tica será designado de acuerdo a lo establecido 
por el artículo 127 de la Ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986. Quienes sean llamados a 
desempeñar dichas funciones no adquirirán la 
calidad de tuncionarios públicos. 


La citada unidad ejecutora, al amparo del 
mencionado artículo, podrá además contratar 
personal eventual para ejecutar las tareas de 
relevamiento y procesamiento de las distintas 
encuestas que realiza. Quienes desempeñen las 
funciones de encuestador percibirán sus retribu- 
ciones por encuesta, a cuyos efectos el Poder 
Ejecutivo fijará los valores de cada una de ellas, 
en función de la complejidad del respectivo 
formulario, el grado de dificultad previsto para 
la concreción de cada entrevista y la duración 
de la misma. 


Artículo 62.— Encárgase al Instituto Nacio- 
nal de Estadística el relevamiento y procesa- 
miento del Indice de Precios al por Mayor de 
Productos Nacionales, que actualmente elabora 
el Banco Central del Uruguay (BCU). 


Artículo 63,— Toda iniciativa en materia de 
regulaciones y restricciones administrativas que 
afecte la competencia entre particulares o la 
competitividad, así como en materia de tasas a 
ser percibidas por las unidades ejecutoras de la 
Administración Central por concepto de trámites, 
servicios o similares requerirá informe previo de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
actuará de conformidad con los criterios esta- 
blecidos en los artículos 699 a 702 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 64.— Créase en el Programa 001 
"Presidencia de la República" y en el ámbito de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el 
Programa de Inversión Social (PRIS), que tendrá 
como cometido la articulación de las políticas 
sociales del Estado, en particular la coordina- 
ción de los Programas que son financiados por 
organismos multilaterales de crédito y por 
distintas fuentes de financiamiento de la coope- 
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ración internacional, a través del ejercicio de la 
Secretaría de la Comisión Interministerial de 
Asuntos Sociales que integran el Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, el Ministro de 
Educación y Cultura, el Ministro de Salud 
Pública, el Ministro de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y que preside el 
Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. La creación de dicho Programa no 
implica la asignación de mayores recursos 
presupuestarios y absorberá al Departamento de 


Políticas Sociales de la Oficina de Planeamiento 


y Presupuesto. 


La Oficina será dirigida por un Director en el 
marco de lo establecido en el artículo 7* de la 
Ley N* 16.320, de 12 de noviembre de 1992. 


INCISO 03 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Artículo 65.— Autorízase al Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional" a enajenar 
aquellos inmuebles de propiedad del Estado que 
tengan carácter de “bienes bélicos" y sean 
considerados prescindibles para el cumplimiento 
de sus cometidos sustantivos. 


A tal efecto, será de aplicación, el proce- 
dimiento previsto en el artículo 343 de la Ley 
N*2 13.835, de 7 de enero de 1970. 


Del producido de las operaciones realizadas 
en aplicación del presente artículo, el 80% 
(ochenta por ciento) será destinado al programa 
respectivo de gastos de inversión y el resto 
distribuido en partes iguales a la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP) y al 
Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 66.— El no pago en fecha de los 
tributos cuya recaudación se encuentra a cargo 
de la Prefectura Nacional Naval dará lugar a la 
aplicación de las multas y recargos previstos en 
el inciso segundo del artículo 94 del Decreto- 
Ley N* 14.306, de 29 de noviembre de 1974 
(Código Tributario), en la redacción dada por el 
artículo 1% de la Ley N* 16.869 de 25 de 
setiembre de 1997. 


La resolución firme que en tal sentido dicte 
la Prefectura Nacional Naval, constituirá título 
ejecutivo, siendo aplicable lo dispuesto por los 
artículos 91 y 92 del Código Tributario. 


Artículo 67.— Sustitúyese el artículo 21 de 
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la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, 
en la redacción dada por el artículo 108 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 21.— Autorízase al Inciso 03 
'Ministerio de Defensa Nacional', unidad 
ejecutora 018 'Comando General de la 
Armada', a constituir un fondo con los 
recursos de afectación especial del Servicio 
de Construcciones, Reparaciones y Arma- 
mento (SCRA) equivalente a setecientos 
cincuenta jornales mensuales, de grado 01, 
subgrupo ll. 


Dicho fondo será destinado al pago de la 
contratación del personal civil eventual que 
cumpla tareas en el SCRA. Este personal no 
generará derecho de permanencia. 


El Ministerio de Defensa Nacional podrá 
celebrar convenios de pasantía con institucio- 
nes de enseñanza técnica de nivel medio, 
tanto públicas como privadas, a los efectos 
de cubrir requerimientos de personal para 
desempeñar funciones en el SCRA. Esta 
contratación se realizará con cargo al fondo 
establecido en el inciso primero del presente 
artículo". 


Artículo 68.— Cuando existan vacantes en 
la unidad ejecutora 033 "Dirección Nacional de 
Sanidad de las Fuerzas Armadas", del Inciso 03 
"Ministerio de Defensa Nacional", la designación 
de personal civil equiparado a.un grado militar, 
deberá efectuarse dentro de los ciento ochenta 
días de finalizado el respectivo concurso o en 
su caso, de la respectiva propuesta de desig- 
nación efectuada por la citada unidad ejecutora, 
a cuyos efectos la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y la Contaduría General de la Nación 
instrumentarán los mecanismos correspondien- 
tes para su cumplimiento. 


Transcurrido dicho término, sin haberse 
efectuado la designación, la Dirección Nacional 
de Sanidad de las Fuerzas Armadas, quedará 
facultada para contratar en forma directa y sin 
más trámite, hasta la provisión del cargo 
correspondiente, con un máximo de tres años, 
a aquellas personas propuestas para el mismo, 
siempre que se cumplan las siguientes condicio- 
nes: 


A) Que exista una partida presupuestal 
identificada por la unidad ejecutora en 
su escalafón, grado y número correla- 
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tivo cuya economía financie tal contra- 
tación. 


B) Sólo podrá contratarse a aquellos que 
hubieran sido propuestos para el cargo 
respectivo. 


C) La retribución se pagará con cargo al 
renglón específico que abrirá la Conta- 
duría General de la Nación y se 
financiará con la economía producida 
por la vacante. 


D) La contratación sólo podrá efectuarse 
con el nivel máximo de retribución del 
cargo vacante y hasta el plazo de tres 
años. Dicho personal, se regirá en 
materia de aguinaldo, licencias, cargas 
legales al sistema previsional y régimen 
disciplinario, por la normativa vigente 
aplicable al Personal Civil Equiparado 
del Ministerio de Defensa Nacional. 


E) La Dirección Nacional de Sanidad de 
las Fuerzas Armadas podrá, por moti- 
vos fundados, declarar finalizado el 
contrato antes de dicho término. 


Artículo 69.— Establécese que el Fondo 
Especial de Tutela Social, instituido por el 
Decreto-Ley N* 15.569, de 1? de junio de 1984, 
constituye Fondos de Terceros, no considerán- 
dose Recursos de Afectación Especial. 


Artículo 70.— Fusiónanse las unidades 
ejecutoras 030 "Dirección Nacional de Aviación 
Civil e Infraestructura Aeronáutica", 031 "Direc- 
ción General de Aviación Civil" y 032 "Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica" en la 
unidad ejecutora 041, la que se denominará 
“Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraes- 
tructura Aeronáutica" del Programa 005 "Admi- 
nistración y Control Aviatorio y Aeroportua- 
rio" del Inciso 03 "Ministerio de Defensa 
Nacional". 


Los cometidos, potestades y atribuciones de 
la unidad ejecutora 041, serán los asignados por 
las disposiciones vigentes a las unidades 
ejecutoras fusionadas, debiendo en un plazo de 
noventa días de la vigencia de la presente ley, 
definir su estructura organizativa interna de 
acuerdo con la normativa vigente. 


La asignación de bienes, créditos y obligacio- 
nes, que las disposiciones vigentes prevén 
respecto de las tres unidades fusionadas, se 
transfieren de pleno derecho a la unidad 
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ejecutora que se crea a partir de la vigencia de 
la presente ley. 


Las retribuciones de los funcionarios de las 
unidades ejecutoras 031 "Dirección General de 
Aviación Civil" y 032 “Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica" se financiarán con 
cargo a Rentas Generales. A sus retribuciones 
básicas se les adicionará una compensación 
mensual que se calculará de la siguiente forma: 
las compensaciones de montos fijos se incorpo- 
rarán por el importe percibido a la techa de la 
fusión por cada uno de los funcionarios y 
aquellas de monto variable como un importe 
calculado en función del promedio de lo recibido 
por cada funcionario entre el 1? de julio de 1999 
y el 30 de junio de 2000. 


En un plazo de noventa días a partir de la 
vigencia de la presente ley, la Contaduría 
General de la Nación habilitará los créditos 
presupuestales referidos en los incisos tercero 
y cuarto en la unidad ejecutora que se crea. 


La aplicación de lo dispuesto en este artículo 
no podrá causar lesión de derechos funcionales, 
ni afectar los derechos, deberes y garantías de 
los funcionarios, en particular, ni podrán signi- 
ficar variación de las retribuciones que percibían 
los funcionarios antes de la fusión. 


Deróganse los artículos 511 de la Ley 
N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, y 35 
de la Ley N* 16.462, del 11 de enero de 1994, 
así como todas las disposiciones legales o 
reglamentarias modificativas y concordantes. 


Todos los recursos desafectados por el inciso 
anterior con destino al grupo O, se afectarán a 
Rentas Generales. 


Artículo 71.— Deróganse los artículos 55, 
56, 57, 58 y 59 de la Ley N* 13,737, de 9 de 
enero de 1969. 


Artículo 72.— A los Oficiales en actividad 
que al 12 de febrero de 2001 computen con 
exceso los tiempos mínimos establecidos en sus 
diferentes grados, como consecuencia exclusiva 
de la falta de vacantes, se les retrotraerán las 
fechas de ascenso según el exceso de años 
pasados en cada grado. 


Cumplido, se otorgarán los ascensos que 
correspondan en los distintos grados, sobre la 
base de los tiempos mínimos de antiguedad 
computable en cada grado, a los Oficiales que 
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reúnan las condiciones generales para el 
ascenso. No se podrá ascender más que un 
grado y se generará la antigiedad correspon- 
diente en su nueva jerarquía. 


Los Oficiales comprendidos en las disposicio- 
nes precedentes serán ubicados en los escala- 
fones respectivos con las precedencias corres- 
pondientes. 


Los ascensos conferidos en virtud de lo 
establecido en la presente disposición, no 
confieren derecho a diferencias de sueldos, 
compensaciones, ni otros conceptos, con ante- 
rioridad al 12 de febrero de 2001 y, en caso de 
existir éstas, se financiarán con economías del 
grupo O. 


El procedimiento previsto en este artículo se 
aplicará por única vez. 


INCISO 04 
MINISTERIO DEL INTERIOR 


Artículo 73.— Créase el cargo de Director 
Nacional de Sanidad Policial que será ocupado 
por un Oficial superior del Sub Escalafón 
Ejecutivo en situación de Actividad. 


Suprímese del artículo 95 de la Ley 
N?2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, la 
referencia al cargo de Director de Sanidad 
Policial. 


Artículo 74.— Tranfórmanse al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 21 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996, en el programa 001 
"Administración", unidad ejecutora 01 "Secreta- 
ría”, los siguientes cargos presupuestales: 


1 Subcomisario (P.T) (Escribano) En un 
Inspector Mayor (P.T) (Escribano) 


1 Oficial Principal (P.T) (Escribano) En un 
Inspector Mayor (P.T) (Escribano) 


1 Oficial Principal (P.T) (Escribano) En un 
Inspector Mayor (P.T) (Escribano) 


Los cargos que se crean serán transtormados 
al vacar en los cargos que eran anteriormente. 


Artículo 75.— Los descuentos de terceros 
que realiza la Dirección Nacional de Asistencia 
Social Policial, sobre las prestaciones jubilatorias 
y pensionarias que sirve, no podrán superar el 
80% (ochenta por ciento) de los haberes líquidos 
(nominal menos descuentos legales). 
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Artículo 76.— Asígnase una partida anual de 
$ 23.240.000 (veintitrés millones doscientos 
cuarenta mil pesos uruguayos) destinada a la 
ejecución de vivienda del personal policial cuyo 
ingreso del núcleo familiar no supere las 30 UR 
(treinta unidades reajustables). 


Esta partida estará condicionada a los 
respectivos convenios y especificada a progra- 
mas determinados. La ejecución de dicho Plan 
será coordinado por la Comisión Ejecutora de 
Vivienda Policial. 


Los rubros a efectos de dichos financia- 
mientos, serán aportados por el Fondo Nacional 
de Vivienda y deberán ser transferidos a partir 
de la firma de tos respectivos convenios. 


Artículo 77.— Suprímese en el escalafón "L”, 
el subescalatón de Servicio (PS). A tales 
efectos, los cargos de ingreso al mismo serán 
transformados al vacar, en cargos de Agentes 
de 2da. del subescalafón ejecutivo. 


Los actuales integrantes de dicho subescalatón 
mantendrán, no obstante, su situación y todos 
los derechos inherentes al estado policial. 


Artículo 78.— Suprimese el paréntesis 
presupuestal (PF), creado por el artículo 189 del 
Decreto-Ley N* 14.189, de 30 de abril de 1974, 
en la categoría de Personal Superior. 


Sus componentes pasarán a integrar el 
subescalatón Ejecutivo de la unidad ejecutora 
donde actualmente prestan servicios. Los cargos 
vacantes serán redistribuidos a la Jefatura de 
Policía de Montevideo. 


Artículo 79.— Establécese que los ciudada- 
nos que ingresen o reingresen a los cargos 
presupuestales del Ministerio del Interior tendrán 
la calidad de contratados por el plazo de un año 
renovable hasta un máximo de cinco años, 
pudiendo durante dicho lapso ser desvinculados 
por razones fundadas de servicio, sin necesidad 
de sumario administrativo previo. 


Exceptúase de dicho régimen a los Oficiales 
Subayudantes egresados de la Escuela Nacional 
de Policía. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición. 


Artículo 80.— Los funcionarios policiales que 
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a la fecha de promulgación de la presente ley 
se encuentren prestando servicios en comisión 
en las distintas unidades ejecutoras del Inciso 
04, quedarán incorporados al presupuesto de la 
unidad en la que cumplen efectivamente funcio- 
nes, previo otorgamiento de los ascensos que 
pudieran corresponder al 1* de febrero de 2001, 
si no manifestaren dentro del plazo de noventa 
días a contar del siguiente a la publicación de 
la presente ley, su voluntad de reintegrarse a 
la unidad en la cual revistan presupuestalmente. 
El reintegro se producirá en torma inmediata a 
la manifestación de voluntad del funcionario, en 
tal sentido, quienes opten por el reintegro a su 
unidad ejecutora de origen, no podrán volver a 
pasar en comisión a ninguna unidad ejecutora. 
Exceptúase al personal asignado a tareas de 
asistencia directa al Ministro, Subsecretario, 
Director General de Secretaría y Director de la 
Policía Nacional. 


Los tuncionarios referidos en el inciso 
anterior que pertenezcan al subescalatlón Ejecu- 
tivo y cumplan tareas administrativas pasarán al 
subescalatón Administrativo, transtormándose 
sus cargos, si no optasen dentro del plazo 
establecido por reintegrarse a su unidad de 
origen. 


Dichos cargos al vacar serán transformados 
en los cargos que eran anteriormente, pertene- 
cientes al subescalafón Ejecutivo. 


A partir de la vigencia de la presente ley 
quedan prohibidos los pases en comisión de los 
funcionarios policiales del subescalafón Ejecuti- 
vo, en las distintas unidades ejecutoras del 
Inciso 04, para el cumplimiento de tareas 
administrativas. 


Artículo 81.— Derógase el artículo 37 de la 
Ley N?* 16.462, de 11 de enero de 1994 y en 
su lugar establécese que a efectos de la 
antigúedad calificada para el personal policial 
que establece el artículo 50 de la Ley Orgánica 
Policial, las sanciones y licencias médicas serán 
tenidas en cuenta en el grado que revista el 
funcionario durante su permanencia en el 
mismo. 


Esta norma se aplicará a partir de la 
calificación del año 2001. 


Artículo 82.— Sustitúyese el artículo 49 de 
la Ley Orgánica Policial por el siguiente: 


"ARTICULO 49.— Los ascensos de todo el 
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Personal Policial se acordarán con fecha 12 
de febrero de cada año y se harán 
exclusivamente por antigúedad calificada, con 
las excepciones que se establecen en los 
incisos siguientes. Se entiende por antigúe- 
dad calificada el cómputo de los factores que 
se establecen en el artículo 50. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la evalua- 
ción de cada uno de los factores indicados. 
Las calificaciones serán anuales y se referi- 
rán al período comprendido entre el 12 de 
diciembre y el 30 de noviembre del año 
siguiente, debiendo quedar aprobadas en un 
plazo de sesenta días. 


Podrán concederse ascensos por méritos 
dentro del Personal Subalterno, en la propor- 
ción de 1/4, en relación a las vacantes 
existentes dentro del grado respectivo. No 
podrán otorgarse ascensos por méritos en 
forma sucesiva a un mismo funcionario si 
este no hubiere ocupado la vacante 
presupuestal a la cual le da derecho el primer 
ascenso otorgado por tal motivo”. 


Artículo 83.— Suprímese con fecha 1% de 
marzo de 2001, el programa 003 "Adquisiciones 
y Suministros”, unidad ejecutora 03 "Intendencia 
General de Policía". 


Una vez producidas las promociones de los 
funcionarios que se encuentran en condiciones 
de ascender en el año 2001, el personal 
perteneciente a dicha unidad, será redistribuido 
por el jerarca del Inciso en las restantes 
unidades ejecutoras de acuerdo a las necesida- 
des del servicio. A partir de la vigencia de la 
presente ley el personal prestará funciones en 
la unidad ejecutora 01 "Secretaría del Ministerio 
del Interior”. 


El Ministerio del Interior determinará el 
destino del bien inmueble que ocupa el referido 
organismo, así como el de sus bienes muebles 
y de sus recursos presupuestales y financieros, 
pudiéndolos afectar a una o varias dependen- 
cias, conforme lo estime conveniente. 


Facúltase al Ministerio del Interior a reasignar 
las materias de competencia de la Intendencia 
General de Policía a una o más unidades 
ejecutoras del Inciso. En lo inmediato y hasta 
tanto no se dicte la norma pertinente, las 
mismas serán asumidas por la unidad ejecutora 
01, programa 001 "Administración". 
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Artículo 84.— Autorízase a la Dirección 
Nacional de Bomberos la contratación periódica 
anual, con cargo a Rentas Generales, de ciento 
cincuenta ciudadanos, por un plazo máximo de 
cuatro meses por año para atender circunstan- 
cias excepcionales que afecten la prestación del 
servicio, tales como los incendios forestales y 
la protección de puntos de interés turístico 
durante el verano, entre los meses de diciembre 
a marzo, inclusive. La jerarquía, funciones y 
remuneración de cada contratado, serán equiva- 
lentes a las de Bombero de Segunda, 
subescalatfón Ejecutivo. 


Artículo 85.— Asígnase al programa 001 
"Administración" una partida anual durante los 
ejercicios 2001 a 2004 de $ 17.974.000 
(diecisiete millones novecientos setenta y cuatro 
mil pesos uruguayos) a efectos de atender las 
erogaciones resultantes de la adquisición de 
armamento con destino al personal policial. 


Artículo 86.— Sustitúyese el artículo 22 del 
Decreto-Ley N?* 14.762, de 13 de febrero de 
1978, por el siguiente: 


"ARTICULO 22.— Las transgresiones a lo 
dispuesto en el inciso primero del artículo 7*, 
en la redacción dada por el artículo 78 de 
la Ley N2 17.243, de 29 de junio de 2000 y 
al artículo 15, se sancionarán con una multa 
de 0,5 UR (media unidad reajustable) a 2 UR 
(dos unidades reajustables), sin perjuicio del 
cumplimiento de la obligación omitida. 


También se sancionará con una multa a 
partir de la tercera renovación del documento 
no vencido (esto es, con la cuarta cédula de 
identidad que el interesado obtiene dentro del 
plazo de vigencia de la misma), sea cual 
fuere la causal de la misma. 


El monto de las multas previstas en el 
inciso anterior no podrá exceder de 5 UR 
(cinco unidades reajustables), se adecuará en 
atención al costo del servicio y al Indice de 
Precios al Consumo fijado por el Instituto 
Nacional de Estadística. 


Fíjase una sanción de multa de hasta 10 
UR (diez unidades reajustables) a aquellas 
personas que siendo titulares de una cédula 
de identidad intenten tramitar una nueva 
cédula como si se tratase de su primer 
documento omitiendo informar que ya poseen 
el mismo y su número identificatorio. 
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Las multas referidas en la presente norma 
serán impuestas por la Dirección Nacional de 
Identificación Civil y se graduarán en cada 
caso, en atención a la gravedad de la 
infracción, la que se determinará en función 
del plazo de vigencia del documento, canti- 
dad de renovaciones en un mismo plazo de 
vigencia, período durante el cual el obligado 
a renovar el documento no lo ha hecho o 
durante el cual el obligado a tenerlo no lo ha 
tramitado y todo otro elemento relevante a los 
fines indicados". 


Artículo 87.— Sustitúyese el artículo 79 de 
la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 79.— La Dirección Nacional de 
Identificación Civil exonerará del pago de la 
tasa correspondiente, siempre que medie 
solicitud fundada del Instituto Nacional del 
Menor (INAMB), de la Dirección Nacional de 
Prevención del Delito, del Banco de Previsión 
Social (BPS), de la Administración Nacional 
de Educación Pública (Consejo de Educación 
Primaria), de las defensorías de oficio en 
materia de familia y de menores y de los 
consultorios jurídicos gratuitos dependientes 
de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de la República. 


En el caso de la realización del trámite por 
primera vez, se exonerará del pago de la tasa 
correspondiente a todos los niños nacidos en 
hospitales públicos, cuyos padres deberán 
presentar el certificado extendido por el 
hospital correspondiente. 


En los casos de renovaciones, la exone- 
ración será excepcional y deberá conferirse 
previa auxiliatoria de pobreza, en casos 
debidamente justificados mediante informa- 
ción sumaria, ante la Dirección Nacional de 
Identificación Civil". 


Artículo 88.— Asígnase al programa 001 
"Administración”, una partida por única vez de 
$ 12.000.000 (doce millones de pesos urugua- 
yos), a efectos de atender las erogaciones 
resultantes de la adquisición de camperas de 
uso policial. 


Artículo 89.- Créase en las distintas unida- 
des ejecutoras del Inciso los siguientes cargos 
de Agente de 2da. Ejecutivo: 
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UNIDAD EJECUTORA DENOMINACIÓN 


004 JP Montevideo 
006 JP Canelones 
013 JP Maldonado 
JP Colonia 
JP Rocha 
026 DNCPYCR 


Artículo 90.— Las próximas ciento cincuenta 
vacantes de Agente de 2da. del subescalafón 
Ejecutivo que se produzcan en las Jefaturas de 
Policía del interior (excepto las de Montevideo, 
Canelones, Maldonado, Colonia, Rocha y 
DNCPYCR) serán destinadas a aumentar los 
efectivos de las Jefaturas de Policía de 
Montevideo (quince efectivos), Canelones (quin- 
ce efectivos) Maldonado (quince efectivos), 
Colonia (veinte efectivos) Rocha (veinte efec- 
tivos), San José (cincuenta efectivos) y 
DNCPYCR (quince efectivos). 


Artículo 91.— Créase el programa 015, 
unidad ejecutora 032 "Dirección Nacional de 
Asistencia Profesional Preventiva del Delito". 


Artículo 92.— La Dirección Nacional de 
Asistencia Profesional Preventiva del Delito, 
tendrá competencia para proponer, ejecutar, 
coordinar y evaluar políticas de prevención, 
sean estas relativas a la violencia y/o el delito, 
o de protección de grupos sociales especialmen- 
te vulnerables, desarrollando para ello acciones 
de tipo promocional, formativo o asistencial, que 
estimulen la interacción social, la movilidad del 
sector privado y de la sociedad civil, desalen- 
tando así la gestación y evolución de procesos 
de exclusión. Dependerá directamente del Minis- 
terio del Interior y quedará comprendida en las 
disposiciones del artículo 92 de la Ley Orgánica 
Policial (Decreto 75/972, de 12 de febrero de 
1972, Texto Ordenado de la Ley N* 13.963, de 
22 de mayo de 1971 y N* 14.050, de 23 de 
diciembre de 1971). 


Será comandada por un Oficial Superior, 
subescalatón Ejecutivo grado 13 ó 14. 


Artículo 93.— El que portare un arma de 
fuego y hubiese recaído sobre su persona 
sentencia condenatoria ejecutoriada, cuya fecha 
no excediera los cinco años, por la comisión de 
alguna de las figuras delictivas previstas en los 
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CANTIDAD 


385 
335 
185 
30 
30 
185 


artículos 150 (asociación para delinquir); 272 
(violación); 273 (atentado violento al pudor); 274 
(corrupción); 281 (privación de libertad); 283 
(sustracción o retención de una persona menor 
de edad del poder de sus padres, tutores o 
curadores); 288 (violencia privada); 310 (homi- 
cidio); 316 (lesiones personales); 317 (lesiones 
graves); 318 (lesiones gravísimas); 319 (lesión 
o muerte ultraintencional, traumatismo); 321 bis 
(violencia doméstica); 323 y 323 bis (riña); 340 
(hurto); 344 y 344 bis (rapiña y rapiña con 
privación de libertad, copamiento); 345 (extor- 
sión); 346 (secuestro), y 350 bis (receptación), 
del Código Penal y artículo 1% de la Ley 
N?2 8.080, de 27 de mayo de 1927, en la 
redacción dada por el artículo 24 de la Ley 
N2 16.707, de 12 de julio de 1995, (proxenetis- 
mo), será castigado, por esa sola circunstancia, 
con una pena de tres a veinticuatro meses de 
prisión. 

Cuando alguno de los delitos previstos en el 
Código Penal se cometiera con violencia o con 
intimidación contra las personas mediante el 
empleo de un arma de fuego, la pena prevista 


para el delito de que se trate se elevará en un 
tercio en su mínimo y en su máximo. 


Artículo 94.— Modifícase el artículo 101 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
el que quedará redactado de la siguiente 


manera: 
"ARTICULO 101.— Establécese que los 
policías integrantes de la Guardia de 
Granaderos y Coraceros del Regimiento 


Guardia Republicana de la Jefatura de Policía 
de Montevideo, ascenderán en sus respecti- 
vas Guardias, tanto el personal subalterno 
como el Superior. Este último lo hará hasta 
el grado de Comisario Inspector (Mayor). 


Los Mayores del Regimiento Guardia 
Republicana formarán parte de la circunscrip- 
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ción nacional, para el ascenso al grado de 
Inspector Mayor (Comandante)". 


Artículo 95.— Sustitúyese el artículo 148 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 148.— Créase, con el carácter 
de particular confianza, el cargo de Director 
Nacional de Intormación e Inteligencia, el que 
estará comprendido en el literal B) del 
artículo 92 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. El mismo será desempeñado por un 
Oficial Superior de la Policía Nacional, grado 
13 ó 14, perteneciente al subescalafón 
Ejecutivo, en actividad o retiro”. 


Artículo 96.— Asígnase una partida presu- 
puestal de $ 6.972.000 (seis millones novecien- 
tos setenta y dos mil pesos uruguayos), para la 
adquisición de un Sistema de Búsqueda Auto- 
mática de Huellas Dactilares (AFIS), destinado 
a la Dirección Nacional de Policía Técnica. 


Artículo 97.— Facúltase a todas las unidades 
ejecutoras del Ministerio del Interior, previa 
autorización del jerarca máximo del Inciso, a 
prestar a terceros, a título oneroso, servicios 
conexos u otros que por su naturaleza no son 
de su cometido específico, pero sí afines a la 
materia de su competencia, en la medida que 
de ello no derive detrimento alguno para el 
cumplimiento de las tareas habituales respecti- 
vas. 


El resultado económico de estos servicios, 
una vez sustanciado el costo de los mismos, 
será destinado en su totalidad a la unidad 
ejecutora prestataria, para gastos de funciona- 
miento, inversiones y capacitación de sus 
funcionarios. Los precios serán fijados por el 
Ministerio del Interior en acuerdo con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Artículo 98.— Determínese que los Fondos 
que administra la Dirección Nacional de Asisten- 
cia Social Policial denominados "Fondos de 
Tutela Social Policial" y "Fondos de Vivienda" 
instituidos por el artículo 87 de la Ley N* 13.640, 
de 26 de diciembre de 1967 y Decreto 507/987, 
de 8 de setiembre respectivamente, constituyen 
Fondos de Terceros, no considerándose recur- 
sos de afectación especial. 


Artículo 99.— Créase un Registro Nacional 
de Balística Forense (RENABAFO), que depen- 
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derá del Ministerio del Interior, funcionará en la 
órbita de la Dirección Nacional de Policía 
Técnica, y constituirá un área propia del 
Departamento de Balística Forense. 


El Poder Ejecutivo realizará la reglamenta- 
ción correspondiente. 


Artículo 100.— Declárase que las amortiza- 
ciones de los préstamos sociales que concede 
la Dirección Nacional de Asistencia Social 
Policial al personal en situación de actividad o 
de retiro y a los pensionistas policiales, tendrán 
prioridad sobre cualquier otro descuento de 
terceros, salvo descuentos legales, retenciones 
judiciales, servicio de garantía de alquileres 
(Contaduría General de la Nación y Asociación 
Nacional de Afiliados) y Caja Nacional del Banco 
de la República Oriental del Uruguay, quedando 
en igualdad de condiciones que las asociaciones 
y cooperativas con respaldo legal. 


INCISO 05 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Artículo 101.— Derógase el artículo 2* del 
Decreto-Ley N* 14.214, de 27 de junio de 1974 
y demás disposiciones que se opongan a la 
presente ley. 


Los beneficios a que refiere el artículo 12 del 
Decreto-Ley N* 14.214, de 27 de junio de 1974, 
concordantes y modificativas, podrán conceder- 
se a cualquier exportador. 


Artículo 102.— La sanción de multa prevista 
por el artículo 11 y por el literal A) del artículo 
42 de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, podrá ascender a un monto máximo de 
$ 12.500.000 (doce millones quinientos mil 
pesos uruguayos) el que se reajustará el 12 de 
enero de cada año, por el Indice de Precios al 
Consumo establecido por el Instituto Nacional de 
Estadística. 


Artículo 103.— El funcionario aduanero que 
fuere condenado por delito de contrabando en 
calidad de encubridor o en cualquier grado de 
participación, además de la pena prevista por el 
artículo 257 del Código Penal, será castigado 
con la pena de inhabilitación especial de dos a 
seis años. 


Artículo 104.— El funcionario aduanero que 
fuere condenado por infracción fiscal de contra- 
bando por la autoridad administrativa aduanera 
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de menor cuantía o por la autoridad judicial 
competente, será considerado incurso en falta 
grave que dará lugar a su destitución, cumpli- 
dos los trámites del debido proceso administra- 
tivo. 


Artículo 105.— Sustitúyese el literal Q) del 
artículo 11 de la Ley N2 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 por el siguiente: 


"Q) La totalidad de los funcionarios de la 
Dirección Nacional de Aduanas". 


Artículo 106.— Las incorporaciones de 
funcionarios, mediante el sistema de redis- 
tribución, a los cuadros funcionales de los 


escalafones de la Dirección Nacional de Adua- 
nas, podrán efectuarse por el último grado 
efectivamente ocupado del escalafón respectivo, 
debiendo aprobarse, previamente, una prueba 
de aptitud que acredite los conocimientos 
necesarios para el desempeño de las funciones 
inherentes al servicio aduanero. El Instituto de 
Capacitación Aduanera determinará las bases 
correspondientes. 


Artículo 107.— Declárase que la referencia 
al artículo 165 de la Ley N* 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, incluida en el artículo 194 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, refiere 
exclusivamente a la potestad de fiscalización de 
la entonces Inspección General de Hacienda, 
respecto de los estados contables de situación 
y de resultados de la Dirección General de 
Casinos, manteniéndose en vigencia las demás 
disposiciones contenidas en el citado artículo 
165 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991. 


Artículo 108.— Las partidas asignadas por 
planillado presupuestal al Inciso 05 "Ministerio 
de Economía y Finanzas”, programa 001 
"Administración de Recursos de Apoyo a la 
Conducción Económico-Financiera", Objetos del 
Gasto 581 "Transferencias Corrientes a Organis- 
mos Internacionales", y 262 "Impuestos Indirec- 
tos", podrán ser reasignadas en forma total o 
parcial por el jerarca del Inciso al grupo 0 
"Servicios Personales" en cualquiera de los 
programas del Inciso, con destino a compensar 
a los funcionarios que desempeñen tareas 
prioritarias para el cumplimiento de los cometi- 
dos sustantivos del mismo y con un alto grado 
de especialización y dedicación, de acuerdo con 
la reglamentación que apruebe el Poder Ejecu- 
tivo. 
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La referida reasignación no podrá generar 
aumento del costo presupuestal ni de caja. 


Artículo 109.— La reglamentación dictada 
por el Poder Ejecutivo establecerá a qué 
repartición del Estado se le asigna competencia 
en el control de los actos y conductas prohibidos 
por el artículo 14 de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, que serán sancionados de la 
siguiente forma: 


A) Apercibimiento. 


B) Apercibimiento con publicación a costa 
del infractor. 


C) Orden de cese definitivo de los actos 
o conductas prohibidos y la remoción de 
sus efectos. 


D) Multa de 500 UR (quinientas unidades 
reajustables) hasta 20.000 UR (veinte 
mil unidades reajustables) según que la 
infracción se califique de leve, grave o 
muy grave. 


Las sanciones podrán aplicarse independien- 
te o conjuntamente según resulte de las 
circunstancias de! caso. En el caso que la 
gravedad de la infracción lo amerite, podrá 
ordenarse el cese provisorio de los actos oO 
conductas prohibidos, sin perjuicio de la inicia- 
ción del proceso administrativo que correspon- 
da. 


Los criterios que se tendrán en consideración 
para determinar la gravedad de la infracción 
serán el daño causado, la modalidad y alcance 
de la restricción de la competencia, la partici- 
pación del infractor en el mercado, la duración 
de la práctica prohibida y la reincidencia o 
antecedentes del infractor. 


Artículo 110.— La Contaduría General de la 
Nación podrá aplicar sus ingresos de libre 
disponibilidad, sin perjuicio de lo dispuesto por 
el artículo 594 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, de la siguiente manera: 


A) 65% (sesenta y cinco por ciento) para 
gastos de funcionamiento e inversiones, 
pudiendo destinar de este porcentaje 
hasta un 80% (ochenta por ciento) al 
pago de incentivos por presentismo 
para sus funcionarios, los que no 
superarán el importe de $ 7.205.900 
(siete millones doscientos cinco mil 
novecientos pesos Uruguayos) anuales, 
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de acuerdo con lo que establezca la 
reglamentación. 


B) 20% (veinte por ciento) destinado a 
capacitación y promoción social de los 
recursos humanos del organismo. 


C) 15% (quince por ciento) para el pago de 
servicios extraordinarios o especiales. 


Derógase el artículo 127 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991. 


Artículo 111.— A efectos de realizar las 
tareas de contralor asignadas por la Ley 
N2 17.166, de 10 de setiembre de 1999, y el 
artículo 4% del Decreto 349/999, de 5 de 
noviembre de 1999, la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones (ANTEL) deberá enviar 
a la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas 
un relacionado de las llamadas efectuadas mes 
a mes, de las líneas telefónicas asiento de los 
concursos o sorteos referidos. 


Artículo 112.— Declárase aplicable a recin- 
tos y depósitos aduaneros, previstos en los ar- 
tículos 7% y 95 del Código Aduanero, Decre- 
to-Ley N* 15.691, de 7 de diciembre de 1984, 
la exención tributaria dispuesta por el artículo 
43 de la Ley N? 17.243, de 29 de junio de 2000. 


INCISO 06 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Artículo 113.— Los cargos de los funciona- 
rios del escalatón "A" comprendidos a la fecha 
de la presente ley en lo dispuesto por el artícu- 
lo 44 del Decreto-Ley N* 14.206, de 6 de junio 
de 1974, en la redacción dada en el artículo 123 
de la Ley N* 15.903, de 18 de noviembre de 
1987, al vacar se transformarán en cargos del 
escalafón "M", en el grado 05, Ministro Conse- 
jero, con reserva de los primeros cuatro car- 
gos que vaquen, correspondientes tres al gra- 
do 16 - Asesor Abogado | y uno al grado 16 
- Asesor | Contador, a efectos de garantizar la 
movilidad en el escalafón y la eficaz prestación 
de los servicios de apoyo profesional. 


La provisión de estas vacantes serán aten- 
didas con los profesionales del escalafón "A” no 
comprendidos en las normas habilitantes citadas 
para el desempeño de funciones en el Servicio 
Exterior. 


Artículo 114.— Sustitúyense los incisos 
primero y segundo del artículo 45 del Decreto- 
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Ley N* 14.206, de 6 de junio de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 49 del Decreto- 
Ley N?* 15.167, de 6 de agosto de 1981 y por 
el artículo 280 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, por los siguientes: 


"ARTICULO 45.— Los funcionarios presu- 
puestados o contratados del Ministerio de 
Relaciones Exteriores pertenecientes al esca- 
latón "C" Administrativo con un cargo oO 
función de Administrativo ll como mínimo, 
escalafón "B" Técnico-Profesional y escalafón 
"D" Especializado, con un mínimo de cinco 
años de antigiedad en dicho Inciso podrán 
previa evaluación de sus calificaciones y 
otros méritos habilitantes, ser destinados a 
prestar funciones administrativas y técnicas 
en las misiones diplomáticas, oficinas consu- 
lares o delegaciones permanentes de la 
República en el exterior. 


En esta situación no podrán encontrarse 
simultáneamente más de doce funcionarios. 
El plazo de permanencia en el exterior no 
excederá de tres años pudiendo ser prorro- 
gable por un año en los casos en que así 
lo requieran las necesidades del servicio. 
Estos funcionarios no podrán ser destinados 
nuevamente al exterior, hasta después de 
transcurridos diez años de su regreso a la 
República. El Poder Ejecutivo en un plazo de 
noventa días reglamentará la presente dispo- 
sición". 


Artículo 115.— Sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 114 de la presente ley el Ministerio 
de Relaciones Exteriores podrá asimismo, cuan- 
do existan vacantes en el personal contratado 
localmente en las misiones diplomáticas o 
consulares en el exterior, asignar -en comisión 
de servicio a término- a funcionarios de los 
escalafones referidos en el citado artículo. 
Dichos funcionarios tendrán prioridad para tal 
comisión y percibirán una retribución, que será 
atendida con la partida de gastos de contrata- 
ción de auxiliares de la misión y no podrá ser 
superior a la del funcionario local que sustitu- 
yen. Tendrán derecho a la reserva de su cargo, 
mientras dure la comisión de servicio en el 
exterior. El Ministerio de Relaciones Exteriores 
abonará únicamente los gastos de sus pasajes 
de ida y vuelta a la ciudad de destino. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición estableciendo la nómina de destinos 
abarcada por la misma, la que no superará un 
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máximo de seis misiones simultáneas. Asimismo 
establecerá tos criterios que aseguren la 
procedencia de tal contratación; la igualdad de 
oportunidades, así como los criterios y pautas 
de selección y aptitud de los funcionarios. 


En ningún caso la aplicación de la presente 
norma podrá afectar el regular funcionamiento 
de las respectivas dependencias del Ministerio 
de Relaciones Exteriores. 


Artículo 116.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 203 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, por el siguiente: 


"ARTICULO 203.-— 


El Instituto se comunicará y coordinará con 
el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Relaciones Exteriores". 


Artículo 117.— Sustitúyense los literales A) 
y B) del artículo 205 y el inciso segundo del 
artículo 206 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, por los siguientes: 


"ARTICULO 205.— 


A) Un representante del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, que lo presidirá. 


B) Un representante del 
Economía y Finanzas". 


"ARTICULO 206.- 


El Director Ejecutivo del Instituto de Pro- 
moción de la Inversión y las Exportaciones de 
Bienes y Servicios será designado por el 
Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, y durará en sus 
funciones hasta que se formule nueva 
propuesta y designación". 


Artículo 118.— Asígnase al Inciso 06 
"Ministerio de Relaciones Exteriores" una partida 
anual de $ 3.333.600 (tres millones trescientos 
treinta y tres mil seiscientos pesos uruguayos) 
a partir del ejercicio 2000 para atender los 
gastos de funcionamiento del edificio sede del 
Mercado Común del Sur (MERCOSUR). 


Artículo 119.— La referencia al Ministerio de 
Economía y Finanzas hecha en los artículos 208 
y 212 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, se entenderá realizada al Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 


Ministerio de 


Artículo 120.— Sustitúyese el artículo 215 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 
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"ARTICULO 215.— Habilítase una partida 
anual de $ 4.648.000 (cuatro millones 
seiscientos cuarenta y ocho mil pesos 
uruguayos) destinada al funcionamiento del 
Instituto y a la promoción de la inversión de 
la exportación de bienes y servicios. En caso 
de insuficiencia, el Instituto presentará una 
propuesta anual de asistencia del Estado que 
se financiará con cargo a Rentas Generales 
y estará sujeta a las disponibilidades del 
Tesoro". 


Artículo 121.— Los créditos reseñados en el 
artículo 16 de la presente ley, podrán ser 
utilizados en un 40% (cuarenta por ciento) para 
el mejor cumplimiento de las funciones, activi- 
dades y metas programáticas identificadas por 
el Inciso, que sean desempeñadas por los 
funcionarios del escalafón "A" del Ministerio de 
Relaciones Exteriores que no se encuentran 
comprendidos en el artículo 44 del Decreto-Ley 
N* 14.206, de 6 de junio de 1974, con el objetivo 
de lograr una gerencia profesional permanente 
y especializada. 


A los efectos del presente artículo no será 
de aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990 
y sus modificativas, y artículo 105 de la llamada 
Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983. 


INCISO 07 


MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
PESCA 


Artículo 122.— Habilítase una partida de 
Rentas Generales para el funcionamiento del 
programa 001, unidad ejecutora 001 "Adminis- 
tración Superior" del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de un monto anual de 
$ 11.620.000 (once millones seiscientos veinte 
mil pesos uruguayos). 


Artículo 123.— Sustitúyese el artículo 264 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 264.— Salvo autorización expre- 
sa escrita de los Directores de las unidades 
ejecutoras, los funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, que en razón 
del ejercicio de sus funciones de contralor 
obtuvieran informaciones, están obligados a 
guardar secreto acerca de las mismas. 


Asimismo, deberán mantener reserva de 


las actuaciones administrativas o judiciales 
de las que tengan conocimiento. 


Sin perjuicio de lo anterior, y cuando así 
se solicite, dichas informaciones deberán ser 
comunicadas a las autoridades jurisdicciona- 
les, al Poder Legislativo y otros organismos 
de acuerdo con la normativa vigente. 


La presente disposición no afectará la 
difusión de datos globales o estadísticos sin 
mención expresa a ningún administrado". 


Artículo 124.— Modifícase la denominación 
del programa 002, unidad ejecutora 002 *Insti- 
tuto Nacional de Pesca" del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, el que pasará 
a llamarse "Dirección Nacional de Recursos 
Acuáticos", 


Artículo 125.— Facúltase al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca a reglamentar la 
expedición de permisos de caza en otras 
dependencias estatales o en locales comerciales 
que giren en el ramo de armería, sin perjuicio 
de la expedición de los mismos en las oficinas 
habilitadas de esa Secretaría de Estado. 


Artículo 126.— Asígnase al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca una partida 
anual de $ 406.700 (cuatrocientos seis mil 
setecientos pesos uruguayos), con destino a 
atender las cuotas de contribución al Comité de 
Sanidad Vegetal del Cono Sur (COSAVE). 


Artículo 127.— Asígnase al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca una partida de 
$ 402.982 (cuatrocientos dos mil novecientos 
ochenta y dos pesos uruguayos), por única vez, 
con destino a atender las contribuciones adeu- 
dadas en el período 1995-1999 al Comité de 
Sanidad Vegetal del Cono Sur (COSAVE). 


Artículo 128.— Sustitúyese el inciso quinto 
del numeral 3%) del artículo 285 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 285.— 


32%)El importe de las multas, de los 
decomisos fictos y del producido de la 
venta de los decomisos efectivos cons- 
tituirán recursos de libre disponibilidad 
de las unidades ejecutoras de la 
Secretaría de Estado. 


Hasta el 50% (cincuenta por ciento) 
de los mismos podrá ser distribuido 
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entre los funcionarios actuantes en la 
constatación de la infracción, con ex- 
cepción de aquellos que cumplan fun- 
ciones de dirección de unidades 
ejecutoras o divisiones, en la forma, 
monto y condiciones que determine la 
reglamentación. 


Deróganse todas las normas legales 
y reglamentarias que establezcan una 
distribución distinta del producto de las 
sanciones”. 


Artículo 129.— Facúltase a la Dirección 
Nacional de Recursos Acuáticos, previa confor- 
midad del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca para proceder a la designación o la 
contratación, si correspondiere, de observadores 
técnicos nacionales para embarcar en los 
buques pesqueros a efectos del cumplimiento de 
las tareas de observación y documentación de 
las operaciones de pesca, de proceso industrial, 
investigación y suministro de toda la información 
científica, biológica y técnica que le sea 
requerida por el Instituto. 


Artículo 130.— El Presidente de la República 
en acuerdo con los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas 
y previo informe tavorable de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto fijará anualmente el 
importe que por concepto de viáticos por días 
de navegación percibirán los observadores a 
que se refiere el artículo anterior. Dicho importe 
será fijado teniendo en cuenta las característi- 
cas, condiciones y términos de las campañas a 
ser realizadas por la embarcación de que se 
trata y será abonado por los titulares de 
permisos de pesca a la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en la forma y condiciones 
que establezca la reglamentación. Los titulares 
de permisos de pesca estarán obligados asimis- 
mo a proporcionar alojamiento y alimentación a 
los citados observadores. 


Artículo 131.— Sustitúyense los incisos ter- 
cero y cuarto del artículo 275 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por los 
siguientes: 


"ARTICULO 275.— 


El monto de la tasa se graduará entre un 
mínimo de 1 UR (una unidad reajustable) y 
un máximo de 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables). 
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Facúltase al Poder Ejecutivo a graduar el 
monto de la tasa entre los mínimos y 
máximos establecidos en el inciso anterior, 
en función, según sea el caso, de la o las 
especies a cazar, el cupo de ejemplares, la 
extensión del período de vigencia del permiso 
y a exonerar de la tasa a la expedición de 
permisos de caza de las especies declaradas 
plagas, cuando sean consideradas especial- 
mente dañinas para la economía nacional". 


Artículo 132.— Habilítase en la órbita del 
programa 05 "Dirección General de Servicios 
Ganaderos" del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, una partida anual de $ 3.075.000 
(tres millones setenta y cinco mil pesos 
uruguayos), con destino a la División Laborato- 
rios Veterinarios para atender los gastos de 
funcionamiento que demanda el Departamento 
de Protección de Alimentos. 


Artículo 133.— Habilítase en la órbita del 
programa 05 "Dirección General de Servicios 
Ganaderos" del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, una partida anual de $ 3.897.000 
(tres millones ochocientos noventa y siete mil 
pesos uruguayos), con destino a la División 
Laboratorios Veterinarios para atender los gas- 
tos de funcionamiento que demandan las áreas 
de trabajo, excluido el Departamento de Protec- 
ción de Alimentos. 


Artículo 134.— Asígnase una partida anual 
de $ 9.300.000 (nueve millones trescientos mil 
pesos uruguayos), al Fondo de Apoyo a la 
Citricultura creado por la Ley N* 16.332, de 26 
de noviembre de 1992. 


Artículo 135.— Habilítase una partida anual 
de Rentas Generales de $ 3.718.400 (tres 
millones setecientos dieciocho mil cuatrocientos 
pesos uruguayos) para operar el Buque de 
Investigaciones "Aldebarán", en el programa 
002, unidad ejecutora 002 "Dirección Nacional 
de Recursos Acuáticos" del Inciso 07 "Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca". 


Artículo 136.— Interprétase que los fondos 
permanentes de ¡indemnización establecidos 
legalmente, cuya recaudación corresponde a 
esta Secretaría de Estado, deberán ser utiliza- 
dos para el cumplimiento de sus fines. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, por resolución fundada determinará las 
prioridades específicas inherentes, pudiendo 
vincular el producido de dichos fondos al 


cumplimiento de actividades conexas al mismo, 
con excepción de retribuciones personales. 


Artículo 137.— El pago de la compensación 
por embarque del personal afectado a las tareas 
desarrolladas por los buques de investigación 
así como sus correspondientes aportes a la 
seguridad social serán financiados con los 
recursos generados por la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos. 


Artículo 138.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará la certificación de productos agrícolas 
orgánicos y/o provenientes de sistemas de 
producción de agricultura integrada. 


La certificación será efectuada por el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través 
de la Dirección General de Servicios Agrícolas 
o por entidades de certificación oficialmente 
reconocidas y registradas ante la misma de 
acuerdo a los requerimientos que establezca la 
reglamentación. 


Artículo 139.—- Modifícanse los numerales 2) 
y 3) del artículo 3% del Decreto-Ley N* 15.605, 
de 27 de julio de 1984, los que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 


"ARTICULO 3*%.— 


2) El registro de los negocios de exporta- 
ción, procurando la optimización de los 
valores de realización y salvaguarda de 
la imagen nacional en los mercados 
compradores. 


Podrá actuar como gestor directo en 
negocios de exportación, en los casos 
en que su intervención responda a 
exigencias de los mercados comprado- 
res y obedezca a otras razones de 
interés general, 


[e 
== 


La fijación de normas de calidad y es- 
pecificaciones técnicas a fin de orientar 
las exigencias hacia niveles de calidad 
comercial aceptable; la organización y 
cumplimiento del control oficial de 
calidad comercial de las exportaciones 
del sector y el establecimiento de 
regímenes específicos de certificación 
de calidad que soliciten en cada caso 
los exportadores. 


La constancia de control oficial de 
calidad comercial serán requisitos indis- 
pensables para habilitar la exportación". 
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Artículo 140.— Deróganse los numerales 2), 
3) y 4) del literal B) del artículo 3% del Decreto- 
Ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984 y sus 
reglamentaciones vigentes conforme al artículo 
29 de dicho decreto-ley. 


Artículo 141.— Derógase el artículo 35 de la 
Ley N2 11.029, de 12 de enero de 1948. 


Artículo 142.— Derógase el inciso primero 
del artículo 22 de la Ley N* 16.211, de 1* de 
octubre de 1991. 


Artículo 143.- Decláranse de interés general 
nacional los programas, estudios, investigacio- 
nes y acciones emprendidas en cumplimiento de 
la Ley N?2 15.239, de 23 de diciembre de 1981 
y del Decreto Reglamentario, de 21 de junio de 
1990, relativos a la promoción y regulación del 
uso y conservación de suelos y de las aguas 
superficiales destinadas a uso con fines 
agropecuarios. 


INCISO 08 


INDUSTRIA, ENERGIA Y 
MINERIA 


MINISTERIO DE 


Artículo 144.— Habilítase en la unidad 
ejecutora 008, "Dirección Nacional! de Energía", 
una partida anual de $ 663.640 (seiscientos 
sesenta y tres mil seiscientos cuarenta pesos 
uruguayos) en el grupo 0 "Retribución de 
Servicios Personales" con destino a la contra- 
tación de dos funciones de alta especialización. 


Artículo 145.— Asígnase a la unidad ejecutora 
011 "Dirección Nacional de Tecnología Nuclear” 
una partida por única vez de $ 1.200.000 (un 
millón doscientos mil pesos uruguayos) para su 
utilización en las actividades de desarmado de 
las instalaciones que albergan al Reactor de 
investigaciones RUI en el Centro de Investiga- 
ciones Nucleares y para mejorar o iniciar nuevas 
instalaciones para la gestión y almacenamiento 
de residuos radiactivos provenientes de activi- 
dades realizadas en el territorio nacional. 


Artículo 146.— Autorízase al Inciso 08 
"Ministerio de Industria, Energía y Minería" a 
abonar aportes patronales con cargo a los 
fondos de libre disponibilidad a que hace 
mención el literal A) del artículo 305 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 147.— Créase el Fondo Industrial de 
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Defensa Comercial, cuyo monto ascenderá a 
$ 300.000 (trescientos mil pesos uruguayos) 
para el ejercicio 2001, $ 600.000 (seiscientos mil 
pesos uruguayos) para el ejercicio 2002, 
$ 600.000 (seiscientos mil pesos uruguayos) 
para el ejercicio 2003, y $ 600.000 (seiscientos 
mil pesos uruguayos) para el ejercicio 2004. 
Dichos montos tendrán por objeto financiar ta 
realización de las siguientes actividades: 


A) Realizar la instrucción de las investiga- 
ciones que se realicen en el marco de 
los Acuerdos derivados de la Ronda 
Uruguay del GATT. 


B) Asistir a las empresas nacionales que 
deseen solicitar la realización de las 
investigaciones antes referidas. 


C) Asistir a las empresas exportadoras 
nacionales que sean objeto de investi- 
gaciones de este tipo en el exterior, 


D) Difundir las obligaciones y derechos 
derivados de los mencionados Acuerdos 
entre todos los agentes económicos 
nacionales. 


El Poder Ejecutivo reglamentará lo dispuesto 
en el presente artículo. 


Artículo 148.— Autorízase la incorporación a 
la unidad ejecutora 002 "Dirección Nacional de 
Industrias”, de hasta dos funcionarios presu- 
puestados del Inciso 11 "Ministerio de Educa- 
ción y Cultura”, los que podrán optar por dicha 
incorporación de acuerdo a las siguientes 
condiciones: 


A) La opción deberá formularse dentro de 
los sesenta días siguientes a la 
promulgación de la presente ley, 


B) Los funcionarios deberán encontrarse, 
al momento de la opción, afectados a 
brindar apoyo administrativo a la Comi- 
sión del Papel creada por el artículo 79 
de la Ley N?* 13.349, de 29 de julio de 
1965. 


C) La incorporación se realizará mediante 
la habilitación de un cargo en el último 
grado ocupado del escalafón respecti- 
vo, suprimiéndose en la repartición de 
origen el cargo correspondiente. 


D) La incorporación no podrá significar 
disminución de la retribución del funcio- 
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nario y, en su caso, la diferencia se 
considerará compensación personal. 


La incorporación será dispuesta por el Poder 
Ejecutivo con informe favorable de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Artículo 149.— Asígnase a la unidad ejecutora 
011 "Dirección Nacional de Tecnología Nuclear” 
una partida anual de $ 232.400 (doscientos 
treinta y dos mil cuatrocientos pesos urugua- 
yos), a ser usada como contrapartida de gastos 
emergentes de acciones derivadas de la coope- 
ración técnica internacional. 


Artículo 150.— Asfgnase a la unidad ejecutora 
011 "Dirección Nacional de Tecnología Nuclear" 
una partida por única vez de $ 450,000 
(cuatrocientos cincuenta mil pesos uruguayos) a 
los efectos de su utilización para realizar un 
relevamiento a nivel nacional con el fin de 
actualizar el Registro Nacional de Fuentes de 
Radiaciones lonizantes. 


Artículo 151.— Los funcionarios presupues- 
tados o contratados que se encontraren prestan- 
do funciones en "Comisión" en el Inciso 08 
"Ministerio de Industria, Energía y Minería", 
podrán optar por su incorporación a éste de 
acuerdo a las siguientes bases: 


A) La opción deberá formularse dentro de 
los sesenta días de la publicación de la 
presente ley. 


B) Sólo podrán optar aquellos funcionarios 
que cuenten con un mínimo de dos 
años de antiguedad, en el desempeño 
de sus funciones, en dicha Secretaría 
de Estado. 


La incorporación se realizará conforme a las 
normas pertinentes del Capítulo lll de la Ley 
N* 16.127, de 7 de agosto de 1990 y será 
dispuesta por el Poder Ejecutivo, previa confor- 
midad expresa de los jerarcas de las oficinas 
de origen y destino con informe favorable de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la 
Contaduría General de la Nación. 


Artículo 152.— Derógase el monopolio que 
el artículo 1% de la Ley N* 8.764, de 15 de 
octubre de 1931 estableció, en cuanto refiere a 
la importación y venta del astalto y sus 
derivados. 
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INCISO 09 
MINISTERIO DE TURISMO 


Artículo 153.— Suprímese la unidad ejecutora 
002, asignándose sus cometidos a la unidad 
ejecutora 001. 


La estructura organizativa será reglamentada 
por el Poder Ejecutivo dentro de los cientos 
ochenta días a partir de la vigencia de la 
presente ley. 


Artículo 154.— Declárase zona de especial 
interés para la expansión turística a la isla de 
Flores ubicada en el Río de la Plata. 


Artículo 155.— Exonérase del pago de las 
sumas adeudadas por concepto de multas 
acumuladas a los titulares de los establecimien- 
tos hoteleros no reinscriptos hasta la fecha en 
el registro de hoteles que lleva el Ministerio de 
Turismo, según lo previsto por el artículo 61 de 
la Ley N* 14.057, de 3 de febrero de 1972, con 
la redacción dada por el artículo 56 de la Ley 
N?2 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


Artículo 156.— Sustitúyese el artículo 61 de 
la Ley N* 14.057, de 3 de febrero de 1972, con 
la redacción dada en el artículo 56 de la Ley 
N?2 16.002, de 25 de noviembre de 1998, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 61.— La vigencia de las inscrip- 
ciones en el Registro de Hoteles y Afines del 
Ministerio de Turismo, será de cinco años a 
partir de la primera inscripción. 


Los establecimientos deberán reinscribirse 
dentro de los seis meses anteriores al 
vencimiento del plazo de cinco años. Vencido 
dicho plazo sin haberse efectuado la 
reinscripción: 


A) Los derechos que confiere la respectiva 
inscripción quedarán suspendidos hasta 
tanto el interesado no regularice su 
situación en el Registro de Hoteles y 
Afines. 


B) El prestador se hará pasible a las 
sanciones previstas por el Capítulo VII 
del Decreto-Ley N* 14.335, de 23 de 
diciembre de 1974". 


Artículo 157.- Sustitúyese el artículo 305 de 
la Ley N2 14.106, de 14 de marzo de 1973, con 
la redacción dada por el artículo 57 de la Ley 
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N*2 16.002, de 25 de noviembre de 1988, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 305.— Los establecimientos que 
inicien su actividad y deban inscribirse en el 
Registro de Hoteles y Afines a que refiere el 
artículo 76 de la Ley N? 13.659, de 2 de junio 
de 1968, deberán hacerlo dentro de los 
noventa días siguientes a la fecha de 
expedición de la correspondiente habilitación 
municipal. Vencido dicho plazo, el prestador 
se hará pasible a las sanciones previstas por 
el Capítulo VI! del Decreto-Ley N* 14.335, de 
23 de diciembre de 1974". 


Artículo 158.— Sustitúyese el artículo 217 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 217.— Facúltase al Ministerio de 
Turismo para inscribir o reinscribir, en forma 
provisoria y por un plazo máximo de 
dieciocho meses, a los establecimientos 
hoteleros y afines que posean la habilitación 
municipal en trámite, siempre que sus 
titulares acrediten haber cumplido las exigen- 
cias básicas para la obtención de la misma 
y la respectiva Intendencia manifieste su 
conformidad con esta inscripción O 
reinscripción provisoria. 


Los derechos que confiere la inscripción 
provisoria durante el plazo de su vigencia, 
serán iguales a los que se derivan del acto 
de inscripción definitiva. Vencido el plazo de 
referencia, caducarán automáticamente los 
derechos emergentes del registro provisorio 
del establecimiento. 


El plazo de inscripción provisoria transcu- 
rrido se tendrá en cuenta para el cómputo del 
plazo de vigencia registral de la inscripción 
definitiva”. 


Artículo 159.— Dispónese la regularización 
de las partidas que el Ministerio de Turismo 
abona actualmente a sus funcionarios con cargo 
a fondos de libre disponibilidad, las que deberán 
imputarse a los créditos presupuestales del 
Inciso. 


Con cargo a la partida que se regulariza 
podrá autorizarse el pago de retribuciones por 
concepto de mayor dedicación, las que se 
distribuirán de acuerdo a la reglamentación que 
al efecto dictará el Poder Ejecutivo. 
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Artículo 160.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
la enajenación de los siguientes bienes fiscales, 
administrados por el Ministerio de Turismo: 


1%Padrón 5531, ubicado en la 7% Sección 
Judicial de Lavalleja; denominado "Pa- 
rador Pororóá”. 


2%) Padrón 5534, solares 2, 3 y 4, ubicado 
en la 1% Sección Judicial de Rivera; 
denominado "Hotel Casino Rivera". 


32% Padrón 4042, fracción 2, ubicado en la 
5% (antes 3%) Sección Judicial de 
Maldonado (depósito Piriápolis). 


4%) Padrón 2010, ubicado en la 52 Sección 
Judicial de Maldonado, denominado 
"Pasiva de Piriápolis". 


5% Padrón 34.416, ubicado en la 5% Sec- 
ción Judicial de Rocha; paraje "La 
Coronilla". 


6%) Padrón 3237, ubicado en la 1* Sección 
Judicial de Hío Negro; denominado 
"Parador y Motel Las Cañas". 


Para la enajenación se seguirá el procedi- 
miento previsto en los incisos segundo a quinto 
del artículo 343 de la Ley N* 13.835, de 7 de 
enero de 1970 y sus modificativos. 


El 25% (veinticinco por ciento) del producido 
de la venta de los referidos inmuebles será 
destinado al Fondo de Fomento del Turismo 
creado por el artículo 18 del Decreto-Ley 
N2 14,335, de 23 de diciembre de 1974. El resto 
constituirá recursos de Rentas Generales. 


El 80% (ochenta por ciento) del producido de 
la venta de los referidos inmuebles será 
destinado al Fondo de Fomento del Turismo 
creado por el artículo 18 del Decreto-Ley 
N? 14.335, de 23 de diciembre de 1974. El resto 
será distribuido en partes iguales a la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública (ANEP) 
y al Ministerio de Salud Pública. 


En el caso de la enajenación prevista en el 
numeral 4%) de este artículo, el Ministerio de 
Turismo deberá proceder con anterioridad a 
solicitar opinión de la Comisión del Patrimonio 
Cultural de la Nación sobre si las construcciones 
que se encuentran en el mismo tienen valor 
histórico. 


Artículo 161.— Los recursos obtenidos por 
la enajenación de inmuebles a que refiere el 
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artículo 160 de la presente ley y destinados al 
Fondo de Fomento de Turismo, se aplicarán 
prioritariamente a acciones tendientes a: 


A) La consolidación de una conciencia 
turística nacional. 


B) Apoyo a la diversificación de la oferta 
turística. 


C) La complementación regional de pro- 
ductos turísticos. 


D) El fomento del turismo interno y social. 


INCISO 10 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PUBLICAS 


Artículo 162.- Derógase el artículo 329 de 
la Ley N2 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 163.— Elimínase el cargo de 
Director Nacional del Registro Nacional de 
Empresas de Obras Públicas. 


PUERTO 


Punta del Este 
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Artículo 164.— Agrégase al artículo 324 de 
la Ley N*2 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
siguiente inciso: 


"Cuando se trate de la ejecución de obra 
pública nacional o municipal por el régimen 
de concesión, el requisito de presentación del 
certificado expedido por el Registro Nacional 
de Empresas de Obras Públicas, será exigible 
sólo a las empresas que tengan a su cargo 
la ejecución de los trabajos”. 


Artículo 165.— Los organismos del Estado 
y sus contratistas podrán adquirir a cualquier 
proveedor local o extranjero los asfaltos pesa- 
dos, diluidos astálticos y emulsiones asfálticas, 
necesarios para trabajos de construcción, reha- 
bilitación, conservación o mantenimiento de 
obras públicas. Se incluirá en los pliegos o 
contratos la cláusula respectiva. 


Artículo 166.— Decláranse habilitados los 
siguientes puertos: 


UBICACION 


Punta del Este - Maldonado 


Bahía de Maldonado 


Buceo 

Punta Carretas 
Marina Santa Lucía 
Arroyo Cutré 


Puerto de Yates de Colonia 


Montevideo 

Montevideo 

Santiago Vázquez - Montevideo 
Balneario Cufré 


Colonia de Sacramento 


Colonia km. 177 Ruta 1 


Dársena Higueritas 


La Charqueada 


Nueva Palmira - Colonia 


Depto. Treinta y Tres 


río Cebollatí km. 26 


La Paloma Depto. Rocha - Océano Atlántico 
Piriápolis Depto. Maldonado - Río de la Plata 
Río Rosario Depto. Colonia - Río Rosario 
(km. 1 a km. 18) 
Sauce Depto. Colonia - Juan Lacaze - Río de la Plata 
Riachuelo (dos muelles Depto. Colonia (km. 167 Ruta 1) 
comerciales y atracadero arroyo Riachuelo 


deportivo) 
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UBICACION 


Depto. Colonia 


Colonia de Sacramento 
Río de la Plata 


Conchillas 


Depto. Colonia (km. 228 Ruta 21) 


Río de la Plata km. 85.500 


Carmelo 


Depto. Colonia - ciudad Carmelo 


arroyo Las Vacas 


Nueva Palmira 


Depto. Colonia - Nueva Palmira 


río Uruguay 2,5 km. 


Dolores 


Depto. Soriano - Ciudad de Dolores 


río San Salvador km. 23,500 


Mercedes 


Fray Bentos 


Depto. Soriano - Río Negro - Km. 55 
Depto. Río Negro - Ciudad de Fray Bentos 


río Uruguay 


Paysandú 


Salto 


Depto. Paysandú - Km. 200 del río Uruguay 
Depto. Salto - Ciudad de Salto 


río Uruguay km. 335 


Santiago Vázquez 


Artículo 167.— Decláranse habilitados los 
puertos de M' Bopicuá y Laureles sobre el río 
Uruguay, en el departamento de Río Negro. 
Estas habilitaciones entrarán en vigencia una 
vez que el Poder Ejecutivo apruebe los estudios 
técnicos, económicos y ambientales exigidos por 
las leyes vigentes y adopte las resoluciones 
correspondientes. 


Artículo 168.— Facúltase al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a habilitar puertos 
en forma provisoria, siempre que los mismos 
estén comprendidos en la política nacional 
portuaria y una vez que el Poder Ejecutivo 
apruebe los estudios técnicos, económicos y 
ambientales exigidos por las leyes vigentes y 
adopte las resoluciones correspondientes. 


Artículo 169.— Derógase la Ley N* 703, de 
7 de mayo de 1862. 


Artículo 170.— Cuando la Administración 
entregue como compensación o permuta por una 
expropiación, inmuebles de su propiedad, la 
transferencia de dicho bien inmueble a un 
particular estará exenta de todos los impuestos 
y tasas que gravan las transferencias de bienes 
inmuebles y la de los respectivos derechos 
registrales. 


río Santa Lucía - Montevideo 


Artículo 171.— Declárase la caducidad de 
las obligaciones tributarias del impuesto a los 
ejes, creado por el artículo 15 de la Ley 
N2 12.950, de 23 de noviembre de 1961, en la 
redacción dada por el artículo 196 de la Ley 
N2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y el 
artículo 316 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, que se encuentren pendientes de pago 
a la fecha de vigencia de la presente ley. 


Artículo 172.— Las infracciones en materia 
de transporte por carretera de competencia 
del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, prescribirán en un plazo de dos años a 
partir de la fecha de notificación de la infrac- 
ción, de no dictarse resolución dentro de dicho 
plazo. 


Asimismo, las sanciones en la misma materia 
prescribirán en un plazo de dos años a partir 
de la fecha en que quede firme el acto 
administrativo que las impone, si la Administra- 
ción no iniciare acción judicial de cobro dentro 
de dicho plazo. 


Artículo 173.— Autorízase al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a establecer 
horarios especiales para los funcionarios que 
deban cumplir tareas de contralor o inspección 
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en materia de transporte, las cuales requieren 
su prestación en forma permanente. 


Artículo 174.— Sustitúyese el artículo 4% de 
la Ley N* 13.899, de 6 de noviembre de 1970, 
en la redacción dada por el artículo 327 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 42 — En todas las expropiacio- 
nes, cuando los interesados presenten plano 
de mensura inscripto de la totalidad del 
inmueble se les deberá entregar libre de todo 
gasto, un plano de la fracción remanente, una 
vez deducida la parte expropiada de la 
totalidad. El plano presentado deberá cumplir 
con las exigencias siguientes: 


A) Los planos con fecha de inscripción 
anterior a la vigencia de la presente ley, 
deberán incluir: nombre del propietario, 
departamento y Sección Judicial en que 
esté ubicado el terreno o campo 
mensurado, número de padrón, áreas 
totales y parciales, orientación, escala, 
longitud de los límites artificiales, núme- 
ro de padrón o nombre de los linderos, 
la poligonal con los ángulos y distancias 
que hayan servido para el relevamiento 
de los límites naturales con la acotación 
de las ordenadas y una nota en que 
conste hasta donde se ha medido. 
Cuando se trate de límite sobre arroyos, 
lagunas del Estado o costa oceánica la 
poligonal general deberá quedar fijada 
angularmente y por distancia de uno de 
sus vértices con cada uno de los límites 
artificiales existentes, cuando éstos 
separen fracciones cuya área esté 
determinada en el plano. 


B) Para los planos inscriptos con posterio- 
ridad a la fecha antedicha, los mismos 
deberán contener toda la información 
necesaria que permita a la Administra- 
ción la confección del plano del área 
remanente de conformidad con las 
exigencias para la inscripción del plano 
en la Dirección Nacional de Catastro. 


Dicho plano podrá ser conteccionado por 
composición gráfica en cuyo caso para su 
inscripción no regirá la obligación de verificar 
la concordancia de límites impuesta por el 
artículo 286 de la Ley N* 12.804, de 30 de 
noviembre de 1960". 


la 
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Artículo 175.— Sustitúyese el artículo 18 de 
Ley N* 3.958, de 28 de marzo de 1912, por 
siguiente: 


"ARTICULO 18.— Fijado con arreglo al ar- 
tículo 16 el trazado definitivo de la obra, la 
Administración tasará con arreglo a la 
presente ley y por medio de su personal 
técnico, los bienes sujetos a expropiación. 


La tasación que así resulte será notificada 
a los propietarios o a sus representantes 
legales, quienes estarán obligados a manifes- 
tar, dentro del término de quince días, si la 
aceptan, o indicar en caso contrario y bajo 
la pena que establece el artículo 39, la 
cantidad que soliciten, especificando lo que 
requieren por concepto del valor de la 
propiedad y lo que dado el caso reclaman por 
daños y perjuicios, con expresión de sus 
causales. El término expresado se duplicará 
para los representantes de menores e 
incapaces. El silencio se tendrá por acepta- 
ción. 

Si no hubiera sido posible notificar al 
propietario o a su representante, ya sea por 
ausencia o por cualquier otra causa, o si 
notificado manifestase su disconformidad con 
la tasación, se dejará constancia en el 
expediente, que será remitido a las áreas 
jurídicas de la oficina competente o funcio- 
nario que corresponda, a fin de que inicie el 
respectivo juicio de expropiación. 


En caso de aceptación expresa o tácita de 
la tasación, se procederá de inmediato a la 
escrituración y pago simultáneo de la indem- 
nización fijada al inmueble. Si a pedido de 
la parte expropiada, y de conformidad con el 
informe técnico del organismo expropiante, se 
debiera extender la fecha de entrega del 
inmueble, la Administración podrá autorizar el 
pago de un anticipo en unidades reajustables 
de la indemnización aceptada. El saldo se 
abonará contra entrega del inmueble y 
escrituración correspondiente". 


Artículo 176.— Agrégase al artículo 152 del 


Código de Aguas, Decreto-Ley N* 14.859, de 15 
de diciembre de 1978, el siguiente numeral: 


”6) La construcción de obras dentro de la 
planicie de inundación de ríos, arroyos 
o lagunas naturales, con fines de 
defensa contra sus aguas o para su 
derivación o drenaje". 


Artículo 177.— Sustitúyese el artículo 180 de 
la Ley N* 14.859, de 15 de diciembre de 1978, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 180.— La concesión de uso, 
cuando tenga por objeto la ocupación de 
álveos del dominio público, se regirá, en todo 
lo que sea compatible, por los artículos 
precedentes. Cuando no suponga la deriva- 
ción de aguas, el Poder Ejecutivo por 
resolución fundada en razones de interés en 
el servicio que se pretende prestar con las 
obras a construir, monto de la inversión y 
otros aspectos relevantes del mismo, podrá 
extender el plazo de la concesión hasta el 
límite establecido por el artículo 168; en caso 
contrario sólo podrá concederse por un plazo 
de hasta diez años. 


La ocupación de tales álveos para el 
estudio e implantación de industrias extractivas 
se regirá por las disposiciones del Código de 
Minería y las normas relativas a la defensa 
de playas, costas y orillas y al mantenimiento 
del régimen hidrológico (artículos 151 al 
154)". 


Artículo 178.— Constituyen recursos de la 
Comisión Nacional de Prevención y Control de 
Accidentes de Tránsito, creada por Ley 
N2 16.585, de 22 de setiembre de 1994, las 
asignaciones que le fije la ley, los frutos civiles 
y naturales de los bienes que le pertenezcan, 
los bienes que reciba por testamento, donación 
o cualquier otra contribución, y el producto de 
los tributos que la ley le confiera. 


Artículo 179.— De las asignaciones 
presupuestales destinadas a gastos de inversión 
que figuran en los anexos de la presente ley, 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
podrá ejecutar hasta la suma de $ 1.626,200.000 
(un mil seiscientos veintiséis millones doscientos 
mil pesos uruguayos) durante el ejercicio 2000; 
hasta la suma de $ 1.789.480.000 (un mil 
setecientos ochenta y nueve millones cuatro- 
cientos ochenta mil pesos uruguayos) en el 
ejercicio 2001 y la suma de $ 1.968.428.000 (un 
mil novecientos sesenta y ocho millones cuatro- 
cientos veintiocho mil pesos uruguayos) anuales 
durante los ejercicios 2002, 2003 y 2004. Dichas 
cifras son montos totales, por lo que compren- 
den financiamiento, tanto de recursos locales 
como de endeudamiento externo. 


Los topes de ejecución antes señalados 
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comprenden las partidas de $ 98.421.400 
(noventa y ocho millones cuatrocientos veintiún 
mil cuatrocientos pesos uruguayos) en el 
ejercicio 2000 y de $ 136.417.880 (ciento treinta 
y seis millones cuatrocientos diecisiete mil 
ochocientos ochenta pesos uruguayos) anuales, 
en los ejercicios 2001, 2002, 2003 y 2004 que 
se encuentran incorporados en el programa 008 
(Mantenimiento de la Red Vial Departamental) 
con destino al Programa de Mantenimiento de 
la Caminería Rural. 


Artículo 180.— Modifícase el artículo 92 del 
Decreto-Ley N* 14.650, de 12 de mayo de 1977, 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 92.— Los buques de bandera na- 
cional que cumplan tráficos o servicios 
aprobados por el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, y las mercaderías, productos 
y bienes que éstos transporten, gozarán de 
los beneficios de la presente ley, siempre que 
aquellos cumplan con los requisitos que se 
enumeran a continuación: 


A) Cuando sus propietarios, partícipes o 
armadores (artículo 1045 del Código de 
Comercio) sean personas físicas, debe- 
rán acreditar su condición de ciudada- 
nos naturales o legales de la República 
y justificar su domicilio en el territorio 
nacional. 


B) Cuando sus propietarios, partícipes o 
armadores (artículo 1045 del Código de 
Comercio) sean personas jurídicas pri- 
vadas, estatales o mixtas (artículo 188 
de la Constitución de la República) 
deberán acreditar, en cuanto correspon- 
da: 


1) Su domicilio social en el territorio 
nacional. 


2) Control y dirección de la empresa 
ejercidos por ciudadanos naturales o 
legales uruguayos. 


3) Tener representante debidamente 
acreditado y con domicilio en el 
territorio nacional. 


4) Inscripción y justificación de estar al 
día con las obligaciones establecidas 
por leyes sociales y tributarias co- 
rrespondientes a la empresa, a 
buques armados por ésta o de su 
propiedad. 
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Para los casos en que el tráfico o servicio 
a que se destine la nave, deba cumplirse 
exclusivamente dentro del territorio nacional, 
deberán acreditar en cuanto corresponda: 


A) Cuando los propietarios, partícipes o 
armadores sean personas físicas, su 
condición de ciudadanos naturales o 
legales de la República y justificar su 
domicilio en territorio nacional. 


B) Cuando los propietarios, partícipes o 
armadores sean personas jurídicas, 
estatales o mixtas (artículo 188 de la 
Constitución de la República): 


1) Que la mitad más uno de los socios 
esté integrada por ciudadanos natu- 
rales o legales uruguayos, domicilia- 
dos en la República. 


2 
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Por constancia contable y notarial, 
que la mayoría de las acciones, 
representativa por lo menos del 51% 
(cincuenta y uno por ciento) de los 
votos computables, esté formada por 
acciones nominativas, de propiedad 
de ciudadanos naturales o legales 
uruguayos. 


3) Que el control y dirección de la 
empresa son ejercidos por ciudada- 
nos naturales o legales uruguayos. 


4) Justificación de estar al día con las 
obligaciones establecidas por leyes 
sociales y tributarias correspondien- 
tes a la empresa, a buques armados 
por ésta, o de su propiedad. 


En todos los casos indicados será nece- 
saria la inscripción en el Registro Público de 
Propietarios y Armadores y en el Registro 
Público y General de Comercio. 


Los beneficios establecidos en la presente 
ley se encuentran sometidos a la condición 
resolutoria del cumplimiento de los requisitos 
exigidos precedentemente". 


Artículo 181.— Sustitúyese el literal B) del 
artículo 5% de la Ley N* 16.387, de 27 de junio 
de 1993, por el siguiente: 


"B) Documentación que acredite la propie- 
dad del buque por parte del solicitante 
o su derecho a obtenerla, debidamente 
legalizada y traducida cuando correspon- 
da, en caso de tratarse de buques cons- 
truidos o transferidos en el extranjero. 
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En caso que el buque haya sido arrendado 
a casco desnudo con suspensión provisoria 
de la bandera de origen, el documento que 
acredite tal arrendamiento, acompañado de 
los que se indiquen expresamente para estos 
casos en la reglamentación pertinente". 


Artículo 182.— Sustitúyese el artículo 8% de 
la Ley N? 16.387, de 27 de junio de 1993, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 8*.— La autoridad competente, o 
el Cónsul General de la República previa 
autorización de la misma, podrá otorgar una 
matrícula provisoria por un período máximo 
de ciento veinte días, prorrogable por otro 
igual, previa solicitud del propietario, cuando 
los perjuicios por la demora en el trámite de 
matriculación definitiva se justifiquen debida- 
mente. 


Será requisito esencial para el otorgamien- 
to de la matrícula provisoria, la presentación 
de la documentación que acredite el cese de 
bandera anterior del buque o la suspensión 
provisoria de bandera para el caso que se 
indica en el párrafo siguiente, debidamente 
legalizada y traducida cuando corresponda. 


En caso de abanderamiento provisorio por 
arrendamiento a casco desnudo, el ingreso a 
la matrícula será por el plazo minimo de seis 
meses y no podrá exceder de un año, 


Los buques amparados en este régimen 
podrán realizar exclusivamente operaciones 
de transporte de mercaderías y personas. 


En caso de solicitarse el abanderamiento 
definitivo de un buque en el extranjero, la 
autoridad competente, previa certificación de 
que se han cumplido todos los requisitos 
legales, procederá a inscribirlo en el Registro 
Nacional de Buques”. 


Artículo 183.— Agrégase al Capítulo lIl de 
la Ley N* 16.387, de 27 de junio de 1993, que 
se denominará "Del cese y suspensión de 
Bandera", un inciso final al artículo 15, cuya 
redacción será la siguiente: 


"Los propietarios de buques mercantes nacio- 
nales que arrienden los mismos a casco 
desnudo (bare boat charter) a armadores 
extranjeros, para cumplir con tráficos no 
autorizados por la autoridad competente, 
podrán solicitar ante la Prefectura Nacional 
Naval la suspensión del uso de la bandera 
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uruguaya del buque arrendado, por un 
período no superior a un año". 


Artículo 184.— Derógase el literal A) del 
artículo 12 de la Ley N* 16.387, de 27 de junio 
de 1993. 


Artículo 185.— Derógase el artículo 14 de la 
Ley N2 11,474, de 11 de agosto de 1950, con 
la redacción dada por el artículo 4% del Decreto- 
Ley N2 14,443, de 21 de octubre de 1975. 


Artículo 186.— Sustitúyese el inciso sexto 
del artículo 22 de la Ley N* 16.426, de 14 de 
octubre de 1993, en la redacción dada por el 
artículo 22 de la Ley N* 16.851, de 2 de julio 
de 1997, por el siguiente: 


"Con excepción de los buques mercantes y 
toda construcción flotante, autopropulsada o 
no, de carácter civil de bandera nacional, 
todos los demás vehículos o medios utiliza- 
dos para el transporte de personas o bienes 
de matrícula o bandera uruguaya, sólo podrán 
asegurarse en empresas instaladas y autori- 
zadas contorme a lo preceptuado por el 
presente artículo. La excepción no compren- 
de a las unidades que integran la flota 
pesquera". 


Artículo 187.— Son transportistas profesio- 
nales de carga terrestre, las personas físicas o 
jurídicas que realizan transporte oneroso de 
carga por vía terrestre para terceros, en 
servicios nacionales o internacionales que se 
encuentren en las condiciones que menciona la 
presente ley. 


Cada vehículo de capacidad superior a 
5.000 kg destinado al mencionado transporte, 
deberá estar identificado con una placa adicional 
a la matrícula, de naturaleza anual que se otor- 
gará por el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas a aquellos transportistas profesionales 
de carga terrestre que acrediten estar inscriptos 
en un registro especial que llevará la Dirección 
Nacional de Transporte del citado Ministerio, y 
justifiquen encontrarse al día en el pago de sus 
contribuciones con el Banco de Previsión Social, 
Dirección General Impositiva y sus vehículos de 
transporte de carga cuenten con el Certificado 
de Aptitud Técnica Vehicular. 


Para realizar transporte oneroso de carga 
terrestre para terceros, basta con ajustarse a las 
disposiciones que establece la presente ley, sin 
perjuicio del cumplimiento de las demás regu- 
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laciones nacionales y departamentales que 
regulan la materia. 


Artículo 188.— Todo transporte de carga 
terrestre que se realice en el país, deberá contar 
con una guía que contenga la información que 
se dispondrá en la reglamentación de la 
presente ley. 


La guía formaliza el contrato de transporte y 
corresponsabiliza a las partes. 


Artículo 189.— Créase un Organo de 
Control, que será honorario y que estará 
integrado por un delegado titular y un delegado 
alterno de los Ministerios: de Transporte y Obras 
Públicas y de Economía y Finanzas, y de la 
Mesa Intergremial de Transporte Profesional de 
Carga. 


El Organo de Control que se crea por la 
presente ley tendrá como finalidad asesorar al 
Poder Ejecutivo y coordinar y participar en el 
control de la regularidad y legalidad de la 
actividad de transporte de carga terrestre. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a cobrar tasas, 
por la placa adicional a la matrícula y por la 
emisión de la guía, reteridas en los artículos 187 
y 188 respectivamente de la presente ley, con 
la que se financiarán los gastos de funciona- 
miento del Organo de Control. 


Artículo 190.— Sin perjuicio del control que 
corresponde a los organismos de recaudación, 
la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
establecerá la forma y condiciones en las que 
el Organo de Control designará agentes de 
control especiales, con el cometido de verificar 
el cumplimiento de las obligaciones que la 
presente ley y la reglamentación establezca para 
el transporte de carga terrestre. Los agentes de 
control quedarán facultados para detener los 
vehículos de transporte de carga terrestre, 
verificar la condición en que el mismo se hace 
y el cumplimiento, cuando corresponda, de todas 
las obligaciones del transporte profesional de 
carga terrestre. En caso de infracción estos 
agentes podrán aplicar multas. Las multas por 
infracciones serán de hasta 300 UR (trescientas 
unidades reajustables) sin perjuicio de las que 
la legislación tributaria y de seguridad social 
establezca para los casos de mora, contraven- 
ción y defraudación. 


Artículo 191.— Derógase el Impuesto al Uso 
de la Infraestructura Vial (IMUSIV)), establecido 
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por la Ley N?2 17.156, de 20 de agosto de 
1999. 


Artículo 192.— Las obligaciones que even- 
tualmente surjan por aplicación de las cláusulas 
de garantía de contratos firmados por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, se 
atenderán con cargo a su presupuesto de 
funcionamiento, iniciando la apertura de los 
créditos al momento que se generen las mismas. 


Los fondos para su financiación se obtendrán 
descontando los montos respectivos de otros 
objetos del gasto del presupuesto de tunciona- 
miento o, en su defecto, del presupuesto de 
inversiones. 


Artículo 193.— Autorízase a la Dirección 
Nacional de Vialidad a disponer de los saldos 
acumulados para el funcionamiento de los 
Organos de Control de las concesiones de obra 
pública, para estudios, fortalecimiento 
institucional y proyectos de preinversión e 
inversión en la zona de influencia de la 
concesión, relacionados con sus cometidos 
sustantivos, de conformidad con las normas 
vigentes en materia de contabilidad y adminis- 
tración. 


Artículo 194.— El Poder Ejecutivo podrá 
otorgar concesiones de obra pública para la 
explotación y administración de obras y edificios 
ya existentes, propiedad del Estado, finalizados 
o en ejecución, encomendando su conservación, 
mantenimiento o ampliación, con el fin de 
obtener fondos para financiar total o parcialmen- 
te la construcción, ampliación o terminación de 
esas u otras obras, tengan o no vinculación 
física con ellas. 


El precio, la tarifa o peaje será la única 
compensación que percibirá el concesionario de 
los usuarios públicos o privados, tanto por la 
obra existente como por la obra nueva, salvo 
que medien razones de interés público debida- 
mente fundadas. 


Artículo 195.— Sustitúyese el artículo 15 de 
la Ley N* 3.958, de 28 de marzo de 1912 en 
la redacción dada por el Decreto-Ley N* 10.247, 
de 15 de octubre de 1942, por el siguiente: 


"ARTICULO 15.— En cada caso de expropia- 
ción la autoridad respectiva mandará formar 
expediente, ordenando previamente el levan- 
tamiento por los funcionarios u oficinas 
técnicas de su dependencia de un plano de 
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los terrenos o edificios que se requieran para 
la obra proyectada, indicando departamento, 
número de padrón y área. 


Sin perjuicio del plano o trazado general 
de la obra, deberá confeccionarse un plano 
de mensura en que se determinará la parcela 
o parcelas a expropiarse, el cual, registrado 
en la Dirección Nacional de Catastro, enca- 
bezará el respectivo expediente de expropia- 
ción que se formará a cada inmueble. 


Una vez ejecutados el anteproyecto y 
plano parcelario a que refieren los incisos 
que anteceden, se mandarán poner de 
manifiesto por el término de ocho días, 
notificándose personalmente a los propieta- 
rios, sin perjuicio del emplazamiento que se 
hará por las publicaciones por medio de 
edictos con las indicaciones del caso sobre 
el inmueble a expropiar. Dichos edictos se 
publicarán en el Diario Oficial y en un 
periódico de los de mayor circulación en el 
departamento. De estos edictos se dejará 
constancia en cada expediente, agregándose 
las publicaciones de práctica. 


Los propietarios de los inmuebles deberán 
denunciar en el acto de notificación o dentro 
de los ocho días siguientes la existencia de 
personas que tengan derechos reales o 
personales consentidos por dichos propieta- 
rios con respecto a la cosa expropiada. El 
incumplimiento de esta obligación hará recaer 
la responsabilidad reparatoria sobre el pro- 
pietario omiso en esta obligación", 


Artículo 196.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a disminuir hasta en un 100% (cien por ciento), 
la aportación patronal -con excepción de las 
correspondientes a la Dirección de los Seguros 
por Enfermedad, al Banco de Seguros del 
Estado y al Impuesto a las Retribuciones 
Personales- sobre un dependiente -choter- por 
vehículo registrado de transporte terrestre de 
carga de más de 5.000 kg. a cada una de las 
empresas transportistas profesionales a que 
refiere la presente ley. 


Artículo 197.— Los viáticos que paguen las 
empresas transportistas comprendidas en la 
presente ley a sus choferes por servicios 
prestados en el exterior del país, se consideran 
a todos los efectos de naturaleza indemnizatoria 
y por lo tanto no constituyen materia gravada 
por las contribuciones especiales de seguridad 
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social hasta los montos que el Poder Ejecutivo 
establezca. Las sumas que excedan los mencio- 
nados valores estarán gravadas en su totalidad, 
salvo que las mismas estén sujetas a rendición 
de cuentas y escrituración contable o se pruebe 
fehaciente e ¡nequivocadamente su calidad 
indemnizatoria, a juicio de la Administración. 


Artículo 198.— Destínase por única vez una 
partida de $ 820.000 (ochocientos veinte mil 
pesos uruguayos) para el estudio de factibilidad 
de la explotación de los recursos geológicos del 
departamento de Rocha (arenas de la costa). 


Artículo 199.— Cométese al Poder Ejecutivo 
la realización de un estudio de factibilidad para 
la construcción y culminación de un nuevo 
puente sobre el arroyo de las Vacas (departa- 
mento de Colonia), que viabílice una nueva 
entrada a la ciudad de Carmelo y canalice el 
tránsito pesado a través del nuevo puente. 


INCISO 11 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Artículo 200.— Asígnase a la unidad ejecu- 
tora 001 "Dirección General de Secretaría" 
$ 1.162.000 (un millón ciento sesenta y dos mil 
pesos uruguayos), anuales, para los ejercicios 
2001 a 2003, con la finalidad de atender las 
obligaciones contraídas en oportunidad de la 
creación del Fondo Iberoamericano de Ayuda 
Ibermedia. 


Artículo 201.— Las Escuelas Nacional de 
Danza y de Arte Lírico, continuarán permane- 
ciendo dentro del programa 001 "Administración 
General", bajo la supervisión de la Dirección de 
Cultura. 


Artículo 202.— Sustitúyese el literal C) del 
artículo 169 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, por el siguiente: 


"ARTICULO 169.— 


C) 20% (veinte por ciento) para el Servicio 
Oficial de Difusión, Radiotelevisión y 
Espectáculos (SODRE), con destino a 
la construcción y equipamiento de su 
Complejo de Espectáculos y para la 
amortización de las deudas que se 
hayan contraído por los citados concep- 
tos”. 


Artículo 203.— Sustitúyese e! inciso segundo 
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del artículo 12 de la Ley N* 14,040, de 20 de 
octubre de 1971, por el siguiente: 


“ARTICULO 12.— 


Declárase de utilidad pública la expropia- 
ción de los bienes designados monumentos 
históricos. Sus propietarios podrán solicitar, 
en cualquier momento, la expropiación de los 
mismos al Poder Ejecutivo, el que podrá 
acceder a lo solicitado o, en caso contrario, 
y en un plazo de ciento ochenta días, dejar 
sin efecto dicha declaración. Vencido el plazo 
y no habiendo pronunciamiento del Poder 
Ejecutivo, se tendrá por decretada la expro- 
piación de pleno derecho, siguiéndose los 
trámites de oficio", 


Artículo 204.— Sustitúyese el literal C) del 
artículo 8% de la Ley N* 15.913, de 27 de 
noviembre de 1987, por el siguiente: 


"ARTICULO 8*.— 


C)La importación de obras de carácter 
literario, artístico, científico, docente y 
material educativo, y los catálogos de 
difusión o propaganda de dichos bienes 
estará exonerada de todo tributo nacio- 
nal, incluidos los proventos, precios 
portuarios, recargos, tasa de moviliza- 
ción de bultos y demás gravámenes 
aduaneros y tasas consulares. 


Esta exoneración alcanza a todo tipo de 
soporte material de las obras enunciadas en 
el literal anterior sean estos los soportes 
gráficos, visual (videotapes y similares), 
fonográfico e informático y a cualquier otro 
nuevo instrumento resultante del avance 
tecnológico. 


Quedan incluidas en esta exoneración: 


1) Las planchas, películas, matrices y 
demás insumos necesarios para la 
producción de dichos bienes. 


II) Los cuadernos, hojas para escrituras 
en blanco, rayadas, cuadriculadas o 
ilustradas de hasta 20 ó% 24 cms, los 
mapas y globos terráqueos, los sobres 
y estuches de disco y otros elementos 
de reproducción fonográfica, visual o 
informática y folletos explicativos que 
los acompañen en su comercialización, 
reproducciones impresas de obras de 
arte en carpeta o en libros. 
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11) Los demás bienes declarados material 
educativo docente por el Poder Ejecu- 
tivo, previo asesoramiento de la Comi- 
sión Nacional del Libro". 


Artículo 205.— Sustitúyese el literal N) del 
artículo 19 de la Ley N* 15.913, de 27 de 
noviembre de 1987, por el siguiente: 


"ARTICULO 19.— 


N) Pronunciarse en forma vinculante, a re- 
querimiento de los particulares o de los 
organismos públicos, sobre la naturale- 
za del bien o producto a efectos de las 
franquicias y beneficios establecidos en 
los artículos 8% y siguientes de la 
presente ley”. 


Artículo 206.— Declárase aplicables a las 
asociaciones civiles y fundaciones lo dispuesto 
por el artículo 83 del Decreto-Ley N* 15.167, de 
6 de agosto de 1981. 


A tales efectos, las solicitudes de reconoci- 
miento de personería jurídica y reforma de 
estatuto, serán consideradas actos inscribibles, 
mientras que las solicitudes de informes, 
certificados de vigencia y la expedición de 
testimonios serán consideradas solicitudes de 
información registral. 


Artículo 207.— Créase, en el Servicio de Re- 
gistros Públicos regulado por la Ley N* 16.871, 
de 28 de setiembre de 1997, el Registro de 
Personas Jurídicas, que tendrá dos secciones: 
Registro Nacional de Comercio y Asociaciones 
Civiles y Fundaciones. 


La Sección Registro Nacional de Comercio 
estará constituida por el actual Registro Nacio- 
nal de Comercio y tendrá los cometidos y 
funciones asignados a éste por la citada ley. 


La Sección Asociaciones Civiles y Fundacio- 
nes estará constituida por el Regístro de 
Personerías Jurídicas, incorporado a la unidad 
ejecutora 018, "Dirección General de Registros" 
por el artículo 1% del Decreto del Poder Ejecutivo 
de 29 de julio de 1999. 


Artículo 208.— Autorízase al Ministerio de 
Educación y Cultura a enajenar los bienes 
inmuebles afectados al uso de las unidades 
ejecutoras Fiscalía de Corte, Procuraduría 
General de la Nación y Dirección General de 
Registros, en la medida que no se adecuen al 
cumplimiento de sus cometidos. 
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El precio de venta será fijado por el Poder 
Ejecutivo, con el asesoramiento de la Dirección 
Nacional de Catastro. El total del precio de las 
enajenaciones será exclusivamente destinado a 
la adquisición de otros inmuebles para el asiento 
de la respectiva Fiscalía y Oficinas Registrales 
o la refacción de inmuebles y sin que ello pueda 
implicar aumento del gasto. 


Artículo 209.— Sustitúyese el artículo 25 de 
la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre de 1997, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 25. (Actos inscribibles).— En el 
Registro Nacional de Vehículos Automotores 
se inscribirán los actos jurídicos que recaigan 
sobre vehículos automotores con aptitud 
registral. Se entienden contenidos en este 
concepto los automóviles, tractores para 
remolque y semiremolque, camiones, camio- 
netas, "pick up", chasis de cabina, ómnibus, 
micro-ómnibus y similares. 


Los actos inscribibles serán: 


A) Los instrumentos en que se transfiera, 
constituya, reconozca, modifique, decla- 
re o extinga el dominio, usufructo, uso, 
prenda sin desplazamiento de tenencia, 
crédito de uso y demás derechos reales 
relativos a vehículos automotores. 


B) Los testimonios de sentencias ejecu- 
toriadas de prescripción adquisitiva. 


C)Los certificados de resultancias de 
autos de las sucesiones en cuyo acervo 
exista vehículo automotor o derechos 
reales relativos a los mismos, con el 
contenido que determine el decreto 
reglamentario. 


D) Los embargos específicos y demás 
medidas cautelares que dispongan los 
Tribunales, que afecten los poderes de 
disposición de los titulares de derechos 
inscriptos. 


E) Las demandas y las sentencias ejecu- 
toriadas que tengan por objeto el 
reconocimiento de derechos en relación 
con el vehículo automotor que afecten 
o puedan afectar los derechos registra- 
dos o que se registraren en el futuro. 


F) Las cesiones, modificaciones y cance- 
laciones de derechos registrados, ex- 
tendidas en la misma forma que el acto 
principal. 
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G)Las promesas de compraventa y de 
enajenación. 


H) Las reservas de prioridad. 


Sólo se admitirán para inscribir actos o 
negocios jurídicos que resulten de instrumen- 
tos públicos o privados. 


El poder para enajenar o gravar un ve- 
hículo automotor deberá otorgarse en escri- 
tura pública o documento privado con certi- 
ficación notarial de firmas. 


Las inscripciones de las promesas mencio- 
nadas en el literal G) tendrán los efectos 
previstos en los artículos 15 y 31 de la Ley 
N2 8.733, de 17 de junio de 1931, modificativas 
y concordantes, aplicables en lo pertinente, 
las que tendrán una vigencia de dos años no 
pudiendo reinscribirse, 


Para la aplicación de los artículos 83 del 
Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 
1981 y 368 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, se considerará un solo acto 
inscribible la presentación simultánea de la 
última cesión y enajenación en cumplimiento 
de la promesa originaria". 


Artículo 210.— Declárase como interpreta- 
ción auténtica, que los actos, negocios jurídicos 
y decisiones judiciales o administrativas inscriptos 
en los Registros Públicos de la Propiedad, 
durante el plazo de vigencia de la reserva de 
prioridad prevista en el artículo 55 de la Ley 
N?2 16.871 de 28 de setiembre de 1997, son 
inoponibles al acto para el cual se solicitó la 
reserva, siempre que se cumplan con las 
exigencias establecidas en dicha ley, y que el 
criterio de solución de conflictos entre los 
mismos sea la prioridad de la inscripción. 


La prioridad que se reconoce a la reserva 
tiene, entre otras, las siguientes excepciones: 


A) La partición, transacción y demás actos 
declarativos retroactivos. 


B) Los actos que por su naturaleza no se 
opongan al acto reservado. 


C) Los actos complementarios del tracto 
sucesivo. 


D) Los actos cuya eficacia no dependa de 
la publicidad registral. 


En el Registro Nacional de Actos Personales, 
la reserva de prioridad posterga siempre a los 
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embargos generales de derechos inscriptos con 
posterioridad a aquélla. 


Declárase asimismo que, lo establecido en el 
artículo 61 de dicha ley, es sin perjuicio de lo 
que se dispone en el artículo 55 del mismo 
cuerpo normativo. 


En el Registro Nacional de Comercio, los 
efectos de la reserva de prioridad son sin 
perjuicio de lo dispuesto en la Ley N? 2.904 de 
26 de setiembre de 1904. 


Para solicitar la reserva de prioridad, no será 
necesario en ningún caso la matriculación previa 
o simultánea. 


La solicitud de reserva de prioridad no 
admitirá inscripción provisoria. Una vez admitida 
la misma, el Registrador la calificará en la 
oportunidad establecida en el inciso tercero del 
artículo 64 de la Ley N* 16.871, de 28 de 
setiembre de 1997. 


El Registro dejará constancia de estar el acto 
amparado por la reserva. 


Artículo 211.— Asígnase una partida por una 
sola vez de hasta $ 11.620.000 (once millo- 
nes seiscientos veinte mil pesos uruguayos), en 
el ejercicio 2001, a efectos de dar cumplimien- 
to a lo dispuesto por el artículo 388 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 212.— Sustitúyese el artículo 370 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


“ARTICULO 370.— Otórgase una partida 
anual de $ 1.162.000 (un millón ciento 
sesenta y dos mil pesos uruguayos), al 
Instituto Nacional de la Familia y la Mujer 
para atender sus gastos de funcionamiento y 
contrapartida nacional en proyectos de co- 
operación externa”. 


Artículo 213.— El Consejo Nacional de 
Innovación, Ciencia y Tecnología (CONICYT) 
tendrá los siguientes cometidos: 


A) Proponer planes y lineamientos de polí- 
ticas generales relacionadas con la 
ciencia, la tecnología y la innovación al 
Ministerio de Educación y Cultura y/o al 
Poder Ejecutivo, según corresponda. 


B) Elaborar bases y definir estrategias, 
áreas de interés e instrumentos de 
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políticas de ciencia, tecnología y proce- 
sos de innovación. 


C) Promover y estimular el desarrollo de 
las investigaciones en todos los órde- 
nes del conocimiento. 


D) Promover acciones conducentes al for- 
talecimiento del Sistema Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación. 


E) Proponer la reglamentación de los 
diferentes fondos en que participe el 
Ministerio de Educación y Cultura en el 
área, así como de los Comités de 
Selección y supervisar su funcionamien- 
to. 


F) Homologar la integración de los Comi- 
tés de Selección que funcionarán en la 
órbita del Ministerio de Educación y 
Cultura, y estarán a cargo de la 
evaluación y aprobación de los proyec- 
tos. El Consejo podrá proponer la 
remoción de dichos Comités. 


G) Revisar cuando lo considere convenien- 
te, las resoluciones relacionadas con la 
aprobación de los proyectos de los 
distintos fondos en que participa el 
Ministerio de Educación y Cultura en el 
área y ratificar o rectificar las mismas. 


H) Proponer comisiones técnicas y evalua- 
dores para el proceso de evaluación de 
los proyectos. 


ly Aprobar proyectos en aquellos casos 
que la reglamentación lo indique. La 
Dirección de Ciencia, Tecnología e 
innovación ejercerá la Secretaría Téc- 
nica de la Comisión. 


Decláranse aplicables las disposiciones que 
refieren al Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas, al Consejo Nacional de 
Innovación, Ciencia y Tecnología (CONICYT). 


Artículo 214.— Créase la unidad ejecutora 
"Dirección Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación” en el programa 004 "Fomento de la 
Investigación Científica y Tecnológica" del Inci- 
so 11, "Ministerio de Educación y Cultura". 


Serán cometidos de la unidad ejecutora: 


A) Asesorar al Ministro de Educación y 
Cultura a su requerimiento. 


B) Administrar los fondos de cualquier 
origen que le sean asignados, particu- 
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larmente aquellos vinculados al Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas 
y Técnicas (CONICYT), de acuerdo a 
las competencias establecidas en el 
Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAF). 


C) Coordinar, administrar y ejecutar los 
proyectos de desarrollo de ciencia, 
tecnología e innovación, resultantes de 
contratos de préstamos celebrados con 
organismos multinacionales de coopera- 
ción y financiamiento, así como todas 
las acciones necesarias al efecto en el 
ámbito de la Administración Central. 


D) Todo otro cometido que le asigne el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 215. (Recursos financieros).— La 
unidad ejecutora "Dirección Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación" funcionará con los 
créditos presupuestales y los bienes patrimonia- 
les pertenecientes a la unidad ejecutora supri- 
mida: "Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas” y con los recursos que 
le sean transferidos de la unidad ejecutora 001 
"Administración General" del Ministerio de Educa- 
ción y Cultura. 


Artículo 216. (Recursos Humanos).— Dicha 
unidad ejecutora funcionará con recursos huma- 
nos de la unidad ejecutora suprimida: "Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técni- 
cas" y aquellos que le sean redistribuidos de la 
unidad ejecutora 001 "Administración General". 


Artículo 217.— El "Fondo Profesor Clemente 
Estable de Investigación Científica y Tecno- 
lógica" creado por el artículo 70 de la Ley 
N2 16.462, de 11 de enero de 1994, será 
administrado por la unidad ejecutora "Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación”, 


Derógase el inciso segundo del artículo 70 de 
la Ley N? 16.462, de 11 de enero de 1994, el 
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas 
y Técnicas (CONICYT) elaborará la reglamenta- 
ción relacionada con la aprobación de los 
proyectos. 


Artículo 218.— Sustitúyese el artículo 270 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 270.— Autorízase a la Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innova- 
ción, del programa 004 'Fomento de la 
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Investigación Técnico Científica' del Ministe- 
rio de Educación y Cultura a disponer del 
100% (cien por ciento), de los recursos que 
por todo concepto perciba para utilizarlo en 
la ejecución de sus programas para el 
desarrollo científico y la innovación". 


Artículo 219.— Declárase aplicable a los 
proyectos aprobados por la Dirección Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación lo dispues- 
to por el artículo 444 de la Ley N* 15.903, de 
10 de noviembre de 1987, sin necesidad de 
ninguna otra intervención. 


Las empresas que pretendan acceder al 
referido beneficio deberán solicitarlo ante la 
Dirección Nacional de Ciencia, Tecnología e 
innovación, en las condiciones previstas por el 
decreto reglamentario de la norma citada, en lo 
que fuere aplicable. 


Artículo 220.— El Poder Ejecutivo, previo 
informe del Comité Ejecutivo para la Reforma 
del Estado (CEPRE) reglamentará los cometidos 
asignados a la unidad ejecutora "Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación". 


Artículo 221.— Asígnase a la unidad ejecuto- 
ra 001 "Dirección General de Secretaría" 
del Inciso 11, "Ministerio de Educación y 
Cultura”, como contrapartida naciona! del Pro- 
yecto URY/B7/310/96/103, de Cooperación con 
la Comunidad Europea sobre Periferia Urbana, 
las siguientes partidas: 


Año 2001 — $ 11.061.400 equivalentes a 
EUROS 926.000 


Año 2002 — $ 2.604.088 equivalentes a 
EUROS 218.000 

Año 2003 — $ 2.604.088 equivalentes a 
EUROS 218.000 

Año 2004 — $ 2.604.088 equivalentes a 


EUROS 218.000 


Artículo 222.— inclúyese en las excepciones 
previstas en el artículo 4* de la Ley N* 16.127, 
de 7 de agosto de 1990, la designación del 
personal presupuestado o contratado de la 
unidad ejecutora 019 "Fiscalía de Corte y 
Procuraduría General de la Nación", del progra- 
ma 010 "Ministerio Público y Fiscal", del Inciso 
11 "Ministerio de Educación y Cultura". 


Los cargos actualmente vacantes de Secre- 
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tario Letrado (escalafón A), sólo podrán ser 
ocupados por los ganadores de los concursos 
realizados con anterioridad al 12 de enero de 
2000. 


Sustitúyese el numeral 9%) del inciso quinto 
del artículo 11 de la ley N* 16.462, de 11 de 
enero de 1994, por el siguiente : 


"La totalidad de los cargos del Ministerio 
Público y Fiscal, unidad ejecutora 019". 


Artículo 223.— El Ministerio de Educación y 
Cultura y el Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE), po- 
drán contratar en régimen de "cachet", solamen- 
te artistas, docentes, técnicos en radio y 
espectáculos, siempre y cuando presten efecti- 
vamente servicios en estas áreas. 


Deberá suscribirse un contrato donde se 
documente las condiciones y el objeto de la 
prestación, pudiendo la Administración disponer 
en cualquier momento su rescisión. 


Dichas contrataciones serán de carácter 
transitorio y no darán derecho a adquirir la 
calidad de funcionario público. 


El crédito autorizado para estas contratacio- 
nes es limitativo y no puede ser reforzado. 


Derógase el artículo 362 de la Ley N? 16.736, 
de 5 de enero de 1996. 


JUNTA ASESORA EN MATERIA ECONOMICO 
FINANCIERA DEL ESTADO 


Artículo 224.— Créase el programa 101 
"Asesoramiento a la Justicia Penal en materia 
económico-financiera del Estado e implemen- 
tación de medidas preventivas en la lucha contra 
la corrupción (Ley N* 17.060, de 23 de diciembre 
de 1998)" en el Inciso 11 "Ministerio de 
Educación y Cultura”. 


Artículo 225.— A fin de llevar adelante el 
programa establecido en el artículo 224 de la 
presente ley, lo dispuesto por el numeral 9) de 
la Convención Interamericana de la Lucha contra 
la Corrupción ratificada por la Ley N?2 17.008, 
de 25 de setiembre de 1998 y lo estipulado en 
el artículo 42 de la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, créase la unidad ejecutora 
022 *Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado", en el Inciso 11 "Minis- 
terio de Educación y Cultura". 
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Sustitúyese el texto del numeral 8%) del 
artículo 4% de la Ley N* 17,060, de 23 de 
diciembre de 1998, por el siguiente: 


"8) La Junta constituye un Cuerpo con in- 
dependencia técnica en el ejercicio de 
sus funciones. informará mensualmen- 
te, por cualquier vía idónea, al Fiscal 
de Corte y Procurador General de la 
Nación sobre las actividades desarrolla- 
das en relación a los cometidos previs- 
tos en los numerales 29), 3%) y 4%) del 
presente artículo, así como también de 
toda resolución adoptada sobre impedi- 
mentos, excusas o recusaciones que, a 
juicio del Cuerpo, alguno de sus 
miembros pudiere tener respecto de los 
asuntos a consideración del mismo. Sin 
perjuicio de lo establecido en el nume- 
ral 7) precedente, la Fiscalía de Corte 
y Procuraduría General de la Nación 
podrá suministrar a la Junta Asesora el 
apoyo administrativo y contable para el 
mejor cumplimiento de sus cometidos 
que ésta le solicitare”. 


Artículo 226.— Los cargos de miembro de 
la Junta Asesora tendrán fijada la retribución 
establecida en el planillado adjunto, a cuyo 
efecto no será de aplicación el tope establecido 
en el inciso primero del artículo 105 de la 
llamada Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre 
de 1983; quedarán incluidos en el régimen de 
reserva de cargo establecido en el artículo 1% 
del Decreto-Ley N* 14.622, de 24 de diciembre 
de 1976 y modificativas. 


Artículo 227.— Créase en la unidad ejecutora 
"Junta Asesora en Materia Económico Financie- 
ra del Estado" una función contratada de 
Secretario General de la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, la que 
será desempeñada en un régimen de dedicación 
exclusiva y tendrá la retribución fijada en el 
planillado adjunto. 


La propuesta de designación ante el Poder 
Ejecutivo, fundada en las condiciones persona- 
les y técnicas del candidato, será de exclusivo 
cargo de la Junta Asesora, a la que también 
compete la propuesta de desvinculación funcio- 
nal. En cualquier caso cesará conjuntamente 
con la finalización del período quinquenal de 
gestión de la Junta Asesora. 


La función contratada que se crea en el 
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presente artículo quedará incorporada al régi- 
men previsto en el artículo 72 de la Ley 
N?2 16.320, de 12 de noviembre de 1992, salvo 
en lo dispuesto por los incisos anteriores. 


Artículo 228.— Los funcionarios públicos 
pertenecientes a la Administración Central que, 
a la techa de vigencia de la presente ley, se 
encuentren desempeñando funciones en la 
Junta Asesora podrán optar por ocupar un cargo 
o función contratada en la misma si cumplen las 
siguientes condiciones: 


A) Expresar por escrito su voluntad de 
optar dentro del término de noventa 
días siguientes a la fecha de publica- 
ción de la presente ley en el Diario 
Oficial. 


B) Contar con anuencia de la Junta 
Asesora en cuanto estime satisfactorio 
su desempeño. 


En tal caso la incorporación se hará a la 
función contratada o al cargo presupuestado 
asignado por la Junta Asesora. 


Artículo 229.— A fin de asistirla en el 
cumplimiento de las funciones conferidas de 
asesoramiento a la Justicia Penal, conforme lo 
dispone el artículo 42 de la Ley N* 17.060, de 
23 de diciembre de 1998, autorízase a la Junta 
Asesora a otorgar contratos en régimen de 
arrendamiento de obra para actividades especí- 
ficas, con profesionales universitarios o especia- 
lizados, con notoria competencia o, en su caso, 
con experiencia fehacientemente comprobada. 


Dicha contratación a ser realizada directa- 
mente por la Junta Asesora deberá estar 
debidamente tundada en cada caso concreto, no 
requerirá llamado a concurso de mérito u 
oposición, no excluirá la calidad de funcionario 
público ni serán de aplicación los requisitos y 
condiciones establecidos en el artículo 15 de la 
Ley N* 16,462, de 11 de enero de 1994 y en 
el artículo 738 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996. Asimismo, deberá dejarse 
expresa constancia que: a) el contrato asume 
una obligación de resultado en un plazo 
determinado; y b) que el comitente no se 
encuentra en condiciones materiales de ejecutar 
con sus funcionarios el objeto del arriendo. 


A fin de cumplir con los plazos establecidos 
por el artículo 4% de la Ley N* 17.060, de 23 
de diciembre de 1998, el Tribunal de Cuentas 
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podrá habilitar al Contador delegado del Inci- 
so 11 a intervenir directamente en el proceso 
del gasto de dichas contrataciones. 


Dentro de los siguientes diez días de 
verificada cada contratación la Junta Asesora 
deberá informar al Ministerio de Educación y 
Cultura y al Ministerio de Economía y Finanzas 
de las decisiones adoptadas en materia de estas 
contrataciones, identificando pormenorizadamente 
los importes, condiciones y período de cumpli- 
miento de los arrendamientos de obra corres- 
pondientes; dando cuenta a la Asamblea 
General. 


Artículo 230.— En materia de gastos de 
funcionamiento y de inversiones, la Junta 
Asesora será ordenador secundario por importes 
hasta el doble de las licitaciones abreviadas. Al 
respecto tendrá atribuciones para contratar 
bienes y servicios hasta dicho límite. Por encima 
de tal importe actuarán los ordenadores compe- 
tentes. 


Artículo 231.— Exceptúase por una sola vez 
a la Junta Asesora de la prohibición dispuesta 
por el artículo 22 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992. 


El funcionario designado para prestar servi- 
cios en comisión en la Junta Asesora mantendrá 
la totalidad de las remuneraciones que por todo 
concepto perciba en la oficina de origen, incluso 
las que correspondan al desempeño efectivo de 
tareas en la misma, por lo que no será de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 53 de la 
presente ley. 


Mientras dure el desempeño efectivo en la 
unidad ejecutora, la Junta Asesora podrá 
disponer del crédito autorizado en el planillado 
adjunto a efectos de otorgar la compensación 
especial prevista. 


De lo actuado en aplicación del presente 
artículo se dará cuenta al Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Artículo 232.— La Junta Asesora podrá 
disponer del crédito autorizado en el planillado 
adjunto, según la distribución realizada en el 
mismo, a efectos de otorgar una compensación 
especial a los funcionarios que desempeñen 
efectivamente funciones en la misma. Dicha 
partida se incorporará como compensación al 
cargo O función. 


Artículo 233.— Sustitúyese el artículo 347 de 
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la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
en la redacción dada por el artículo 376 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 347.— La unidad ejecutora 018 
"Dirección General de Registros" podrá cele- 
brar con los usuarios convenios que estime 
conveniente a efectos de la mejor prestación 
de sus servicios o del mejor aprovechamiento 
de su capacidad técnica, material y humana. 


El Ministerio de Educación y Cultura, a 
instancias de la Dirección General de Regis- 
tros, determinará el precio de los mismos. 
Los fondos serán recaudados y administrados 
en su totalidad por la mencionada Dirección, 
la que podrá destinar hasta un 50% (cincuen- 
ta por ciento) para la promoción social y 
técnica de sus recursos humanos y el resto 
para gastos de funcionamiento". 


Artículo 234.— Sustitúyese el inciso primero 
del artículo 275 de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992, por el siguiente: 


"Deróganse todas las normas legales y 
reglamentarias que exoneran a los Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados, 'hol- 
dings' y sociedades de intermediación finan- 
ciera, del pago del impuesto a los servicios 
registrales establecido en el artículo 83 del 
Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 
1981, en la redacción dada por el artículo 437 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, 
y 270 de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992", 


Artículo 235.— Derógase el literal D) del 
artículo 4% de la Ley N* 17.228, de 7 de enero 
de 2000. El Registro General de Bosques, en 
acuerdo con la Dirección General de Registros, 
determinará la oportunidad y forma de trasladar 
los asientos registrales del Registro Nacional de 
Prendas sin Desplazamiento efectuados durante 
la vigencia de dicha disposición. 


Artículo 236.— Transtórmase, en la Procura- 
duría del Estado en lo Contencioso Administra- 
tivo, un cargo de Asesor l, escalafón A, grado 
08, en un cargo de Asesor Contador, escalatón 
A, grado 16, con igual retribución a la percibida 
por todo concepto por el cargo de Jefe de 
Departamento Contador, escalatón A, grado 14, 
de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General 
de la Nación. 


Para esta designación, se dará prioridad a 
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funcionarios que presten funciones actualmente 
en la citada unidad ejecutora, no siendo de 
aplicación lo establecido al respecto por la Ley 
N?* 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


Artículo 237.— Transfórmase, en la unidad 
ejecutora 018, "Dirección General de Registros", 
un cargo de Director de Desarrollo y Manteni- 
miento de Sistemas, escalafón B, grado 14, en 
un cargo de Asesor Informático, Ingeniero en 
Sistemas, escalatón A, grado 14. 


Derógase el artículo 374 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996. 


Artículo 238.— Créanse en la unidad eje- 
cutora 018 "Dirección General de Registros", 
cinco cargos de Profesional Il, serie escribano, 
escalatón A, grado 11, interior, y cuatro cargos 
de Profesional |!, serie escribano, escalatón A, 
grado 11, Montevideo. 


Dichos cargos serán ocupados, en vía de 
regularización, por quienes reuniendo las calida- 
des requeridas, hayan desempeñado funciones 
en los Registros de Propiedad de los departa- 
mentos de Durazno, San José, Colonia, 
Maldonado, y de la Propiedad Sección Inmobi- 
liaria de Montevideo, a través de distintas 
modalidades contractuales por cuatro años al 28 
de octubre de 2000. Subsidiariamente, su 
provisión se efectuará de conformidad con las 
normas generales en la materia. 


La Contaduría General de la Nación habilitará 
los créditos correspondientes, dando de baja las 
partidas contra las cuales se atendieron en 
ejercicios anteriores las contrataciones requeri- 
das para cumplir los cometidos sustantivos 
legalmente asignados a la Dirección General de 
Registros. 


Artículo 239.— Asígnase una partida anual 
de $ 500.000 (quinientos mil pesos uruguayos) 
con cargo a Rentas Generales al programa 001 
"Administración General", a efectos de su em- 
pleo, por parte de la Dirección de Educación, 
en tareas de inspección y seguimiento de las 
guarderías, cuya supervisión encomienda al 
Ministerio de Educación y Cultura, la Ley 
N* 16.802, de 19 de setiembre de 1996. 


Artículo 240.— La totalidad de la recauda- 
ción que por ventas de entradas de los 
espectáculos que desarrolle el Ministerio de 
Educación y Cultura (programa 001), se desti- 
nará al desarrollo de sus actividades culturales 
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y estará exceptuada de lo dispuesto por los 
artículos 594 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987 y 771 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996, 


Artículo 241.— El Ministerio de Educación y 
Cultura queda facultado a cobrar el arrenda- 
miento de las salas que administran sus 
unidades ejecutoras, cuyo precio será determi- 
nado por dicho Ministerio, teniendo en conside- 
ración el costo del uso de la sala y el interés 
de la actividad que se prevea. El Ministerio 
podrá eximir del pago del arrendamiento cuando 
medie interés público en la difusión de la 
actividad a realizarse. No será de aplicación lo 
dispuesto por los artículos 594 de la Ley 
N2 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y 
771 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, a los ingresos que perciba el Minis- 
terio de Educación y Cultura por el referido 
concepto. 


Artículo 242.— Los funcionarios de la unidad 
ejecutora 018 "Dirección General de Registros”, 
que revisten en funciones contratadas de 
carácter permanente, con más de cinco años de 
antigúedad en la Administración Pública, podrán 
optar por ser presupuestados en el último grado 
ocupado del escalatón correspondiente a la 
función que desempeñan, dentro de los sesenta 
días de promulgada la presente ley. 


Artículo 243,— Autorízase al Instituto de 
Investigaciones Biológicas "Clemente Estable" a 
prestar y comercializar los servicios técnicos, 
asesorías y diagnósticos que le fueren reque- 
ridos por los particulares o instituciones públicas 
o privadas. 


La totalidad de lo recaudado por este 
concepto será destinado a financiar los gastos 
de funcionamiento de dicho instituto. 


No será de aplicación en este caso lo 
dispuesto por los artículos 594 de la Ley 
N*2 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y 771 
de la Ley N* 16.736 de 5 de enero de 1996. 


Artículo 244.— Facúltase al Centro de 
Diseño Industrial a prestar los servicios técni- 
cos, asesorías y diagnósticos, asf como a la 
comercialización de los productos y servicios de 
sus talleres que le fueren requeridos por los 
particulares o instituciones públicas o privadas. 


La totalidad de lo recaudado por este 
concepto será destinado, por el programa, a 


162 


financiar los gastos de funcionamiento de dicho 
Centro de Estudios. 


No será de aplicación, en este caso, lo 
dispuesto por los artículos 594 de la Ley 
N?2 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y 771 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 245.— Facúltase al Centro de 
Capacitación y Producción (CECAP) a prestar 
los servicios técnicos, asesoría y diagnósticos 
así como a la comercialización de los productos 
y servicios de sus talleres de capacitación y 
producción que le fueren requeridos por los 
particulares o instituciones públicas o privadas. 


De la totalidad de la recaudación que se 
perciba, deducidos los gastos en que se 
incurriere para la producción de los bienes o en 
la prestación del servicio, el 20% (veinte por 
ciento) será destinado a gastos de funciona- 
miento e inversiones del Centro, el 50% 
(cincuenta por ciento) será distribuido entre los 
integrantes de los talleres que hubieran produ- 
cido bienes o hayan prestado el servicio y el 
30% (treinta por ciento) restante se destinará a 
la promoción social de los integrantes del 
Centro. 


No será de aplicación, en el presente caso, 
lo dispuesto por los artículos 594 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y 771 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


INCISO 12 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 


Artículo 246.— Facúltase al Ministerio de 
Salud Pública a realizar reestructuras organi- 
zativas, comprendiendo nuevos modelos de 
gestión y gerenciamiento de sus unidades 
ejecutoras, previo asesoramiento del Comité 
Ejecutivo para la Reforma del Estado (CEPRE) 
y del Ministerio de Economía y Finanzas. A tales 
efectos podrá suprimir, transformar, fusionar o 
crear nuevas unidades ejecutoras y cambiar su 
denominación. 


Asimismo podrá crear, suprimir, transtormar 
y redistribuir entre las mismas, cargos y 
funciones, contratadas, establecer un sistema de 
alta gerencia, alta especialización y prioridad u 
otro sistema igualmente idóneo, reasignando los 
créditos presupuestales correspondientes. 


La reestructura mencionada no podrá signi- 
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ficar aumento de costos respecto al presupuesto 
que se aprueba, ni lesión de derechos funcio- 
nales. 


El Ministerio de Salud Pública en un plazo de 
ciento ochenta días a partir de la promulgación 
de la presente ley, proyectará y remitirá al Poder 
Ejecutivo, la nueva estructura orgánica y 
escalafonaria de sus programas y unidades 
ejecutoras para su aprobación. 


Artículo 247.— Facúltase al Ministerio de 
Salud Pública a celebrar, con carácter experi- 
mental, con instituciones privadas de asistencia 
u organizaciones que demuestren probada 
capacidad de gestión en el ámbito de la salud, 
convenios parciales o totales de gestión de sus 
establecimientos asistenciales. 


Para la financiación de los convenios respec- 
tivos podrá afectar hasta el monto asignado a 
las unidades ejecutoras involucradas en dichos 
acuerdos. 


El financiamiento de los convenios será con 
cargo a las asignaciones presupuestarias del 
programa de la respectiva unidad ejecutora 
involucrada, excluyendo las partidas del gru- 
po O "Servicios Personales". 


La facultad conferida por el presente artículo 
se ejercitará en forma gradual, abarcando 
durante el primer año un máximo de seis centros 
hospitalarios. Transcurrido ese lapso, se etec- 
tuará un análisis sobre los resultados obtenidos 
dando cuenta del mismo al Parlamento, quien 
podrá habilitar la extensión o suspensión de la 
experiencia. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición, estableciendo las bases y los 
alcances de los convenios referidos aplicando, 
en lo pertinente las normas de contabilidad y 
administración financiera del Estado y respetan- 
do los derechos funcionales. 


Artículo 248.— La asignación de los recursos 
presupuestales para las unidades ejecutoras 
dependientes de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE) que ésta 
determine, se realizará de conformidad con las 
pautas establecidas por la Dirección General de 
dicha Administración, de acuerdo a la reglamen- 
tación que dictará el Poder Ejecutivo, estable- 
ciendo el grado de compromiso de gestión al 
que se someterá la unidad ejecutora subordina- 
da. 
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Similar críterio se seguirá para la asignación 
de los recursos presupuestales para cada 
programa de salud dependiente de la Dirección 
General de la Salud. 


Artículo 249.— Sustitúyense los artículos 1* 
y 4% de la Ley N* 13.223, de 26 de diciembre 
de 1963, por los siguientes: 


“ARTICULO 1%— Los funcionarios y ex fun- 
cionarios jubilados dependientes del Ministe- 
rio de Salud Pública y los trabajadores que 
a la fecha de vigencia de la presente ley 
pertenezcan a la Comisión Honoraria de la 
Lucha Antituberculosa, así como el cónyuge 
y sus familiares de primer grado de consan- 
guinidad, tendrán derecho a la asistencia 
integral gratuita en todos los establecimientos 
asistenciales de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE). 


En el caso de los familiares de primer 
grado de consaguinidad dicha asistencia se 
limitará a los hijos menores de edad e 
incapaces. 


Quedan excluidos del derecho todas aque- 
llas personas que sean beneficiarias de 
cualquier otro tipo de cobertura asistencial 
integral, pública o privada, respecto de las 
prestaciones cubiertas”. 


"ARTICULO 4%— El Poder Ejecutivo en 
acuerdo con el Ministro de Salud Pública y 
el Ministro de Economía y Finanzas, regla- 
mentará la presente ley, estableciendo que la 
canasta de prestaciones incluida en la 
asistencia integral no será inferior a la que 
brinda la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado a sus usuarios". 


Artículo 250.— El derecho a la compensa- 
ción por atención directa a pacientes internados 
en sala, servicios de emergencia y block 
quirúrgico, creado por el artículo 247 de la Ley 
N?2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con 
la modificación dada por el artículo 280 de la 
Ley N?* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
quedará condicionada a la disponibilidad de 
crédito presupuestal. La insuficiencia de crédito 
determinará que el cupo asignado a la unidad 
ejecutora se distribuya proporcionalmente entre 
los funcionarios con derecho a dicho beneficio. 


El Director de la unidad ejecutora que 
comprometa gastos en contravención con la 
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presente disposición, responderá directamente 
por su acción uu omisión. 


Artículo 251.— En todos los casos en que 
se demanden prestaciones de asistencia a la 
Administración de los Servicios de Salud del 
Estado (ASSE), ésta verificará si el usuario se 
encuentra amparado por otro régimen de 
cobertura integral, o parcial, en cuyo caso, 
requerirá por medio fehaciente que la institución 
resuelva de inmediato si le prestará cobertura 
en su establecimiento o si asumirá los gastos 
derivados por las prestaciones que brinde a su 
afiliado ASSE. 


El Poder Ejecutivo en acuerdo con el Ministro 
de Salud Pública y el Ministro de Economía y 
Finanzas reglamentará la presente disposición. 


Artículo 252.— El Ministerio de Salud 
Pública remitirá mensualmente a las Institucio- 
nes de Asistencia Médica Colectiva (IAMC) el 
resumen de las obligaciones devengadas por 
concepto de hospitalidades. 


En caso de incumplimiento, el saldo pendien- 
te de pago será deducido por el Banco de 
Previsión Social (BPS), del pago mensual 
previsto para la institución de asistencia médica 
colectiva de que se trate y volcado a la 
Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. 


Artículo 253.— Las facturas por prestaciones 
asistenciales brindadas por las dependencias de 
la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado (ASSE), a socios de las instituciones de 
asistencia médica privada, particular o colecti- 
vas, debidamente conformadas, y no deducidas 
por el Banco de Previsión Social (BPS), 
constituirán título ejecutivo a todos los efectos 
legales. 


Artículo 254.— El sistema de pago de 
incentivos a la productividad a los funcionarios 
del Ministerio de Salud Pública previsto por el 
artículo 394 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, quedará limitado a aquellos funciona- 
rios que efectivamente cumplen funciones en los 
establecimientos de los programas individualiza- 
dos en el mismo y no perciban retribución con 
cargo al objeto del gasto 042.095. 


Artículo 255.— Incorpórase al régimen de 
Residencias Técnico Profesionales de Adminis- 
tración Hospitalaria creado por el artículo 309 
de la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 
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1992, a los profesionales universitarios químicos 
farmacéuticos, técnicos en recursos humanos, 
tecnólogos, laboratoristas, técnicos en registros 
médicos, administración e informática, egresados 
de las facultades habilitadas para la formación 
académica en las disciplinas mencionadas. 


La partida que financia esta incorporación se 
incluye en el objeto del gasto “Retribuciones 
personal contratado funciones permanentes". 


Artículo 256.— La facultad de contratación 
prevista por el artículo 410 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, será privativa del 
Director General de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE). 


Artículo 257.— Las personas contratadas al 
amparo de lo previsto por el artículo 410 de la 
Ley N? 16.170, de 28 de diciembre de 1990, que 
al 31 de diciembre de 2000 hayan computado 
un año de servicios ininterrumpidos, quedarán 
incorporados al padrón presupuestal del Minis- 
terio de Salud Pública, en carácter de interinos, 
en los cargos y funciones que determine la 
reglamentación. 


A los fines de la aplicación de la presente 
norma, facúltase al Ministerio de Salud Pública 
a crear, suprimir, transformar y redistribuir entre 
las unidades ejecutoras, los cargos y funciones 
que correspondan, sin que implique incremento 
presupuestal. 


Las contrataciones que se verifiquen a partir 
de la vigencia de la presente ley y al amparo 
de la norma referida, quedarán sometidas a la 
reglamentación vigente. 


Artículo 258.— Sustitúyese el literal B) del 
artículo 17 del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de 
agosto de 1981, por el siguiente: 


"B) Realizar afiliaciones de carácter vitali- 
cio. 


Esta disposición no afecta los dere- 
chos adquiridos en base a las contra- 
taciones celebradas al amparo de la 
normativa anterior a la entrada en 
vigencia de la presente ley”. 


Artículo 259.— Modifícase el artículo 279 de 
la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
que quedará redactado de la siguiente manera: 


"ARTICULO 279.— Los directivos de las 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva 
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(I¡AMC) cuyos cargos podrán ser rentados, 
responderán civilmente hacia la institución, 
los socios y los terceros, por los daños y 
perjuicios resultantes, directa e indirectamen- 
te, de la violación de la ley, el estatuto o el 
reglamento, por el mal desempeño de su 
cargo en los casos en que actúen con 
deslealtad o falta de la debida diligencia 
media de un buen padre de familia, y por 
aquellos producidos por abuso de facultades, 
dolo o culpa grave. 


Dicha responsabilidad no le corresponderá 
a los directivos que hubieren dejado constan- 
cia de su voto discorde en referencia a los 
actos denunciados. 


Lo dispuesto en los incisos anteriores, 
será sin perjuicio de la responsabilidad que 
correspondiere a la institución a la que 
pertenecen". 


Artículo 260.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 397 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, por el siguiente: 


"Los recursos que por el artículo 11 de la Ley 
N* 12.072, de 4 de diciembre de 1953, que 
recibe el Servicio Nacional de Sangre, se 
afectarán en un 66% (sesenta y seis por 
ciento) al Servicio Nacional de Sangre y 
hasta un 34% (treinta y cuatro por ciento) al 
Banco Nacional de Organos y Tejidos, 
incrementándose progresivamente en un 1% 
(uno por ciento) anual al Servicio Nacional de 
Sangre hasta alcanzar este subprograma el 
70% (setenta por ciento) del total de lo 
recaudado por ese concepto". 


Artículo 261.— Declárase que el Ministerio 
de Salud Pública no estará gravado por las 
contribuciones de seguridad social correspon- 
dientes a la tenencia de inmuebles rurales 
inexplotados y recibidos por herencia, legado o 
donación hasta el momento de la incorporación 
de dichos bienes a su patrimonio, y a las 
generadas por construcciones que al 31 de 
diciembre de 2000 hubieran sido realizadas en 
inmuebles adquiridos en las mismas circunstan- 
cias. 


Artículo 262.— Transfórmase seis cargos de 
los dieciocho cargos de Directores Departamen- 
tales de Salud, previstos en el artículo 393 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en 
seis cargos de Directores Regionales de Salud, 
incorporándolos al régimen de contratación 
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previsto por el artículo 72 de la Ley N* 16.320, 
de 12 de noviembre de 1992. 


Los Directores Regionales de Salud serán 
responsables de ejecutar a nivel regional, sobre 
los sectores público y privado, las políticas, 
programas, controles y planes que determine el 
Ministerio de Salud Pública, cumpliendo, a tales 
efectos, una carga horaria mínima de cuarenta 
horas semanales. 


Dichos Directores no podrán desempeñar 
cargos directivos o gerenciales en instituciones 
prestadoras de servicios de salud. 


Transtórmase otros tres cargos de Directores 
Departamentales de Salud, en tres cargos de 
Directores de División, dependientes directa- 
mente de la Dirección General de la Salud, bajo 
el mismo régimen previsto en los incisos 
anteriores, cuya denominación y funciones serán 
determinados por el Ministerio de Salud Pública. 


Transftórmase los nueve cargos restantes de 
Directores Departamentales de Salud en hasta 
veintisiete cargos técnicos para fortalecer la 
estructura del Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 263.— Agrégase al artículo 403 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
siguiente inciso: 


"Créase un Fondo Nacional de lucha contra 
el SIDA con el objeto de financiar el 
suministro de los medicamentos  antire- 
trovirales y similares y de la realización de 
los estudios de cargas virales, recuento 
celular y otros de análoga naturaleza que 
requieran los pacientes beneficiarios de la 
Administración de los Servicios de Salud del 
Estado (ASSE)". 


Fíijase en el 2% (dos por ciento) el im- 
puesto creado por el artículo 11 de la Ley 
N2* 12.072, de 4 de diciembre de 1953, 
destinándose el 50% (cincuenta por ciento) 
de lo recaudado por dicho impuesto al Fondo 
Nacional de lucha contra el SIDA que se crea. 


Artículo 264.— Asígnase al Ministerio de 
Salud Pública una partida de $ 4.500.000 (cuatro 
millones quinientos mil pesos uruguayos) para 
el año 2001 y otra de $ 9.000.000 (nueve 
millones de pesos uruguayos) a partir del año 
2002, con destino a la ampliación del Programa 
de Atención Primaria de Salud del primer nivel, 
que beneficia a los usuarios de la Administración 
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de los Servicios de Salud del Estado (ASSE), 
mediante la contratación de médicos de familia, 
los que en todo caso quedarán sujetos al 
estatuto reglamentario vigente. 


Las partidas asignadas se incluyen en el 
objeto del gasto 282 "Profesionales y Técnicos". 


Artículo 265.— Asígnase al Ministerio de 
Salud Pública una partida de $ 6.300.000 (seis 
millones trescientos mil pesos uruguayos) para 
el año 2001 con destino al diseño y ejecución 
de un Programa de Vida Saludable a cargo de 
la Dirección General de la Salud de dicha 
Secretaría de Estado. La partida asignada se 
incluye en el objeto del gasto 299 “Servicios no 
personales". 


Artículo 266.— El Ministerio de Salud 
Pública transferirá mensualmente en forma 
permanente, una partida que se ajustará de 
acuerdo con el régimen general para retribucio- 
nes personales, de la financiación 1.2 "Recursos 
con Afectación Especial” a la financiación 1.1 
"Rentas Generales" por la suma de $ 2.000.000 
(dos millones de pesos uruguayos), de los 
programas 005 "Administración del Subsidio 
para la Atención Médica", 006 "Administración 
de la Red de Establecimientos de Agudos”, 007 
"Administración de la Red de Establecimientos 
de Agudos del Interior" y 008 "Administración de 
los Establecimientos de Crónicos y Especializa- 
dos". 


Artículo 267.— Deróganse las afectaciones 
establecidas en el inciso siete del artículo 5% de 
la Ley N?2 16.343, de 15 de diciembre de 1992, 
y en el inciso cuarto del artículo 4% de la Ley 
N2 17.166, de 10 de setiembre de 1999. 


Los recursos desafectados en el inciso 
anterior se podrán utilizar indistintamente para 
financiar la asistencia en el país o en el exterior 
del Fondo Nacional de Recursos creado por la 
Ley N* 16.343, de 15 de diciembre de 1992. 


La asistencia en el extranjero se financiará 
con aportes del Fondo Nacional de Recursos y 
de los propios “beneficiarios, de acuerdo a la 
reglamentación que a tales efectos dictará el 
Poder Ejecutivo en acuerdo con los Ministerios 
de Salud Pública y de Economía y Finanzas. 


Dicha reglamentación deberá tener en cuenta 
la capacidad contributiva del beneficiario enten- 
diendo por tal su situación patrimonial e 
ingresos de su núcleo familiar. 
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Artículo 268.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 32 de la Ley N*2 16.343, de 15 de 
diciembre de 1992, en la redacción dada por el 
artículo 409 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, por el siguiente: 


"Los aportes referidos en los literales B), C) 
y F) serán mensuales consecutivos y direc- 
tamente proporcionales a la cantidad de 
beneficiarios cuya asistencia médica sea 
responsabilidad de cada uno de los sectores 
o instituciones mencionadas con independen- 
cia del número de actos médicos realizados. 


El aporte previsto en el literal A) será 
regulado a opción del Poder Ejecutivo sea por 
la cantidad de beneficiarios cuya asistencia 
médica tuera otorgada por el Ministerio de 
Salud Pública o por el costo de los actos 
médicos efectivamente realizados. La Direc- 
ción Nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas y la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial podrán hacer uso de esta opción, o 
continuar en la situación actual”, 


Artículo 269.— Derógase el artículo 11 del 
Decreto-Ley N* 15.703, de 11 de enero de 1985. 


Artículo 270.— Asígnase al Comité Ejecutivo 
del Programa Nacional de Diabetes, Inciso 12 
"Ministerio de Salud Pública", una partida de 
$ 348.600 (trescientos cuarenta y ocho mil 
seiscientos pesos uruguayos) anuales para el 
período 2001-2004 para gastos de funciona- 
miento e inversión a los efectos de la creación, 
instrumentación, actualización y mantenimiento 
del Registro Nacional de Diabetes, el que 
funcionará en la órbita de dicho Ministerio. 


Artículo 271.— La suma recaudada por las 
unidades ejecutoras de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE), por 
concepto de prestaciones asistenciales, será 
depositada en el Fondo de Libre Disponibilidad 
de la unidad ejecutora respectiva y destinada en 
un 70% (setenta por ciento) a gastos de 
funcionamiento y mantenimiento, en un 15% 
(quince por ciento) para atender el pago del 
beneficio por productividad previsto en el 
artículo 394 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, y el 15% (quince por ciento) restante 
será volcado a ASSE. 


Artículo 272.— Las afiliadas a las mutualis- 
tas de asistencia médica colectiva, no abonarán 
"tickets" por medicamentos, exámenes o consul- 
tas médicas una vez realizado el diagnóstico de 
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embarazo, abarcando todo el período hasta el 
momento del parto. 


Tampoco abonarán los mencionados "tickets" 
los recién nacidos, definición ésta que se da a 
los infantes desde el momento de su nacimiento 
hasta los veintiocho días de vida. 


Artículo 273.— Prohíbese la intermediación 
lucrativa en la captación de socios y/o afiliados 
para las instituciones de asistencia médica 
colectiva, entendiéndose por tal aquella activi- 
dad realizada por una o más personas, en forma 
individual o concertada, tendiente a lograr 
afiliaciones para las citadas instituciones, per- 
cibiendo a cambio una retribución, precio o 
beneficio, cualquiera fuera su naturaleza. 


Prohíbese, asimismo, la actividad de promo- 
ción para la captación de socios y/o afiliados, 
que incluya la entrega o promesa de entrega a 
éstos de dinero u otra ventaja equivalente. 


E! que, indistintamente, ejecutare dichas 
actividades, será castigado con una pena de dos 
a dieciocho meses de prisión. 


Los Directivos, Directores Generales, Direc- 
tores y Administradores de las instituciones de 
asistencia médica colectiva que, por cualquier 
medio, facilitaren, propiciaren, aceptaren o 
ejecutaren actos tendientes a tales fines, serán 
considerados coautores. 


Constituyen circunstancias agravantes de 
este delito: 


A) El carácter de funcionario público del 
agente. 


B) El grado de jerarquía funcional 
coautor. 


del 


Exclúyense de las tipificaciones precedentes, 
las actividades de promoción realizadas direc- 
tamente por personal dependiente de las 
instituciones aludidas, y aquellas de publicidad 
y/o propaganda llevadas a cabo directamente 
por agencias publicitarias debidamente acredita- 
das. 


INCISO 13 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 


Artículo 274.— Decláranse comprendidos en 
las exoneraciones previstas por el artículo 23 de 
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la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986, los 
aportes patronales que debiera realizar el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con 
relación a las sumas provenientes del Fondo de 
Participación creado por el artículo 567 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en 
la redacción dada por el artículo 439 de la Ley 
N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992. 


Artículo 275,— A partir de la vigencia de la 
presente ley no podrá autorizarse el pase en 
comisión a otras dependencias u organismos 
públicos, de funcionarios presupuestados o 
contratados de la unidad ejecutora 007, esca- 
latón "D", Inspector, que no cuenten con un 
mínimo de tres años en el desempeño efectivo 
de las funciones propias del cargo. 


Lo dispuesto en el inciso precedente se 
aplicará sin perjuicio de los regímenes especia- 
les vigentes y de lo establecido por el artículo 
20 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, en la redacción dada por el artículo 40 
de la Ley N* 16,320, de 1% de noviembre de 
1992. 


Artículo 276.— Dispónese que los pasantes 
contratados al amparo del artículo 436 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, así como 
los que desempeñen tareas en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en régimen de 
pasantías en base a convenios suscritos o que 
se suscriban en el futuro con instituciones 
públicas o privadas, percibirán como única 
remuneración la establecida en el respectivo 
contrato de pasantía, quedando expresamente 
excluidos de cualquier compensación y proventos 
en efectivo o en especie que perciben los 
funcionarios pertenecientes a los cuadros 
presupuestales de dicha Secretaría de Estado. 


Artículo 277.—  Asígnase al Inciso 13 
"Ministerio de Trabajo y Seguridad Social" una 
partida anual por el término de cuatro años de 
$ 1.045.800 (un millón cuarenta y cinco mil 
ochocientos pesos uruguayos), destinada al 
fortalecimiento de la Asesoría en Seguridad 
Social. 


Artículo 278.— Suprímese el Instituto Nacio- 
nal de Abastecimiento (INA) y deróganse todas 
las disposiciones que establecieron funciones, 
deberes y facultades para el mismo, especial- 
mente el artículo 432 de la Ley N* 16.736, de 
5 de enero de 1996. 


El Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio 
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de Trabajo y Seguridad Social designará al 
liquidador del Instituto Nacional de Abasteci- 
miento y reglamentará el proceso de liquidación 
del patrimonio del INA para determinar el pasivo 
y su cancelación; establecer sus créditos y su 
efectiva realización; enajenar sus bienes y 
contemplar todos los aspectos que puedan 
resultar pertinentes al respecto. 


El liquidador deberá presentar el plan de 
instrumentación de las pautas que se le 
encomiendan en el inciso anterior, ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para 
su aprobación. 


Una vez ejecutado el plan, el liquidador 
deberá presentar el balance de lo actuado al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social así 
como a la Asamblea General del Poder 
Legislativo. 


Los trabajadores de la referida institución que 
se suprime que figuraban en la respectiva 
planilla de trabajo podrán optar, dentro de los 
sesenta días siguientes a la vigencia de la 
presente ley y por única vez entre: 


A) Percibir la totalidad de las retribuciones 
emergentes de su desvinculación labo- 
ral de la persona que se suprime por 
la presente ley. 


B) Ser contratados para la función pública, 
con intervención de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil. Dicha contratación no 
podrá significar en ningún caso lesión 
de derechos funcionales, especialmente 
del sueldo, compensaciones de carácter 
permanente y demás beneficios socia- 
les que percibieran por cualquier con- 
cepto Jos referidos trabajadores. 


A tales efectos, el liquidador remitirá a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y a la 
Contaduría General de la Nación la nómina 
completa de los trabajadores comprendidos 
en la contratación, con información de la 
función que desempeñan, sueldo, compensa- 
ciones de carácter permanente y demás 
beneficios sociales que perciban por cual- 
quier concepto. 

La Contaduría General de la Nación 
habilitará los recursos para atender los 
contratos de trabajo de acuerdo ala 
información que se le suministre reasignando 
los créditos presupuestales necesarios. 
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Artículo 279.— Asígnase una partida por 
única vez de $ 17.430.000 (diecisiete millones 
cuatrocientos treinta mil pesos uruguayos) al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
destinada al pago de las deudas contraídas por 
la persona jurídica de derecho público no estatal 
Instituto Nacional de Abastecimiento (INA) hasta 
el momento de su supresión. 


Dicha partida será administrada por el 
liquidador designado en el artículo anterior, 
quien efectuará la distribución de esta partida 
entre los acreedores de la mencionada persona 
jurídica que se suprime, dentro del término de 
sesenta días a contar de la vigencia de la 
presente ley, con el informe previo de la 
Contaduría General de la Nación. 


Artículo 280.— Los funcionarios del Inciso 13 
"Ministerio de Trabajo y Seguridad Social" que 
revisten funciones contratadas de carácter 
permanente, podrán optar por ser presupuesta- 
dos en el último grado ocupado del escalafón 
correspondiente a la función que desempeñan, 
dentro de los sesenta días de promulgada la 
presente ley. 


Artículo 281.— Autorízase al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social partidas anuales en 
los años 2001 y 2002 para financiar inversiones 
en el Area Informática de $ 5.150.000 (cinco 
millones ciento cincuenta mil pesos uruguayos) 
cada una. 


Dichas partidas serán financiadas con cargo 
a los ingresos de libre disponibilidad que 
superen el tope fijado para los gastos de 
funcionamiento de dicha Secretaría de Estado 
para los años 2001 y 2002. 


Artículo 282.— Asígnase una partida anual 
de $ 13.944.000 (trece millones novecientos 
cuarenta y cuatro mil pesos uruguayos), con 
financiamiento de Rentas Generales para com- 
plementar los recursos que integran el Fondo de 
Reconversión Laboral creado por el artículo 325 
de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 
1992. 


Dicha partida será destinada a la ejecución 
de los programas de capacitación y reconversión, 
y será administrada por la Junta Nacional de 
Empleo y la transferencia se realizará por 
duodécimos a lo largo de cada ejercicio. 
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INCISO 14 


MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 


Artículo 283.— Facúltase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a autorizar las permutas de inmuebles 
adjudicados o adquiridos con subsidio 
habitacional, entre beneficiarios de sus progra- 
mas de vivienda, condicionado a que se deje 
constancia en las escrituras de permuta y 
traslación de dominio respectivas, los valores 
que resultaron del subsidio original, del tiempo 
transcurrido y la depreciación de aquél ya 
operado. 


Estas permutas quedarán comprendidos en 
lo dispuesto por el artículo 447 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, y los 
artículos 70 y siguientes de la Ley N* 13.728, 
de 17 de diciembre de 1968, y estarán 
exoneradas del pago del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales. 


Será también aplicable a esa instrumentación 
lo dispuesto por el artículo 88 de la Ley 
N2 13.728, de 17 de diciembre de 1968, en la 
redacción dada por el artículo 448 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


Artículo 284.— Exonérase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente de la obligación de comunicar al 
Registro Unico de Inmuebles del Estado a cargo 
de ta Contaduría General de la Nación, la 
adquisición de bienes inmuebles destinados a la 
construcción de viviendas o regularización de 
asentamientos irregulares, cuando dichos bienes 
tengan como destino final ser enajenados a 
terceros. 


Artículo 285.— Derógase el numeral 52 del 
artículo 32 de la Ley N* 16.112, de 30 de mayo 
de 1990. 


Artículo 286.— Decláranse exoneradas del 
aporte unificado de la industria de la construc- 
ción previsto en el Decreto-Ley N* 14,411, de 
7 de agosto de 1975, las viviendas permanentes 
de interés social existentes a la fecha de 
promulgación de la presente ley, e integrantes 
de asentamientos ocupados por personas que 
no sean propietarias del inmueble respectivo. 


Dicha exoneración sólo regirá respecto de los 
inmuebles que sean objeto de regularización por 
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parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y para el caso de 
los Gobiernos Departamentales, para las regu- 
larizaciones ya designadas y, en lo sucesivo, 
siempre que la designación para la regulariza- 
ción cuente con informe favorable por parte del 
citado Ministerio y la misma tenga por finalidad 
la posterior adjudicación de la vivienda al 
respectivo ocupante. En estos casos se prescin- 
dirá del Certificado Unico Especial que emite el 
Banco de Previsión Social siendo suficiente la 
constancia notarial que acredite que esa situa- 
ción se encuentra comprendida en la presente 
disposición. 


Artículo 287.— Sustitúyese el artículo 446 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 446.— Autorízase al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a enajenar los bienes de su 
propiedad en la ejecución de los programas 
de vivienda, planes de ordenamiento y 
desarrollo territorial, de regularización de 
asentamientos irregulares y lotes con o sin 
servicios. 


Cuando la enajenación no sea con destino 
inmediato a los beneficiarios finales pero 
tenga por objeto la ejecución de programas 
referidos en el inciso anterior, se requerirá la 
previa autorización del Poder Ejecutivo en 
acuerdo con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


El producido de las enajenaciones referi- 
das será con destino al Fondo Nacional de 
Vivienda y Urbanización". 


Artículo 288.— Cuando el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente constate que una solución habitacional 
entregada a un beneficiario de sus programas 
habitacionales bajo cualquier modalidad fue 
cedida a terceros violando la prohibición corres- 
pondiente, el mismo podrá rescindir administra- 
tivamente el contrato respectivo quedando sin 
efecto la adjudicación, por lo que quedará en 
condiciones de promover la correspondiente 
acción judicial para recuperar la disponibilidad 
de la vivienda referida libre de ocupantes. En 
caso de no obtenerse la individualización de 
quienes la ocupan, el proceso de desalojo será 
el precario y podrá promoverse válidamente en 
forma genérica contra los ocupantes del inmue- 
ble. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


169 


Artículo 289.— Facúltase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a destinar el saldo correspondiente a 
la partida asignada por el artículo 451 de la Ley 
N2 16.736, de 5 de enero de 1996, con cargo 
al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, 
en concepto de contrapartida para la ejecución 
del programa CREDIMAT de acuerdo al contrato 
de préstamo y aporte financiero suscrito el 23 
de noviembre de 1993, con el Kredistanstalt fur 
Wiederaufbau, en el marco del Convenio sobre 
Cooperación Financiera celebrado el 20 de 
agosto de 1993, entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Federal de Alemania. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente podrá destinar el 
producido de los costos administrativos a cargo 
de los organismos ejecutores intermedios, a 
cubrir los costos operacionales que demande la 
ejecución del programa, excepto para remune- 
raciones personales. 


Artículo 290.— Las devoluciones de présta- 
mos concedidos a través del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, constituirán un fondo rotativo perma- 
nente y será reinvertido por el mismo para ser 
aplicados a la misma finalidad, independiente- 
mente del crédito presupuestal. 


Artículo 291.— Declárase por vía interpreta- 
tiva que, a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 153 del Código de Aguas (Decreto-Ley 
N?2 14.859, de 15 de diciembre de 1978), en la 
redacción dada por el artículo 193 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por 
"abiertas y pavimentadas", deberán entenderse 
aquellas rutas nacionales o ramblas costaneras 
de uso público, cuya construcción se ha 
efectivizado sobre el terreno, mediante la 
colocación de carpetas viales o materiales fijos, 
sin que pueda entenderse suficiente para ello, 
la mera limpieza o la compactación del suelo o 
aun la implantación de afirmados de grava, 
balasto, pedregullo o similares. 


Artículo 292.— Como interpretación auténti- 
ca del artículo 449 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, se declara que la expresión 
programas, también comprende las regulariza- 
ciones de asentamientos que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente lleve a cabo directamente o cuando asista 
a los Gobiernos Departamentales en dicha tarea. 
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En todos los casos que el Ministerio aplique 
las normas referidas en el citado artículo 449, 
no regirá la exigencia del artículo 30 de la Ley 
N?2 10.751, de 25 de junio de 1946, presentará 
directamente el plano de fraccionamiento defi- 
nitivo para su inscripción en la Dirección 
Nacional de Catastro, sin perjuicio de la 
aprobación municipal pertinente respecto de los 
trazados correspondientes. 


Artículo 293.— Agrégase al artículo 8* de la 
Ley N2 16.107, de 31 de marzo de 1990, los 
siguientes literales: 


"ARTICULO 8%. — 


F) La primera enajenación de bienes 
inmuebles que realice el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente a los beneficiarios de 
los mismos, en el marco de la política 
de regularización de asentamientos 
irregulares y lotes con o sin servicios". 


G)La primera enajenación de bienes 
inmuebles que realicen los Gobiernos 
Departamentales en el marco de la 
política de regularización de 
asentamientos irregulares y lotes con o 
sin servicios", 


Artículo 294.— El Estado, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, otorgará los subsidios y 
préstamos para vivienda, aislada o agrupada, en 
idéntico régimen, entre quienes se encuentren 
en igualdad de condiciones conforme a las 
diversas categorías de ¡ingreso del núcleo 
familiar que establezca cada Plan Quinquenal de 
Vivienda. 


Artículo 295.—- Decláranse exoneradas del 
aporte unificado de la industria de la construc- 
ción previsto en el Decreto-Ley N*?* 14,411, de 
7 de agosto de 1975, las construcciones 
realizadas hasta ta fecha de vigencia de la 
presente ley, para ampliar los núcleos básicos 
que proporciona el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y los 
Gobiernos Departamentales, cuando las mismas 
se hubieran realizado mediante la modalidad de 
autoconstrucción y que dichas ampliaciones se 
correspondan con las estrictamente permitidas 
por el Ministerio y los citados Gobiernos 
Departamentales. 


Artículo 296.— Extiéndese al Ministerio de 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 17 de octubre de 2000 


Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente las facultades previstas en los artícu- 
los 80 a 89 de la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario del Uruguay (BHU), en cuanto a la 
posibilidad de ejecutar las hipotecas judicial- 
mente o por sí y sin forma alguna de juicio. En 
caso de recurrirse a la ejecución directa, el 
Ministerio deberá seguir el procedimiento legal 
establecido en los artículos mencionados de la 
Carta Orgánica del BHU. 


Artículo 297.— Modifícase el inciso primero 
del artículo 447 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTICULO 447.— Los bienes inmuebles 
adjudicados o enajenados por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente o adquiridos con subsidios otorga- 
dos al amparo de lo establecido en el 
Capítulo V de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, quedan gravados por el 
término de veinticinco años con derecho real 
a favor del Ministerio citado por el monto 
equivalente al subsidio asignado debiendo 
constar el mismo en la escritura respectiva 
sin perjuicio de la depreciación prevista en el 
artículo 70 de la referida ley". 


Artículo 298.— Decláranse incluidos en lo 
previsto en el artículo 8% de la Ley N* 16.112, 
de 30 de mayo de 1990, los inmuebles 
necesarios para la ejecución de los planes de 
regularización de asentamientos irregulares ins- 
talados en los mismos, que a los efectos se 
entenderán comprendidos en el artículo 32 de la 
citada ley. La desafectación se realizará a título 
gratuito y previa designación del Poder Ejecu- 
tivo, la que será vinculante para el organismo 
al que los mismos se encontraren afectados. 
Asimismo, en los casos de inmuebles seleccio- 
nados por el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente para 
programas de lotes con o sin servicios para la 
relocalización de asentamientos irregulares, se 
aplicará la presente disposición siempre que a 
juicio del Poder Ejecutivo dichos inmuebles no 
resulten esenciales para los cometidos del 
órgano al que los mismos se encuentren 
afectados. Para los casos de inmuebles de 
propiedad de los Gobiernos Departamentales 
será necesario contar con el previo consenti- 
miento de los mismos. 


Artículo 299.— A iniciativa del Ministerio de 
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Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el Poder Ejecutivo podrá establecer 
regulaciones a las que se sujetará la introduc- 
ción al territorio nacional de las sustancias 
controladas por el Protocolo de Montreal relativo 
a las sustancias agotadoras del ozono (1987) y 
sus enmiendas, aprobado por la Ley N* 16.157, 
de 12 de noviembre de 1990, a efectos de 
cumplir con las obligaciones de la República 
emergentes de los referidos instrumentos inter- 
nacionales, incluyendo lo previsto en los Acuer- 
dos del Mercado Común del Sur (MERCOSUR) 
y de la Organización Mundial del Comercio. 


Artículo 300.— Los Gobiernos Departamen- 
tales, en la oportunidad en que lo entiendan 
pertinente o dentro de los ciento ochenta días 
contados a partir del requerimiento que a tales 
efectos le realice el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
establecerán áreas de localización, dentro de su 
jurisdicción, de: 


A) Plantas de tratamiento y lugares de 
disposición final de residuos urbanos y 
domiciliarios. 


B) Plantas de tratamiento y lugares de 
disposición final de residuos industria- 
les, tóxicos y/u hospitalarios y la 
disposición final de sus propios resi- 
duos. 


A estos etectos y sujeto al cumplimiento de 
las normas nacionales e internacionales en la 
materia, para la instalación de las plantas 
referidas y puesta en funcionamiento de los 
lugares de disposición final, deberán contar con 
la aprobación de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente, sin perjuicio de las potestades de los 
Gobiernos Departamentales. 


El requerimiento del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a 
que refiere el inciso primero del presente 
artículo, en ningún caso podrá referirse a 
residuos generados en otros departamentos, sin 
perjuicio de los acuerdos o convenios para la 
prestación de las respectivas actividades y 
obras en forma regional o interdepartamental. 


Artículo 301.— Autorízase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a regularizar en régimen de función 
pública a los funcionarios que revistan en 
calidad de contratados en la Dirección Nacional 
de Vivienda amparados en el artículo 455 de la 
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Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, con 
independencia de la fecha de ingreso a la 
contratación, Las regularizaciones dispuestas se 
financiarán con cargo a la partida asignada en 
el derivado 0.8.4.301 "Retribuciones Previstas 
para Reestructurar". 


Artículo 302.— Exceptúase del control previo 
del Ministerio de Economía y Finanzas estable- 
cido en el literal 1) del inciso tercero del artículo 
33 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAF) a las contra- 
taciones directas que deba realizar el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente cuando se deba dar respuesta inme- 
diata mediante la realización de las obras 
necesarias, en una de las siguientes situacio- 
nes: 


A) Defectos o vicios constructivos detec- 
tados en viviendas entregadas por la 
referida Secretaría de Estado y cuya 
responsabilidad le sea imputable. 


B) Reparación de sistemas de saneamien- 
to y de agua potable en aquellos 
conjuntos habitacionales donde hubiese 
acordado realizarlo el Ministerio. 


C) Obras de infraestructura de aquellos 
conjuntos habitacionales no contempla- 
dos en el Decreto N* 51/995, de 12 de 
febrero de 1995. 


D) Daños causados por situaciones de 
emergencia, como inundaciones, torna- 
dos, y otros. 


En el caso previsto en el literal A), el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente deberá iniciar, simultánea- 
mente a la contratación directa para la realiza- 
ción de las obras necesarias, las investigaciones 
administrativas y acciones de responsabilidad 
correspondientes. 


Sin perjuicio de la exoneración del control 
previo referida en el inciso primero del presente 
artículo, se deberá informar al Ministerio de 
Economía y Finanzas de todas las contratacio- 
nes que se realicen al amparo de esta 
disposición. 


Artículo 303.— Los créditos de inversiones 
financiados con cargo al Fondo Nacional de 
Vivienda y Urbanización se ajustarán 
cuatrimestralmente en función de la recaudación 
de los ingresos previstos en el artículo 81 de 
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la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, 
en la redacción dada por el artículo 1%? de la Ley 
N2 16.237, de 2 de enero de 1992, con 
excepción de Jos establecidos en el literal D) del 
referido artículo. 


Los organismos recaudadores de los ingresos 
afectados a dicho Fondo deberán comunicar a 
la Contaduría General de la Nación y al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, la recaudación mensual 
dentro de los quince días siguientes al mes de 
su percepción. 


Artículo 304.—- Apruébase el Plan Quinquenal 
de Vivienda para el período 2000-2004 propues- 
to por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente con el complemento 
del Banco Hipotecario del Uruguay (BHU), en 
virtud de lo establecido por el artículo 4% de la 
Ley N2* 13.728, de 17 de diciembre de 1968 
y las normas establecidas por los artículos 1? 
y 32 de la Ley N* 16.237, de 2 de enero de 
1992. 


Artículo 305.— Autorízase a la unidad 
ejecutora 002 "Dirección Nacional de Vivienda" 
del Inciso 14 "Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente" a disponer 
de una partida anual de hasta $ 30.212.000 
(treinta millones doscientos doce mil pesos 
uruguayos), para los años 2002, 2003 y 2004, 
con cargo al Fondo Nacional de Vivienda, 
teniendo como finalidad financiar costos de 
reubicación de familias, que excedan el 10% 
(diez por ciento) de familias a realojar, financia- 
do por el Programa de Integración de 
Asentamientos Irregulares (PIA!), con un tope de 
hasta el 15% (quince por ciento) de las familias 
de cada asentamiento. 


Esta partida no podrá ser destinada a reforzar 
otros componentes del Plan Nacional de Vivien- 
da. El proyecto 750 "Soluciones habitacionales 
para realojos de familias en asentamientos a 
regularizar" que figura en el planillado adjunto 
no podrá servir como reforzante de otros 
proyectos de inversión. 


Artículo 306.— Sustitúyese el artículo 446 de 
la Ley N?2 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
en la redacción dada por el artículo 456 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 446.— El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
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podrá contratar mediante llamado público, 
prueba de suficiencia o contratación directa, 
al personal eventual no administrativo, míni- 
mo imprescindible, para la ejecución de 
estudios, proyectos y obras incluidas en el 
Plan de Inversiones. Este personal cesará 
automáticamente una vez finalizada la ejecu- 
ción de los servicios u obras para los cuales 
se les contrató. 


Dicho Ministerio podrá abonar horas extra, 
trabajos especiales y promoción social a los 
recursos humanos del inciso. 


Las erogaciones resultantes de la aplica- 
ción de lo dispuesto por el presente artículo 
se atenderán con cargo al crédito asignado 
al proyecto respectivo. 


En ningún caso se podrá contratar más de 
quince personas, ni invertirse por aplicación 
de lo dispuesto en el presente artículo más 
del 30% (treinta por ciento) de las asignacio- 
nes presupuestales previstas en los proyec- 
tos de inversión aprobados por el Inciso 14 
excepto el Fondo Nacional de Vivienda y 
Urbanización". 


Artículo 307.— Autorízase al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a realizar la apertura de la par- 
tida asignada en el renglón 0.92 "Partidas 
Globales a Distribuir” entre los respectivos 
programas y las correspondientes funciones 
contratadas. 


La designación de ' funcionarios en las 
funciones contratadas autorizados por el presen- 
te artículo se realizará entre quienes al 30 de 
junio del año 2000 se encuentren contratados 
al amparo de lo dispuesto por el artículo 456 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
incluyéndose estas designaciones en las excep- 
ciones previstas por el artículo 4% de la Ley 
N?* 16.127, de 7 de agosto de 1990, y 
encontrándose eximidas de lo dispuesto por el 
artículo 5* de la misma. 


Artículo 308.— Cométese al Poder Ejecu- 
tivo la realización de un estudio de factibili- 
dad para la construcción y culminación de un 
puente sobre el río Cebollatí que comunique 
el departamento de Rocha y el departamento 
de Treinta y Tres, entre las localidades de 


pueblo Cebollatí y pueblo General Enrique 
Martínez. 
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INCISO 15 
MINISTERIO DE DEPORTE Y JUVENTUD 


Artículo 309.— Sustitúyese el artículo 81 de 
la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 81.— Créase el 'Ministerio de 
Deporte y Juventud', el que se incorporará al 
Presupuesto Nacional como el Inciso 15. 


Créase en el Inciso 15 el programa 001 
'Formulación, ejecución, supervisión y eva- 
luiación de planes en matería de deportes y 
juventud", e instrumentación de la política en 
la materia. 


El programa 001 del Inciso 15 tendrá una 
unidad ejecutora 001 'Dirección General de 
Secretaría". 


Artículo 310.— Autorízase al Inciso 15 
"Ministerio de Deporte y Juventud” a hacer uso 
de la facultad acordada por el artículo 9* de la 
Ley N2 16,320, de 12 de noviembre de 1992, 
debiendo recaer el nombramiento en un funcio- 
nario público, sin exigir para el caso de la 
primera designación, los requisitos de pertenen- 
cía y de antigúedad en el Inciso, previstos en 
dicha norma. 


Artículo 311.— Otórgase al Ministerio de 
Deporte y Juventud una partida anual de 
$ 1.045.800 (un millón cuarenta y cinco mil 
ochocientos pesos uruguayos), con destino al 
Comité Olímpico Uruguayo para la financiación 
de las competencias de preparación y la 
concurrencia del deporte uruguayo a los Juegos 
Olímpicos, a los Juegos Deportivos Pana- 
mericanos y a los Juegos Sudamericanos, y una 
partida de $ 1.626.800 (un millón seiscientos 
veintiséis mil ochocientos pesos uruguayos), por 
una sola vez, para el ejercicio 2004, con el 
mismo destino. 


Las partidas referidas precedentemente serán 
atendidas con cargo al presupuesto de la 
Dirección General de Casinos y administradas 
por el Comité Olímpico Uruguayo. 


Artículo 312.— Dentro del plazo de ciento 
ochenta días a partir de la vigencia de la 
presente ley, el Ministerio de Deporte y Juventud 
presentará al Poder Ejecutivo una propuesta de 
reestructura organizativa. 


La propuesta podrá incluir el reordenamiento, 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


173 


la creación, la fusión, la supresión o el cambio 
de denominación o nivel de unidades 
organizativas existentes. 


Asimismo, se podrá formular la creación de 
nuevos programas, unidades ejecutoras y/o 
proyectos de inversión y reasignar los créditos 
presupuestales correspondientes a gastos de 
funcionamiento e inversiones. A tales efectos se 
podrá trasponer sin limitación créditos entre los 
diferentes objetos del gasto, excepto hacia el 
grupo O "Servicios Personales”, donde se podrá 
trasponer el grupo 2 hasta lo ejecutado en el 
ejercicio 1999 por concepto de "cachet". 


Artículo 313.— El Poder Ejecutivo, a inicia- 
tiva del Ministerio de Deporte y Juventud, 
aprobará la estructura de cargos y funciones 
necesarios para cumplir con los cometidos de 
la organización, los que serán adecuados a los 
puestos de trabajo de la nueva estructura 
organizativa. 


Los puestos resultantes de la nueva estruc- 
tura organizativa serán clasificados tomando en 
consideración la naturaleza, complejidad y 
responsabilidad de la tarea, así como su 
ubicación jerárquica, estableciéndose las corres- 
pondencias entre puestos y niveles escala- 
fonarios. 


Los funcionarios cuyos cargos, como conse- 
cuencia de la reorganización, sean asignados a 
puestos a los cuales corresponda un nivel 
escalafonario inferior al que posean, conserva- 
rán su nivel retributivo, manteniendo la diferen- 
cia como compensación personal, la cual será 
absorbida por futuros ascensos o regularizacio- 
nes. Cuando el nivel retributivo fijado para un 
cargo en cualquier escalafón y grado sea 
superior a su remuneración básica, la diferencia 
será considerada como compensación especial 
al cargo. En caso de que tales puestos quedaren 
vacantes por cualquier circunstancia, se aplica- 
rán a los futuros ocupantes las normas del inciso 
segundo. 


La modificación de las estructuras esca- 
lafonarias de puestos de trabajo no podrán 
causar lesión de derechos funcionales. 


Artículo 314.— En la nueva estructura 
organizativa del Ministerio de Deporte y Juven- 
tud las funciones de dirección, que no sean de 
particular confianza, o docentes que deban 
proveerse por concurso, serán desempeñadas 
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por los funcionarios designados por el jerarca 
del Inciso entre los titulares de los cargos o 
funciones correspondientes a los tres grados 
superiores de cada escalafón y serie, de 
acuerdo al perfil de la función a proveer, los que 
podrán ser relevados de dichas funciones por el 
jerarca del Inciso. En caso de cese en la función 
el funcionario se reintegrará al ejercicio de su 
cargo o función contratada de origen. 


Quienes fueren llamados a cumplir las 
funciones a que se hace referencia en el inciso 
anterior, percibirán una compensación comple- 
mentaria para adecuar sus remuneraciones al 
nivel establecido en la nueva estructura 
organizativa. 


Artículo 315.— Establécese que para la 
financiación de lo dispuesto en los artículos 292, 
293 y 294 el Ministerio de Deporte y Juventud 
contará con los créditos asignados por la 
presente ley y el correspondiente a las vacantes 
de cargos y funciones existentes a la fecha de 
formulación de la propuesta de reestructura 
organizativa. 


Al solo efecto de la aplicación del inciso 
precedente, exceptúase al Ministerio de Deporte 
y Juventud de lo dispuesto en el artículo 11 de 
la Ley N? 16.462, de 11 de enero de 1994. 


Artículo 316.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá dar a conocer en el ámbito 
nacional o internacional, por los medios que 
considere convenientes, los nombres de los 
contribuyentes que patrocinen algún deporte 
mediante la realización de contribuciones, previo 
consentimiento de los mismos. 


Artículo 317.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá realizar convenios con organi- 
zaciones e instituciones gubernamentales, no 
gubernamentales y privadas, nacionales, extran- 
jeras e internacionales, para fomentar el deporte 
y las actividades de la juventud, dando cuenta 
al Poder Ejecutivo. 


En caso de comprometerse aportes locales 
será necesaria la autorización previa del Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 318.— Autorízase al Ministerio de 
Deporte y Juventud a apoyar a instituciones sin 
fines de lucro, o asociaciones que tengan entre 
sus cometidos el fomento y desarrollo de 
actividades deportivas, contribuyendo a su 
financiamiento. 
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Artículo 319.— Las obras de infraestructura 
y equipamiento de instalaciones deportivas que 
se realicen con cargo a fondos públicos, 
provenientes de financiamiento nacional o inter- 
nacional, a instituciones públicas o privadas, 
deberán encuadrarse dentro de las pautas de 
desarrollo y funcionamiento que en materia de 
educación física y deporte haya determinado el 
Ministerio de Deporte y Juventud. 


Artículo 320.—- El Poder Ejecutivo a propues- 
ta del Ministerio de Deporte y Juventud podrá 
otorgar concesiones de uso o servicios, de los 
predios e instalaciones a su cargo, a las 
instituciones o empresas que cumplan las 
condiciones que a tal efecto aprobará el 
Ministerio. 


Artículo 321.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá realizar convenios y contratos 
con instituciones públicas y privadas, naciona- 
les, extranjeras e internacionales, de prestación 
de servicios médicos y de laboratorio altamente 
especializados, test de alto rendimiento y 
controles de dopaje, fijando en cada caso las 
condiciones y los precios a cobrar por dichos 
servicios, conforme a las disposiciones vigentes 
en la materia. 


Artículo 322.— Las solicitudes de reconoci- 
miento oficial y de aprobación de reformas 
estatutarias de las asociaciones civiles y 
fundaciones que tengan por objeto el fomento 
O la realización de actividades relacionadas con 
el deporte o la juventud, deberán contar con 
informe del Ministerio de Deporte y Juventud. 


Artículo 323.— Los fondos que perciba el 
Ministerio de Deporte y Juventud, quedan 
comprendidos en Jo dispuesto por el artículo 595 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, los que serán destinados en su totalidad 
al fomento, desarrollo y control de las activida- 
des deportivas no pudiendo destinarse al pago 
de retribuciones personales. 


Artículo 324.— Los becarios, personal que 
trabaja en el Ministerio de Deporte y Juventud 
en régimen "cachet' y toda otra persona, 
cualquiera sea la forma de su vinculación, que 
a juicio de dicha Secretaría de Estado hayan 
demostrado especiales condiciones de capaci- 
dad, contracción a las tareas encomendadas, 
podrán ser contratados en funciones equivalen- 
tes al último grado y serie de cada escalafón. 
Para el caso de que las remuneraciones que 
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perciban sean superiores a la correspondiente 
al puesto asignado, quedarán como compensa- 
ciones personales, las cuales serán absorbidas 
por futuros ascensos. 


La Contaduría General de la Nación habilitará 
los créditos necesarios en el grupo O "Servicios 
Personales”. 


SECCION V 
INCISO 21 


SUBSIDIOS Y SUBVENCIONES 


Artículo 325.- Las partidas previstas en el 
Inciso 21 "Subsidios y Subvenciones” para la 
Administración de Ferrocarriles del Estado (AFE) 
destinadas a: funcionamiento, objeto del gasto 
511.001 por $ 220.780.000 (doscientos veinte 
millones setecientos ochenta mil pesos urugua- 
yos), pago de servicios de deuda, objeto del 
gasto 511.009 por $ 17.430.000 (diecisiete 
millones cuatrocientos treinta mil pesos urugua- 
yos), inversiones, objeto del gasto 531.001 por 
$ 17.430.000 (diecisiete millones cuatrocientos 
treinta mil pesos uruguayos), en la medida que 
excedan las necesidades del organismo por el 
concepto por el cual se fijaron, se destinarán en 
el orden que se indica a continuación a: 


— Cancelar la deuda con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay (BROU) por la 
adquisición de rieles en el marco del Acuerdo 
con la Federación Rusa. 


— Ampliar el Plan de Inversiones por concep- 
to de material rodante en su papel de 
transportador de carga, y de construcción y 
reparación de obras de infraestructura y de 
comunicaciones. 


Artículo 326.— Fíjanse las siguientes parti- 
das a las instituciones que se mencionan, por 
los montos anuales que se determinan, para los 
ejercicios 2000-2002. 


$ 
Inst. Histórico y Geográfico 34,107 
Escuela Horizonte 1.705.352 
Escuela Federico Ozanan 86.973 
inst. Psicopedagógico 893.605 
As. U. Lucha c/Cáncer 68.214 
Liga U. c/Tuberculosis 28.991 
Fundación Pro-Cardias 1.048.792 
As. Enfermedades Musculares 494.552 
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C. Departamental Lucha c/Cáncer 170.535 
C. H. Salud Cardiovascular 1.909.995 
Patronato del Psicópata 2.046.423 
Cruz Roja Uruguaya 306.963 
ADES 477.499 
Obra Don Orione 25.580 
Mov. Nacional Bienestar Anciano 6.821 
Pequeño Cotolengo Don Orione 39.223 
As. Protección a la Infancia 165.419 
As. Pro-Recuperación del inválido 170.535 
Asoc. Nacional para el Niño Lisiado 642.918 
Mov. Nacional "Gustavo Volpe" 52.866 
Plen. Nal. de Impedido 85.268 
Org. Nal. Pro. Lab. Lisiado 204.642 
Inst. Nacional de Ciegos 117.669 
ACRIDU 426.338 
Asociación Down 170.536 
Centro Niños Autistas-Salto 255.803 
Fed. Padres Personas Cap. 
Mental Diferente 102.321 
Mov. Nal. Recuperación Minusválido 204.642 
Asociación Uruguaya Catalana 341.071 
Voluntarios de Coordinación Social 238.749 
Comisión Nacional H. del 
Discapacitado 574.704 
Comité Olímpico Uruguayo 136.428 
Museo Marítimo Malvín 26.090 
Val. Histórico Villa Soriano 65.268 
Comisión Pro Remodelación 
H. Maciel 235.339 
As. Ayuda Servicio 139.905 
Escuela N* 200 de Discapacitados 97.205 
Escuela N?* 97 de Discapacitados - 
Salto 50.000 
Instituto Jacobo Zibil (Florida) 200.000 
Comisión Nacional de 
Centros CAIF 500.000 
Hogar La Huella 34.000 
Instituto Clemente Estable 360.000 
Asociación Pro Discapacitado 
Mental de Paysandú 150.000 
Sociedad “El Refugio" (APA) Aso- 
ciación Protectora de Animales 160.000 
Programa APEX Cerro 1.200.000 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y 
la oportunidad en que la Auditoría Interna de la 
Nación realizará la fiscalización de la utilización 
por parte de estas instituciones de los fondos 
públicos que son otorgados por la presente ley. 


Artículo 327.— Fíjanse las siguientes parti- 
das a los organismos e instituciones que se 
mencionan, por los montos anuales que se 
determinan, para los ejercicios 2000 a 2004: 
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Consejo de Capacitación 


Profesional $ 2.499.223 
Comisión Honoraria Pro Erradicación 

Vivienda Rural Insalubre $ 4.800.000 
Instituto Antártico Uruguayo $ 18.000.000 
PEDECIBA $ 9.911.131 


Academia Nacional de Letras $ 416.276 


Comisión Honoraria para la Lucha 
Antituberculosa y Enfermedades 


Prevalentes $ 17.819.269 
Movimiento de la Juventud 
Agraria $ 1.200.000 


Artículo 328.— Fíjanse las siguientes parti- 
das para el Instituto Plan Agropecuario para los 
ejercicios 2000 a 2004: 


Sueldos $ 


Funcionamiento $ 


13.660.743 
4.826.427 


Artículo 329.— Asígnase al Instituto Nacional 
de Colonización las siguientes partidas: 


Ejercicio 2000 $ 13.944.000 
Ejercicio 2001 $ 10.458.000 
Ejercicio 2002 $ 6.972.000 
Ejercicio 2003 $ 3.486.000 


Artículo 330.— Asígnase a Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), las 
siguientes partidas para gastos de funciona- 
miento: 


Ejercicio 2000 $ 22.051.000 
Ejercicio 2001 $ 15.000.000 
Ejercicio 2002 $ 7.500.000 


Articulo 331.— Asígnase a Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), las 
siguientes partidas para atender el servicio de 
la deuda: 


Ejercicio 2000 $ 60.826.387 
Ejercicios 2001-2004 $ 51.658.368 
anuales 


Artículo 332.— Asígnanse a la Administra- 
ción Nacional de Correos, las siguientes partidas: 
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Ejercicio 2000 $ 69.000.000 
Ejercicio 2001 $ 50.000.000 
Ejercicio 2002 $ 33.500.000 
Ejercicio 2003 $ 16.500.000 


Artículo 333.— Asígnase a la Delegación 
Uruguaya de la Comisión Técnica Mixta de Salto 
Grande, las siguientes partidas: 


Ejercicio 2000 $ 167.792.800 
Ejercicios 2001-2004 $ 156.172.800 
anuales 


INCISO 24 
DIVERSOS CREDITOS 


Artículo 334.— Autorízase a los organismos 
públicos comprendidos en el Presupuesto Nacio- 
nal a utilizar la Línea Rotatoria de Crédito 
Condicional con cargo a la Facilidad para la 
Preparación y Ejecución de Proyectos (FAPEP), 
con financiamiento del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), para financiar las tareas de 
apoyo que requiera la preparación de proyectos 
o programas de inversión u operaciones secto- 
riales a desarrollar por los referidos organismos, 
que se encuentren a consideración del mencio- 
nado banco y faciliten la aprobación del prés- 
tamo correspondiente y su ejecución. 


El Ministerio de Economía y Finanzas dispon- 
drá la apertura de los créditos correspondientes, 
con financiación de endeudamiento externo en 
el plan de inversiones de los Incisos, una vez 
autorizada cada operación individual con cargo 
a dicha línea. De tales habilitaciones se dará 
cuenta a la Asamblea General. 


Artículo 335.— El organismo coordinador de 
las actividades que se requieren para el manejo 
de la línea de crédito referida en el artículo 
anterior, será la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto (OPP), que aprobará el uso de los 
recursos a escala nacional, recibirá los recursos 
y los transferirá a los organismos ejecutores 
responsables de los proyectos y designará 
funcionarios que la representen en el cumpli- 
miento de dichas responsabilidades. 


En caso de no suscribirse el contrato de 
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préstamo respectivo, la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto (OPP) remitirá la información 
pertinente al Ministerio de Economía y Finanzas, 
a efectos que autorice la cancelación del 
endeudamiento correspondiente. 


Artículo 336.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 148 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986, por el siguiente: 


"El Ministerio de Economía y Finanzas dis- 
pondrá la apertura de los créditos correspon- 
dientes, con financiación de endeudamiento 
interno, en el plan de inversiones de los 
incisos, a medida que se vayan concretando 
los desembolsos de los préstamos. De tales 
habilitaciones se dará cuenta a la Asamblea 
General. Se atenderá con cargo a Rentas 
Generales el servicio de deuda de los 
préstamos destinados a organismos compren- 
didos en el Presupuesto Nacional y hasta un 
máximo del 75% (setenta y cinco por ciento) 
de los préstamos destinados a los Gobiernos 
Departamentales”. 


Artículo 337.— Autorízase una partida de 
$ 17.430.000 (diecisiete millones cuatrocientos 
treinta mil pesos uruguayos), para el período 
2001 - 2004, cuya distribución anual y por fuente 
de financiamiento consta en planillado anexo en 
el Inciso 24 “Diversos Créditos", objeto del gasto 
576.000, con destino a la Cooperación Técnica 
Reembolsable de apoyo al programa de Moder- 
nización de la Gestión Pública acordada con el 
Banco Interamericano de Desarrollo, que será 
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administrada por el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Artículo 338.— Autorízase una partida de 
$ 23.240.000 (veintitrés millones doscientos 
cuarenta mil pesos uruguayos), para el período 
2001-2004, cuya distribución anual y por fuente 
de financiamiento consta en planillado anexo en 
el inciso 24 "Diversos Créditos”, objeto del gasto 
576.000, con destino a la Cooperación Técnica 
Reembolsable de apoyo al Programa de Moder- 
nización de la Gestión Pública acordada con el 
Banco Interamericano de Desarrollo, que será 
administrada por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


Artículo 339.— Rebájase en un 18% (diecio- 
cho por ciento), la alícuota de la Contribución 
Inmobiliaria Rural cuyo pago deba efectuarse a 
partir del año 2001, establecida por el artícu- 
lo 652 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986. 


Los titulares de explotaciones agropecuarias 
con predios menores a 200 (doscientas) hectá- 
reas equivalentes a índice CONEAT 100, esta- 
rán exoneradas del pago de la Contribución In- 
mobiliaria Rural por las primeras 50 (cincuen- 
ta) hectáreas equivalentes a índice CONEAT 
100. 


Autorízase al Poder Ejecutivo, a disponer, 
anualmente, de una partida global de 
$ 174.300.000 (ciento setenta y cuatro millones 
trescientos mil pesos uruguayos). Esta partida 
se distribuirá entre las Intendencias Municipales, 
de la siguiente manera: 
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DEPARTAMENTO TOTAL A % 
TRANSFERIR 
$ 

Artigas 6.566.787 3.7675 
Canelones 17.450.114 10.0115 
Cerro Largo 9.653.768 5.5386 
Colonia 11.419.787 6.5518 
Durazno 10.789.554 6.1902 
Flores 5.501.257 3.1562 
Florida 10.376.648 5.9533 
Lavalleja 8.762.363 5.0272 
Maldonado 7.391.482 4.2407 
Paysandú 9.420.625 5.4048 
Río Negro 9.204.585 5.2809 
Rivera 6.501.320 3.7300 
Rocha 6.979.472 4.0043 
Salto 10.215.537 5.8609 
San José 10.820.335 6.2079 
Soriano 11.209.640 6.4312 
Tacuarembó 9.976.398 5.7237 
Treinta y Tres 5.828.766 3.3441 
Montevideo 6.231.562 3.5752 
TOTAL $ 147.300.000 100,00 


La asignación a cada departamento se ha 
determinado utilizando la distribución de los 
predios agrícolas por tamaño y departamento y 
el valor promedio por hectárea por departamento 
de la Contribución Inmobiliaria Rural de 1998. 


Artículo 340.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a determinar el Inciso y programa responsable 
de la ejecución de los proyectos de inversión 
"Atención a la infancia y la familia", "Programa 
de desarrollo regional agropecuario” y "Reforma 
de la formación de Recursos Humanos para la 
Salud” que figuran en planillado anexo en el 
Inciso 24 "Diversos Créditos”. 


Cualquiera sea el Inciso y programa a los que 
se asignen estas partidas, las mismas no podrán 
ser transferidas a otros proyectos ni a gastos 
de funcionamiento del programa. 


Artículo 341.— Asfgnase una partida anual 
de $ 2.324.000 (dos millones trescientos vein- 
ticuatro mil pesos uruguayos), para la creación 
de un Fondo de Evaluación de Inversiones, que 
será administrado por la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. 


Dicho fondo, se destinará a la realización de 
evaluaciones independientes, de una muestra de 
los proyectos de inversión aprobados en el 


presente Presupuesto Nacional, las que se 
llevarán a cabo de acuerdo a los siguientes 
parámetros: : 


A) La selección de los proyectos a evaluar 
será realizada por la Comisión de 
Presupuesto integrada con la de Ha- 
cienda de la Asamblea General. 


B) La selección de las consultoras inde- 
pendientes que tendrán a su cargo la 
evaluación de los proyectos referidos, la 
llevará a cabo la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, mediante 
el procedimiento de llamado a licitación 
pública, de acuerdo a las normas 
vigentes que regulan la materia. 


C) Los informes relativos a los resultados 
de las evaluaciones realizadas, serán 
comunicados a la Comisión de Presu- 
puesto integrada con la de Hacienda de 
la Asamblea General, quien dará publi- 
cidad de los mismos, por los medios 
que estime convenientes. 


Artículo 342.— Acuérdase un crédito a la 
Asociación Uruguay de Aldeas Infantiles SOS, 
por el monto del Impuesto al Valor Agregado 
(IVA), correspondiente a las adquisiciones de 
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bienes y servicios utilizados en la construcción 
del complejo de la Oficina Nacional de Coordi- 
nación, situado en la 7% Sección Judicial del 
departamento de Montevideo, Padrón 106.819, 
y en las obras de refacción del inmueble situado 
en el solar 13, Padrón 55.764, de la 14? Sección 
Judicial de la ciudad de Montevideo. 


SECCION VI 


ORGANISMOS DEL ARTICULO 220 DE LA 
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 


INCISO 16 


PODER JUDICIAL 


Artículo 343.—- Sustitúyese el artículo 487 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996 por 
el siguiente: 


"ARTICULO 487.— Transfórmanse en Defen- 
sores de Oficio Adjuntos en lo Penal a los 
funcionarios administrativos con título 
habilitante de abogado y que revisten pres- 
tando funciones en la Defensoría de Oficio en 
lo Penal al 30 de agosto de 1995, quienes 
tendrán incompatibilidad para el ejercicio 
profesional en la materia referida. Su retribu- 
ción mensual será equivalente al 70% 
(setenta por ciento) de las que perciben por 
todo concepto los Defensores de Oficio de la 
- capital que se hallen en régimen de dedica- 
ción exclusiva. 


Transtórmanse los cargos "Administrati- 
vos" (escalatón V, escalafón 9% al 13, del 
programa 4, unidad ejecutora 4) en procura- 
dor (escalafón 1!, escalafón 7?%, programa 4, 
unidad ejecutora 4), de aquellos funcionarios 
gue, poseyendo título profesional habilitante 
(abogado, escribano, procurador), para la 
realización de actividades como procurador 
de acuerdo al artículo 151 y siguientes de la 
Ley N?* 15.750, de 24 de junio de 1985, y que 
al 15 de setiembre de 1995, estuvieran 
desempeñando tales funciones en las 
Defensorías de Oficio y de los funcionarios 
que estando en las mismas condiciones de 
cargo y título que los anteriores y habiendo 
prestado actividades como procurador en las 
Defensorías, se hallaren a la fecha mencio- 
nada desempeñando tareas en comisión. El 
cargo de procurador se incluirá en el 
escalafón profesional. 
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INCISO 17 
TRIBUNAL DE CUENTAS 


Artículo 344.— A efectos de establecer un 
sistema de alta gerencia y fortalecer su 
capacidad de administración, en el marco de su 
reestructura organizacional, el Tribunal de 
Cuentas podrá contratar un Director General, 
para desempeñar funciones de alta especializa- 
ción. La contratación se efectuará previa 
realización de un concurso abierto en la forma, 
oportunidad y condiciones que determine el 
Tribunal de Cuentas. El desempeño de las 
funciones correspondiente al Director General 
será de dedicación exclusiva. 


El costo de esta contratación será financiado 
con fondos propios provenientes de la aplicación 
de la Ley N? 16.853, de 14 de agosto de 1997 
y economías. 


En el caso de que la persona contratada 
fuere funcionario público percibirá la remunera- 
ción que se asigne a dichas funciones y estará 
comprendido en el beneficio de reserva del 
cargo establecido en el artículo 12 del Decreto- 
Ley N* 14.622, de 24 de diciembre de 1976, por 
el período de su contratación. 


Artículo 345.— Los funcionarios del Tribunal 
de Cuentas que a la fecha de vigencia de la 
presente ley hayan configurado causal jubilatoria 
común, podrán solicitar su ingreso al régimen de 
incentivos en la forma, oportunidad y condicio- 
nes que se establecen en la presente ley, 


Aquellos funcionarios que acrediten la contfi- 
guración de dicha causal jubilatoria común, 
tendrán derecho a percibir en carácter de 
incentivo el equivalente a dieciocho meses de 
sueldo. A tal efecto, se entiende que la 
retribución que se tomará en cuenta a los fines 
del cálculo será la correspondiente al monto 
mensual nominal, menos montepío jubilatorio, 
percibido por el funcionario con inclusión de las 
partidas complementarias que reciba. En el caso 
de que se trate de partidas variables a efectos 
de su inclusión se tomará el promedio de lo 
percibido durante el último año anterior a la 
fecha del retiro. El plazo dentro del cual podrá 
optarse por percibir el incentivo citado, será de 
noventa días contados a partir de la publicación 
de la presente ley. 


Artículo 346.— Facúltase al Tribunal de 
Cuentas a constituir hipoteca sobre los bienes 
inmuebles de su propiedad. 
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Artículo 347.— La intervención preventiva en 
los gastos y pagos, que de acuerdo con el literal 
B) del artículo 211 de la Constitución de la 
República compete ai Tribunal de Cuentas, será 
ejercida directamente por el mismo, por sus 
Auditores o los Contadores Delegados en la 
forma que dicho organismo determine mediante 
ordenanzas. 


Artículo 348.— El Tribunal de Cuentas, los 
Auditores o Contadores Delegados, podrán 
certificar la legalidad de los gastos y pagos o 
proceder a su observación. Ello sin perjuicio de 
la información complementaria que previamente 
se solicite a efectos de su pronunciamiento. 


Artículo 349.— Corresponde asimismo al 
Tribunal de Cuentas, en ejercicio de los poderes 
jurídicos que le ha conferido el artículo 228 de 
la Constitución de la República, dictaminar en 
los demás contratos que celebre la Administra- 
ción, independientemente de que de los mismos 
se deriven o no ingresos para la Hacienda 
Pública. 


Artículo 350.— Los Ordenadores de gastos 
o pagos al ejercer la facultad de insistencia o 
reiteración que les acuerda el literal B) del 
artículo 211 de la Constitución de la República, 
deberán hacerlo en forma fundada, expresando 
de manera detallada los motivos que justifican 
a su juicio seguir el curso del gasto o del pago. 


Artículo 351.— Cuando no se cumpla la 
exigencia prevista por el artículo 12 de la 
presente ley, el Tribunal de Cuentas podrá 
entender que el gasto o pago no ha sido 
reiterado, sin perjuicio de la facultad del 
Ordenador de proceder a su ejecución bajo su 
exclusiva responsabilidad. 


Artículo 352.- El Tribunal de Cuentas podrá 
disponer que se caratulen como de urgente 
consideración y se comuniquen a la Asamblea 
General o en su caso a las Juntas Departamen- 
tales, aquellas resoluciones que estén contem- 
pladas en alguno de los siguientes casos: 


A) Observaciones referidas a gastos sin 
disponibilidad -salvo los autorizados 
legalmente- cuando notoriamente su 
monto exceda del rubro o proyecto 
respectivo. 


B) Observaciones que reproducen obser- 
vaciones anteriores, ya sea en forma 
continua o permanente y sin que los 
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organismos a que van dirigidas las 
hayan atendido. 


C) En aquellos casos contemplados en los 
literales C) y E) del artículo 211 de la 
Constitución de la República y observa- 
ciones a actos o contratos realizados 
con manifiesta violación de las normas 
legales. 


D) Reiteraciones de gastos o pagos o 
continuación de los procedimientos, 
cuando el acto administrativo no haya 
sido debidamente fundado. 


Artículo 353.— Las comunicaciones a la 
Asamblea General, Juntas Departamentales y 
Poder Ejecutivo, se harán con copia de la 
resolución de observación, la de insistencia y la 
del mantenimiento de las observaciones. 


Artículo 354.— Incorpóranse al artículo 556 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, en la redacción dada por el artículo 52 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
artículo 99 del Texto Ordenado de Contabilidad 
y Administración Financiera (TOCAF), los si- 
guientes incisos: 


"El no cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el inciso precedente, en lo 
que refiere al Tribunal de Cuentas, hará 
incurrir al funcionario omiso en responsabili- 
dad administrativa conforme a lo dispuesto en 
los artículos 53 y 54 de la Ley N? 16.736, 
de 5 de enero de 1996 y 572, 573 y 575 a 
580 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987 (artículos 119 a 127 de dicho Texto 
Ordenado), sin perjuicio de las responsabili- 
dades civiles o penales que pudieran corres- 
ponder. 


Dicho incumplimiento, será determinado 
por el Tribunal de Cuentas, previa aplicación 
de las reglas que regulan el debido proceso 
administrativo dando vista de las actuaciones 
por un plazo de diez días hábiles. 


Cuando la responsabilidad pueda recaer 
en funcionarios sujetos a jerarquía, el 
Tribunal lo comunicará al jerarca del servicio 
respectivo a efectos de que disponga la 
realización de los procedimientos disciplina- 
rios correspondientes, dando cuenta de lo 
actuado al Tribunal así como de las conclu- 
siones a que arribe en cuanto a la respon- 
sabilidad administrativa de que se trate. 
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En los casos en que dicha responsabilidad 
pueda alcanzar a los Ordenadores primarios 
de gastos que por la Constitución de la 
República o las leyes deben ser sometidos 
a previo juicio político, la autoridad compe- 
tente, o en su detecto el Tribunal de Cuentas, 
lo comunicará a la Asamblea General o a la 
Junta Departamental según corresponda, a 
los efectos de lo dispuesto por el artículo 578 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, artículo 125 del Texto Ordenado de 
Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAP). 


En los casos en que se verifique la co- 
misión de actos de obstrucción, cometidos 
por los jerarcas o funcionarios responsables 
del manejo de documentación o información 
cuyo conocimiento resulte imprescindible 
para el cumplimiento de los cometidos de 
fiscalización o de vigilancia por parte del 
Tribunal de Cuentas, el mismo, previa vista 
por el término de diez días hábiles conferida 
al funcionario de que se trate a efectos de 
la presentación de los descargos que puedan 
corresponder, podrá formular denuncia cir- 
cunstanciada ante el Poder Ejecutivo, la 
Asamblea General, la Junta Departamental 
respectiva o el Poder Judicial, según corres- 
ponda". 


Artículo 355.— Incorpórase al artículo 573 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, artículo 120 del Texto Ordenado de 
Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAP), el siguiente numeral: 


"7) A los funcionarios de cualquier orden y 
a los jerarcas y empleados que 
incumplan con las obligaciones estable- 
cidas en la presente ley". 


Artículo 356.— incorpórase al artículo 552 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, artículo 94 del Texto Ordenado de 
Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAP), el siguiente numeral: 


*6) Coordinar con la Auditoría Interna de la 
Nación y con las Unidades de Auditoría 
interna de los Organismos comprendi- 
dos en los artículos 220 y 221 de la 
Constitución de la República y de los 
Gobiernos Departamentales, la planifi- 
cación de las auditorías de dichos 
órganos de control". 
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Artículo 357.— Incorpórase al artículo 589 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, artículo 138 del Texto Ordenado de 
Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAP), el siguiente literal: 


"D)Los distintos documentos y estados 
referidos en los literales B) y C) 
deberán formularse y presentarse en la 
forma que lo determine el Tribunal de 
Cuentas". 


INCISO 19 


TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINIS- 
TRATIVO 


Artículo 358.— Transfórmanse un cargo de 
Jefe, escalafón "C", grado 11 y un cargo de 
Administrativo |, escalafón "C", grado 10, en dos 
cargos de Actuario Adjunto (abogado o escriba- 
no), escalatón "A", grado 14, con la dotación del 
80% (ochenta por ciento) del Actuario, sin 
dedicación exclusiva. 


La Contaduría General de la Nación habilitará 
los créditos presupuestales correspondientes. 


Artículo 359.— Los cargos de Chofer del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
además de las funciones atinentes a su cargo 
presupuestal, desempeñarán las que el Tribunal 
les asigne. 


Artículo 360.— La remuneración de los 
Secretarios Abogados de los Ministros del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo (esca- 
latón A, grado 16), será la que por todo 
concepto perciben los abogados adjuntos de la 
Procuraduría del Estado en lo Contencioso 
Administrativo que no se encuentran en régimen 
de dedicación exclusiva. 


INCISO 25 


ADMINISTRACION NACIONAL DE EDUCACION 
PUBLICA 


Artículo 361.— Créase en el Inciso 25 
"Administración Nacional de Educación Pública" 
una partida de hasta $ 30.000.000 (treinta 
millones de pesos uruguayos) para financiar los 
traslados de docentes a centros de enseñanza 
en el interior de la República, la que será 
administrada por el Consejo de Educación 
Primaria. 
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Deróganse el artículo 366 de la Ley 
N?* 15.809, de 8 de abril de 1986 y el artículo 
59 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 
1988. 


Artículo 362.— Los recursos que se viertan 
a Rentas Generales obtenidos por la enajena- 
ción de bienes inmuebles del Estado, serán 
destinados a financiar inversiones de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (ANEP) 
y del Ministerio de Salud Pública, según las 
prioridades que establezca el Poder Ejecutivo. 


SECCIÓN VII 
RECURSOS 


CAPITULO | 
NORMAS TRIBUTARIAS 


Artículo 363.— Agrégase en el inciso tercero 
del artículo 19, del Título 10 del Texto Ordenado 
1996, el siguiente literal: 


"C) Vehículos de transporte colectivo de 
personas por calles, caminos o carre- 
teras nacionales destinados a la pres- 
tación de servicios regulares (líneas), 
de carácter departamental, nacional o 
internacional". 


Artículo 364.— Los contribuyentes del Im- 
puesto a las Rentas de la Industria y Comercio 
y del impuesto a las Rentas Agropecuarias 
podrán deducir los gastos directa y exclusiva- 
mente afectados a actividades, bienes o dere- 
chos, que originen rentas gravadas. 


El monto deducible de los gastos afectados 
en forma parcial a la obtención de rentas 
gravadas, se obtendrá aplicándoles el coeficien- 
te que surja de alguno de los siguientes 
cocientes, a opción del contribuyente: 


A) El promedio de los activos que generan 
rentas gravadas, sobre el promedio del 
total de activo valuado según normas 
fiscales. 


B) Los ingresos gravados sobre la suma 
de los ingresos gravados y los no 
gravados. 


C) La renta bruta gravada sobre la suma 
de la renta bruta gravada y la no 
gravada. 
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Los gastos financieros no podrán deducirse 
en forma directa. El monto de los citados gastos 
deducibles, se obtendrá aplicando al total de las 
diferencias de cambio e intereses perdidos 
admitidos de acuerdo al literal Ñ) del artículo 13 
del Título 4 del Texto Ordenado 1996, el 
coeficiente cuyo cálculo se detalla en el lite- 
ral A) del inciso precedente. 


Al solo efecto del cálculo de este coeficiente, 
los saldos a cobrar por exportaciones a 
deudores del exterior, se considerarán activos 
generadores de rentas gravadas, siempre que 
las rentas derivadas de las operaciones de 
exportación que den origen a dichos créditos 
constituyan asimismo rentas gravadas. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer distintas 
formas de cálculo de los cocientes referidos, en 
atención a la naturaleza o dimensión de los 
contribuyentes. Una vez adoptado un sistema de 
imputación de gastos, el mismo no podrá 
variarse sin autorización de la Dirección General 
Impositiva. 


Artículo 365.— Agrégase al artículo 21 del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
inciso: 


"Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer 
procedimientos para la determinación de las 
rentas de fuente uruguaya en los casos de 
rentas provenientes parcialmente de activida- 
des desarrolladas, bienes situados o dere- 
chos utilizados económicamente dentro del 
país, que no estén previstas en los incisos 
que anteceden". 


Artículo 366.— Sustitúyese el Título 6 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


"TITULO 6 


IMPUESTO A LOS INGRESOS DE LAS ENTI- 
DADES ASEGURADORAS 


ARTICULO 1*. (Estructura). — Créase un im- 
puesto que recaerá sobre los ingresos brutos 
percibidos por las entidades públicas O 
privadas que desarrollen actividad asegura- 
dora. 


ARTICULO 2*. (Hecho generador).— Consti- 
tuye hecho generador del impuesto la percep- 
ción de ingresos brutos derivados de la 
contratación, renovación, prórroga o amplia- 
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ción de seguros o reaseguros que cubran 
riesgos radicados en el país o que refieran 
a personas residentes en el país. 


ARTICULO 3%. (Sujetos pasivos).— Son con- 
tribuyentes de este impuesto el Banco de 
Seguros del Estado (BSE) y las demás 
entidades aseguradoras, sus agencias, sucur- 
sales o establecimientos. 


Son responsables de este impuesto quie- 
nes intervengan en operaciones gravadas con 
entidades aseguradoras que no estén auto- 
rizadas O habilitadas a operar en el país. 


ARTICULO 4%, (Territorialidad).— Para la de- 
terminación de la radicación del riesgo se 
considerará a los vehículos de transporte 
aéreo o marítimo situados en el país de su 
matrícula, a las mercaderías en el puerto de 
embarque y a las personas en su lugar de 
residencia habitual. 


ARTICULO 52. (Monto imponible).— Constitu- 
ye ingreso bruto la contraprestación corres- 
pondiente a los servicios de cobertura, con 
excepción del Impuesto al Valor Agregado. 


En caso de vehículos de transporte aéreo 
o marítimo, se tomará como monto imponible 
el 10% (diez por ciento) de la cantidad 
establecida en el inciso anterior. 


En el caso de reaseguros, el monto 
imponible será el 40% (cuarenta por ciento) 
de la cantidad establecida en el inciso 
primero. 


ARTICULO 6%. (Tasas).— Para los Seguros 
o Reaseguros Generales, entendiendo por 
tales los que cubren los riesgos de pérdida 
o daño en las cosas o en el patrimonio, las 
tasas del impuesto serán: 


A) Incendio, de hasta el 15% (quince por 
ciento). 


B) Vehículos automotores o remolcados, 
de hasta el 7.5% (siete con cinco por 
ciento) años 2001 y 2002 y 10% (diez 
por ciento) desde el 1% de enero de 
2003. 


C) Robo y riesgos similares, de hasta el 
5% (cinco por ciento). 

D) Responsabilidad civil, de hasta el 5% 
(cinco por ciento). 


E) Caución, de hasta el 5% (cinco por 
ciento). 
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F) Transporte, de hasta el 5% (cinco por 
ciento). 


G) Marítimos, de hasta el 2% (dos por 
ciento). 


H) Otros, de hasta el 5% (cinco por ciento). 


Para los Seguros o Reaseguros de Vida, 
entendiendo por tales los que aseguran los 
riesgos de las personas, garantizando un 
capital, una póliza saldada o una renta, para 
el asegurado o sus beneficiarios, dentro o al 
término de un plazo, las tasas del impuesto 
serán: 


A) Vida, de hasta el 0.5% (cero con cinco 
por ciento). 


B) Otros, de hasta el 0.5% (cero con cinco 
por ciento). 


Cuando la entidad aseguradora no estuvie- 
ra autorizada o habilitada para desarrollar 
actividad aseguradora en el país, las alícuotas 
aplicables podrán incrementarse hasta en un 
40% (cuarenta por ciento). 


ARTICULO 7?*. (Exoneraciones).— Se excep- 
túan de este impuesto las operaciones de 
seguros o reaseguros agrícolas. 


Los ingresos derivados de operaciones de 
reaseguros realizadas por entidades asegura- 
doras autorizadas y habilitadas a operar en 
el país, se encuentran exonerados. 


ARTICULO 8*. (Afectaciones).— Del produci- 
do del impuesto que grava a las pólizas de 
incendio, se verterá en la Dirección Nacional 
de Bomberos un 20% (veinte por ciento) para 
la ampliación, funcionamiento y mantenimien- 
to de sus servicios en toda la República y 
un 40% (cuarenta por ciento) para la compra 
de vehículos equipados para la lucha contra 
el fuego y salvamento; material, equipamiento 
de seguridad apropiado para la función. 


ARTICULO 9%. (Transitorio).— El Banco de 
Seguros del Estado (BSE) tendrá una reduc- 
ción del 66% (sesenta y seis por ciento) de 
las alícuotas que se fijen de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 6% en el año 2001 
y del 33% (treinta y tres por ciento) en el año 
2002. 


En el caso del riesgo de incendio, los 
citados porcentajes de abatimiento se aplica- 
rán sobre el porcentaje que exceda la 
alícuota del 10% (diez por ciento)”. 
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Artículo 367.— Sustitúyese el inciso quinto 
del artículo 92 del Título 10 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


"En los casos de exportaciones podrá dedu- 
cirse el impuesto correspondiente a los 
bienes y servicios que integren directa o 
indirectamente el costo del producto exporta- 
do; si por este concepto resultare un crédito 
a favor del exportador, éste será devuelto o 
imputado al pago de otros impuestos o 
aportes previsionales, en la forma que 
determine el Poder Ejecutivo, el que queda 
facultado para adoptar otros procedimientos 
para el cómputo de dicho crédito". 


Artículo 368.— Agrégase al artículo 18 del 
Título 10 del Texto Ordenado 1996 el siguiente 
literal: 


"D) Venta de paquetes turísticos locales 
organizados por agencias o mayoristas, 
locales o del exterior. El Poder Ejecu- 
tivo definirá qué se entiende por 
paquetes turísticos”. 


Artículo 369.— Sustitúyese el numeral 11) 
del artículo 12 del Título 11 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


"11)Vehículos automotores, motos, moto- 
netas, bicimotos y toda otra clase de 
automotores, excepto aquellos que ha- 
bitualmente se utilicen en tareas agrí- 
colas: 


— Con motor diesel 50% (cincuenta por 
ciento). 


— Restantes automotores 40% (cuaren- 
ta por ciento). 


Queda gravada asimismo, la transtorma- 
ción de vehículos en cuanto de dicha 
transtormación resulte un incremento de su 
valor, liquidándose en este caso, el impuesto 
sobre el incremento de su valor. 


Quedarán exentos del impuesto los hechos 
imponibles referidos a ambulancias. Asimis- 
mo quedarán exentos los vehículos adquiri- 
dos por diplomáticos extranjeros; en estos 
casos el impuesto se aplicará en ocasión de 
la primera enajenación posterior. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar tasas 
diferenciales para los distintos tipos de 
vehículos gravados”. 
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La presente norma entrará en vigencia 
cuando entre en vigencia el acuerdo automotor 
del Mercosur en materia arancelaria de autos. 


Artículo 370.— Agrégase al artículo 82 del 
Título 11 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
inciso final: 


"Para el caso de los siguientes combustibles, 


fíjanse los importes y afectaciones del 
impuesto por litro vendido en: 
Nafta Super $ 8.930 
Nafta Común $ 7.525 
Nafta sin plomo $ 9.295 
Queroseno $ 1.641 
Gas Oil $ 1.663 


Los precios a que refiere el presente 
artículo se ajustarán a partir del 1% de enero 
de 2001, en función de la variación ocurrida 
en el Indice de Precios al Consumo entre el 
31 de agosto y el 31 de diciembre de 2000, 
que publica el Instituto Nacional de Estadís- 
tica. El Poder Ejecutivo ajustará los impor- 
tes del impuesto conforme a los criterios 
establecidos en los artículos 1? y 2? de la Ley 
N? 16.903, de 31 de diciembre de 1997”. 


Artículo 371.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 4% del Título 11 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


“En caso de automóviles adquiridos o impor- 
tados para remises, el impuesto deberá 
abonarse en ocasión de la primera transte- 
rencia que se realice durante el transcurso de 
los cinco años contados desde la adquisición 
o importación del vehículo". 


Artículo 372.— Autorízase al Poder Ejecutivo 
a partir del 1% de julio de 2001, a derogar el 
Título 12 del Texto Ordenado 1996. 


Artículo 373.— Agrégase al artículo 6% del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
literal: 


"G) Los fondos de inversión cerrados de 
crédito”. 


Artículo 374.— Inclúyese en la nómina de 
contribuyentes del Impuesto a los Activos de las 
Empresas Bancarias, a los fondos de inversión 
cerrados de crédito. 


No estarán comprendidos en lo dispuesto en 
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el inciso anterior, aquellos fondos cuyos créditos 
se originen exclusivamente en deudores no 
residentes. 


Artículo 375.— Sustitúyese el literal B) del 
inciso primero del artículo 1% del Título 14 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


"B) Los sujetos pasivos del Impuesto a las 
Rentas de la Industria y Comercio, 
comprendidos en los literales A), B), E) 
y G) del artículo 62 del Título 4 de este 
Texto Ordenado, con excepción de los 
incluidos en el literal E) del artículo 33 
del mismo Título". 


Artículo 376.— Agrégase al artículo 6% del 
Título 10 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
literal: 


"1) Los fondos de inversión cerrados de 
crédito”. 


Artículo 377.— Los servicios financieros 
prestados por los fondos cerrados de crédito 
tendrán, en relación al Impuesto al Valor 
Agregado (IVA), el siguiente tratamiento: 


A) Cuando los créditos objeto de cesión 
incluyan en su valor nominal servicios 
financieros no devengados a efectos del 
tributo, tales servicios prestados por el 
Fondo con posterioridad a la cesión, 
estarán gravados por el Impuesto al 
Valor Agregado si se  encontrasen 
gravados antes de dicha cesión. 


Si además se verificase la existencia 
de una diferencia entre el valor actua- 
lizado del crédito transferido, determi- 
nado de acuerdo a las condiciones 
originales del contrato objeto de cesión, 
y el precio acordado por el Fondo, el 
servicio prestado por este último al 
cedente, originado en la ventaja o 
provecho derivados de dicha diferencia, 
sólo estará gravado por el ¡VA cuando 
los cedentes sean personas físicas no 
contribuyentes de los Impuestos a las 
Rentas de la Industria y Comercio, a las 
Rentas Agropecuarias o a la Enajena- 
ción de Bienes Agropecuarios. 


B) Cuando los créditos objeto de cesión 
documenten operaciones ya devengadas 
a efectos del tributo al momento de la 
transferencia, el servicio que el Fondo 
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preste al cedente derivado de la 
diferencia entre el valor nominal del 
crédito cedido y el precio de la cesión 
tendrá a efectos del IVA, el mismo 
tratamiento que el establecido en el 
último inciso del apartado anterior. 


Artículo 378.— Declárase que la inmunidad 
impositiva establecida por el artículo 463 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, no 
tendrá aplicación cuando la misma implique un 
trato discriminatorio para los bienes ofrecidos en 
plaza con respecto a los importados. 


Exceptúase a lo dispuesto en el inciso 
anterior la maquinaria y vehiculos utilitarios. 


Consecuentemente la inmunidad impositiva 
no comprenderá la importación como hecho . 
generador en el Impuesto Aduanero Unico y 
Recargos a la importación, impuesto al Valor 
Agregado (IVA) e Impuesto Específico Interno 
(IMESh en su caso. 


La base imponible para el IVA en la 
importación, estará constituida por el valor 
normal de aduanas más el arancel. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes es 
aplicable, asimismo, en los supuestos en los que 
el órgano estatal gravado es, a la vez, el titular 
de la potestad tributaria (autoimposición). 


Artículo 379.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a dejar sin efecto el régimen de detracciones 
establecido por el Decreto-Ley N* 15.360, de 24 
de diciembre de 1982. 


ACTIVIDAD COMERCIAL EN LA VIA PUBLICA 


Artículo 380. (Alcance subjetivo).— Los 
titulares de empresas unipersonales de reducida 
dimensión económica que desarrollen actividad 
comercial en la vía pública y en espacios 
públicos, tanto ambulantes como estables, 
podrán optar por pagar en sustitución de las 
contribuciones especiales de seguridad social 
generadas por su propia actividad, y de todos 
los impuestos nacionales vigentes, excluidos los 
que gravan la importación, un único tributo. 


Estarán comprendidos en la definición del 
inciso anterior, exclusivamente aquellos contri- 
buyentes que cumplan con la totalidad de las 
siguientes condiciones: 


A) Ocupen como máximo dos personas, 
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incluyendo al titular de 


unipersonal. 


la empresa 


B) Los ingresos derivados de su actividad 
comercial no superen en el ejercicio el 
límite establecido en el literal E) del 
artículo 33 del Título 4 del Texto 
Ordenado 1996. 


C) Realicen sus ventas de bienes y 
prestaciones de servicios al contado, 
sin la utilización de tarjetas de crédito, 
órdenes de compras o similares, ni el 
otorgamiento de financiación propia. 


D) No exploten más de un puesto simul- 
táneamente. 


Artículo 381. (Exclusión).— Carecerán del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 
precedente, quienes no cumplan con alguno de 
los extremos establecidos en el inciso segundo 
del mismo artículo. 


Artículo 382. (Obligación tributaria unifica- 
da).— El monto del tributo único resultará de 
calcular sobre un sueldo ficto equivalente a un 
salario mínimo nacional, las tasas aplicables por 
concepto de contribuciones de seguridad social 
e ¡impuestos recaudados por el Banco de 
Previsión Social (BPS) vigentes, con exclusión 
del denominado complemento de cuota mutual. 


El tributo único no incluye las contribuciones 
de seguridad social e impuestos aplicables 
sobre las remuneraciones de los dependientes, 
las cuales se regularán por las normas existen- 
tes a la vigencia de la presente ley. 


Artículo 383. (Recaudación y afectación del 
tributo).— El tributo será recaudado por el 
Banco de Previsión Social (BPS), quien dispon- 
drá los aspectos referidos a la forma de 
liquidación, declaración y percepción del mismo 
en un plazo de treinta días a partir de la vigencia 
de la presente ley. 


La totalidad del producido respectivo, estará 
destinada al pago de contribuciones de seguri- 
dad social e impuesto a las retribuciones, 
recaudados por el BPS, y referidos a la actividad 
del empresario titular. 


Artículo 384. (Asignación computable).— 
Para los afiliados optantes conforme al artículo 
348, la respectiva asignación computable será 
equivalente al sueldo ficto establecido en el 
artículo 350 precedente. 
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Artículo 385. (Prestaciones).— Los afiliados 
optantes conservarán la totalidad de derechos 
emergentes de su inclusión y afiliación al 
sistema de seguridad social, con excepción de 
la asistencia médica de los seguros de enfer- 
medad. 


No obstante lo anterior, los citados tendrán 
opción para acceder al referido beneficio, en 
cuyo caso deberán abonar el complemento por 
cuota mutual respectivo. 


Artículo 386. (Opciones).— El Poder Ejecu- 
tivo reglamentará todo lo referido al ejercicio de 
las opciones establecidas en los artículos 348 
y 353. 


Artículo 387. (Régimen de contralor).— Los 
contribuyentes que desarrollen actividad comer- 
cial en la vía pública y en espacios públicos, 
deberán exhibir en el lugar donde desarrollan su 
actividad, y a solicitud de los organismos 
fiscalizadores competentes, la siguiente docu- 
mentación: 


A) Justificativo de inscripción ante la 
Dirección General Impositiva (DGI) y el 
Banco de Previsión Social (BPS), ubi- 
cado en lugar visible al público. 


B) Ultimo recibo de pago de los tributos 
que graven su actividad. 


C) Documentación respaldante de las exis- 
tencias de mercadería. 


Lo dispuesto en el artículo precedente será 
de aplicación en todos los casos, con o sin 
ejercicio de la opción prevista por el artículo 
348. 


Artículo 388. (Sanciones).— Ante el incum- 
plimiento de alguno de los extremos estableci- 
dos en el artículo anterior, y sin perjuicio de las 
sanciones por infracciones tributarias que co- 
rrespondan, establécese que la Dirección Gene- 
ral Impositiva (DGI) o el Banco de Previsión 
Social (BPS), podrán disponer la incautación de 
las mercaderías en existencia, quedando en 
tales casos dicha mercadería en depósito y bajo 
la responsabilidad del servicio que dispuso la 
medida. 


De procederse a lo expuesto, los funcionarios 
actuantes deberán labrar un acta dando cuenta 
a la autoridad administrativa. 


Si en un plazo de quince días, el contribu- 
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yente acreditase que al momento de la incau- 
tación se encontraba al día con sus obligaciones 
y poseía la documentación requerida, podrá 
disponerse la respectiva devolución, siendo en 
tal caso de cargo del contribuyente los gastos 
causados por el procedimiento. No cumpliéndo- 
se en plazo con lo referido precedentemente, la 
Administración respectiva podrá disponer la 
venta en remate público de la mercadería 
incautada y el depósito de la suma resultante, 
deducidos los gastos causados en la cuenta 
Tesoro Nacional, a la orden del Instituto 
Nacional del Menor (INAME). 


Artículo 389. (Otorgamiento y renovación de 
permisos).— Las Intendencias Municipales de- 
berán exigir la documentación a que refieren los 
literales A) y B) del artículo 355, al momento 
de otorgar o renovar todo tipo de permisos 
referidos al ejercicio de las actividades referidas 
en la presente ley. 


Artículo 390. (Obstaculización al ejercicio de 
las funciones fiscalizadoras).— Cuando en el 
curso de las actuaciones de contralor a que 
refiere la presente ley, se verificasen actos 
colectivos tendientes a obstaculizar el ejercicio 
de las funciones fiscalizadoras, se configurará 
respecto a los responsables de los mismos, el 
ilícito previsto en el artículo 111 del Código 
Tributario. 


Artículo 391. (Plazo de adecuación).— Otór- 
gase un plazo de noventa días, a partir de la 
promulgación de la presente ley para que los 
sujetos comprendidos en la misma regularicen 
su situación tributaria. 


Artículo 392.— Sustitúyese el inciso tercero 
del artículo 63 del Título 1 Sección lll Capítu- 
lo 4 del Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


"Las funciones que quedan comprendidas en 
este régimen son las que se asignen a los 
Directores de cada una de las Divisiones que 
integran la Dirección General Impositiva". 


Artículo 393.— Agrégase en el artículo 32 
del Título 4 del Texto Ordenado de 1996, el 
siguiente literal: 


"H) Vehículos de transporte con capacidad 
de transporte de veintiséis personas oO 
superior, habilitados para el transporte 
colectivo de personas de carácter 
departamental, nacional e internacio- 
nal". 
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Artículo 394.— Declárase aplicable a recin- 
tos y depósitos aduaneros, previstos en los 
artículos 72 y 95 del Código Aduanero, Decreto- 
Ley N?* 15.691, de 7 de diciembre de 1984, la 
exención tributaria dispuesta por el artículo 43 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 395.— Las rentas provenientes de 
actividades lucrativas, desarrolladas en el ex- 
tranjero por personas físicas o jurídicas del 
exterior, con mercaderías de procedencia ex- 
tranjera que se movilicen en tránsito aduanero 
por el territorio nacional, quedan excluidas de 
la aplicación del impuesto a la Renta de 
Industria y Comercio (IRIC), previsto en el Título 
4 del Texto Ordenado de 1996. 


Artículo 396.— Asígnase a la Asociación de 
Diabéticos del Uruguay y a la Sociedad de 
Diabetología y Nutrición del Uruguay una partida 
por única vez de $ 1.162.000 (un millón ciento 
sesenta y dos mil pesos uruguayos) la que será 
administrada en forma conjunta a efectos de la 
realización de un estudio de prevalencia de la 
población nacional, con el objetivo de determinar 
dentro de la misma qué proporción es afectada 
por diabetes. Dicho estudio será controlado por 
la Comisión Asesora de la Diabetes y el Comité 
Ejecutivo del Programa Nacional de Diabetes del 
Ministerio de Salud Pública los que podrán 
nombrar un auditor. Esta erogación se hará 
efectiva en el ejercicio 2001 y será informada 
al Parlamento en la o las rendiciones de cuentas 
correspondientes. 


CAPITULO |l 
ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR PUBLICO 


Artículo 397.— El total de deuda pública del 
Gobierno Central y el Banco Central del Uruguay 
(BCU) constituido: 


A) En Bonos del Tesoro y Letras de Te- 
sorería. 


B) Con instituciones financieras privadas, 
nacionales y extranjeras, excluidos los 
depósitos de los Bancos en el Banco 
Central del Uruguay. 


C) Con organismos internacionales de los 
que el país no forma parte. 


D) Con gobiernos, instituciones y agencias 
extranjeras. 


E) Los títulos de deuda externa suscritos 
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el 31 de enero de 1991 por la República 
y el Banco Central del Uruguay con los 
Bancos acreedores, en el marco del 
programa de renegociación de la deuda 
externa del país (deuda Brady). 


F) Así como las deudas del Gobierno 
Central con el resto del sector público 
no financiero, y la del Banco Central del 
Uruguay documentada en pagarés con 
el Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU), se regirán por los 
siguientes valores máximos: 


Para el período del 1* de enero de 
2001 al 21 de diciembre de 2001, 
US$ 5.925.000.000 (cinco mil novecien- 
tos veinticinco millones de dólares de 
los Estados Unidos de América). 


El tope anterior no incluye el monto 
de deuda que mantiene el Banco 
Central del Uruguay bajo la denomina- 
ción de deuda Brady que es reintegrado 
por las empresas públicas del Uruguay, 
con excepción de PLUNA. Esta deuda 
al 10 de octubre de 2000 asciende a 
US$ 362.940.337,37 (trescientos sesen- 
ta y dos millones, novecientos cuarenta 
mil, trescientos treinta y siete con 
treinta y siete centésimos de dólares de 
los Estados Unidos de América). 


Dicho límite tampoco incluye las 
obligaciones contraídas por el Gobierno 
Central y el Banco Central del Uruguay, 
como fiadores o garantes de obligacio- 
nes cuyo deudor principal sea otro 
organismo estatal diferente a éstos. 


Artículo 398.— En ocasión de la rendición de 
cuentas anual, el Poder Ejecutivo incluirá un 
estado sobre la utilización de los topes vigen- 
tes. 


Artículo 399. (Procedimiento de gestión y 
acceso al crédito de fuentes externas).— 
Compete exclusivamente al Poder Ejecutivo, en 
acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas y el Ministro del ramo en su caso, 
autorizar todo planteo oficial tendiente a la 
obtención de préstamos de organismos interna- 
cionales, instituciones o gobiernos extranjeros, 
en los que la República deba asumir la 
responsabilidad directa del prestatario o las 
obligaciones del garante, al suscribir los conve- 
nios respectivos. La reglamentación establecerá 
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el mecanismo para lograr la autorización para 
la gestión y el acceso al endeudamiento. 


Artículo 400. (Valuación).— A todos los 
efectos de la presente ley los pasivos en 
moneda extranjera distinta al dólar americano, 
serán valorados a la cotización del 31 de 
diciembre de 2000 o a la del momento de su 
contratación si éste tuere posterior. 


Artículo 401.— Sustitúyese el artículo 4* del 
Decreto-Ley N* 14.268, de 20 de setiembre de 
1974, por el siguiente: 


"ARTICULO 42.— El producido de la coloca- 
ción de los Bonos del Tesoro y otros 
instrumentos de deuda pública similares, será 
puesto a la orden del Ministerio de Economía 
y Finanzas en la cuenta abierta a tal fin en 
el Banco Central del Uruguay (BCU). 


El Ministerio de Economía y Finanzas ele- 
girá la moneda en la cual mantiene sus 
cuentas en el BCU". 


Artículo 402.— Sustitúyese el artículo 5% del 
Decreto-Ley N* 14.268, de 20 de setiembre de 
1974, por el siguiente: 


"ARTICULO 5%.— Los servicios de interés y 
rescate de los Bonos del Tesoro y otros 
instrumentos de deuda pública similares, se 
realizarán a través del Banco Central del 
Uruguay (BCU) en su carácter de agente 
financiero del Estado. Las comisiones y 
gastos por todo concepto que demande la 
administración de los mismos, se atenderán 
igualmente por el BCU en el carácter 
expresado. 


Los fondos necesarios para el cumplimien- 
to de los servicios correspondientes, deberán 
estar a la orden del Banco Central del 
Uruguay, veinticuatro horas hábiles antes a 
su vencimiento". 


SECCION VIII 
EMPRESAS PUBLICAS 


ANTEL 


Artículo 403.— Sustitúyense los artículos 32 
a 6%, 8% a 10 y 12 del Decreto-Ley N* 14.235, 
de 25 de julio de 1974, con las modificaciones 
introducidas por el Decreto-Ley N* 15.671, de 
8 de noviembre de 1974, y por la Ley N* 16.211, 
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de 1% de octubre de 1991, por los siguientes: 
"Competencia y Exclusividad 


ARTICULO 3*.— Compete a la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL) la 
realización de actos jurídicos y operaciones 
técnicas y materiales, la adquisición de 
derechos y obligaciones, así como la realiza- 
ción por sí o mediante la contratación con 
terceros, de la prestación de servicios y la 
realización de estudios técnicos y de obras, 
conducentes al cumplimiento de sus cometi- 
dos. 


La prestación de los servicios previstos en 
el artículo 5% será cumplida directamente por 
ANTEL. 


ARTICULO 42.— Son cometidos de la Admi- 
nistración Nacional de Telecomunicaciones 
(ANTEL): 


1) Prestar servicios de telecomunicaciones 
con el alcance dado por el artículo 12 
de la Ley N* 16.211, de 1% de octubre 
de 1991. Cuando dicha prestación se 
realice fuera de fronteras se ajustará a 
lo dispuesto por la Ley N* 16.828, de 
9 de mayo de 1997. 


2 


e 


Previa autorización expresa del Poder 
Ejecutivo y por resolución unánime del 
Directorio, participar en sociedades o 
consorcios de capital público o privado, 
radicados en el país o en el exterior, 
que tengan por objeto la prestación de 
servicios de telecomunicaciones. 


Se exceptúa del objeto de las 
sociedades o consorcios mencionados 
precedentemente la prestación del ser- 
vicio público de telefonía básica en el 
territorio de la República previsto en el 
artículo 52. 


3) Celebrar convenios con entidades ex- 
tranjeras relativos a los servicios que 
presta, con comunicación al Poder 
Ejecutivo. 


4) Otorgar autorizaciones precarias para 
conectar a su red de telecomunicacio- 
nes, equipos que no sean propiedad de 
ANTEL. 


ARTICULO 5%.— La prestación del servicio 
público de telefonía básica será realizada, en 
exclusividad, por la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones (ANTEL). 
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A estos efectos, se considera servicio 
público de telefonía básica la prestación a 
terceros de servicios de telefonía que reúnan 
los caracteres de tija, conmutada y referida 
al tráfico nacional, así como los servicios de 
telefonía fija que se prestan bajo la denomi- 
nación comercial de 'Ruralcel'. 


Declárase de interés general la universa- 
lización del servicio público de telefonía 
básica en el territorio de la República. ANTEL 
procurará la prestación en condiciones espe- 
cialmente favorables de los servicios de 
telefonía básica que se consideren de utilidad 
social. 


ARTICULO 6*%.— Los estatutos de las socie- 
dades a que refiere el numeral 2) del artícu- 
lo 4% de la presente ley asegurarán la 
representación de la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones (ANTEL) en los 
órganos de dirección y control interno no 
inferiores a su participación en el respectivo 
capital. 


Previa autorización del Poder Ejecutivo, 
ANTEL podrá constituir por sí dichas socie- 
dades, mediante resolución unánime de su 
Directorio que tendrá el contenido y producirá 
los efectos previstos en el artículo 251 de la 
Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989. 
La emisión de acciones de estas sociedades 
en favor de terceros o su posterior venta a 
terceros por ANTEL se realizará, previa 
autorización expresa del Poder Ejecutivo, 
mediante procedimientos que aseguren la 
igualdad entre los interesados en su adqui- 
sición, tales como licitación, remate, negocia- 
ción en bolsas de valores u otros similares. 


Las sociedades previstas en este artícu- 
lo deberán contar con auditorías independien- 
tes, de conformidad con la técnica usual de 
control establecida en las normas de auditoría 
generalmente aceptadas, practicadas por 
empresas especializadas de reconocido pres- 
tigio. Los informes de auditoría incluyendo los 
resultados económicos y de gestión, serán 
comunicados a ANTEL, y por ésta al Poder 
Ejecutivo, que los pondrá anualmente en 
conocimiento de la Asamblea General. 


ANTEL podrá contratar directamente con 
las sociedades en las que tenga participación 
mayoritaria". 


"ARTICULO 8%.— La dirección y administra- 
ción superiores de la Administración Nacional 
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de Telecomunicaciones (ANTEL) serán ejer- 
cidas por un Directorio integrado por un 
Presidente, un Vicepresidente y un Director, 
que serán designados con esas calidades por 
el Poder Ejecutivo, conforme al artículo 187 
de la Constitución de la República, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 28 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


El Directorio podrá sesionar con la presen- 
cia de dos de sus miembros. 


ARTICULO 9*%.— Compete al Directorio desig- 
nar, promover, trasladar y sancionar, por 
mayoría de sus integrantes, y destituir por 
unanimidad, a los funcionarios de su depen- 
dencia, respetando las normas y garantías 
estatutarias. 


ARTICULO 10.— Los representantes de la 
Administración en los órganos de dirección y 
control de las sociedades a que refiere el 
numeral 22) del artículo 4* y el artículo 6* de 
la presente ley serán designados por el Poder 
Ejecutivo, a propuesta fundada del Directorio 
de la Administración Nacional de Telecomu- 
nicaciones (ANTEL) adoptada por la unanimi- 
dad de sus miembros”. 


"ARTICULO 12.— Compete al Directorio la 
aprobación de las taritas y precios de los 
servicios de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones (ANTEL) y de los intere- 
ses que devenguen, y las multas y recargos 
por mora (Decreto-Ley N? 14.950, de 9 de 
noviembre de 1979). Las multas y recargos 
por mora no podrán ser superiores a los que 
resulten de la aplicación del artículo 94 del 
Código Tributario. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso 
anterior las tarifas y precios del servicio 
público de telefonía básica, artículo 5% de la 
presente ley, sus intereses, multas y recar- 
gos, los que serán propuestos por el 
Directorio y aprobados por el Poder Ejecutivo. 
Las tarifas y precios de servicios suplemen- 
tarios o derivados de la telefonía básica se 
rigen por el inciso primero del presente 
artículo. 


Las tarifas se fijarán en función de las 
condiciones del mercado de las telecomuni- 
caciones y de lo dispuesto en el inciso 
tercero del artículo 5% de la presente ley”. 


399.1: Servicios no exclusivos 


La prestación comercial de servicios de 
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telecomunicaciones por terceros no incluidos en 
la exclusividad de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones (ANTEL), requerirá autori- 
zación del Poder Ejecutivo, que la concederá 
mediante procedimientos que aseguren la ¡gual- 
dad entre los interesados (licitación o remate). 


ANCEL 


1.— Facúltase al Poder Ejecutivo a constituir 
una sociedad anónima por acciones que tendrá 
por efecto la prestación del servicio de telefonía 
celular terrestre que actualmente presta en 
forma directa ANTEL por medio de ANCEL. 


2.— Previo a la constitución de la sociedad 
anónima referida en el artículo anterior ANTEL 
elevará a consideración del Poder Ejecutivo, en 
un plazo máximo de sesenta días a partir de la 
promulgación de la presente ley, el proyecto 
constitutivo y la definición del capital de la 
sociedad anónima, el que estará integrado por 
el activo afectado por ANTEL a la telefonía móvil 
celular terrestre, debidamente valuado. 


Dicho capital se documentará en acciones 
gue corresponderán a ANTEL. 


3.— Facúltase al Poder Ejecutivo a autorizar 
a ANTEL a comercializar hasta el 40% (cuarenta 
por ciento) del capital accionario de la sociedad 
anónima a constituirse, en subasta o licitación 
pública internacional, sobre las bases que al 
efecto determinará el Poder Ejecutivo. 


La comercialización de acciones por un 
porcentaje superior al que se determina en el 
inciso precedente requerirá autorización previa 
del Poder Legislativo por ley dictada al efecto. 


4.— El producido de la comercialización de 
acciones referida en el artículo anterior, se 
destinará: 


A) Hasta un 25% (veinticinco por ciento), 
a inversiones por parte de ANTEL en la 
sociedad anónima a constituirse. 


B) El resto a inversiones dispuestas por el 
Poder Ejecutivo para reactivar la eco- 
nomía nacional. 


5.— El estatuto de la sociedad a constituirse 
asegurará la representación de ANTEL en los 
órganos de dirección y control interno. 


La representación en la dirección de la 
sociedad será designada por el Poder Ejecutivo, 
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a propuesta fundada del Directorio de ANTEL, 
aprobada por la unanimidad de sus integrantes. 


6.— Los funcionarios de ANTEL que actual- 
mente se desempeñan en los servicios de 
ANCEL, podrán optar por permanecer en ANTEL 
o aceptar su ingreso a la nueva empresa bajo 
un régimen de derecho privado. 


BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO 


Artículo 404.— Deróganse todas las dispo- 
siciones que establecen monopolios de contra- 
tos de seguros en favor del Estado y ejercidos 
por el Banco de Seguros del Estado (BSE) que 
se mantienen vigentes hasta la fecha, con 
excepción de las relativas a los contratos de 
seguros por accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales a que refiere la Ley N* 16.074, 
de 10 de octubre de 1989, 


SECCION 1X 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 405.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 384 de la Ley N* 16.320, de 12 de 
noviembre de 1992, por el siguiente: 


"ARTICULO 384.— Cuando se trate de de- 
mandas referidas al Poder Ejecutivo, en 
asuntos correspondientes a algún Ministerio, 
la citación, el emplazamiento y, en general, 
cualquier notificación que deba hacerse a 
domicilio, se practicará en la sede de la 
Dirección General de Secretaría del Ministe- 
rio respectivo". 


Artículo 406.— Declárase aplicable a las 
personas públicas no estatales, lo dispuesto en 
los artículos 452 a 471 del Código General del 
Proceso (Concurso Civil), en cuanto no se 
opongan a las respectivas normas legales que 
las rigen. 


Artículo 407.— Sustitúyese el artículo 710 de 
la Ley N?* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 710.— Los curiales de los 
organismos públicos, cuando tengan la cali- 
dad de funcionarios de los mismos, sólo 
podrán cobrar honorarios en los casos en que 
el fallo judicial condene en costos a la 
contraparte del organismo que patrocinen y 
ésta no sea otro organismo público o persona 
de derecho público no estatal. La regulación 
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de los honorarios se efectuará según los 
criterios que establezca la reglamentación. 


En los casos que los organismos públicos 
deben, directa o indirectamente, contratar 
profesionales para que en el ejercicio de su 
profesión liberal intervengan en litigios o 
gestiones similares, el contrato deberá ser 
aprobado exclusivamente por el ordenador 
primario, previa intervención del Tribunal de 
Cuentas, y la contratación no podrá recaer en 
funcionarios de esos organismos". 


Artículo 408.— La importación de materiales 
y equipos adquiridos o a adquirirse por la 
Administración de Ferrocarriles del Estado (AFE) 
o por terceros en el marco del Acuerdo entre 
los Gobiernos de la Federación de Rusia y de 
la República Oriental del Uruguay sobre cance- 
lación de la deuda de la ex-URSS, suscrito el 
24 de octubre de 1997, estará exenta del pago 
de cualquier clase de gravámenes en general y 
en especial de cualquier clase de tributos 
aduaneros que graven a la importación o se 
apliquen en ocasión de la misma, del pago de 
recargos, incluso del mínimo que se establecie- 
ra, derechos y tasas consulares, así como 
también del Impuesto al Valor Agregado (IVA) 
aplicable. 


Artículo 409.— Redúcense los créditos 
autorizados de inversión de los planillados 
anexos y los topes de inversión del articulado, 
de todos los Incisos presupuestales en un 5% 
(cinco por ciento) para el año 2001 y en un 9% 
(nueve por ciento) para el año 2002, en cada 
una de las fuentes de tinanciamiento. 


Artículo 410.— No podrán contratarse beca- 
rios y pasantes, sin previa autorización expresa 
del Poder Ejecutivo. 


Los créditos asignados para tales contratacio- 
nes serán limitativos no pudiendo aumentarse 
por medio de transposiciones ni refuerzos. 


En el crédito autorizado, se consideran 
comprendidos el sueldo anual complementario y 
las cargas legales. 


Artículo 411.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará el régimen de contrato de beca y pasantía, 
en especial lo relativo a los perfiles apropiados 
de formación para la función, criterios de 
selección, de remuneración y ajuste, derechos 
y obligaciones y plazo. 


Artículo 412.— Los pasantes y becarios 
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deberán ser estudiantes universitarios o del 
Consejo de Educación Técnico-Profesiona! de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) o del Centro de Capacitación y 
Producción (CECAP). La calidad de estudiante 
se acreditará con la certificación por parte de 
un instituto habilitado de haber aprobado por los 
menos una materia en el año anterior a la 
suscripción del contrato de beca o pasantía. 


La convocatoria se hará por llamado público, 
teniendo en cuenta para su elección la escola- 
ridad mínima exigible y 'el grado de avance en 
la carrera. A igualdad de condiciones de los 
postulantes, la selección se realizará por sorteo 
ante Escribano Público. 


Artículo 413.— La extensión máxima de los 
contratos de beca y pasantía, es de doce meses, 
incluida ta licencia anual, prorrogable por hasta 
otro año más. 


Artículo 414.— Los becarios y pasantes sólo 
tendrán derecho a una licencia por hasta treinta 
días hábiles anuales por estudio, que se 
prorrateará al período de la beca y pasantía si 
fuera inferior al año, de licencia médica 
debidamente comprobada y de licencia anual. 
Será causal de rescisión del contrato haber 
incurrido en cinco o más faltas injustificadas por 
ano. 


Artículo 415.— El haber sido contratado bajo 
el régimen de beca y pasantía inhabilita a la 
persona a ser contratado bajo este régimen en 
la misma oficina o en cualquier otro órgano y 
organismo del Estado (Poder Ejecutivo, Poder 
Legislativo, Poder Judicial, órganos y Organis- 
mos de los artículos 220 y 221 de la 
Constitución de la República y Gobiernos 
Departamentales). 


La unidad ejecutora contratante, previo a la 
suscripción del contrato, deberá consultar a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, si el 
aspirante ha sido contratado en estas modali- 
dades. 


Toda extensión de la relación contractual que 
exceda lo dispuesto por esta norma, dará lugar 
a la responsabilidad patrimonial del jerarca de 
la unidad ejecutora que lo haya contratado y de 
quien, estando encargado en la Oficina Nacional 
del Servicio Civil de verificar la no reiteración 
de estos contratos, no informó tal circunstancia 
(artículo 25 de la Constitución de la República). 
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El Poder Ejecutivo reglamentará el presente 
inciso en un plazo máximo de noventa días. 


Artículo 416.— La Oficina Nacional del 
Servicio Civil deberá mantener un registro 
actualizado con la información de los contratos 
de beca y pasantía. 


Los jerarcas de las unidades ejecutoras 
solicitarán en forma previa a la suscripción del 
contrato información respecto a si el postulante 
no fue contratado como pasante o becario. 


Suscrito el contrato de beca y pasantía 
deberán comunicarlo en un plazo de diez días. 


Dentro del plazo de treinta días a partir de 
la vigencia de la presente ley, los jerarcas 
deberán comunicar los contratos de beca y 
pasantía vigentes y suscritos con anteriori- 
dad. 


Artículo 417.— Quienes estuvieran prestan- 
do servicios a la fecha de vigencia de la 
presente ley en calidad de becarios o pasantes, 
deberán suscribir contrato de beca o pasantía, 
quedando comprendidos en lo dispuesto en los 
artículos precedentes, sin afectar remuneración 
y carga horaria. Los importes totales que 
perciben serán considerados retribuciones nomi- 
nales. 


La limitación en el plazo de contratación 
establecida en el artículo 379, no regirá para 
aquellos casos en los cuales el becario o 
pasante se encuentre cumpliendo dicha función 
con anterioridad al 31 de agosto de 1998. 


Artículo 418.— Los becarios y pasantes, 
para cobrar sus haberes, deberán acreditar el 
haber ¡inscripto su contrato en la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, dentro de un plazo 
perentorio de noventa días a partir de la 
vigencia de la presente ley. 


Artículo 419.— Sustitúyese el artículo 30 de 
la Ley N? 10.751, de 25 de junio de 1946, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 30.— La Intendencia Municipal 
determinará, en cada caso, si el inmueble 
edificado que se pretende incorporar al 
régimen de la presente ley, cumple con las 
exigencias de la misma y con las ordenanzas 
municipales que a ella se refieren. 


Un inmueble a construirse o en construc- 
ción se considerará incorporado al régimen 
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de la presente ley, una vez que se hayan 
cumplido los siguientes requisitos: 


A) Que se haya concedido, por parte de la 
intendencia Municipal, el permiso de 
construcción y aprobado el plano pro- 
yecto de fraccionamiento horizontal, 
conforme a los cuales habrán de 
efectuarse las construcciones. 


B) Que se haya inscripto el referido plano 
proyecto en la Dirección Nacional de 
Catastro y efectuado el empadrona- 
miento y avaluación catastral provisio- 
nal de las unidades a construirse. 


C) Que se haya otorgado el reglamento de 
copropiedad. Una vez concedida la 
habilitación tinal del inmueble, el plano 
proyecto no será considerado plano de 
mensura a los efectos de lo establecido 
en el artículo 283 de la Ley N? 12.804, 
de 29 de noviembre de 1960”, 


Artículo 420.— Sustitúyense los artículos 12 
y 2? de la Ley N* 16.853, de 14 de agosto de 
1997, por los siguientes: 


"ARTICULO 1*%.— Facúltase al Tribunal de 
Cuentas a fijar una tasa de hasta el 
0.9 o/o00 (cero nueve por diez mil) sobre los 
ingresos brutos de las empresas industriales 
y comerciales del Estado, por la intervención 
que le compete en los estados contables de 
éstas. 


Asimismo, podrá fijar 
contrapartida por cualquier otro tipo de 
tareas, que le sean solicitadas por las 
referidas empresas, tomando en considera- 
ción la complejidad de las mismas. 


ARTICULO 22.— El importe resultante de la 
aplicación de la citada tasa deberá ser vertido 
en la forma y oportunidad que disponga el 
Tribunal de Cuentas. Lo recaudado por este 
concepto deberá ser destinado en su totali- 
dad a gastos de funcionamiento”. 


un precio como 


GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 


Artículo 421.— El porcentaje sobre el monto 
total de recursos que corresponderá a los 
Gobiernos Departamentales, según lo previsto 
en el literal C) del artículo 214 de la Constitución 
de la República, será de 3.18% (tres con 
dieciocho por ciento) para el año 2001, del 
3.37% (tres con treinta y siete por ciento) anual 
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para los años 2002 y 2003, y del 3.54% (tres 
con cincuenta y cuatro por ciento) para el año 
2004. Este porcentaje se calculará sobre el total 
de recursos del presupuesto (abarcando la 
totalidad de destinos -1 a 6- clasificados en los 
documentos presupuestales), del ejercicio ante- 
rior actualizados por indice de Precios al 
Consumo (IPC). 


Artículo 422.— La distribución de las parti- 
das resultantes del artículo 388 de la presente 
ley, se hará de la siguiente manera: 


A) En primer lugar se mantendrán todas 
las afectaciones de impuestos (artícu- 
los 208 de la Ley N* 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986, y 452 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
IMESI naftas, tabacos, cigarros y ciga- 
rrillos; artículo 761 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996, IMESI gasoil, 
las utilidades de Casinos -artículo 32 de 
la Ley N? 13,453, de 2 de diciembre de 
1965, Decreto 588/975, de 24 de julio 
de 1975, y artículo 169 de la Ley 
N?2 16.736, de 5 de enero de 1996-, la 
contribución para el pago de aportes 
patronales de los Gobiernos Departa- 
mentales del interior del país (artículo 
756 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996), la partida para obras asigna- 
da a las Intendencias Municipales del 
interior del país (artículo 760 de la Ley 
N? 16.736, de 5 de enero de 1996, y 
anexo Inversiones de la Ley N* 16.996, 
de 1? de setiembre de 1998), la partida 
del programa de Mantenimiento de la 
Caminería Rural del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas (artículo 75 de 
la Ley N2 16.736, de 5 de enero de 
1996), y las partidas del programa de 
Desarrollo Municipal incluidas en la 
unidad ejecutora 004 "Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto” del Inciso 
02, "Presidencia de la República", a las 
que se agrega la compensación por la 
disminución de la alícuota de la Con- 
tribución Inmobiliaria Rural (artículo 10 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 
2000), manteniéndose como permanen- 
te la referida partida y la disminución 
de la alícuota que se establece en la 
presente ley. 


B) En segundo lugar se destinará, en el 
año 2001, una partida de $ 232.400.000 
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(doscientos treinta y dos millones cua- 
trocientos mil pesos uruguayos); para 
los años 2002 y 2003 una partida anual 
de $ 348.600.000 (trescientos cuarenta 
y ocho millones seiscientos mil pesos 
uruguayos); y para el año 2004, una 
partida de $ 464.800.000 (cuatrocientos 
sesenta y cuatro millones ochocientos 
mil pesos uruguayos) que se distribui- 
rán conforme a lo dispuesto por el 
artículo 390 de la presente ley, y se 
actualizará por Indice de Precios al 
Consumo (IPC). 


C) El excedente del porcentaje se distribui- 
rá entre todos los Gobiernos Departa- 
mentales del país, conforme al criterio 
establecido en el artículo 391 de la 
presente ley. 


Artículo 423.— Las partidas cuya distribución 
corresponda realizar entre los Gobiernos Depar- 
tamentales del interior en función de territorio y 
población, se distribuirán sobre la base de los 
siguientes porcentajes actualizados teniendo en 
cuenta los resultados del Censo de Población 
1996: 


% 


Artigas 5.48 
Canelones 13.48 
Cerro Largo 6.18 
Colonia 5.05 
Durazno 4.87 
Flores 2.16 
Florida 4.81 
Lavalleja 4.55 
Maldonado 4.88 
Paysandú 7.05 
Río Negro 4.08 
Rivera 5.39 
Rocha 4.96 
Salto 7.29 
San José 4.09 
Soriano 4.82 
Tacuarembó 6.76 
Treinta y Tres 4.09 


Artículo 424.— De la partida excedente del 
literal C) del artículo 389, se transferirá al 
Gobierno Departamental de Montevideo, una 
partida equivalente al 1.5% (uno con cinco por 
ciento) de los sueldos nominales del año 
anterior (actualizados por Indice de Salarios de 
dicho Gobierno Departamental) en el año 2002 
y al 3% (tres por ciento) de la misma base en 
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el respectivo año anterior para los años 2003 
en adelante, con la finalidad de cubrir la 
diferencia entre las tasas de aporte patronal de 
la Intendencia Municipal de Montevideo con la 
de las Intendencias Municipales del interior. 


El saldo de la partida excedente del literal C) 
mencionado para los años 2001 en adelante se 
distribuirá tomando en cuenta criterios de 
superficie y población y de la inversa del 
Producto Bruto Interno por habitante y de los 
porcentajes de hogares con carencias en las 
condiciones de vivienda obtenidos del Censo de 
Población 1996, lo que conduce a la siguiente 
tabla de porcentajes: 


% 


Montevideo 11.27 
Artigas 5.84 
Canelones 10.36 
Cerro Largo 6.91 
Colonia 2.78 
Durazno 4,94 
Flores 1.81 
Florida 4.07 
Lavalleja 4,44 
Maldonado 2.46 
Paysandú 5.74 
Río Negro 3.41 
Rivera 6.52 
Rocha 4.25 
Salto 6.94 
San José 3.38 
Soriano 3.60 
Tacuarembó 7.22 
Treinta y Tres 4.06 


Artículo 425.— Créase el fondo presupuestal 
a que refiere el numeral 2) del artículo 298 de 
la Constitución de la República, con las siguien- 
tes alícuotas sobre un monto de $ 9.316.452.337 
(nueve mil trescientos dieciséis millones cuatro- 
cientos cincuenta y dos mil trescientos treinta y 
siete pesos uruguayos), que corresponde a los 
tributos nacionales recaudados fuera del depar- 
tamento de Montevideo, en el año 1999, 
actualizados por el Indice de Precios al 


Consumo: 
2001 5.0% 
2002 7.5% 
2003 10.0% 
2004 12.5% 


El 75% (setenta y cinco por ciento) de este 
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fondo se destinará a la aplicación de las 
políticas de descentralización a ser ejecutadas 
por los organismos mencionados en el literal A) 
del artículo 230 de la Constitución de la 
República, que integran el Presupuesto Nacio- 
nal, y el restante 25% (veinticinco por ciento) 
a las que serán ejecutadas por los Gobiernos 
Departamentales. 


De este 25% (veinticinco por ciento), se 
destinará un 70% (setenta por ciento) para 
proyectos y programas a ser financiados en un 
80% (ochenta por ciento) con recursos prove- 
nientes del fondo, y un 20% (veinte por ciento) 
con recursos propios de los Gobiernos Depar- 
tamentales. El restante 30% (treinta por ciento) 
se destinará a proyectos y programas a ser 
financiados totalmente por el fondo, sin contra- 
partida de los Gobiernos Departamentales". 


— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— Señor Presiden- 
te: deseo destacar que para mí ha sido un 
orgullo haber presidido la Comisión de Presu- 
puestos, integrada con la de Hacienda, en esta 
instancia de discusión del proyecto de Presu- 
puesto Nacional. 

Quiero señalar la importancia de esta ley 
-quizás la más importante-, que planifica el 
funcionamiento del Estado y tantos otros 
aspectos a lo largo de cinco años y, en algunos 
casos, con cierta proyección. 

Hemos trabajado en el seno de la Comisión 
en un clima de diálogo, de respeto y de 
excelente camaradería. Por eso, en relación con 
todas las fuerzas políticas que han participado 
en este trabajo, sólo me resta agradecer la 
colaboración que han tenido con la Mesa y con 
los funcionarios. Y no sólo me refiero a los 
integrantes de la Comisión, sino también a los 
señores legisladores que han tenido interés 
directo en la discusión sobre determinados 
incisos. Por ejemplo, cuando nos visitaron los 
representantes del Ministerio de Salud Pública 
participaron aquellos legisladores que son mé- 
dicos y que integran la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social. También, en 
oportunidad en que concurrió la delegación del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
todos aquellos legisladores que por su profesión 
o su conocimiento están vinculados al tema 
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agropecuario enriquecieron el trabajo de la 
Comisión. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Berois Quinteros) 


— Asimismo, quiero destacar y agradecer la 
actuación de las Secretarías de las Comisiones 
de Presupuestos y de Hacienda, integradas por 
las señoras Adriana Tusinelli, Beatriz Méndez y 
Matilde Garín y el señor Guillermo Geronés; de 
su equipo de apoyo, conformado por la señora 
Graciela Fornari y los señores Pablo Sciarra y 
Eduardo Sánchez; de los servicios que apunta- 
laron el arduo trabajo de casi cuarenta días: el 
Cuerpo de Taquígrafos, la Imprenta y las 
Divisiones Electrofonía, Procesadora de Docu- 
mentos, Sala y Barra e Intendencia; y del servi- 
cio de concesión que funciona en el piso -1. 

Este proyecto de ley de Presupuesto es 
realista, austero y no produce inflación. Toma 
en cuenta parámetros actuales de la economía, 
que se ha visto resentida por factores internos 
y fundamentalmente externos, que no han 
desaparecido -ni siquiera disminuido- y que 
inciden aún más, como por ejemplo el precio 
internacional del crudo, que en su imparable 
ascenso gravita en forma negativa en nuestra 
economía, sin que se pueda prever qué ocurrirá 
en el futuro. 

Es un Presupuesto austero porque es equi- 
librado, ajustado, no determina mayores aumen- 
tos de sueldos, ni importantes incrementos de 
impuestos ni de gastos, pretendiendo construir 
cimientos que nos permitan avizorar una econo- 
mía fuerte y una mejor calidad de vida en los 
próximos años, así como también un camino 
más fácil a recorrer por parte de los futuros 
gobiernos del país. Pero, además, se trata de 
un Presupuesto que nos permitirá continuar con 
estabilidad en los precios, es decir, con un 
índice de inflación bajo, conquista que tanto ha 
costado lograr a la sociedad, especialmente a 
aquellos sectores de menores ingresos a los que 
hoy -entendemos- estamos defendiendo con 
medidas como las que proponemos, evitando la 
aplicación del impuesto más duro, más palpable 
y más directo, que va en perjuicio de aquellos 
sectores cuya economía el gobierno está 
dispuesto a defender sin renunciamientos. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


— Concretamente, estamos haciendo referencia 
a los sectores de ingresos fijos, es decir, 
trabajadores, jubilados, pensionistas y retirados, 
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entre los que incluimos a 
policiales. 

Todas las medidas a adoptar presupuestal- 
mente están fundadas en las limitaciones que 
vive el país y en su estabilidad, la cual 


pretendemos mantener... 


los militares y 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa solicita a los miembros de la Cámara 
que atiendan la exposición del señor miembro 
informante en mayoría, ya que es muy impor- 
tante. 

Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— Gracias, señor 
Presidente. 

Tal como decía, todas las medidas a adoptar 
presupuestalmente están fundadas en el marco 
de las limitaciones que vive el país y de su 
estabilidad, la cual pretendemos mantener 
porque es un valor que bajo ningún punto de 
vista podemos perder, ni siquiera arriesgar; tal 
como manifestábamos con anterioridad, la 
estabilidad es el único factor que nos va a 
permitir desarrollar con éxito las transfarmacio- 
nes programadas para crecer. 

Durante la primera mitad del presente año 
-reiteramos- la economía no logró superar los 
efectos de las conocidas dificultades regionales 
y locales que se arrastran desde 1999, ya que 
desde mediados del mes de mayo se ha 
observado la interrupción del proceso de 
recuperación. Cuando decimos esto recordamos 
todo lo sucedido durante el pasado año, hechos 
ajenos a la voluntad de los uruguayos, ajenos 
a la voluntad del gobierno anterior, de la 
oposición, de los trabajadores, de los empresa- 
rios. Me refiero a la sequía, que centró sus 
efectos en este año 2000, y que fue relevada 
por un exceso de lluvias que en algunas zonas 
del país fueron tanto o más perjudiciales; a la 
caída internacional de precios de exportación de 
productos básicos para nuestro país, como el 
arroz; a la subida del precio del petróleo -tal 
como decíamos- y de las tasas de interés 
internacionales; al fracaso del Plan Real en 
Brasil, que arrastró a nuestro país a la caída 
de sus exportaciones dentro del MERCOSUR, 
en un 40% en las dirigidas hacia Brasil y en un 
28% hacia la Argentina; y me refiero también al 
consiguiente perjuicio al turismo, pues si 
comparamos la última temporada con la anterior, 
constataremos que un 32% más de uruguayos 
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salieron de nuestro país, muchos de los cuales 
tuvieron como destino Brasil, al igual que los 
argentinos, nuestros principales protagonistas 
de la temporada turística. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


— Todo ello, evidentemente, ha impactado 
fuertemente en la economía nacional, a tal punto 
que especialistas en economía han dicho que el 
impacto sufrido por nuestro país puede compa- 
rarse al de países que padecen catástrofes 
naturales o que se encuentran en estado de 
guerra. 

Tal como dijimos, se produjo un aumento 
en los costos de las tasas de interés interna- 
cionales, lo cual significó US$ 100:000.000 por 
año. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa vuelve a solicitar que se haga silencio 
en Sala, dado que la exposición del señor 
Diputado García Pintos es de suma importancia 
por ser el miembro informante en mayoría de la 
Comisión. 

Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— En cuanto al pe- 
tróleo, tuvo una significación de US$ 300:000.000. 
Asimismo, se ha visto un deterioro en los 
términos de intercambio en nuestro país a raíz 
de la modificación de los precios de exportación 
y de importación, cuyo efecto está en el orden 
de los US$ 500:000.000. 

En estas condiciones resulta claro que la 
economía uruguaya tiene un menor nivel de 
ingresos que en el pasado, haciendo más difícil 
la administración de los recursos, en una 
sociedad que no solamente necesita mantener 
su nivel de bienestar, sino mejorarlo. 

Según los Anexos adjuntos al proyecto de 
Presupuesto, el Poder Ejecutivo prevé reducir el 
déficit del Presupuesto Nacional en la Admi- 
nistración Central y en los organismos que 
integran el artículo 220 de la Constitución, de 
US$ 514:000.000 a US$ 150:000.000 al finalizar 
el quinquenio. De acuerdo con ello, los ingresos 
aumentarán un 12% en términos reales en dicho 
período, en tanto los egresos lo harán en un 
4.7% real, lo que explicará la reducción del 
déficit en todo el período, situación que a la vez 
se verá coadyuvada por las economías, que se 
prevé que alcanzarán a US$ 535:000.000 en el 
año 2004. Estas referencias variarán proporcio- 
nalmente al tenerse en cuenta el aumento de 
aportes que deberá realizar el Gobierno Central 
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a los Gobiernos Departamentales, según fuera 
aprobado en Comisión. 

En lo que respecta a las inversiones, se 
plantea un tope de US$ 532:000.000 en el año 
2001, de US$ 561:000.000 en 2002, de 
US$ 631:000.000 en 2003 y de US$ 606:000.000 
en 2004. Considerando las que se realizan 
en este año, el total de inversiones previs- 
tas para los cinco años se situará en los 
US$ 2.780:000.000. Dentro de este total, los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de Defensa Nacional -Inciso donde 
se incluye la remodelación del Aeropuerto 
Internacional de Carrasco-, la Administración 
Nacional de Educación Pública, los procesos de 
infraestructura de la Presidencia a través de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y los 
Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
del Interior son, por su orden, los principales 
destinatarios de los recursos que luego se 
invertirán. 

Dentro del total de erogaciones existe un 
rubro de singular significación en el Presupues- 
to: la transferencia en materia de previsión 
social, en especial, al Banco de Previsión 
Social. La transferencia total prevista hacia este 
organismo tiene un comportamiento diferente en 
función de que se afectan al Banco de Previsión 
Social siete puntos porcentuales de los veintitrés 
que se recaudan por el impuesto al Valor 
Agregado a la tasa básica. Se prevé que la 
transterencia total disminuya en función del 
aumento de recaudación del Impuesto al Valor 
Agregado esperado por el crecimiento económi- 
co. 

En el proyecto de Presupuesto que estamos 
informando se hacen grandes esfuerzos para 
bajar impuestos y mejorar la competitividad. En 
este sentido, se bajan los impuestos a la 
exportación en el área de las detracciones, que 
aún sobreviven a través de otros impuestos 
específicos de esta área de actividad. Asimismo, 
se bajan los costos de los Entes porque se 
reduce el aporte patronal y se faculta al Poder 
Ejecutivo a derogar el impuesto que grava la 
compra de moneda extranjera por parte de 
aquellos, a partir del 1? de julio de 2001. De 
esta manera, podrán competir en mejores 
condiciones. Por otra parte, se apoya a los 
Municipios, entre otros rubros, en seguridad, 
educación y salud. 

Se hace necesario establecer, pues, bases de 
programación en donde las proyecciones de 
ingresos fiscales parten de un crecimiento 
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esperado de la producción de bienes y servicios 
del 3% en 2001 y de 2.5% a partir de 2002 y 
hasta 2004. Dentro del producto global, con 
excepción del año 2001, en que crecerá el 2%, 
se supone que las importaciones crecerán un 
6% anual y las exportaciones un 8% anual. 

Suponemos también que la tasa de interés 
relevante para el país ha de subir durante el 
primer semestre de 2001 en el orden del medio 
punto porcentual, para luego comenzar a caer 
y situarse en los actuales niveles hacia el 
segundo semestre de 2003. Se estima que la 
inflación externa relevante para el país es del 
2.5% anual y que la economía mundial va a 
continuar por la senda del crecimiento, en tanto 
la región se recuperará a lo largo del período. 

En este momento se hace necesario estable- 
cer los aspectos resaltables del presente 
Presupuesto. 

Las normas generales tienden a igualar las 
condiciones tributarias del sector público y del 
privado, y de los agentes privados entre sí, con 
independencia de la forma jurídica que adopte 
la empresa. 

Por otra parte, prosiguiendo con el aspecto 
impositivo, se establece con carácter más 
permanente la rebaja de la Contribución Inmo- 
biliaria Rural, que había sido instituida por la 
reciente ley de urgente consideración para regir 
en el año 2000. Esta norma se ha perfeccionado 
hacia el futuro con carácter permanente y 
haciendo una distinción entre los inmuebles de 
hasta 200 hectáreas y los de más de 200. En 
consecuencia, se establece que los titulares de 
explotaciones agropecuarias con predios de 
menos de 200 hectáreas con Indice CONEAT 
100, estarán exonerados del pago de la 
Contribución Inmobiliaria Rural por las primeras 
50 hectáreas con dicho Indice, y como contra- 
partida se rebaja un 18% la alícuota de la 
Contribución Inmobiliaria para el resto de los 
establecimientos agropecuarios, en el mismo 
sentido en que se venía aplicando con la 
referida ley. 

Con relación al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, se consagra la derogación del 
impuesto a los Ejes y la caducidad de deudas 
que se habían contraído por parte de quienes 
eran usuarios. Además, se trata de introducir 
algún perteccionamiento en el manejo de los 
fondos de libre disponibilidad, lo que se 
concentra particularmente en el artículo 40, por 
el que se dispone que al cierre de cada Ejercicio 
financiero el 80% de los saldos no comprome- 
tidos en las referidas cuentas corrientes de las 
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unidades ejecutoras, pasará a constituir recur- 
sos de Rentas Generales, con excepción del 
Fondo Nacional de Vivienda. 

Se proponen modificaciones al IMESI en su 
aplicación a los combustibles, fijándose los 
importes y las afectaciones del impuesto por litro 
vendido en plaza según precios fictos, que se 
ajustarán a partir del 1% de enero de 2001 en 
función de la variación ocurrida en el IPC. 

El proyecto de Presupuesto propone, pues, la 
creación de nuevos impuestos -que son los 
menos- O la modificación de algunos ya 
existentes. 

En este análisis general que estamos reali- 
zando, debemos destacar la creación de un 
tributo a la actividad comercial en la vía pública 
y en los espacios públicos, cuyos sujetos podrán 
optar por pagar un único tributo en sustitución 
de las contribuciones especiales de seguridad 
social generadas por su propia actividad y de 
todos los impuestos nacionales vigentes, exclui- 
dos los de importación, fijándose normas para 
su ejecución. 

En materia de recaudación hay una proyec- 
ción de crecimiento por aumento de producción 
para el año próximo del 3%, y un aumento neto 
de impuestos que significaría aproximadamente 
US$ 140:000,000. Queremos destacar el esfuer- 
zo que se debe hacer para la reducción del 
déficit fiscal, el cual resulta tan perjudicial para 
la estabilidad que hemos logrado los uruguayos 
en años anteriores; a pesar del impacto recesivo 
que sufre nuestra economía, por suerte la 
estabilidad y, dentro de ella, el Índice de 
inflación, se han podido mantener. 

Si se comparan los impuestos que se derogan 
con los que se crean o se modifican, hay una 
proyección para el año próximo de un aumento 
neto de US$ 140:000.000 -dejando constancia 
de que en esta suma se prevé que la sobretasa 
del arancel externo común del 3% no va a crecer 
el año que viene, aunque éste es un tema que 
todavía no ha sido decidido por los países del 
MERCOSUR-, a lo que habría que adicionar el 
aumento de recaudación por crecimiento. Por lo 
tanto, el aumento de la recaudación prevista 
para el próximo año es de esa cantidad a la que 
hacíamos referencia. 

Las normas relativas al endeudamiento del 
sector público se establecen en el Capítulo Il del 
proyecto, fijándose para el período comprendido 
entre el 12 de enero y el 31 de diciembre del 
año 2001 la cantidad de US$ 5.925:000.000, 
tope que no incluye el monto de deuda que 
mantiene el Banco Central del Uruguay bajo la 
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denominación de deuda Brady -con excepción 
de PLUNA-, que, al 10 de octubre de 2000, 
asciende a US$ 362:940.337. Dicho límite 
tampoco incluye las obligaciones contraídas por 
el Gobierno Central y el Banco Central como 
fiadores o garantes de obligaciones cuyo deudor 
principal sea otro organismo estatal diferente de 
éstos. En caso de que el Poder Ejecutivo 
considere necesario un mayor endeudamiento 
para el año siguiente o subsiguiente, deberá 
acudir al Parlamento para poder modificar dicho 
tope. Además, se dictan normas para la 
obtención de préstamos de organismos interna- 
cionales. 

A grandes rasgos, éste es el informe relativo 
a la parte impositiva, y al respecto tenemos 
distintos niveles de gastos ya aprobados en 
Comisión. Nos vamos a referir a los principales, 
como por ejemplo la intención de aumentar en 
un 5% los niveles de inversión por año, lo que 
significaría un aumento de aproximadamente 
US$ 20:000.000 o US$ 25:000.000 anuales. Otro 
aumento de gastos importante, que es conse- 
cuencia de la evolución de la economía, se 
refiere al incremento de los intereses en el 
orden de los US$ 85:000.000 en el período 
2000-2004. 

Finalmente, corresponde mencionar el au- 
mento de las partidas fijadas a favor de las 
Intendencias Municipales del interior del país. 

En resumen, se prevé una reducción de las 
transferencias al Banco de Previsión Social de 
US$ 60:000.000 para el próximo año, un 
aumento de recaudación de US$ 140:000,000 y 
un ahorro del gasto de aproximadamente 
US$ 40:000.000, lo que provocará una disminu- 
ción que, sin duda, va a jugar un papel 
importante en la contención del déficit que, al 
pasar del 2.8% al 1.9%, nos está dando pruebas 
del esfuerzo que se está realizando y que habrá 
de llevarse a cabo. 

En materia de remuneraciones se continuará 
con el sistema vigente para el incremento a los 
funcionarios, priorizando futuros aumentos a los 
sectores de la enseñanza, de la policía y de los 
militares, dentro de un esquema compatible con 
la estabilidad macroeconómica. Hacemos refe- 
rencia al artículo 12, que originalmente era el 
artículo 10 del proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo. Dichos aumentos diferenciales podrán 
superar entre el 10% y el 50% a los incrementos 
generales dispuestos por el Poder Ejecutivo 
para el resto de los funcionarios públicos. 

Se dictan normas sobre mejoras de los 
sistemas de personal y también en materia de 
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redistribución y adecuación de funcionarios, así 
como en los casos de AFE, El Espinillar y 
PLUNA. 

Otro aspecto a destacar es el relativo a las 
desregulaciones, continuando las dispuestas por 
el Decreto N* 241, del 21 de agosto del presente 
año, posibilitando una intervención más racional 
del Estado en los mercados en procura de que 
esta medida tenga un alto impacto positivo sobre 
la competitividad y la actividad económica y 
facilite las transformaciones tendientes al creci- 
miento del país. Al respecto, es de destacar la 
derogación de las disposiciones que establecen 
monopolios de contratos de seguros en favor del 
Estado y ejercidos por el Banco de Seguros del 
Estado, con excepción de los seguros por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesio- 
nales. 

Dentro de las desregulaciones que se 
observan, además, en distintos Incisos, se 
eliminan trámites y costos para los sectores 
productivos, muchos de ellos vinculados con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Se 
eliminarán tasas, se allanarán los trámites 
expropiatorios y se incluirá el régimen de 
concesión de obras para infraestructura y 
mantenimiento de edificios públicos, facilitando 
también los trámites en las licitaciones de 
concesión de obra pública. 

En lo que hace a la descentralización, éste 
es el primer Presupuesto quinquenal que se 
pone a consideración en el que se contemplan 
las nuevas disposiciones constitucionales en 
esta materia. Se hace un muy significativo 
esfuerzo a efectos de aportar más recursos a 
los Gobiernos Departamentales y, en especial, 
al Fondo del Desarrollo del Interior de la 
República. La razón de este tratamiento estriba 
en el hecho de que el ingreso promedio por 
habitante en Montevideo supera en un 67% al 
del interior, teniendo en cuenta que la base 
tributaria y las posibilidades de recaudación son 
muy superiores en la capital del país. Además 
de eso, Montevideo es el departamento de 
menor extensión territorial, teniendo por ende 
grandes economías de escala en la previsión de 
los servicios. 

De acuerdo con lo que establece el artícu- 
lo 214 de la Constitución respecto al total de 
recursos percibidos, el Mensaje original preveía 
destinar un 2.75% a los Gobiernos Municipales, 
que de acuerdo con la previsión para el año 
2001 significaba un aumento del 27.5% respecto 
de las transferencias que estos recibieron en el 
año 1999. Finalmente, en la Comisión se aprobó 
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un aumento de ese aporte, que se sitúa en la 
siguiente escala: para el año 2001, un 3.18%; 
para los años 2002 y 2003, un 3.37% cada uno, 
y en el 2004, un 3.54%, lo que traducido a nú- 
meros significa promedialmente US$ 30:000.000 
más por año. También se autoriza al Poder 
Ejecutivo a disponer anualmente de una partida 
global equivalente a $ 174.300:000.000 para 
distribuir entre las Intendencias Municipales de 
acuerdo con las condiciones que se expresan en 
el proyecto. 

Dentro del Inciso 03 "Ministerio de Defensa 
Nacional", es de resaltar, además del aspecto 
salarial reseñado, la autorización que se da a 
esta Cartera para enajenar los inmuebles de 
propiedad del Estado que tengan carácter de 
bienes bélicos y que sean considerados pres- 
cindibles. De su producto, el 80% será destinado 
al programa respectivo para gastos de inversión 
y el resto a la ANEP y al Ministerio de Salud 
Pública. También se autoriza la fusión de las 
unidades ejecutoras Dirección Nacional de 
Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica, 
Dirección General de Aviación Civil y Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica, en la 
unidad ejecutora 041 del programa 005 "Admi- 
nistración y Control Aviatorio y Aeroportuario". 

De la misma manera, hay que destacar que 
ha seguido disminuyendo la participación de 
dicho Inciso 03 en el total del Presupuesto 
Nacional, tal como lo viene haciendo desde 1985 
hasta hoy día. 

Dentro del Ministerio del Interior tenemos que 
destacar que, siendo la seguridad pública .algo 
tan sensible para la sociedad y cuya preserva- 
ción día a día requiere mayores medios, tanto 
humanos como técnicos, se crean 1.150 cargos 
de Agentes de Segunda, que serán destinados 
de la siguiente manera: 385 para la Jefatura de 
Policía de Montevideo, 335 para la Jefatura de 
Canelones, 185 para la de Maldonado, 185 para 
la Dirección de Cárceles, 30 para Colonia y 30 
para Rocha. 

También se autoriza a la Dirección Nacional 
de Bomberos la contratación periódica anual de 
150 ciudadanos, por un plazo máximo de cuatro 
meses, para atender circunstancias excepciona- 
les, tales como incendios forestales y la 
protección de puntos de interés turístico durante 
el verano, entre los meses de diciembre y 
marzo, inclusive. 

Asimismo, y referido a la seguridad ciudada- 
na, debemos consignar que se legisla sobre el 
porte de armas de fuego en determinadas 
circunstancias personales. Y muy especialmente 
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se destaca la creación de la Dirección Nacional 
de Asistencia Profesional Preventiva del Delito 
que, dependiendo directamente del Ministerio 
del Interior, se pretende que oficie como 
reafirmación de las políticas que viene desarro- 
llando esta Cartera, teniendo competencia para 
proponer, ejecutar y evaluar políticas de preven- 
ción, sean relativas a la violencia o al delito, o 
de protección a grupos sociales especialmente 
vulnerables. La referida Dirección Nacional 
podrá desarrollar desde acciones de tipo 
profesional formativo, a asistencias que estimu- 
len la interacción social y la movilidad del sector 
privado y de la sociedad civil, desalentando así 
la gestación y evolución de procesos de 
exclusión. 

En materia de seguridad, se dictan nuevas 
normas, entre las cuales ya hicimos referencia 
al porte de armas. Entre otros aspectos de 
índole social referidos al personal, se fija una 
partida determinada para ejecución de viviendas 
para el personal policial cuyo núcleo familiar 
tenga un ingreso que no supere las 30 unidades 
reajustables. 

El presente Presupuesto, en lo que respecta 
al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
tiende a consolidar una política de Estado en 
el sentido de definir la forma de encarar la 
acción del gobierno de manera que contemple 
sus características. Es así que esta Cartera 
entiende fundamental la coordinación de tres 
líneas relevantes: una referida a las acciones 
políticas, es decir, aquellas vinculadas directa o 
indirectamente con el sector a través de 
proyectos de inversión; una segunda línea que 
comprende las acciones de servicio, como ser 
policía sanitaria, otros instrumentos y servicios 
como las plantas de silos; y una tercera línea 
que comprende a las instituciones mixtas, ya 
que el gobierno participa junto al sector privado 
en un conjunto de institutos como el INAC, el 
Plan Agropecuario, el Instituto Nacional de 
Investigación Agropecuaria, el Instituto Nacional 
de Colonización y otros, a través de los cua- 
les se sustenta una parte importante de su 
política. 

Destacamos de la visita del señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca a la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda, su 
intervención en lo que tiene que ver con la 
importancia del volumen y calidad de nuestras 
carnes exportables. La proporción de la expor- 
tación de carnes uruguayas en comparación con 
la que se registra en Estados Unidos de América 
o en nuestro vecino, Argentina, no guarda 
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relación con la extensión de nuestro territorio ni 
con nuestra población, ni tampoco con la 
magnitud de nuestra economía. Es importante 
visualizar cómo en estas visitas de los Ministros 
-en este caso, del titular de Ganadería, 
Agricultura y Pesca- nos damos cuenta de la 
relevancia que el sector primario tiene en 
nuestro país y el sitial de importancia que ocupa 
la exportación de nuestras carnes dentro de la 
economía nacional. 

También el presente Presupuesto se ha 
centrado en un encare interno, no sólo para la 
provisión de recursos, sino para su eficiente 
uso; es decir que este Presupuesto Nacional, 
dentro de este Ministerio, no sólo tiene que ver 
con la calidad de los recursos, sino con la forma 
en que se administran. Es así que a través de 
Programas como el Ganadero, el de Desarrollo 
de la Granja, el Nacional de Riego o el de 
Servicios Agropecuarios, el gobierno se propone 
impulsar grandes transformaciones en esos 
sectores y, además, desarrollar transformacio- 
nes que les den competitividad. 

Asimismo, se programa atender otro eje 
fundamental como lo es la asistencia especial- 
mente dirigida a muy pequeños productores, 
para que se integren a emprendimientos más 
comerciales o se transformen hacia actividades 
más redituables, dentro de un programa de 
desarrollo de la sociedad. 

En fin, en el proyecto que estamos tratando 
hoy se distinguen dos grandes líneas en el 
marco de estas iniciativas: por un lado, el 
aumento significativo de las inversiones en el 
sector y, por otro, la racionalización de los 
gastos e inversiones. 

Con el apoyo del Plan Agropecuario se quiere 
fortalecer a una unidad que esté capacitada para 
estudiar la oferta de generación de tecnología 
nacional, de modo de determinar cuál sería la 
más adecuada para cada sistema de producción, 
así como el impacto económico y social para 
cada uno de los sistemas de producción. 

En dicho Ministerio, además, se modifica la 
denominación de la unidad ejecutora 002 
"INAPE", que pasará a denominarse "Dirección 
Nacional de Recursos Acuáticos", para la cual 
se dictan determinadas normas, especialmente 
para la contratación de observadores nacionales 
para embarcar en los buques pesqueros a fin 
de fiscalizar, observar y documentar las activi- 
dades de pesca. El cambio de nombre en el 
Instituto, que pasa a ser ahora una Dirección 
Nacional, se debe a que no solamente adminis- 
tra recursos ictícolas, sino también la cría de 
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yacarés y lo que tiene que ver con el manejo 
de mamíferos acuáticos. Este cambio de deno- 
minación obedece a que el término "Instituto" se 
refiere a la enseñanza y a cuestiones científicas, 
careciendo de otras posibilidades de actuación 
que sí tiene una Dirección, la que también puede 
regir o gobernar un sector. Como dentro de las 
facultades del actual organismo está la expedi- 
ción de los permisos de pesca y la posibilidad 
de controlar sus productos y sancionar a los 
infractores en esa área, deja la figura de 
Instituto para pasar a la de Dirección, dándose 
al organismo mayor capacidad de acción frente 
a un recurso del país que en este momento es 
necesario custodiar con el mayor celo posible 
y explotarlo en una escala muy superior a la 
actual. En ese sentido, seguimos siendo todavía 
un país marítimo, pero, a pesar de ello, 
continuamos viviendo de espaldas a nuestro 
mar. La expresión "recursos acuáticos" es, 
además, la que se utiliza a nivel internacional. 

En cuanto al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, además del otorgamiento de distintas 
partidas para algunas de sus unidades ejecutoras, 
se crea el Fondo Industrial de Defensa Comer- 
cial y se le asignan recursos para el quinquenio, 
con los siguientes fines: ejecutar la instrucción 
de las investigaciones que se efectúen en el 
marco de los acuerdos derivados de la Ronda 
Uruguay del GATT; asistir a las empresas 
nacionales que deseen solicitar la realización de 
las investigaciones antes referidas; asistir a las 
empresas exportadoras nacionales que sean 
objeto de investigaciones de este tipo en el 
exterior; y difundir las obligaciones y derechos 
derivados de los mencionados acuerdos entre 
todos los agentes económicos nacionales. 

En lo que respecta al Ministerio de Turismo, 
además de las desregulaciones a las que hemos 
hecho referencia, se declara zona de especial 
interés para la expansión turística a la Isla de 
Flores -ubicada en el Río de la Plata, frente a 
Montevideo-, lo que seguramente pasará a 
aumentar la oferta que en tal sentido se realiza, 
no sólo en la capital, sino en todo el país. 

También se autoriza la enajenación de 
diferentes bienes fiscales administrados por ese 
Ministerio. El 80% del producido de esa venta 
será destinado al Fondo de Fomento del 
Turismo, creado por el artículo 18 del Decreto- 
Ley N2 14.335, mientras que el resto será 
destinado por partes iguales a la ANEP y al 
Ministerio de Salud Pública. Los recursos 
destinados al Fondo de Fomento del Turismo se 
aplicarán, prioritariamente, a acciones que 
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procuren la consolidación de una conciencia 
turística nacional, al apoyo a la diversificación 
de la oferta turística, a la complementación 
regional de productos turísticos y al fomento 
turístico interno y social. 

Se disponen normas tributarias por las cuales 
se incluye dentro de los bienes y servicios 
sujetos a la tasa mínima de IVA, la venta de 
paquetes turísticos locales organizados por 
agencias o mayoristas, locales o del exterior, 
dando al Poder Ejecutivo la potestad de definir 
el sentido del paquete turístico. 

En los artículos 155 y 156 del proyecto que 
tenemos a consideración, se dictan normas 
referidas a la exoneración del pago de las 
sumas adeudadas por concepto de multas 
acumuladas a los establecimientos no inscriptos 
en el Registro que lleva este Ministerio, dentro 
de los plazos establecidos actualmente, y 
además se dan plazos a los nuevos estableci- 
mientos de esta índole que inician sus activida- 
des. Estas últimas disposiciones apuntan a 
fomentar el crecimiento de la infraestructura 
hotelera del país, impulsando la inversión 
privada y apoyando el fomento del turismo, con 
todos los beneficios económicos y sociales que 
ello trae aparejado. Sólo permítasenos decir 
que, en temporadas normales, los ingresos 
anuales superan los US$ 700:000.000, cifra que 
sin duda es tremendamente importante. Esta 
industria tiene una incidencia y un impacto en 
nuestra economía que verdaderamente es de 
primer nivel y que además, por las caracterís- 
ticas de estos servicios, tiende a ocupar una 
importante cantidad de mano de obra. 

En cuanto al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, entre las numerosas normas que se 
plantean a su respecto nos referiremos a la que 
categoriza a los transportistas de cargas 
terrestres, expresando que éstos son las 
personas físicas y jurídicas que realizan trans- 
portes de carga por vía terrestre para terceros, 
en servicios nacionales e internacionales que se 
encuentran en las condiciones exigidas en este 
proyecto de ley de Presupuesto. 

Tal como expresó el señor Ministro en la 
oportunidad en que concurrió a la Comisión, el 
objetivo principal para estos años es mejorar la 
eficiencia del sistema de transporte, contribuir a 
que se produzca una disminución de la 
incidencia del costo del transporte en la 
producción y comercialización de bienes en el 
país y favorecer la prestación de transportes en 
la región. Es decir que no se trata solamente 
de que nuestra producción tenga un menor costo 
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de traslado, sino de que el transporte sea un 
elemento de venta. 

En cuanto al transporte nacional, la propuesta 
de este proyecto de Presupuesto, que tiene 
como objetivo principal que sea más barato, 
rápido, seguro y sustentable, apunta asimismo 
a que el transporte internacional de bandera 
uruguaya sea más competitivo y aumente el 
nivel de servicios en la región. 

Se logrará que el transporte de pasajeros sea 
más barato a través de la racionalización de la 
prestación de los servicios de transporte a la 
población y de la reducción de los costos 
operativos y regulatorios, mejorando fundamen- 
talmente las condiciones de infraestructura, de 
seguridad y de todas las operaciones en las 
terminales. Lograremos estos objetivos mante- 
niendo y mejorando lo que ya existe, teniendo 
en cuenta que estamos inmersos en un 
escenario de reducción presupuestal. 

Además, se dispone que el Poder Ejecutivo 
podrá otorgar concesiones de obra pública para 
la explotación y administración de obras y 
edificios ya existentes, propiedad del Estado, 
finalizados o en ejecución, encomendando su 
conservación, mantenimiento o ampliación, con 
el fin de obtener fondos para financiar total o 
parcialmente la construcción, ampliación oO 
terminación de esas yu otras obras, tengan o no 
vinculación física con ellas. El precio, la tarifa 
o peaje será la única compensación que 
percibirá el concesionario de los usuarios 
públicos o privados, tanto por la obra existente 
como por la obra nueva, salvo que medien 
razones de interés público debidamente funda- 
das. 

Asimismo, en el articulado relativo al mencio- 
nado Ministerio se dispone cuáles serán los 
montos de las asignaciones presupuestales 
destinadas a gastos de inversión que se podrán 
ejecutar en cada Ejercicio, así como también los 
topes correspondientes y sus valores máximos. 

Por consiguiente, hay que destacar la 
asistencia a los Gobiernos Departamentales a 
través del Programa de Mejoramiento de la 
Caminería Rural. Estos gobiernos tienen a su 
cargo 65.000 kilómetros de caminos rurales, que 
son de tierra, de balasto, etcétera y, desde hace 
algún tiempo, el Ministerio está desarrollando un 
programa que apoya su mantenimiento a fin de 
equilibrar la infraestructura vial del territorio. Se 
sabe que para las Intendencias Municipales del 
interior, mantener esa extensión de caminos 
implica realizar una gran labor y un significativo 
esfuerzo, por lo que la aprobación de este 
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programa representa una importante ayuda. 

Dentro del Ministerio de Educación y Cultura 
y de la unidad ejecutora Junta Asesora en 
Materia Económico-Financiera del Estado, se 
crea el programa 101 "Asesoramiento a la 
Justicia Penal en materia económico-financiera 
del Estado e implementación de medidas 
preventivas en la lucha contra la corrupción (Ley 
N* 17,060, de 23 de diciembre de 1998)", 
dictando normas para su integración y funcio- 
namiento. 

Se crea la unidad ejecutora "Dirección 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación" 
«artículo 214-, que tendrá como responsabilidad 
promover el desarrollo del potencial de innova- 
ción tecnológica del país. Dicha unidad ejecutora 
tiende, fundamentalmente, a aglutinar en el país 
la investigación científica, que ha estado 
fragmentada, descoordinada, desperdigada. En 
tanto se piensa que el Ministerio de Educación 
y Cultura debe asumir el rol de coordinador y 
ser el nervio motor de esa actividad, se propone 
entonces esa creación. Destacamos la inversión 
estatal de siete u ocho millones de dólares, 
aportes del BID por más de treinta millones de 
dólares, y de empresas privadas que contribui- 
rían también con una cuota parte relevante. 

Por otra parte, ya que mencionamos inversio- 
nes en este Inciso, tenemos que expresar que 
se ha considerado muy especialmente la 
asignación de recursos para la terminación de 
las obras del auditorio del SODRE y también se 
han previsto inversiones para su posterior 
puesta en marcha, ya que un complejo cultural 
de tal magnitud requiere de algunas contratacio- 
nes e inversiones complementarias. 

A estos proyectos indicados debemos agregar 
un tercero: el relacionado con la Unión Europea 
«donación con la correspondiente contrapartida 
nacional-, destinado al Centro de Capacitación 
y Producción -CECAP-, que a partir de su 
creación ha dado tan buenos resultados desde 
el punto de vista técnico y social. Se trata de 
una experiencia piloto que se aplica en centros 
urbanos a favor de poblaciones desfavorecidas, 
respondiendo así a las prioridades del gobierno 
para luchar por la reinserción de las poblaciones 
marginales y el combate a la pobreza. 

Nuestro país destina un alto porcentaje de su 
PBl a la atención de la salud, que tiene dos 
cometidos básicos: prevenir y velar por la 
atención sanitaria de la población. A su vez, 
dentro de ellos están los subsectores públicos 
y privados. El sector privado cubre aproximada- 
mente un millón de afiliados. Se buscará en el 
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quinquenio el fortalecimiento del sistema mutual, 
que es considerado una experiencia de carac- 
terísticas muy propias, no siendo el propósito 
hacer cambios estructurales o proponer alterna- 
tivas, sino fortalecer el sistema actual que posee 
Uruguay. 

En lo que refiere al subsector público, se 
concretan reestructuras que permitan desarrollar 
una gestión que contemple las responsabilida- 
des que el Estado tiene en el sentido de brindar 
una buena atención sanitaria a la población y 
de dar un destino adecuado a los recursos 
asignados. 

Nos referiremos a continuación a las facul- 
tades que se otorgaría para realizar reestructu- 
ras reorganizativas, comprendiendo nuevos 
modelos de gestión y gerenciamiento en sus 
unidades ejecutoras, previo asesoramiento del 
Comité Ejecutivo para la Reforma del Estado y 
del Ministerio de Economía y Finanzas, en un 
plazo de ciento ochenta días, debiendo elevar 
el proyecto de la misma y quedando facultado 
a todos los efectos a suprimir, transformar, 
fusionar o crear nuevas unidades ejecutoras y 
cambiar su denominación. Asimismo, se podrá 
crear, suprimir, transformar y redistribuir entre 
las mismas, cargos y funciones contratadas, 
establecer un sistema de alta gerencia, alta 
especialización y prioridad u otro sistema 
igualmente idóneo, reasignando los créditos 
presupuestales correspondientes. Esta reestruc- 
tura no podrá significar aumento de costos en 
este Presupuesto, incremento de retribuciones ni 
cambios en la situación presupuestal de quienes 
prestan funciones en este Inciso. 

También se faculta al Ministerio de Salud 
Pública a celebrar convenios de gestión de sus 
establecimientos hospitalarios con instituciones 
privadas de asistencia para las áreas geográ- 
ficas a determinar. Se dictan normas sobre el 
derecho de compensación por la atención 
directa a pacientes o internados en sala, servicio 
de emergencia y block quirúrgico, como también 
se dispone que en todos los casos que se 
demanden prestaciones de asistencia en los 
servicios de salud del Estado se verificará si el 
usuario se encuentra amparado por otro sistema 
de cobertura integral, en cuyo caso se requerirá, 
por medio fehaciente, que la institución resuelva 
de inmediato si prestará cobertura en su 
establecimiento o si asumirá los gastos deriva- 
dos por las prestaciones que brinde a su afiliado 
la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado, todo lo cual significa un mayor control 
de la prestación de los servicios. 
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Finalmente, el Ministerio de Salud Pública 
programa solucionar un aspecto que le preocupa 
y le impide desenvolverse con eficacia en el 
ámbito de las comunicaciones internas y, por 
consiguiente, cumplir con las exigencias actua- 
les en dicho aspecto. 

El Ministerio cuenta con sesenta y dos 
unidades ejecutoras a lo largo y a lo ancho de 
todo el país y con trescientas policlínicas que 
no tienen la más mínima interconexión, lo que 
hace que la gestión sea muy difícil ya que no 
existe un sistema de información mínimo que 
permita conocer lo que está pasando en la 
institución y en qué se están volcando determi- 
nados gastos. Es propósito del Ministerio 
solucionar esta situación, partiendo de la base 
de que se procura el mejor servicio nara la 
población y afirmar el concepto -teniendo en 
cuenta todo lo expuesto- de que no puede existir 
una salud para ricos y una para pobres. 

Se fijan recursos para el Fondo Nacional de 
Lucha contra el SIDA; se asignan partidas para 
el Programa de Atención Primaria de la Salud 
en el primer nivel y para el Programa de Vida 
Saludable, y también se asignan recursos para 
la actualización y mantenimiento del Registro 
Nacional de Diabetes. 

Se dictan normas para la atención en 
mutualistas de las mujeres embarazadas y de 
sus niños, y otras relativas a la prohibición de 
la intermediación lucrativa para la captación de 
socios o afiliados para las instituciones de 
asistencia médica colectiva. 

En el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, la propuesta presupuestal para los años 
2002, 2003 y 2004 es similar, ya que no hay 
modificaciones en retribuciones, funcionamiento 
e inversiones. El total de asignación presupuestal 
representa casi US$ 39:000.000 anuales, com- 
puesto por un 47% en retribuciones, un 51.9% 
en gastos de funcionamiento y un 0.77% en 
inversiones. Cabe destacar que en los gastos de 
funcionamiento tiene un peso importante el 
INDA, que desarrolla programas centrales de 
gran contenido social, dando cobertura a 
230.000 beneficiarios en todo el país. 

Casi todos los programas se encuentran 
consolidados y se desarrollan bajo responsabi- 
lidad exclusiva del Ministerio y, en algunos 
casos, cuentan con la coparticipación de las 
Intendencias Municipales y de otras instituciones 
públicas y privadas. Es interesante mencionar la 
atención que brindan esos programas, que 
tienen como fundamental objetivo la prestación 
de un servicio real: la Asociación Uruguaya de 
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Protección a la Infancia, que tiene 1.188 
beneficiarios; el Servicio de Asistencia 
Alimentaria Colectivizada, que ofrece almuerzos 
a 9.000 personas, el Programa de Apoyo a las 
Instituciones Públicas y Privadas, que da 
cobertura a 39.000 personas; el Programa de 
Apoyo a Enfermos Crónicos, que brinda atención 
a 2.700 personas a través de la entrega de 
canastas mensuales; el Programa Nacional de 
Complementación Alimentaria -uno de los prin- 
cipales que lleva adelante el Ministerio-, que 
regularmente entrega canastas de alimentos a 
167.000 personas y, por último, los centros 
CAIF, que brindan desayuno, almuerzo y 
merienda. En el Parlamento todos sabemos la 
importancia relevante que estos organismos 
tienen para el funcionamiento de nuestra 
sociedad. 

Dentro de la política general del Ministerio se 
suprime el Instituto Nacional de Abastecimiento 
-INA-, dictándose disposiciones para contemplar 
al personal afectado por esta medida. Se asigna 
una partida para el pago de las deudas 
contraídas hasta el momento de su supresión, 
que está topeada en US$ 1:500.000. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Ha finalizado el tiempo de que disponía el señor 
miembro informante en mayoría. 


SEÑOR BARRERA.— ¡Qué se prorrogue! 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Se va a votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete en cincuenta y nueve: 
Atirmativa. 


Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— En lo que 
respecta al Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente y a su Plan 
Quinquenal, como lo expresó su titular en el 
seno de la Comisión, se proyectó teniendo en 
cuenta las limitaciones económicas, pero consi- 
derándolo siempre dentro de un margen de 
realidad y manteniendo el equilibrio entre las 
tres Direcciones fundamentales de la Cartera. 

Tanto es así que en la Dirección Nacional de 
Vivienda se estima que lo importante es cumplir 
con la demanda, llegar a la población objetivo, 
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construir las viviendas adecuadas en lo técnico 
y en lo económico e intensificar la acción 
posterior a la obra. 

En cuanto a la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial, los puntos importantes 
son la permanente planificación del territorio y 
una adecuada coordinación con las Intendencias 
Municipales. 

La Dirección Nacional de Medio Ambiente 
pretende lograr una conciencia ambiental, me- 
jorando los controles que conllevan a su 
preservación y la capacidad técnica del Minis- 
terio, y respetando los compromisos internacio- 
nales al respecto. 

Estos son los objetivos expresados por el 
señor Ministro, que compartimos plenamente y 
queremos que quede constancia de ello en la 
versión taquigráfica de esta sesión. 

Por otra parte, es de hacer notar que la 
Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente de nuestra Cámara trabajó en el Plan 
Quinquenal, habiéndole dado aprobación, lo que 
se plasma en el proyecto que tenemos a estudio 
con el complemento del Banco Hipotecario del 
Uruguay, tal como figura en el artículo 304. 
Dicho Plan contempla la construcción de 26.151 
unidades físicas por parte del Ministerio, con 
una inversión muy importante en millones de 
dólares. Asimismo, el Plan establece que el 
Banco Hipotecario del Uruguay asumirá la 
construcción de una cantidad cercana a las 
13.000 viviendas, lo que involucra una inversión 
considerable. Teniendo en cuenta los 2.910 
préstamos unifamiliares, totalizariamos aproxi- 
madamente 40.000 viviendas, es decir, unidades 
físicas. 

El Plan Quinquenal tiene como objetivo y 
estrategia facilitar el acceso de la población neta 
cubierta por el Ministerio a una mejora en su 
situación habitacional. El programa no considera 
únicamente la construcción de las viviendas, ya 
que su política propende al problema del acceso 
y permanencia de los hogares en ellas, al 
mejoramiento del "stock" existente y al aumento 
de la conexión a servicios básicos, especialmen- 
te el saneamiento. 

Se hace necesario destacar como objetivo 
específico de la Cartera, entre otros, el de 
prevenir la generación de asentamientos irregu- 
lares y el crecimiento desregulado e informal de 
las ciudades. Se pretende canalizar el potencial 
constructor de determinados hogares y prevenir 
que esta capacidad se vuelque a la ocupación 
ilegal y descontrolada de terrenos. 
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Por otra parte, en este Presupuesto se prevé 
el financiamiento, en una primera etapa, de un 
fondo de garantía destinado a facilitar el 
arrendamiento de viviendas por parte de jóvenes 
y, en una segunda etapa, de un fondo de 
garantía abierto a la población con ingresos 
menores. La realización de la primera etapa se 
hará en coordinación con el Ministerio de 
Deporte y Juventud y con la participación de 
Organizaciones No Gubernamentales. 

También se autoriza a la Dirección Nacional 
de Vivienda a disponer de una partida anual 
entre los años 2002 y 2004 para financiar costos 
de reubicación de familias, que excedan el 10% 
de familias a realojar financiado por el Programa 
de Integración de Asentamientos Irregulares, 
con un tope de hasta el 15% de las familias de 
cada asentamiento. 

Finalmente, en este análisis genérico que 
estamos haciendo de cada inciso, debemos 
decir que en este Ministerio se proyecta que 
todas las Intendencias Municipales, con su 
apoyo, establezcan zonas donde sea posible 
instalar las plantas de disposición final para 
todos los residuos, ya sean domiciliarios, 
hospitalarios o industriales. Se pretende que se 
realice un análisis por parte de la autoridad 
departamental, en cumplimiento del cometido 
que le brinda la Ley Orgánica, de los lugares 
donde deberían funcionar estos emprendimientos, 
priorizando, desde luego, la salud ambiental. 

En lo que respecta al recientemente creado 
Ministerio de Deporte y Juventud, se dictan 
normas que regulan su funcionamiento, dándole 
plazo para presentar al Poder Ejecutivo una 
propuesta de estructura organizativa y autori- 
zándolo a realizar distintos convenios con 
organizaciones e instituciones gubernamentales, 
no gubernamentales y privadas, nacionales, 
extranjeras e internacionales, para fomentar el 
deporte y las actividades de la juventud. 

También podrá otorgar concesiones de uso o 
servicio de los predios e instalaciones a su 
cargo a las instituciones o empresas que 
cumplan las condiciones que a los efectos 
establecerá el Ministerio. 

Por otra parte, y como aporte importante en 
la lucha contra el uso de estimulantes en la 
actividad deportiva, podrá realizar convenios y 
contratos con instituciones públicas y privadas, 
nacionales, extranjeras e internacionales, de 
prestación de servicios médicos y de laboratorio 
altamente especializados, test de alto rendimien- 
to y controles de dopaje. 

En lo que se relaciona con las telecomuni- 
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caciones, este proyecto plantea transformacio- 
nes vinculadas con el organismo ANTEL, que 
pretenden preparar a dicha Administración para 
competir con mayores posibilidades en el mundo 
tan dinámico y nuevo en el cual debe 
desenvolver su acción de acuerdo con determi- 
nadas normas que se fijan en el articulado 
respectivo. Se faculta al Poder Ejecutivo a 
constituir una sociedad anónima por acciones 
que tendrá por objeto la prestación de servicios 
de telefonía celular terrestre, que actualmente 
presta en forma directa ANTEL por medio de 
ANCEL. Se le faculta a comercializar hasta el 
40% de dicho capital accionario a constituirse, 
fijándose pautas sobre el particular y el destino 
de lo producido por dicha comercialización. 

Además de las numerosas entidades públicas 
y privadas a las que se asignan subsidios y 
subvenciones a través de los artículos 325 a 333 
del proyecto, cabe destacar que las partidas 
previstas para AFE, en la medida en que 
excedan las necesidades del organismo por el 
concepto por el cual se fijaron, se destinarán a 
cancelar la deuda con el Banco de la República 
por la adquisición de rieles en el marco del 
acuerdo con la Federación Rusa y a ampliar el 
Plan de Inversiones por concepto de material 
rodante en su papel de transportador de carga, 
y de construcción y reparación de obras de 
infraestructura y comunicaciones. 

Con respecto a la ANEP, diremos que el 
presupuesto remitido por el organismo no fue 
integrado a este proyecto; se ha mantenido lo 
dispuesto por el Poder Ejecutivo en los artícu- 
los 12, 361 y 362. El artículo 12 autoriza al 
Poder Ejecutivo a disponer aumentos diferencia- 
les para docentes, militares y policías, que 
podrán superar entre el 10% y el 50% a los 
incrementos generales que haya fijado. En el 
artículo 361 se asigna una partida para financiar 
el traslado de docentes a centros de enseñanza 
en el interior de la República. En el artículo 362 
se establece que los recursos obtenidos por la 
enajenación de bienes inmuebles del Estado 
serán destinados a financiar inversiones de la 
ANEP y el Ministerio de Salud Pública, según 
las prioridades que establezca el Poder Ejecu- 
tivo. 

Las becas y pasantías constituyeron un tema 
que ocupó largamente a la Comisión, que recibió 
a varias delegaciones de quienes en esa 
condición trabajan en distintos Ministerios y 
empresas comerciales del Estado; no menos de 
seis de la setenta y nueve delegaciones que 
fueron atendidas estaban vinculadas con esta 
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suerte de drama que hoy en día viven miles de 
familias. 

Luego de efectuar consultas con el Poder 
Ejecutivo, la Comisión arribó a la solución que 
se consideró más justa, que consiste en que 
aquellos que han pasado el límite fijado para su 
beca o pasantía -hay casos que van desde los 
dos hasta los doce años de servicio en esta 
condición; adviértase en cuánto se ha superado 
el plazo establecido- pueden tener la tranquili- 
dad de seguir en funciones y de no perder su 
ingreso, posibilidad que había amargado protun- 
damente a todos los ciudadanos afectados. 
También se establece cuál debe ser de aquí en 
adelante la filosofía que habrá de sustentar el 
espiritu de las becas y pasantías, que tendrán 
un plazo de un año, prorrogable hasta por doce 
meses más; culminado ese lapso, la beca o 
pasantía debe cesar, porque hay otros ciudada- 
nos que tienen derecho a acceder a esa 
posibilidad. Además, el Estado está acotado a 
la hora de absorber personal de este tipo, y hay 
gente que está esperando y tiene derecho a 
recibir capacitación y disponer de recursos 
económicos para proseguir o culminar sus 
estudios. La idea es que no suceda lo mismo 
que en el pasado, en que se tergiversó por 
completo el espíritu del otorgamiento de becas 
y pasantías, que muchas veces fue utilizado 
como "by-pass" para la ley que prohíbe el 
ingreso de personal a la función pública. 
Sabemos que esta ley tiene algún contrasentido, 
pues hay instituciones que para seguir funcio- 
nando necesitan renovación generacional de su 
personal y por ello han recurrido a las becas; 
pero todo debe tener un límite. Por ello, tal como 
lo establece el artículo 415 de este proyecto, los 
administradores asumirán las responsabilidades 
que emanan de los artículos 24 y 25 de la 
Constitución de la República por los daños que 
puedan provocar al Estado; inclusive, serán 
pasibles de responder por esas actitudes con su 
propio patrimonio, por aquello de que el daño 
que un funcionario provoque al Estado puede 
ser repetido por éste contra el funcionario. 

Creo que en la Comisión hemos establecido 
disposiciones correctas con respecto a las becas 
y pasantías. Por ello, solicitamos a la Cámara 
su aprobación. 

A grandes rasgos, éstas son las considera- 
ciones que nos merece el proyecto de Presu- 
puesto que tenemos a estudio de la Cámara 
luego de su aprobación por parte de la Comisión 
de Presupuestos, integrada con la de Hacienda. 
Reiteramos que esta iniciativa tiene como 
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objetivo fundamental potenciar el crecimiento y 
mejorar los niveles de empleo y la calidad de 
vida de la población, dejando los espacios 
imprescindibles como para que el sector privado 
invierta y se desarrolle. Todo ello se plantea sin 
aumentar la presión tributaria y el peso del 
Estado sobre la población, dentro de una línea 
de austeridad y control administrativo que parte 
desde la Presidencia de la República y espe- 
ramos que continúe sin interrupciones ni 
renunciamientos en toda la Administración. Se 
trata de cumplir con la propuesta fundamental 
del plan de gobierno, que es la defensa del 
poder adquisitivo de los salarios y de las 
jubilaciones, comprometiendo un Presupuesto 
libre de inflación. 

Hay diversos Incisos y situaciones que no 
hemos mencionado por razones de tiempo y 
respecto de los cuales daremos nuestra opinión 
cuando se realice la discusión particular. 

Antes de poner punto final a este informe en 
mayoría, quiero reiterar el buen manejo que se 
ha hecho en la Comisión por parte de todos los 
miembros, integrantes y señores Diputados que 
nos visitaron y brindaron sus aportes. Pese a 
las dificultades que toda negociación política 
siempre conlleva -en particular, en un proyecto 
de Presupuesto quinquenal-, creo que interpreto 
el pensamiento de todos los señores Diputados 
integrantes de la Comisión al manifestar que 
hemos realizado un trabajo muy afinado, con 
mucho esfuerzo y mucha negociación, que si es 
aprobado tal como recomendamos -o sea, como 
salió de la Comisión-, nos permitirá remitir un 
Presupuesto que al Senado no le demandará el 
trabajo que ha supuesto en otras instancias 
presupuestales. Decimos esto porque hemos 
abordado todos los capítulos, todos tos Incisos 
y todos los artículos, y la mayoría de las 
negociaciones llevadas adelante arrojó un resul- 
tado positivo. En síntesis, el trabajo de la 
Comisión de Presupuestos, integrada con la de 
Hacienda, no ha sido poca cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Antes de dar la palabra al miembro informante 
en minoría, señor Diputado Ibarra, la Mesa 
quiere telicitar a la señora Diputada Payssé por 
el día de su cumpleaños. 

Tiene la palabra el miembro informante en 
minoría, señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: en 
nombre del Encuentro Progresista - Frente Am- 
plio, vamos a comenzar nuestra intervención 
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sobre el proyecto de Presupuesto para el 
período 2000-2004, acerca del cual haremos 
algunas reflexiones generales. 

Entendemos que el proyecto aprobado por la 
mayoría de la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, es absolutamente 
restrictivo, porque no se apuesta a lo que 
nosotros creemos que es necesario en este 
momento de recesión y de crisis del país, tal 
como todos los sectores políticos y empresaria- 
les lo reconocen. Nos referimos a que no se 
apuesta a una mayor inversión pública, ni se 
atienden adecuadamente las áreas productivas, 
la industria y el comercio; tampoco se da 
oportunidad a la mayoría de los funcionarios 
públicos de recuperar, por lo menos en parte, 
la pérdida salarial que sufren desde 1985, que 
se ubica en un porcentaje aproximado del 20%. 

Por eso decimos que, en términos generales, 
no estamos de acuerdo con este Presupuesto 
quinquenal!. 

Antes de seguir adelante con mi exposición, 
quiero saludar, sin excepciones, a los funciona- 
rios que en estos cuarenta días trabajaron con 
nosotros en la Comisión de Presupuestos, 
integrada con Hacienda, pues el aporte de cada 
uno de ellos fue realmente importante. 

También deseo destacar el funcionamiento de 
ta Comisión de Presupuestos, integrada con la 
de Hacienda, en el sentido de que se logró un 
objetivo, de hace muchos años, y es que 
tuviéramos la posibilidad de considerar, no 
únicamente los artículos del proyecto remitido 
por el Poder Ejecutivo, sino también cada una 
de las hojas que contienen aditivos o sustitutivos. 
inclusive, llegamos a analizar lo relativo a los 
organismos comprendidos en el artículo 220 de 
la Constitución de la República, cosa que no se 
ha hecho en otras oportunidades. 

Este año se batieron todos los récords en 
cuanto a presentación de aditivos y sustitutivos, 
por parte de todos los partidos políticos; creo 
que llegaron a presentarse aproximadamente 
trescientas sesenta hojas. Además se recibió a 
un número muy importante de delegaciones de 
todos los gremios, de los sectores empresaria- 
les, rurales y de la sociedad, alcanzándose una 
cifra cercana a las cien visitas. 

No obstante ello, más allá de que el 
tratamiento ha sido respetuoso, considero que 
habrá que ajustar más el funcionamiento de la 
Comisión, pues en determinado momento se 
hicieron largos intermedios, con el objetivo de 
negociar entre legisladores del Partido Nacional 
y del Partido Colorado y de tomar contacto con 
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sus líderes políticos y con el equipo de gobierno, 
tundamentalmente con el señor Ministro conta- 
dor Alberto Bensión. Esto no lo cuestionamos de 
ninguna manera; pero sí lo hacemos en cuanto 
a que esos intermedios que se votaban por 
cinco, diez o quince minutos fueran de varias 
horas, lo que de alguna manera dificultó el 
funcionamiento de la Comisión. Además, los 
integrantes de nuestra fuerza política, la que no 
estuvo representada en las negociaciones, 
porque no se le dio intervención -no es que la 
reclamemos, pero considero que podríamos 
haber aportado mucho-, tuvimos que esperar 
pacientemente, lo que significó hacer posterio- 
res intervenciones protestando por esa situa- 
ción. Si bien reconozco que algunos legisladores 
de ambos partidos políticos pidieron disculpas 
-que tomamos en cuenta-, entiendo que esto 
debe solucionarse con vistas al futuro. Las 
negociaciones deben hacerse en otro ámbito y 
no en el de la Comisión, teniendo en cuenta que 
esto implica atrasar su tarea. 

Por otro lado, la información que recibimos 
del Poder Ejecutivo -esto es, de los asesores 
y asesoras de la Contaduría General de la 
Nación, de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Economía y 
Finanzas- no ha sido eficiente. Se ha tenido que 
remitir un sinnúmero de correcciones a la 
Comisión por parte de estos asesores y de estos 
organismos, lo que indica que el Presupuesto 


quinquenal enviado al Parlamento contenía 
importantes desprolijidades. Inclusive, hemos 
formulado pedidos de informes al equipo 


económico que no se contestaron. Me refiero, 
por ejemplo, al que pedimos con referencia al 
tema del monotributo, es decir, al nuevo 
impuesto que se aplicará -con el apoyo de la 
mayoría de la Comisión- a las actividades 
comerciales realizadas en la vía pública. Al 
respecto solicitamos una estimación de los 
recursos y de los ciudadanos involucrados en 
cada uno de los departamentos, información que 
nunca recibimos. Otro ejemplo es el error de 
redacción de algunas de las normas originales 
del proyecto, como la del artículo 36. Allí se 
violaba nuevamente disposiciones legales rete- 
ridas a que los depósitos de los Incisos del 
Presupuesto Nacional deben realizarse en 
cuenta del Tesoro Nacional, pero en el sistema 
bancario estatal. En una primera instancia, se 
estableció únicamente "sistema bancario", lo 
que violentaba -repito- leyes en vigencia. El 
Ministerio de Economía y Finanzas -lo recono- 
cemos- manifestó que era un error de redacción, 
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pero este tipo de errores se repitió en varias 
oportunidades en el Mensaje presupuestal 
remitido por el Poder Ejecutivo y el equipo 
económico. Esto queríamos dejarlo absoluta- 
mente en claro porque es necesario que exista 
total prolijidad y transparencia en el proyecto de 
ley de Presupuesto. 

Consideramos que con el contenido de este 
proyecto de Presupuesto se da continuidad a la 
política económica desarrollada por los anterio- 
res gobiernos; no tenemos ningún tipo de dudas. 
Y lo que es peor, no vemos innovación, no 
vemos que se actúe con imaginación y audacia, 
sobre todo en un momento en que el país está 
sufriendo las consecuencias heredadas funda- 
mentalmente de la anterior Administración, la del 
doctor Julio María Sanguinetti, que nos dejó un 
déficit fiscal de US$ 932:000.000, que el 
gobierno actual no ha podido absorber, ya que 
al mes de junio de este año nos encontrábamos 
con uno similar. Por eso decimos que falta 
imaginación y que no hay innovaciones y eso 
lo vamos a analizar en profundidad en cada uno 
de los ítems que vamos a tratar. 

Consideramos que el Presupuesto Nacional 
hubiera sido una muy buena oportunidad para 
solucionar los problemas de determinados sec- 
tores, como fundamentalmente el del trabajo y 
el de la producción, pero no hay un solo atisbo 
de solucionarlos, así como tampoco ocurre con 
la problemática social que viven importantes 
sectores de la población. Al contrario, se 
apuesta a desregulaciones absolutamente míni- 
mas y absurdas que refieren, por ejemplo, al 
dique nacional y al Instituto Nacional de 
Colonización. Se insiste con las desmonopoliza- 
ciones y privatizaciones que, como veremos más 
adelante, están vinculadas directamente a 
ANCAP, al Banco de Seguros del Estado y, por 
supuesto -como todos sabemos-, a ANTEL a 
través de ANCEL. 

Enmarcados en esa situación, entonces, 
queremos hacer un breve diagnóstico, señalan- 
do que la producción nacional sigue viviendo un 
fuerte proceso de estancamiento y no logra 
despegar con respecto a la recesión que se 
arrastra desde 1999. Recordemos que la 
disminución de actividad en ese año fue del 
3.2% con respecto al año 1998 y que los únicos 
niveles de actividad que crecieron fueron 
aquellos en los que el Estado apostó en 
inversión pública. En el año 1999 hubo un 
crecimiento en los sectores de comunicación, 
transporte y construcción. En el primer semestre 
del año 2000 se profundizó el proceso recesivo, 
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se registró una caída en el Producto Bruto 
Interno del 1% comparado con el año 1999 y, 
en el período abril-junio, la caída fue un poco 
más amplia, llegando al 2.8%. 

No vemos en este Presupuesto medidas de 
reactivación del aparato productivo que, sin 
ninguna duda, implicarian mayores tasas de 
empleo. En este momento está aconteciendo 
todo lo contrario: en el período junio-agosto, la 
tasa de desempleo se situó en el 14% y el sector 
de mujeres y jóvenes alcanza un porcentaje 
mayor, lo que significa que más de 180.000 
uruguayos están en esa situación. Si a eso 
agregamos que, en la tasa de actividad, un 
número importante de uruguayos ha dejado de 
ofrecer su trabajo en el mercado -se calcula que 
41.000-, vemos que el porcentaje, realmente 
preocupante, llega al 16.4%. En definitiva, en 
este momento más de 600.000 uruguayos tienen 
problemas de empleo, es decir, el 43.8% de la 
población económicamente activa. 

Por otro lado, vemos que han crecido los 
índices de seguro de desempleo en el Banco de 
Previsión Social. En el mes de junio se pasó de 
22.932 trabajadores en el seguro por desempleo 
a 27.443, lo que indica un aumento del 20%. 

También podemos apreciar la disminución de 
los salarios reales, que alcanza al 1% en el 
interior, llegando al 0.6% para todo el país en 
el período enero-junio. 

Desde hace varios meses se viene diciendo 
que no hay un ajuste fiscal; modestamente, 
interpreto que hay miniajuste fiscal, que anali- 
zaremos más adelante. 

A partir del 1? de marzo el equipo económico 
también ha realizado un ajuste social, porque 
han disminuido los salarios de los funcionarios 
públicos, lo que ha repercutido directamente en 
los jubilados y pensionistas, abarcando un 
espectro de 900.000 uruguayos afectados. 

El Impuesto a las Retribuciones Personales, 
es decir, el impuesto a los sueldos, es el 
gravamen que más ha crecido en los últimos 
tiempos, ya que desde 1994 tuvo un aumento 
del 93.1%, superior al del IVA, al del IMESI y 
al del IRIC. Esto indica que es un impuesto 
realmente regresivo. De alguna forma, en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo se planeó su 
extensión, lo que, al menos hasta el momento, 
fue eliminado del proyecto de Presupuesto. No 
obstante ello, nos preocupan informaciones de 
prensa en el sentido de que el Partido Nacional 
estaría considerando presentar en la sesión de 
esta Cámara -que culminaría el viernes- o en 
el Senado una redacción para que nuevamente 
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se considere la implementación de la extensión 
del Impuesto a las Retribuciones Personales. 
¡Ojalá que las informaciones provenientes de la 
prensa sean equivocadas, porque lo único que 
hace este impuesto es gravar una vez más a 
los sectores del trabajo! 

Hemos hablado del déficit fiscal, que en este 
momento alcanza los US$ 942:000.000 y que 
significa el 4.56% del PBI. Tenemos una ba- 
lanza comercial absolutamente deficitaria, en 
US$ 1.200:000.000. 

Todo eso nos preocupa, y en ese contexto 
recibimos el Mensaje presupuestal del Poder 
Ejecutivo. Una vez más, compartimos los 
objetivos en cuanto a potenciar el crecimiento, 
mejorar los niveles de empleo y la calidad de 
vida de la población, pero, desde nuestra óptica, 
este Presupuesto dista mucho de alcanzar los 
objetivos propuestos en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 

Además, los problemas regionales y mundia- 
les con respecto al aumento del petróleo y de 
la tasa de interés se dan como algo insalvable. 
Creemos que la no recuperación de la economía 
no es consecuencia de una conjunción malévola 
de factores externos y que nosotros, como país 
y como gobierno, deberíamos tomar las medidas 
necesarias para solucionar este problema. En 
ese sentido, nuestras fuerza política ha presen- 
tado públicamente -inclusive, lo ha hecho ante 
el señor Presidente de la República, doctor 
Jorge Batlle- las propuestas correspondientes. 
Según nuestra opinión, la situación actual es 
consecuencia de la talta de previsión de los 
gobiernos anteriores, que no aprovecharon 
coyunturas favorables en el período 1992-1998 
-y que el gobierno actual sigue sin aprovechar- 
y de la inexistencia de medidas que paliaran 
-aunque fuera en parte- la aguda recesión 
expresada en la caída del Producto Bruto 
Interno, en el aumento del desempleo, en el 
creciente endeudamiento de los sectores pro- 
ductivos y en la pérdida de mercados externos 
de nuestra producción. 

En materia impositiva tampoco hay ninguna 
innovación. No hay ingenio ni propuestas que 
hagan variar un sistema tributario realmente 
regresivo; se apuesta al principio de neutralidad 
tributaria y al incremento de la carga fiscal, pero 
éste va directamente dirigido a los sectores más 
vulnerables, o sea, al del trabajo y al de la 
producción. 

El gobierno actual no sólo aplicó un ajuste 
social, sino que, en su Mensaje, también 
propone un miniajuste fiscal, aunque en la 
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discusión en la Comisión de Presupuestos, inte- 
grada con la de Hacienda, se han logrado va- 
riantes -que ojalá se mantengan- en algunos 
puntos, como la no extensión del IRP y la no 
eliminación de las exoneraciones de las 
cajas de ahorro y crédito. En el Mensaje vemos 
un conjunto de medidas, que suman 
US$ 100:000.000, como "miniajuste fiscal", que 
no van dirigidas a determinados sectores de la 
población que tienen capacidad económica -es 
decir, que no se orientan a la extensión de 
impuestos al gran capital o a los sectores más 
pudientes-, sino que, una vez más, se intenta 
aplicar un ajuste fiscal a través de la extensión 
de un monotributo a los sectores que realizan 
actividad comercial en la vía pública. Lamenta- 
blemente, el equipo económico y sus represen- 
tantes en la Comisión -de la Contaduría General 
de la Nación, del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto- no contestaron a este Poder 
Legislativo las preguntas que en este sentido se 
les formularon, tanto por escrito como verbal- 
mente. Tenemos que marcar eso con mucho 
énfasis, porque es una falta grave de parte de 
funcionarios del Estado que deben brindar a 
este Poder Legislativo y a la Comisión la 
información que corresponde. 

Por otro lado, se planteaba la eliminación de 
las exoneraciones del IRIC para las cooperativas 
de ahorro y crédito, que momentáneamente se 
deja de lado, aunque pensamos que se va a 
concretar. 

También se plantea el aumento del IMES| a 
los automóviles y combustibles y, por último, un 
aumento a las primas que cobra el Banco de 
Seguros del Estado. 

Todo ello significa un "miniajuste fiscal" de 
US$ 100:000.000. Es decir que no es cierto lo 
que dijeron el equipo económico y los voceros 
del Poder Ejecutivo, cuando asumieron el 12 de 
marzo y anunciaron un Presupuesto sin ajuste 
fiscal. Hay un ajuste social que recae sobre las 
espaldas de los trabajadores y de los sectores 
productivos. Y hay también un "miniajuste 
fiscal". 

En cuanto a la estructura del Presupuesto, 
vemos que no hay cambios, imaginación ni 
iniciativas para comenzar el traslado de los 
recursos volcados al área de la seguridad, 
fundamentalmente el Ministerio de Defensa 
Nacional. Lo comprenderíamos si estuviéramos 
en una situación de beligerancia externa. Pero 
en este momento los Ministerios que atienden 
la problemática social y que deben tener más 
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recursos, no reciben de parte del Ministerio de 
Defensa Nacional ningún tipo de traslado. 

Por ejemplo, el Ministerio de Salud Pública 
participa en un 6.4% del Presupuesto, mientras 
que el Ministerio de Defensa Nacional lo hace 
con un 7.8%. Si se agrega el Ministerio del 
Interior, se llega a un 13%. Mientras tanto -y de 
ahí la necesidad de comenzar gradualmente a 
trasladar esos recursos-, el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca sólo participa 
con un 1.6% del Presupuesto, el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería -esto es absurdo y 
nadie lo creería en el mundo- sólo participa con 
un 0.3% y el Ministerio de Turismo lo hace 
únicamente con un 0.2%. Es decir que estos tres 
Ministerios suman apenas un 2.1%. Todo esto 
requiere una nueva redistribución, un nuevo 
análisis para tratar de trasladar recursos desde 
el Ministerio de Defensa Nacional a estos tres 
Ministerios que he mencionado, que cumplen 
una función muy importante desde el punto de 
vista productivo. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente está en la misma 
situación y apenas percibe el 2.3% de los 
recursos del Estado, pero con el agravante de 
que, a pesar de presentar un Plan Nacional de 
Viviendas interesante para el período 2000- 
2004, tiene un tope impuesto por el Poder 
Ejecutivo y el equipo económico, y por el ex 
artículo 375 se disminuye las inversiones. Esto 
es algo que no comprendo y que indica 
desprolijidades en este Presupuesto. ¿Cómo se 
puede concebir que en un artículo incluido por 
el final se plantee una disminución de la 
inversión de un 5% para el año 2001 y de un 
9% para el año 2002? ¿Por qué ello no se tuvo 
en cuenta al elaborarse este Presupuesto? ¿Es 
que de alguna forma se intentaba, no digo 
engañar, pero sí cambiar la realidad en cuanto 
a las cifras de inversiones? ¿Por qué no se 
estableció esa disminución directamente en los 
planillados, tanto para el año 2001 como para 
el año 2002? Son cosas que no comprendo, que 
están mal planteadas en este Presupuesto, y por 
eso hablo de desprolijidades. 

Por otra parte, ¿qué sucede con el tema de 
la vivienda? El Plan Nacional de Viviendas tiene 
una asignación de US$ 691:000.000; pero el 
Poder Ejecutivo establece un tope. Ello hace 
que lo que podrá ejecutar el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente va a ser únicamente US$ 481:000.000; 
es decir, US$ 210:000.000 menos. Esto significa 
que se van a construir entre 8.000 y 9.000 
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viviendas menos, lo cual va a afectar a los 
sectores menos pudientes. 

Estas son las cosas que no comprendemos 
y por eso hablamos de desprolijidades. Y por 
eso decimos que el Poder Ejecutivo y la mayoría 
de este Parlamento no apuestan a un desarrollo 
auténtico de la inversión; por el contrario, la 
retraen, en un área tan sensible como lo es la 
vivienda. 

A su vez, a la Universidad de la República 
se le da solamente el 2.7% del Presupuesto. 
Este es un Presupuesto absolutamente insufi- 
ciente y la mayoría de los legisladores del 
Partido Colorado y del Partido Nacional votaron 
negativamente, una vez más, el proyecto que 
remitió la Universidad de la República. De la 
misma forma se procedió con el presupuesto 
que remitieron la ANEP y el INAME. Esto refleja 
una filosofía del Poder Ejecutivo y de la 
coalición de gobierno que no compartimos ni 
aceptamos. Cuando oímos los discursos del 
señor Presidente de la República, de los voceros 
del Poder Ejecutivo, del Partido Nacional y del 
Partido Colorado, vemos que hablan de que hay 
que apostar a la educación y al avance 
científico, pero resulta que esto no lo vemos 
demostrado en los hechos. Y, justamente, la 
oportunidad para demostrarlo es este Presu- 
puesto que, sin embargo, es absolutamente 
insuficiente. 

Los gastos en educación, en total, apenas 
significan un 12.7%, los gastos de salud un 8.6% 
y los gastos de vivienda un 2.3%. Sin embargo, 
los gastos en seguridad alcanzan un 12.6%, es 
decir, casi el mismo guarismo que recibe la 
educación. Esto hay que ir solucionándolo, 
disminuyendo esos gastos en seguridad. 

Decimos, una vez más, que no compartimos 
la filosofía del Poder Ejecutivo y de la coalición 
de gobierno con respecto a la inversión pública. 
Quedó demostrado en 1999 que cuando el 
Estado apuesta a la inversión pública, determi- 
nadas áreas crecen y tienen un resultado 
positivo, como también sucedió en las comuni- 
caciones, el transporte y la construcción. Existen 
estudios de la CEPAL, publicados en la edición 
1999 y 2000 de su Anuario Estadístico para 
América Latina y el Caribe, que dicen que los 
países que conforman el 94% del PBI de toda 
la región invirtieron, en la década del noventa, 
un promedio del 20%. ¿Saben cuánto invirtió 
Uruguay? Entre un 8% y un 12%. Es decir que 
estamos muy por debajo de la inversión que 
realizan otros países de América Latina y el 
Caribe. Es necesario revertir esto rápidamente 
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para sacar a nuestro país de la situación de 
crisis y recesión que está viviendo. 

En cuanto al sistema tributario, ya hice 
referencia a lo que yo llamo miniajuste fiscal que 
viene en el Mensaje del Poder Ejecutivo, más 
allá de las variantes -que reconocemos positivas 
y Ojalá se mantengan- que se logró introducir 
en la Comisión de Presupuestos, integrada con 
la de Hacienda. 

Desde un principio, desde que recibimos el 
articulado del Poder Ejecutivo, planteamos con 
mucho énfasis la necesidad de eliminar algunos 
impuestos, algo que, por suerte, se ha concre- 
tado. Es cierto que nosotros no tuvimos 
posibilidades de negociar con la coalición de 
gobierno. Pero también es cierto que creamos 
las condiciones para que eso se supiera a nivel 
de la opinión pública, sobre todo en lo que tiene 
que ver con la extensión del impuesto a los 
sueldos y la eliminación de las exoneraciones 
para las cajas de ahorro y crédito. 

Asimismo, hay otro elemento importante que 
demuestra que cuando la sociedad participa, 
cuando se hace sentir, el Parlamento es 
sensible a ello. Me refiero a la eliminación por 
unanimidad, creo -y es algo que ¡importa 
destacar-, de un artículo que refería a la 
aplicación de un nuevo impuesto de US$ 20 a 
las compras de hasta US$ 50 realizadas por 
Internet. En este caso también estuvo partici- 
pando la ciudadanía. 

Entonces, que no se diga en los medios 
radiales y televisivos que lo de eliminar el 
incremento del ¡RP y lo del gravamen para las 
cajas de ahorro y crédito es el triunfo de la 
coalición de gobierno. Nosotros participamos 
desde afuera; participamos denunciando y 
saliendo a la opinión pública a decir, desde un 
principio, que esas propuestas no podían 
prosperar. Y eso también sucedió respecto al 
mencionado tributo que se quería imponer a las 
compras por Internet. 

Ahora me quiero referir al tema de la reforma 
del Estado; tenemos que apurarnos, porque 
disponemos de poco tiempo. En la Comisión, el 
equipo económico dijo que se trataba de la 
"segunda reforma del Estado". Es cierto. Y 
nosotros queremos recordar que no estuvimos 
de acuerdo con la primera reforma, realizada a 
través del Presupuesto anterior, porque fue 
absolutamente inconsulta, porque no se dio 
oportunidad a la sociedad de opinar ni de ser 
consultada. A nuestro juicio, esa primera 
reforma del Estado tuvo un resultado absoluta- 
mente adverso y negativo; lo único que significó 
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fue un gasto financiado a través de un préstamo 
internacional de US$ 110:000.000 y de aproxi- 
madamente US$ 60:000.000 como aporte del 
Estado, lo que hace un total de US$ 170:000.000. 
¿Y esto qué signiticó? Implicó expulsar a unos 
11.500 trabajadores públicos a través de 
incentivos, por su carácter de excedentarios o 
por lo que fuera, y a muchos de ellos hoy los 
encontramos en la calle, integrando el porcen- 
taje de desempleados que tiene nuestro país, 
que es muy alto puesto que ya alcanza al 14%. 
Por lo tanto, la primera reforma del Estado fue 
un fracaso. 

Por otra parte, el contador Davrieux y el 
Ministro de Economía y Finanzas de la época 
hablaban de que el objetivo de esa reforma era 
achicar los gastos, y yo me pregunto cómo lo 
hicieron. ¿Qué pasó, señor Presidente? En 
forma paralela al retiro de los funcionarios 
aparecieron miles de contratos de obra y de 
arrendamiento directamente vinculados a los 
Ministerios, a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto o a la Presidencia de la República 
del momento. Entonces, nosotros decimos que 
ésa no es una reforma del Estado leal y honesta, 
porque los supuestos ahorros se fueron a través 
de los contratos de obra o de arrendamiento 
que, como todos sabemos, implican cifras muy 
importantes. Por lo tanto, es absolutamente 
necesario dejar en claro esta situación. 

En este proyecto de Presupuesto se habla de 
una segunda reforma del Estado, para la cual 
se piden recursos al exterior, que se sumarán 
a los del Estado. Pero, al mismo tiempo, se 
plantea la posibilidad de crear cargos de alta 
especialización, sin ningún tipo de límite. ¿Y con 
qué sueldos? Según el Mensaje del Poder 
Ejecutivo -más allá de alguna modificación que 
se introdujo en la Comisión a propuesta de algún 
señor legislador-, esos sueldos oscilan entre los 
$ 16.000 y los $ 42.000; además, no sabemos 
-porque no se nos ha dicho- si esos funcionarios 
serán seis, veinte, cien, quinientos o dos mil. 

Estas son las cosas que nosotros no 
aceptamos y que no comprendemos; no las 
compartimos, porque este tipo de reforma del 
Estado significa, desde el punto de vista de la 
verdad, falsear a la gente. Por un lado, en el 
discurso se habla de achicar el Estado, de que 
haya menos funcionarios; y, por otro, se abre 
la puerta para que determinados sectores 
políticos puedan contratar gente a dedo, para 
que puedan beneficiar a ciertos funcionarios 
públicos a través del viejo clientelismo. 

Esto no es honesto; esto no corresponde. Por 
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eso criticamos muy duramente esa primera 
reforma del Estado, que costó al país 
US$ 170:000.000, que tenemos que pagar todos 
los uruguayos. Y ahora, como no hay ningún 
dato concreto, no sabemos cuánto va a salir 
esta segunda reforma. Por eso es que nosotros, 
como fuerza política, como parlamentarios, 
planteamos este tipo de cosas con mucho 
énfasis para que se aclaren. 

También cabe destacar el hecho de que se 
resolvió que no ingresaran más funcionarios 
públicos por diez años, pero entran por 
contratos de obra o van a ingresar a través de 
los cargos de alta especialización. Ante esta 
situación, ¿qué hicieron las empresas públicas? 
Tuvieron que recurrir a los becarios y a los 
pasantes, porque sus administradores tenían 
que atenderlas administrativa y técnicamente. 
Es así que en este momento hay varios miles 
de becarios y pasantes, y muchos de ellos ya 
tienen siete, ocho, diez y hasta doce años de 
trabajo en la función pública. 

Y yo me pregunto si es justo que vivan con 
la espada de Damocles sobre sus cabezas por 
actuar como becarios o pasantes, siendo que las 
empresas los necesitan porque están cumplien- 
do funciones primordiales. ¿Es posible que 
dentro de determinado tiempo puedan ser 
expulsados porque mo se les renueve el 
contrato? 

En ese aspecto, planteamos un aditivo muy 
concreto en el sentido de dar estabilidad a los 
becarios y pasantes que tengan más de dos 
años de antigúedad. Creemos que esto es lo 
correcto, ya que lo que proponen el Partido 
Colorado y el Partido Nacional -en esas 
negociaciones de trasnoche que realizaron, que 
nosotros no cuestionamos; las respetamos, pero 
también se nos debe respetar a nosotros como 
fuerza política mayoritaria en este Parlamen- 
to-, en definitiva, no da seguridad a esos 
trabajadores. Nuestro planteo implica presu- 
puestarlos cuando tengan más de dos años de 
antigúedad y que, a partir de ese momento, 
entonces sí, se cumpla a rajatabla el régimen 
relativo a los tiempos en que pueden estar 
cumpliendo funciones en un organismo los 
becarios y pasantes. 

En cuanto al sector agropecuario, ¿qué es lo 
que se plantea en este proyecto de Presupues- 
to? ¿En qué quedó el compromiso político 
asumido el 9 de noviembre de 1999? En ese 
sentido, algo se solucionó muy parcialmente en 
la ley de urgente consideración. Ahora se 
plantea ratificar lo que se resolvió en dicha ley 
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con referencia al tema de la contribución rural, 
algo que nosotros apoyamos porque es lo 
mínimo que se puede hacer. 

La actividad agropecuaria, durante el período 
de gobierno anterior -1995 a 1999-, perdió casi 
la tercera parte del valor de su producto. El 
Banco Central del Uruguay nos informa que, a 
valores corrientes, el PBI agropecuario pasó de 
US$ 1.635:000.000 en 1995 a US$ 1.172:000.000 
en 1999. Es decir que en muy poco tiempo 
-cuatro años- hubo una pérdida del 28%. Es muy 
importante destacar esto. 

Además, no se dan recursos adecuados al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; 
apenas se le otorgan US$ 1:500.000 para gastos 
de funcionamiento. Una vez más esta Cartera 
tendrá que sobrevivir gracias a los proventos, 
que el Poder Ejecutivo intenta retacear a todos 
los Ministerios a través de su proyecto de ley. 
Además, perjudica a los trabajadores que 
reciben complementos de sueldos a través de 
esos proventos. 

Con referencia al trabajo, a la pobreza y a 
la JUNAE, sabemos las dificultades que existen. 
Es lamentable que miles de jóvenes uruguayos 
se estén yendo del país; las Embajadas y los 
Consulados de Uruguay en el mundo ya no 
tienen espacio para atender a esa gente, a esos 
uruguayos que legítimamente deberían estar 
aquí, trabajando en forma honesta y ganando un 
salario digno. Esta es una situación que 
debemos revertir, y perdemos la oportunidad de 
hacerlo en este Presupuesto Nacional. 

Conocemos la problemática del trabajo, pero 
hay un elemento que ha dado sus frutos, y lo 
reconocemos, como no puede ser de otra 
manera. Se trata del Fondo de Reconversión 
Laboral de la Junta Naciona! de Empleo, que ha 
capacitado a miles de trabajadores que pasaron 
por el seguro de paro y que ha colaborado en 
la formación de los discapacitados, de gente que 
trabaja en el medio rural y de jóvenes. Este 
fondo cumple una función evidentemente im- 
portante, pero está casi paralizado hace algu- 
nos meses por medidas adoptadas por el ex 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor 
Brezzo, antes de que culminara el gobierno 
anterior. 

Todos sabemos que hacen falta recursos 
para que la gente se capacite y logre encontrar 
nuevas fuentes de trabajo, más aún teniendo en 
cuenta el índice de desempleo actual. ¿Y qué 
remite el Poder Ejecutivo? 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 
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SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Ha finalizado el tiempo de que disponía el señor 
miembro informante en minoría. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— 
prorrogue! 


¡Qué se 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Se va a votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cuatro en cuarenta y seis: 
Afirmativa. 


Antes de habilitar al señor Diputado Ibarra a 
que continúe haciendo uso de la palabra, la 
Mesa desea saludar a los alumnos de la Escuela 
N? 123 de Los Cerrillos, que nos están visitando. 

Puede continuar el miembro informante en 
minoría, señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Continúo con el tema de 
la JUNAE. 

Quiero señalar que el Poder Ejecutivo no 
remitió ningún artículo al respecto, a pesar de 
que el señor Ministro, contador Alvaro Alonso, 
planteó en Comisión que se había manejado la 
posibilidad de lograr US$ 400.000 mensuales, es 
decir, US$ 4:800.000 anuales para atender 
adecuadamente a la JUNAE. No fue así, y 
consideramos que es un error. A último 
momento, el Partido Nacional presentó un 
aditivo para solventar a la JUNAE por una cifra 
de US$ 2:400.000, lo cual me parece bien, 
aunque se trata de una suma absolutamente 
insuficiente -significa el 50% de lo planteado-, 
pero por lo menos es algo. Inclusive, posterior- 
mente, en esas negociaciones que no conoce- 
mos, se bajó esa cifra a la mitad, es decir, a 
US$ 1:200.000, lo que es más insuficiente aún. 
Por lo tanto, a través de aditivos presentados 
a la Mesa planteamos que se considere la suma 
que presenta el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, de aproximadamente 
US$ 400.000 mensuales. 

En cuanto a los salarios, el artículo 10 
presentado por el Poder Ejecutivo establece 
determinados aumentos para los docentes, los 
policías y los militares. Nosotros agregamos que 
también se incluya a los funcionarios de Salud 
Pública, cuyos salarios están muy por debajo de 
los de otros Incisos, pero no fue votado en 
Comisión. También planteamos la necesidad de 
fijar aumentos importantes para los trabajadores 
y docentes de la Universidad de la República. 
El señor Presidente de la República ha com- 
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parado los sueldos y ha dicho con mucho 
énfasis que es necesario aumentar los de la 
Universidad de la República; sin embargo, en la 
Comisión, los legisladores del Partido Colorado 
y los del Partido Nacional no votaron ese 
presupuesto. No comprendemos esas contradic- 
ciones cuando tenemos un discurso nada menos 
que del señor Presidente de la República; lo 
menos que podemos pedir es que se actúe en 
forma coherente. Hasta el momento no ha sido 
así con el presupuesto de la Universidad de la 
República. 

Tampoco se ha cumplido con el compromiso 
programático del 9 de noviembre del año 
pasado, en el que se establecía que en el Plan 
Quinquenal -tengo aquí el documento publicado 
en el semanario "Búsqueda" el 11 de noviembre 
de 1999; no lo estoy inventando- se mejorarían 
las remuneraciones y prestaciones de los 
funcionarios públicos, etcétera. Esto no figura en 
este proyecto de ley. Una vez más no se cumple 
con lo que se firma por parte del Directorio del 
Partido Nacional y del hoy Presidente de la 
República, doctor Jorge Batlle. Y esto no es 
conveniente para el país. 

Ya me he referido, en términos generales, a 
la ANEP y a la Universidad de la República. 

Nos duele que no se tenga en cuenta el 
presupuesto presentado por el INAME. Conoce- 
mos la sensibilidad que tienen los uruguayos 
frente a la problemática de los jóvenes y de los 
niños, fundamentalmente de los que se encuen- 
tran en situación de calle. El INAME planteó un 
presupuesto para tratar de paliar y solucionar 
esa problemática. Sin embargo, la coalición de 
gobierno votó en forma negativa en conjunto, en 
bloque, el presupuesto del INAME, Creo que hay 
que ser más sensible, sobre todo cuando se 
plantea por parte de dirigentes políticos que hay 
preocupación por lo que está sucediendo con la 
juventud y con tos niños en situación de calle, 
que están por debajo de la línea de pobreza, 
y que eso se va a demostrar en los hechos a 
través de los recursos. 

En lo que refiere a las empresas públicas, 
concretamente a ANTEL, a último momento 
-creo que a la hora 3 y 15 de la madrugada del 
viernes próximo pasado; el señor Diputado 
Ponce de León anotó la hora en el aditivo- se 
presentó una nueva modificación a su Carta 
Orgánica. Estamos convencidos de que no es 
conveniente comenzar a privatizar ANTEL a 
través de ANCEL, más allá de la fórmula a la 
que llegaron el Partido Colorado y el Partido 
Nacional. No concebimos violentar el dictamen 


214 


del soberano de 1992 que refería justamente a 
ANTEL y no a otros organismos. No concebi- 
mos, no podemos entenderlo, que se pueda 
vender una empresa que pertenece al Estado, 
que es patrimonio de todos los uruguayos, de 
los 3:200.000 ciudadanos, si está dando ganan- 
cias -en el caso de ANTEL, según su memoria 
y balance de 1999, los ingresos por ventas 
fueron de US$ 742:000.000 y su utilidad de 
US$ 202:000.000; aportó a Rentas Generales 
US$ 145:000.000; ANCEL tuvo en 1999 un 
ingreso de US$ 100:000.000 y una utilidad de 
US$ 40:000.000 y en lo que va al 30 de junio 
del año 2000, desde el punto de vista de 
acumulados, alcanzó los US$ 62:000.000- que 
podrían ser invertidas en determinadas áreas 
sociales sumamente sensibles. No comprende- 
mos esta situación y no la aceptamos. 

Además, señor Presidente, una vez más los 
discursos no coinciden con la realidad. El doctor 
Luis Alberto Lacalle, cuando habla con el doctor 
Jorge Batlle, plantea: “Bueno, vamos a privatizar 
ANTEL, o sea, ANCEL. Vamos a privatizarla; de 
repente percibimos US$ 300:000.000 y se los 
damos al Banco de la República Oriental del 
Uruguay”. Eso desapareció; desapareció. En su 
lugar figura una frase absolutamente ambigua 
por la que se establece que el producido será 
destinado a la economía nacional. Más ambigua, 
imposible; podrá ser destinado para contratos de 
obra, para hacer una nueva represa, para 
solucionar determinados problemas sociales o, 
bueno, para cualquier otro destino. Entonces, 
esas ambigúedades, esos discursos que luego 
no se cumplen, es lo que no comprendemos y 
lo que en definitiva lleva al descreimiento en el 
sistema político uruguayo en el seno de la 
población. 

¡Ni hablar de ANCAP! Ahora se dice: "No, no 
importa; son US$ 40:000.000 anuales". Se 
desmonopoliza, pero además el Poder Ejecutivo 
remite un artículo estableciendo que el Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas ya no tiene 
por qué comprar el asfalto y sus derivados a 
ANCAP; puede hacerlo a Japón, a China, a 
Argentina o a Brasil. ¿Y eso qué significa? 
Significa fundir una parte de ANCAP, que 
únicamente vendiendo al Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas recibe un monto aproximado 
de US$ 40:000.000 anuales; a él debe agregarse 
lo que vende por productos de asfalto a las 
empresas públicas, a las diecinueve Intenden- 
cias Municipales y a empresas privadas. 

Este Presupuesto encierra este tipo de cosas: 
desmonopolizaciones o, en definitiva, pérdida 
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del patrimonio de los uruguayos, lo cual de 
ninguna manera compartimos. No tengo tiempo 
de referirme en profundidad a los Gobiernos 
Departamentales, por lo que simplemente voy a 
decir que apoyamos "in totum" el planteo 
realizado por el Congreso Nacional de 
Intendentes, que solicita US$ 220:000.000. Y 
rechazamos categóricamente, con mucha fuer- 
za, Una vez más, la discriminación que se hace 
con la Intendencia Municipal de Montevideo. 

Hemos presentado macropropuestas que, 
como dije, las tiene sobre su mesa el señor 
Presidente de la República -espero que no las 
haya puesto en el cajón, como lo hizo el doctor 
Julio María Sanguinetti-, referidas a la Agenda 
Social de Emergencia y al Plan de Reactivación 
que elaborara el Frente Amplio-Encuentro Pro- 
gresista. Son ideas, son propuestas y estamos 
dispuestos a discutirlas. Sin embargo, hasta el 
momento no hemos tenido oportunidad de 
hacerlo, ni con el señor Presidente de la 
República, ni con el señor Ministro de Economía 
y Finanzas, ni con los señores integrantes de 
esta Cámara o, al menos, con quienes forman 
parte de la Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda. No hemos tenido oportu- 
nidad de considerar ni una sola de estas 
propuestas que hemos planteado. Por lo tanto, 
¿de qué diálogo hablamos? ¿Qué tipo de 
diálogo es éste? 

También hemos realizado varias propuestas 
referidas al tema presupuestal que tienen que 
ver con aspectos escalafonarios, salariales, con 
la tabla de sueldos que plantean los funcionarios 
públicos, con los funcionarios de Salud Pública, 
con la situación de la banca oficial, con la 
JUNAE, con el Poder Judicial, con proyectos de 
saneamiento y con Salto Grande en el sentido 
de crear un fondo para favorecer a las 
poblaciones de Artigas, Salto, Paysandú y Río 
Negro. Hemos presentado ciento cincuenta 
propuestas aditivas y sustitutivas a las que, 
lamentablemente, la coalición de gobierno no 
prestó mucha atención. Estaba cerrada a cal y 
canto y lo único que podía prosperar eran los 
acuerdos entre ambos partidos tradicionales; 
nada más. 

Reitero que según nuestra opinión este 
proyecto de Presupuesto continúa la línea 
económica de los anteriores gobiernos; no 
contiene ningún tipo de novedades ni de ingenio. 
Continúa siendo sumamente restrictivo y no 
apuesta a la inversión pública ni al incentivo de 
la producción y el trabajo que precisan los 
uruguayos. Estoy diciendo que más que ante un 
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Presupuesto de guerra, tal como expresaron el 
señor Presidente de la República y el señor 
Ministro contador Bensión, estamos ante un 
Presupuesto de posguerra; es como si el país 
hubiera sido devastado. Por lo tanto, no es lo 
que los uruguayos necesitan en este momento. 

Pero además, y lamentablemente, no se 
tienen en cuenta las reservas y la energía que 
todos los uruguayos tenemos, que nos hacen 
capaces -y lo hemos demostrado- de revertir las 
más adversas situaciones si se nos da la 
oportunidad. Este Presupuesto no da oportuni- 
dad a la gente; este Presupuesto no da 
oportunidad a incrementar el empleo; este 
Presupuesto no da oportunidad, en definitiva, de 
revertir la situación de la producción, de la 
industria y del comercio. Este Presupuesto es 
un Presupuesto quieto, congelado; un Presu- 
puesto que no innova, que no modifica, ni 
siquiera, el sistema tributario, que debe ser 
modificado rápidamente. 

Terminando mi exposición, digo que nosotros, 
responsablemente, hemos presentado ciento 
cincuenta artículos entre aditivos y sustitutivos 
y, recientemente, dos propuestas que fueron 
dadas a conocer a la opinión pública y al señor 
Presidente de la República. Nos duele -lo digo 
con respeto y con firmeza- que en la campaña 
electoral, una vez más, se haya engañado al 
electorado; el 9 de noviembre se firma el 
documento que mostré recién, que como fuerza 
política podemos avalar en un 80% o en un 90%; 
se hace público este acuerdo con vistas a la 
campaña electoral y cuando llega el momento 
de cumplirlo en tunción de los compromisos 
asumidos, no se cumple; eso es malo porque 
se engaña a los uruguayos, y lo es también 
porque de alguna forma debilita el sistema 
democrático de nuestro país. 

Por todas esas razones, vamos a votar en 
forma negativa el pase a la discusión particular 
de este proyecto de Presupuesto. 


(¡Muy bien! Apoyado) 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa va a conceder la palabra al señor 
Diputado Díaz, no sin antes solicitar a la Cámara 
que se evite que la discusión del día de hoy se 
transforme en una sucesión de respuestas a 
alusiones, porque nos espera una larga jornada 
de trabajo. Por lo tanto, pide su colaboración 
pues todos sabemos que existen antecedentes 
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suficientes que demuestran en qué puede 
terminar todo esto. 

Para contestar una alusión, tiene la palabra 
el señor Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: en primer 
lugar, creo que debe ser un tema de reflexión 
si desde el punto de vista parlamentario la 
Cámara se va a manejar o no como lo ha hecho 
el señor Diputado Ibarra. Entiendo que si 
venimos a aquí a establecer un diálogo de 
sordos en el cual cada uno dice lo que debe 
expresar en el tiempo de que dispone y no se 
conceden interrupciones, la Cámara no cumple 
con su verdadera función parlamentaria. 

Reconozco que el tema es extenso, que el 
tiempo es limitado y que el nuevo Reglamento 
nos crea dificultades, pero no puede ser que 
durante una hora se estén haciendo constantes 
alusiones de carácter político a determinadas 
colectividades y no se conceda una sola 
interrupción. Entiendo que debemos encontrar 
un término medio que nos permita manejarnos 
en forma correcta desde el punto de vista 
parlamentario. Con esto no quiero decir que 
concedamos interrupciones y luego nos quede- 
mos sin tiempo, pero cuando desde el inicio 
hasta el final de un discurso se hacen alusiones 
políticas graves y ataques políticos graves, nos 
parece que un mínimo de lealtad y de buena 
relación a nivel parlamentario exigiría conceder 
por lo menos una interrupción. 

Ahora nos vemos limitados a cinco minutos 
durante los cuales es muy poco lo que podemos 
decir, y queremos apuntar solamente dos cosas. 

Aquí se ha dicho que no ha habido 
colaboración en materia de información por 
parte del Poder Ejecutivo y de los señores 
Ministros. ¡Todo lo contrario! No ha habido un 
solo Ministro del Poder Ejecutivo, no ha habido 
un solo jerarca de la Administración -y pongo 
por testigos a todos los miembros del Encuentro 
Progresista que integran la Comisión- que no se 
haya allanado a concurrir al seno de la Comisión 
cuantas veces se le haya requerido, que no haya 
buscado las soluciones para hacerse presente 
y que no haya dicho: "Tal día no puedo, pero 
estoy a las Órdenes en esta otra oportunidad", 
buscando la posibilidad de asistir. 

Durante el desarrollo del tratamiento del 
proyecto en Comisión, hubo un solo jerarca que 
dijo: *Me tengo que ir", hizo acusaciones 
políticas, se refirió a un artículo que no se 
estaba tratando en ese momento, se retiró de 
Sala y nunca más volvió a la Comisión, y fue 
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el Intendente Municipal de Montevideo, arquitec- 
to Mariano Arana. Pero esas actitudes de 
soberbia sólo se registraron en esa oportunidad. 
No hubo un solo jerarca del Poder Ejecutivo que 
en razón de tener que retirarse no planteara si 
se podía votar un intermedio, diciendo: “Yo 
vuelvo", como sucedió en el caso del señor 
Ministro Stirling y en otros. 

En segundo término, se insiste a propósito de 
los recursos que se destinan al Ministerio de 
Defensa Nacional y, por ejemplo, al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería. Nada tan falto 
de realidad como tener en cuenta el volumen de 
esos recursos para considerar la importancia 
que el gobierno o el Estado brindan a una 
actividad u otra. En el primer caso mencionado, 
el Estado gestiona la defensa nacional 
integralmente; no sólo fija la política, sino que 
ejecuta la política de defensa nacional y gasta 
esos recursos. A su vez, en el caso del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería -por 
poner un ejemplo-, lo que hace la Cartera es 
fijar las políticas y los lineamientos gubernamen- 
tales en materia de industria, pero el Estado no 
ejecuta la actividad industrial que se desarrolla 
en el país. Pero, además, ni siquiera ejecuta las 
acciones que el gobierno o el Estado como tal 
desarrollan en materia de industria. De otro 
modo, agreguemos a los recursos del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería lo que gastan 
UTE, ANCAFP y los Entes industriales del Estado, 
porque eso también es industria. Entonces, 
estaremos viendo que a nivel del Estado se 
dedican recursos a la actividad industrial por 
una suma quince o veinte veces mayor de la que 
se gasta en el Ministerio de Defensa Nacional. 

Entonces, ¿a cuento de qué viene esta 
cuestión? ¿Qué tiene que ver esa comparación 
de lo que no es comparable, aparte de reflejar 
una actitud y una posición que puede resultar 
muy bien desde el punto de vista propagandís- 
tico pero que no responde a la realidad del país? 

¿Qué tiene que ver que se compare una 
actividad en la cual el Estado fija la política, la 
desarrolla y la ejecuta y, por lo tanto, tiene todo 
el gasto que se hace -como en el caso concreto 
del Ministerio de Defensa Nacional-, con la 
actividad que se desarrolla en el campo 
agropecuario con la agronomía y la agricultura, 
o en el campo industrial con la industria? 
Absolutamente nada que ver. 

Entonces, digamos que el Estado, en materia 
de desarrollo agropecuario, tiene al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, así como a una 
serie de organismos que son personas públicas 
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no estatales, tiene todo lo que invierte el Banco 
de la República, etcétera, y ésa sí que es una 
comparación razonable. 

Señor Presidente: lo que quiero señalar es 
que con esta práctica parlamentaria concluire- 
mos en que el Parlamento terminará en un 
diálogo de sordos, donde cada cual vendrá a 
decir lo que debe manifestar durante el tiempo 
de que dispone, pero no tendremos la posibi- 
lidad de cumplir con una de sus funciones, como 
es la de cotejar ideas, razonar o enfrentar 
nuestras ideas públicamente. Si no tenemos el 
mecanismo de la interrupción, de alguna manera 
estamos cercenando nuestras propias faculta- 
des. Y advierto que no es una crítica personal 
hacia el señor Diputado Ibarra, que es un 
hombre equilibrado con quien hemos trabajado 
correctamente; en realidad, no es una crítica a 
nadie porque también hay legisladores de mi 
partido que muchas veces no conceden interrup- 
ciones. 

Simplemente digo que de esta forma estamos 
cercenando las posibilidades legislativas, y que 
deberíamos modificar el Reglamento o bien 
llegar a alguna solución que posibilite que 
cuando se hacen alusiones a una colectividad 
política en el transcurso de la parte oratoria, se 
conceda por lo menos una interrupción. 


SEÑOR IBARRA.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
La Mesa aclara que dio al señor Diputado Díaz 
la posibilidad de contestar una alusión y seguirá 
actuando en ese sentido. Simplemente, pide 
colaboración porque será en beneficio de todos. 

Tiene la palabra el señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: quiero 
realizar algunos comentarios. 

En primer lugar, debo decir que quizás el 
señor Diputado Díaz no me ha entendido bien. 
Yo no hablé de los Ministros. Por supuesto, 
todos los Ministros concurrieron y cuando no 
pudieron hacerlo, asistió el Subsecretario de la 
Cartera. No hablé de los Ministros, de ningún 
partido político. En realidad, hice mención a los 
pedidos de informes que hemos formulado y cité 
el tema de los recursos que se lograrían por la 
aplicación del monotributo, como un ejemplo; 
pero hay otros, muchos más. Y esa información 
no vino; a cada momento pregunto a la 
Secretaría o a la Presidencia del Cuerpo, pero 
no ha llegado. Sin embargo, se votan una serie 
de artículos en los que se plantea la creación 
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de nuevos impuestos a las actividades comer- 
ciales en la vía pública, sin que contemos con 
la información. Cuestioné concretamente la falta 
de información de la Contaduría General de la 
Nación, de los funcionarios del Ministerio de 
Economía y Finanzas y de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto -no tengo claro a 
cuál de ellos corresponde-, y eso es una 
realidad. 

En segundo término, en cuanto al tema de 
los Ministerios de Defensa Nacional, de Indus- 
tria, Energía y Minería y de Turismo, digo que 
ha llegado el momento -ésa es mi opinión- de 
comenzar a traspasar recursos del Ministerio de 
Defensa Nacional, sin que ello signifique 
desocupación o algo por el estilo. Debemos ver 
si podemos meternos en el inciso 03 "Ministerio 
de Defensa Nacional", lo que resulta sumamente 
difícil más allá de las informaciones que 
recibimos. Además, considero que no podemos 
dejar de lado al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, ni al Ministerio de Turismo, que se 
ocupa de la industria sin chimeneas a la que 
apuesta el país, pero que prácticamente no 
recibe recursos; creo que el articulado de ese 
Inciso contiene nada más que cuatro o cinco 
artículos. 

Por último, quiero realizar un comentario con 
respecto al diálogo de sordos a que hacía 
referencia el señor Diputado Díaz. 

Yo pregunto: ¿de qué diálogo de sordos está 
hablando? Está bien; aquí contamos con una 
hora para realizar nuestra exposición y, en 
nuestra calidad de miembros informantes, tene- 
mos la responsabilidad de brindar un panorama 
general -que luego completarán los compañeros- 
acerca de la posición de nuestra fuerza política. 
Se trata de una responsabilidad política; es 
cierto que una hora no alcanza para realizar la 
exposición, por lo que hemos tratado de 
acortarla, y no es nuestro estilo no conceder 
interrupciones. 

Pero ¿de qué diálogo de sordos me habla? 
Nosotros hemos presentado ciento cincuenta 
aditivos y sustitutivos; en su momento, presen- 
tamos propuestas sobre el tema rural, sobre el 
tema del empleo y, recientemente, hicimos 
nuestro aporte sobre una agenda social de 
emergencia -ya nadie niega que en el país 
existe una emergencia-, planteando también 
medidas tendientes a la reactivación productiva. 
Quiere decir que hemos efectuado una enorme 
cantidad de propuestas. Entonces, ¿quién puede 
hablar más que nosotros de un diálogo de 
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sordos? A nosotros no se nos escucha, no se 
nos da oportunidad, no se permite que nuestra 
fuerza política lleve a cabo sus ideas a través 
de sus propuestas. Si no se actuara con tanto 
sectarismo por parte de la coalición de gobierno, 
si simplemente se dispusieran a analizar cada 
una de esas propuestas que hemos realizado, 
¿quién puede dudar que tal vez el 10% de ellas 
podría ser tenido en cuenta? Sin embargo, aquí 
hay una actitud política de la coalición de 
gobierno, en el sentido de que lo que diga el 
Encuentro Progresista-Frente Amplio está veta- 
do. Antes de leerse, está vetado, y eso es malo, 
señor Presidente. 

Por lo tanto, creo que el diálogo de sordos 
lo sufrimos fundamentalmente nosotros y no los 
otros legisladores. 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros). — 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: con res- 
pecto al tema de las interrupciones, tal vez en 
otra oportunidad se pueda buscar una solución 
desde el punto de vista reglamentario. 

Concretamente, en lo que tiene que ver con 
el Ministerio de Defensa Nacional, lo que se ha 
estado haciendo desde 1985 hasta la fecha es, 
precisamente, disminuir el presupuesto de este 
Inciso casi en un 50% en términos reales, y 
destinar ese ahorro a otras oficinas públicas. 

En el gobierno anterior, el gasto efectivo del 
Ministerio de Defensa Nacional empezó en 
US$ 350:000.000 y terminó en US$ 355:000.000; 
ANEP, en cambio, empezó en US$ 335:000.000 
y terminó en una cifra por encima de los 
US$ 460:000.000. Se dice que hay que empezar 
con el Ministerio de Defensa Nacional, pero 
hace rato que empezamos. Hace quince años 
que los diferentes gobiernos han llevado una 
política en ese sentido, pero de ahí a desman- 
telar el Ministerio de Defensa Nacional o a que 
el país no tenga Fuerzas Armadas, ¡eso sí que 
no! 


(Interrupción del señor Representante Ibarra) 


— Y seguir bajando bruscamente el gasto 
público en materia de defensa nacional -no digo 
que alguien lo haya planteado, señor Diputado- 
lleva inexorablemente a eso, 


218 


Licencias 
Integración de la Cámara 


7. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Dése cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


De la señora Representante Raquel Barreiro, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N? 16.465, por el día 
17 de octubre de 2000, convocándose a la 
suplente correspondiente siguiente, señora Ele- 
na Ponte. 


Del señor Representante Daniel Díaz Maynard, 
en misión oficial, literal B) del artículo único de 
la Ley N2 16.465, por el período comprendido 
entre los días 25 y 29 de octubre de 2000, 
convocándose al suplente correspondiente si- 
guiente, señor José Luis Veiga. 


Del señor Representante Félix Laviña, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N?* 16.465, por el día 19 de 
octubre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Diego Martínez. 


Del señor Representante José Carlos Mahía, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el día 
17 de octubre de 2000, y en virtud de 
obligaciones notorias cuyo cumplimiento resulta 
inherente a su representación política, literal C) 
del artículo único de la Ley N* 16.465, para 
participar como invitado de la reunión que 
celebrará la Junta Departamental de Treinta y 
Tres, por el 18 de octubre de 2000, convocán- 
dose a la suplente correspondiente siguiente, 
señora Gabriela Garrido". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete en cincuenta y ocho: 
Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
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dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 11 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Diputados, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por intermedio de la presente solicito al 
Cuerpo se me otorgue licencia por razones 
personales, el día martes 17 de octubre. 


Saluda a usted atentamente. 


Raque! Barreiro 
Representante por Montevideo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Raquel Barreiro. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el día 17 de octubre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 17 de octubre de 2000, a la señora 


Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Raquel Barreiro. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 17 
de octubre de 2000, a la suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 2121 
del Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora Elena Ponte. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 
Oscar Magurno, Guillermo 


Alvarez, José María 
Mieres”. 


Martes 17 de octubre de 2000 


"Montevideo, 10 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Habiendo sido convocado para presentar 
informe a la reunión de la Junta Directiva del 
Parlamento Latinoamericano que se realizará en 
la ciudad de Mérida, México, solicito al Cuerpo 
que Ud. preside licencia desde el 25 al 29 de 
octubre de 2000, se declare mi viaje como 
misión oficial y se convoque al suplente 
respectivo. Adjunto copia de la convocatoria 
recibida. 


Asimismo, solicito licencia por motivos perso- 
nales desde el 30 de octubre al 8 de noviembre 
de 2000 y que se convoque al suplente 
respectivo. 


Lo saludo atentamente. 


Daniel Díaz Maynard 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Daniel 
Díaz Maynard, para asistir a la reunión de la 
Junta Directiva del Parlamento Latinoamericano 
(PARLATINO), a realizarse en la ciudad de 
Mérida, México. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 25 y 29 de octubre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el literal 
B) del artículo único de la Ley N* 16.465, de 
14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Daniel Díaz 
Maynard, por el período comprendido entre los 
días 25 y 29 de octubre de 2000, para asistir 
a la reunión de la Junta Directiva del Parlamento 
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Latinoamericano (PARLATINO), a realizarse en 
la ciudad de Mérida, México. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 738 del Lema Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor José Luis 
Veiga. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a 
efectos de solicitar licencia por motivos perso- 
nales, al amparo de lo establecido en la Ley 
N2 16.465, por el día jueves 19 de octubre, 
convocando a mi suplente respectivo. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Félix Laviña 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Félix Laviña. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el día 19 de octubre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N? 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 19 de octubre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Félix Laviña. 
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2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el día 19 de 
octubre de 2000, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 15 del Lema 
Partido Colorado, señor Diego Martínez. 


Sala de la Comisión, 19 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


"Montevideo, 17 de octubre de 2000, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Por la presente, solicito a Ud., por motivos 
personales, licencia reglamentaria el día 17 de 
octubre y por motivos inherentes al cargo el día 
18 del corriente. 


Sin otro particular, saluda a usted atte. 


José Carlos Mahía 
Representante por Canelones”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: Las solicitudes de licencia por 
motivos personales y en virtud de obligaciones 
notorias cuyo cumplimiento resulta inherente a 
su representación política, para participar de la 
reunión con las tres bancadas representadas en 
la Junta del departamento de Treinta y Tres, del 
señor Representante por el departamento de 
Canelones, José Carlos Mahía. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por motivos personales por el día 17 de 
octubre de 2000, y por el día 18 de octubre de 
2000 en virtud de obligaciones notorias cuyo 
cumplimiento resulta inherente a su representa- 
ción política, para cumplir con la invitación 
recibida. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el inciso 
tercero y por el literal C) del artículo único de 
la Ley N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 
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RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 17 de octubre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Canelo- 
nes, José Carlos Mahfa, y por el día 18 de 
octubre de 2000, en virtud de obligaciones 
notorias cuyo cumplimiento resulta inherente a 
su representación política, para participar de la 
reunión con las tres bancadas representadas en 
la Junta Departamental del departamento de 
Treinta y Tres. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, a la suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2121 del 
Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora Gabriela Garrido. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


8.- Presupuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 


(Aprobación) 


— Continúa 
debate. 
Tiene la palabra el señor Diputado Penadés. 


la consideración del asunto en 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: el 
último domingo de noviembre del año pasado, 
Uruguay comenzaba a vivir un proceso desco- 
nocido, por sus características particulares, en 
cuanto a la elección del Presidente de la 
República. Por primera vez en la historia del 
país, luego de reformada la Constitución de 
1830, accedía a la Presidencia de la República 
un ciudadano electo bajo ningún lema político- 
partidario. Aunque parezca un contrasentido 
decir "bajo ningún lema", era así: el doctor Jorge 
Batlle y, de igual modo, el doctor Tabaré 
Vázquez comparecían a las elecciones del 
último domingo de noviembre como ciudadanos, 
ya despojados de su condición de colorados o 
frenteamplistas, para hacerlo en su calidad de 
orientales. 

Eso comenzaba a viabilizar, también, como 
consecuencia anterior a dicha fecha, lo que 
todos sabíamos que iba a ocurrir una vez que 
las urnas dictaminaran, el 31 de octubre, 
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quiénes eran los candidatos que habrían de 
comparecer al balotaje. En ese momento, el 
Partido Nacional supo que en esa oportunidad 
no le tocaría dirimir con ninguno de sus 
contrincantes la posibilidad de acceder a la 
Presidencia de la República, pero sí convertirse 
en el fiel, en el elemento que balancearía hacia 
uno u otro lado la decisión de quién sería 
Presidente de la República. Y eso no era una 
cuestión menor ni pequeña, ni tenía que ser 
entendido, simplemente, como un episodio en el 
cual de manera ligera se pudiera dar el "okey" 
para apoyar a alguno de los candidatos 
comparecientes, sin lograr antes acuerdos 
programáticos que condicionaran lo que en 
definitiva los blancos terminasen por hacer. 

Así se comenzó, entonces, un proceso de 
elaboración acabado, seguro, profundo, serio, 
de las condiciones que al Partido Nacional le 
parecían primordiales e imprescindibles para 
lograr un acuerdo con quien a la postre 
terminaríamos apoyando: el doctor Jorge Baille 
Ibáñez. 

Y, entonces, ese documento del Y de 
noviembre se convertiría, en definitiva, en la 
piedra fundamental, el basamento por el que se 
comenzaría a construir una nueva estructura en 
el relacionamiento político-partidario del Uru- 
guay moderno. 

Queda claro que el apoyo era al ciudadano 
Jorge Batlle -proveniente del histórico partido 
contrincante y adversario, pero, a su vez, 
compañero de ruta del Partido Nacional-, con 
quien nos comprometíamos a través de una 
serie de cláusulas que nos parecía imprescin- 
dible llevar adelante. 

El acuerdo al que hacemos referencia -y al 
que se hará referencia, no solamente por 
nosotros, sino por otros muchísimos legisladores 
y ciudadanos- fue elaborado con la tranquilidad 
de saber que refleja las condiciones primarias 
básicas y, a su vez, el compromiso que el 
ciudadano Jorge Batlle -detrás de él, su Partido 
político- y el Partido Nacional asumían con toda 
la ciudadanía. 

Ese acuerdo posibilitó, entonces, que en 
masa el Partido Blanco, el Partido Nacional, 
volcara la elección para que el doctor Jorge 
Batlle fuese Presidente de la República. 

No es un dato menor esta introducción que 
hago a mi intervención, señor Presidente, 
porque ese documento y esa decisión de 
integrar el Gabinete no son producto de la 
casualidad ni de un acuerdo político cortoplacista 
ni menor, sino de saber que tenemos sobre 
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nuestras espaldas una responsabilidad que 
quizá ni siquiera el señor Presidente de la 
República todavía haya terminado de entender, 
pero que le cabe a él y a nosotros. Es 
Presidente de la República porque el Partido 
Nacional lo apoyó; es Presidente de la Repú- 
blica porque existe un acuerdo -celebrado el 9 
de noviembre- que él y el Partido Nacional 
cumplirán en el correr del quinquenio ante la 
ciudadanía. 

Me parece prematuro hoy comenzar a pasar 
raya y a hacer un balance sobre un acuerdo que 
fue firmado hace más de nueve meses -el 
próximo mes hará un año- y señalar lo que no 
se ha cumplido o lo que sí se ha cumplido, sin 
cometer el pecado de la imprudencia, de la 
temeridad, de la irresponsabilidad o de la 
mentira. 

Es así, entonces, que el Partido Nacional y 
el doctor Batlle han signado un compromiso ante 
la ciudadanía. Hoy, en esta importante instancia 
de la vida gubernativa, el Partido Nacional 
reafirma nuevamente que en el correr del 
quinquenio y, en la medida en que se pueda 
realizar, va a hacer cumplir todo lo establecido 
en el documento que refleja ese compromiso. 

Se conforma el gobierno y cinco Ministros de 
nuestra colectividad lo integran. En cuanto a la 
elaboración de la iniciativa presupuestal que 
estamos empezando a tratar en la mañana de 
hoy, debemos manifestar que el Partido Nacio- 
nal solamente participó en lo referido a los 
incisos en Jos que tiene responsabilidad. 
Reitero: participamos en la elaboración de los 
presupuestos de los Ministerios que tienen al 
Partido Nacional como responsable. 

Este dato es importante por varios motivos. 
En el momento en que el Poder Ejecutivo remitió 
el proyecto al Parlamento -las normas de 
carácter general, las normas de carácter tribu- 
tario, las normas de endeudamiento, los proyec- 
tos de presupuestos de los organismos del 
artículo 220 de la Constitución y los que 
enviaron los señores Ministros de otros incisos, 
que no son los que tienen a su frente a 
integrantes del Partido Nacional-, sin un previo 
análisis del Consejo de Ministros, trasladó la 
responsabilidad de la negociación y de la 
definitiva elaboración de la iniciativa presupuestal 
al Parlamento. Dentro del Poder Ejecutivo, el 
Consejo de Ministros es la institución cuyo 
funcionamiento reclamamos como imprescindi- 
ble para llevar adelante un gobierno de coalición 
en el que se pueda opinar y decidir entre todos. 
Pero éste no fue el camino elegido; por el 
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contrario -aunque muy respetable también-, se 
optó por incluir todo dentro del proyecto de 
Presupuesto, negociando en el Ministerio de 
Economía y Finanzas lo que correspondía a 
cada Inciso, para luego remitirlo al Parlamento. 
En esas circunstancias, era obvio que el Partido 
Nacional se sentiría en el ámbito parlamentario 
con la libertad de opinar, de insistir, de modificar 
y de no compartir -como lo hizo en estos 
cuarenta y tanto días de tratamiento del 
proyecto en la Comisión respectiva de la 
Cámara de Diputados y como lo hará en el 
Senado- algunos aspectos de la iniciativa, pues 
sabía que lo que venía del Poder Ejecutivo era 
responsabilidad pura, en su confección, armado 
y lineamiento, del señor Presidente de la 
República, que estaba en su total derecho de 
remitirlo al Parlamento. 

Esta no es una constancia menor, entre otras 
cosas, debido a que muchas de las negociacio- 
nes realizadas con éxito en la Cámara de 
Diputados se habrían podido evitar si el Poder 
Ejecutivo hubiera funcionado del modo que nos 
gustaría, es decir, con un Consejo de Ministros 
que tuviese el tiempo suficiente para hacer el 
análisis acabado de una gestión gubernativa, 
que nos compromete a todos. Insisto: la gestión 
gubernativa que encabeza el doctor Jorge Batlle 
nos compromete a todos; y al decir “a todos", 
me refiero también al Partido Nacional. 

Es así que en la elaboración del Presupuesto, 
que implica la construcción de las grandes hojas 
de ruta por donde el gobierno pretende transitar 
en el próximo quinquenio, se reflejan dos o tres 
condiciones que vale la pena resaltar en la 
mañana de hoy. 

Es innegable la difícil situación que heredó 
el gobierno; es innegable el déficit heredado; 
son innegables las condiciones adversas, tanto 
nacionales como internacionales, que ha debido 
enfrentar el gobierno. Las responsabilidades 
sobre éstas tueron marcadas por el Partido 
Nacional en la oportunidad en que se trató el 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal, ya aproba- 
do por el Parlamento. En ese momento, se dejó 
constancia de que, en nuestra opinión, se había 
perdido la oportunidad de hacer algo que evitara 
que en la actual Administración se concentrara 
la carga que tiene en este primer año. 

El actual proyecto de Presupuesto nos 
sorprende en muchas de sus áreas debido a la 
desprolijidad, y quizás ello se deba a que el 
Poder Ejecutivo no dispuso del tiempo suficiente 
para realizar un acabado análisis, entendiendo 
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el Presupuesto no como una sumatoria de 
cosas, sino como la elaboración de una obra que 
a la postre es mirada con la suficiente 
perspectiva de ejecución que un gobierno se fija 
para el período gubernativo. 

Entonces, lo primero que debemos presumir 
-y no sólo presumir, ya que se refleja en muchos 
artículos- es que este Presupuesto quinquenal 
deberá tener -y tendrá- modificaciones en las 
sucesivas Rendiciones de Cuentas de este 
período gubernativo. 

Es decir que aquella tradición del artículo 
único, impuesta durante el período pasado 
-acertada en cuanto al intento de no aumentar 
el gasto-, con seguridad no se podrá concretar 
en éste. Como consecuencia de esta afirmación, 
no se debe interpretar que del Parlamento las 
Rendiciones de Cuentas van a salir con aumento 
del gasto; por el contrario, en esas instancias 
deberemos analizar la marcha de la economía, 
así como también las correcciones e incorpora- 
ciones que no se han podido hacer a este 
Presupuesto debido a que, por responsabilidad, 
no se ha querido comprometer o perjudicar un 
año fiscal difícil y complejo. Al equipo econó- 
mico le queremos otorgar desde aquí una carta 
de crédito para que pueda llevar adelante el plan 
que piensa ejecutar en este quinquenio, cuyas 
bases están en el Presupuesto quinquenal que 
estamos tratando. 

En este año el déficit fiscal será, en el mejor 
de los casos, de US$ 598:000.000 y debemos 
asumir que para el próximo año se prevé que 
sea de US$ 420:000.000; para el año 2002, de 
US$ 368:000.000; para el año 2003, de 
US$ 337:000.000, y para el año 2004, de 
US$ 226:000.000. O sea que todos debemos 
observar con preocupación que en sus proyec- 
ciones el gobierno prevé no lograr el equilibrio 
fiscal en ninguno de los años de ejecución de 
su perfodo. Por supuesto, sabemos que esto se 
puede variar, que se deberá hacerlo y que, sin 
lugar a dudas, se hará. Esperamos lograr ese 
equilibrio fiscal tan ansiado -acompañado por 
una lucha antiintlacionaria iniciada en el gobier- 
no del Partido Nacional y seguida con acierto 
en el que encabezara el doctor Sanguinetti-, 
imprescindible para el desarrollo de nuestro 
país. Nosotros, los parlamentarios, también lo 
deberemos lograr, asumiendo nuestra responsa- 
bilidad, sabiendo que hay un compromiso que 
debemos cumplir. En ese sentido, el Partido 
Nacional insiste en que, una vez que el déficit 
llegue a niveles controlables, es indispensable 
que se inicie una disminución de la presión 
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fiscal, empezándose a estructurar un cronograma, 
una calendarización en la rebaja del impuesto 
a las rentas personales, así como también en 
los aportes patronales, para lograr una efectiva 
reactivación del empleo. 

Realmente, nos preocupa que caigamos en la 
tentación en la que se ha caído en el pasado, 
en el sentido de que en los años provechosos 
-cuyas bondades podemos y debemos aprove- 
char- no se realicen los cambios estructurales 
imprescindibles; en el pasado nos hemos 
perdido esas oportunidades. Tenemos que lograr 
el compromiso de que un mayor crecimiento del 
Producto Bruto Interno del país no debe ir 
acompañado con un aumento del gasto. Tene- 
mos que intentar por todos los medios lograr el 
crecimiento del Producto Bruto Interno; a ello se 
ha comprometido el equipo económico y cree- 
mos que puede y debe lograrlo. Pero no 
podemos caer en la tentación de que, a mayor 
crecimiento del Producto Bruto Interno, haya 
mayor aumento del gasto, porque terminamos en 
la noria de nunca acabar y luego de años de 
facilidades y de venturas siempre llegan años 
de complejidades y de desventuras. Tenemos 
que aprovechar los años que sin lugar a dudas 
vendrán, y somos optimistas en el sentido de 


lograr avances en esta materia. Debemos 
detener el gasto público -no aumentarlo- y 
comenzar con una rebaja del costo país, 


imprescindible y necesaria para el desarrollo de 
nuestra sociedad. 

El Partido Nacional se siente satisfecho por 
las incorporaciones que logró en el texto de este 
proyecto de Presupuesto. Habíamos priorizado 
tres temas. En primer lugar, señalamos el 
presupuesto de la ANEP como uno de los 
grandes temas a tratar y a solucionar, funda- 
mentalmente en lo relativo al salario de los 
docentes. 

En segundo término, habíamos priorizado el 
cumplimiento de lo establecido en los artículos 
incorporados en la Constitución en el momento 
de la reforma aprobada en el año 1996 con 
respecto a la descentralización. 

Por último -una vez más y sin tener nece- 
sidad de hacerlo-, el Partido Nacional, la fuerza 
positiva del sistema político nacional -tanto 
desde el gobierno como de la oposición-, logró 
plantear la reforma de la Carta Orgánica de 
ANTEL y la posibilidad de la enajenación del 
paquete accionario de ANCEL para generar 
divisas que se destinen a la inversión. 

Nuestra fuerza política ha sido la única que 
ha planteado algo creativo en este sentido. No 
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me atrevo a rotular de creativo el hecho de 
aumentar la deuda externa o de poner impuestos 
a los tabacos; no me atrevo a considerar que 
ser creativo sea pensar que la devaluación 
resulte el mejor camino a transitar por nuestra 
sociedad y nuestro país. Me atrevo a creer que 
el camino que debemos recorrer es el de la 
desmonopolización, el de la desregulación y el 
de la asociación de capitales privados a las 
empresas públicas para que éstas puedan 
subsistir. Voy a reservar mi opinión al respecto 
para cuando lleguemos a la consideración de la 
Sección VIII en lo que tiene que ver con las 
telecomunicaciones y los recursos. En el pasado 
nos hemos perdido oportunidades por no haber 
logrado acuerdos políticos -cediendo todos 
posiciones- que habrían permitido generar 
recursos y demostrar que es bueno que el 
Estado se asocie, que deje de tener monopolios 
y regulación en todo el sentido de la palabra, 
y que pueda crear una serie de procesos 
desregulatorios que, como consecuencia, gene- 
ren unidades reguladoras que controlen la 
competencia y que vayan en contra de los 
monopolios y oligopolios que tanto perjudican a 
la economía y a la sociedad. De esta forma, 
lograremos que estos objetivos se alcancen por 
el camino que comenzaremos a transitar cuando 
estas normas resulten aprobadas, 

Realmente, en materia tributaria, lo primero 
que debemos reclamar del gobierno es una 
mayor, mejor y eficaz fiscalización. ¿Por qué 
cuando aparece el tema de la aftosa y en 
nuestra frontera se moviliza el Ejército Nacional, 
los precios de todos los rubros -chacinados, 
pollos- suben inmediatamente por la demanda 
que se produce en el norte del país? ¿Por qué 
inmediatamente después de que se pone un 
poco más de énfasis en los controles se logra 
disminuir sensiblemente el contrabando e inme- 
diatamente se reactiva el mercado interno? ¿No 
ha llegado la hora de que asumamos con 
seriedad -no producto de que en la frontera de 
nuestro país hayan aparecido focos de aftosa- 
una política fiscalizadora mucho más eficiente 
que la que hemos estado llevando adelante? 
¿No ha llegado la hora de que nos demos 
cuenta de que no es creando más impuestos 
como se recauda más? Estamos absolutamente 
convencidos de que muchos de los impuestos 
que se pretende incorporar lo único que van a 
hacer es seguir manteniendo el nivel de 
recaudación, porque va a aumentar la evasión 
y lo que se elude por un lado se va a recaudar 
por otro. ¿No ha llegado la hora, entonces, de 
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que nos demos cuenta de que ahí está el quid 
de la cuestión? Debemos reconocer la valentía 
del gobierno al incluir entre las disposiciones 
tributarias un monotributo que exige un proceso 
de regularización del comercio informal, que 
lamentablemente se ha generalizado en nuestro 
país por la permisividad de autoridades nacio- 
nales y departamentales, que muchas veces no 
se sienten consustanciadas con la lucha contra 
el informalismo y la ilegalidad, que en definitiva 
constituye la defensa de los recursos que el 
Estado termina recaudando a través de los 
impuestos. 

Se han logrado beneficios impositivos para 
terminales extraportuarias, portuarias y zonas 
francas que -permítasenos anunciar- van a 
dinamizar el sector, generando más fuentes de 
trabajo en un área que tue revolucionada con 
la reforma portuaria implementada por el Partido 
Nacional en su gobierno de 1990 a 1994. 

Se ha conseguido establecer nuevos topes 
para el endeudamiento externo y se ha 
anunciado que el Partido Nacional está en 
condiciones de votarlos año a año. No queremos 
dar al gobierno carta blanca para el quinquenio; 
cada año el Parlamento tendrá en sus manos 
la misión -la primera, la que a nuestro criterio 
le da razón de ser- de fiscalizar la utilización 
de los recursos por parte del Poder Ejecutivo. 

En el área social hemos logrado mayor 
atención a los CAIF, el restablecimiento del 
Programa de Inversión Social -PRIS-, y en el 
Senado será aprobada la reinstalación del 
Programa Verano Solidario. También hemos 
podido asignar una partida para la fiscalización 
de guarderías por parte del Ministerio de 
Educación y Cultura y hemos propuesto la venta 
de propiedades en beneficio de la ANEP y del 
INAME. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Hemos conseguido una asistencia para el 
Comité Ejecutivo del Programa Nacional de 
Diabetes y hemos autorizado y viabilizado la 
reestructura del Ministerio de Salud Pública. 
Confiamos en lo que se pueda hacer en ese 
sentido y aspiramos a que el señor Ministro de 
Salud Pública pueda llevar adelante un progra- 
ma que permita lograr un mejor servicio para los 
usuarios y la dignificación del salario de los 
funcionarios de ese Inciso, tema que en algún 
momento deberá ser encarado. 

Hemos logrado establecer aumentos diferen- 
ciales para los policías, militares y docentes de 
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un 10% hasta un 50% por encima de los que 
otorgue el Poder Ejecutivo. También hemos 
conseguido la permanencia de los becarios y 
pasantes ya contratados y, porque somos 
responsables, hemos acordado una normativa 
que en el futuro permita regular este mecanis- 
mo. 

Hemos podido establecer una partida de 
US$ 1:200.000 anuales para el Fondo de 
Reconversión Laboral del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. 

También hemos logrado viviendas para poli- 
cías y que los fondos sociales de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía se consideren como de 
terceros, a fin de que sean respetados en el 
manejo por parte de la Administración Central. 

Hemos planteado la exoneración del IVA a los 
campos de recría autogestionados y a los 
grupos de productores rurales interesados en la 
utilización de tecnología. Hemos planteado la 
exoneración de la Contribución Inmobiliaria 
Rural, para las primeras 50 hectáreas equiva- 
lentes a Índice CONEAT 100, de los predios 
menores de 200 hectáreas equivalentes a Índice 
CONEAT 100. 

Lamentablemente, ha finalizado el tiempo de 
que dispongo; en realidad, necesitaría muchísi- 
mo más, pero como no quiero ser abusivo, voy 
a redondear algunos conceptos sobre los que 
seguiré insistiendo durante el tratamiento de 
este proyecto. 

Este no es el proyecto de Presupuesto del 
Partido Nacional, pero si éstas son las herra- 
mientas que necesita el gobierno que preside el 
doctor Jorge Batlle; el Partido Nacional se 
comprometió una vez más a proporcionárselas. 
Nosotros, desde el Poder Ejecutivo y desde 
aquí, cumpliremos con lo comprometido para el 
quinquenio y fiscalizaremos que ese acuerdo se 
lleve adelante. Todos encontrarán en el Partido 
Nacional la fuerza positiva con que ayer, hoy y 
mañana el Uruguay ha contado, cuenta y 
contará para las grandes transformaciones que 
deben concretarse para asegurar a nuestros 
compatriotas un futuro mejor. 


(¡Muy bien!) 


9.— Intermedio 

SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Dése cuenta de una moción de orden presen- 
tada por los señores Diputados Fernández 
Chaves, Leglise, Bayardi y Pablo Mieres. 
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(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara pase a 
intermedio hasta la hora 14 y 30". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Cincuenta y seis en cincuenta y siete: 
Afirmativa. 


La Cámara pasa a intermedio hasta la hora 
14 y 30. 


(Es la hora 13 y 7) 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 5) 


10.- Presupuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 
(Aprobación) 

— Prosigue la consideración del 

debate. 

Tiene la palabra la señora Diputada Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
pensaba hacer una breve descripción, pero creo 
que a esta altura los diagnósticos son conocidos 
por todos. Quizás discrepamos en las causas 
aunque nadie duda de que estamos en una 
situación crítica. Conocemos los altísimos nive- 
les de desempleo, el endeudamiento del sector 
productivo nacional -especialmente del sector 
agropecuario-, el déficit de la balanza comercial, 
la pobreza de nuestros chiquilines, etcétera. 
Sinceramente, teníamos muchas expectativas 
-pienso que como la mayoría de los uruguayos- 
acerca de lo que sería la presentación del 
Presupuesto quinquenal, que, en definitiva, es 
la forma en que la Administración, el gobierno, 
diseña su política económica y sus estrategias 
para el período. 

¿Qué nos dice el Poder Ejecutivo en el 
Mensaje que remite al Parlamento y que es la 
síntesis conceptual de lo que luego expresa en 
los números, en los planillados? Nos dice que 
es prioritario el crecimiento de la actividad 
económica y del empleo. Naturalmente, se trata 
de objetivos compartidos por todos, pero ¿cómo 
hará el gobierno para cumplir con esos 
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objetivos? Lo dice en el Mensaje: va a mantener 
la estabilidad de precios en el marco de un 
déficit fiscal controlado y la supuesta neutralidad 
tributaria, además de profundizar la política de 
desregulaciones. A partir de estos supuestos se 
estaría dando el marco necesario como para que 
el sector productivo invierta y, en base a ello, 
la reactivación económica se daría por arte de 
magia. 

Esto no es nuevo; ya lo hemos escuchado 
muchísimas veces en el período pasado, y 
nuestras expectativas quedaron por el camino. 
Si tuviera que definir este Presupuesto, diría que 
su característica esencial es que es tundamen- 
talmente continuista y profundiza las definicio- 
nes económicas de la Administración pasada. Se 
sigue apostando a lo que en el mundo y en 
teoría económica "ya fue": a limitar la conduc- 
ción económica al manejo de las variables 
monetarias y a subordinar la economía real, de 
lo productivo, al cumplimiento de objetivos 
monetarios. Se renuncia a priori -ésa es la 
definición teórica de la que se parte- a incidir 
sobre la economía real y el sector productivo. 

Creo que mientras se siga aplicando este 
marco teórico, Uruguay no va a avanzar ni 
encontrará su camino. La economía crecerá o 
se contraerá según los vaivenes de las buenas 
o malas coyunturas económicas internacionales. 
Uruguay seguirá siendo una pluma al viento: 
cuando los precios suban, mejorará su economía 
y, Cuando se deterioren, caerá la actividad 
económica. 

Es cierto que desde enero de 1999 atrave- 
samos una coyuntura especialmente crítica, pero 
antes de esa fecha, con crecimiento económico 
y una tendencia a la estabilización de precios, 
las tasas de desempleo eran elevadísimas. Los 
niveles de pobreza infantil no se generaron 
desde 1999 a la fecha; esas situaciones se 
generaron antes, con crecimiento económico y 
con baja inflación. El salario real cayó antes de 
enero de 1999. El salario público en la 
Administración Central y el salario a nivel 
privado se deterioraron antes de enero de 1999. 

Aquí mo encontramos respuestas, no hay 
políticas anticíclicas e, indudablemente, con 
este Presupuesto no vamos a avanzar. 

Desde el punto de vista de los ingresos, se 
mantiene exactamente la misma estructura 
tributaria, que es regresiva en cuanto a la 
distribución. El IMES!| y el IVA son las 
principales fuentes de recaudación. Se mantiene 
el Impuesto a las Retribuciones Personales, que 
se aplica a sueldos y jubilaciones, pero, 
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además, se incluyó una propuesta de extender- 
lo, que no tue aprobada. 

El proyecto que nos ha presentado el Poder 
Ejecutivo tiene un ajuste fiscal importante. 
Plantea un incremento de impuestos que no 
podemos negar: el IMESI para los combustibles 
-más allá de las modificaciones que ha tenido, 
se incrementará el precio de los combusti- 
bles-, el IMESI para los automotores y el 
impuesto a los seguros, especialmente los de 
vida y los de automotores. 

También se plantea la creación del monotri- 
buto. Es importante formalizar este sector 
informal, pero tenemos muchas dudas acerca de 
si éste es el momento oportuno, ya que vivimos 
una situación muy crítica de desempleo y mucha 
de la gente que está en esta circunstancia no 
ha tenido o no tiene otra alternativa. 

El continuismo también se expresa en la 
asignación del gasto público porque, práctica- 
mente sin variaciones, se reproducen para el 
quinquenio las cifras previstas en el Presupues- 
to para 1999. No hay variaciones, no hay 
redistribución ni reasignación del gasto público. 
En este aspecto, quiero hacer una precisión, 
porque muchas veces se dice que Uruguay tiene 
un gasto público muy elevado y que es el padre 
de todos nuestros males. Se dice que es 
necesario bajar el gasto público para reducir la 
presión tributaria, que de lo contrario el país no 
podrá competir y que el gasto público es el que 
determina el costo-país. 

Sin embargo, cuando comparamos con otros 
países, no tenemos un gasto público tan 
elevado, puesto que promedialmente se ubica 
entre el 28% y el 29% del Producto Bruto 
interno, mientras que -tomando datos de la 
ONU- Francia gasta un 47%, Italia un 45%, 
Suecia un 43%, Alemania un 33% y Nueva 
Zelanda -de la que tanto se ha hablado en los 
últimos tiempos-, un 33%. Se dice que el 
problema simplemente es rebajar el gasto 
público, pero si hay países que tienen econo- 
mías sustentables, crecientes, con un enorme 
desarrollo social y un gasto público mucho más 
elevado que el nuestro, parecería ser que la 
solución a nuestras dificultades no pasa por ahí. 

Hay gastos y gastos. Cuando tanto escucho 
hablar sobre la reducción del gasto público, me 
pregunto qué gasto público se quiere reducir. 
Los salarios de los trabajadores son gasto 
público; la inversión en vivienda es gasto 
público; los servicios de salud de la gente son 
gasto público; la educación es gasto público. 
Entonces -reitero-, cuando tanto se habla de 
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reducir el gasto público, pregunto: ¿en los 
bolsillos de quiénes se hará esa reducción? 

Indudablemente, hay gastos superfluos que sí 
queremos reducir. Por ejemplo, encontramos 
para cada año alrededor de US$ 580:000.000 
presupuestados para Materiales, Suministros y 
Servicios no Personales. 

Pero ¿y los otros gastos? ¿Qué pasa con el 
presupuesto de la educación? Nos encontramos 
con que la propuesta del Poder Ejecutivo deja 
este presupuesto constante en cada año porque 
repite las mismas cifras. Pero como el Poder 
Ejecutivo prevé un crecimiento del PBI para 
cada año, resulta que nos envía un presupuesto 
para la educación decreciente en términos de 
Producto Bruto Interno. 

Tampoco le va muy bien a la salud y a la 
vivienda, si las comparamos con el contexto 
internacional; les va tan mal como a la 
educación. 

En este Presupuesto también hay un enorme 
grado de discrecionalidad en cuanto a lo que el 
Poder Ejecutivo va a poder ejecutar'o no. Esto 
es un poco complejo para los que no incursionan 
en los planillados, pero si comparamos los 
ingresos previstos año a año con los gastos tam- 
bién por año, vemos que los niveles de déficit 
que tiene el Presupuesto son mucho mayores 
que los que plantea públicamente el equipo 
económico. Se prevén aproximadamente 
US$ 921:000.000 para el año 2000, 
US$ 964:000.000 para el año 2001, 
US$ 876:000.000 para el año 2002, 
US$ 806:000.000 para el año 2003 y 
US$ 666:000.000 para el año 2004. Pero ¿cómo 
va a lograr el Poder Ejecutivo llegar a estos 
niveles de rebaja previstos en el déficit? Acá se 
está planteando que hay que economizar unos 
US$ 520:000.000 por año para llegar a los 
déficit anunciados. Y ¿de dónde se va a sacar 
esto? Se lo hemos preguntado al equipo 
económico. Comprobamos que la variable fun- 
damental de ajuste ha sido el salario real de los 
funcionarios públicos. Este es uno de los rubros 
en los cuales se ahorra. Este año, con una 
inflación que supera el 5%, sólo van a tener un 
incremento del 1.5%. Otra forma en la que se 
ha ahorrado y a la que también se va a apelar 
en este período es la rebaja de la inversión 
pública, bajando los topes de ejecución. 

Voy a señalar nuevamente los no cumplimien- 
tos de los compromisos asumidos. Escuché muy 
atentamente la intervención del señor Diputado 
Penadés -que, lamentablemente, no se encuen- 
tra en Sala-, que habló con seriedad en nombre 
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del Partido Nacional, diciendo que reafirman el 
documento que presentaron al realizar el 
compromiso. Dijo que el Partido Nacional rea- 
firma para el quinquenio el documento estable- 
cido en el compromiso y que lo cumplirá en la 
medida de lo posible. Entonces, vemos que el 
Partido Colorado y el Partido Nacional se com- 
prometieron a que en cinco años iban a llevar 
el presupuesto de la educación a un 4% del PBI. 
El Partido Colorado demanda cero para gasto 
en educación; de esta Cámara, hasta ahora no 
sale absolutamente nada para la educación. Y 
se dice que los compromisos se van a cumplir 
en la medida de lo posible. Yo me comprometo 
en la medida en que puedo, pero ¿dónde está 
la medida de lo posible? En próximas Rendicio- 
nes de Cuentas, ¿tendremos el compromiso 
cumplido? Estoy estudiando la situación que hoy 
tengo. Cuando se planteó el compromiso del 9 
de noviembre se escribió que era para cumplirlo 
antes del 1% de julio de este año o para 
incorporarlo en la ley presupuestal. Pero acá 
muchas cosas que se dijeron y con las que se 
hizo campaña, no figuran. 

Tampoco se incluye la rebaja en el Impuesto 
a las Retribuciones Personales. El Partido 
Colorado envió una propuesta de extensión del 
Impuesto a las Retribuciones Personales para 
algunos sectores. Es cierto: desapareció; no la 
votamos. Pero tampoco esto es definitivo, 
porque está pendiente una instancia de elabo- 
ración y de reanálisis en el Senado. 

Entonces, acá no se está cumpliendo con ese 
compromiso. Y lo seguiremos diciendo cada vez 
que corresponda; y ésta es la oportunidad ya 
que aquí se están presentando las cifras del 
quinquenio. Yo no puedo hacer una valoración 
en función de las Rendiciones de Cuentas, que 
no sé con qué previsiones de gastos vendrán 
para el futuro. Lo concreto es que el compromiso 
ahora no se está cumpliendo. 

También escuché atentamente algunas cosas 
que se expresaron. Si lo prioritario era el gasto 
para educación y ANEP, ¿dónde están las 
cantidades? ¿Qué vamos a votar hoy? ¿Cuál es 
el mensaje que vamos a dar a los jóvenes, a 
la educación y a los docentes si la Cámara de 
Representantes aprueba un Presupuesto gasto 
cero para ANEP y la Universidad de la 
República? Confieso que a esta altura no 
entiendo. 

Si el tema de los recursos para las 
Intendencias del interior es prioritario, ¿estamos 
conformes con lo que se les da? Yo no estoy 
conforme y tampoco lo estoy con que se siga 
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manteniendo la discriminación con la intenden- 
cia Municipal de Montevideo. Vamos a seguir 
defendiendo la propuesta del Congreso de 
Intendentes y la mantendremos en su totalidad. 
Al respecto vamos a formular alguna propuesta 
en el correr de este debate. 

En este Presupuesto hay cosas que no 
deberían haber estado. Por ejemplo, la modifi- 
cación de la Carta Orgánica de ANTEL fue la 
moña blanca que cerró el paquete del Presu- 
puesto quinquenal. No es materia presupuestal. 
Se trata de un Ente que no forma parte de los 
organismos del artículo 220 de la Constitución 
de la República ni de los Incisos de la 
Administración Central. Si esto se incluyó aquí 
fue porque existía un paquete que habla que 
votar todo junto. Las garantías de que este 
paquete tuera aprobado en forma conjunta 
motivó que se presentara la modificación de la 
Carta Orgánica de ANTEL dentro del Presupues- 
to, porque había que tratarla en forma simultá- 
nea y acordar del mismo modo; y no me parece 
que sean malos los acuerdos políticos, pues son 
legítimos. 

Voy a explicar cómo se trató el tema de 
ANTEL. En la Comisión estuvimos trabajando 
días y noches, en largas sesiones de trabajo. 
La modificación de la Carta Orgánica de ANTEL 
llegó en la madrugada, en la última noche de 
trabajo. Se consideró con legisladores que 
habíamos permanecido treinta horas sin dormir. 
Esta fue la primera vez que se discutió el tema 
en la Comisión y se consideró por un lapso de 
apenas quínce minutos. Entonces, uno se 
pregunta: en temas de esta naturaleza y 
trascendencia, ¿ésta es la forma de tratamiento, 
ésta es la jerarquía que da a este tema el 
Parlamento? He escuchado decir que se trataba 
de una solución creativa e innovadora que había 
presentado el Partido Nacional en una situación 
crítica. Y la verdad que a esto de innovador 
nada le encuentro, porque el tema de la 
privatización de las empresas públicas ha sido 
una obsesión para algunos sectores del Partido 
Nacional; ese discurso ha sido permanente; esa 
propuesta es vieja. La idea de privatizar es 
vieja, y a esa propuesta la gente hace tiempo 
que le dijo que no -en 1992- y por una gran 
mayoría. 

Pero resulta que después de cincuenta días 
de análisis de los diversos temas en la 
Comisión, uno se encuentra con que a último 
momento aparece una propuesta -la tengo en mi 
poder, es la hoja N?* 350, que inclusive vino 
borroneada y tachada-, de la cual se habló 
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apenas unos quince minutos. Y yo digo que este 
tema, indudablemente, debió haberse conside- 
rado tratando de encontrar los máximos consen- 
sos a nivel de los actores políticos y sociales. 
Esta no es la mejor forma de tratar estos 
asuntos y, por cierto, éste dará mucho que 
hablar en el futuro, porque así las cosas no se 
saldan bien. 

Sinceramente, señor Presidente, siento que 
estamos perdiendo el tiempo; siento que cuando 
no se dan pasos hacia adelante, en realidad se 
están dando hacia atrás. No hay dudas de que 
tenemos distintas formas de pensar y de con- 
cebir al país. Hay quienes apuestan a la 
desregulación, a generar determinadas condicio- 
nes macroeconómicas, y no se dan cuenta de 
que cuando se renuncia a priori a que el Estado 
intervenga, a que sea protagonista, a que 
seleccione y a que incentive selectivamente, e 
inclusive a revisar nuestras políticas de inser- 
ción internacional y nuestras definiciones, esta- 
mos quedando fuera del camino. 

En ese sentido, voy a contar una simple 
anécdota acerca de un hecho que a mí me 
resultó profundamente conmovedor. A la Comi- 
sión vinieron unos muchachos vestidos muy 
sencillamente -con jeans y algunos de ellos con 
camisa leñadora-, quienes pedían que se creara 
determinado número de becas y pasantías; eran 
becarios del Instituto Clemente Estable. El 
monto de esas becas era de aproximadamente 
$ 2.000 mensuales y -si no recuerdo mal- el 
señor Diputado Díaz les preguntó qué formación 
tenían. Uno de ellos respondió que tenía una 
maestría en bioquímica; otros eran físicos, 
biólogos, y una chica dijo que hacía unos seis 
o siete meses que estaba trabajando en el 
instituto en forma gratuita. A! respecto, nos dijo: 
"En realidad, no estoy trabajando, y lo único que 
pido es una beca para tener, por lo menos, algo 
que me permita subsistir para seguir pertene- 
ciendo a este país; de lo contrario, la única 
alternativa que me queda es tomarme un avión". 

En ese sentido, quiero manifestar que 
realmente dio mucho trabajo que salieran las 
partidas para el Instituto Clemente Estable a 
nivel de la Comisión. 

Cuando vemos trancado el presupuesto de la 
Universidad de la República y el de la ANEP; 
cuando vemos que a los funcionarios públicos 
no se les contempla en medida alguna y que 
están perdiendo salario real; cuando vemos que 
los recursos para la Junta Nacional de Empleo 
son más que menguados y que el Instituto 
Nacional de Colonización carece de recursos y, 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


Mantes 17 de octubre de 2000 


por otro lado, constatamos que en el proyecto 
de Presupuesto se crean cargos de alta 
especialización -que en algunos casos pueden 
estar muy justificados, pero no se establece 
cuántos serán ni cómo se llenarán- o se gasta 
en contratos de arrendamiento de obra -rubro 
que insumió US$ 36:000.000 el año pasado, 
mientras que el endeudamiento de quince mil 
productores agropecuarios alcanza los 
US$ 30:000.000-, en fin, cuando vemos cómo se 
gasta en algunas cosas y no en otras, uno tiene 
una sensación de enorme desesperanza. Y no 
es que queramos trasmitir a la gente esta 
sensación. ¡Vaya si no queremos trasmitir 
desesperanza! ¡Ojalá pudiera el sistema político 
dar mensajes positivos a la población! Pero 
resulta imposible decirle que está todo bien, 
porque la gente siente que no es así ya que, 
por un lado, están los que no tienen trabajo y, 
por otro, quienes lo tienen pero se sienten 
amenazados ya que no saben hasta cuándo lo 
conservarán. 

Nosotros hemos hecho nuestras propuestas; 
no han sido tenidas en cuenta. Quiero decir en 
Sala que el Frente Amplio-Encuentro Progresista 
ha sido prácticamente marginado del tratamiento 
de los nudos centrales del Presupuesto; lo 
quiero dejar establecido con absoluta claridad. 
A nivel de la Comisión, como no había acuerdo 
entre el Partido Nacional y Partido Colorado, 
permanentemente los temas centrales se tiraban 
para adelante: el endeudamiento, la parte 
tributaria, el presupuesto de la Universidad y el 
de la ANEP, la Carta Orgánica de ANTEL, así 
como el tema de los becarios y de los pasantes. 
Todos estos asuntos no se pudieron considerar 
en la Comisión; nunca se discutieron. 

Finalmente, a la hora 22 del día viernes se 
arribó a un acuerdo entre el Partido Nacional y 
el Partido Colorado; acuerdo que, lamentable- 
mente, no pudimos conocer en seguida porque 
tanto las propuestas como los aditivos y 
sustitutivos se nos distribuyeron, por lo general, 
casi en el momento en que debíamos votar. Por 
ejemplo, la propuesta relativa al tema del 
endeudamiento del sector público -que fue 
totalmente distinta a la enviada por el Poder 
Ejecutivo, y sobre la cual no se nos brindó 
ninguna explicación acerca de cómo se llegó a 
esos topes- fue repartida prácticamente en el 
momento en que había que votar. Y lo mismo 
pasó con respecto a algunas propuestas rela- 
tivas a modificaciones tributarias. 

indudablemente, quisiéramos poder adherir a 
algunas medidas importantes, pero no podemos 
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hacerlo. Creo que el nudo de este Presupuesto, 
lo más importante, es muy malo, ya que 
prácticamente no se cambia nada y, cuando se 
cambia, se empeora. Y lo digo porque lo que 
se pretende es desprenderse de algo que para 
los uruguayos es muy sentido afectivamente: 
sus empresas públicas. Además, hablando en 
términos económicos, son muy valiosas. Por ahí 
se decía que ANTEL daba pérdidas, y resulta 
que cuando vino su Presidente confirmamos 
que en los primeros seis meses del año había 
dado US$ 100:000.000 de ganancia; nos dijo 
que en tres años ANCEL pasa de tener una 
utilidad de US$ 3:000.000 o US$ 4:000.000 a 
US$ 40:000.000. ¡Y eso es lo que queremos 
vender parcialmente! Yo me pregunto qué 
negocio estamos haciendo. 

Como dijo hace poco, en un acto, el doctor 
Tabaré Vázquez, "Una cosa es vender los 
huevos de oro y otra cosa es vender la gallina 
de los huevos de oro". Y yo creo que acá lo 
que se está planteando es vender la gallina de 
los huevos de oro. 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
otorgará la palabra para contestar alusiones, por 
su orden, al señor Diputado García Pintos, que 
la había solicitado anteriormente, y al señor 
Diputado Díaz. 

Tiene la palabra el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.— Señor Presiden- 
te: en realidad, no quiero contestar una alusión, 
sino formular algunas aclaraciones. 

La señora Diputada Charlone hacía referencia 
a la ANEP diciendo que el proyecto de 
Presupuesto vino, de la Comisión al plenario, 
vacío en materia de enseñanza. Hablaba de 
porcentajes del Producto Bruto Interno dedica- 
dos a la enseñanza y hacía referencia a 
actitudes y discursos durante la campaña 
electoral -sin duda, a eso aludía-, y yo pienso 
que a la gente le puede quedar la impresión de 
que la enseñanza desaparece en el Uruguay. 

Al respecto puedo mencionar que en este 
proyecto de Presupuesto tenemos, por ejemplo, 
el artículo 12 -que en el Mensaje original del 
Poder Ejecutivo era el 10-, que otorga facultades 
al Poder Ejecutivo para otorgar un aumento 
diterencial a los docentes, así como también a 
los militares y policías. Eso existe; es una 
realidad. Asimismo, hay otros dos artículos que, 
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si bien es cierto que no son de profundo 
contenido desde el punto de vista económico, 
hacen referencia a la educación. 

En realidad, si no hubiera Presupuesto, no se 
paralizaría la enseñanza. Por las leyes y por la 
Constitución están dadas las condiciones de 
continuidad. Aunque pudiera parecer que la 
enseñanza desaparece totalmente del escenario 
nacional, no es así; es evidente que no es así. 
El problema radica en la diferencia abismal que 
existe entre el Mensaje del Poder Ejecutivo y 
el presentado por los organismos del artículo 
220 de la Constitución. 

Lo que sucede es que, en los últimos años, 
en materia de inversión para la enseñanza ha 
habido un acostumbramiento a una calificación 
de muy bueno. El organismo aspira a elevar esa 
calificación a sobresaliente muy bueno y todos 
quisiéramos que fuera así, pero la realidad sólo 
nos permite lo que el Poder Ejecutivo envió en 
su Mensaje. Si las condiciones cambian, este 
tema se analizará nuevamente. Lo cierto es que 
lo que el país hoy nos permite es lo que 
tenemos a mano. 

Con respecto al tema de ANTEL, quiero 
señalar que no se trata de una privatización. Al 
comienzo del tratamiento del proyecto de ley de 
Presupuesto -cuando se viene perfilando-, 
aparece la propuesta de ANCEL, y se intentó 
demostrar que era la misma que se planteó en 
el año 1992. No es así; se trata de una 
propuesta distinta. Creemos y estamos conven- 
cidos de que esta nueva iniciativa no sólo es 
a favor de ANCEL sino también de ANTEL. 

La señora Diputada Charlone hizo referencia 
a que el Frente Amplio se sintió marginado de 
la discusión y de la negociación, pero no es 
cierto. Personalmente, no lo siento así. A pesar 
de que el Frente Amplio desde el inicio del 
trabajo en la Comisión venía anunciando que no 
iba a votar el proyecto de ley de Presupuesto, 
y eso en general significa una decisión de 
carácter político muy importante, no fuimos 
nosotros los que marginamos a nadie. Todo lo 
que fue negociable, así lo fue. No se puede 
negar al Partido Colorado ni al Partido Nacional 
-que integramos la coalición de gobierno- el 
derecho a negociar políticamente aquellos 
aspectos que nuestras colectividades políticas 
entienden es lo mejor. Al final se critica el 
proyecto de ley de Presupuesto, se sitúan en 
la vereda de enfrente y se arrojan dardos hacia 
la coalición de gobierno; pero el Presupuesto 
está con los pies en la tierra y la cabeza en 
la realidad. Si otro hubiera sido el resultado del 
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balotaje y otro el ciudadano que estuviera en la 
Presidencia de la República, tal vez no existiría 
un margen muy distinto al de este Presupuesto. 
Cuando se llega al gobierno, se tienen respon- 
sabilidades. Cuando se dejan pasar diez años 
de gobierno de una coalición de izquierda, como 
es el caso de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, donde se aumentó cuatro veces el 
Presupuesto y donde los funcionarios lograron 
un alto poder adquisitivo frente a los pobres 
funcionarios del interior, después viene la 
realidad con su peso enorme y hay que bajar 
las horas extra y los sueldos de algunos 
funcionarios, surgen los conflictos, se acusa a 
la Administración de represora y se la compara 
con las de otros partidos políticos. Esa es la 
realidad del gobierno: en una familia, cuando las 
cosas no andan bien, hay que decir a los hijos 
las cosas como son. En ese sentido, el 
gobernante de Montevideo, arquitecto Arana, 
está haciendo lo que se debió haber hecho en 
otra oportunidad. 


SEÑORA CHARLONE.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
independientemente de que hablamos de que el 
Presupuesto que nos remite el Poder Ejecutivo 
viene con gasto cero -porque así es-, es obvio 
que, teniendo cierto manejo de los temas 
presupuestales, no se puede deducir o imputar 
que estamos diciendo que mañana cerrará 
ANEP o la Universidad de la República porque 
no tienen más asignación. Esto es algo trivial. 
Lo que estamos manifestando es que el Mensaje 
que presentó el Poder Ejecutivo no establece 
ningún incremento del gasto en educación para 
los cinco años; mantiene el gasto exactamente 
igual para los años 2000, 2001, 2002, 2003 y 
2004. Serán ésas, o no, las posibilidades del 
país, pero eso no fue lo que se le dijo a la gente 
en noviembre. Entonces, ahora se podrá tratar 
de acomodar las cosas como se quiera, pero en 
noviembre ya se sabía que estábamos atrave- 
sando por una situación crítica y se le dijo a 
la gente que se iba a llevar el presupuesto de 
la educación al 4.5% del PBI. No se trata de 
las diferencias entre el Presupuesto presentado 
por el Poder Ejecutivo y el de ANEP; ésa es 
otra historia. La responsabilidad de presentar un 
Presupuesto con incrementos para la educación 
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la tiene ANEP, pero más aún la tiene el Poder 
Ejecutivo porque el Partido Colorado se había 
comprometido a ello. Se trata de temas 
independientes: por un lado, los Mensajes de los 
organismos del artículo 220 de la Constitución 
y, por otro, el proyecto de ley que remite el 
Poder Ejecutivo. 

En cuanto a si fuimos o no marginados, no 
voy a abundar en el tema; respeto los acuerdos 
políticos. ¡Claro que los respeto! Son parte de 
la esencia del funcionamiento democrático. 
Ahora bien, si por un acuerdo político llegamos 
a que la Carta Orgánica de un Ente, de una 
de las empresas públicas más poderosas que 
tenemos, se trata en quince minutos, los 
acuerdos políticos me generan determinadas 
dudas, hasta en la productividad que esto tenga. 
Como decía, este tema, manejado por acuerdos 
políticos, no va a terminar bien. 

No voy a entrar en algo que se pretende 
hacer siempre que hablamos del Gobierno 
Nacional y de la responsabilidad del Poder 
Ejecutivo, que es terminar atacando a la 
intendencia Municipal de Montevideo; es una 
especie de cortina de humo que se utiliza en 
forma permanente; es un recurso que se usa 
muy a menudo, Personalmente, no quiero hablar 
de los déficit de las Intendencias Municipales del 
interior, donde no hubo administraciones 
frenteamplistas. Estoy muy orgullosa de los 
buenos sueldos que ganan los funcionarios de 
la intendencia Municipal de Montevideo; creo 
que ha sido uno de los aspectos en los que se 
ha avanzado. Me parece bueno que la gente 
gane bien. Quizás a quien apruebe una política 
donde a los funcionarios públicos se les rebaja 
el sueldo, le pueda parecer que esto está mal. 
A mí me parece bien que la gente gane lo 
máximo posible. 

Con relación a lo que se planteó sobre el 
incremento de sueldos para la educación, ¡por 
favor, es risible! Los artículos 10 y 12 facultan 
al Poder Ejecutivo a otorgar aumentos diferen- 
ciales, lo que significa que si el año que viene 
aumentamos, por ejemplo, un 4% a todos los 
funcionarios públicos -si el Poder Ejecutivo así 
lo decide, porque este año mo hubo aumen- 
tos-, a la educación le vamos a poder aumentar 
entre un 0.4% y un 2% más que al resto de los 
funcionarios. Pero ¡cuidado! Se establece un 
"Facúltase"; el Poder Ejecutivo podrá hacerlo o 
no. Estamos hablando de porcentajes que son 
impresentables con relación a los compromisos 
que se habían asumido. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: insisto en 
el siguiente concepto: si tuviéramos un meca- 
nismo que nos permitiera hacer uso de la 
palabra mediante la interrupción, tal vez el 
debate nos insumiría menor cantidad de tiempo. 
Esa es la verdad; es el único mecanismo por 
el cual podríamos contestar. 

Señor Presidente: porque nos preocupa el 
ingreso, los salarios de los trabajadores de los 
sectores público y privado, es que queremos un 
país estable y no uno en el cual se gaste, tal 
como propone el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, en forma absolutamente indiscriminada, 
consumiéndose a posteriori las reservas para 
llegar a la hiperinflación o, por lo menos, a la 
inflación, situación en la que el poder adquisitivo 
de los trabajadores se deteriora en gran medida, 
No es cierto que en este país se aplique una 
política permanente de deterioro del salario de 
los sectores público y privado; no lo fue en los 
cinco años de la Administración anterior, ni para 
el sector público ni para el sector privado. Al 
contrario; en forma exigua en un caso y en otro 
de manera relativamente importante, tuvieron un 
aumento de su poder adquisitivo en los cinco 
años transcurridos. 

Señor Presidente: cuando se habla de los 
acuerdos del Partido Colorado y el Partido 
Nacional, o del Partido Nacional y el Partido 
Colorado, debe tenerse en cuenta que en la 
base de dichos acuerdos está el propósito de 
mantener la estabilidad del país. ¿Y por qué 
esto es así? Porque la estabilidad es la base 
para el desarrollo y también lo es para la 
equidad social. Y sólo a la luz de esos hechos 
se puede comprender cuáles son las políticas 
que se siguen y las que se han seguido. 

Ya que el tiempo es exiguo, diré que los 
pronunciamientos electorales y los de la ciuda- 
danía nunca deben analizarse parcialmente. Es 
cierto que en 1992 les tue muy mal a quienes 
querían privatizar la telefonía básica. ¡Cómo no!, 
ése es un hecho de la realidad. Pero ¿sabe qué, 
señor Presidente? Posteriormente les fue peor 
a quienes no querían dejar que privatizáramos 
parte de la energía que se consume como 
mayorista en el país; les fue mucho peor porque, 
a pesar de que lo intentaron, ni siquiera 
pudieron plebiscitar la norma. ¿Y sabe qué más, 
señor Presidente? Les fue mucho peor a 
quienes quisieron que no hiciéramos el esfuerzo 
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de privatizar parte de la seguridad social a 
través de las AFAP porque no pudieron 
conseguir el número necesario de ciudadanos 
para llevar adelante la reforma constitucional. 

Entonces, señor Presidente, ¡terminemos con 
esta historia de que, porque en 1992 hubo un 
pronunciamiento contra la privatización de la 
telefonía básica, no se puede privatizar nada 
más en este país! Digo esto porque luego hubo 
dos pronunciamientos de la ciudadanía, tan 
libres como aquél, tan importantes como aquél 
y tan dignos como aquél, en los cuales sucedió 
lo contrario: cuando se quiso poner trabas a 
procesos de privatización, la ciudadanía optó 
por mantenerlos. En definitiva, si vamos al caso, 
esos pronunciamientos son más recientes que 
el que se menciona constantemente, en forma 
machacona, dando a entender que poco menos 
que ahora en el país no se puede hacer nada 
con el Estado. 

Somos partidarios de transformarlo en forma 
importante; eso lleva, en algunos casos, a 
privatizar; eso lleva, en otros, a asociar la 
empresa pública con la privada, y hemos tenido 
pronunciamientos muy importantes de la ciuda- 
danía en ese sentido. Es por eso que 
sometemos al país a transformaciones de esa 
naturaleza: porque creemos en ellas y porque 
hemos tenido respaldo electoral en determina- 
das circunstancias. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— 
palabra para contestar una alusión. 


Pido la 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.— Señor Pre- 
sidente: no es mi intención detener el debate, 
pero me parece importante hacerlo teniendo en 
cuenta que han sido aludidos el Partido 
Nacional, a través de una serie de considera- 
ciones, y particularmente el señor Diputado 
Penadés, quien no se encuentra en Sala. 

Se señala especialmente aquello que incor- 
poramos en la madrugada, que es la reforma a 
la Carta Orgánica de ANTEL. Lo que se plantea 
a través de dicha medida es tan simple como 
permitir a una empresa pública que se asocie 
con una empresa privada. Es eso; no busque- 
mos más que eso. La empresa seguirá siendo 
tan pública como lo ha sido hasta ahora; se trata 
de habilitar que se le dé una inyección 
económica. 

Se podrá tener diferentes puntos de vista, 
pero ¿necesitamos discutir tanto tiempo esto? 
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Reitero que reconozco que puede haber puntos 
de vista diferentes; se discute el tiempo, el 
momento... Esto tenemos que mirarlo tal cual es 
y, como decía el señor Diputado Díaz, cada vez 
que aparece un hecho de esta naturaleza se 
pone arriba de la mesa el mandato histórico del 
plebiscito del año 1992. Creo que cuando el 
señor Diputado Penadés refería a algo innova- 
dor, lo decía en el sentido de que en toda la 
discusión del proyecto del Presupuesto no 
tuvimos una propuesta clara, de inyección de 
algún capital o un intento de renovación. Y esta 
fue la propuesta del Partido Nacional; de eso 
se trata: de buscar recursos y, justamente, de 
modernizar las telecomunicaciones en este país 
para los que vendrán. 

Se dice en Sala que hay que bajar impuestos, 
pero no se precisa de dónde se van a sacar los 
recursos para suplirlos. Durante la mañana de 
hoy escuché decir permanentemente que se 
debía bajar impuestos y subir gastos, pero todos 
sabemos adónde lleva esta medida; somos 
todos grandes. 

Se dice que hay que dar dinero al Instituto 
Nacional de Colonización. ¿Vamos a seguir 
dándole dinero cuando tiene un déficit de 
US$ 2:000.000 por año, frente a un activo de 
US$ 106:000.000? ¿Vamos a seguir aumentan- 
do esa deuda? ¿Por ahí pasa la solución? Creo 
que la salida es otra. 

Me parece que es en este sentido que 
debemos analizar todo este proyecto de Presu- 
puesto y no decir que nosotros somos los 
insensibles que nos negamos. Tratamos de ver 
con racionalidad de qué forma se pueden 
destinar los recursos. En definitiva, de eso se 
trata. 

Entonces, teniendo en cuenta que no estaba 
en Sala el señor Diputado Penadés, me parecía 
que el Partido Nacional tenía que hacer estas 
aclaraciones. Voy a dejar pendiente lo que 
respecta a ANEP porque sé que el señor 
Diputado José María Mieres hará referencia a 
lo que tiene que ver con la citada administra- 
ción. 

SEÑOR MIERES (don José María).— Pido la 
palabra para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don José María).— Señor 
Presidente: no vamos a devolver en la persona 
de la señora Diputada Charlone el agravio de 
que fuimos objeto en la tarde de hoy por parte 
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del señor Diputado Ibarra cuando dijo que le 
habíamos mentido a la ciudadanía con el 
acuerdo del 9 de noviembre. Creo que hay 
algunas inexactitudes o discrepancias en lo que 
respecta a los conceptos, pero no voy a incurrir 
en el agravio de decir que la señora Diputada 
está faltando a la verdad, a pesar de que se 
han hecho algunas menciones que no se ajustan 
con exactitud a lo que en su momento se planteó 
en la Comisión. 

En el caso puntual de los becarios, creo que 
a partir del preciso momento en que el proyecto 
de Presupuesto ingresó a la Cámara de Diputa- 
dos fue claro el pronunciamiento de la bancada 
del Partido Nacional sosteniendo que nos 
oponíamos al articulado que el Poder Ejecutivo 
había enviado en esta materia, y creo que ha 
quedado plasmado en el texto de los. artículos 
sustitutivos propuestos que amparamos a los 
becarios que desde el año 1978 gozan de tal 
carácter, permaneciendo en sus respectivos 
organismos. 

En cuanto a otros casos mencionados con 
respecto a los cuales se habla de falta de 
cumplimiento, quiero decir que en lo que tiene 
que ver con la ANEP, cualquier colectividad 
política seria y responsable, con las discrepan- 
cias que hemos visto ha tenido el Poder 
Ejecutivo con dicha institución en oportunidad de 
su concurrencia al seno de la Comisión, habría 
hecho los números que en detinitiva hizo la 
bancada del Partido Nacional, los cuales 
arrojaron un aumento sustancial. Con posterio- 
ridad, cuando la ANEP ftue llamada otra vez al 
seno de la Comisión, pudimos ver nuevamente 
que no existían números claros. Entonces, por 
responsabilidad política y en consonancia con lo 
establecido en el acuerdo tirmado el 9 de no- 
viembre, el Partido Nacional empezó a plantear 
una propuesta de mejora a nivel de la ANEP 
para 2001 que, si Dios quiere, a través de su 
tratamiento en el Senado o mediante el Mensaje 
complementario, podrá dar cumplimiento con 
creces al compromiso del Partido Nacional. 

En lo que refiere a ANCEL, creo que hay 
algún error. No estamos privatizando ANTEL, 
sino habilitando a ANCEL a conformar una 
sociedad anónima con una mayoría de capital 
estatal. Y recurriendo a las anécdotas podría 
contar una referida a ANCEL, basada en la falta 
de inversión, lo cual le está impidiendo cumplir 
con determinados cometidos en ciertos rubros, 
más allá del hecho de que igualmente pueda dar 
ganancias en función de que continúa siendo 
una empresa monopólica. 
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En el día de ayer tuve que concurrir a la 
ciudad de Treinta y Tres y, cuando estaba 
volviendo, a la altura de la ciudad de Pirarajá, 
me fue imposible recibir una llamada de la 
ciudad de Minas por la falta de torres de 
comunicación, que son las que permiten que se 
pueda hablar en un radio de cien kilómetros. 
Entonces, reitero, no estamos privatizando, sino 
tratando de crear una sociedad mixta para que 
ANCEL pueda tener mayor inversión, abaratar 
costos y generar mayores posibilidades de 
comunicación entre todos. 

Además, con relación al compromiso de 
nuestro Partido respecto de la ANEP, debo 
decir, en primer lugar, que en el período 1990- 
1994 -correspondiente al gobierno del Partido 
Nacional- se generó una gran inversión a nivel 
de la educación, hubo un aumento de salarios, 
se desarrolló el Programa Verano Solidario, así 
como el PRIS, por el que se construyeron una 
gran cantidad de escuelas y liceos. Y en este 
Presupuesto estamos pidiendo algo que no 
venía en el proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo: el restablecimiento del Programa de 
inversión Solidaria y del Programa Verano 
Solidario, que permitió a la gente de menores 
recursos tener a sus chiquilines vigilados 
durante todo el año, contando con educación, 
alimentación, etcétera. 

De modo que aquí se han expresado algunas 
inexactitudes, tal vez por falta de conocimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Sé que lo 
que voy a pedir seguramente sería un milagro: 
si se pueden centrar las alusiones en algo de 
to que dijo la señora Diputada Charlone, capaz 
que hasta es interesante el debate. Si se abre 
completamente el debate general, lo que se 
instala en el Cuerpo -debo admitirlo, no tengo 
más remedio que aceptarlo- es la existencia de 
dos listas de oradores. En este momento eso 
está sucediendo: tenemos la lista de oradores 
que se anotan oficialmente y tienen la santa 
paciencia de esperar su turno, y por vía de la 
respuesta a alusiones se ha montado otra lista. 
No tengo manera de resolverlo. 

Simplemente pido a quienes van a hacer uso 
de la palabra por esa vía que usen el sistema 


con cuentagotas, esto es, básicamente para 
contestar alusiones. Ese es el sentido del 
Reglamento. 


Están anotados, por su orden, los señores 
Diputados Ronald Pais, Da Silva, Canet, Vener 
Carboni e Ibarra. Obviamente, en algún momen- 
to la señora Diputada Charlone debe ir intercep- 
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tando. Vamos a establecer dos mecanismos de 
interceptación: uno ahora y otro a la mitad de 
esta lista que acabo de leer. 

Tiene la palabra la señora Diputada Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.— Trataré de intercep- 
tar, señor Presidente. Hemos tratado de tomar 
nota para ordenarnos. 

Con respecto al tema del salario de los 
funcionarios públicos, decimos que hubo un leve 
crecimiento durante el período pasado, intluido, 
causado, básicamente, por el enorme incremen- 
to del salario de los funcionarios de las 
empresas públicas y de algunos Gobiernos 
Municipales, porque el de la Administración 
Central no creció en términos reales, y hubo 
algunos Ministerios donde se dio cierta diferen- 
ciación con relación a los demás. 


(Interrupción del señor Representante Díaz.- 
Respuesta de la oradora) 


— El salario privado viene en deterioro... 
(Interrupción del señor Representante Díaz) 


— Pido que se comparen los números; están en 
Búsqueda. Es tan sencillo como eso. 

Respondo al señor Diputado Díaz que, en 
realidad, si traje a colación el plebiscito del año 
1992 fue porque se dijo que aquí había una 
solución nueva, creativa, y esta solución creativa 
de alguna manera ya pasó por las urnas, lo cual 
no significa que no pueda pasar de nuevo. Esto 
se manejó también en algún momento: ANTEL 
puede tener estatus público y ser perfectamente 
una empresa pública, pero ocurre que una 
empresa es también la suma de sus partes. 
Entonces, si de a partes vamos asociando o 
privatizando en distintas proporciones, el rango 
jurídico podrá seguir siendo de empresa pública 
-sin duda-, pero en lo que hace a la realidad 
económica, a la realidad de gestión, a la 
realidad de decisión y a lo que el Estado va a 
obtener por concepto de utilidades y ganancias, 
ahí la cosa va a ser totalmente distinta. 

Siempre he aceptado el pronunciamiento de 
las urnas, de los ciudadanos; y bueno, lo que 
pase de aquí en adelante tendremos que 
seguirlo aceptando tanto el señor Diputado Díaz 
como yo. 

En otro orden, el señor Diputado Berois 
Quinteros habló de propuestas desestabilizadoras 
de nuestra parte. Yo recomiendo leer mejor 
nuestro programa. El señor Diputado Berois 
Quinteros decía que había gente -creo que se 
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refería a nosotros- que prometía rebaja de los 
impuestos y, por otro lado, aumento de gastos. 
Nosotros no hemos propuesto eso en ningún 
momento. Siempre hemos planteado redistribuir 
la carga tributaria. 

En todo caso, los que propusieron bajar el 
Impuesto a las Retribuciones Personales y 
aumentar algunos gastos fueron el Partido 
Colorado y el Partido Nacional. Entonces, nos 
están poniendo un sayo que no es nuestro. Y 
esto es así: lo dijeron, lo escribieron y lo 
firmaron. Está en todos los discursos. ¡Por favor! 

El señor Diputado José María Mieres hizo 
alusión a ANTEL o a ANCEL; creo que me 
entreveré o no lo escuché bien. Pero por las 
dudas digo que, en realidad, lo que es 
monopólico en ANTEL es la telefonía básica. 
¡Por favor! ANCEL, la empresa que atiende la 
telefonía celular, obviamente no es monopólica. 
De modo que supongo que entendí mal sus 
palabras, y lo dejo por ahí. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: vamos a tratar de cumplir su exhortación 
tratando de ser muy puntuales en nuestra 
intervención, porque realmente tendríamos que 
realizar consideraciones de carácter general que 
refieren a esta visión apocalíptica que los 
representantes del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio vienen dando del país, del proyecto de 
Presupuesto, de las medidas que coherente y 
racionalmente se está tratando de llevar a cabo 
para administrar los escasos recursos del 
Estado, en un proceso que, naturalmente, 
resulta difícil en una coyuntura como la que 
atraviesa el país, pero que se está tratando de 
resolver con una respuesta lo más racional y 
responsable posible. 

Voy a hacer mención a cuatro aspectos. 

Por un lado, voy a hacer una referencia a 
algo que yo creí superado, porque esta 
discusión ya la tuvimos en oportunidad del 
tratamiento de la ley de urgente consideración: 
es el tema de las políticas y el resultado de la 
gestión del gobierno pasado. Hemos discutido 
este tema, y estamos dispuestos a hacerlo 
nuevamente. No creemos que sea del caso 
incursionar en el día de hoy en este asunto 
porque, en definitiva, ello nos llevaría mucho 
más tiempo del que tenemos disponible. Pero 
fíjese, señor Presidente, que se hacen afirma- 
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ciones como la relativa al deterioro del salario 
real público y privado, y nosotros no podemos 
pasar eso por alto. 

Muy bien se ha expresado el señor Diputado 
Díaz a este respecto. Y tras el señalamiento del 
señor Diputado Díaz ante una afirmación de la 
señora Diputada Charlone que fue general y sin 
ninguna restricción, ya en su siguiente interven- 
ción la señora Diputada tuvo que empezar a 
hacer acotaciones y a decir que no era aplicable 
a las empresas públicas y a algunos sectores 
de la Administración Central. Yo le voy a 
recordar algunos temas. Por ejemplo, en el 
quinquenio el salario de los maestros subió un 
18%, el de los policías en un 22%, y ¡vaya si 
eso influye en lo que es el salario general de 
los empleados públicos a nivel de la Adminis- 
tración Central! 

Claro que, naturalmente, se me dirá: "Esto es 
insuficiente. Ante salarios que están deprimidos, 
que son muy bajos, un aumento de esta 
envergadura no significa nada para la gente". Ya 
lo hemos dicho y hoy lo reiteramos: estamos de 
acuerdo, señor Presidente. Es admisible; yo 
entiendo que la gente, que el trabajador necesita 
mucho más. Desde el gobierno estamos tratando 
de que tenga más, pero no a costa de dese- 
quilibrar totalmente las finanzas y la economía 
del Estado para que, en definitiva, entremos en 
un caos de hiperinflación que castigue mucho 
más a la masa trabajadora y que genere en el 
país una conmoción social mucho mayor que la 
que puede ocasionar una situación tan difícil 
como la que vivimos actualmente. 

No queremos repetir el modelo de la 
Intendencia Municipal de Montevideo. Está muy 
orgullosa la señora Diputada Charlone, y podrá 
sentirse así, pero lamento que eso no sea 
compartido por ADEOM y que, en definitiva, ello 
esté llevando al Intendente Municipal de Mon- 
tevideo a introducir reglas de austeridad finan- 
ciera que debió adoptar mucho antes y que son 
las que hemos tratado de aplicar aunque no 
resulte simpático. 

Invito a la gente y a los periodistas que estén 
interesados a recorrer todos los aditivos y 
sustitutivos presentados por el Encuentro Pro- 
gresista-Frente Amplio. ¡Cómo no! Que la 
opinión pública los conozca y vea cuáles de 
ellos tienden simplemente a aumentar el gasto, 
a desestabilizar las finanzas del gobierno, sin 
aportar los recursos con que esas dádivas o 
beneficios que se proponen pueden ser finan- 
ciados. Eso en primer lugar. 
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En segundo término, la señora Diputada 
Charlone le hace creer a los medios de 
comunicación, a la gente que está presente y 
a quien la pueda escuchar por otros medios, que 
el Partido Nacional y el Partido Colorado no 
están cumpliendo sus compromisos. No es así, 
señor Presidente: están cumpliendo sus compro- 
misos y los van a seguir cumpliendo. 

Como la señora Diputada Charlone hace 
algunas referencias a ese 4.5% del PBl que se 
prevé como meta en el acuerdo previo al 
balotaje, voy a leer textualmente lo que a ese 
respecto allí se dice, porque tal vez el hecho 
de no tener un ejemplar aquí le lleva a afirmar 
cosas sobre las que no está informada: 
"Fortalecer el presupuesto de educación, acom- 
pasado con el crecimiento de la economía, hasta 
que la enseñanza en su conjunto alcance el 
4.5% del PBI, promoviendo las inversiones del 
sector privado en educación". 

Y eso se va a hacer, señor Presidente; pero 
si no está creciendo la economía, no se puede 
subir más. Además, como dijo el señor Diputado 
Penadés, tenemos las instancias de las Rendi- 
ciones de Cuentas para otorgar, como ya lo 
hicimos antes, aumentos que puedan hacer uso 
y acopio de este artículo 12, que no le parece 
válido a la señora Diputada Charlone, pero que 
en definitiva señala una intención y un compro- 
miso ante la ciudadanía, que se va a cumplir. 

Lo que pasa es que día por día, desde el 
siguiente al de la asunción de este gobierno, se 
trata de pasar factura a un acuerdo que es para 
los cinco años y que necesita un tiempo lógico 
para ser desarrollado. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Por último -y termino, señor Presidente-, 
quiero decir que va a llegar el momento en que 
podamos discutir sobre ANCEL y ANTEL, pero 
también aquí se reitera una resistencia al 
cambio. Se quiere mantener congelada a 
ANTEL, y ésa es la mejor manera de matar al 
organismo y a la empresa pública que todos 
queremos. ¡Nadie quiere que ANTEL se muera! 
¡Nadie quiere que ANTEL deje de ser una 
empresa pública! Queremos fortalecer a ANCEL 
y dar a ANTEL los instrumentos jurídicos que 
le permitan competir en un mundo cada vez más 
duro y más globalizado, donde la competencia 
le va a llegar desde fuera de fronteras y no 
desde dentro del Uruguay. Por lo tanto, 
mantener una cristalización de instrumentos y 
marcos jurídicos es absurdo, aunque ya antes 
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no lo entendieron para UTE y tampoco espera- 
mos que lo entiendan ahora para ANTEL. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: 
hemos escuchado atentamente a la señora 
Diputada Charlone, con su estilo vehemente, 
frontal, sincero, especialmente porque es una 
legisladora que estudia mucho los temas que 
trata. 

Vamos a referirnos a algunos asuntos a los 
que hizo mención la señora Diputada Charlone 
en su exposición general, evitando ingresar en 
temas que habremos de abordar en la discusión 
particular, como los relacionados con ANCEL, la 
Universidad de la República, ANEP y todas las 
Intendencias Municipales, inclusive la de Mon- 
tevideo. 

Perdí la cuenta, pero creo que se le 
generaron no menos de veinte o treinta dudas 
en su discurso respecto del articulado propuesto 
por la coalición de gobierno, ya sea el enviado 
por el Gobierno de la República o el que fue 
fruto del acuerdo conseguido en la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda. No 
me acuerdo de cuántos mantos de duda se han 
sembrado sobre los acuerdos que legítimamente 
estamos haciendo con el Partido Colorado para 
tratar, desde nuestro humilde punto de vista, de 
cambiar la realidad de nuestro país, pues si no 
la transformamos ahora, el cambio nos pasará 
por arriba y no vamos a tener otra guerra 
mundial para salir adelante. 

Como se le han generado muchas dudas y 
puede llegar a ser algo reiterativo por parte de 
la bancada que integra, es muy bueno acotar 
algunas frases de algún integrante del Encuen- 
tro Progresista-Frente Amplio, recientemente 
recogidas por un matutino de la capital de 
nuestra República: “(...) en la izquierda" -dice el 
señor Senador Astori- "la visión conspirativa es 
una cosa muy difícil de sacar de la cabeza. Me 
refiero a esa actitud de recelo a priori sobre 
cualquier propuesta distinta o sobre la posibili- 
dad de escuchar al que piensa diferente.- 
Olvidemos a los dirigentes. Hay mucha gente en 
la base, en la militancia de la izquierda, que 
automáticamente piensa así, no por mala te sino 
porque durante mucho tiempo nos acostumbra- 
mos a pensar así. Ahora cambiar cuesta, yo me 
siento a escuchar a alguien que piensa distinto 
con la cabeza tranquila y con la actitud de que 
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voy a aprender algo aunque discrepe". 

Entonces, señor Presidente, creo que en 
buena hora llegan estas palabras y en buena 
hora los legisladores y representantes del 
pueblo -entre los cuales tengo el orgullo de estar 
comprendido- tenemos que empezar a modificar 
nuestra manera de pensar, en lugar de echar 
un manto de duda ante cualquier cosa, por el 
solo hecho de opinar diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Canet. 


SEÑOR CANET.— Señor Presidente: simple- 
mente queremos dejar alguna constancia, por- 
que a veces callar no es lo adecuado, aunque 
hubiéramos preferido mantenernos en silencio. 

El señor Diputado Díaz -con quien tenemos 
un excelente trato personal y en el trabajo de 
la Comisión y del plenario- hace algunas 
manifestaciones sobre la machacona insistencia 
en el resultado del reteréndum de 1992 acerca 
de algunos artículos de la Ley de Empresas 
Públicas, y yo me pregunto por qué será esa 
machacona insistencia. ¿Será porque hay pro- 
puestas que se apartan del espíritu que animó 
a los uruguayos ese día? ¿O será que no hemos 
procesado el conocimiento, el análisis y el 
debate público en forma suficiente como para 
abordar nuevas situaciones, no sólo aquí sino 
en el seno de la población, de la ciudadanía? 
Se dan por conocidas cosas que son harto 
discutibles, pero como decía el señor Diputado 
Da Silva, nosotros -no sólo el señor Senador 
Astori-, en la izquierda, tenemos la "cabeza 
abierta" para mirar al mundo y para actualizar- 
nos. 

Para nosotros no existen dogmas, ni en 
telecomunicaciones ni en otra materia, pero eso 
no quiere decir que rotundas decisiones del 
pueblo uruguayo, de acuerdo con las normas 
constitucionales, puedan ser relativizadas con 
facilidad, simplemente diciendo que se habla 
mucho de que se registró ese episodio histórico 
que, por otra parte, a nuestro juicio mantiene 
absoluta validez. Así se haga hoy o mañana 
cualquier tipo de consulta, los uruguayos 
estuvieron y siguen estando absolutamente 
firmes en su posición sobre la defensa del 
patrimonio nacional; que se involucre o no, se 
afecte o no ese patrimonio nacional, según las 
fórmulas que se debatan, es otra historia. 

Por eso es muy malo introducir en el proyecto 
de Presupuesto este tipo de asuntos que 
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requieren un debate detallado y específico, 
definiendo en un rápido sobrevuelo cosas que 
el país en otro momento estuvo debatiendo en 
profundidad, involucrándose la sociedad entera. 
Ahora, a esta discusión sólo accede un sector 
de la ciudadanía que tiene tiempo e interés 
como para enterarse de lo que llega a su 
conocimiento, pero sin posibilidad de profundi- 
zarlo. 

Entonces, quiero señalar el sentido de la 
frase porque, aunque no sea la intención del 
legislador, se insinúa que hay un demérito en 
hablar de algo que fue un pronunciamiento 
soberano del pueblo uruguayo. 

Hay otro pronunciamiento, hecho por más 
exiguo margen que ese impresionante 72%, que 
es el relativo a la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, y nosotros no le 
vamos a decir a ningún legislador, de ningún 
partido, que hay una machacona insistencia y 
que de ese tema no se puede hablar porque 
está laudado. No; es un tema tan abierto como 
cualquier otro. Lo único es que hay un 
pronunciamiento del pueblo uruguayo, que 
vamos a respetar. 

Entonces, si se trata de una cuestión de 
antigúedad, decimos que ésa es una forma de 
ver las cosas; si es por cuantía, es otra, pero 
desde el punto de vista del rango institucional 
de los pronunciamientos del pueblo uruguayo, 
resulta tan válido un pronunciamiento como el 
otro. 

Con respecto al señor Senador Astori, 
aprovecho de pasada para recordar -me lo han 
sugerido en forma oportuna-, no como una 
recomendación específica para el señor Diputa- 
do Da Silva, quien lamentablemente no está en 
este momento en Sala, sino para todos quienes 
tengan interés en conocer las opiniones del 
señor Senador Astori sobre la conveniencia de 
tener la cabeza abierta para mirar las cosas y 
de buscar la parte de verdad en quien piensa 
diferente -ejes de su pensamiento y puntos de 
referencia para nuestro comportamiento cotidia- 
no-, que también ha dicho otras cosas sobre 
este Presupuesto. 

Sería interesante que todos aquellos que, con 
legítimo derecho -están aquí porque tienen el 
respaldo ciudadano-, consideran que este Pre- 
supuesto es el mejor que se podría hacer -al 
punto de haber llegado a afirmar que la falta de 
margen nos hubiera llevado a nosotros a 
formular un Presupuesto tal vez parecido-, ante 
la falta de alternativas, fueran a abrevar en la 
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misma fuente que quien pudo haber sido 
Ministro de Economía y Finanzas y ahora es 
autor de referencia para el señor Diputado Da 
Silva en este tema, ya que sostiene opiniones 
muy fundadas sobre esta propuesta presupuestal 
y además tiene la cabeza abierta para buscar 
la parte de verdad y de razón que tiene este 
Presupuesto y también para señalar una canti- 
dad de elementos que en su momento, cuando 
nos toque intervenir en la oratoria, los vamos 
a hacer presentes. 

Por último, si bien no queremos extendernos 
demasiado, no podemos quedarnos en silencio 
«inclusive, por respeto a quienes piensan 
diferente- si se habla del gobierno de Montevi- 
deo y de la Junta Departamental de Montevideo, 
puesto que el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio tiene diecinueve Ediles, es decir, más de 
tres quintos del total de sus integrantes. Allí no 
hay conductas excluyentes, sino diálogo, deba- 
te, y se ejercen las mayorías, pero no por ello 
los problemas se resuelven en otro lugar; se 
discute y se trabaja en las Comisiones. 

Las Juntas Locales de Montevideo se inte- 
gran con representantes de todos los partidos 
políticos, puesto que no tenemos un comporta- 
miento excluyente. Si por voluntad popular 
-como aspiro y sueño se haga realidad-, un día 
somos mayoría en este Parlamento, tampoco 
vamos a adoptar actitudes excluyentes; y si 
llega a haber una negociación de partidos 
políticos, ésta será abierta. Digo esto sin 
perjuicio de reconocer que los compañeros 
Diputados blancos y colorados tienen el derecho 
a hacer todas sus negociaciones en coto cerrado 
mientras nosotros esperamos diez horas afuera; 
no hay problema, "calavera no chilla". Pero no 
vamos a practicar la misma conducta; vamos a 
compartir democráticamente las responsabilida- 
des parlamentarias como minoría o como 
mayoría de este Parlamento. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Vener Carboni. 


SEÑOR VENER CARBONI!.— Señor Presi- 
dente: se vuelve a plantear una fórmula ya 
conocida, que fue muy utilizada durante el 
primer gobierno del doctor Sanguinetti -del año 
1985 en adelante-, cuando se pretendía que de 
la noche a la mañana solucionáramos todos los 
problemas originados por la dictadura. Reitero, 
se vuelve a plantear esa tórmula, en tanto se 
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reclama el cumplimiento inmediato del acuerdo 
realizado entre blancos y colorados en noviem- 
bre del pasado año. "Soluciones ya y ahora", era 
el famoso eslogan con el que se pretendía que 
se corrigieran todos los desmanes de la 
dictadura, y ahora se plantea nuevamente 
exigiéndose el cumplimiento inmediato del 
acuerdo que se hiciera el pasado año. 

Todo tiene su tiempo y su plazo. Tuvimos 
algún candidato a Intendente que dijo que en 
ciento ochenta días eliminaría todos los basu- 
rales de Montevideo; han transcurrido once años 
sin que se haya podido lograr y la ciudadanía 
sigue esperando porque sabe que se trata de 
un problema complicado. Hay cuestiones que no 
se pueden resolver de la noche a la mañana. 
Algún jerarca, tal vez más desesperado que la 
gente, ha llegado a decir que a algunos 
montevideanos les gusta vivir en la mugre. Ese 
jerarca se desacató, está fuera de contexto. 

Tenemos cuatro años por delante para 
cumplir con estos compromisos, no reclamen 
que sean cumplidos en lo inmediato y no 
abusen, porque es peligroso en las circunstan- 
cias difícites que hoy vive el país. 

Una vez más, hay un partido político que 
alegremente apoya todos los reclamos, todas las 
inversiones y todas las demandas de gastos, 
que harían necesario -como lo decimos siempre- 
tener como Ministro de Economía y Finanzas al 
Rey Midas, aquel que todo lo que tocaba, lo 
convertía en oro, pues sería la única forma de 
financiar esa alegría desbordante en materia 
presupuestal que tiene alguna colectividad 
política. 

Analicemos en qué está inspirada esa 
alegría: su líder principal, pensando en las 
elecciones del año 2004, pretende cambiar el 
sistema de balotaje y trasmite esa línea a su 
partido político, logrando que sus integrantes 
conciban un Presupuesto con miras a su 
elección; y, aunque faltan cuatro años, la tiene 
presente y ya largó la campaña. Cuando ocurren 
estos hechos, hay peligro de que haya actitudes 
demagógicas. Si se analiza un Presupuesto a la 
luz de una elección para la que todavía faltan 
cuatro años, es porque se está pensando en 
ella. No digo esto porque algunos interpreten 
que piensa que pierde el próximo balotaje, y por 
eso lo quiere derogar, sino por la mentalidad con 
que está visualizando el proyecto de Presupues- 
to de hoy. Cuando todos estamos inmersos en 
el proyecto de Presupuesto, alguien está 
pensando en que ya largó la campaña de su 
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candidatura presidencial para el año 2004. 
Hemos escuchado que se dice que queremos 
vender ANTEL; es decir, se quiere trasladar el 
viejo cuco que cayó sobre las empresas públicas 
en el año 1992, ahora a través de ANCEL. 
Cuando la gente me pregunta si es cierto que 
queremos vender ANTEL, respondo que los que 
dicen que es así son los mismos que expresa- 
ban que queríamos vender UTE, cuando se votó 
la Ley de Marco Regulatorio. Es cierto que el 
General Seregni lo desmintió, pero su voz quedó 
sepultada entre las tantas que dijeron que se 
quería vender UTE. ¿Se vendió UTE a pesar de 
que no se derogó ta mencionada ley? No; no 
se vendió un ápice. Y en ANCEL se mantiene 
la hegemonía del Estado; no se entregan 
parcelas de patrimonio nacional. Hay un cambio 
estructural que será altamente positivo. Se trae 
a colación el referéndum de 1992, pero han 
pasado ocho años y el mundo y el país han 
cambiado notablemente en ese período. Y hubo 
otros plebiscitos: el que planteó en el balotaje 
el Encuentro Progresista, el que plantearon 
algunos gremios, como, por ejemplo, COFE al 
hacer publicidad advirtiendo a la población que 
Batlle y Lacalle habían querido privatizar las 
empresas públicas. Además, desde el sector 
político se planteó el plebiscito entre los 
neoliberales y los solidarios, y perdieron. Y en 
dicha instancia también hubo -porque fueron 
puestos dos modelos en confrontación- un 
nuevo plebiscito. Tal vez debamos interpretar el 
referéndum de 1992 y hacer una correcta lectura 
de lo que fue planteado como un plebiscito por 
la izquierda en el balotaje del año pasado. 
Finalmente, sabemos que muchos tienen la 
cabeza abierta, pero los pensamientos que han 
ingresado a esa cabeza abierta y se han 
procesado, después no se han podido transtor- 
mar en votos porque la opresión de su partido 
no se lo ha permitido. Así sucedió con la ley 
de las AFAP y con la reforma constitucional. 
Entonces, uno se pregunta para qué sirve tener 
la cabeza abierta si entra, pero no sale nada. 


SEÑOR LEV.— Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LEV.— Señor Presidente: sugiero 
que la Mesa tenga en cuenta la lista de 
oradores, puesto que el debate se está 
desnaturalizando. 
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Está bien que se conteste alusiones perso- 
nales; pero en este caso es diferente pues hay 
legisladores que intervienen aunque no hayan 
sido aludidos personalmente, y eso desnatura- 
liza el Reglamento. Admito que las alusiones se 
respondan cuando tienen carácter personal y 
sean directas; pero no corresponde que cada 
uno realice una intervención general argumen- 
tando que se siente aludido. 

Por lo tanto, solicito que la Mesa se ajuste 
al Reglamento. Las respuesta a alusiones deben 
tener ese carácter; para las intervenciones hay 
que anotarse en la lista de oradores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
va a hacer lo siguiente. Con franqueza, 
considera que el talante del señor Diputado Lev 
es el correcto. 

Están anotados los señores Diputados Ibarra, 
Castro, Charlone y Penadés. Parecería que se 
borrarían de la lista de oradores los señores 
Diputados Ibarra y Penadés. 


SEÑOR 
Presidente? 


IBARRA.— ¿Me permite, señor 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: no me 
borro de la lista de oradores porque se 
mencionó mi nombre y apellido, a raíz de una 
intervención que realicé hoy de mañana y, como 
legislador, es mi obligación contestar. Además, 
tengo las cosas muy claras. 

Voy a referirme a dos aspectos. Uno de ellos 
refiere al instituto Nacional de Colonización, que 
no está ajeno a la problemática agropecuaria 
que vive el país. Pero también es bueno 
recordar que durante mucho tiempo, dicho 
Instituto no ha recibido ayuda económica del 
Estado, por lo que tiene dificultades. Hay más 
de cinco mil aspirantes jóvenes que solicitan 
tierras, fundamentalmente para trabajar. Por 
este motivo, seguimos apostando al mencionado 
Instituto Nacional de Colonización, que tiene una 
ley espléndida que data de 1948. 

Respecto a lo manifestado por algún señor 
Diputado en cuanto a que esta mañana agravié 
a determinados partidos políticos con mis 
expresiones sobre el compromiso del Directorio 
del Partido Nacional con el actual señor 
Presidente Jorge Batlle, creo que sería bueno 
leer los documentos, porque a veces el tiempo 
nos juega una mala pasada y no tenemos 
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memoria. En ese sentido, el semanario "Búsque- 
da" publicó: “El documento acordado, que se 
transcribe a continuación, también estableció 
que esas medidas 'deberán ser,'" -todo este 
programa- "en lo que a materia legal refiere, 
adoptadas antes del 1? de julio del próximo año, 
utilizando el mecanismo de la ley de emergen- 
cia, o la próxima instancia presupuestal". En 
este mismo documento figura una serie de 
propuestas importantes para la ciudadanía que 
no fueron cumplidas por parte del Partido 
Colorado y del Partido Nacional. 

La señora Diputada Charlone bien menciona- 
ba el tema del 4% o 5% del Producto Bruto 
Interno para fortalecer el presupuesto quinquenal 
de la educación, más allá de las condicionantes. 

Otro punto que está claramente establecido 
es que en el plan quinquenal se determinaría 
una mejora de las remuneraciones de los 
funcionarios públicos. Sin embargo, no hay 
ningún tipo de mejora para los funcionarios 
públicos, salvo para los docentes, policías y 
militares. Esto es real; no es un agravio. 
Estamos diciendo la verdad y ello está documen- 
tado. 

Creo que el agravio parte de la falta de 
cumplimiento de un documento que se utilizó 
para la propaganda electoral y que hoy los 
uruguayos se encuentran con que está ahí, 
congelado, y no se cumple. 

En el documento que tengo en mi poder -lo 
podemos fotocopiar si algún señor Diputado no 
lo tiene- se establece que se fortalecerá el 
trabajo de la DINAE. El Poder Ejecutivo no 
emitió ningún artículo referido a partidas para la 
JUNAE; simplemente, el Partido Nacional propu- 
so en Comisión una partida de US$ 1:200.000, 
absolutamente insuficiente. 

Este documento propone universalizar las 
asignaciones familiares, respecto a las cuales, 
casualmente -porque coincidimos-, presentamos 
un aditivo en la Comisión correspondiente, que 
fue votado en forma negativa. Por lo tanto, ésta 
es otra deuda pendiente que se tiene con 
referencia a este tema. 

También se habla de disminuir las tarifas 
públicas para sectores productivos. Al respecto, 
presentamos un aditivo en la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda, 
que también se votó en forma negativa. También 
presentamos un aditivo relativo a la disminución 
de las tarifas de energía eléctrica. 

En definitiva, no se trata de agravios, sino de 
plantear las cosas como son. En este Parlamen- 
to hay cuatro Partidos políticos que tienen 
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derecho a expresar su opinión. Lo que recha- 
zamos -lo dijimos hoy y lo volvemos a repe- 
tir- son los dobles discursos. Se utiliza un 
discurso para la campaña electoral y luego, 
cuando hay que comprometerse a llevarlo a 
cabo a través de una ley de urgente conside- 
ración o del Presupuesto, no se concreta. Esto 
origina -créase o no- el desprestigio del sistema 
político y de este Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
quiere agradecer la presencia de alumnos de 
tercer año del Liceo "Elbio Fernández", quienes 
están participando de la sesión de consideración 
del Presupuesto Nacional. 


11.-— Licencias 
Integración de la Cámara 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
aprobar las solicitudes de licencias siguientes: 


Del señor Representante Artigas Melgarejo, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 17 y 20 de 
octubre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Carlos Riveros. 


De la señora Representante Lucía Topolansky, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 21 de 
octubre y 5 de noviembre de 2000, convocán- 
dose al suplente correspondiente siguiente, 
señor José Zapata. 


Del señor Representante Daniel Díaz Maynard, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N?2 16.465, por el 
período comprendido entre los días 30 de 
octubre y 8 de noviembre de 2000, convocán- 
dose al suplente correspondiente siguiente, 
señor José Luis Veiga. 


Del señor Representante Edgar Bellomo, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 23 y 31 de octubre 
de 2000, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Julio Varona. 
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— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y seis en cincuenta y siete: 
Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente me dirijo a usted en su 
carácter de Presidente de la Cámara para 
solicitarle licencia por motivos particulares entre 
los días 17 al 20 de octubre, inclusive, pidiendo 
se convoque al suplente respectivo. 


Sin otro particular lo saluda atentamente. 


Artigas Melgarejo 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe Alvaro Espinosa, cédula de 
identidad N* 1.018.226/2, en mi calidad de 
primer suplente del señor Representante Nacio- 
nal, Artigas Melgarejo, quien ha solicitado 
licencia entre los días 17 al 20 de octubre, 
comunico a Ud. que me encuentro imposibilitado 
por esta sola vez de asumir el cargo de 
Representante para el cual fui convocado por 
ese Cuerpo. 


Sin otro particular, saludo a Ud. 


atentamente. 


muy 


Alvaro Espinosa". 
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"Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


La que suscribe Blanca Elgart, cédula de 
identidad N2 3.127.308/0, en mi calidad de 
segunda suplente del señor Representante 
Nacional, Artigas Melgarejo, quien ha solicitado 
licencia entre los días 17 al 20 de octubre, 
comunico a Ud. que me encuentro imposibilitada 
por esta sola vez de asumir el cargo de 
Representante para el cual fui convocada por 
ese Cuerpo. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a Ud. muy 


Blanca Elgart". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Artigas Melgarejo. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 17 y 20 de octubre de 2000. 


II) Que, por esta vez, no aceptan la 
convocatoria de que fueron objeto los suplentes 
correspondientes siguientes, señor Alvaro Espi- 
nosa y señora Blanca Elgart. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el 
artículo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de 
mayo de 1945, y por el inciso tercero del articu- 
lo único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero 
de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
17 y 20 de octubre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Artigas Melgarejo. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
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presentan los suplentes siguientes, señor Alvaro 
Espinosa y señora Blanca Elgart. 


3) Convóquese por Secretaría por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 90 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor 
Carlos Riveros. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al 
Cuerpo que Ud. preside, se me conceda licencia 
por motivos personales (numeral 3 del artículo 
único de la Ley N* 16.465) desde el día 21 de 
octubre hasta el día 5 de noviembre, inclusive. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saluda a Ud. muy 


Lucía Topolansky 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Lucía Topolansky. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 21 de octubre y 5 de noviembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
21 de octubre y 5 de noviembre de 2000, a la 
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señora Representante por el departamento de 
Montevideo, Lucía Topolansky. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 609 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor José Zapata. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 10 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Solicito licencia por motivos personales 
desde el 30 de octubre al 8 de noviembre de 
2000 y que se convoque al suplente respectivo. 


Lo saluda atentamente. 


Daniel Díaz Maynard 
Representante por Montevideo". 


“Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Daniel Díaz 
Maynard. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 30 de octubre y 8 de noviembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
30 de octubre y 8 de noviembre de 2000, al 
señor Representante por el departamento de 
Montevideo, Daniel Díaz Maynard. 
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2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 738 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor José Luis Veiga 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 17 de octubre de 2000, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Washington Abdala. 


De nuestra mayor consideración: 


Por la presente solicito a Ud. se me conceda 
licencia desde el 23 al 31 del corriente mes, por 
motivos particulares y se convoque al suplente 
respectivo. 


Edgar Bellomo 
Representante por Canelones". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Edgar Bellomo. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 23 y 31 de octubre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
23 y 31 de octubre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Canelo- 
nes, Edgar Bellomo. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 738 del Lema 
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Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Julio Varona. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


12.-— Presupuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 
(Aprobación) 

— Prosigue la consideración del 

debate. 

Para contestar una alusión, tiene la palabra 
la señora Diputada Castro. 


asunto en 


SEÑORA CASTRO.— Señor Presidente: una 
de las tesis aquí planteadas tiene larga data; tal 
vez sea mayor que algunos de los jóvenes 
legisladores que nos acompañan en Sala. 

La idea de que el presupuesto de la 
educación se ate al PBI data de más de tres 
largas décadas. En realidad, la experiencia 
nacional ha demostrado que aun en períodos en 
los que el PBI ha mantenido su tendencia al 
alza, ha permanecido constante la tendencia 
decreciente de la asignación presupuestal para 
el gasto educativo público. 

Por otra parte, también como un dato 
histórico de esta sociedad uruguaya, el compro- 
miso electoral de las fuerzas que hoy conforman 
la coalición de gobierno de llegar al 4.5% del 
PBI para el gasto en la educación pública tiene 
ya otros antecedentes. La ciudadanía debe 
recordar que en oportunidad de plebiscitarse el 
presupuesto para la educación en el año 1994, 
el Partido Colorado y otras fuerzas políticas 
plantearon que no estaban de acuerdo en 
incorporarlo en la Constitución, porque querían 
tener la oportunidad de otorgarle más. Realmen- 
te, esto no ha pasado en vano y ha quedado 
en la memoria de educadores y trabajadores de 
la enseñanza y en la del conjunto de la 
población. 

Quiere decir que aun este 4.5% del PBI, que 
está bastante lejano del 6% que reclama la 
UNESCO -no estamos hablando de un organis- 
mo de izquierda o de derecha, ya que está 
integrado por esa plural participación del 
conjunto de los Estados- para los países en 
situaciones similares a la nuestra, es un 
compromiso que se ha reiterado y mo se lo 
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concreta. La situación que se está dando hoy 
en esta Cámara, en la discusión de este 
Presupuesto, es que no solamente no se lo 
concreta, sino que no hay en el horizonte 
perspectivas de que se tienda a ello. Esto nos 
parece grave por varios aspectos: por la 
situación del alumnado, por el compromiso en 
cuanto a los aprendizajes y la formación de la 
ciudadanía y por la situación de los trabajadores 
de la enseñanza. 

Por otra parte, se ha dicho -quiero señalarilo 
brevemente- que las propuestas del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio no están financiadas, 
que no son serias. Esto no corresponde a la 
realidad de los hechos. Quizás alguien se haya 
confundido y no haya mirado bien la firma de 
alguna otra propuesta que corresponde a otro 
lema que tiene representación parlamentaria. La 
totalidad de los aditivos y sustitutivos que ha 
presentado nuestra fuerza política tiene una 
seria propuesta de financiación. Una cosa 
diferente es que se comparta o no la fuente que 
se propone. Quizás en el bullicio de la Sala uno 
no haya podido interpretar debidamente a qué 
se referían cuando hablaban de dádivas sala- 
riales. La verdad es que lo que percibe un 
trabajador docente de la ANEP son $ 3.600 por 
mes y el salario básico de un trabajador no 
docente es de $ 751, aunque con las compen- 
saciones llega a $ 1.800; si ésas son las dádivas 
salariales a las que se están refiriendo, sería 
interesante que todos y cada uno de nosotros 
asumiéramos el desafío, por lo menos un mes 
al año, de vivir íntegramente con esas dádivas; 
y estoy hablando de pagar alquiler, comer, dar 
educación a nuestros hijos, atender la salud, 
trabajar con eficiencia y, además, tal como 
corresponde al compromiso asumido por todo 
trabajador de la enseñanza, cumplir con el 
perfeccionamiento en la función. 


(Manifestaciones de la barra.- Campana de 
orden) 


— ¡Estoy hablando de $ 3.600, señor Presiden- 
te! ¡A ver de qué manera podríamos cumplir con 
todos esos objetivos! 

Diría que sí son dádivas -si le damos a esto 
la acepción de regalías sin justiticación- los 
contratos de alta especialización que pueden 
llegar a $ 33.000 mensuales; y esto se cobra 
un mes y otro y otro más. Estos contratos de 
alta especialización, que también se dan dentro 
de la ANEP, no se han dilucidado por la vía de 
los concursos ni de los exigentes cursos de 
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formación en los que han debido participar los 
trabajadores de la enseñanza; pero no voy a 
extenderme sobre este tema porque al respecto 
ha habido recientes denuncias e investigacio- 
nes. 

Si es cierto lo que se ha afirmado aquí en 
cuanto a que en los últimos tiempos ha habido 
un aumento de las retribuciones del personal 
docente y no docente que trabaja en la ANEP 
-estamos hablando nada más y nada menos que 
de 45.000 funcionarios-, ¿qué le pasa a la gente 
de este país? ¿Estamos sufriendo de amnesia 
en cuanto a la percepción del salario real? ¿O 
es que hay 45.000 funcionarios públicos que no 
se dan cuenta de que aumentó su salario real 
y, por ende, su capacidad de compra? Parece 
que algo pasa, porque si tenemos lucidez para 
ver que los porcentajes suben o bajan en otras 
áreas, ¿por qué 45.000 funcionarios padecen 
esta triste amnesia y no pueden apreciar lo que 
ocurre con su salario? Creo que tendríamos que 
ponernos a pensar que no se trata de amnesia, 
sino de que calculamos mal, porque estamos 
analizando las cosas desde una posición que no 
es la del sumergido e indigente trabajador de 
la enseñanza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
advierte que la barra no tiene derecho a hacer 
ningún tipo de manifestación. Por lo tanto, se 
ruega que quienes están presenciando la sesión 
permanezcan en silencio. 

Para contestar una alusión, tiene la palabra 
la señora Diputada Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
voy a ser breve, porque la verdad es que el 
debate se ha desviado por carriles que no son 
los normales ni los que conviene transitar. 

En su momento, hicimos una alusión respe- 
tuosa: aquí en ningún momento se dijo que se 
estaba mintiendo o que se había mentido, sino 
que se estaba incurriendo en un incumplimiento. 
Voy a repetirlo y a aclararlo. En el documento 
que leímos dice que las medidas que se 
plantean aquí "deberán ser, en lo que a materia 
legal refiere, adoptadas antes del 1* de julio del 
próximo año, utilizando el mecanismo de la ley 
de emergencia o en la próxima instancia 
presupuestal”. La Ley de urgente consideración 
ya pasó y algunas de las medidas que están 
contenidas en este proyecto estaban incluidas 
en aquella norma; la instancia presupuestal es 
ésta. Además, es cierto que se habla -no lo 
hemos interpretado mal- de fortalecer el presu- 
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puesto de la educación, acompasado con el 
crecimiento de la economía, hasta que la 
enseñanza en su conjunto alcance el 4.5% del 
Producto Bruto interno. 

Este año el nivel de actividad económica 
decreció, pero el Presupuesto que plantea el 
Poder Ejecutivo está previendo un crecimiento; 
así se establece en el Mensaje y sobre esa base 
se presupuestan los ingresos tributarios. El 
Poder Ejecutivo nos dice que en el año 2001 
la economía va a crecer un 2.5% y que en los 
años 2002, 2003 y 2004 el incremento será de 
un 2.3% cada año, de modo que no se presenta 
un Presupuesto sin crecimiento. Insisto: el 
Presupuesto se ha planteado sobre la base de 
que la economía va a crecer; también los 
ingresos tributarios se presupuestaron de acuer- 
do con este criterio. 

Lo que no está acompasado con esta 
previsión ni con lo que se establece en este 
documento es lo que se destina a la educación, 
que permanece constante cada año. Dado que 
según el Presupuesto elaborado por el gobierno, 
el Producto Bruto Interno crecerá cada año pero 
los recursos para la educación permanecerán 
incambiados, nosotros afirmamos que este 
Presupuesto quinquenal supone una rebaja de 
los gastos en educación con relación al Producto 
Bruto Interno. Quiere decir que se están bajando 
los recursos de la educación en lugar de 
aumentarlos, como se dijo aquí; y no pretende- 
mos que se haga ahora, aunque es necesario 
que se empiece ya a transitar ese camino. 

Reitero: se dice que se aumentarán los 
recursos para la enseñanza cuando la economía 
crezca. Al mismo tiempo, el Poder Ejecutivo 
afirma en su Mensaje que la economía va a 
crecer. Esto lo queremos dejar bien claro. 

Debo decir al señor Diputado Da Silva -por 
quien siento gran respeto y aprecio personal- 
que me siento totalmente representada por las 
palabras del señor Senador Astori que leyó; no 
encuentro ninguna alusión negativa en su 
intervención. 

Otras alusiones, como la del señor Diputado 
Vener Carboni, no las voy a contestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Vamos a 
retomar el cauce normal de la sesión. 


SEÑOR PENADES.— ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene ta 
palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: el 
motivo de mi intervención es fijar reglas de 
juego claras. Esto que se acaba de dar no puede 
volver a repetirse; si vuelve a suceder, no vale. 

La torma de trabajo debe ser otra; la Mesa 
ha seguido una política compartible, pero de 
ahora en adelante no podemos seguir por este 
camino porque ello conduce a que quienes se 
han anotado para dar cuenta de la posición de 
su sector y referirse a los temas generales del 
Presupuesto se vean totalmente desplazados 
por debates puntuales en los que todos nos 
sentimos tentados a participar por la vía de la 
respuesta a alusiones. Vamos a tener que 
ponernos de acuerdo entre todos -no se trata 
de dar clases a nadie ni mucho menos- para que 
esto no vuelva a repetirse; no tenemos derecho 
a tener esperando desde hace dos horas a los 
señores Diputados que están anotados para 
hacer uso de la palabra, mientras estamos en 
esta ida y vuelta que no conduce a nada. Digo 
esto, sobre todo, porque todos los temas que 
se están discutiendo por la vía de la respuesta 
a alusiones serán considerados en la discusión 
particular del Presupuesto, de modo que quien 
quiera hablar de ANTEL podrá hacerlo cuando 
se trate la Sección VIII, y quien quiera referirse 
a la ANEP podrá hacerlo cuando consideremos 
el inciso 25. Insisto: cada uno podrá hablar del 
tema que le interese cuando llegue el momento 
de su consideración particular. 

Para ayudar a la Mesa tendríamos que 
comprometernos a que las respuestas a alusio- 
nes políticas y personales fueran efectivamente 
tales, centrando el debate de cada tema en el 
momento en que corresponda dentro de la 
discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Hay algo 
que podemos hacer, aunque no es estrictamente 
reglamentario; nos guste o no, señor Diputado 
Penadés, lo reglamentario es que los señores 
Diputados tengan la libertad de plantear su 
opinión en una asamblea, levantando la mano 
y utilizando la mecánica de la contestación a 
alusiones. Si no hay opiniones en contrario, lo 
que se puede hacer -como se procedió en otras 
muchas oportunidades, y tal como me lo sugería 
el señor Diputado Chifflet- es habilitar una única 
respuesta a alusiones partidarias por parte de 
un portavoz determinado. Supongamos que 
estaba hablando la señora Diputada Charlone; 
entonces, puede concederse la palabra para 
contestar una alusión a un integrante del Partido 
Nacional y a otro del Partido Colorado y nada 
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más. Pero eso sería resultado del consenso 
alcanzado por nosotros, pues no surge del 
Reglamento. Reglamentariamente hicieron uso 
de la palabra cuatro Diputados colorados y cinco 
del Partido Nacional, además de la señora 
Diputada Charlone y del señor Diputado Ibarra, 
y no tengo más remedio que habilitar este tipo 
de mecanismos. 

Ahora corresponde meternos de lleno nueva- 
mente en el debate de fondo, y si bien se perdió 
una hora, fue por voluntad del Cuerpo. 

Tiene la palabra el señor Diputado Gabriel 
Pais. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).— Señor Presi- 
dente: agradezco las palabras del señor Dipu- 
tado Penadés con el fin de encauzar esta 
discusión que postergó mi intervención por más 
de una hora y media, sin perjuicio de reconocer 
la legitimidad de todos tos que, por vía de la 
alusión, hicieron uso de la palabra antes que 


quienes estábamos anotados desde tiempo 
atrás. 
Quiero destacar el clima de respeto y 


tolerancia con el que se trabajó durante más 
de cuarenta días en la Comisión de Presupues- 
tos, integrada con la de Hacienda . Sin duda, 
aspiro a que ese clima, que permitió terminar 
prácticamente en un tiempo récord con la 
discusión de todos los puntos de este extenso 
proyecto de Presupuesto, se vea reflejado en el 
plenario y podamos, con igual postura, avanzar 
en la discusión general de este proyecto al ¡igual 
que en su tratamiento en particular. 

Este proyecto de Presupuesto que tenemos 
a consideración se enmarca en un determinado 
momento de la vida del Uruguay. El Parlamento 
está en una situación única, que no se ha dado 
en cincuenta años. Precisamente, esta es la 
primera vez en cincuenta años que el Parlamen- 
to uruguayo tiene que considerar un Presupues- 
to en un contexto económico sin inflación. ¿Qué 
importancia tiene esto? ¿Por qué lo destaco? 
Por algo muy simple: en los proyectos de 
Presupuesto figuraban gastos que podían cubrir- 
se o encubrirse vía el impuesto inflacionario. 
Hoy eso no es posible. Quienes estamos 
presentes no tenemos conocimiento ni experien- 
cia sobre lo que es considerar un Presupuesto 
en un país sin el flagelo inflacionario. Esto 
obliga al Parlamento a ser particularmente 
responsable a la hora de votar gastos, porque 
ninguno podrá solventarse vía inflación; todos 
deberán cubrirse vía incremento real de los 
tributos que pagan los ciudadanos uruguayos. 
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Esa es la primera particularidad que quería 
destacar. 

La segunda característica de este Presupues- 
to es que estamos ante una situación de déficit. 
En grandes números, en el año 1999 el Estado 
gastó en el entorno de los US$ 4.900:000.000 
y le ingresaron apenas US$ 4.000:000.000; el 
déficit presupuestal de 1999 superó los 
US$ 900:000.000.Si ese déficit es circunstancial, 
por un año,es posible absorberlo vía incremento 
del endeudamiento externo; pero no es una 
situación sustentable a largo plazo, y menos en 
forma permanente. Por esta razón debemos ser 
cuidadosos con relación al incremento del gasto 
que se votó en el Presupuesto. Todo incremento 
del gasto llevará una consecuencia indeseada: 
generará inflación. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Michelini) 


— ¿Por qué nos preocupa la inflación? ¿Simple- 
mente para mantener los números 
macroeconómicos? ¿Sólo para que las cuentas 
cierren? Nos preocupa la inflación porque 
castiga a los más pobres y a todos aquellos que 
tienen ingresos fijos. Es nuestro deber proteger 
a los sectores más necesitados de la sociedad 
uruguaya, a quienes precisamente se castiga 
cuando se votan gastos sin las correspondientes 
partidas de ingresos. 

Por eso, señor Presidente, quiero destacar lo 
que considero más positivo de este Presupuesto 
quinquenal, que no es precisamente todo 
aquello en lo cual se han extendido los 
legisladores preopinantes que han analizado 
pormenorizadamente todo lo bueno que este 
proyecto encierra. Es mi intención destacar que 
lo más importante es que no contiene un 
incremento del gasto que desencadene la 
inflación. Por eso digo y afirmo que lo más 
importante no es lo que está en el proyecto de 
Presupuesto, sino aquello que no figura en él: 
los gastos que no votamos, los gastos que no 
queremos que se aprueben. 

¿A qué se debe esto? ¿A que queremos 
castigar a la población? ¿Es éste un gobierno 
que no se preocupa, que cree que nunca más 
tendrá elecciones, que piensa que nunca más 
tendrá que someter su actuación al veredicto de 
la ciudadanía? No, señor Presidente; el gobierno 
tiene la obligación de proteger los ingresos y el 
valor adquisitivo de la moneda; tiene el deber 
de proteger al millón de personas que cuando 
comienza noviembre aspira a cobrar su sueldo, 
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cuando son funcionarios públicos, y sus jubila- 
ciones y pensiones, si son jubilados o pensio- 
nistas. Por ese millón de personas que esperan 
recibir un dinero que rinda lo mismo el 1? de 
noviembre que a fin de mes, es que tenemos 
que ser firmes y no caer en la fácil tentación 
de votar aumentos del gasto. ¡Qué más 
simpático podría ser para un gobierno que dar 
a diestra y siniestra incrementos salariales! ¡Qué 
podría ser más simpático que dar aumentos a 
todos aquellos que pasaron por la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda! 

Vuelvo al trabajo de la Comisión. Es mi 
primera experiencia parlamentaria y puedo decir 
que no dejó de sorprenderme la actitud de 
representantes de los organismos públicos, de 
Ministros de Estado, de grupos de interés, de 
sindicatos, de organizaciones de funcionarios 
reclamando gastos. No dejo de sorprenderme: 
nada más antisolidario, a mi criterio, que, en un 
contexto de déficit de más del 20% de los 
ingresos, venir a solicitar más gastos, incremen- 
tos de sueldos y de partidas. Realmente, esto 
me sorprendió. Siempre decimos que los 
uruguayos son solidarios, que hay espíritu de 
equipo, pero allí no se vio; cada uno empujaba 
por lo suyo, cada uno pretendía legítimos 
incrementos salariales y de partidas. 

¿A quién le alcanza el sueldo? A nadie; todo 
el que trabaja aspira a obtener una mejor 
retribución, pero es nuestra obligación pagar los 
gastos con ingresos genuinos. Además, tenemos 
un deber con la ciudadanía toda, no sólo con 
los que esperan un ingreso del Estado, sino con 
todos aquellos que tienen un dinero en su poder, 
sean empleados o empresarios de la actividad 
privada, que aspiran a que sus ingresos no se 
devalúen día a día por la vía del impuesto más 
injusto, aquel que el Parlamento no vota: el de 
la inflación, que nos llevó cincuenta años 
erradicar de nuestra nación. 

Cuando adoptamos esta actitud de decir que 
no al incremento del gasto propuesto por ANEP, 
que sumaba US$ 504:000.000, al incremento del 
gasto de la Universidad de la República, del 
entorno de los US$ 250:000.000, o al incremento 
de gasto solicitado por el INAME, de más de 
US$ 200:000.000, no lo hacemos con un espíritu 
insensible ni con otro motivo que no sea 
proteger a la ciudadanía toda, a todos los 
habitantes del país, entre quienes están esas 
mismas personas que piden incrementos de 
partidas, porque de aprobarse esos gastos 
propuestos no hay otra forma de pagar que no 
sea con dinero devaluado. 
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Frente a esa postura se puede preguntar: 
¿estamos en lo cierto? ¿Es ésa la posición 
correcta o hay una propuesta alternativa? 
¿Tenemos la posibilidad de actuar y de votar de 
manera distinta? 

Leí atentamente el informe en minoría 
presentado por el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio. En la página 36 del citado repartido se 
habla de "El Plan de Reactivación del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio", que contiene 16 
puntos y si los analizamos uno a uno -y lo digo 
con respeto y tolerancia hacia quienes no 
piensan como nosotros-, 14 contienen aumentos 
del gasto o disminución de los ingresos. Hay un 
solo numeral, el 11, que habla de incremento 
de ingresos y dice asf: "Gravar con IVA la venta 
de cigarrillos y tabacos”. 

Esto me genera preocupación ante una 
postura sustentada en un incremento de gastos, 
precisamente por los fundamentos que expuse. 
Pero esta posición distinta a la de la coalición 
de gobierno se compadece con lo que sucedía 
en los días en que la Comisión recibía 
determinados reclamos -legítimos- de represen- 
tantes de organismos, inclusive de Ministros de 
Estado, y velamos cómo las actividades a 
encarar o las nuevas actuaciones planificadas 
por un órgano, un Ministro o un grupo de interés 
se apoyaban destacando la trascendencia que 
la gestión de ese organismo tenía para el país. 
Esas largas jornadas vividas en la Comisión en 
este contexto nos parecían algo extrañas; 
creíamos estar viviendo en un país distinto. Por 
momentos, pensábamos que estábamos en un 
país con un Estado superavitario y que 
decidíamos cómo repartir el superávit fiscal. 
Muchas de las entrevistas concedidas y de las 
reuniones de trabajo parecían -reitero- de un 
país diferente; daba la impresión de que 
estábamos viviendo en una economía desarro- 
llada, con un superávit fiscal, y los legisladores 
libremente analizaban la mejor forma de gastar- 
lo. Pero, lamentablemente, eso no era así; la 
realidad que vive el país es muy distinta a 
aquella que creíamos estar viviendo por momen- 
tos en esa Comisión, 

Por ende, ante la ¡inexistencia de una 
propuesta alternativa y en beneficio de los 
sectores de la población más necesitados, 
propiciamos y vamos a votar este proyecto de 
Presupuesto tal como vino informado por la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Leglise. 
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SEÑOR LEGLISE.— Señor Presidente: hace 
más de treinta días que estamos en la discusión 
y en la elaboración de este Presupuesto y 
cuando falta tan poco para su finalización, son 
muchas las cosas que nos vienen a la cabeza 
para decir. 

Creo que el inicio de esta intervención debe 
ser en tono de pregunta y ella es si este 
proyecto de Presupuesto es el de la coalición 
de gobierno. Debemos contestar que no es así, 
porque en su génesis no estuvieron presentes 
los Ministros del Partido Nacional -si bien lo 
negociaron integrantes de sus propias Carteras- 
ni sus técnicos. El Partido de Gobierno tiene el 
legítimo derecho de actuar de esta forma. Fue 
por ello que recién tomamos contacto con este 
proyecto en la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, de la Cámara de 
Representantes. Fue allí donde empezamos a 
desgranar este Presupuesto y a ver qué 
contenía. 

Hay dos señales importantísimas emitidas por 
el Directorio del Partido Nacional que no 
podíamos dejar de lado. Una de ellas es el 
compromiso del 9 de noviembre firmado por el 
señor Presidente del Directorio del Partido 
Nacional y el doctor Jorge Batlle ante la 
ciudadanía. La segunda es el documento que 
emitió el Directorio del Partido Nacional el 16 
de agosto de 2000, con todas las prioridades 
que tenía el Partido para que fueran incluidas 
en el Presupuesto o en el proyecto de ley de 
urgente consideración. Aquí aparecen las gran- 
des preocupaciones que ha tenido el Partido 
Nacional en cuanto a las Intendencias y a los 
Ministerios del Interior, de Defensa Nacional, de 
Relaciones Exteriores y de Transporte y Obras 
Públicas. Para no aburrir a la Cámara con la 
lectura de estos dos documentos, quisiera 
solicitar que se incorporaran a la versión 
taquigráfica porque son muy importantes para el 
Partido Nacional. Con ellos nos hemos mane- 
jado en la Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda. 

Leyendo el informe en mayoría nos ha 
quedado alguna duda. Cuando especificamente 
se menciona el aporte de US$ 30:000.000 
anuales conseguido por el Partido Nacional para 
las Intendencias Municipales, aprobado en la 
Comisión, se puede inferir que nuestro Partido 
ha generado un aumento significativo del déficit 
fiscal. Hemos sido muy claros: el Partido 
Nacional tiene la responsabilidad de no aumen- 
tar el déficit fiscal. Si de alguna forma podemos 
ayudar a la administración del Poder Ejecutivo, 
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es quizás tratando de disminuir el déficit fiscal, 
pero no aumentándolo. 

Creo que nuestro Partido llegó a este acuerdo 
con el Partido Colorado sabiendo que dentro del 
Presupuesto existen partidas de las que pode- 
mos sacar esos US$ 30:000.000. Prueba de ello 
es que autorizamos a que en el año 2001 no 
se derogue el impuesto a la Compra de Mone- 
da Extranjera que pagan las empresas pú- 
blicas del Estado, con lo que se conseguirían 
US$ 20:000.000. Estamos convencidos de que 
existen las partidas necesarias para que no se 
aumente el déficit fiscal planteado por el Poder 
Ejecutivo para estos cinco años. 

Tampoco hay dudas de que, por la esencia 
democrática de nuestro sistema, debemos 
adecuarnos a las mayorías. Seguramente, este 
proyecto contará con la cantidad necesaria de 
votos como para que pueda salir adelante, pero 
creemos que esto que, en definitiva, es un 
prestigio aritmético no debe hacer que nos 
sintamos dueños de la verdad. 

Debemos hacer algunas consideraciones que 
-como bien se dijo aquí- tienen que apuntar a 
que en el futuro existirán Rendiciones de 
Cuentas ¿Por qué decimos esto? ¿Qué es un 
Presupuesto? Podríamos decir que es un gran 
programa de gobierno. Creemos que este 
Presupuesto no trae un gran programa de 
gobierno, pero, desde el punto de vista teórico 
y de las formulaciones que en él se hacen, 
existen aspectos que debemos ver si se cumplen 
o no en el futuro, ya sean los aumentos del 
Producto Bruto Interno, la mayor recaudación 
por parte del Estado, las economías previstas 
o la disminución del déficit que puede alcanzarse. 

Habrá de verse en la realidad, en la vida 
cotidiana, si los pronósticos se confirman o no. 
Y la forma de rever las asignaciones se 
determinará en las Rendiciones de Cuentas que 
tengamos en el futuro. No tengo dudas de que 
en los próximos años el Parlamento cambiará el 
criterio de años anteriores; las Rendiciones de 
Cuentas volverán a ser una herramienta funda- 
mental para el gobierno del Partido Colorado. 

Durante la exposición de nuestro compañero, 
el señor Diputado Penadés, quedaron sin ser 
mencionados muchos de los logros del Partido 
Naciona!. Creo que debemos insistir en lo que 
en esta negociación ha obtenido nuestro Partido 
Nacional. Dentro de esta enumeración de logros 
debemos citar los estudios de explotación de 
recursos geológicos en Rocha, el encargo al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas de 
una serie de proyectos y obras en varios 
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departamentos, la atención de las obligaciones 
contraídas en oportunidad de la creación del 
Fondo Iberoamericano de Ayuda Ibermedia y la 
supresión del monopolio estatal en lo referente 
a la venta e importación de astaltos y derivados. 

Quedó pendiente el tema de las Intendencias. 
De los US$ 220:000.000 reclamados por el 
Congreso de Intendentes se obtuvo una partida 
anual de US$ 157:000.000, es decir, un aumento 
de US$ 30:000.000. Se obtuvieron recursos 
para conformar el Fondo de Descentralización, 
que será de US$ 40:000.000 en el año 2001, 
de US$ 60:000.000 : en el año 2002, de 
US$ 80:000.000 en el año 2003 y de 
US$ 100:000.000 en el año 2004, 

También está el capítulo relativo a telecomu- 
nicaciones y recursos, donde no sólo volvemos 
a las posibilidades que dará a ANTEL la nueva 
Carta Orgánica, sino también a ANCEL la 
asociación con privados. 

Todos estos son logros, pero también es 
indispensable para el Partido Nacional decir 
cuáles son las cosas que en definitiva vinieron 
en este proyecto de Presupuesto a estudio de 
esta Cámara y que hoy no están comprendidas 
en él. Por eso es indispensable que el Partido 
diga que no estuvo de acuerdo con la extensión 
del impuesto a las Retribuciones Personales. 
Era una extensión que gravaba a las empresas 
unipersonales y a los profesionales de nuestro 
país. Sí estábamos de acuerdo en que debíamos 
establecer un calendario para la disminución de 
este Impuesto a las Retribuciones Personales 
porque ello formaba parte del compromiso 
asumido en noviembre del año pasado. Todavía 
no perdemos las esperanzas de que en el 
tratamiento de este proyecto o luego en la 
Cámara de Senadores se introduzca una norma 
que disponga que el Impuesto a las Retribucio- 
nes Personales irá disminuyendo con el trans- 
currir del tiempo. 

Hicimos llegar nuestra propuesta al señor 
Ministro de Economía y Finanzas y ojalá que en 
las próximas horas podamos tener una respues- 
ta porque éste es para nosotros un tema 
fundamental y forma parte del compromiso 
asumido por nuestro Partido con el doctor Jorge 
Batlle. Del mismo modo no hemos acompañado 
la aplicación del impuesto al Valor Agregado y 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y 
Comercio a las cooperativas de ahorro y crédito 
de nuestro país; no lo hemos apoyado. Esas 
cooperativas de ahorro y crédito seguirán 
teniendo los mismos beneficios con que cuentan 
en la actualidad. También hemos respaldado la 
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finalización de las obras del Plan Agropecuario 
y estamos dispuestos a darle continuidad por 
cuatro años más, a fin de lograr una reestructura 
con la que todos los organismos que lo 
componen están de acuerdo. 

Asimismo, hemos desglosado del Presupues- 
to Nacional la Unidad Reguladora de la Energía 
Eléctrica porque, tal como venía planteada, no 
tenía nuestra conformidad y porque, además, en 
la próxima ley de urgente consideración deben 
consagrarse las unidades reguladoras de ener- 
gía y también las de telecomunicaciones. 

Todas estas cosas que hoy no forman parte 
de este proyecto de Presupuesto también fueron 
logros del Partido Nacional. 

Figuraba también en el proyecto un impuesto 
a las compras en el exterior por un monto 
inferior a los US$ 50. Pero esta disposición 
tampoco contó con el respaldo del Partido 
Nacional, por lo que ahora no está en este 
proyecto de Presupuesto. 

La eliminación de todas estas disposiciones 
que no fueron acompañadas por nuestro Partido 
forma parte del sentir nacional y de lo que la 
gente anhelaba que estableciéramos en la 
Comisión, 

Nos resta agradecer el respeto y la tolerancia 
que manifestó cada uno de los colegas que 
participaron en la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda. También quere- 
mos dejar constancia de la labor del señor 
Presidente de la Comisión, que en principio nos 
merecía dudas dado el tono enérgico que lo 
caracteriza, pero que luego se condujo con 
mano suave, ayudado por el señor Representan- 
te González Alvarez. Por eso vayan para ellos 
también nuestras felicitaciones. 

Y en un momento en que los sueldos de los 
funcionarios públicos de los distintos Entes del 
Estado y de la banca estatal han salido a la luz, 
por lo que hoy están en la opinión pública, es 
bueno también saludar a los funcionarios que 
han trabajado denodadamente en la Comisión 
demostrando responsabilidad y una gran voca- 
ción de servicio al Parlamento. Y en la persona 
del doctor Horacio Catalurda también queremos 
agradecer a todos los que de una u otra manera 
colaboraron durante estos treinta días de trabajo 
en la Comisión. 

El problema económico es también un 
problema moral. Estamos convencidos de que 
los pueblos no solamente tienen los gobiernos 
que se merecen, sino también las economías 
que se merecen. Por lo tanto, vamos a votar 
este proyecto de Presupuesto Nacional con una 


Martes 17 de octubre de 2000 


obsesión por la justicia, la honradez y la 
solidaridad, para que en el futuro esta economía 
se vuelva más próspera y más humana. 

En consecuencia, queremos que el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, a quien le 
reconocemos sus condiciones y sus atributos 
técnicos y morales, sepa que la bancada del 
Partido Nacional siempre va a estar para 
acompañar una economía más humana, más 
justa y más solidaria. 

Como bien decía el Senador Dardo Ortiz en 
esta misma Casa, "todo lo que sea bueno para 
el país, será bueno también para el Partido 
Nacional". 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Ponce de León. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: realmente nos sentimos en la obligación de 
empezar nuestra exposición agradeciendo a los 
funcionarios. Agradecemos a Beatriz, a Matilde, 
a Adriana y a todos los que colaboraron con 
ellas, ya que muchas veces -no una ni dos- 
volvimos al Palacio Legislativo, como sin duda 
lo hicieron otros señores Diputados, y compro- 
bamos que ellos seguían trabajando. A lo largo 
de estos cuarenta y cinco días creo que nunca 
encontramos esa oficina vacía, y es justo 
reconocer esto en forma expresa en la Cámara. 
También cabe reconocer, muy especialmente en 
el último tramo de trabajo en la Comisión, la 
colaboración del Secretario del Cuerpo, doctor 
Horacio Catalurda, quien a las horas más 
dispares estaba presente dispuesto a brindar su 
aporte, arremangado como todos los demás 
funcionarios. 

Por otra parte, queremos reconocer el buen 
clima de relacionamiento personal que reinó en 
la Comisión, entre todos sus integrantes, espe- 
cialmente con su Presidente, de quien -como 
decía hace unos instantes el señor Diputado 
Leglise- tal vez esperábamos otra actitud por su 
fama de duro. Por supuesto, no podemos dejar 
de destacar ese clima de relacionamiento con 
referencia al Vicepresidente de la Comisión, 
señor Diputado González Alvarez, cuando le 
tocó actuar. Tampoco podemos dejar de reco- 
nocer la actitud de los funcionarios de todas las 
jerarquías que concurrieron a la Comisión, des- 
de los Ministros de Estado hasta los integrantes 
de los más diversos organismos, así como a 
todos los que nos pidieron audiencia. Hemos 
recibido decenas de solicitudes de audiencia, 
señor Presidente; cientos de personas circularon 
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por la Comisión con absoluta tranquilidad, con 
absoluto respeto. 

Y no es poca cosa para el país que 
reconozcamos esa relación respetuosa que 
existió entre tan grande cantidad de gente de 
muy diversa extracción y filiación política. No es 
poca cosa la discrepancia en la libertad. No es 
poca cosa que, aunque estemos discutiendo un 
Presupuesto que -como ya veremos- no es el 
nuestro, empecemos por decir que en nuestro 
país debemos sentir orgullo antes que nada por 
lo que significa este tipo de discusión, este 
ámbito, así como la posibilidad de que haya la 
más absoluta libertad de circulación, de opinión 
y de relacionamiento. Más allá de eso, sin duda, 
están las opiniones de cada uno. 

Empezamos por manifestar que no podemos 
decir lo mismo acerca del relacionamiento 
político en lo que fue el tramo final del trabajo. 
Aunque ya se ha dicho, queremos repetirlo; es 
uno de los pocos temas que esperamos reiterar. 
Nos referimos a lo que fue esa andanada final, 
cuando en pocas horas nos encontramos con 
páginas y páginas de documentos sobre temas 
como la enseñanza, la Carta Orgánica de 
ANTEL, las Intendencias y el relativo de los 
becarios, que ni siquiera fueron discutidos en 
Comisión. Es más, señor Presidente: todos los 
integrantes de la Comisión sabemos que, salvo 
alguna excepción -de alguien que los conociera 
antes-, muchos de estos temas se votaron sin 
que siquiera hubiera posibilidad física de haber 
leído las propuestas. Creo que esto no hace al 
buen relacionamiento. 

Hacemos nuestras las palabras del señor 
Diputado Ibarra y de la señora Diputada 
Charlone, compañeros de bancada del Encuen- 
tro Progresista-Frente Amplio, cuyas intervencio- 
nes vamos a tratar de complementar. 

Analicemos, entonces, el Presupuesto -yo 
diría- como nos gusta mirar al país: con el mayor 
optimismo posible. Por lo tanto, antes de ver los 
problemas, señalemos -como ya lo hicimos con 
respecto al relacionamiento- los aspectos posi- 
tivos del Presupuesto y, por qué no, los 
negativos que se eliminaron durante el trabajo 
en la Comisión. 

Se eliminaron -y no es poca cosa- las 
propuestas en cuanto a incrementar los impues- 
tos a las cooperativas que actúan en el área 
financiera y, muy especialmente, la relativa a la 
tributación del IVA en los créditos menores a 
250 UR. Asimismo, se eliminó lo propuesto con 
relación a las extensiones para el Impuesto a 
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las Retribuciones Personales, principalmente 
para las sociedades unipersonales. 

Por otra parte, se corrigieron varios aspectos 
de la ley de urgente consideración, entre los que 
deseamos destacar dos; hay más. Se establecen 
sanciones para quienes dañen determinadas 
condiciones de competencia, así como el órgano 
responsable de aplicarlas. Por nuestra parte, 
esperamos -y aprovechamos para decirlo- que 
la Cámara complete la corrección eliminando el 
inciso final del artículo 14 de la ley de urgente 
consideración. 

También cabe señalar que se corrigió aquello 
tan erróneo que se estableció en la ley de 
urgente consideración con respecto al pago de 
la Cédula de Identidad de los niños de hasta 
cuarenta y cinco días nacidos en hospitales 
públicos; ahora se hace la corrección estable- 
ciéndose la exoneración correspondiente. 

Quiero destacar que, finalmente, se incluye 
a los habitantes de los asentamientos que son 
objeto de regularización por parte de las 
Intendencias Municipales, en las exoneraciones 
del aporte unificado al BPS, que ya regía para 
los trámites del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente. 

Por otra parte, en la Comisión también se 
eliminó la propuesta de impuesto a las enco- 
miendas de bajo valor, a las inferiores a 
US$ 50, con todo lo que esto implica para el 
desarrollo de la destreza informática y del 
comercio basado en nuevas tecnologías. 

Pero, sin perjuicio de señalar primero los 
aspectos positivos, recordemos que tanto en 
ocasión del tratamiento de la ley de urgente 
consideración como en la Rendición de Cuentas, 
al discutirse muchos temas que nosotros 
objetábamos, se nos dijo una y otra vez que 
esperáramos al Presupuesto quinquenal; nos 
decían que no era en esa ocasión que se 
cumpliría tal o cual promesa. Hoy estamos 
considerando el Presupuesto quinquenal, y lo 
primero que tenemos que decir es que no es 
quinquenal; prácticamente define el Presupuesto 
del año 2001 y luego se limita a repetir cifras, 
sin duda estando expectantes de las señales de 
la economía propia y, especialmente, de las 
ajenas, antes de arriesgar nada para el 
quinquenio. Y ésa es una gran carencia, señor 
Presidente, porque el escenario nos determina, 
pero nosotros también determinamos el escena- 
rio, 

Sin perjuicio de reconocer -no cuesta nada 
hacerlo- las dificultades económicas regionales, 
digamos con claridad -y hagámoslo todos- que 
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hay un marco ¡internacional -de crecimiento 
económico. No cerremos los ojos y digamos que 
al Uruguay le está costando navegar, que le está 
costando avanzar, cuando el mundo en realidad, 
año tras año, avanza y crece. No es éste un 
reclamo tremendo a nuestra política económica. 

Hablemos, entonces, de la participación que 
tenía el Uruguay en el concierto del mundo y 
en el regional en la década del sesenta, para 
hacer las comparaciones correspondientes. Entre 
la década del sesenta y la del noventa, según 
las estadísticas oficiales, el Uruguay -en la 
región latinoamericana- pasó del 2.4% del 
Producto Bruto regional al 0.9%. Ya no es el 
mundo, sino que es Latinoamérica la que crece 
cuando nosotros no crecemos, o crece más 
rápido de lo que lo hacemos nosotros; como se 
prefiera. Y repetimos la pregunta: ¿no es éste 
un tremendo reclamo a nuestras políticas? ¿No 
es éste un tremendo reclamo a la capacidad de 
dirigir este país, estos tres millones de habitan- 
tes por quienes tenemos esa responsabilidad? 

Este proyecto de ley de Presupuesto no es 
el nuestro, no expresa nuestra política, por lo 
que le falta y por lo que tiene. Como ya lo han 
dicho algunos señores legisladores, un Presu- 
puesto se puede mirar desde distintos ángulos; 
de alguna manera es un reflejo en cifras de las 
relaciones humanas, políticas, sociales y econó- 
micas de un país. La estructura del Presupuesto 
refleja en cierta forma la historia del país y sus 
modificaciones reflejan la política del gobierno 
de turno. Y bien, ¿cuáles son las variaciones de 
las políticas? Cualquier cosa que opinemos de 
la estructura del Presupuesto se puede decir 
para bien o para mal, porque estamos heredan- 
do años o décadas en esa dirección, pero las 
modificaciones representan la responsabilidad 
de hoy. 

¿Cuáles son las variaciones en la política? 
Diría que hay una muy clara política de disminuir 
la participación y la presencia del Estado. Esto 
es muy claro. Me pregunto qué otra política 
existe. En este Presupuesto quinquenal o en 
este primer año de Presupuesto, ¿dónde está 
la industria, que es el principal factor de empleo 
en el país? ¿Dónde están las urgencias 
sociales? El otro día, cuando decíamos algo 
similar, alguien nos dijo que estaban en el 
INAME. Se podrá decir que hay temas que 
pasan para el Senado, pero hoy lo que estamos 
aprobando, a lo que estamos dando media 
sanción legislativa, es lo que tenemos a 
consideración en este ámbito. En el Presupuesto 
quinquenal para el periodo 2000-2004 se reduce 
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la participación relativa del INAME. Podrían 
existir otras políticas para atender urgencias 
sociales, otras modificaciones presupuestales en 
esa dirección. ¿Dónde están? ¿Dónde están las 
políticas económicas de corto plazo? El desa- 
rrollo económico requiere del corto y del largo 
plazo. Ya se ha hablado bastante de una que 
para nosotros resulta absolutamente emblemá- 
tica. Pocas cosas deben ser tan importantes 
cuando el país necesariamente está envuelto en 
un proceso muy fuerte de reconversión, no sólo 
por decisión propia sino por imposición tecno- 
lógica y de los entornos; y, sin embargo, pocas 
cosas están tan desamparadas como la mano 
de obra desplazada, como se le llama. 

En la etapa preelectora!l, todos hablamos de 
la Junta Nacional de Empleo, de los cursos y 
de la capacitación, lo que sin duda se puede 
mejorar y mucho. Pero, en todo caso, habrá que 
asignar recursos a lo que para muchos es la 
esperanza de reenganchar en otro ámbito del 
proceso productivo. 

Las cifras que se asignan nítidamente 
significan una reducción de las que antes se 
establecían para esta política en el país. 
Comparemos lo que se disponía en el año 1999 
con lo que asigna este proyecto de ley de 
Presupuesto para el año 2001 y tendremos 
reflejada una variación que no sólo no compar- 
timos sino que pensamos es singularmente 
equivocada para el país. ¿Dónde están las 
líneas de largo plazo? ¿Dónde están las líneas 
de desarrollo económico de largo plazo? ¿Dónde 
están las inversiones en educación, en ciencia 
y en tecnología? 

Si el tiempo para hacer uso de la palabra nos 
alcanza, vamos a volver sobre este tema, sin 
perjuicio de intervenir en la discusión particular. 

Quiero decir -porque las cifras son las cifras- 
que estamos en el tratamiento de un Presupues- 
to y las cifras expresan las políticas. Con toda 
intención voy a tomar el período más largo, el 
Presupuesto vigente de 1999, y me voy a referir 
a las cifras oficiales del gobierno. En el cuadro 
que figura en la página 35 del Tomo | de 
"Resúmenes" del Presupuesto Nacional 2000- 
2004, entre 1999 y 2004 el INAME pasa del 
1.89% al 1.77%, la Universidad de la República 
del 3.06% al 2.81% y ANEP del 11.19% al 
10.54%. Los organismos de enseñanza sumados 
pasan del 14.25% al 13.35%. Tal vez se podrían 
mencionar las transferencias a la seguridad 
social; en ese mismo período éstas pasan del 
23.51% al 18.69%, según las estimaciones del 
gobierno. ¿Cómo cierran estas cifras? ¿Hacia 
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dónde está yendo ese incremento? En definitiva, 
el total del Presupuesto en valores constantes 
pasa de $ 56.000:000.000 a $ 61.000:000.000, 
y el 100% sigue siendo el 100%, por lo que si 
un porcentaje se reduce es porque hay otros que 
crecen. 

Queremos señalar algunos puntos en esta 
intervención general. Decíamos que se reduce 
la presencia del Estado en la sociedad. Yo diría 
que se continúa con determinada política. Se 
puede ver cómo PLUNA sigue agonizando, cómo 
AFE también tiene cifras que van disminuyendo, 
cuál tue el resultado de lo que se hizo con 
ANCAP en El Espinillar y lo que significa para 
la zona la culminación de ese proceso. Este es 
un ejemplo de algo que comenzó como una 
autorización para que el Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas comprara asfaltos no 
solamente a ANCAP, y luego de discutirse ese 
artículo con el Presidente de ANCAP y con el 
señor Ministro, terminó eliminándose porque 
primó el criterio de desmonopolizar los asfaltos. 
Finalmente, este artículo se mantuvo porque, 
aun desmonopolizados los asfaltos, podría 
quedar la obligación de compra entre empresas 
estatales. También se reinstaló el artículo y 
ambas disposiciones afectan actualmente a 
ANCAP. 

Por otra parte, caen bruscamente los fondos 
destinados al Instituto Nacional de Colonización. 
También cae algo de significación presupuestal 
directa inexistente, pero que es simbólico de 
este proceso: cae la obligación para las 
empresas públicas, por ejemplo cuando se va 
a reparar un barco, de pedir precio al Dique 
Nacional. Entiéndase bien: no existe la obliga- 
ción de repararlo en el dique. Hace pocos meses 
ANCAP pidió precio al dique y también en la 
Argentina y, como le resultó más conveniente en 
ese país, sin violar ninguna ley hizo la 
reparación allí. No es que se derogue un 
monopolio; esto no tiene nada que ver con 
monopolios. Lo que se deroga es la obligación 
de que la empresa pública pida precio a otra 
empresa pública. Eso es lo que se está 
derogando y lo que viene a consideración de la 
Cámara. Pensemos qué empresario, qué dueño 
de varias empresas elimina el pedido de precio 
a otra empresa, ya no la obligación de contratar. 
Realmente, no compartimos esta dirección. 

El Banco de Seguros del Estado recibe 
golpes muy fuertes. Vale la pena leer la versión 
taquigráfica de la sesión de la Comisión a la que 
concurrió su Presidente, el doctor Cassina, 
quien con tranquilidad, pero con firmeza y 
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dignidad admirables, fue desentrañando los 
diferentes artículos que golpean al Banco de 
Seguros en este proyecto de ley de Presupues- 
to. El Banco de Seguros del Estado recibirá un 
impacto por muchos millones de dólares. 

Hablemos finalmente de ANTEL, tal vez la 
joya de la política de este Presupuesto. Alguien, 
en uso de una interrupción, hablaba de 
plebiscitos, por lo que retomo el tema brevemen- 
te. Plebiscitos hubo varios, por lo menos dos de 
gran significación, y si bien algunos ganaron en 
los dos -para decirlo en términos poco acadé- 
micos- y otros perdieron en los dos, el grueso 
de las fuerzas políticas estuvo definido en 
ambos plebiscitos en forma contrapuesta. Yo 
digo, señor Presidente, que el mismo respeto 
merecen los dos, y quien plantea, tal vez con 
márgenes jurídicos, que hay posibilidades de 
modificar lo que un plebiscito estableció, 
supongo que lo está diciendo para todas las 
instancias. Yo digo que más allá de la fuerza 
de una ley, está la fuerza de un país que se 
pronunció, y como respetamos a quienes 
perdieron -siguiendo con ese lenguaje-, pedimos 
que se respete cuando ganamos. Y eso hace a 
la propia base, cimiento, esencia de las reglas 
democráticas. 

Hablar de ANTEL es hablar de telecomuni- 
caciones. Decíamos en la Comisión que hoy la 
industria de las telecomunicaciones es la de 
mayor expansión en el mundo; es la industria 
más importante de nuestro planeta. El Uruguay 
tiene en esa industria, que posee posibilidades 
de expansión que a veces es hasta imposible 
describir, porque aparecen empresas líderes en 
el mundo que hace pocos años nadie mencio- 
naba -sencillamente porque no existían- y que 
todavía hoy la mayoría ni siquiera conoce, una 
digna empresa que le reporta enormes utilida- 
des. ¿Qué hacemos con esa empresa en este 
mundo que sabemos que está en un proceso 
violento de transtormación? ¿Consideramos esto 
una plataforma para seguir creciendo, como en 
una época fue la energía eléctrica y esa UTE 
de la que todos, desde las más diversas tiendas, 
estamos algo orgullosos en el Uruguay? Por el 
contrario, volvemos a plantearnos -y digo que 
volvemos porque siento que lo que se está 
planteando hoy con ANCEL es conceptualmente 
lo mismo que se planteó con ANTEL en 1992- 
vender una parte con dos objetivos: recurrir a 
la actividad privada porque no somos capaces 
de operar, y obtener recursos que el país 
necesita para otra cosa. Y yo digo que las dos 
cosas son equivocadas. La vida demostró que 
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sin duda ANTEL podría haber sido dirigida en 
mejor forma; no tengo dudas al respecto. En 
este sentido, no tengo dificultades en mencionar 
varias decisiones importantes de ANTEL con las 
que discrepo, pero, solicitando se me disculpe 
por desviarme hacia un tema que me pesa 
mucho, debo decir que no tendríamos que 
olvidar que hace unos años en Uruguay había 
una industria nacional de telecomunicaciones. 
No olvidemos que Uruguay fue uno de los pocos 
países del mundo que generaba, en una época 
en que lo que andaba no era el "mail", sino el 
télex, centrales de télex por programa almace- 
nado. Se trataba de computadoras que hacían 
andar los télex en una época en que en el 
mundo las comunicaciones eran básicamente 
electromecánicas. Pues bien: Uruguay fabricaba 
todas las centrales télex de nuestro pafs; en 
determinado momento fueron todas de produc- 
ción nacional, con una concepción tecnológica 
absolutamente moderna, como fue también la 
primera central de datos, no la primera que entró 
en funcionamiento, que fue un prototipo extran- 
jero, pero sí la primera que compró ANTEL; y, 
por cierto, funcionó mucho mejor que la que 
había venido del exterior. Podría mencionar más 
equipos de telecomunicaciones de industria 
nacional que tenían unas cuantas empresas. Sin 
embargo, eso desapareció. Fueron decisiones 
de ANTEL porque, naturalmente, no hay otro 
mercado.Así que ¡si podré mencionar cosas de 
ANTEL que creo que han hecho daño al país, 
así como decisiones comerciales que considero 
que no fueron buenas desde el punto de vista 
económico empresarial! Pero las críticas que 
uno tenga no pueden dejar de hacer ver que el 
trazo grueso de ANCEL, el trazo grueso de 
ANTEL, de cualquiera de las dos, se traduce en 
el crecimiento de un patrimonio importantísimo 
del país y, sobre todo, antes que nada, en una 
plataforma de gran importancia para esta etapa 
que se viene. ¿Y qué es lo que hace este 
proyecto? Hablaremos mucho más cuando 
tratemos este punto en la discusión particular, 
pero lo que hace, yendo a la sustancia, es 
habilitar la posibilidad de que se venda el 40% 
de ANCEL, de una forma que yo me permito 
adelantar que me plantea serias dudas sobre si 
no .requiere tres quintos de votos de esta 
Cámara, de acuerdo con el artículo 188 de ta 
Constitución. ¡Nada menos que el 40% y el 
operador celular, que es casi una de las 
herramientas básicas en el mundo de hoy en 
cualquier empresa de telecomunicaciones! En- 
tonces, se podría decir: "Bueno, vamos a vender 
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el 20%, el 30% o el 40% a cambio de obtener 
el 20% en una empresa de telecomunicaciones 
en Río Grande, en Perú o en otro lado, porque 
esto es cada vez más el mundo regional y 
porque", como lo hemos dicho en esta Cámara 
en más de una ocasión, "Uruguay tiene sólo 
cuatro empresas que pueden operar a nivel 
regional". De esta manera, estaríamos cediendo 
una parte para que otro entrara y para que 
nosotros pudiéramos ingresar en otro tado. ¡No! 
En este caso estamos cediendo el 75% para lo 
que decida hacer el gobierno en ese vago 
concepto de reactivación de la economía que 
haríamos bien en usar para otras Cosas. 
Veremos adónde va este 75%; en todo caso, no 
tendrá nada que ver con las telecomunicaciones. 
La iniciativa establece que el otro 25% tiene que 
ser reinvertido en la propia ANCEL. ¡En esa 
ANCEL, a la que le acaba de vender el 40%, 
tiene que reinvertir lo que cobra! Ni siquiera 
puede hacerlo en otras áreas de las telecomu- 
nicaciones. Yo digo: ¿es negocio esto? ¿Qué 
capacidad vamos a tener después de negociar 
en esta área tan provisoria si en realidad lo que 
nos queda es sólo el 60%? ¿Negociar qué, con 
quién, dónde? 

Quiero hacer referencia a otro tema tratando 
de abreviar, porque se me va el tiempo. En este 
proyecto de Presupuesto hay dos artículos 
emblemáticos, absolutamente emblemáticos con 
relación a la incursión de las empresas públicas 
en el sector privado y uno de ellos es el relativo 
a la eliminación del Instituto Nacional de 
Abastecimiento. Hace cinco años, en oportuni- 
dad del Presupuesto Nacional, con nuestro voto 
en contra, por cierto -aunque no es eso lo que 
importa; no quiero sacar ventaja chica-, con 
pleno convencimiento de ello, los señores 
Diputados Molinelli y Penadés fundamentaban 
que el Instituto Nacional de Abastecimiento 
debía pasar a la órbita del derecho privado. 
Cinco años después de la disolución de una 
empresa ciento por ciento estatal, debemos 
asumir millones de dólares de pasivos -casi 
US$ 8:000.000-, manteniendo en su calidad a 
cientos de funcionarios, de los cuales casi cien 
fueron designados el año pasado. Algunos de 
ellos -este tema da para mucho más-, funcio- 
narios del propio INA, nos decían que en la 
asamblea, cuando se enteraron de la disolución, 
les decían: "Y ustedes, ¿quiénes son? Nunca los 
vimos”, y allí informaron dónde cumplían 
funciones; no era, por cierto, una dependencia 
del Instituto Nacional de Abastecimiento. 

Nosotros no podemos seguir por este camino. 
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No estamos en contra de que el Estado participe 
en empresas mixtas; no estamos en contra de 
que el Estado pueda tener áreas que operen en 
el derecho privado. Pero estamos profundamen- 
te en contra de que se traslade el clientelismo 
a estas áreas; estamos protundamente en contra 
de que éste sea el mecanismo para evadir los 
controles. No puede ser que en los empren- 
dimientos que operan bajo el derecho privado 
el Estado solamente ejerza un control como con 
cualquier sociedad anónima y no ponga siste- 
mas y mecanismos de control duros -yo diría 
duros de más, si al fin y al cabo estamos 
liberando todas las ataduras que tiene el sector 
público-, como ahora comienzan a aparecer por 
allí, a través de algunas auditorías. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Señor Presidente: hemos distribuido mal 
nuestro tiempo. Si la Cámara nos permite, nos 
resta simplemente señalar apenas unos titula- 
res. 

lbamos a desarrollar el tema de las obras que 
falta incluir en este proyecto de Presupuesto, 
muchas de las cuales estaban destinadas a los 
departamentos de Canelones y de San José, así 
como lo relativo al Fondo Regional de Salto 
Grande. Queríamos hacer referencia, por cierto, 
a las Intendencias; lo haremos cuando se trate 
ese punto en particular. Mucho queríamos decir, 
y hablar algo más sobre la enseñanza, la ciencia 
y la tecnología, sobre ese PEDECIBA cuyos 
recursos, luego de muchos años, este Presu- 
puesto reduce en un 40%. 

Termino obligado por el tiempo, Haré uso de 
la palabra en la discusión particular, pero yo 
digo que éste es un Presupuesto -lo hemos 
expresado muchas veces- a lo sumo para jugar 
al empate. En un mundo que crece, hay que 
jugar a ganar. Para ello, naturalmente, hace 
falta jugar con todo el equipo y no marginar a 
nadie. 

En otra época, Uruguay supo jugar a ganar 
en tiempos difíciles, y no nos resignamos a un 
Presupuesto que tiene mucho de resignación. 


SEÑOR MOLINELL!I.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELLI.— Señor Presidente: el 
señor Diputado preopinante hacía referencia al 
tratamiento del Presupuesto quinquenal del 
anterior período de gobierno, ocasión en que se 
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creó el Instituto Nacional de Abastecimiento 
como persona pública de derecho privado. 

Fue muy claro -consta en la versión taquigrá- 
fica- que el objetivo era que este organismo 
pasara a ser regido por las normas de derecho 
privado para tener un ámbito de acción, 
precisamente, dentro de ese campo jurídico y 
legal. Pero eso está muy lejos de que se pueda 
hablar de clientelismo político. Yo creo que es 
desmesurado argumentar que eso se hizo con 
el objetivo de fomentar el clientelismo político. 
Inclusive, los hechos no coinciden con esa 
afirmación, porque el clientelismo político se 
podría haber fomentado mucho más mantenien- 
do ese organismo en la órbita pública. 

Por lo tanto, nos oponemos totalmente a lo 
expresado y decimos que ése no fue el objetivo 
por el cual se hizo la transferencia de la órbita 
pública a las normas del derecho privado, de un 
organismo que de todos modos mantuvo su 
carácter público. 


SEÑOR PENADES.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: el 
señor Diputado Ponce de León nos alude 
afirmando las bondades del pasaje a la órbita 
del derecho privado del Instituto Nacional de 
Abastecimiento aprobado en fa instancia del 
Presupuesto de hace cinco años. Nosotros 
seguimos reivindicando aquella decisión. La- 
mentamos el pésimo gerenciamiento que se hizo 
del Instituto. No tenemos ningún empacho en 
decirlo. 


SEÑOR DA SILVA.— ¡Apoyado! 


SEÑOR PENADES.— No creo que el señor 
Diputado Ponce de León esté en condiciones de 
hablar de clientelismo político porque, si es por 
eso, aquí somos todos pecadores; entre ellos, 
nosotros, pero todos lo somos. Entonces, nadie 
puede catequizar sobre lo que es el clientelismo 
político acá adentro, porque todos somos 
pecadores. En todo caso, vamos a reconocer los 
errores, tratar de enmendarlos, aprender de 
ellos y no volver a repetirlos. 

Soy de los que están más arrepentidos del 
destino que le dimos al INA. Deberíamos haberlo 
cerrado y no pasarlo a la órbita del derecho 
privado. Reitero: tendríamos que haber cerrado 
el Instituto, que es lo que queríamos hacer 
algunos. Lo que logramos fue el camino 
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intermedio, como siempre sucede, no en el 
Presupuesto del empate sino en el país del 
empate. No es casualidad que en Uruguay no 
se hagan inversiones, como recién reclamaba en 
su intervención el señor Diputado Ponce de 
León. ¿Y sabe por qué no es casualidad? 
Porque desde hace veinte años venimos cerran- 
do permanentemente las inversiones extranje- 
ras, venimos echando a absolutamente todos los 
que quieren invertir. 

Y de eso el señor Diputado Ponce de León 
tiene más responsabilidad que yo. 

Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Pido la 
palabra para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: no queremos pecar de soberbios, pero 
hay cosas que no se pueden dejar pasar. 

No se puede pasar por alto que se pretenda 
utilizar la clásica argumentación de emparejar 
hacia abajo. Si algún partido ha generado 
prácticas de clientelismo -a confesión de parte, 
relevo de prueba; además, pruebas hay de 
sobra; yo diría, para tirar para arriba-, allá él. 
Y a ello nos vamos a referir cuando nos 
corresponda hacer uso de la palabra en torno 
al proyecto de Presupuesto que nos ocupa. 

Lo que no puede aceptar nuestro Partido, el 
Nuevo Espacio, es que se pretenda emparejar 
y que se hable de que clientelismo hacemos 
todos. No todos hacemos clientelismo, y no 
podemos dejar pasar esa alusión que intenta 
utilizar -reitero- el viejo recurso de igualar hacia 
abajo, de suponer que todos son de la misma 
condición. 

El Nuevo Espacio no está dispuesto a aceptar 
esos cargos, porque es una forma -lo sabemos 
bien- de relativizar, de empequeñecer o de 
atenuar los pecados o los defectos propios, 
buscando señalar los ajenos donde no los hay. 

El año pasado, en oportunidad de la campaña 
electoral -ya que estamos, hablemos bien cla- 
ro-, un candidato del Partido Nacional, haciendo 
referencia a algo mucho más complicado, como 
es el tema de los procederes en la función 
pública, también incurrió en el mismo error. 
Pretendió decir que, en definitiva, los problemas 
de corrupción afectaban a todos los partidos. 

En dicha oportunidad, dijimos lo mismo que 
ahora: no, señor, los problemas de corrupción 
deben ser resueltos por aquellos que los tienen. 
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SEÑOR PONCE DE LEON.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: vamos a tratar de no realimentar el debate 
a fin de que pueda proseguir la discusión del 
proyecto de Presupuesto, pero queremos decir 
dos cosas con relación a lo expresado. 

En primer lugar, no aceptamos en absoluto 
la referencia del señor Diputado Penadés al 
clientelismo político. 

Hemos estado durante años en los equipos 
principales de gobierno que a esta fuerza 
política le ha tocado integrar en la intendencia 
Municipal de Montevideo, y pido al señor 
Diputado Penadés -que supo ser Edil en ese 
ámbito departamental y que lo conoce- que dé 
un solo nombre de los miles de trabajadores que 
han ingresado a la División Limpieza, el sector 
más grande de la Intendencia, que haya entrado 
por cuña política; un solo nombre de los cientos 
de electricistas que han ingresado a Alumbrado 
Público que lo haya hecho por cuña política; o 
uno solo de los profesionales que revistan en 
la Intendencia. 

Y que no se mezcle eso con lo que son los 
cargos políticos, con lo que son los cargos de 
Secretarios o los de particular confianza, o bien 
de los Secretarios de la Juntas, que cesan 
cuando concluye la gestión del equipo de 
gobierno. Se podrá indicar que integramos bien 
o mal los equipos de gobierno, pero no se puede 
decir -se podrá expresar, pero no es verdad, y 
lo sabe todo el país- que hayamos usado la 
estructura de designaciones para hacer 
clientelismo político. 

Sobre este tema -que no es el que está a 
consideración en el día de hoy-, de cara a la 
población, de cara a la gente, aceptamos el 
ámbito que se quiera para desarrollar un debate 
y, sin la menor duda, también el trabajo 
ordenado de una comisión de investigación en 
la que, sin nombres y apellidos y con datos 
estadísticos, se indique, año a año, cuántos 
ingresaron por sorteo y por concurso -obviamen- 
te, ambos abiertos- y cuántos lo hicieron de otra 
manera en la gestión pública en los más 
diversos ámbitos de la Administración. 

Desde ya decimos que recogemos ese guante 
y pedimos que se publiquen las estadísticas en 
la materia, como se publican tantas otras. 

Y sobre el tema inicial, al que nos habíamos 
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referido, relativo al Instituto Nacional de Alimen- 
tación, nosotros -la versión taquigráfica lo dirá- 
creemos recordar que dijimos, sin duda conven- 
cidos, que no dudábamos de la intención de 
quienes votaron. No pusimos el clientelismo 
como expresión de intención del voto, aunque 
sí como ejercicio que se hizo de la prerrogativa 
que en la ley se dio. Y, naturalmente, de eso 
no son responsables los Diputados. Coincido 
con el señor Diputado Penadés en que la 
responsabilidad es de quienes ejercieron la 
Administración, pero bueno sería que esta 
Cámara prestara atención a este asunto, ya que 
otorgó esas potestades y cinco años después 
constata la aparición de cheques devueltos por 
falta de fondos y la presencia de comerciantes 
que vienen a la Comisión a hablarnos de los 
problemas en sus cuentas porque rebotaron los 
cheques de una empresa cuya propiedad es 
100% estatal. No es el tema de hoy, pero lo 
estamos estudiando porque tal vez aquí tenga- 
mos un tema digno de investigación parlamen- 
taria, en dos direcciones: en primer término, 
para analizar las responsabilidades, de modo 
que estas cosas no pasen, generando costos 
millonarios en dólares, sin que nadie sea 
responsable, y no me refiero por cierto a los 
legisladores; y en segundo lugar, para lograr 
disposiciones legislativas nuevas que, más allá 
de la opinión que se tenga sobre la ventaja o 
no de incursionar en el territorio del derecho 
privado, permitan lograr, no sólo una gestión 
exitosa en lo económico, sino las garantías, las 
igualdades y la transparencia a las que tiene 
derecho todo ciudadano de esta República. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— La Mesa 
va a ceder la palabra al señor Diputado Penadés 
y luego a los señores Diputados Díaz y Molinelli, 
quienes se han anotado para contestar alusio- 
nes. A todos les solicito encarecidamente que 
no vuelvan a aludir porque, si no, se hace 
imposible e interminable el debate. 

Para contestar una alusión, tiene la palabra 
el señor Diputado Penadés. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: la- 
mento que mis palabras hayan generado tanto 
malestar. 

En primer lugar, cuando yo decía que aquí 
todos éramos pecadores no me refería a fuerzas 
ni partidos políticos, porque cuando me dirijo lo 
hago a Diputados. Y cuando me dirijo a fuerzas 
políticas, en todo caso digo a qué fuerza política 
me refiero. 
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En segundo término, creo que es infeliz traer 
una serie de comparaciones y menos por parte 
de un Diputado que participó de la administra- 
ción anterior, que la integró como Director de 
Educación, en la cual hubo contratos de 
"cachet", contratos de arrendamiento de obra; 
por lo tanto, el señor Diputado estaba en 
conocimiento de esas situaciones. Así que creo 
que no tiene derecho a hacer las consideracio- 
nes que acaba de efectuar en Sala. No sólo no 
me parecen de recibo, sino que me resultan 
absolutamente inaceptables. 

Si el señor Diputado quiere hablar del tema 
de la corrupción, con muchísimo gusto lo 
haremos también. No vamos a eludirlo, como no 
hemos eludido nunca -ni cuando él no era 
Diputado y nosotros sí-, ni lo haremos en el 
futuro, cuando nosotros sigamos siendo Diputa- 
dos y él no. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Para 
contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: sin inten- 
tar generar un nuevo debate, hay una cosa que 
está clara: el señor Diputado Ponce de León ha 
puesto a la Intendencia Municipal de Montevideo 
en el debate. Es decir que nosotros, no en esta 
oportunidad, pero sí cuando nos toque hacer uso 
de la palabra, vamos a hacer mención al tema. 

En segundo lugar, creo que el señor Diputado 
Ponce de León plantea con acierto un asunto 
realmente importante, en el que tenemos que 
poner el acento: la forma de controlar la 
administración de las personas públicas no 
estatales. Nosotros lo dijimos en Comisión y 
queremos recoger ese concepto, porque lo 
consideramos importante. Uno procura que las 
personas públicas no estatales no tengan las 
trabas burocráticas que presenta el Estado, pero 
soñar con que las personas públicas no 
estatales se conviertan en algo que, por magia 
del cielo, les permita desenvolverse con la 
agilidad del sector privado y las garantías del 
sector público, no existe. Esa es una película 
que no existe. Entonces, creo que sobre eso 
tenemos que avanzar en forma pragmática, 
razonable y seria, para no hacer de las personas 
públicas no estatales un organismo estatal más 
y para evitar que desde allí se actúe con 
absoluta liviandad, por decir lo menos, en 
algunos casos, sobre todo con miras al futuro. 

Señalo estos dos hechos, lo referente a la 
Intendencia Municipal de Montevideo y este 
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último tema porque, por encima de los partidos 
políticos, me parece que todos tenemos que 
recogerlos, pues acerca de esa materia se 
puede legislar y trabajar, y nosotros estamos 
dispuestos a avanzar en ese camino, que 
consideramos positivo. 

Traté de no hacer alusiones políticas y si 
incurrí en ellas, señor Presidente, lo hice en el 
mínimo grado posible. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— La lista 
de oradores para contestar alusiones, que en 
algunos casos han sido claras, es la siguiente: 
el señor Diputado Molinelli, el señor Diputado Da 
Silva, el señor Diputado Pablo Mieres y el señor 
Diputado Bayardi, 

Tiene la palabra el señor Diputado Molinelli. 


SEÑOR MOLINELLI.— Señor Presidente: 
queremos reafirmar lo que decíamos, particular- 
mente después de la última intervención del 
señor Diputado Ponce de León. 

Sin lugar a dudas, cuando en el Presupuesto 
quinquenal pasado se aprobó la transformación 
de este Instituto en una persona jurídica pública, 
pero de derecho privado, indudablemente el 
objetivo era darle agilidad y eficiencia y no 
alimentar el clientelismo, como se ha dicho. Eso 
tiene que quedar muy claro. El sentido en que 
se apuntaba era el contrario. 

Después se puede analizar, juzgar o evaluar 
la gestión de un determinado organismo. 
Podemos coincidir en que algunas gestiones son 
buenas, mientras que en otras hay problemas. 
En este caso, todos reconocemos que ha habido 
dificultades, por ejemplo con las deudas que se 
fueron generando con muchos sectores privados 
y pequeños empresarios en todo el país. Pero 
eso no hacía al sistema ni a la conformación 
de una persona jurídica de determinadas 
características. 

Por ello, nos parece que está totalmente 
fuera de lugar decir que esa modificación tendía 
a facilitar el clientelismo político. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Para 
contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: sin 
el ánimo de entrar en polémicas, digo que no 
voy a manifestar mi opinión acerca de una 
aseveración que algún Diputado preopinante ha 
hecho en Sala. 

Voy a hacer referencia a un artículo que salió 
en "Brecha" y nadie puede pensar que este 
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semanario tenga algo que ver con el Partido al 
que represento o con la coalición que gobierna. 
Todos sabemos -también lo sé en lo personal- 
que las fuentes del semanario "Brecha" en este 
caso son bastante fidedignas como para poner 
en conocimiento de la Cámara algo referido al 
clientelismo político. 

En un artículo del 1% de setiembre hay un 
apartado que dice: "Hablan los protagonistas.- 
Diálogo, asignatura pendiente", dentro de un 
artículo más grande titulado "Patrones de 
izquierda versus obreros de izquierda". 

Dice, según la fuente, un veterano funcionario 
municipal frenteamplista: "El Departamento de 
Cultura llegó a tener 32 asesores contratados, 
a unos dos mil dólares por cabeza (...). 

En otra parte expresa: "Ernesto de los 
Campos tiene dos secretarios particulares que 


entraron con el grado 16; en el municipio 
siempre se entró por abajo". 
SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Para 


contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Pablo Mieres. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— El señor 
Diputado Penadés no cumple con lo que él 
mismo declara. Decía hace un rato que cuando 
se refiere a alguien lo nombra directamente. 
Nómbreme, tranquilamente, señor Diputado 
Penadés. Estamos hablando de Pablo Mieres, 
quien fue Director de Educación y Cultura, en 
oportunidad en que Samuel Lichtensztejn era el 
titular de esa Cartera. Yo le puedo exigir que 
mencione algún hecho, y seguramente no va a 
encontrar ninguno, en toda mi trayectoria al 
frente de esa Dirección -ni uno solo-, de 
clientelismo político ni de nombramiento de 
nadie, absolutamente de nadie, cosa que en su 
caso será difícil de sostener por parte del señor 
Diputado Penadés. 

Con respecto al futuro y al presente, la 
alegría va por barrios y los votos van y vienen. 
Si lo sabrán los blancos, en particular con ese 
declive que sufrieron y que no es nuevo, sino 
de hace años. Por ahí, quién le dice que en la 
próxima Legislatura quienes estemos evaluando 
situaciones seamos otros y no quienes desde ya 
pretenden hacerlo. 


(Interrupción del señor Representante 
Penadés) 
SEÑOR PRESIDENTE (Michelini). — Para 


contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Bayardi. 
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SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: mi 
primer reflejo fue -el señor Presidente sabe el 
cariño que le tengo; nos conocimos antes de 
saber que trabajaríamos en este ámbito- obser- 
var el proceder de la Presidencia. Creo que 
correspondería otorgar la palabra para respon- 
der la primera alusión a los señores Diputados 
Penadés y Molinelli, pero no la segunda vez. 

Con respecto a la última alusión al Gobierno 
Departamental de Montevideo a cargo del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, voy a 
hacer una aclaración. A mi juego me llamaron 
cuando de discutir sobre el Gobierno Departa- 
mental de Montevideo se trata. No soy el más 
oticialista en este ámbito; empato con el más 
oficialista. Lo digo con respeto a los oficialistas 
de mi bancada y a los eventuales simpatizantes 
que pudiera haber en otras. 

Dicho esto -no creo que sea el motivo de la 
convocatoria-, voy a hacer otra aclaración. En 
el semanario "Brecha", política y afectivamente 
tengo hermanos; en los momentos difíciles de 
este país, muchos hicimos lo que teníamos que 
hacer, y somos hermanos. Ahora bien, me 
importa poco lo que escriben mis hermanos y 
mucho menos me interesa la declaración de un 
veterano funcionario municipal frenteamplista. 
Para mí, es "el viejo de la bolsa". Si se quiere 
discutir, avalando lo que se dice y poniendo 
nombres sobre la mesa, con gusto daremos 
todas las explicaciones que debamos. 

En los ciento setenta años de vida indepen- 
diente de este país, fuimos la Administración 
Pública más auditada por el Tribunal de 
Cuentas, y los funcionarios del Tribunal hacen 
las auditorías dentro de esa Administración. Allí 
están sentados todos los días y nunca se les 
ha negado la información que deben auditar. 
Nos pusieron la lupa encima -y está bien; ésa 
es la regla del juego- para ver cuál era la 
cáscara de banana que pisábamos. En realidad, 
estamos esperando que se identifique cuál era 
la cáscara de banana que pisamos. 

El señor Ernesto de los Campos tiene 
habilitada una secretaría privada, como cual- 
quier Director General en la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo, y su secretario cesará en 
sus funciones cuando él también lo haga. Si hay 
otros cargos como ése, que se diga, no por 
parte del "viejo de la bolsa”, sino de los señores 
Diputados que deseen discutir la cuestión. 

En cuanto a los contratos de Cultura -bastaría 
que cruzara a mi despacho para traer el nombre 
de cada uno de los contratos realizados por la 
Intendencia Municipal de Montevideo, pues dado 
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que no sabía que hablaríamos de esta temática 
no dispongo de ellos en este momento-, debo 
decir que han sido auditados, monitorizados, 
controlados por el Tribunal de Cuentas. 

Si se desea poner nombre a las cosas, lo 
haremos con mucho gusto. Sin necesidad de 
discutir ningún otro tema, excepto el que sea de 
la Intendencia Municipal de Montevideo, vamos 
a poner sobre la mesa todas las denuncias que 
se quiera a nombre de personas identificables 
y vamos a dar la respuesta que corresponda. 

Voy a recordar qué dio origen a esta 
polémica: de la ex Dirección Nacional de 
Subsistencias, pasaron treinta o treinta y ocho 
funcionarios del Instituto Nacional de Abasteci- 
miento -me corregirán los miembros de la 
Comisión-; hoy tenemos que enfrentar el 
paquete de más de cien, al que ahora estamos 
tratando de buscar solución. ¿Cómo se llama 
eso? Todo Madrid lo tiene claro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Conti- 
nuando con la discusión general, tiene la 
palabra el señor Diputado Amorín Batlle. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.— Señor Presiden- 
te: intentaremos reencauzar el tema en el 
análisis de las normas presupuestarias. Por lo 
tanto, analizaremos desde nuestro punto de 
vista, y en el breve lapso de que disponemos, 
algunas de las normas de este proyecto. 

Vamos a hacer algunos reconocimientos y 
agradecimientos a los funcionarios de la Cámara 
que trabajaron en la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, que durante más 
de cuarenta días estuvieron colaborando a toda 
hora, descansando poco, con buen humor, con 
muy buenos modos y siendo extraordinariamen- 
te eficaces. Vaya nuestro reconocimiento a 
todos ellos, en especial al Secretario de la 
Cámara, doctor Horacio Catalurda, que trabajó 
junto con todos nosotros, de camisa remangada, 
hasta cualquier hora de la madrugada. 

También queremos reconocer el trabajo del 
Presidente de la Comisión y de todos sus 
miembros. Para mí fue un gusto integrar esa 
Comisión, ya que se trabajó con seriedad, con 
notorios puntos de vista distintos, pero con 
respeto y tolerancia. Me resultaría muy satisfac- 
torio que ese ambiente correcto de trabajo que 
hubo en la Comisión, también se diera en este 
plenario. Todos somos responsables de que ello 
sea así y a esos efectos cada uno de nosotros 
debería aportar su granito de arena. 

Previamente al análisis del Presupuesto, voy 
a hablar sobre un asunto que ha sido discutido 
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aquí por parte de distintos señores legisladores. 
Me refiero al acuerdo realizado el 9 de 
noviembre del año pasado, oportunidad en que 
el Partido Colorado y el Partido Nacional 
propusieron ideas frente a la ciudadanía para 
llevar adelante en este quinquenio. Una parte de 
ese acuerdo se ha cumplido a través de 
decretos del Poder Ejecutivo; otra, mediante la 
primera ley de urgente consideración. En esta 
iniciativa presupuestal hay normas que no hacen 
otra cosa que cumplir con lo pactado. Es público 
y notorio que en estos días vendrá a la Cámara 
de Diputados un segundo proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, que no 
hará otra cosa que cumplir con otra parte del 
acuerdo que pactaron el Partido Colorado y el 
Partido Nacional frente a toda la nación. 

Para nosotros resulta especialmente impor- 
tante el cumplimiento de este acuerdo, ya que 
lo hicimos con el Partido Nacional, nuestro rival 
y adversario de todas las épocas, que como 
nosotros -también como otros partidos políticos- 
tiene claro el principio de gobernar con 
responsabilidad para sacar adelante el país. Por 
respeto a ellos lo cumplimos, pero fundamental- 
mente lo haremos porque lo acordamos así 
frente a la ciudadanía y porque con seguridad 
este pacto es parte y, quizás, la causa de la 
clara victoria electoral obtenida en el pasado 
mes de noviembre. 

Por este motivo, todos pueden estar absolu- 
tamente tranquilos de que en este quinquenio 
este pacto se cumplirá de punta a punta. 

El primer punto de este pacto es mantener 
la estabilidad fiscal, la estabilidad de precios en 
defensa del salario de quienes menos tienen, de 
quienes tienen ingresos fijos. Asimismo, está 
presente en este Presupuesto la clara defensa 
y la intención de no aumentar la inflación en 
este país, que nos ha costado quince años 
liquidar. 

Este Presupuesto es austero, como lo han 
dicho todos, pero no carece de imaginación; es 
responsable y cuida los gastos. 

Hace unos meses discutimos la Rendición de 
Cuentas en este recinto y distinguidos colegas 
del Frente Amplio dijeron que el déficit fiscal se 
produjo porque cuando el PBl creció en el 
gobierno anterior, el gasto aumentó en la misma 
proporción. Señalamos que es nuestro compro- 
miso cuidar seriamente el gasto, topearlo, para 
que no aumente en la misma medida en que 
crece el PBI, porque ésa es la única forma de 
bajar el déficit fiscal y, a largo plazo, la carga 
tributaria, la presión fiscal que tienen los 


Martes 17 de octubre de 2000 


semanario tenga algo que ver con el Partido al 
que represento o con la coalición que gobierna. 
Todos sabemos -también lo sé en lo personal- 
que las tuentes del semanario "Brecha" en este 
caso son bastante fidedignas como para poner 
en conocimiento de la Cámara algo referido al 
clientelismo político. 

En un artículo del 1% de setiembre hay un 
apartado que dice: "Hablan los protagonistas.- 
Diálogo, asignatura pendiente", dentro de un 
artículo más grande titulado "Patrones de 
izquierda versus obreros de izquierda”, 

Dice, según la fuente, un veterano funcionario 
municipal frenteamplista: "El Departamento de 
Cultura llegó a tener 32 asesores contratados, 
a unos dos mil dólares por cabeza (...). 

En otra parte expresa: "Ernesto de los 
Campos tiene dos secretarios particulares que 


entraron con el grado 16; en el municipio 
siempre se entró por abajo". 
SEÑOR PRESIDENTE  (Michelini).— Para 


contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Pablo Mieres. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— El señor 
Diputado Penadés no cumple con lo que él 
mismo declara. Decía hace un rato que cuando 
se refiere a alguien lo nombra directamente. 
Nómbreme, tranquilamente, señor Diputado 
Penadés. Estamos hablando de Pablo Mieres, 
quien fue Director de Educación y Cultura, en 
oportunidad en que Samuel Lichtensztejn era el 
titular de esa Cartera. Yo le puedo exigir que 
mencione algún hecho, y seguramente no va a 
encontrar ninguno, en toda mi trayectoria al 
frente de esa Dirección -ni uno solo-, de 
clientelismo político ni de nombramiento de 
nadie, absolutamente de nadie, cosa que en su 
caso será difícil de sostener por parte del señor 
Diputado Penadés. 

Con respecto al futuro y al presente, la 
alegría va por barrios y los votos van y vienen. 
Si lo sabrán los blancos, en particular con ese 
declive que sufrieron y que no es nuevo, sino 
de hace años. Por ahí, quién le dice que en la 
próxima Legislatura quienes estemos evaluando 
situaciones seamos otros y no quienes desde ya 
pretenden hacerlo. 
del 


(Interrupción señor 


Penadés) 


Representante 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Para 
contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Bayardi. 
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SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: mi 
primer reflejo fue -el señor Presidente sabe el 
cariño que le tengo; nos conocimos antes de 
saber que trabajaríamos en este ámbito- obser- 
var el proceder de la Presidencia. Creo que 
correspondería otorgar la palabra para respon- 
der la primera alusión a los señores Diputados 
Penadés y Molinelli, pero no la segunda vez. 

Con respecto a la última alusión al Gobierno 
Departamental de Montevideo a cargo del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, voy a 
hacer una aclaración. A mi juego me llamaron 
cuando de discutir sobre el Gobierno Departa- 
mental de Montevideo se trata. No soy el más 
oficialista en este ámbito; empato con el más 
oficialista. Lo digo con respeto a los oficialistas 
de mi bancada y a los eventuales simpatizantes 
que pudiera haber en otras. 

Dicho esto -no creo que sea el motivo de la 
convocatoria-, voy a hacer otra aclaración. En 
el semanario "Brecha", política y afectivamente 
tengo hermanos; en los momentos difíciles de 
este país, muchos hicimos lo que teníamos que 
hacer, y somos hermanos. Ahora bien, me 
importa poco lo que escriben mis hermanos y 
mucho menos me interesa la declaración de un 
veterano funcionario municipal frenteamplista. 
Para mí, es "el viejo de la bolsa". Si se quiere 
discutir, avalando lo que se dice y poniendo 
nombres sobre la mesa, con gusto daremos 
todas las explicaciones que debamos. 

En los ciento setenta años de vida indepen- 
diente de este país, fuimos la Administración 
Pública más auditada por el Tribunal de 
Cuentas, y los funcionarios del Tribunal hacen 
las auditorías dentro de esa Administración. Allí 
están sentados todos los días y nunca se les 
ha negado la información que deben auditar. 
Nos pusieron la lupa encima -y está bien; ésa 
es la regla del juego- para ver cuál era la 
cáscara de banana que pisábamos. En realidad, 
estamos esperando que se identifique cuál era 
la cáscara de banana que pisamos. 

El señor Ernesto de los Campos tiene 
habilitada una secretaría privada, como cual- 
quier Director General en la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo, y su secretario cesará en 
sus funciones cuando él también lo haga. Si hay 
otros cargos como ése, que se diga, no por 
parte del "viejo de la bolsa", sino de los señores 
Diputados que deseen discutir la cuestión. 

En cuanto a los contratos de Cultura -bastaría 
que cruzara a mi despacho para traer el nombre 
de cada uno de los contratos realizados por la 
Intendencia Municipal de Montevideo, pues dado 
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que no sabía que hablaríamos de esta temática 
no dispongo de ellos en este momento-, debo 
decir que han sido auditados, monitorizados, 
controlados por el Tribunal de Cuentas. 

Sí se desea poner nombre a las cosas, lo 
haremos con mucho gusto. Sin necesidad de 
discutir ningún otro tema, excepto el que sea de 
la Intendencia Municipal de Montevideo, vamos 
a poner sobre la mesa todas las denuncias que 
se quiera a nombre de personas identificables 
y vamos a dar la respuesta que corresponda. 

Voy a recordar qué dio origen a esta 
polémica: de la ex Dirección Nacional de 
Subsistencias, pasaron treinta o treinta y ocho 
funcionarios del Instituto Nacional de Abasteci- 
miento -me corregirán los miembros de la 
Comisión-; hoy tenemos que enfrentar el 
paquete de más de cien, al que ahora estamos 
tratando de buscar solución. ¿Cómo se llama 
eso? Todo Madrid lo tiene claro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Conti- 
nuando con la discusión general, tiene la 
palabra el señor Diputado Amorín Batlle. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.— Señor Presiden- 
te: intentaremos reencauzar el tema en el 
análisis de las normas presupuestarias. Por lo 
tanto, analizaremos desde nuestro punto de 
vista, y en el breve lapso de que disponemos, 
algunas de las normas de este proyecto. 

Vamos a hacer algunos reconocimientos y 
agradecimientos a los funcionarios de la Cámara 
que trabajaron en la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, que durante más 
de cuarenta días estuvieron colaborando a toda 
hora, descansando poco, con buen humor, con 
muy buenos modos y siendo extraordinariamen- 
te eficaces. Vaya nuestro reconocimiento a 
todos ellos, en especial al Secretario de la 
Cámara, doctor Horacio Catalurda, que trabajó 
junto con todos nosotros, de camisa remangada, 
hasta cualquier hora de la madrugada. 

También queremos reconocer el trabajo del 
Presidente de la Comisión y de todos sus 
miembros. Para mí fue un gusto integrar esa 
Comisión, ya que se trabajó con seriedad, con 
notorios puntos de vista distintos, pero con 
respeto y tolerancia. Me resultaría muy satisfac- 
torio que ese ambiente correcto de trabajo que 
hubo en la Comisión, también se diera en este 
plenario. Todos somos responsables de que ello 
sea así y a esos efectos cada uno de nosotros 
debería aportar su granito de arena. 

Previamente al análisis del Presupuesto, voy 
a hablar sobre un asunto que ha sido discutido 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 17 de octubre de 2000 


aquí por parte de distintos señores legisladores. 
Me refiero al acuerdo realizado el 9 de 
noviembre del año pasado, oportunidad en que 
el Partido Colorado y el Partido Nacional 
propusieron ideas frente a la ciudadanía para 
llevar adelante en este quinquenio. Una parte de 
ese acuerdo se ha cumplido a través de 
decretos del Poder Ejecutivo; otra, mediante la 
primera ley de urgente consideración. En esta 
iniciativa presupuestal hay normas que no hacen 
otra cosa que cumplir con lo pactado. Es público 
y notorio que en estos días vendrá a la Cámara 
de Diputados un segundo proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, que no 
hará otra cosa que cumplir con otra parte del 
acuerdo que pactaron el Partido Colorado y el 
Partido Nacional frente a toda la nación. 

Para nosotros resulta especialmente impor- 
tante el cumplimiento de este acuerdo, ya que 
lo hicimos con el Partido Nacional, nuestro rival 
y adversario de todas las épocas, que como 
nosotros -también como otros partidos políticos- 
tiene claro el principio de gobernar con 
responsabilidad para sacar adelante el país. Por 
respeto a ellos lo cumplimos, pero fundamental- 
mente lo haremos porque lo acordamos asi 
frente a la ciudadanía y porque con seguridad 
este pacto es parte y, quizás, la causa de la 
clara victoria electoral obtenida en el pasado 
mes de noviembre. 

Por este motivo, todos pueden estar absolu- 
tamente tranquilos de que en este quinquenio 
este pacto se cumplirá de punta a punta. 

El primer punto de este pacto es mantener 
la estabilidad fiscal, la estabilidad de precios en 
defensa del salario de quienes menos tienen, de 
quienes tienen ingresos fijos. Asimismo, está 
presente en este Presupuesto la clara defensa 
y la intención de no aumentar la inflación en 
este país, que nos ha costado quince años 
liquidar. 

Este Presupuesto es austero, como lo han 
dicho todos, pero no carece de imaginación; es 
responsable y cuida los gastos. 

Hace unos meses discutimos la Rendición de 
Cuentas en este recinto y distinguidos colegas 
del Frente Amplio dijeron que el déficit fiscal se 
produjo porque cuando el PBI creció en el 
gobierno anterior, el gasto aumentó en la misma 
proporción. Señalamos que es nuestro compro- 
miso cuidar seriamente el gasto, topearlo, para 
que no aumente en la misma medida en que 
crece el PBI, porque ésa es la única forma de 
bajar el déficit fiscal y, a largo plazo, la carga 
tributaria, la presión fiscal que tienen los 
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uruguayos. Existe el compromiso de que cuando 
baje esta carga tributaria, este déficit fiscal, 
comenzaremos a trabajar sobre el IRP y, 
además, lo tendremos que hacer sobre los 
impuestos al trabajo, de los cuales el principal 
es el aporte patronal. Debemos tener claro que 
no vamos a poder encarar este tema si no 
tenemos un déficit fiscal controlable, es decir, 
menor al 1% del PBI. 

Este Presupuesto -que, como dijimos, es 
austero, responsable, cuida la inflación y no 
aumenta los gastos- contiene otros elementos 
que, desde mi punto de vista, son muy positivos. 
En ese sentido, otorga herramientas para 
permitir la competencia a las empresas públicas. 
Durante muchos años, en este país, los 
Ministros de Economía y Finanzas -con toda 
razón- tuvieron la tentación de echar mano al 
producido de las empresas públicas 
superavitarias, que tienen impuestos superiores 
a los que pagan hoy las empresas privadas que 
van a competir con ellas. Claramente, el aporte 
patronal estaba muy por encima de ello. Existe 
un impuesto que sólo pagan las empresas 
públicas y es el Impuesto a la Compra de 
Moneda Extranjera. A través de la ley de urgente 
consideración y de decretos -no de este 
Presupuesto- se está bajando paulatinamente el 
exceso de aporte patronal que pagan las 
empresas públicas. En este Presupuesto esta- 
mos autorizando al Poder Ejecutivo a derogar 
el Impuesto a la Compra de Moneda Extranjera, 
con lo cual pondremos en absoluta igualdad de 
condiciones a las empresas públicas para 
competir con las privadas. Esto se debe a que 
a través de este Presupuesto -ha sido anunciado 
por el gobierno- habrá apertura a la competencia 
de mercados que hasta hace poco tiempo sólo 
estaban en poder del Estado, lo que podremos 
llamar desmonopolización o desregulación. Por 
lo tanto, estamos dando a las empresas públicas 
todas las armas para competir. 

Es claro -luego lo analizaremos en profundi- 
dad- el tema de ANCEL y ANTEL. Básicamente, 
me voy a referir a que a esta empresa estatal 
uruguaya -que es orgullo de todos- se le otorga 
el monopolio de la telefonía básica pero, 
además, la posibilidad de asociarse con otras 
empresas para transitar y competir en el enorme 
campo de las telecomunicaciones, que -como 
decía correctamente el señor Diputado Ponce de 
León- hoy es el que más crece en el mundo, 
el que ha generado más empleos y en el que 
Uruguay tiene gente capacitada desde hace 
mucho tiempo para competir a nivel internacio- 
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nal. Creo que, abriendo este campo a la 
competencia y otorgando posibilidades a ANTEL 
para competir en él, no estamos haciendo otra 
cosa que dar la posibilidad al país de crecer en 
lo que más nos interesa: el empleo calificado. 
La falta de empleo es, sin lugar a dudas, el 
problema más grande y serio que tiene hoy el 
país y con estas herramientas estamos atacán- 
dolo directamente. 

Hemos señalado, y ése era nuestro compro- 
miso, que no fbamos a ampliar la carga 
impositiva de la sociedad; así se está cumplien- 
do, porque si bien se aumentan algunos 
impuestos, se derogan otros. Según los números 
que todos manejamos, esto hará que la carga 
impositiva no aumente, sino que se mantenga. 

Es importante hablar de la derogación de 
alguno de estos impuestos. 

Los transportistas de este país tenían una 
carga suplementaria sobre su competencia 
regional, que era el Impuesto a los Ejes. El año 
pasado votamos una ley que lo cambiaba por 
el Impuesto al Uso de la Infraestructura Vial 
-IMUSIVI- y este año lo estamos derogando para 
dar mayores posibilidades de competencia a los 
transportistas. 

Por otra parte, estamos autorizando al Poder 
Ejecutivo a derogar el impuesto a la Compra de 
Moneda Extranjera, tal como lo dijimos, respecto 
a las empresas públicas. 

Estamos otorgando una rebaja sustancial del 
25% del total de la Contribución Inmobiliaria 
Rural; esto ya se había realizado para este año 
a través de la ley de urgente consideración y 
ahora queda incorporado para el próximo 
quinquenio mediante este Presupuesto. En este 
caso, se atiende la enorme dificultad que tiene 
el sector rural. 

Asimismo, se está equiparando en dos años 
la diferencia que tiene la Intendencia Municipal 
de Montevideo con el resto de las Intendencias, 
disminuyendo el exceso de aporte patronal que 
está pagando actualmente. En definitiva, tal 
como mencionamos, estamos disminuyendo el 
aporte patronal que pagan las empresa públicas 
por sobre lo que pagan las privadas. Estas son 
normas que intentan apoyar a sectores que 
actualmente están pasando dificultades en el 
país. 

También queremos referirnos al IMESI que se 
aplica a los combustibles; con este Presupuesto 
se cambia la forma de tributar. Por primera vez 
este impuesto será fijo y no un porcentaje del 
precio de los combustibles; es decir: cuando el 
precio del combustible suba, no lo hará el 
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impuesto y, cuando baje, el Estado no perderá 
recaudación. Lo que sucede en la actualidad es 
que cuando el combustible baja a nivel interna- 
cional, no se pueden bajar los precios, porque 
el Estado necesita esa recaudación. Con esta 
forma de tributar el IMESI estamos seguros de 
lo que recaudará el Estado, por lo que el precio 
de los combustibles será más elástico a la baja. 
Creo que éste es un adelanto muy importante 
y que la negociación que se ha realizado con 
el Partido Nacional, que llevó a esta forma de 
tributación, es realmente importante para el país 
y constituye un logro que cambia las normas y 
los parámetros por los que se fijaban los precios 
de los combustibles. 

Finalmente y para no extenderme, quiero 
hablar unos minutos del acuerdo logrado en la 
Cámara de Representantes con el Partido 
Nacional. Naturalmente, para aprobar este 
Presupuesto se necesita el voto de la mayoría 
de los integrantes de la Cámara. El Presupuesto 
fue elaborado por el Poder Ejecutivo y así llegó 
a conocimiento de los integrantes de la 
Comisión. Desde ese momento y hasta el último 
día -en el que la Comisión sesionó durante 
veintisiete horas- trabajamos con seriedad, 
imaginación y sin pausa para llegar a acuerdos 
que permitieran la mejor aprobación de este 
Presupuesto. Hoy podemos decir con mucho 
gusto que hemos llegado a acuerdos con el 
Partido Nacional que dan satisfacción a ambas 
partes. Quizás el más importante sea el relativo 
a las partidas para las Intendencias. En ese 
sentido, tenemos que ser bien claros. En el 
Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo se 
otorgaba una suma que se consideraba la 
máxima que se podía dar, teniendo en cuenta 
la situación fiscal del país. Después de varios 
días de negociación entre los señores Diputados 
del Partido Colorado y del Partido Nacional, con 
intervención de señores Senadores del Partido 
Nacional y del señor Ministro de Economía y 
Finanzas, se logró un acuerdo que tuvo en 
cuenta la dificultad financiera del próximo año. 
Por lo tanto, las partidas que se entregarán 
serán menores el próximo año, un poco mayores 
los dos años siguientes y mayores en el año 
2004. 

Queremos dejar absolutamente claro que el 
Partido Nacional ha defendido desde el primer 
momento el no crecimiento del déficit y que 
nosotros estamos en la misma posición. Este 
acuerdo cerrado en la Cámara de Representan- 
tes refleja el máximo que el Poder Ejecutivo 
puede otorgar en esta instancia. Seguramente 
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habrá un Mensaje complementario que se 
enviará al Senado para sellar este acuerdo, 
pues, según las normas constitucionales, no 
estamos habilitados para aumentar el gasto. 
Reitero: apoyaremos este proyecto porque es 
reflejo de un acuerdo político que se cerra- 
rá definitivamente en el Senado con el Men- 
saje complementario que enviará el Poder 
Ejecutivo. 

Es cuanto quería señalar. Las palabras de 
mis compañeros de bancada, los señores 
Diputados García Pintos y Gabriel Pais, comple- 
tan lo que me interesaba informar en esta 
oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Heber Fúligraff. 


SEÑOR HEBER FÚLLGRAFF.- Señor Presi- 
dente: en realidad, esperábamos otra clase de 
Presupuesto; ansiábamos otro contenido para 
este proyecto. Sin embargo, nos encontramos 
con un Presupuesto tipo, sin imaginación, sin 
creatividad, en el que la preocupación está 
centrada en el gasto y en el equilibrio fiscal. A 
nuestro criterio, esta norma elude el verdadero 
problema de la economía de este país, que es 
la alta presión tributaria que existe sobre la 
producción nacional. 

El aumento de la recaudación debe buscarse 
a través del incremento de la actividad del país: 
a mayor actividad, mayor recaudación. Sin duda, 
no se puede conseguir mayor actividad si la 
presión tributaria recae en el área agropecuaria, 
en la industria y en el sector exportador, al que 
tanto hace mención el señor Presidente de la 
República. Este es el gran desafío de nuestro 
país: buscar la caída real de la presión tributaria 
para dinamizar el aparato productivo y empezar 
a recaudar genuinamente más IVA, más IMESI, 
más del tributo que sea, pero en base a un 
aumento de la actividad. 

Se ha optado por disminuir el gasto en 
aquellos rubros en los que esto se puede hacer, 
porque con la estructura de este país la 
disminución del gasto tiene un piso; salvo que 
se bajen los sueldos y las jubilaciones -lo que 
no es posible ni pensable-, más de determinado 
porcentaje no se puede disminuir el gasto. 

Llega el Presupuesto y nos encontramos con 
que, en términos generales, hay muy poca o casi 
ninguna caída de impuestos; es más, la 
intención del Poder Ejecutivo era aumentar los 
tributos. Se pensaba extender el Impuesto a las 
Retribuciones Personales a las empresas 
unipersonales y a los profesionales universita- 
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uruguayos. Existe el compromiso de que cuando 
baje esta carga tributaria, este déficit fiscal, 
comenzaremos a trabajar sobre el IRP y, 
además, lo tendremos que hacer sobre los 
impuestos al trabajo, de los cuales el principal 
es el aporte patronal. Debemos tener claro que 
no vamos a poder encarar este tema si no 
tenemos un déficit fiscal controlable, es decir, 
menor al 1% del PBI. 

Este Presupuesto -que, como dijimos, es 
austero, responsable, cuida la inflación y no 
aumenta los gastos- contiene otros elementos 
que, desde mi punto de vista, son muy positivos. 
En ese sentido, otorga herramientas para 
permitir la competencia a las empresas públicas. 
Durante muchos años, en este país, los 
Ministros de Economía y Finanzas -con toda 
razón- tuvieron la tentación de echar mano al 
producido de las empresas públicas 
superavitarias, que tienen impuestos superiores 
a los que pagan hoy las empresas privadas que 
van a competir con ellas. Claramente, el aporte 
patronal estaba muy por encima de ello. Existe 
un impuesto que sólo pagan las empresas 
públicas y es el Impuesto a la Compra de 
Moneda Extranjera. A través de la ley de urgente 
consideración y de decretos -no de este 
Presupuesto- se está bajando paulatinamente el 
exceso de aporte patronal que pagan las 
empresas públicas. En este Presupuesto esta- 
mos autorizando al Poder Ejecutivo a derogar 
el Impuesto a la Compra de Moneda Extranjera, 
con lo cual pondremos en absoluta igualdad de 
condiciones a las empresas públicas para 
competir con las privadas. Esto se debe a que 
a través de este Presupuesto -ha sido anunciado 
por el gobierno- habrá apertura a la competencia 
de mercados que hasta hace poco tiempo sólo 
estaban en poder del Estado, lo que podremos 
llamar desmonopolización o desregulación. Por 
lo tanto, estamos dando a las empresas públicas 
todas las armas para competir. 

Es claro -luego lo analizaremos en profundi- 
dad- el tema de ANCEL y ANTEL. Básicamente, 
me voy a referir a que a esta empresa estatal 
uruguaya -que es orgullo de todos- se le otorga 
el monopolio de la telefonía básica pero, 
además, la posibilidad de asociarse con otras 
empresas para transitar y competir en el enorme 
campo de las telecomunicaciones, que -como 
decía correctamente el señor Diputado Ponce de 
León- hoy es el que más crece en el mundo, 
el que ha generado más empleos y en el que 
Uruguay tiene gente capacitada desde hace 
mucho tiempo para competir a nivel internacio- 
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nal. Creo que, abriendo este campo a la 
competencia y otorgando posibilidades a ANTEL 
para competir en él, no estamos haciendo otra 
cosa que dar la posibilidad al país de crecer en 
lo que más nos interesa: el empleo calificado. 
La falta de empleo es, sin lugar a dudas, el 
problema más grande y serio que tiene hoy el 
país y con estas herramientas estamos atacán- 
dolo directamente. 

Hemos señalado, y ése era nuestro compro- 
miso, que no fbamos a ampliar la carga 
impositiva de la sociedad; así se está cumplien- 
do, porque si bien se aumentan algunos 
impuestos, se derogan otros. Según los números 
que todos manejamos, esto hará que la carga 
impositiva no aumente, sino que se mantenga. 

Es importante hablar de la derogación de 
alguno de estos impuestos. 

Los transportistas de este país tenían una 
carga suplementaria sobre su competencia 
regional, que era el Impuesto a los Ejes. El año 
pasado votamos una ley que lo cambiaba por 
el impuesto al Uso de la Infraestructura Vial 
-IMUSIVI- y este año lo estamos derogando para 
dar mayores posibilidades de competencia a los 
transportistas. 

Por otra parte, estamos autorizando al Poder 
Ejecutivo a derogar el Impuesto a la Compra de 
Moneda Extranjera, tal como lo dijimos, respecto 
a las empresas públicas. 

Estamos otorgando una rebaja sustancial del 
25% del total de la Contribución Inmobiliaria 
Rural; esto ya se había realizado para este año 
a través de la ley de urgente consideración y 
ahora queda incorporado para el próximo 
quinquenio mediante este Presupuesto. En este 
caso, se atiende la enorme dificultad que tiene 
el sector rural. 

Asimismo, se está equiparando en dos años 
la diferencia que tiene la Intendencia Municipal 
de Montevideo con el resto de las Intendencias, 
disminuyendo el exceso de aporte patronal que 
está pagando actualmente. En definitiva, tal 
como mencionamos, estamos disminuyendo el 
aporte patronal que pagan las empresa públicas 
por sobre lo que pagan las privadas. Estas son 
normas que intentan apoyar a sectores que 
actualmente están pasando dificultades en el 
país. 

También queremos referirnos al IMESI que se 
aplica a los combustibles; con este Presupuesto 
se cambia la forma de tributar. Por primera vez 
este impuesto será fijo y no un porcentaje del 
precio de los combustibles; es decir: cuando el 
precio del combustible suba, no lo hará el 


260 


impuesto y, cuando baje, el Estado no perderá 
recaudación. Lo que sucede en la actualidad es 
que cuando el combustible baja a nivel interna- 
cional, no se pueden bajar los precios, porque 
el Estado necesita esa recaudación. Con esta 
forma de tributar el IMES!I estamos seguros de 
lo que recaudará el Estado, por lo que el precio 
de los combustibles será más elástico a la baja. 
Creo que éste es un adelanto muy importante 
y que la negociación que se ha realizado con 
el Partido Nacional, que llevó a esta forma de 
tributación, es realmente importante para el país 
y constituye un logro que cambia las normas y 
los parámetros por los que se fijaban los precios 
de los combustibles. 

Finalmente y para no extenderme, quiero 
hablar unos minutos del acuerdo logrado en la 
Cámara de Representantes con el Partido 
Nacional. Naturalmente, para aprobar este 
Presupuesto se necesita el voto de la mayoría 
de los integrantes de la Cámara. El Presupuesto 
fue elaborado por el Poder Ejecutivo y así llegó 
a conocimiento de los integrantes de la 
Comisión. Desde ese momento y hasta el último 
día -en el que la Comisión sesionó durante 
veintisiete horas- trabajamos con seriedad, 
imaginación y sin pausa para llegar a acuerdos 
que permitieran la mejor aprobación de este 
Presupuesto. Hoy podemos decir con mucho 
gusto que hemos llegado a acuerdos con el 
Partido Nacional que dan satisfacción a ambas 
partes. Quizás el más importante sea el relativo 
a las partidas para las Intendencias. En ese 
sentido, tenemos que ser bien claros. En el 
Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo se 
otorgaba una suma que se consideraba la 
máxima que se podía dar, teniendo en cuenta 
la situación fiscal del país. Después de varios 
días de negociación entre los señores Diputados 
del Partido Colorado y del Partido Nacional, con 
intervención de señores Senadores del Partido 
Nacional y del señor Ministro de Economía y 
Finanzas, se logró un acuerdo que tuvo en 
cuenta la dificultad financiera del próximo año. 
Por lo tanto, las partidas que se entregarán 
serán menores el próximo año, un poco mayores 
los dos años siguientes y mayores en el año 
2004. 

Queremos dejar absolutamente claro que el 
Partido Nacional ha defendido desde el primer 
momento el no crecimiento del déficit y que 
nosotros estamos en la misma posición. Este 
acuerdo cerrado en la Cámara de Representan- 
tes refleja el máximo que el Poder Ejecutivo 
puede otorgar en esta instancia. Seguramente 
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habrá un Mensaje complementario que se 
enviará al Senado para sellar este acuerdo, 
pues, según las normas constitucionales, no 
estamos habilitados para aumentar el gasto. 
Reitero: apoyaremos este proyecto porque es 
reflejo de un acuerdo político que se cerra- 
rá definitivamente en el Senado con el Men- 
saje complementario que enviará el Poder 
Ejecutivo. 

Es cuanto quería señalar. Las palabras de 
mis compañeros de bancada, los señores 
Diputados García Pintos y Gabriel Pais, comple- 
tan lo que me interesaba informar en esta 
oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Heber Fúligraff. 


SEÑOR HEBER FÚLLGRAFF.- Señor Presi- 
dente: en realidad, esperábamos otra clase de 
Presupuesto; ansiábamos otro contenido para 
este proyecto. Sin embargo, nos encontramos 
con un Presupuesto tipo, sin imaginación, sin 
creatividad, en el que la preocupación está 
centrada en el gasto y en el equilibrio fiscal. A 
nuestro criterio, esta norma elude el verdadero 
problema de la economía de este país, que es 
la alta presión tributaria que existe sobre la 
producción nacional. 

El aumento de la recaudación debe buscarse 
a través del incremento de la actividad del país: 
a mayor actividad, mayor recaudación. Sin duda, 
no se puede conseguir mayor actividad si la 
presión tributaria recae en el área agropecuaria, 
en la industria y en el sector exportador, al que 
tanto hace mención el señor Presidente de la 
República. Este es el gran desafío de nuestro 
país: buscar la caída real de la presión tributaria 
para dinamizar el aparato productivo y empezar 
a recaudar genuinamente más IVA, más IMESI, 
más del tributo que sea, pero en base a un 
aumento de la actividad. 

Se ha optado por disminuir el gasto en 
aquellos rubros en los que esto se puede hacer, 
porque con la estructura de este país la 
disminución del gasto tiene un piso; salvo que 
se bajen los sueldos y las jubilaciones -lo que 
no es posible ni pensable-, más de determinado 
porcentaje no se puede disminuir el gasto. 

Llega el Presupuesto y nos encontramos con 
que, en términos generales, hay muy poca o casi 
ninguna caída de impuestos; es más, la 
intención del Poder Ejecutivo era aumentar los 
tributos. Se pensaba extender el Impuesto a las 
Retribuciones Personales a las empresas 
unipersonales y a los profesionales universita- 
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rios. Esa propuesta del Poder Ejecutivo no tuvo 
andamiento en la Comisión. 

En el proyecto no se hacía mención a algunos 
aspectos del compromiso político celebrado en 
1999 con el Partido Nacional; no obstante, se 
empieza a madurar la idea de vincular la caída 
del Impuesto a las Retribuciones Personales con 
la baja del déficit fiscal. Era una proposición 
absolutamente razonable y viable que no 
desfinanciaba al Gobierno Central ni dificultaba 
la marcha de la economía. Se esbozó una suerte 
de propuesta que, si bien no vamos a detallar 
aquí, diremos que comenzaba cuando el déficit 
llegaba al 3.5% y terminaba cuando éste caía 
por debajo de un punto porcentual. Se podrá 
estar o no de acuerdo con el monto de déficit 
que se manejaba, pero era y es una propuesta 
genuina. Sin embargo, en el proyecto no se 
incluye la caída del Impuesto a las Retribuciones 
Personales vinculada con la baja del déficit 
fiscal. Por lo tanto, no hay caída del impuesto 
a los sueldos. El tributo adicional, transitorio, 
votado en 1995, todavía sigue siendo transitorio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— Ese impuesto se estableció en el Presupuesto 
quinquenal de 1995 y se dijo que su rebaja iba 
a ser incluida en sucesivas Rendiciones de 
Cuentas, pero no fue así; se firmó un documento 
con el Partido Nacional, pero esta propuesta no 
está incluida en la norma quinquenal. Tendría 
que estar contenida en este Presupuesto; 
tendría que haber venido ahora, en lugar de 
quedar para el futuro, cuando sea posible. 
Además, no estamos pidiendo que el impuesto 
empiece a bajar mañana; lo atamos a resultados 
futuros. Pero insisto: esta propuesta no está 
incluida en el proyecto de ley de Presupuesto. 
Son varios los compromisos que no se 
cumplen, algunos de carácter presupuestal y 
otros no tanto. Del acuerdo con el Partido Nacio- 
nal logramos que se incluyera, en el capítulo 
relativo al crecimiento económico, la disminución 
de tarifas públicas de los sectores productivos, 
rebajando las tarifas de la energía eléctrica de 
modo que el costo del kilovatio sea menor 
cuanto mayor sea el consumo. Sin embargo, no 
hemos percibido, ni en la UTE ni en el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, voluntad para 
llevar adelante este compromiso establecido. 
Estamos analizando un Presupuesto en el 
que por un lado se saca y por otro se da, en 
el que se plantean readecuaciones presu- 
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puestales y en el que hay capítulos enteros que 
pasan a otra ley. Pero también está presente 
uno de los temas que a nosotros más nos han 
llamado la atención por la absoluta falta de 
prolijidad por parte de quienes envían el 
articulado. Se nos remitió el artículo 331, por el 
cual se proponía el incremento del IMESI para 
los combustibles. Nos dijeron que ello represen- 
taba US$ 39:000.000. El señor Ministro recono- 
ce que esto se plantea pura y exclusivamente 
por una necesidad fiscal. El litro de nafta super 
cuesta $ 14,70 -es el precio más alto que yo 
recuerdo-; sin embargo, como medida de una 
creatividad infernal, se planteó el aumento del 
IMES! para los combustibles. Además, en ese 
incremento se incluían el supergás y el gas; se 
manejaba un porcentaje del 16%. No se dieron 
cuenta de que había una ley de noviembre de 
1998 por la cual, cuando el gas y el supergás 
tuvieran IMESI cero, iban a comenzar a tributar 
por IVA. 

Tampoco tuvieron en cuenta el decreto de 
enero de 1999 que fija el IMESI en cero al gas 
y al supergás y que, a partir de entonces y hasta 
hoy, tributan por IVA. Esto quiere decir que no 
tuvieron en cuenta la ley ni el decreto o bien 
pretendieron una doble imposición; quiero creer 
que sucedió lo primero. 

Como el tema del IMESI no funciona, el 
Partido Nacional propone el impuesto fijo en 
moneda constante y sonante -en pesos urugua- 
yos porque en el Presupuesto se trabaja con esa 
moneda- en el artículo 370. ¿Y cómo? Allí se 
dice: "Agrégase al artículo 8% del Título 1 del 
Texto Ordenado 1996 (...)", y cuando voy a leer 
el artículo 82 citado constato que habla de 
valores imponibles. Pero no se menciona el 
artículo 12 del Título Xi del mismo texto de 1996, 
por el que se fija el IMES!| a los combustibles. 
Quiere decir que, naturalmente, este artículo es 
invotable. Si se aprueba así, creamos un 
impuesto fijo y además queda vigente el IMES! 
del 133%, del 123%, del 101% y del 28% en 
el Texto Ordenado de 1996, porque no se 
sustituye lo que allí se dispone. 

Además, se superpone lo que señalaba con 
relación al tema anterior. Cuando llegue el 
momento, tendremos a consideración de la 
Cámara un artículo -el 370- por el que se crea 
el impuesto fijo a la nafta, ya sea súper, común 
o sin plomo, al queroseno y al gasoil, pero no 
dejamos sin efecto el primer inciso del nume- 
ral 14) del artículo 1% del Título XI! del Texto 
Ordenado de 1996. 
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¿Cuánto se recauda por lo que propone el 
Poder Ejecutivo? ¿Alguien lo sabe? Por allí se 
dice que se recauda US$ 42:000.000. Entonces, 
es más que los US$ 39:000.000 previstos 
originalmente. Quiere decir que esto implica un 
nuevo aumento a los combustibles. A partir del 
12 de enero de 2001 aumentan de acuerdo con 
el IPC de agosto-diciembre. ¡Qué tendrá que ver 
el IPC con el precio de los combustibles! Acá 
el IPC sirve para todo. En todo caso, debería 
aplicarse el Indice de Precios Mayoristas, pero 
no, se habla del IPC. 

Entonces, ¿qué tenemos acá? Por un lado, 
se crea un impuesto fijo a la nafta, además de 
dejar el IMESI; y, por el otro, se equivocaron 
en la referencia al Título del Texto Ordenado. 
A su vez, cuál es el monto que se va a recaudar, 
no lo sabemos, pero allí está el artículo 
aprobado en la Comisión. 

Hay varios temas importantes que están en 
el contenido de los cuatrocientos artículos. 

En el artículo 12, por ejemplo, se establece 
una clara renuncia de las potestades del Poder 
Legislativo -entre otras-: la de fijar impuestos a 
instancias del Poder Ejecutivo. En esos casos, 
el Poder Ejecutivo envía el correspondiente 
Mensaje y el Parlamento dice sí o no. Sin 
embargo, en el artículo 12 se dispone: “Autorí- 
zase al Poder Ejecutivo a disponer aumentos 
diferenciales" a funcionarios docentes, militares 
y policiales. Coincido con el fondo del tema, 
pero lo que me resulta muy mal es la forma en 
que se procede. Tendría que ser distinto: 
cuando se den las condiciones del artículo 12, 
el Poder Ejecutivo enviará el Mensaje al 
Parlamento, que será, en definitiva, el que 
resuelva aumentar en forma diferencial. Pero de 
un tiempo a esta parte los "facúltase" y los 
"autorízase" se han hecho moneda corriente. 
Con ese criterio debería establecerse: "Autorízase 
al Poder Ejecutivo a que haga todo lo que es 
facultad del Poder Legislativo" y listo. Pero no 
debe ser asi; estos son temas que hacen a la 
esencia del Poder Legislativo. 


SEÑOR CHIFFLET.— ¡Apoyado! 


SEÑOR HEBER FÚLGRAFF.— Cuando se 
den las condiciones necesarias, se nos envía el 
Mensaje respectivo y en quince días se sanciona 
el proyecto de ley, aprobándose los aumentos 
diferenciales a los funcionarios docentes, mili- 
tares y policiales. Pero no corresponde autorizar 
al Poder Ejecutivo a tales efectos; no es así la 
cosa. Hay un Poder con determinadas atribucio- 
nes y hay otro Poder con otras. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 17 de octubre de 2000 


Con relación al artículo 117 hay que tener 
cuidado. Se habla de una modificación que tiene 
que ver con el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y con el Ministerio de Economía y 
Finanzas; se les da preeminencia en lo que tiene 
que ver con ese Instituto de Promoción de la 
inversión y las Exportaciones de Bienes y 
Servicios; tiene un nombre larguísimo. Todas las 
facultades deberían haberse centrado en la 
Dirección General de Comercio Exterior; pero 
no; éste es el país de creación de institutos: 
cada vez más unidades reguladoras para regular 
y controlar. Y después crearemos otros institutos 
que controlen a esos otros. 

De todas formas, quiero creer que lo 
expresado por el señor Ministro de Relaciones 
Exteriores en la Comisión se mantendrá en el 
Senado, en el sentido de que esto no significa 
que los funcionarios del Ministerio de Economía 
y Finanzas sean ingresados a la carrera 
diplomática, al Servicio Exterior. Lo dijo clara- 
mente -y consta en la versión taquigráfica-, pero 
nosotros queremos remarcarlo en el día de hoy. 
Como sabemos cómo es este país, nuestro 
temor es que ellos entren y después empiecen 
las presiones de adentro: las equiparaciones, las 
fusiones, las absorciones, etcétera. 

Nos llama la atención -y esto también es 
cierto- algo que no es de este momento sino que 
venía de antes, y es que el Director durará en 
sus funciones hasta que se formule una nueva 
propuesta y designación. Esto no es dramático, 
pero no nos parece adecuado que sea desig- 
nado "sine die", sin término, sino que debería 
ocupar el cargo por cinco años, al igual que 
nosotros que estamos aquí, que si bien no 
fuimos designados, ocupamos la banca por 
cinco años. 

Finalmente, entre otras cosas, quiero decir 
que hoy pedimos una interrupción al señor 
legislador que estaba brindando su informe, a 
quien se le había terminado el tiempo de que 
disponía, porque creímos que era el momento 
para hacer una observación que tiene que ver 
con las becas y pasantías. Creo que el tema fue 
bien estudiado en la Comisión, pero hoy 
recibimos de la Asociación de Funcionarios 
Postales del Uruguay algo que nos preocupó. 
Inclusive, tratamos de ponernos en contacto con 
ellos durante toda la tarde y no pudimos hacerlo. 
El tema refiere al artículo 417 del proyecto, en 
el que se establece que los funcionarios 
comprendidos en un determinado plazo, pueden 
renovar las pasantías, siguiendo en el régimen 
en que vienen hasta ahora. 
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El último inciso del artículo 417 dice: "La 
limitación en el plazo de contratación estable- 
cida en el artículo 379, no regirá para aquellos 
casos en los cuales el becario o pasante se 
encuentre cumpliendo dicha función con anterio- 
ridad al 31 de agosto de 1998", Los funcionarios 
piden que se establezca al 31 de diciembre de 
1998 porque esto costaría doscientos cargos. 

Es decir que, en caso de mantenerse la fecha 
del 31 de agosto, doscientos jóvenes becarios 
de la Administración Nacional de Correos 
quedarían sin trabajo. Según lo que se me acota 
aquí, aparentemente habría consenso para 
cambiar la fecha al 31 de diciembre de 1998. 
Si es así, me congratulo. 

Queríamos referirnos a algunos de los temas 
más importantes sobre los que tenemos objecio- 
nes y que nos preocupan, como por ejemplo el 
IRP o los combustibles. Esperemos que en el 
correr de las sesiones que tendremos antes de 
que se vote el Presupuesto se encuentren 
soluciones a estos problemas. No somos 
partidarios de dejar para adelante los compro- 
misos oportunamente establecidos. 

Del IRP hemos hablado hasta el cansancio. 
En las primeras reuniones, planteamos al señor 
Director de Planeamiento y Presupuesto y al 
señor Ministro de Economía y Finanzas el 
concepto de atar la caída del impuesto a la del 
déficit. Pensamos que tendría una acogida 
rápida y efectiva, tal como la tuvo el impuesto 
fijo a los combustibles. En este país, los 
principales interesados en que suban los 
combustibles son los integrantes del equipo 
económico -de éste, del anterior, de todos; no 
hablo de ninguno en especial-, porque miran, 
algunas veces razonablemente y otras no tanto, 
la repercusión que eso tiene en su recaudación. 
De esta manera, se sabe cuánto se recauda 
permanente y constantemente. Claro: lo de se 
sabe es un decir, porque hasta el momento 
-repito- se maneja una suma US$ 42:000.000, 
pero nada más. 

Vamos a votar el pase a la discusión 
particular de este proyecto de Presupuesto, lo 
que no significa votarlo en general, tal como se 
dice comúnmente. Es simplemente la habilita- 
ción a que se pase a considerar en particular 
el articulado del proyecto de ley. Vamos a 
votarlo sin entusiasmo, y el poco que tenemos 
es gracias a los logros conseguidos en la 
Comisión, muchos de ellos por parte de los 
compañeros que han trabajado incansablemente 
y con mucha cintura política durante estos casi 
cuarenta y cinco días. Naturalmente, nos 
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reservamos el derecho de pronunciarnos en un 
sentido o en otro en la votación artículo por 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Payssé. 


SEÑORA PAYSSE.— Señor Presidente: esto 
no pretende ser una exposición, sino una 
reflexión en voz alta, producto de mi corto 
pasaje por la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, que me ha hecho 
sacar estas conclusiones que quiero compartir 
con todos sus integrantes. 

No se puede emprender la elaboración de un 
Presupuesto ni su examen sin tomar en cuenta, 
en primer lugar, las necesidades de la gente y 
de sus destinatarios ni las posibilidades del 
país, es decir, los recursos genuinos que, a 
nuestro juicio, pasan necesariamente por la 
reactivación económica y por hacer de este 
Presupuesto una herramienta contra la recesión. 
Este proyecto es un ejemplo en el sentido 
contrario: no se han tenido en cuenta las 
necesidades y, menos aún, las potencialidades 
de un país que está en crisis, que sufre una 
recesión, que se ve afectado por factores 
externos y que, sin embargo, posee en su gente, 
en sus riquezas naturales, en su implantación 
geográfica y en ciertas conquistas fiscales 
-logradas gracias a grandes sacrificios de la 
población en los últimos años- las condiciones 
para emprender una recuperación de la que se 
viene hablando desde hace décadas y cuya 
postergación siempre encuentra pretextos en 
quienes han venido siendo responsables de la 
política económica y social del país. 

Luego del advenimiento de la democracia, 
pudo hablarse justificadamente de la herencia 
de la dictadura y de la necesidad de un período 
de recuperación. Pero fue pasando el tiempo y 
las frustraciones de los uruguayos comenzaron 
a acumularse sobre esa herencia de dolor y 
crisis. Se dijo entonces que eran imprescindibles 
determinadas reformas. Algunas resultaron ina- 
ceptables para la mayoría de la ciudadanía y de 
las fuerzas políticas, como la mal llamada 
reforma del Estado que, más que reforma, era 
la enajenación de un patrimonio estratégico, lo 
cual se logró impedir con el plebiscito de 1992. 
Otras reformas que sí se hicieron no lograron 
resultados cuyos supuestos destinatarios -o sea, 
la mayoría de los uruguayos- pudiesen ver 
reflejados en un mejoramiento de sus condicio- 
nes de vida. 

El desánimo siguió avanzando. No se apro- 
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vecharon condiciones externas favorables, ni un 
equilibrio fiscal conseguido gracias a grandes 
sacrificios de vastos sectores de la población, 
para adoptar medidas que, luego de la crisis 
brasileña y de los demás factores negativos 
externos, nos hubiesen evitado las angustias de 
hoy, ante las cuales, a mi modo de ver, este 
proyecto es una respuesta -me animaría a decir- 
patética. 

Este Presupuesto, hijo del amoldamiento 
pasivo a los impactos externos, de la resigna- 
ción, de la imprevisión en algunos casos y de 
una concepción que no ubica la justicia social 
entre las prioridades, viene a abonar ese estado 
de desesperanza generalizada, que estamos 
percibiendo en los desocupados que dejan de 
buscar trabajo, en los jóvenes que no pueden 
creer en su país y en esta nueva ola emigratoria 
que, más allá de cifras, tiene características 
inéditas por las circunstancias en que se da. 
Esta no es la emigración de la predictadura ni 
la de la dictadura; es la emigración que nadie 
hubiese imaginado quince años atrás, cuando 
Uruguay abría sus puertas a los emigrados. Es 
la emigración en democracia; la emigración de 
un país que debería encarar con esperanza su 
futuro. No es ésta la emigración de quien no 
desea irse pero se va porque no tiene más 
remedio, porque es perseguido y se le compele 
a dejar el país. Es la emigración del "bajón", 
como dicen los muchachos; de quien no se 
siente arraigado a su tierra porque ha dejado 
de creer en ella. Me preocupa y me duele como 
uruguaya, como circunstancial legisladora, como 
mujer con un compromiso social y político y 
también como madre. 

Tal como ha sido elaborado y justificado este 
proyecto de Presupuesto no hace más que 
acumular nuevas frustraciones para la gente. No 
olvido que la mayoría votó a este gobierno, a 
esta coalición, pero tampoco que hubo una 
primera vuelta electoral de la que emergió muy 
claramente una primera fuerza política cuyas 
advertencias sobre la crisis y propuestas 
alternativas merecían otra consideración de 
parte de sus adversarios políticos. Tampoco 
puedo olvidar que el resultado del balotaje 
hubiese sido otro de no haber mediado un 
acuerdo que, en gran medida, no se ha cumplido 
y que ojalá pueda reflejarse, aunque sea 
parcialmente, en la sanción que reciba este 
Presupuesto al terminar el trámite parlamentario. 
Pero tras la discusión en la Comisión, no 
podemos ser muy optimistas. 

Parecería que todo confluye hacia ese estado 
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de desesperanza y de abatimiento. Es grave la 
desocupación, la pobreza de los sectores 
postergados, la situación de los productores del 
agro, la grave crisis de la industria, que los 
salarios y las jubilaciones no alcancen. Pero tal 
vez sea más grave ese estado psicológico que 
se ha instalado en la sociedad uruguaya. Un 
estado psicológico que se retroalimenta, que 
desestimula a quien va a encarar un 
emprendimiento, sobre todo si es productivo, y 
que trasmite señales negativas a los inversores 
y a los agentes económicos. Y que es 
paradójico, porque en la campaña electoral se 
quiso asustar a la gente haciéndole creer que 
no vendrían inversores y se irían los que 
estaban si el Encuentro Progresista ganaba. A 
esta altura esa estratagema preelectoral se 
comenta sola, como también se comenta solo el 
diagnóstico preelectoral del país en materia 
económica, contrastando aquellas cifras optimis- 
tas que nos trasmitían con esta realidad 
diferente que hoy reconoce el propio Poder 
Ejecutivo. 

Este Presupuesto es una contribución en el 
peor sentido a ese estado psicológico del pals. 
Es el Presupuesto del no se puede. Se insiste 
en concebir el gasto público como la única vía 
para achicar el déficit fiscal, pero es absoluta- 
mente imposible que se reactive la economía si 
no hay un incremento del gasto público. Y es 
imposible que se achique el déficit sin una 
reactivación. 

Se nos ha acusado a los encuentristas y 
frenteamplistas de promover soluciones sin 
financiación. Eso no es cierto. Este es un 
Presupuesto concebido para la recesión y no un 
Presupuesto para combatirla ni para crear las 
herramientas y asumir los desafíos en materia 
de gasto público capaces de mover la produc- 
ción; es un Presupuesto que se amolda a la 
crisis y no se estructura en la perspectiva de 
la reactivación productiva. 

Ahorros parecería ser la única palabra que 
cabe en las fundamentaciones. Está bien el 
ahorro y está bien terminar con los gastos 
superfluos, con el clientelismo político, padre de 
una inmensa parte de los malos gastos del 
Estado, con tas contrataciones y remuneracio- 
nes injustificadas desde el punto de vista 
funcional. Contra todo esto ha estado nuestra 
fuerza política, que ha bregado por reformas del 
Estado que terminen definitivamente con el 
burocratismo, la ineficiencia, el atraso tecnoló- 
gico, los acomodos y el despilfarro. Está bien 
el ahorro, pero ningún país puede crecer sólo 
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con ahorro. Sólo con ahorro y con achicamiento 
del gasto no se crece. 

En una situación como la que vivimos 
solamente desde el sector público se pueden 
generar impactos positivos sobre la inversión, la 
producción y el empleo. Esto es también darle 
a la política, hoy tan desvalorizada entre la 
ciudadanía, su genuino rol de generadora de 
acciones con un sentido determinado, para 
lograr determinados efectos. Entiendo que con 
este Presupuesto estamos contribuyendo a esa 
desvalorización de la política y, en lo que al 
Parlamento respecta, a un desprestigio que 
todos queremos evitar, pero hacia el cual 
marcharemos inevitablemente si continuamos 
aceptando Presupuestos como éste y discutién- 
dotos con criterios como los que en varios casos 
se han manejado en este debate, acerca de lo 
cual luego pondré varios ejemplos. 

El Presupuesto tendría que haber sido una 
gran señal contra los factores de orden 
psicológico que mencionamos. Una política 
económica activa que se corresponda con la 
situación que vivimos debería implicar medidas 
tales como la devolución de impuestos indirectos 
a algunos rubros de exportación, niveles de 
inversión pública que contribuyan a la recupe- 
ración de puestos de trabajo en la construcción, 
una reducción selectiva de las tarifas por la 
energía que pagan determinadas actividades 
productivas con importante potencial para la 
generación de empleo y para la exportación, y 
otras medidas de defensa de la producu.ón 
nacional ante la competencia desleal. Pero el 
gobierno no parece dispuesto a manejar este 
tipo de herramientas y sólo concibe el achica- 
miento del déficit fiscal por la vía de la reducción 
del gasto público como recurso excluyente, con 
lo que no logra desencadenar el esperado 
proceso de reactivación. 

Es en ese marco y con ese criterio que se 
ha concebido este Presupuesto. ¿Se pretende 
hablar de reactivación y de poner al país a la 
altura de las exigencias de la época en materia 
de competitividad, eficiencia, desarrollo científi- 
co y tecnológico y formación de capital humano 
para pelear nuestro lugar en el mundo de la 
globalización, para darnos el sitio que nos 
merecemos en el MERCOSUR, para fortalecer 
a esta organización, pero también para fortale- 
cernos nosotros dentro de ella y en el mercado 
mundial? ¿Cómo vamos a lograr todo esto si al 
discutir los recursos para la formación de 
nuestros técnicos, científicos y docentes termi- 
namos asignando recursos que todos los que 
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estamos aquí sabemos que no van a alcanzar? 
Y para peor, como el país está como está y el 
pesimismo amenaza con ganarnos a todos, en 
especial a los jóvenes, invertimos en formarlos 
pero después, como el Uruguay está frenado, en 
recesión y no abre perspectivas, esos mucha- 
chos terminan trabajando en lo que pueden, en 
algo que no tiene nada que ver con su vocación 
ni con aquello que estudiaron; terminan engro- 
sando los cuadros académicos de universidades 
extranjeras o trabajando para empresas de otros 
países, sin reintegrar al Uruguay lo que todos 
aportamos para su formación. Mientras tanto 
seguimos dependiendo tecnológicamente; segui- 
mos sin desarrollarnos en aquellas áreas donde 
podríamos competir con más posibilidades. 
Siempre decimos que nuestro gran capital es la 
gente, nuestros jóvenes, nuestra capacidad para 
encontrar nuestros nichos en el mercado; es la 
selectividad. ¿Pero es con este Presupuesto que 
vamos a ser coherentes con eso que proclama- 
mos y que tantas veces le escuchamos decir, 
por ejemplo, al señor Presidente de la Repúbli- 
ca? ¿Es con los criterios que han animado a los 
que hicieron y defendieron este Presupuesto que 
vamos a apostar a la eficiencia, a la calidad, a 
la competitividad, a la excelencia, como le gusta 
decir al doctor Lacalle? 

Dentro de la distribución del gasto que 
supone este Presupuesto, se pueden percibir 
arbitrariedades y una gran carencia de sensi- 
bilidad social. Este Presupuesto no se conci- 
bió desde las necesidades de la gente, tomando 
en cuenta lo que significa vivir con sueldos de 
$ 3.000 o $ 4.000 y a veces menos, o las 
necesidades de la salud, de la educación o la 
vivienda. En este Presupuesto se trasluce una 
frivolidad muy grande. 

Pero, además, durante la discusión de este 
proyecto de Presupuesto se han manejado 
criterios de negociación que, de alguna manera, 
se corresponden con esa frivolidad. Esto es un 
toma y daca donde en vez de examinar las 
necesidades se cambian cifras en el momento, 
se saca de un lugar y se pone en otro, a veces 
con una ligereza que preocupa, porque esto no 
es una tómbola: estamos decidiendo cuáles 
serán los recursos para organismos clave del 
país y los ingresos de miles y miles de familias 
uruguayas en los próximos cinco años. 

Yo aludí anteriormente a lo que se ha 
denominado Presupuesto participativo, es decir, 
Presupuesto hecho a partir de las necesidades 
de la gente, con la gente, consultando a la 
gente, cumpliendo con lo que se le prometió en 
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la campaña electoral y con el compromiso 
firmado por los partidos de la coalición en el 
acuerdo de noviembre de 1999, que deberían 
cumplir. Pues este Presupuesto no es eso; no 
sólo no lo es por su contenido intrínseco y por 
la filosofía que lo sustenta, sino también por la 
metodología con la cual se lo ha ido tratando 
en la discusión legislativa. Menciono sólo a título 
de ejemplo -ya lo han hecho otros compañeros 
de bancada- lo que aconteció con la última 
propuesta sobre ANCEL: apareció de golpe. Yo 
me enteré de ella por un periodista. Y que no 
se nos diga que no fue así, porque cuando 
nuestra bancada pidió explicaciones e informa- 
ciones, a los propios legisladores de la coalición 
les faltaron con frecuencia elementos para 
respondernos. No estoy hablando de falta de 
voluntad, señor Presidente, aunque en algunos 
casos la haya habido, sino de capacidad para 
contestar, porque no se tenían elementos, ya 
que en este debate el planillado estuvo muchas 
veces "pour la galerie” y dejaba de tener razón 
de ser cuando se cambiaba abruptamente una 
propuesta de la noche a la mañana. Entonces, 
quienes debían defender con argumentaciones 
y datos lo que se estaba proponiendo, no tenían 
los argumentos, las cifras ni los datos. 

Como sucediera con el proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, se optó 
por esta especie de "fast-track" parlamentario; 
no se quisieron desglosar cuestiones que no 
debían figurar en este proyecto y se terminó en 
una verdadera maratón para votar y votar. No 
creo que le hayamos hecho un buen servicio al 
prestigio del Parlamento, al enriquecimiento de 
la democracia, a la transparencia de las 
decisiones que tienen que ver con aspectos 
fundamentales para el país y para las condicio- 
nes de vida de nuestros compatriotas. 

Como saben los señores Diputados, tengo 
poca experiencia legislativa. Sin embargo, ella 
ha sido más que suficiente para dejarme una 
amarga sensación que ojalá pueda disiparse en 
las instancias que aún restan para la discusión 
de la principal ley de la Legislatura. 

Quisiera, sin pretender agotar los temas a los 
cuales nos referiremos en la discusión particu- 
lar, realizar algunas consideraciones acerca de 
aspectos que nos resultan muy groseros en esta 
ley presupuestal. 

Las reducciones de los créditos autorizados 
de inversión, citadas en el artículo 409, de 5% 
para el año 2001 y de 9% para 2002, son una 
señal clara de la orientación que tiene este 
Presupuesto. Sin inversión no hay crecimiento. 
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Deseo plantear mi profunda preocupación por 
la votación negativa del Presupuesto de ANEP, 
sustituida por una propuesta del Partido Nacio- 
nal presentada a último momento, sin permitir- 
nos analizarla, a diferencia de la que planteara 
nuestra bancada, elaborada por el señor Dipu- 
tado Mahía, con una financiación estudiada y 
hecha en consulta con los gremios de la 
enseñanza. Contrastando con esta actitud res- 
ponsable, la propuesta del Partido Nacional, 
consistente en una partida de $ 122:503.222, 
destinados al pago de una compensación 
especial de carácter trimestral no incorporada al 
salario, resulta insuficiente y es un nuevo 
remiendo a los ingresos de los trabajadores de 
la enseñanza. Tampoco supimos si esa partida 
incluía a los docentes y funcionarios del ISEF. 
Preguntamos qué significaría esa partida para 
los trabajadores y no obtuvimos respuesta. 
Entonces, preguntamos qué porcentaje de los 
salarios significaría esa partida y tampoco 
obtuvimos respuesta. Lo que ocurre es que no 
puede haber respuesta cuando se cambian 
números como si se tratase de figuritas. 

En realidad, lo triste de toda esta historia es 
que los seres humanos que están detrás de 
estas unidades ejecutoras no parecen ser lo que 
importa. Lo que importa es que los números 
cierren y para ello, en este caso como en otros, 
se los hace cerrar sin considerar las necesida- 
des de la gente ni tampoco los compromisos 
asumidos. 

Queremos destacar la actitud responsable de 
nuestra bancada que pidió detalles sobre esta 
propuesta llegada a último momento, contrastan- 
do con la posición de otros señores legisladores 
que ni siquiera demostraron interés en lo que 
nosotros propusimos. 

También resulta preocupante la votación 
negativa del Presupuesto del INAME. Y aquí 
quiero detenerme un instante para que procu- 
remos reflexionar juntos sobre el papel que esta 
institución juega dentro de la sociedad urugua- 
ya, independientemente de ahondar en este 
tema cuando abordemos el Inciso correspon- 
diente. 

En 1999 el INAME atendió un promedio 
mensual de 24.360 niños con problemáticas 
complejas, que necesitan una atención muy 
especializada a efectos de que estén integrados 
a la sociedad. Me alcanza con tomar un título 
de la pormenorizada exposición de motivos que 
hace el INAME para sintetizar lo que quiero 
expresar: "Infancia: una deuda social que se 
acumula". No es menos alarmante el destino 
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incierto del ISEF, con docentes provenientes 
tanto del Ministerio de Educación y Cultura como 
de la Comisión Nacional de Educación Física y, 
consecuentemente, la incertidumbre de cómo 
seguirán sus cursos los estudiantes de dicho 
Instituto. A pesar de que el señor Ministro Trobo 
plantea la universalización del deporte, en este 
Presupuesto no se visualizan herramientas que 
coadyuven en esa dirección. 

Con respecto al artículo 325 del Inciso 21 
"Subsidios y subvenciones", fueron denegadas 
solicitudes de subsidios que nosotros plantea- 
mos que se agregaran en el Mensaje comple- 
mentario: Movimiento Tacurú, Gurises Unidos, la 
Obra del Padre Cacho. Con respecto al Instituto 
de Ciencias Biológicas "Clemente Estable", 
cuyos jóvenes investigadores solicitaban una 
ínfima partida, hubo más de un tira y afloje para 
lograr que fuera incorporada. Hay una 
cuotificación que los integrantes de la coalición 
de gobierno manejan con discrecionalidad, sin 
siquiera considerar varias propuestas serias que 
se plantearon en Comisión. 

Volvemos a expresar la necesidad imperiosa 
de tratar el tema de ANTEL con responsabilidad, 
sin atropellos, y nos comprometemos a estudiar- 
lo con la seriedad que los uruguayos nos exigen. 
No admitimos que en unas horas se esté 
definiendo el futuro de una empresa que es de 
todos y que, además, da buenas ganancias. 
Como es costumbre, los "lobbies" están jugando 
su papel. 

En lo que tiene que ver con el tema de los 
becarios y pasantes, en Comisión se estuvo 
conversando para lograr una propuesta 
consensuada en el entendido de que era 
voluntad colectiva, por un lado, regularizar todo 
aquello en lo que la Administración había estado 
omisa y, por otro, establecer reglas claras para 
el futuro con respecto a este tema. Nuevamente 
nos cayó una propuesta repartida a último 
momento, que no pudimos estudiar con 
detenimiento en la Comisión y que, luego de 
analizarla, no nos permite comprender en 
calidad de qué serán incorporados los becarios 
que desde hace años se encuentran en esa 
situación irregular. 

Una mención aparte merecen los continuos 
pedidos de intermedio por parte de la coalición 
de gobierno, llegándose a que pedidos de cinco 
minutos se transformasen en demoras de más 
de seis horas, durante las cuales el Partido 
Nacional y el Partido Colorado intentaban llegar 
a acuerdos. Nuestra bancada estuvo siempre 
presente y no fue porque no hiciéramos quórum 
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que se dilataron las tomas de posición. Resulta 
contradictorio que, por un lado, se dilataran esos 
intermedios y, por otro, se precipitaran las 
votaciones. Consideramos que estas Comisio- 
nes paralelas desprestigian al Poder Legislativo; 
la democracia parlamentaria debe ejercerse en 
el seno de la propia institución, cuyo funciona- 
miento asegure que todos los partidos políticos 
-todos- puedan ser escuchados y accedan en 
igualdad de condiciones a toda la información 
que se maneje y al avance colectivo del estudio 
de los temas. No fue así; quería señalarlo 
porque, si bien hubo disculpas por parte de 
integrantes del Partido Colorado y del Partido 
Nacional, como mecanismo parlamentario es 
deseable que, por el bien de la democracia, esto 
no se repita en el futuro. 

Para finalizar me remito nuevamente a lo 
expresado al comienzo de mi exposición. Este 
proyecto de Presupuesto no se ha encarado 
como se merece el país y como esperan tantos 
y tantos uruguayos. Más allá de los muchos 
artículos que por distintos motivos vamos a 
acompañar con nuestro voto -según lo iremos 
fundamentando a lo largo de este debate y como 
lo hiciéramos en la Comisión-, éste es, reitero, 
un Presupuesto de la crisis y la recesión y no 
un Presupuesto para hacer frente a la crisis y 
a la recesión. 

Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el miembro informante en minoría, señor 
Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: quiero 
comenzar esta intervención dejando un par de 
constancias. 

La primera está referida al trabajo de la 
Comisión, que se realizó en un marco de 
tolerancia, y hay que reconocer que la orienta- 
ción que ha dado su Presidente ha constituido 
una garantía para todos. 

La segunda tiene que ver con el trabajo de 
los funcionarios, las señoras Secretarias y los 
señores Prosecretarios, que indudablemente 
supuso un apoyo fundamental. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
solicita a los señores Diputados que se 
encuentran fuera del recinto que ingresen a Sala 
para posibilitar la continuación del debate. 

Puede continuar el señor Diputado Posada. 


SEÑOR IBARRA.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 
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SEÑOR POSADA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE  (Abdala).— 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR IBARRA.— Señor Presidente: solicité 
la palabra para una aclaración. 

Hace unos minutos en Sala había tres 
señores Diputados del Partido Colorado y siete 
del Partido Nacional. Nosotros estamos dispues- 
tos a considerar el Presupuesto, pero también 
pedimos la responsabilidad de los señores 
legisladores de ambos Partidos para estar 
presentes en Sala; de lo contrario, nos vamos 
a retirar, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— El señor 
Diputado Ibarra se había retirado de Sala y, sin 
embargo, el quórum se mantenía. Es lo único 
de lo que la Mesa puede dejar constancia. En 
este momento, hay quórum y el Frente Amplio 
no está presente, excepto usted, que engalana 
a esa fuerza política. 

Puede continuar el miembro informante en 
minoría, señor Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.— Señor Presidente: el 
análisis de una ley de Presupuesto Nacional 
implica, en primer lugar, hacer una clara 
referencia al contexto en el cual tenemos que 
considerarla. En ese sentido, el estado actual de 
la economía uruguaya refleja claramente la 
continuación de un marco recesivo que se 
instaló a partir de la devaluación brasileña de 
enero del año 1999. Hasta ese entonces, 
producto del impulso que le daba fundamental- 
mente el comercio de la región, la economía 
uruguaya había tenido un crecimiento cercano 
al 40%. Entre los años 1990 y 1998 el Producto 
Bruto Interno creció en el orden del 37.6%, a 
una tasa anual acumulativa aproximada al 4%. 

Durante ese período, fundamentalmente a 
partir del año 1992, la economía uruguaya vivió 
en una suerte de burbuja que la devaluación 
brasileña del 13 de enero de 1999 "pinchó", 
poniendo al desnudo la realidad por la que hoy 
atravesamos. Claramente, nuestro país pospuso 
y sigue posponiendo una serie de reformas 
estructurales que a esta altura resultan funda- 
mentales para revertir esa situación. 

En este contexto recesivo y teniendo en 
cuenta el déficit fiscal con el que se inició esta 
nueva gestión de gobierno -en su comienzo era 
del 4.7% del Producto Bruto Interno-, era 
razonable suponer que el Poder Ejecutivo iba a 
tener como una de las primeras premisas de 
este Presupuesto Nacional recomponer el equili- 
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brio fiscal y, en consecuencia, enviar a esta 
Cámara un proyecto de Presupuesto austero. 
Este es un dato de la realidad. Creo que, en 
efecto, la propuesta del Poder Ejecutivo es 
austera, ya que prácticamente no se toca la 
estructura presupuestal en la que todos somos 
conscientes que casi las dos terceras partes 
están congeladas y sólo es posible incidir sobre 
la tercera parte restante. 

En el Mensaje del Poder Ejecutivo hay una 
insistencia en que el sector privado está 
afectado en su ánimo y, por ende, reacio a 
invertir y consumir en el corto plazo. Esta 
propuesta de Presupuesto austero busca no 
deprimir aún más la inversión privada. La 
cuestión es que para construir la decisión de los 
agentes económicos hay que establecer algunas 
certezas. Tengamos en cuenta que el contexto 
de la economía es siempre de incertidumbre. 
Entonces, quien tiene la responsabilidad de una 
gestión de gobierno debe fijarse como objetivo 
no sólo la recomposición del equilibrio fiscal, 
sino también dar algunas señales, establecer 
algunos compromisos explícitos que brinden 
certeza a ese marco de incertidumbre. Y en este 
Presupuesto no hay ninguna certeza. Es más, 
en el proyecto que se aprobó en la Comisión 
y que está a consideración de este Cuerpo, las 
señales que se dan son negativas, por cuanto 
se incrementa en US$ 120:000.000 el déficit 
fiscal previsto por el gobierno. 

Se ha señalado que tiene financiamiento y se 
ha hecho referencia, por ejemplo, al Impuesto 
a la Compra de Moneda Extranjera, que 
continuaría vigente; por esa vía, el Poder 
Ejecutivo tendría alguna facultad para ir redu- 
ciendo el déficit fiscal. Pero en los hechos el 
gasto público proyectado al tin del período de 
gobierno significa de antemano incrementar en 
medio punto el déficit tiscal. Considero que ésta 
no es una buena noticia para quienes tienen que 
tomar decisiones en el ámbito privado. En todo 
caso, muestra debilidad y falta de consistencia 
en las políticas, convicciones y compromisos 
que se anuncian en materia de reducción del 
gasto. 

Hay algo que es más grave. Todos somos 
conscientes de que la economía uruguaya está 
bajo la lupa y de que perder el "investment 
grade" significaría que la noche oscura que hoy 
estamos pasando lo sería aún más, porque 
implicaría un incremento del costo de la deuda 
uruguaya y, en consecuencia, del gasto. Por lo 
tanto, en la perspectiva de quienes califican las 
posibilidades o el futuro económico de nuestro 
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país, si de algo debemos ser cuidadosos es de 
no generar situaciones que de alguna manera 
sean percibidas como una gran debilidad de 
nuestra economía. El compromiso de incremen- 
tar el déficit fiscal en medio punto al fin del 
período que, de antemano, va a significar en el 
año 2004 un déficit fiscal de 1.5% del Producto 
Bruto Interno -cuando se estaba planteando uno 
de aproximadamente 1%-, lamentablemente, es 
una mala noticia y una mala señal que se emite 
hacia el exterior. 

Nadie duda que hoy el Uruguay se encuentra 
en una encrucijada; frente a ella queremos 
reflexionar conjuntamente con los señores 
legisladores acerca de lo que son nuestras 
convicciones, nuestra idea, nuestra visión estra- 
tégica cuando nos enfrentamos a esta situación. 
El primer convencimiento que tenemos es que 
estamos frente a un excesivo gasto público, que 
se traduce en un 35% de la presión fiscal, 
medida en términos del Producto Bruto Interno. 
En buen romance, esto implica comprometer 
seriamente la competitividad de nuestros pro- 
ductos y cuando sucede esto no sólo se está 
arriesgando la generación de nuevos puestos de 
trabajo, sino también los ya existentes. No hay 
ninguna duda que una de las causas que explica 
el aumento de la tasa de desempleo es este 
crecimiento sostenido de la presión fiscal, el 
crecimiento en términos reales del gasto público 
porque, desde 1985 a la fecha, ha habido una 
constante: el gasto público ha estado alineado 
al crecimiento del Producto Bruto Interno. Hoy 
haciamos referencia a que en el período 1990- 
1998 teníamos un crecimiento del PBI del orden 
del 38%, lo que significa que el gasto público 
creció en términos reales ese mismo porcentaje 
durante ese período. 

Desde nuestro punto de vista tenemos un 
primer objetivo estratégico que debiera estar 
plasmado en este Presupuesto: reducir la 
presión fiscal. Reitero que ése debe ser el 
primer objetivo estratégico que debiéramos 
plantearnos en este Presupuesto Nacional. Sin 
embargo, no hay ninguna señal explícita en ese 
sentido; en todo caso, si el Presupuesto que se 
aprobó en la Comisión de Presupuestos, inte- 
grada con la de Hacienda, da una señal, lo hace 
en el sentido exactamente contrario. 

El país está en una encrucijada y en ella 
necesariamente debe comprometerse a realizar 
las reformas estructurales pendientes, porque de 
lo contrario la situación de hoy tenderá 
claramente a agravarse. Cuando hablamos de 
reformas estructurales pendientes hacemos es- 
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pecial referencia a todos los costos del sistema 
financiero que, indudablemente, significan una 
valla para las posibilidades de crecimiento de la 
economía, en particular de los sectores produc- 
tivos. 

En la medida en que tenemos una estructura 
presupuestal en la que sus dos terceras partes 
aparecen como congeladas, insistimos en que el 
objetivo estratégico debería apuntar a mejorar la 
calidad del gasto público. Somos conscientes de 
que tenemos una restricción importante que, en 
primer lugar, es el déficit fiscal actual; en 
principio, parecería que el incremento del gasto 
público en cualquier circunstancia va a compro- 
meter el objetivo que se planteaba el propio 
gobierno en el sentido de recomponer el 
equilibrio fiscal. Entendemos que había salidas 
como para lograr que la mejora de la calidad 
en el gasto público estuviera relacionada con el 
crecimiento de la economía; en esencia, ésta ha 
sido la propuesta que hemos realizado. A 
nuestro entender, la calidad del gasto público 
debe procurarse a través de un objetivo que está 
mencionado en nuestro informe en minoría y que 
tiene que ver con destinar mayores recursos, en 
función del crecimiento de la economía, para 
atender el gravísimo y -a esta altura- estructural 
problema de la infantilización de la pobreza. 

Quizás reiteremos algunos datos, pero en- 
tiendo que es bueno que nos los repitamos 
todos, todos los días, para ver si hacemos plena 
conciencia de que allí hay un problema 
estructural y que, si no lo resolvemos, estare- 
mos en serias dificultades. Hoy el fenómeno de 
la infantilización de la pobreza supone que el 
47% -casi la mitad- de los niños entre cero y 
cinco años viven en hogares que están por 
debajo de la línea de pobreza; y que el 40% 
de los niños entre seis y trece años viven en 
hogares que están por debajo de la línea de la 
pobreza. Si el Uruguay no es absolutamente 
consciente de esta realidad y no empieza a 
desarrollar una batería de medidas para dar 
respuestas en este sentido, hacia el futuro 
estaremos comprando violencia; reitero que 
debemos ser absolutamente conscientes de ello. 
Entiendo que la instancia para comprometer 
gastos en este sentido es, precisamente, la del 
Presupuesto. 

El segundo punto sobre el que hemos venido 
insistiendo en cuanto a la mejora del gasto 
público tiene que ver con la situación de la 
carrera docente. En este aspecto, hemos 
señalado insistentemente -con seguridad el 
señor Diputado Pablo Mieres tendrá oportunidad 
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de desarrollar alguna referencia al respecto en 
su intervención- que si queremos trazar una 
estrategia contra la exclusión social hoy concen- 
trada en los niños, necesitamos docentes bien 
remunerados. De lo contrario, con esa carencia, 
dicha estrategia estará en el mediano plazo 
condenada al fracaso. 

Entonces, nuestra propuesta fue elaborada 
con la sensibilidad que requerían estos proble- 
mas sociales, pero también con la sensatez que 
la situación económica, particularmente recesiva, 
nos exigía. Como se ha venido diciendo durante 
bastante tiempo por parte de casi todas las 
fuerzas políticas, por un lado nos planteamos 
reducir el gasto público en términos del Producto 
Bruto Interno, bajando, por ende, la presión 
fiscal y, a su vez, reorientar el gasto de forma 
tal de generar, orientando los recursos a la 
educación y a las políticas sociales, una 
redistribución de la riqueza. 

Es notorio que nuestra propuesta ha sido 
votada negativamente en el seno de la Comisión 
de Presupuestos, integrada con la de Hacienda. 
Lamentamos que el Parlamento de la República 
se pierda la oportunidad de reasumir su papel 
histórico, lo que hubiera sido un síntoma de 
madurez política. 

Lamentablemente, una vez más, al cabo de 
su tratamiento por parte de las dos Cámaras, 
un Presupuesto va a salir con mayor déficit que 
el que tenía cuando ingresó. Esto no parece 
para nada consistente con los objetivos que al 
menos durante toda la campaña electoral se 
anunciaron al país. En todo caso, es una 
contradicción, de esas que son importantes, no 
por los costos políticos -nosotros no creemos en 
ellos-, sino por to que va a significar para el país 
a la hora de la calificación externa y de reactivar 
el aparato productivo, así como también en 
términos sociales, porque seguiremos sin asumir 
los problemas que tenemos por delante en 
materia' de exclusión social. 

Quiero ser absolutamente sincero: es claro 
que desde hace un largo tiempo el Estado 
uruguayo ha venido destinando importantes 
recursos a las políticas sociales. Sin embargo, 
la realidad de la exclusión social en el sector 
de los niños demuestra que esos fondos no han 
logrado, a esta altura, revertir la situación que 
indudablemente a todos debe preocupar. 

Lamentablemente hemos perdido una oportu- 
nidad; la ha perdido el país, porque bueno 
hubiera sido que desde este ámbito parlamen- 
tario se dijera al Poder Ejecutivo que el déficit 
fiscal que nos propone es, en definitiva, el déficit 
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autorizado, y que si no hubiera un cumplimiento 
de esos objetivos, en el mismo período se 
deberían bajar los gastos de funcionamiento e 
inversiones, de forma tal que aquél no se 
excediera. 

Asimismo, hemos perdido la oportunidad de 
consagrar en este Presupuesto el objetivo de 
bajar la presión fiscal, y que éste no solamente 
forme parte del discurso de las fuerzas políticas 
representadas en este Parlamento, sino también 
de un compromiso que se expone y se asume 
como una norma legal. De la misma manera se 
ha perdido la posibilidad de empezar a trans- 
formar la vieja estructura presupuestal -que 
claramente se viene manteniendo a pesar de las 
pequeñas modificaciones que se le establecen 
y que se niega a dar señales de que puede ser 
modificada- porque los temas que constituyen el 
cerno del Presupuesto se siguen pateando hacia 
adelante. 

Seguramente, en otras intervenciones que 
realizaremos a lo largo de esta discusión, 
tendremos la oportunidad de sentar posición 
sobre algunos temas medulares de este Presu- 
puesto. Me refiero, por ejemplo, a la reforma de 
la Ley Orgánica de ANTEL y a la creación de 
una sociedad anónima para ANCEL. Pensamos 
que la oportunidad más lógica para una 
intervención al respecto será cuando discutamos 
esos artículos; así seguramente todas las 
fuerzas políticas aquí representadas, frente a 
una propuesta importante que sin duda debe ser 
debatida, sentarán su posición. 

Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado González Alvarez. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.— Señor Pre- 
sidente: como miembro de la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda, 
quiero agradecer y reconocer a su Presidente, 
quien organizó todo debidamente a fin de que 
en los más de cuarenta días de trabajo 
tuviéramos tiempo suficiente para tratar este 
largo articulado, la cantidad de aditivos y 
sustitutivos presentados y, además, para recibir 
a más de setenta u ochenta delegaciones, que 
venían a expresar su interés por algún aspecto 
de este proyecto de Presupuesto. También 
quiero agradecer a los funcionarios, que mucho 
colaboraron y me orientaron cuando ejercí la 
Presidencia de la Comisión. 

En cuanto a la materia que nos convoca, 
aunque ya haya sido dicho, creo que conviene 
repetir hasta el cansancio, no sólo para que las 
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distintas fuerzas políticas lo tengan claro sino 
también para la prensa, para la ciudadanía y 
para algún analista político o historiador que 
analice este tema, que este proyecto de 
Presupuesto no fue elaborado por el Partido 
Nacional. Indudablemente, este gobierno tiene la 
legitimidad que le dio la elección, contando con 
nuestros votos. Nuestro Partido no tuvo el apoyo 
necesario para llegar a la definición final y 
entonces, entre dos candidatos, entre los que 
no estaba el nuestro, y en base a la firma de 
un acuerdo programático -del que bastante se 
ha hablado-, eligió dar su apoyo a uno de ellos, 
que es el que actualmente ejerce el Poder 
Ejecutivo. 

Todos sabemos muy bien que, en materia 
presupuestal, lo que no tiene iniciativa del Poder 
Ejecutivo es muy difícil que pueda ser incluido 
en el Parlamento. Todos sabemos que la gran 
mayoría de los temas que hacen a la vida 
nacional necesitan iniciativa del Poder Ejecutivo. 
Por eso es que decimos que este Presupuesto 
no tue elaborado por el Partido Nacional, más 
que en la pequeña proporción de algunos 
Ministerios, los cuales tampoco pudieron lograr 
todo lo que querían, ya que había un programa 
establecido por parte del Poder Ejecutivo. 

Entonces, lo que hicimos en la Comisión 
durante estos más de cuarenta días, frente a un 
Presupuesto que vino así, que es austero, 
diríamos pequeño en cuanto a lo que esperá- 
bamos, fue tratar de mejorarlo, de eliminar 
aquellos aspectos que serían muy mal recibidos 
por la población, y que procuramos incluir lo 


poco que se podía por iniciativa de los 
legisladores. 

Somos conscientes de los problemas que 
tuvo el Poder Ejecutivo para enviar esta 


iniciativa de Presupuesto. No podemos dejar de 
mencionar el abultadísimo déficit fiscal que el 
gobierno anterior, presidido por el doctor Julio 
María Sanguinetti, dejó a esta Administración. El 
1% de marzo se instala un gobierno con una 
diferencia negativa de US$ 900:000.000 entre 
sus gastos y sus ingresos, y de alguna manera 
había que resolver este problema. Todos los 
días, los distintos legisladores del gobierno y 
otras autoridades con las que conversamos, nos 
comentaban lo difícil que iba a ser, aun durante 
los próximos cinco años, lograr eliminar este 
abultadísimo déficit fiscal. 

Como se ha dicho, nos encontramos con un 
Presupuesto para un país en crisis, que tiene 
un altísimo Índice de desocupación y los brazos 
caídos por la desesperanza de mucha gente que 
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no ve un horizonte que permita vislumbrar una 
rápida mejora. Sin embargo, no contiene 
aquellos aspectos que esperábamos. Es un 
Presupuesto que no arriesga, que no prioriza 
sectores. Aun en la escasez, se podría haber 
priorizado algún sector por sobre otro. Es un 
proyecto de Presupuesto que mantiene las 
cuentas, y diría que está esperando que el 
milagro venga del exterior, que la reactivación 
económica y las mejoras vengan de los países 
vecinos; ésta es la impresión que nos dio una 
primera lectura de él. 

Después de haber escuchado a muchos 
oradores, podremos advertir -si alguien se toma 
el trabajo de leer las versiones taquigráficas- 
que el 95% de ellos han hecho referencia a lo 
que no contiene el Presupuesto, y no a lo que 
contiene. Esto lo hemos escuchado de todos 
quienes han hecho uso de la palabra; todos han 
expresado aquello que aspiraban a que estuvie- 
ra incluido y que, sin embargo, no lo estaba. 

Este es un Presupuesto austero, que no toca 
los grandes temas. Es un Presupuesto, como he 
dicho varias veces en mi bancada -y los 
compañeros ya lo han asumido-, para un año. 
No es un Presupuesto quinquenal, sino para 
salir del paso, para cumplir con la Constitución, 
porque se trataba de un gobierno que recién se 
instalaba y a Jos seis meses tenía que presentar 
un Mensaje en tal sentido. Reitero que el 
gobierno encontró una crisis tremenda en el país 
y un déficit de US$ 900:000.000. Entonces, no 
hizo un Presupuesto quinquenal, sino un 
Presupuesto para un año, y en ese entendido 
es que estamos actuando. 

Podemos mencionar cantidad de cosas que 
no contiene el Presupuesto y que por supuesto 
hubiéramos deseado que estuvieran incluidas en 
él. No vemos señales claras, por ejemplo, para 
reactivar la economía. No existe, como quiere 
el Partido Nacional, una rebaja sensible de toda 
la tributación y de los costos del sector 
agropecuario. Se considera la exoneración de la 
Contribución Inmobiliaria Rural para las primeras 
50 hectáreas, y apenas un 18% de rebaja para 
el resto. Nosotros hubiéramos querido ver 
incluidas rebajas en la energía eléctrica, en el 
tributo del IVA y otra serie de mejoras para 
quien produce en el campo; sin embargo, no las 
vimos. Tampoco hay una política de aranceles 
ni de reintegros para la industria nacional, a la 
que debemos defender porque se nos está 
cayendo. Como coloniense, siento que la 
industria textil está en tremendo peligro. Me 
refiero a esas dos hermosas fábricas que son 
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Sudamtex y Agolán, la ex Campomar. Si no las 
atendemos rápidamente, vamos a tener un 
tremendo dolor de cabeza, porque van a tener 
que cerrar sus puertas debido a que no hay 
políticas que las defiendan, 

Tampoco advertimos incentivos para el turis- 
mo. En un momento se dijo que esta industria 
daba US$ 200:000.000; después se habló de 
US$ 400:000.000 y ahora se dice que deja 
US$ 700:000.000 de ganancia. Sin embargo, 
apenas es declarada de interés turístico la isla 
de Flores. No hay nada más de importancia para 
un Ministerio que, reitero, deja una ganancia de 
US$ 700:000.000, por lo que el Inciso queda 
reducido a cinco o seis artículos. 

Apenas vemos un poco de luz en cuanto a 
algunos aspectos que queremos sean contem- 
plados, como la eliminación de monopolios, la 
desregulación de la economía y los incentivos 
para que en nuestro país exista una verdadera 
competencia. Tampoco hemos visto en este 
Presupuesto algo relativo a un servicio exterior 
y comercial que apuntale nuestra producción, no 
sólo para promocionarla sino para evitar reglas 
de juego de otros países de la región y de fuera 
de la región que nos sean adversas. Pensamos 
que el Servicio Exterior uruguayo debiera estar 
vigilante y luchando en ese sentido. 

Con respecto a la política de salarios, los 
señores Diputados saben muy bien que el 
Partido Nacional se comprometió, fundamental- 
mente, con los docentes, con los policías, con 


los militares y con Salud Pública, que forman 


parte de los tantos sectores sumergidos. El 
Poder Ejecutivo ha dicho que en este momento 
no se pueden dar aumentos diferenciales, 
aunque hay un esbozo de buena voluntad al 
respecto. Esperemos que esto se cumpla y se 
haga en porcentajes aun mayores a los 
establecidos en ese artículo. 

Deseamos que algún día -como decía el 
señor Diputado Posada- los Presupuestos sean 
más sencillos, más orgánicos, que haya una 
escala de sueldos y que sepamos cuánto ganan 
los funcionarios. Preguntamos al gobierno -a la 
Contaduría General de la Nación y al Ministerio 
de Economía y Finanzas-, cuánto ganaban 
realmente los funcionarios del Estado y, para 
saberlo, había que hacer un seguimiento 
impresionante; inclusive, los recibos de sueldo 
de algunos funcionarios tienen dos hojas por la 
cantidad de item, lo que impide ver la realidad. 
¡Cómo desearía que un día los recibos de 
sueldo de los funcionarios tuvieran un solo 
renglón que dijera lo que realmente ganan! Nos 
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perdimos la oportunidad de establecerlo en este 
Presupuesto. Quizás no se hubiera podido hacer 
en estos seis primeros meses de gobierno, pero 
queremos que se sepa que nuestra aspiración 
es que eso sea una realidad. 

En esta materia, también aspirábamos -como 
ya lo dijo el señor Diputado Heber Fúllgraff- a 
que el Impuesto a las Retribuciones Personales 
-llamado impuesto a los sueldos- comenzara a 
descender. Además del acuerdo firmado en 
noviembre, presentamos un proyecto de ley en 
ese sentido que, aunque no es la panacea, 
enciende las luces para comenzar a discutir el 
tema. Se nos prometió que en la medida en que 
empiece a bajar el déficit fiscal, también lo hará 
este impuesto. Vamos a dar tiempo y crédito a 
este gobierno, pero seguro que discutiremos 
este asunto a muy corto plazo, en las próximas 
Rendiciones de Cuentas. 

Por otra parte, el sector de la salud nos 
preocupa mucho y algún día deberíamos tener 
una gran discusión al respecto. Es mucho lo que 
del Producto Bruto Interno se destina a esta 
área y realmente la ciudadanía no siente los 
beneficios de esa enorme inversión. Aspiramos 
a que algún día podamos crear un sistema 
igualitario, según el cual se pague de acuerdo 
con el nivel de ingresos, a que haya una 
cobertura mínima para todos los ciudadanos y 
a que cada uno pueda elegir dónde atenderse. 

Podríamos seguir mencionando una cantidad 
de cuestiones que queremos incluir en este 
proyecto de ley de Presupuesto y, como ya dije, 
el 95% de las intervenciones van a ir en ese 
sentido; pero voy a comentar -porque también 
hay que manifestarlo- algunos de los aspectos 
que la Comisión de Presupuestos, integrada con 
la de Hacienda, le mejoró. Más allá de que no 
estemos de acuerdo con algunos puntos o de 
que no se haya contemplado todo lo que 
deseábamos, debemos reconocer el trabajo de 
esta Comisión -aunque me comprenden las 
generales de la ley, porque la integro-, ya que 
mejoró mucho esta iniciativa presupuestal. 

¡Cómo no la vamos a mejorar si se pensaba 
crear cargos de alta especialización con sueldos 
superiores a los de Ministro! Evitamos eso y 
bajamos los sueldos exorbitantes que se quería 
establecer. 

También se pensaba aumentar las retribucio- 
nes de los Presidentes de los Entes Autónomos 
con el único control del Poder Ejecutivo, 
derogando una ley que hace años existe, que 
establece dichos sueldos en un nivel similar al 
de los Ministros y Subsecretarios. Reitero que 
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también evitamos que se cometiera esta distor- 
sión de los sueldos de los Presidentes de los 
Entes Autónomos. 

Asimismo, se pedía que cada organismo 
realizara reestructuras escalafonarias para luego 
ponerlas en práctica. Sin embargo, incluimos en 
el articulado que debe darse cuenta de ello a 
la Asamblea General y que la reestructura 
entrará en vigencia a los cuarenta y cinco días 
de haberse tomado conocimiento, si no han 
habido observaciones. 

Al mismo tiempo, evitamos la desaparición de 
los fondos de libre disponibilidad que tienen la 
gran mayoría de los Ministerios, en aquellos 
casos en que estén afectados a inversiones, o 
sea, los saldos comprometidos. 

También declaramos los fondos de tutela de 
la Policía y de las Fuerzas Armadas como 
fondos de terceros, a fin de evitar la tentación 
de algún jerarca de utilizarlos. 

Asimismo, evitamos que se incluyeran en 
este proyecto de ley de Presupuesto reformas 
que afectaban la Ley Orgánica Policial, logrando 
que se tratara en una ley por separado, en cuya 
discusión podrán intervenir todos los sectores 
interesados. 

Asimismo, evitamos la desaparición del Plan 
Agropecuario y la sustitución de los actuales 
mozos de cordel por algo que no se sabía qué 
iba a ser, generando un problema social a más 
de cien familias de Colonia, Montevideo y 
Maldonado. También la Comisión de Presupues- 
tos, integrada con la de Hacienda, logró evitar 
esta problemática. 

Asimismo, evitamos que se desconociera a 
las Intendencias, logrando una partida acorde, 
aunque no es a to que aspirábamos. 

Por otra parte, evitamos, mediante la elimi- 
nación del artículo correspondiente, que el 
Ministerio de Turismo desconociera -como 
quería hacerlo- las autonomías municipales, 
eludiendo autorizaciones y habilitaciones de 
hoteles, etcétera. 

Incluimos estudios de factibilidad para recur- 
sos geológicos de Rocha y para algunas otras 
obras del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a efectos de saber si se puede 
construir el tan deseado segundo puente sobre 
el arroyo de las Vacas, en Carmelo. 

impedimos que se discriminara a ciertos 
funcionarios del INA -Instituto Nacional de 
Abastecimiento- pues, de acuerdo con el 
Mensaje del Poder Ejecutivo, algunos iban a ser 
absorbidos y otros, que tenían el mismo 
derecho, iban a quedar desamparados. Para 
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ello, dispusimos que se amparase a todos los 
funcionarios, trasladando la fecha hasta el día 
del cierre de ese Instituto. 

Establecimos recursos -que no se contem- 
plaban- para la JUNAE -que está paraliza- 
da desde principios de año- por un monto de 
US$ 1:200.000, si bien no era la suma que 
pretendiamos. 

Evitamos la cesantía masiva de becarios y de 
pasantes; siete mil u ocho mil personas que 
se encuentran en esa calidad iban a quedar 
cesantes de haberse aprobado este proyecto tal 
como lo enviaba el Poder Ejecutivo. No [bamos 
a castigar a quienes tuvieran una antigúedad 
mayor a dos años en el cargo y que no hubiesen 
sido rotados, como se debe hacer en el sistema 
de pasantes, ya que no es culpa de quienes 
estaban en el cargo, sino del jerarca. 

Por otro lado, evitamos prolongar la perma- 
nencia de los Embajadores en el Servicio 
Exterior hasta la edad de setenta y cinco años, 
norma que era defendida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores. Pensamos que era tre- 
mendamente injusta, porque estaba destinada 
sólo a dichos funcionarios, excluyendo a otros 
de la Administración Pública de la misma 
jerarquía y talento. Entonces, como se trataba 
de un privilegio, se evitó y esa disposición 
desapareció. Por estos motivos -como bien de- 
cía un señor Diputado; la frase no es mía-, a 
veces a las obras hay que catalogarlas no sólo 
por lo que se hace, sino por lo que se evita. 
La Comisión de Presupuestos, integrada con la 
de Hacienda, con distintas mayorías y diferentes 
fuerzas políticas trabajando, ha evitado muchas 
cosas, a pesar de no haber logrado todas las 
mejoras que se pretendía y las aspiraciones que 
se tenían. 

En materia impositiva se elimina el Impuesto 
a los Ejes; se trata de un impuesto muy 
controvertido, que ha traído muchos problemas, 
principalmente a los pequeños transportistas; 
también se deroga el IMUSIVI a través del 
artículo 191, En este Presupuesto se incluye una 
norma por la cual se eliminan todas las deudas 
que pudieran existir por estos conceptos. Estos 
impuestos no eran justos, no eran de recibo, y 
por eso no se pagaban, creando grandes 
problemas para los pequeños transportistas y 
los fleteros. A través del artículo 171 se eliminan 
las deudas que pudieran existir por concepto de 
Impuesto a los Ejes. 

Evitamos la creación del impuesto para las 
cooperativas de ahorro y crédito. 

Alguien nos puede decir que acompañamos 
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algunos impuestos. Por supuesto que sí, pero 
son muy pocos, son mínimos. 

Queremos que quede bien claro -porque no 
nos gustó una frase que se nos pasó en el 
informe en mayoría- que con esto no se aumenta 
el déficit. ¡En este Presupuesto no se aumenta 
el déficit! 

Hay algunos organismos que aumentan sus 
gastos, por ejemplo las Intendencias y la Policía, 
con algunas partidas para equipamiento y 
nuevos cargos. 

Luego de esta instancia vamos a presentar 
al plenario -en la Comisión, por distintas causas, 
no fue aprobada- una iniciativa para otorgar a 
la ANEP un sensible e importante aumento de 
más de US$ 40:000.000 para el año 2001, y 
para ello esperamos contar con los votos de 
alguna otra fuerza política. Como nosotros 
decimos, éste es un Presupuesto para un año, 
y después arreglaremos el resto. Esperamos 
contar con los votos necesarios para aprobarlo 
en el plenario de la Cámara. 

Estos son los gastos más grandes, y para eso 
vamos a votar algunos tributos e impuestos, 
porque somos una fuerza política seria, a fin de 
que no se diga que este Presupuesto está 
desfinanciado. ¡No está desfinanciado! Votamos 
algunos impuestos, tal como lo pide el señor 
Ministro de Economía y Finanzas, porque 
sabemos que estamos creando algunos gastos 
importantes: para las Intendencias, para la 
ANEP y también para la Policía, gasto que si 
bien no es tan ¡mportante, oscila entre 
US$ 8:000.000 y US$ 10:000.000. 

Cuando hablamos de estas cosas también 
tenemos que decir que la extensión del impuesto 
a las Retribuciones Personales, que venía en el 
Mensaje, no fue aprobada. No lo hicimos porque 
creemos que no es justo que los profesionales 
paguen un impuesto real, tal como lo hace el 
trabajador de Salud Pública, un obrero de la 
construcción y todos los ciudadanos de este 
país. Si se trata de un impuesto real, no puede 
tener un ficto mínimo porque dejaría de ser tal. 

Por lo tanto, esperamos que el Poder 
Ejecutivo o el Senado, con la claridad que 
nosotros no tuvimos -la tarea fue ardua- puedan 
encontrar una mejor relación para esto. Si es 
algo de justicia, siempre lo acompañaremos, 
pero no como se ha propuesto, porque no era 
justo para los profesionales ni para las empre- 
sas unipersonales, a las que se empezaba a 
gravar con un impuesto. Estamos contentos 
porque los Diputados logramos que ese impues- 
to, que no nos conformaba, fuera eliminado. 
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También se eliminó el impuesto de US$ 20 
a las encomiendas con un valor inferior a 
US$ 50. 

Por estos motivos decimos que es mucho lo 
que evitamos y que mejoramos este proyecto de 
Presupuesto. Hubiéramos deseado hacerlo mu- 
cho más, pero algunas de las propuestas son 
inconstitucionales porque no cuentan con la 
iniciativa del Poder Ejecutivo. 

La realidad nos indica que el poder pasa por 
el Poder Ejecutivo. Hay que ganar la titularidad 
del Poder Ejecutivo para llevar adelante todas 
las ideas que se tienen. Nuestra aspiración es 
que el Partido Nacional llegue al gobierno para 
concretar las ideas que tenemos; éste es un 
nuevo Partido Nacional, que a pesar de haber 
sido derrotado en el mes de octubre comenzó 
a resurgir en el mes de mayo con el triunfo en 
las Intendencias blancas. Vamos a continuar 
trabajando para que nuestras ideas puedan 
concretarse a través del Poder Ejecutivo cuando 
alcancemos el gobierno. El sistema es así y 
debemos ser realistas. 

Quizás se nos pueda decir que no es 
necesario establecer en el Presupuesto muchas 
de las propuestas que allí aparecen, y tal vez 
sea cierto. Hay una cantidad de medidas para 
favorecer la exportación y la industria nacional 
que no tienen por qué figurar en un Presupues- 
to. Esperamos que se concreten a través de un 
decreto o mediante otra medida administrativa, 
porque el país lo necesita. No olvidemos que en 
este proyecto de Presupuesto estamos incluyen- 
do el endeudamiento para un solo año, y así lo 
vamos a votar. Reitero, una vez más, que se 
trata del Presupuesto para un solo año. Por lo 
tanto, no debe cundir la desazón, el negativismo, 
ni la idea de seguir siendo grises porque en este 
Presupuesto no se establezca todo lo que 
deseamos. Inmediatamente después de finaliza- 
da esta instancia, comenzaremos a trabajar para 
que en las próximas Rendiciones de Cuentas se 
incluyan muchas de las cosas que el gobierno 
se comprometió con el Partido Nacional a hacer; 
en reiteradas ocasiones han manifestado que 
van a cumplir, y recientemente hemos escucha- 
do por parte de un señor Diputado perteneciente 
a la Lista 15 que se va a cumplir lo acordado 
con el Partido Nacional. 

Por eso es que el Presupuesto Nacional es 
opaco, es austero y no tiene las grandes 
mejoras que hubiésemos deseado; diría que es 
un Presupuesto para ir tirando, para cumplir. 

Vamos a votar en general este proyecto y la 
gran mayoría de sus artículos, aunque algunos 
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de ellos no los compartamos. Si nuestra fuerza 
política ha pactado acompañar esta iniciativa, no 
tendremos más remedio que hacerlo, por 
ejemplo, en todo lo referido a ANTEL. 

El Partido Nacional ha cumplido siempre: 
acompañó con sus votos para que el doctor 
Jorge Batlle fuera Presidente de la República, 
ha cumplido trabajando y mejorando este 
Presupuesto, y va a cumplir con la ciudadanía 
porque seremos atentos vigilantes en la ejecu- 
ción de todo lo pactado. No somos desaforados, 
irresponsables ni pedimos que en quince días 
ni en seis meses el gobierno haga todo aquello 
a lo que aspiramos; somos conscientes de que 
hay US$ 900:000.000 de déficit y de la situación 
regional, pero aspiramos a que mejoren la 
economía y el Producto Bruto Interno para que 
los dividendos sean trasladados a los sectores 
que más lo necesitan. 


(Apoyado) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Conde. 


SEÑOR CONDE.— Señor Presidente: como 
integrante de la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, quiero comenzar 
haciendo míos los reconocimientos y agradeci- 
mientos expresados por los señores Diputados 
Ibarra y Ponce de León; asimismo, al igual que 
lo han hecho otros señores legisladores, deseo 
destacar el clima de respeto con el que se ha 
trabajado en la Comisión. 

Es sabido que no vamos a votar en general 
este proyecto, y así ha sido anunciado en el 
informe que ha expresado el señor Diputado 
Ibarra. 

Queremos realizar consideraciones generales 
para reforzar algunos de los fundamentos y 
entatizar los que aún no han sido suficientemen- 
te desarrollados. 

Decían hoy de mañana los legisladores de 
nuestra bancada que la principal característica 
de este Presupuesto es la de ser continuista. 
Sin duda que en sus proyecciones -aun tomadas 
para el quinquenio, con el rango de incertidum- 
bre que esto supone- es muy similar al 
ejecutado en los últmos cinco años. Entre sus 
características más importantes, en cuanto a 
grandes estructuras, habría que señalar que las 
inversiones están situadas en el orden del 2.5% 
del Producto Bruto Interno; el costo del personal 
alcanza el 7.5%; los otros gastos de funciona- 
miento el 14.5% y, en su conjunto, el Presupues- 
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to se ubica aproximadamente entre el 24% y el 
25% del Producto Bruto Interno. 

Es cierto, como ya se señaló en Sala, que 
hay países desarrollados cuyo Presupuesto 
supera el 30% o el 33% de su Producto Bruto 
Interno. Sin embargo, con el grado de desarrollo 
que tiene nuestro país, no consideramos que 
éste sea un Presupuesto pequeño. Si bien los 
recursos con que cuenta son relativamente 
escasos, el Uruguay está catalogado en la 
escala media, en relación con su producto bruto 
por habitante. De modo que, aun con las 
limitaciones que quienes defienden este Presu- 
puesto han expresado, aquí hay márgenes para 
hacer modificaciones, establecer políticas alter- 
nativas y no atarse a un fatalismo que a nuestro 
juicio no proviene de las cifras, sino de la 
política económica que lo inspira. Este Presu- 
puesto es así porque es la consecuencia directa 
de una política económica que es así y que, por 
cierto, no compartimos. 

Y tanto es así que algunas de las principales 
variantes de nuestra economía que determinan 
las limitaciones del Presupuesto actual, comien- 
zan a visualizarse claramente en las gráficas y 
en las estadísticas, no en los últimos dos años 
como normalmente se argumenta, sino en los 
últimos diez años. Nuestras exportaciones, por 
ejemplo, han venido cayendo desde 1991 en 
adelante, pese a que tuvieron un ciclo de 
repunte en 1995 y 1996. Pero la tendencia de 
su decadencia continua se visualiza claramente 
desde 1991. 

Nos encontramos con una situación caracte- 
rizada por los déficit, pero no sólo por el fiscal, 
sino también por el déficit crónico de la balanza 
comercial y el permanentemente agudizado de 
la balanza de pagos. Por supuesto, hay un alto 
déficit fiscal, que -como ya se ha señalado en 
Sala- al 31 de marzo de 2000 alcanzó un 
guarismo de casi US$ 1.000:000.000, así como 
un crecimiento casi permanente del endeuda- 
miento público, que en este Presupuesto se 
prevé siga creciendo durante los próximos años, 
para financiar el déficit proyectado de entre 
US$ 1.500:000.000 y US$ 1.600:000.000. 

Naturalmente, que no nos solazamos des- 
cribiendo las dificultades del país, porque todos 
las sufrimos y porque uruguayos somos todos. 
Pero que quede claro, señor Presidente, que no 
todos tenemos la misma responsabilidad en 
cuanto a esta política económica y este 
Presupuesto, que es su consecuencia directa e 
inevitable. 
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Dicen los señores Representantes de la 
coalición de gobierno que este Presupuesto es 
realista y responsable. Estos juicios no son 
materia de explotación política para mf; si la 
coalición dice que éste es un Presupuesto 
realista y responsable, así será. Desde su punto 
de vista es un Presupuesto realista y respon- 
sable porque se enmarca en una política 
económica diferente a nuestra orientación. En 
consecuencia, no quiero debatir sobre las 
valoraciones que la propia coalición hace de su 
Presupuesto, sino que quiero enfrentarlo a la 
realidad objetiva de la sociedad y del país. 

En este sentido, podemos empezar por 
constatar que tenemos marcadas discrepancias 
en materia tributaria, ya que no consideramos 
inevitable la política aplicada tanto por este 
gobierno como por el anterior. Tenemos la 
convicción -lo hemos dicho en otras oportunida- 
des en Sala- de que hay sectores de la 
economía y de la sociedad que no están 
contribuyendo como corresponde a las cuentas 
fiscales y que el Estado sostiene una estructura 
tributaria regresiva, por la que descarga más del 
75% de la tributación sobre los impuestos al 
consumo, los sueldos de los trabajadores y las 
jubilaciones. 

Hemos dicho -vamos a insistir en ello una vez 
más- que el Estado también está sacrificando 
oportunidades de recaudar, porque practica una 
deficiente política fiscalizadora y una negligente 
política de defensa de la soberanía nacional en 
lo que tiene que ver con el espacio económico 
y el control del contrabando, como ya hoy se 
argumentó en Sala. 

Y ha tenido también el Estado -esto no por 
negligencia, sino por razones de filosofía 
económica y política- un actitud claudicante en 
materia de recaudaciones en el campo arance- 
lario referido a extrazona, renunciando en forma 
unilateral a cobrar recursos: por ejemplo, dejó 
de cobrar las intervenciones consulares por su 
sola voluntad, mientras se siguen cobrando en 
todo el ámbito del MERCOSUR y producen 
ingresos interesantes para financiar obras. 

Entonces, a modo de primer juicio decimos 
que no compartimos la política ni la actual 
estructura tributarias con las que el Estado 
uruguayo recauda para financiar este Presu- 
puesto. Para nosotros, la reforma tributaria es 
una materia pendiente sobre la que estamos 
dispuestos a debatir, con un sentido construc- 
tivo, con todos los partidos políticos. 

Un segundo gran capítulo, en el que se 
marcan diferencias contundentes respecto a 
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este Presupuesto, es el de las inversiones. Ya 
lo hemos dicho: se proyecta para los próximos 
cinco años una inversión que seguramente no 
pasará del 2.5% o 2.6% del Producto Bruto 
Interno. Respetamos las opiniones del señor 
Diputado González Alvarez, cuando enfatizaba 
que este Presupuesto es esencialmente para el 
primer año. Pero nosotros estamos tomando el 
Presupuesto tal como viene proyectado para los 
cinco años. Con relación a todas aquellas 
mejoras que se le puedan introducir -algunas de 
las cuales el señor Diputado anunció y nosotros 
compartimos-, estamos dispuestos a trabajar 
constructivamente. Pero hoy, el Presupuesto 
que nos envía la coalición de gobierno para 
estos cinco años es éste, que trae como 
consecuencia que en el próximo quinquenio la 
inversión no supere ni siquiera el 2.5% o el 2.6% 
del Producto Bruto Interno. Con esto queda 
absolutamente descartada cualquier posibilidad 
de desarrollo de políticas anticíclicas por parte 
del Estado uruguayo. Otra de nuestras grandes 
diferencias con este Presupuesto tiene que ver 
con los recursos humanos del Estado. En esta 
materia, la política del Estado uruguayo es 
absurda, caótica e injusta y si tuviésemos la 
debida voluntad política debería cambiar rápida- 
mente. Confieso que nos ha sorprendido la 
infinidad de planteos que hemos recibido por 
parte de las organizaciones gremiales, de 
funcionarios de todos los estamentos del 
Estado, denunciando arbitrariedades e incon- 
gruencias de todo tipo. 

Se han ensayado algunas soluciones; entre 
ellas se mencionó la alternativa de los becarios, 
que resulta insuficiente: nosotros aspirábamos a 
que se presupuestaran como funcionarios públi- 
cos, O por lo menos que se procediera a su 
contratación. Se ha dejado correr las cosas, 
contratándolos nuevamente como becarios; 
adviértase que se trata de miles de trabajadores 
que, de hecho, ya han adquirido derechos como 
funcionarios públicos. 

Tenemos la necesidad de habilitar el ingreso 
de personal joven en algunas áreas estratégicas 
del Estado, por ejemplo -tal como lo hemos 
planteado-, en los bancos, ya que el promedio 
de edad se ubica por encima de los cuarenta 
y cinco años: esta inquietud no ha sido recogida. 

Vamos a insistir en algo que ya hemos 
discutido: la necesidad de racionalizar el Estado 
desde el punto de vista escalatfonario y en lo 
que tiene que ver con las tablas que regulan las 
remuneraciones de los funcionarios públicos. 

Sería ocioso decir que en ningún lado se 
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cumple el principio de a igual función, igual 
remuneración. El Estado uruguayo ni siquiera 
está en condiciones de asegurar a sus funcio- 
narios el nivel de retribuciones que les corres- 
ponde; además, muchos están afectados por las 
partidas de libre disponibilidad, con las que se 
les paga porcentajes sustanciales de sus 
sueldos. En algunos casos más de la mitad de 
los haberes de los funcionarios provienen de 
estos fondos, que se financian con proventos o 
recaudaciones de los Incisos de libre disponi- 
bilidad, y en los dos últimos años se ha venido 
produciendo una reducción ante la disminución 
en la recaudación. Entonces, decenas de 
organizaciones de funcionarios se han presen- 
tado ante la Comisión de Presupuestos, integra- 
da con la de Hacienda, para pedir que el Estado 
“les garantice que sus sueldos no se verán 
rebajados, pero no se les ha dado debida 
respuesta. 

No compartimos, pero podemos llegar a 
entender, el razonamiento de la coalición que 
defiende este Presupuesto, cuando dicen que no 
estamos en condiciones de aumentar los 
sueldos. Pero la situación es mucho más 
dramática: hoy en día el Estado uruguayo ni 
siquiera puede asegurar a sus funcionarios que 
no les va a rebajar los sueldos, porque en medio 
de la anarquía en la que se hacen las 
liquidaciones, los fondos con los que se pagan 
importantes porcentajes de esos salarios no son 
suficientes para mantener el nivel de retribucio- 
nes de hace uno o dos años. 

Puedo citar algunos ejemplos dramáticos de 
personas que vinieron a decirnos que de un día 
para otro, o de un mes para otro, pasaron a 
cobrar la mitad de sus sueldos, En este sentido, 
quizás el caso de los funcionarios del SODRE 
sea paradigmático: hemos debatido el tema en 
Comisión y todavía no se ha planteado una 
solución suficientemente digna y respetable para 
atender su problemática. También hemos escu- 
chado planteos de funcionarios de la Dirección 
General Impositiva: de acuerdo con los cálculos 
de sus asesores, se prevé que dentro de seis 
o siete meses se agotarán los fondos con los 
cuales cobran más del 50% de sus sueldos. 
Cuando esto se planteó en Comisión, un señor 
Diputado dijo que el Estado no podía garantizar 
el nivel de proventos a los funcionarios. Yo digo 
que si el Estado paga los sueldos de una 
manera anárquica, tiene la responsabilidad de 
garantizar la estabilidad del salario y no 
disminuirlo por irresponsabilidad administrativa. 
Alcanza con ver un recibo cualquiera con las 
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liquidaciones de los funcionarios para advertir 
que las remuneraciones están conformadas por 
trece o catorce rubros diferentes, originados en 
leyes, decretos y múltiples disposiciones. 

La Confederación de Funcionarios del Estado 
ha hecho un planteo absolutamente racional en 
el sentido de unificar los escalafones y los 
sueldos básicos, que no ha sido atendido. Nos 
preguntamos si esa reestructura que no se ha 
encarado y que implicaría un orden elemen- 
tal y de justicia para el tratamiento de los 
recursos humanos por parte de la Administra- 
ción, no debió llevarse a cabo en medio del 
proceso de reforma del Estado que ha costado 
US$ 170:000.000 a nuestro país, aunque se ha 
dicho que ha generado economías por 
US$ 103:000.000, sobre lo que no se nos ha 
dado debida cuenta y no podemos tener un 
convencimiento fehaciente al respecto. Digo, 
pues, que si hay una materia pendiente en el 
proceso de reforma uruguayo es la que refiere 
a los recursos humanos. 

Voy a dar otro ejemplo que alcanza un grado 
de patetismo. Desde la propia Administración se 
confiesa que no se puede tener una política de 
seguridad interior eficiente como para dar 
garantías a los ciudadanos en este sentido, 
porque en este país los policías, además de 
cumplir con ocho horas de labor para el Estado, 
tienen que trabajar otras ocho, contratados por 
organismos públicos o por empresas privadas, 
para completar un salario mínimo que les 
permita vivir dignamente. El Ministro nos ha 
dicho con absoluta sinceridad que hoy el Estado 
uruguayo no está en condiciones de financiar la 
supresión del régimen del artículo 222, y que 
un policía tendrá que seguir trabajando dieciséis 
horas por día para vivir con dignidad. Además, 
hay que tener en cuenta que las remuneraciones 
que reciben por concepto del artículo 222 no 
están reconocidas para la seguridad social: 
sobre esos montos no se pagan aportes, por lo 
que no generan derechos jubilatorios. 

Reitero que ésta es una de las situaciones 
más dramáticas y patéticas de la política de 
recursos humanos del Estado uruguayo; pero 
además compromete nada más y nada menos 
que la seguridad de los ciudadanos. Podríamos 
agregar infinidad de ejemplos para seguir 
demostrando la irracionalidad y la injusticia de 
esta política. 

Respaldamos la plataforma de la Confedera- 
ción de Funcionarios del Estado cuando aspira 
a mejoras salariales, a racionalizar la escala de 
retribuciones, a restablecer la equidad salarial, 
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a mejorar los niveles de los salarios sumergidos 
y a dar certeza a los trabajadores respecto a 
sus ingresos. Sabemos que si fuéramos a dar 
cumplimiento a todas las aspiraciones de esta 
Confederación, quizás tendríamos un costo 
anual de US$ 70:000.000 úu US$ 80:000.000, o 
más. Podemos discutir, y quizás yo podría llegar 
hasta a reconocer que el Estado hoy no dispone 
de esos fondos. Pero no se ha dado ni la más 
mínima respuesta a estas inquietudes, ni 
siquiera en aquellos temas que no implican 
costo. Tampoco se ha respondido a los 
requerimientos que tienen un costo absoluta- 
mente tolerable para el Estado, lo que, por lo 
menos, demostraría la voluntad de actuar por 
parte de la Administración Central: me refiero, 
por ejemplo, al pago del recibo mutual a los 
funcionarios que no tienen cobertura. Se insiste 
mucho en que en este Presupuesto no puede 
haber aumento de sueldos. La mayoría de las 
delegaciones que concurrieron a la Comisión no 
vinieron a pedir aumento de sueldos, sino que 
el Estado aunque sea les garantizara que 
mantendrían sus remuneraciones actuales; sin 
embargo, ni siquiera eso pudieron obtener. De 
modo que hoy entre nosotros y la coalición de 
gobierno se habla un lenguaje totalmente 
distinto. 

En los últimos meses también se ha dicho 
con insistencia que los gastos deben graduarse 
de acuerdo con el aumento del Producto Bruto 
Interno; naturalmente, se nos acusaría de 
irresponsables si nos atreviéramos a decir que 
ello no debe ser así. Sin embargo, queremos 
desentrañar con claridad lo que esta medida 
significaría para el funcionariado; esto ya lo 
debatimos en la Comisión y a nuestro juicio no 
obtuvimos las respuestas suficientes. Si los 
gastos no pueden incrementarse más allá del 
crecimiento del Producto Bruto Interno y si los 
salarios constituyen una parte muy importante 
del gasto, lo que se está diciendo es que los 
salarios en los próximos cinco años no podrán 
aumentar más que el crecimiento del Producto 
Bruto Interno. ¿Pero quién asegura a los 
funcionarios estatales que la inflación no 
aumentará más que el Producto Bruto Interno? 
En consecuencia, ¿quién asegura a los funcio- 
narios que no seguirán perdiendo salario real, 
cuando se ha previsto que el Producto Bruto 
Interno aumente en un 2.5% anual y sabemos 
que hoy la intlación está situada por encima del 
5% y, de acuerdo con las proyecciones 
económicas efectuadas, seguramente continuará 
entre el 4% y 6% en los próximos años? 
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Anunciar esto así significa comunicar, nada más 
ni nada menos, que en los próximos cinco años 
los funcionarios del Estado sufrirán pérdida en 
el salario real. 

Por to tanto, tenemos que ensayar políticas 
correctivas en la materia y las únicas políticas 
correctivas consisten en ahorrar en la contrata- 
ción de funcionarios que no precisamos o en el 
pago de sueldos dispendiosos que, como muy 
bien dijo el señor Diputado González Alvarez, 
ahora se limitaron a los cargos de alta prioridad, 
a sueldos de aproximadamente $ 30.000, pero 
que tenfan una escala que llegaba hasta los 
$ 44.000. 

Somos tan responsables como el que más, 
pero quiero decir con toda claridad que un 
Estado en el que un grupo de funcionarios gane 
$ 40.000 mientras la enorme mayoría percibe 
$ 5.000, no es el que pretendemos tener y 
mucho menos el que aspiramos a administrar. 
Esperamos y estamos dispuestos a discutir 
iniciativas que corrijan esta situación. 

Sin duda, pueden adoptarse medidas para 
ayudar a la recuperación de los sectores que 
perciben salarios más sumergidos, sin necesi- 
dad de aumentar en lo inmediato el de aquellos 
sectores que no están bajo ese grado de 
padecimiento. En este sentido, en el proyecto 
se incluye un artículo que contempla la situación 
de policías, militares y docentes; estamos de 
acuerdo con esta disposición y la hemos votado 
afirmativamente. Pedimos que también se inclu- 
yera, en tanto sector sumergido, a los funcio- 
narios de Salud Pública, pero esta posibilidad 
se ha negado. 

Creo que las discrepancias más importantes 
que tenemos en esta materia pueden expresarse 
en una paradoja. A mi entender, resulta 
paradójico escuchar las argumentaciones de la 
coalición de gobierno, que reitera insistentemen- 
te que la gran virtud de este Presupuesto es 
asegurar la estabilidad, que ésta es la garantía 
de que no haya inflación y que la baja inflación 
es la garantía de que no haya pérdida de salario 
para los asalariados. Pero la paradoja está en 
que para asegurar la estabilidad se empieza, 
precisamente, por disminuir los sueldos de los 
asalariados, es decir, se comienza destruyendo 
el objetivo que se quiere lograr. Sin duda, acá 
hay una contradicción que da mérito para 
discutir proyectos concretos, por lo menos para 
encarar de inmediato el remedio a las situacio- 
nes más problemáticas de los sectores más 
sumergidos. 

Quiero redondear este enfoque diciendo que 
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a nuestro entender la reforma tributaria y la 
política salarial son materias pendientes de 
análisis que marcan diferencias importantes 
respecto de este Presupuesto. 

La política de inversiones es el otro gran 
capítulo, que ya he enunciado y ahora sinteti- 
zaré en frases. Creo que el Estado puede hacer 
un esfuerzo mayor para invertir, pero no lo ha 
hecho. Comenzaré refiriéndome al Fondo de 
Reconversión Laboral. En una situación tan 
crítica como la actual no podemos disminuir de 
la manera brutal que se ha hecho los recursos 
necesarios para reconvertir la capacidad de 
trabajo de los trabajadores. Asimismo, debería- 
mos haber tenido un aumento mayor de los 
fondos de investigación científica y generado 
una mayor inversión directa para la construc- 
ción. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Berois Quinteros) 


— En este sentido, creo que la diferencia 
más importante está en el recorte de la 
ejecución para la construcción de viviendas, 
financiada fundamentalmente por el Fondo 
Nacional de Viviendas, donde, de acuerdo 
con las cifras presupuestadas, se dejan más de 
US$ 200:000.000 sin ejecutar. Sostenemos que 
esos US$ 200:000.000 deben ejecutarse, no 
sólo por la necesidad de viviendas que existe 
en el país. Nuestros asesores técnicos nos han 
demostrado con cifras que aun aplicando el Plan 
Quinquenal de Vivienda que se ha enviado, al 
cabo de cinco años el déficit de viviendas en 
el Uruguay no habrá disminuido significativa- 
mente. 

No nos podemos dar el lujo, desde el punto 
de vista de la inversión y de la dinamización de 
la industria de la construcción, ni desde el punto 
de vista social y de la necesidad de viviendas, 
de dejar esos US$ 200:000.000 sin ejecutar. Por 
lo tanto, de alguna manera estamos reclamando 
enfáticamente que se reabra la discusión sobre 
este punto. 

Los otros dos grandes capítulos con los que 
tenemos discrepancias los podemos englobar en 
políticas sociales y empresas públicas; no voy 
a desarrollarlos, porque ya han sido abordados 
con bastante detalle por los colegas de mi 
bancada que hicieron uso de la palabra con 
anterioridad. 

Es todo cuanto quería decir. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Sande. 
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SEÑOR SANDE.— Señor Presidente: en 
primer lugar, y como lo ha hecho la mayoría de 
los compañeros que trabajaron en la Comisión 
de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, 
quiero hacer un reconocimiento a los funciona- 
rios que colaboraron con nosotros, que fueron 
parte muy íntima para que pudiéramos llegar a 
este plenario con un Presupuesto como hace 
años este país no tenía, trabajado artículo por 
artículo, aditivo por aditivo, en todo su contexto 
y habiendo sido votado completamente en 
Comisión. 

En la concordia o en la discordia, el buen 
ánimo y el buen espíritu de todos los señores 
Diputados que trabajaron en la Comisión en 
largas y extensas horas -muchas veces al límite 
del agotamiento- hicieron que se mantuvieran la 
cordura, el buen criterio y las buenas costum- 
bres. 

Deseo hacer referencia a la forma en que 
llega este Presupuesto al plenario de la Cámara. 
Todos conocemos las condiciones que se han 
dado a nivel del mundo por la baja de los 
precios de los productos primarios, hecho que 
ha condicionado a nuestro país, que es, 
evidentemente, productor de ese tipo de bienes 
y que, en consecuencia, ha retraldo enormemen- 
te los ingresos y las divisas. 

Las subas sin control del precio del combus- 
tible, que pasó la barrera de los US$ 36, la 
sequía que comenzó por agosto del año 1999 
y que estuvo marcándonos prácticamente has- 
ta abril de este año, y luego el comienzo de 
las lluvias -que casi no han parado hasta aho- 
ra-, han provocado, tratándose de un país 
productor como el nuestro, una Rendición de 
Cuentas que nos liegó -por lo menos hasta el 
1% de marzo- con un déficit del entorno de los 
US$ 952:000.000. En un país que tiene un 
Producto Bruto interno de aproximadamente 
US$ 4.500:000.000, éste es un porcentaje muy 
alto, lo que hace que para formalizar un 
Presupuesto serio y sensato el Poder Ejecu- 
tivo no tuviera más remedio que ser muy 
austero. 

Evidentemente, a todos nos plantea un 
cuestionamiento la idea de no dar aumentos a 
muchas de las personas que los precisan, pero 
cuando pensamos que aquéllos van a incremen- 
tar el déficit fiscal -que, si no le ponemos un 
control inevitablemente desata una inflación que 
muchas veces se transforma en incontrolable; lo 
vimos en Brasil el pasado 13 de enero cuando 
se descontroló por completo la economía 
haciendo un crac ese enorme gigante-, no 
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podemos darnos el lujo de otorgar 
aumentos, como todos querríamos. 

Nadie puede pensar que nuestro sector es 
insensible a los reclamos de la gente. Lo que 
sucede es que sabemos muy bien que si 
atendemos la solicitud de un grupo especial, 
tenemos que atender la de todos. Como 
consecuencia de ello, tuvimos que ir a lo más 
sensato y concreto: tratar de limitar nuestro 
Presupuesto a lo esencial, a lo indispensable, 
y también sustentar lo que se ratificó en la 
Comisión, que fue un acuerdo político. 

Para poder votar este Presupuesto nuestro 
Partido político ha celebrado un acuerdo formal 
y puntual con el Partido Nacional, que se ha 
cumplido. En ese sentido, agradezco al Partido 
Nacional, su buena voluntad y también al Frente 
Amplio que, en muchos de los artículos que se 
incluyen en el Presupuesto, votó junto con 
nosotros, aunque en otros no lo hizo así. 

Es evidente que existen diferentes criterios 
para enfocar la economía de un país. El 
Encuentro Progresista ha manifestado su inten- 
ción de aumentar los sueldos de los distintos 
incisos incluidos en el Presupuesto. Nosotros 
pensamos que eso nos iba a generar una 
inflación y, en consecuencia, tuvimos que optar 
por el camino más difícil, de pronto el menos 
gracioso y menos aceptado por la población, 
aunque creo yo que es el más serio. 

Es así que en este momento llegamos con 
un Presupuesto que no implica un gran 
crecimiento para el país, pero tenemos la 
certeza de que no va a haber inflación y de que 
cumplimos con nuestro cometido de no aumen- 
tar los impuestos, en virtud de que el equilibrio 
presupuestal se mantiene, al igual que la 
estabilidad. A pesar de que los aumentos no se 
dirigen hacia los funcionarios públicos, al no 
aumentar la inflación vamos a permitir que los 
sectores de menores ingresos puedan tener la 
misma cantidad de dinero en sus bolsillos para 
mantener la canasta familiar indispensable para 
el sustento de sus hogares. 

Por todo lo expuesto, voy a votar con 
satisfacción este Presupuesto. Si bien reconoz- 
co que no es el mejor -todo es perfectible-, sé 
que con él estamos dando al gobierno un aval 
no sólo frente al país sino al exterior, que nos 
permita ubicarnos en la tabla internacional 
dentro de los países que no tienen riesgo y que 
en el futuro posibilite la inversión para generar 
mayores fuentes de trabajo. 


esos 
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13.-Licencias 
Integración de la Cámara 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
aprobar las solicitudes de licencias siguien- 
tes: 


De la señora Representante Raquel Barreiro, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el día 
18 de octubre de 2000, convocándose a la 
suplente correspondiente siguiente, señora Ele- 
na Ponte. 


Del señor Representante Tabaré Hackenbruch, 
sin goce de remuneración, inciso cuarto del 
artículo único de la Ley N?* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 12 y 30 de 
noviembre de 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Heber Duque". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cinco en cuarenta y ocho: 
Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Señor Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, por motivos personales, el día 18 de 
octubre del presente año. 
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Sin otro particular, saluda a usted atentamen- 
te. 


Raquel Barreiro 
Representante por Montevideo". 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Raquel Barreiro. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el día 18 de octubre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 18 de octubre de 2000, a la señora 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Raquel Barreiro. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 18 
de octubre de 2000, a la suplente correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 2121 
del Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora Elena Ponte. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


"Montevideo, 17 de octubre de 2000, 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N* 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales sin goce de 
sueldo del 1? al 30 de noviembre, inclusive, del 
año en curso. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


281 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te, 


Tabaré Hackenbruch 
Representante por Canelones". 


"Las Piedras, 17 de octubre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a Ud. que en 
oportunidad de tomar licencia el Sr. Diputado 
Tabaré Hackenbruch, no he de aceptar por esta 
oportunidad, la convocatoria para integrar el 
Cuerpo de la cual he sido objeto. 


Sin otro particular le saludo muy atenta- 
mente. 


Jorge Omar Bentancurt". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia sin goce de 
remuneración, del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Tabaré Hacken- 
bruch. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 1* y 30 de noviembre de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Omar Bentancurt. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el 
artículo tercero de la Ley N? 10.618, de 24 de 
mayo de 1945, y en el inciso cuarto del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia sin goce de remune- 
ración, por el período comprendido entre los 
días 1% y 30 de noviembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Canelo- 
nes, Tabaré Hackenbruch. 
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2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente correspondiente, señor 
Omar Bentancurt. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación, por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 2005 del Lema Partido 
Colorado, señor Heber Duque. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


14.- Presupuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 
(Aprobación) 


— Continúa la consideración del asunto en 
debate. 


Tiene la palabra el señor Diputado Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.— Señor Presidente: en 
nombre de nuestro sector político, Desafío 
Nacional, nos vemos obligados a realizar 
algunas precisiones con respecto a este Presu- 
puesto. 

Deseamos destacar que estamos representa- 
dos en un todo por los Diputados de nuestro 
Partido que nos antecedieron en el uso de la 
palabra, pero por tratarse de una bancada 
unipersonal, buena cosa es opinar y, en la 
medida de lo que se pueda, realizar un aporte 
positivo al tema. Por esa razón, trataremos de 
ser breves, con la esperanza de que esta 
Cámara resuelva el tema presupuestal. 

Muy diferente sería la situación si el 
Parlamento estuviera analizando este tema y el 
marco y la coyuntura macroeconómica de 
nuestro país fueran distintos. Con toda seguri- 
dad que cuando nuestros colegas de los 
Estados Unidos de América realicen el trata- 
miento del Presupuesto en el próximo gobierno 
-nadie sabe quién va a ganar- tendrán impre- 
siones distintas de las que se están generando 
en nuestro país, o canalizarán la situación de 
diferente manera. Ellos tienen un superávit 
histórico, mientras que nosotros tenemos un 
déficit histórico, producto de innumerable can- 
tidad de factores que fueron analizados y a los 
que nos referimos en ocasión de la Rendición 
de Cuentas. innumerable cantidad de factores 
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posibilitan que hoy nuestro país, en el marco 
regional, continental y mundial, enfrente un 
Presupuesto austero y difícil, como lo han 
definido todos los voceros de la coalición de 
gobierno e inclusive los partidos de la oposición. 

De todas maneras, creemos que en buena 
hora estamos analizando una reducción del 
costo estatal en el costo-país que, en definitiva, 
representa el Presupuesto Nacional. Para quien 
habla, en un marco diferente, superavitario o 
equilibrado, hubiese sido lo mismo tratar de 
reducir el costo que el Estado tiene para 
cualquier uruguayo que transita por este país, 
disminuyendo lo que viene a ser el costo estatal. 
Somos conscientes de que estamos frente a un 
escenario cambiante, diferente, absolutamente 
dinámico. El dinamismo económico que se nos 
va a presentar en el siglo XX! nada tiene que 
ver con el del siglo XX. Quizás por mi edad 
puedo llegar a asustarme con algún tipo de 
consideración -que no sólo se ha hecho en esta 
Sala- realizada por gente de nuestro pals que, 
en base a su statu quo y a una pirámide 
generacional lamentablemente invertida, consi: 
dera que nuestras generaciones jóvenes no 
tienen la posibilidad de replantear lo que es un 
país en el marco del siglo XXI. Ese gran 
Leviatán que hemos creado, ese gran Estado, 
se tiene que oponer a lo que es el dinamismo 
de la economía del siglo XXl. Necesariamente 
se tiene que oponer y, como lo dijimos antes 
contestando una alusión política, tenemos el 
deber de observar que si no agarramos el tren 
de las oportunidades que se están presentando 
al Uruguay en este mismo instante, es muy 
probable que, con la modificación de las 
coyunturas y los escenarios, nunca más poda- 
mos hacerlo. Seguramente no exista una nueva 
guerra mundial para tratar de sacar adelante a 
este país; debemos aprovechar lo que tenemos, 
las condiciones de nuestros habitantes. Hoy 
tenemos ventajas comparativas y competitivas 
en lo humano que hacen que el Uruguay 
necesariamente -por esa condición y calidad del 
ser uruguayo- tenga que captar y aprovechar un 
marco de inversiones que estarán destinadas a 
Latinoamérica. 

Vislumbramos -así lo indican los estudios que 
se han hecho en materia de inversiones para los 
próximos cinco o diez años- que hay un mercado 
emergente en nuestra América Latina muy 
proclive a recibir inversiones extranjeras y 
productivas y a aprovechar esas ventajas 
comparativas y competitivas que ha logrado el 
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uruguayo a través de su preparación intelectual, 
para tratar de volver a ser el país que me 
contaba mi abuelo. Entonces, sin tener miedo 
del marco regional -que puede estar convulsio- 
nado por alguna inestabilidad política que se 
pueda producir en la otra orilla o por alguna 
recesión coyuntural-, tenemos que proyectarnos 
de aquí a cinco años y ser conscientes de que 
no hay mercado emergente más proclive a la 
inversión extranjera que América Latina. ¿Cómo, 
entonces, no vamos a preparar al país para 
captar esas inversiones? ¿Cómo, entonces, no 
vamos a bajar el costo del país para captar esas 
inversiones? ¿Cómo, entonces, no vamos a 
reapostar a ser el país que pueda llegar a tener 
las mejores condiciones para que esas inversio- 
nes se radiquen en el Uruguay? En el marco del 
MERCOSUR y, si Dios quiere, en el del ALCA, 
a mediano plazo, podremos tener derribadas 
cualquier tipo de trabas arancelarias. Pero 
tenemos que empezar por hoy, por tratar de 
pasar de señales políticas a hechos concretos, 
a ese marco de realidad que necesariamente 
debemos dar al Estado. 

Vamos a aterrizar -ya que hicimos un 
pantallazo general de nuestros humildes pensa- 
mientos- en el Mensaje enviado por el Poder 
Ejecutivo y en el trabajo que como delegado de 
sector -no como miembro de la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda- 
nos correspondió atender. Queremos destacar la 
labor de los funcionarios y la de los compañeros 
que trabajaron en el Presupuesto que hoy 
estamos tratando. 

Creo que se ha jerarquizado el rol parlamen- 
tario. Como legislador no tuve oportunidad de 
considerar otro Presupuesto -aunque sí como 
secretario de bancada-, pero recuerdo que en 
el anterior, básicamente a través de reuniones 
de cúpula, se podían dirimir algunas diferencias 
sustanciales en materia presupuestal. En este 
Presupuesto se ha jerarquizado la Cámara de 
Representantes porque fueron los señores 
Diputados quienes pudieron lograr, en base a 
negociaciones políticas, los resultados que hoy 
estamos analizando. Nunca está de más 
jerarquizar el rol parlamentario y tratar de hacer 
acuerdos -como lo dispone la Constitución de la 
República- a fin de conseguir las mayorías 
suficientes para sacar el Presupuesto adelante. 

También debo hacer un reconocimiento a la 
interna de mi Partido, que en base al intercam- 
bio de opiniones pudo lograr una fuerza política 
cohesionada en el 98%. A través de la votación 
de este Presupuesto se trata de dar al Gobierno 
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de la República el instrumento que ha elegido 
para llevar adelante su plataforma. Por ello, no 
está de más decir que hay una nueva 
generación de integrantes del Partido Nacional 
que apostando al diálogo pudo lograr un Partido 
Nacional unido para que vote lo que el Poder 
Ejecutivo ha enviado, además de las mejoras 
que se han podido introducir. 

Entonces, vamos a culminar estas considera- 
ciones generales reiterando que no hay 
reactivación económica sin inversión. Creemos 
que un Presupuesto austero, moderno, con una 
reducción estatal, puede ser un instrumento 
válido para que se transforme en un imán de 
las inversiones tan necesarias para nuestro 
país. 

En la discusión particular vamos a hacer 
referencia a algún artículo que vamos a votar 
por disciplina partidaria, por solidaridad, aunque 
no estemos en un todo de acuerdo. 

En cuanto al análisis de los Incisos, vemos 
que es muy discutible el monto que se asigna 
al Ministerio de Defensa Nacional y vale la pena 
destacar que hay una baja en el monto. Vemos 
como muy positiva la enajenación de aquellos 
bienes bélicos que, de alguna manera, pueden 
llegar a transformar en productivo algo que esté 
ocioso en el Estado. Vamos a seguir abogando 
para que nuestro cuerpo militar no sólo esté 
pronto para enfrentar una coyuntura beligerante 
«a pesar de que muchos de nosotros pensamos 
que es difícil que se produzca-, sino para que 
cuide la otra soberanía del país, es decir, para 
que atienda su actividad productiva. Durante 
estos cinco años vamos a fomentar que nuestras 
fuerzas permanezcan en la frontera para que, 
de alguna manera, se pueda reactivar la 
economía y evitar que el contrabando sea algo 
común. Vamos a utilizar nuestras fuerzas 
militares para algo positivo como lo es, 
básicamente, el control de la frontera. 

Con respecto al Ministerio del Interior, puedo 
decir que se agregan 1.150 agentes de policía 
nuevos a la denominada "palangana” del país, 
es decir, al sector metropolitano. Probablemente 
se me pueda decir que esto no modificará la 
situación de seguridad que podemos llegar a 
padecer quienes vivimos en el sur, más 'algunos 
compatriotas que pueden estar viviendo situacio- 
nes muy atendibles en zonas de frontera. De 
todos modos, creo que es una señal; mal haría 
el Poder Ejecutivo en desconocer una problemá- 
tica que se está dando a nivel de seguridad. En 
tal sentido, se está haciendo un esfuerzo 
económico para atender la situación de la 
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"palangana" del Uruguay y se está incorporando 
1.150 agentes de policía nuevos. 

Con respecto al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, vamos a hacer una consideración en 
el momento en que se trate el Inciso. A manera 
de adelanto, puedo decir que el país va a 
defender una política de promoción comercial 
única y coordinada y eso lo vemos con buenos 
ojos. Creo que es muy importante que la 
Cancillería atienda lo relativo a la promoción 
comercial de nuestro país; se logrará esa 
coordinación a través de algún artículo plantea- 
do en el Presupuesto. Pienso que eso es muy 
positivo. 

En Comisión no ha sido explicado el punto, 
pero, a través de conversaciones mantenidas 
con el señor Ministro y de ciertas manifestacio- 
nes públicas, puedo señalar que a partir de este 
Presupuesto se instalarán las llamadas antenas 
comerciales. ¿Qué son las antenas comerciales? 
Son banderas uruguayas que se van a dispersar 
en países a cuyos mercados se puede llegar a 
tener acceso, cumpliendo con esa ida y vuelta 
fundamental entre el productor y el vendedor en 
el exterior. De esta manera se trata de 
modernizar el Servicio Exterior. Durante estos 
cinco años vamos a seguirlo de cerca para 
asegurarnos de que cumpla sus cometidos. 

También se ha hecho reducción de gastos 
superfluos y buena cosa es tratar de adecuar 
nuestra Cancillería a la situación general que 
vive el país. De esta manera, evitamos que 
aparezcan enviados nuestros en el exterior 
representando al Uruguay ante una nación con 
la que quizás nada tenemos que ver. Asimismo, 
tenemos entendido que se va a hacer una 
revisión de las Embajadas concurrentes en el 
exterior. 

Coincidimos con el señor Diputado González 
Alvarez en cuanto a la complacencia que nos 
da la eliminación del artículo 109 propuesto por 
el Poder Ejecutivo, relativo a la edad de 
jubilación de los funcionarios del Servicio 
Exterior. Esta repartición debe ser moderna, 
adecuada a los tiempos que se viven y provista 
de gente perteneciente a nuevas generaciones 
que pueda comprender el terremoto que se vive 
en el mundo. 

Con relación al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, el Ministro -a quien, desde 
siempre, otorgamos una carta de crédito- va a 
instalar un plan ganadero en el que podrá faltar 
algún detalle con respecto a su implementación, 
pero a priori lo vemos como algo que puede 
llegar a posibilitar un cambio en la idiosincracia 
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del productor uruguayo. El Estado, interviniendo 
en un plan ganadero, puede llegar a modernizar 
lo que ha sido tradicional en la ganadería y a 
cambiar los compartimentos estanco -aquello de 
que el criador era criador y el invernador, 
invernador- y, de esta manera, hacer una 
integración que vemos muy positiva. 

Asimismo, estamos readecuando el INAC, 
tratando de preservar tres de sus cometidos 
que, a nuestro juicio, son esenciales. Uno de 
ellos es la promoción en el exterior de nuestras 
carnes, producto al que Uruguay necesariamen- 
te tiene que dar mayor importancia ya que 
cuenta con la mejor ventaja comparativa y 
competitiva en el mundo. De esta manera, a 
través de la acción del INAC, vamos a dedicar 
más tiempo a promocionar las carnes en el 
exterior. Creemos que se debe seguir preservan- 
do el control de calidad comercial, que para 
nosotros es fundamental -al respecto, se 
presentó un aditivo por parte del Partido 
Nacional-, estableciendo un registro que es 
indispensable para el otorgamiento de los cupos 
por los que muchas veces hemos peleado. 
Pensamos que el INAC hace bien en implementar 
la readecuación y la distribución entre las 
empresas nacionales, tratando de que si una 
empresa nacional no cumple, se proceda a una 
redistribución para que no se desaproveche ese 
cupo a través del cual ingresa la carne uruguaya. 

Por otra parte, vamos a empezar a hacer un 
seguimiento de los programas del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca que tienen 
financiamiento internacional, evitando que en las 
reuniones de productores proliferen los autos 
oficiales y no los productores. Vamos a tratar 
de impedir la superposición de programas para 
que se llegue al productor con una canalización 
más justa de los recursos, procurando eliminar 
una burocracia de lujo de la que muchas veces 
el productor se queja y con razón. 

En cuanto al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, debemos señalar que se ha hablado de la 
fijación de sanciones para toda aquella clase de 
competencia desleal. Creo que estamos avan- 
zando en algo hacia lo que el Uruguay necesa- 
riamente debe dirigirse: una ley antimonopolio 
que en un marco de economía abierta nos per- 
mita minimizar cualquier tipo de oligopolio o mo- 
nopolio, peligros que este tipo de economía 
conlleva. 

En cuanto al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, estamos eliminando el monopolio en 
la venta y en la importación del asfalto. 
Sabemos que hay matices en la Cámara con 
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respecto a este tema pero, en pos del 
abaratamiento de los costos, estamos atendien- 
do el reclamo de los sectores de la construcción, 
tratando de redinamizarlos, ya que todos 
sabemos cómo inciden en el tema del empleo. 

En lo relativo al Ministerio de Educación y 
Cultura, debemos expresar que el Gobierno de 
la República, el Poder Ejecutivo y el Parlamento 
están readecuando un sector del Uruguay que 
no puede quedar olvidado. Con la creación de 
la Dirección de Ciencia y Tecnología estamos 
apostando a un cambio que se está produciendo 
silenciosamente en el país y que es la 
proliteración de empresas que producen soft- 
ware. En un marco estatal con financiación 
adecuada como la que se está planteando en 
este Presupuesto, fundamentalmente se va a 
jerarquizar esa revolución tecnológica silenciosa 
que tantas divisas da al Uruguay y tantos logros 
traerá. Sin duda, podríamos llegar a acceder a 
experiencias regionales e internacionales en lo 
que tiene que ver con la transformación en 
materia de tecnología. Entendemos que la 
creación de esta Dirección es una muy buena 
señal; también lo es que no esté sin fondos y 
que cuente con los suficientes recursos como 
para poder atender ese terremoto, detrás del 
cual Uruguay necesariamente debe ir. 

Con respecto al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, debemos expresar que se está 
suprimiendo el Instituto Nacional de Abasteci- 
miento, que, en lo personal, entiendo que poco 
aportó a nuestro país. El Estado estaría 
asignando más recursos al INAME y al Instituto 
Nacional de Alimentación a través de la 
contratación directa, evitando esa intermediación 
que hasta el día de hoy no me ha quedado claro 
para qué servía. Hay que tratar de asignar mejor 
los recursos, con más eficiencia, para que se 
pueda llegar a ampliar las prestaciones del 
Instituto Nacional de Alimentación y del INAME 
a los beneficiarios de ese servicio público, que 
son aquellas personas que más carencias 
tienen. Somos conscientes -el Poder Ejecutivo 
también lo ha sido- de la problemática que ha 
tenido el Instituto Nacional de Abastecimiento. 
Al respecto, se ha fijado una partida para 
atender a aquellos proveedores que, haciendo 
uso de su buena fe, están involucrados en una 
situación muy complicada. Sabemos que la 
partida no es suficiente, pero contamos con la 
habilidad de nuestros Ministros e interlocutores 
políticos para arribar a soluciones con los 
proveedores, atendiendo principalmente a aque- 
llas empresas que no tienen tantos recursos. 
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El Partido Nacional ha conseguido un logro 
histórico y es que el Estado asista al Fondo de 
Reconversión Laboral coordinado por la JUNAE, 
Estamos atendiendo una problemática para 
todos muy sensible y que es el problema. de la 
desocupación. Se ha comprobado que el Fondo 
de Reconversión Laboral y los cursos de 
recapacitación de los trabajadores son instru- 
mentos buenos; al respecto, estamos respon- 
diendo a un reclamo que con mucha legitimidad 
nos han hecho las gremiales de trabajadores y 
de empresarios. Podemos llegar a coincidir en 
los montos; nadie puede discutir que ésta es una 
muy buena señal que no se acaba en el 
tratamiento de este Presupuesto. Con mucha 
imaginación tenemos que buscar y procurar 
diferentes alternativas para seguir financiando el 
Fondo de Reconversión Laboral, pero buena 
cosa es que a partir de la promulgación de esta 
ley el Estado le proporcione US$ 1:200.000. 

En lo que tiene que ver con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, debemos decir que vemos con 
buenos ojos el Fondo de Garantía de Alquileres 
para los jóvenes, instrumento que nos parece 
válido; todos sabemos las dificultades que 
existen con relación al tema de la vivienda 
cuando se tiene menos de treinta años. 

La exoneración de la Contribución Inmobilia- 
ria Rural también es de las cosas que se debe 
jerarquizar en este Presupuesto. No son todos 
los gobiernos los que con un déficit de más 
de US$ 900:000.000, a través de tres leyes 
fundamentales -la de Presupuesto y las dos de 
urgente consideración-, proponen reducción de 
impuestos. Parecería que esto no estuviera 
sucediendo en un marco de coyuntura económi- 
ca como el actual. 

En cuanto a las Intendencias, decimos que 
no hay descentralización posible con un déficit 
que alcanza un porcentaje del Producto Bruto 
Interno como el que se da en la actualidad. 
Apelamos a la radicación de empresas e 
inversiones productivas, cualquiera sea su 
proveniencia -nacionales o extranjeras-, en el 
interior de nuestra República. Con un déficit de 
más de US$ 900:000.000 no hay descentraliza- 
ción posible. Lo primero que debe realizar el 
Gobierno Central para que la descentralización 
sea un logro y podamos llegar a traer esas 
inversiones, es reducir el déficit y generar un 
marco económico en el que el dinero, que hoy 
no es de nadie en el mundo sino que depende 
de las condiciones de los Estados, se radique 
en nuestro país, principalmente en el interior de 
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la República. De todas maneras, el Partido 
Nacional ha logrado un aumento en los aportes 
previstos; estamos trabajando con la sensibili- 
dad que siempre nos ha caracterizado a los 
blancos en la atención a los problemas que no 
sólo son de la gente de la capital sino también 
del interior. 

Probablemente, el tema de ANTEL y ANCEL 
dará lugar a una extensa discusión, que 
tendremos en algún momento. Sin embargo, no 
podemos ser ciegos y seguir pensando que 
ANTEL puede tener el monopolio de la presta- 
ción de la telefonía celular. Hoy ya no lo tiene. 
Ayer, en la televisión, estaba viendo la canali- 
zación de la fibra óptica en América Latina. El 
que no lo quiera ver, que no lo vea, pero con 
el terremoto que se está viviendo, es muy difícil 
pensar que dentro de cinco o diez años ANTEL 
continuará siendo una empresa monopólica en 
todo lo relativo a las comunicaciones. No se da 
hoy; mucho menos en el tuturo. Entonces, es 
bueno readecuar la empresa para tratar de 
competir, jeraquizándola a través de la modifi- 
cación de su carta orgánica. 

Estamos trabajando para proponer al señor 
Presidente de la República que con los fondos 
que se obtengan a través de la enajenación de 
ese 40% de ANCEL se apueste a los sectores 
productivos, para que el dinero no se disperse 
y lo podamos ver. Me refiero, por ejemplo, al 
riego, con el que podríamos inclusive llegar a 
duplicar nuestra producción. Es por ello que 
estamos dejando librado el tema a que, a través 
de los acuerdos políticos y de los aportes de 
todos los Partidos que integran este Parlamento, 
podamos llegar a determinar el mejor destino 
para ese producido. 

En esto vamos a ser enfáticos: daremos la 
más grande carta de crédito a este gobierno en 
cuanto a que este proceso de enajenación de 
ANCEL será lo más transparente y puro posible, 
y nosotros vamos a estar detrás para garanti- 
zarlo. A través de la enajenación de ANCEL, 
vamos a demostrar que la coordinación entre los 
capitales privados y el Estado es la fórmula por 
la que el Uruguay debe transitar en el siglo XXI. 
Vamos a tomarla como ejemplo, y dentro de 
cinco años veremos cuáles son sus ventajas y 
desventajas. No tengo dudas de que el proceso 
será transparente, de que su producido será 
altamente beneficioso para la reactivación eco- 
nómica y de que el modelo llegará a conven- 
cernos a todos de que es aplicable para ANCEL 
y también para otras actividades productivas. 

Finalizamos diciendo que el Partido Nacional 
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sigue unido en el apoyo al señor Presidente de 
la República, a quien aportó sus votos, tratando 
de apoyar un Presupuesto que, con las 
complicaciones que todos sabemos que tiene, va 
a permitir dar a este país un marco de 
estabilidad institucional y económica necesario 
para el bien de todos. 


15.-— Sesión permanente 

SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Dése cuenta de una moción presentada por los 
señores Diputados Bayardi, Amorín Batlle, 
García Pintos, Pablo Mieres, Fernández Chaves 
y Penadés. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare sesión 
permanente". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Cincuenta y ocho en sesenta y uno: Afirma- 
tiva. 


16.-Prespuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 
(Aprobación) 


Continúa 
debate. 

Tiene la palabra el señor Diputado Pablo 
Mieres. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).— Señor Pre- 
sidente: se dijo varias veces que se ha 
presentado un proyecto de ley de Presupuesto 
extremadamente austero; yo diría escaso y 
parco. Pero más significativo aún es el hecho 
de que no trae consigo un designio, al menos, 
una apuesta, un objetivo que uno pueda delinear 
a partir de su lectura y análisis. La imagen que 
viene a la cabeza es la de una persona que se 
siente con el agua al cuello, que pide que no 
hagan olas y que está esperando a que baje la 
marea; en definitiva, que los elementos externos 
se hagan cargo de zanjar una situación que, por 
cierto, es ditícil. 

No tenemos empacho en aceptar que esta- 
mos viviendo en un contexto económico con 
enormes restricciones. Existe un déficit fiscal 
muy abultado, se observa ausencia de creci- 
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miento y una situación recesiva y con valores 
de desocupación altamente preocupantes. Hay 
factores externos que explican esta situación, y 
se han ido mencionando en el correr de la 
jornada; la caída del Plan Real el año pasado, 
el aumento del precio del petróleo, las políticas 
proteccionistas en otras partes del mundo y las 
barreras no arancelarias, inclusive de algunos 
de nuestros socios. 

Sin embargo, también hay responsabilidades 
propias; en la misma línea que el señor Diputado 
Posada, considero que existe una herencia: la 
de un gobierno que pasó de largo por el 
crecimiento sin adoptar las medidas de 
disciplinamiento cuando era más sencillo hacerlo 
y que aumentó linealmente el gasto público al 
ritmo que creció el PBI. 

Este país no impulsó una mejora de la 
competitividad de empresarios y de productores 
en un contexto favorable. Hemos visto niveles 
de gasto astronómicos en publicidad estatal. 
Sentimos la ausencia endémica de los organis- 
mos de control de la economía como la 
Dirección Nacional de Aduanas y la Dirección 
General Impositiva. Hemos visto mantenerse 
agujeros negros intocables como la Caja Militar 
y la Caja Policial. Hemos asistido a que se 
enjugara permanentemente déficit de Gobiernos 
Departamentales que hacen agua, en muchos 
casos por mala administración y clientelismo, sin 
generar además, como contrapartida, ningún 
tipo de condicionamiento. 

En este contexto viene un Presupuesto de 
mantenimiento, a la baja, sin proyecto, sin 
intencionalidad, para pasar el agua. Por ejem- 
plo, se dijo -está escrito en la exposición de 
motivos de la ley de urgente consideración 
aprobada hace unos meses- que en el proyecto 
de ley de Presupuesto vendría una propuesta de 
reforma tributaria para el agro mucho más justa 
y equitativa, que iba a cambiar el sistema de 
tributación, pasándose a uno fundado en la renta 
efectiva como valor principal. Pero ni siquiera 
eso ocurrió. 

Se dice que en este contexto no se puede 
gastar, y somos conscientes de ello. Por eso, 
el Nuevo Espacio presentó una propuesta que 
precisamente asumía estas restricciones, pero 
aun dentro de ellas consideraba la posibilidad 
de impulsar ciertas apuestas. 

Nuestras propuestas responden a un diagnós- 
tico propio. Priorizan la educación, llave del 
futuro para cualquier sociedad del siglo XXI, 
porque vivimos en la era del conocimiento y 
apostar a la educación es apostar a las nuevas 


generaciones y calificar a nuestra gente para 
que tenga un lugar en este mundo cada vez más 
competitivo y globalizado; el combate a la 
pobreza infantil, un estigma de larga data 
«indicador que, lejos de mejorar, ha empeorado 
en los últimos años- y una urgencia que no 
solamente golpea nuestra sensibilidad -lo que ya 
es bastante-, sino que también constituye una 
bomba de tiempo para la integración de nuestro 
tejido social; y la transparencia, que en un 
contexto de austeridad es aún más esencial. Sin 
embargo, no salimos irresponsablemente a 
reclamar recursos. Nadie que conozca nuestras 
propuestas podrá decir que se plantean gastos 
sin financiamiento. 

Nosotros propusimos un acuerdo para otorgar 
aumentos salariales a maestros y profesores, 
atados al crecimiento del Producto Bruto Interno. 
Propusimos una opción para la enseñanza, una 
prioridad para la educación, que no puede, ya 
no incrementar, sino ní siquiera mantener su 
calidad, si no se mejoran sustancialmente los 
salarios de los docentes, que es donde 
descansa hoy el esfuerzo educativo. No se 
puede sostener la educación con docentes que, 
a mitad de carrera, en su mejor momento, 
muchas veces deben optar entre parar la olla 
o cumplir con su vocación. Pero no se trataba 
simplemente de aumentos salariales sin 
financiamiento. Se propuso una fórmula seria, 
responsable, creativa e innovadora, todos cali- 
ficativos que tomo de expresiones no nuestras 
sino de representantes del actual gobierno, de 
nuestros interlocutores, que en público han 
señalado estas características de la propuesta 
del Nuevo Espacio. 

Con respecto a la pobreza infantil impulsa- 
mos tres instrumentos concretos. El primero es 
la cobertura familiar de la Asignación Familiar 
para todos los niños de hogares pobres, ya que 
hay 150.000 que hoy no la reciben. Se podrá 
decir que es poco, porque es poco el valor de 
la Asignación Familiar, pero los hogares pobres 
tienen más hijos y ganan menos, por lo que por 
este concepto se puede aumentar 
promedialmente en un 20% el ingreso de un 
hogar en situación de pobreza, lo cual cierta- 
mente está muy lejos de ser poco. 

El segundo instrumento es la ampliación del 
plan CAIF hasta cubrir al 50% de los niños 
pobres menores de cuatro años. Se trata de un 
programa que conocemos bien, que valoramos 
enormemente y que, como bien se sabe, ha 
respondido al desarrollo de sucesivos Gobiernos 
que el Nuevo Espacio no ha integrado. Por lo 
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tanto, no se podrá decir que destacamos su 
mérito por alguna vinculación directa, sino que, 
por el contrario, entendemos que hay que hacer 
honor a algo que sale bien. Además de esto, 
proponemos la creación y dotación de recursos 
para un fondo contra la pobreza de la niñez y 
la adolescencia. En síntesis, es un programa de 
verdadero combate a la pobreza infantil, que 
apuesta a la reconstrucción de las redes de 
integración social. 

El tercer instrumento es la transparencia en 
la contratación pública. Más allá o más acá de 
las polémicas suscitadas, lo importante es, de 
una vez por todas, dar garantías a los 
contratados, a los contratantes y a la ciudadanía 
acerca de los procedimientos sobre los cuales 
estamos impulsando el concurso público y 
abierto, ni más ni menos. Esta norma no 
generaba costo alguno, lo que en este contexto 
es fundamental. Fue presentada en la búsqueda 
de dotar al Presupuesto de un designio, de una 
opción, de una apuesta responsable y a la vez 
decidida y orientada a la consecución de 
objetivos centrales. 

Para un Partido pequeño como el Nuevo 
Espacio, ciertamente había opciones más fáci- 
les. Podríamos haber elegido la oposición fácil. 
Podríamos haber balconeado esta discusión. 
Podríamos haber reclamado sin límite y quedar 
bien con todos los que aquí presentaron 
distintas demandas. Sin embargo, este Partido 
pequeño, de izquierda renovada, que no forma 
parte del gobierno sino que es oposición, estaba 
dispuesto -sin que sus votos fueran decisivos ni 
formáramos parte de una negociación por cargo 
alguno- a acompañar con su voto este Presu- 
puesto si se hubieran incorporado las propues- 
tas que acabamos de reseñar. Estábamos 
dispuestos, inclusive, a asumir los costos 
políticos que eventualmente hubiera que pagar 
si con ello obteníamos, a cambio, la prioridad 
por la educación y el impulso a programas de 
combate a la pobreza infantil. Sin embargo, se 
nos dijo que no. Pero no se dijo que no a una 
propuesta loca, ¡irresponsable Oo. sin 
financiamiento. Se dijo que no -y lo expreso con 
responsabilidad- a la única propuesta seria y 
viable para aumentar, en el contexto actual, los 
salarios de los docentes de este país. Las 
propias autoridades de ANEP, puestas a priorizar 
en oportunidad de la discusión en la Comisión, 
prefirieron el desarrollo de las nuevas experien- 
cias educativas en lugar de reclamar justicia 
para las postergadas mejoras en las remunera- 
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ciones de los docentes. Al decirle que no al 
Nuevo Espacio se dijo que no a la única opción 
viable de construir una esperanza para el 
sistema educativo. Y lo peor es que no se dijo 
que no porque no hubiera dinero, sino porque 
no se estuvo dispuesto a priorizar a la educación 
en la medida en que nosotros lo entendemos 
necesario. 

También se dijo que no a las políticas de 
combate a la pobreza infantil. La expansión del 
plan CAIF también se lograba en base al 
crecimiento, no con recursos mágicos, sino 
sometido al incremento de la recaudación que 
surge como resultado del crecimiento de la 
economía. Por otra parte, ¿saben cuánto sale 
la extensión del beneficio de la Asignación 
Familiar a los 150.000 niños que no la reciben? 
Sale US$ 22:000.000 al año. Se podría decir que 
esto sí tiene un costo y no hay dinero. Y yo digo 
que no hay para algunas cosas, porque la 
coalición de gobierno acaba de acordar un gasto 
de US$ 30:000.000 anuales para asistencia a los 
Gobiernos Departamentales. ¡Claro! La imagen 
que a uno le surge nuevamente es que los niños 
que no tienen credencial y no votan porque son 
menores de edad quedan para después, mien- 
tras que por el contrario, en el caso de algunos 
Intendentes, ese dinero servirá para reclutar 
algunos votos. Y así vamos. 

Decimos con dolor que hemos perdido una 
oportunidad. Lo dijo el señor Diputado Posada 
y yo lo reafirmo. La hemos perdido todos: el 
país, el gobierno, los uruguayos, pero sobre 
todo nuestros niños y nuestros jóvenes. Noso- 
tros seguiremos luchando tozudamente por la 
educación, por la niñez en situación de pobreza 
y por la transparencia en la gestión pública. Esa 
es, desde nuestro punto de vista, una parte 
sustancial de las verdaderas claves para el 
futuro del país. 

Mañana o pasado -cuando toque- pondremos 
a votación en esta Cámara nuestras propuestas, 
esas que lamentablemente fueron rechazadas 
en el marco de una negociación a la que el 
Nuevo Espacio concurrió de buena fe. Lo 
haremos una y otra vez, hasta que en algún 
momento estas iniciativas se abran el camino 
cierto de la apuesta al futuro. 


17.-— Intermedio 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Si las bancadas están de 
acuerdo, vamos a solicitar un intermedio hasta 
mañana a la hora 9 y 30. 


SEÑOR BAYARDI.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: con 
los coordinadores y con otros miembros había- 
mos acordado solicitar el intermedio a partir de 
la hora 22. En ese caso, podría hacer uso de 
la palabra el señor Diputado Canet, luego de lo 
cual pasarfamos a intermedio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
De acuerdo. 

Se va a votar si la Cámara pasa a intermedio 
hasta mañana a la hora 9 y 30 después que 
haga uso de la palabra el señor Diputado Canet. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cinco en 
Afirmativa. 


sesenta y dos: 


18.-Presupuesto Nacional. 
(Ejercicio 2000-2004). 


(Aprobación) 
Continúa la consideración del 
debate. 

Tiene la palabra el señor Diputado Canet. 


SEÑOR CANET.— Señor Presidente: a lo 
largo de esta jornada de discusión general del 
proyecto de ley de Presupuesto, hemos escu- 
chado distintos planteos y tenemos la sensación 
de que esta iniciativa no responde al país real, 
porque éste se encuentra paralizado, tiene 
destruida gran parte de su producción y más de 
seiscientos mil uruguayos tienen problemas de 
empleo. 

Sabemos que la educación es una herramien- 
ta fundamental y que la reactivación económica, 
en esta coyuntura, es la vía de solución y de 
salida y, sin embargo, en este proyecto de ley 
no encontramos propuestas de victoria, para 
hablar en términos futbolísticos, dada la tempo- 
rada en la que nos encontramos junto a la 
celeste. El equipo económico, como mentor y 
definidor de grandes decisiones respecto al 
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camino a seguir, ha planteado un rumbo propio 
de un país cuya población disfruta de bienestar, 
de un buen nivel ocupacional y de buenos 
sistemas de salud y de seguridad social; 
naturalmente, un país así tiene como primera 
meta conservar todo lo bueno, más allá de 
intentar mejorar. En el marco de un país así, 
que no es el nuestro, está bien jugar al cero 
a cero y hacer algún contraataque limitado, pero 
resulta que jugamos al cero a cero y estamos 
perdiendo por goleada. Antes no se sabía, se 
decía no saber o se negaban verdades que hoy 
son evidentes y que están en los informes 
oficiales. No se sabía cuántos pobres había, ni 
cuántos niños nacían y se discutían muchas 
cifras; no se sabía a cuánto ascendía el déficit 
o se sabía y no se reconocía, porque algunos 
de quienes hoy lo hacen, que tenfan todas las 
herramientas de las que careciíamos en la 
oposición para establecerlo con certeza, dan 
cifras absolutamente fidedignas de un déficit 
muy superior al que se arribó por parte de 
compañeros muy capaces técnicamente y con 
grandes responsabilidades políticas. Sin embar- 
go, aquello se negó y la verdad es que es dificil 
entender toda esta metamorfosis periódica que 
ha caracterizado a la coalición, salvo en el juego 
electoral. Lo digo con respeto, pero con total 
objetividad, porque al igual que todos los que 
están aquí presentes, recorrí el país, estuve 
junto a los técnicos, estudiando y analizando 
este tema, y tenía la absoluta convicción -la sigo 
manteniendo- de que esta recesión no empezó 
el 12 de marzo ni el 29 de noviembre, sino que 
estaba instalada desde antes y el país vivía uno 
de sus momentos más difíciles. Sin embargo, se 
llegó a asegurar que las cifras no eran ésas, 
que la realidad era otra y que estábamos 
engañando y mintiendo. 

No voy a tratar a nadie de mentiroso, vamos 
a entendernos; estoy hablando con mucho 
respeto, pero todos recordamos lo que fue la 
campaña electoral. Dada la situación del país de 
hace un año, es decir, en un tiempo no tan 
lejano, planteamos un plan de emergencia, y se 
dijo que la emergencia no existía; propusimos 
determinadas medidas que representaban cier- 
tos costos y se dijo que éstos eran irreales. 
Planteamos muchas cosas y, entre ellas, que 
había un déficit de US$ 750:000.000, a lo que 
respondieron que no era cierto. 

Ahora resulta que ya ganaron las elecciones. 
No voy a decir que mintieron -eso dijeron de 
nosotros-, sino simplemente que nosotros decía- 
mos la verdad, que fuimos tratados de menti- 
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rosos y que engañaron a la población. Hoy 
estamos tratando un proyecto de ley de 
Presupuesto hecho para otro país y van a tratar 
de cautivar a la gente diciéndole que conserve 
el trabajo o la esperanza de conseguirlo, que 
vaya tirando, que el país va a mejorar. Cuando 
hay que salvar un banco, porque hay que cuidar 
la plaza financiera -lo que me parece muy 
correcto-... 


SEÑOR DIAZ.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR CANET.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: agradezco 
infinitamente al señor Diputado Canet que me 
conceda una interrupción, porque hace un rato 
que la estoy pidiendo. 

Cuando en setiembre de 1999 discutimos el 
posible déficit fiscal que había en el país, no 
tenfamos cifras más allá de junio y, en definitiva, 
nadie podía sensatamente prever que la evolu- 
ción de la economía tuviera ese ritmo. 

Cuando el doctor Tabaré Vázquez dijo que el 
impuesto a la renta propuesto por el Frente 
Amplio gravaba a setecientas mil personas y el 
contador Astori dijo que afectaba a menos de 
trescientas mil personas, ¿alguno de los dos 
mentía? ¿Mentían los dos? ¿Cómo era la 
historia? La verdad no es tan sencilla ni es tan 
simple. Hubo una evolución económica, se 
adoptaron medidas frente a esa realidad y hubo 
una discusión electoral en el centro de un 
proceso evolutivo complicado que vivía el país 
en ese momento. Esa es la realidad de las 
circunstancias. 

Ahora, si frente a esa situación económica, 
a la penuria fiscal que vivía el país en ese mo- 
mento, hubiéramos agregado los US$ 400:000.000 
de déficit que proponía el llamado plan de 
emergencia del Frente Amplio, ¿en qué situación 
de penuria fiscal, de dificultad económica, de 
inflación, de crisis monetaria, estaría viviendo la 
República en este momento? 

Esta es una buena discusión que podemos 
tener; es por eso que pedí esta interrupción. 
Pero me niego a aceptar pacíficamente que se 
diga que en la campaña electoral hicimos 
determinadas afirmaciones sabiendo que la 
situación era diferente. En esa oportunidad, 
dimos un cuadro de evolución de la realidad 
económica de acuerdo con lo que se tenía 
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previsto. Ya discutiremos en su oportunidad 
-porque es un tema recurrente- si el país previó 
adecuadamente la crisis monetaria que se 
desató en Brasil. Y estamos dispuestos a 
demostrar que no sólo la previmos, sino que el 
país estuvo en las mejores condiciones para 
afrontar dicha crisis y que, por estas circunstan- 
cias, no está en una situación peor que la 
actual. 

Señor Presidente: en materia electoral se 
dicen muchas cosas, y a veces sin mala 
intención; muchas veces se puede cometer un 
error y la evolución de los hechos así lo indica. 
Si nosotros nos equivamos, ¿con el impuesto a 
la renta propuesto por el Frente Amplio quien 
se equivocó? ¿El doctor Tabaré Vázquez 
cuando manifestó que serían setecientos mil los 
contribuyentes o el contador Danilo Astori 
cuando expresó que serían menos de trescien- 
tas mil las personas afectadas por este tributo? 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede continuar el señor Diputado Canet. 


SEÑOR CANET.— Señor Presidente: cada 
uno tiene su estilo y me parece que todos son 
válidos. 

Todas las veces que el señor Diputado Díaz 
necesite una interrupción se la concederé, pero 
espero que sea recíproco porque en otras 
oportunidades he solicitado alguna, en temas 
que me interesaban mucho, y me quedé con las 
ganas. 


(Interrupción del señor Representante Díaz.- 
Respuesta del orador) 


SEÑOR PENADES.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR CANET.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR PENADES.— Señor Presidente: por 
varios motivos estoy atendiendo la intervención 
del señor Diputado Canet y uno de ellos es por 
el gran respeto que tengo por su persona. 

Estaba pensando en el planteamiento del 
señor Diputado y siguiéndolo muy de cerca, 
hasta que habló de la responsabilidad que 
tienen los Partidos de la coalición de gobierno 
en cuanto a no haber publicado el déficit. Ahí 
me sentí involucrado en un tema sobre el que 
no tenía nada que ver. 

En otros tiempos y en la actualidad podemos 
tener responsabilidades por las gestiones, pero 
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no en ésa. Me permito recordar al señor 
Diputado Canet que con motivo de las eleccio- 
nes municipales, en el mes de mayo, mantuve 
un debate radial con el entonces contador 
municipal Hugo Díaz. 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 


— En ese momento, públicamente, anuncié que 
el déficit de la Intendencia Municipal de 
Montevideo del último Ejercicio era de 
US$ 88:000.000. Ante esto, el contador Hugo 
Díaz expresó que no era cierto. Nunca se 
publicó ese déficit hasta después de la realiza- 
ción de las elecciones municipales. 


(Interrupción del señor Representante Orrico.- 
Respuesta del orador) 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
¡Por favor, señor Diputado Orrico! 
Puede continuar el señor Diputado Penadés. 


SEÑOR PENADES.— Hasta después de 
culminadas las elecciones municipales en Mon- 
tevideo no se supo que el déficit de la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo era de 
US$ 88:000.000, tal como lo habíamos anuncia- 
do. 

Agradezco mucho la interrupción que me 
concedió el señor Diputado Canet; mi interés no 
es debatir con él, sino dejar una constancia. 
Lamento que esto haya provocado la ira del 
señor Diputado Orrico, quitando minutos a su 
intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
Puede continuar el señor Diputado Canet. 


SEÑOR CANET.— Señor Presidente: me 
referiré a las palabras del señor Diputado 
Penadés diciendo que, con mucho gusto, en el 
ámbito que él desee, podremos hablar no sólo 
del déficit municipal, sino también de todo lo que 
aquí se ha votado para impedir que la 
Intendencia Municipal de Montevideo y sus 
vecinos disfruten de algunas cosas a las que, 
por justicia, tienen todo el derecho del mundo. 

Este tema, como aquel al que acaba de 
manifestar el señor Diputado Penadés, no son 
propios de esta sesión, por lo que los dejaré 
pendientes. 

Este Presupuesto está diseñado para otro 
país, en el que existen otros niveles de 
ocupación y de calidad de vida. Estamos en el 
Uruguay, y por eso tenemos ideas distintas 
respecto a cómo encarar sus problemas a nivel 
presupuestal y, en general, de la coyuntura. 
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Sobre la mesa de trabajo tengo algunos 
documentos, que no leeré en su totalidad. Uno 
de ellos contiene las conclusiones a las que 
llegó Asamblea Uruguay en un taller efectuado 
en el Parlamento, en el que planteamos algunas 
prioridades para el desarrollo de acciones 
políticas en las actuales circunstancias, entre 
las que figuraban el tema presupuestal y otros 
conexos. 

Allí se planteaba que este Presupuesto 
constituye el reverso de la moneda, algo 
apropiado para este país y no esta filosofía, 
hecha para un país inexistente. En materia de 
política económica lo fundamental es la 
reactivación de la inversión, el empleo y la 
producción. Lo importante es saber cómo se 
llega a ello. 

En esa ocasión señalábamos que el sector 
público tiene que arriesgar e ir contra la 
corriente recesiva y depresiva que hoy afecta al 
país. Este Presupuesto hace exactamente lo 
contrario porque, mediante la inversión pública, 
instala al país en la corriente recesiva y 
depresiva, asegurando su continuidad en ese 
sentido. En lugar de ser un elemento reactivador, 
dinamizador, la locomotora del empleo, de la 
producción, de la economía sucede lo contrario 
porque las cifras irreales -no digo que sean 
mentirosas-, de ficción, para las estadísticas, 
que figuran como inversión no se pueden 
concretar pues, como todos sabemos, en un 
artículo están previstos sus recortes. 

Entonces, si en la inversión en el papel, de 
ficción, que se establece en el proyecto de 
Presupuesto, se toma en cuenta la inversión de 
un tiempo atrás -hablamos de 1998- y se 
imponen topes de ejecución en obras públicas, 
¿cuál es el motor, la locomotora de la inversión 
pública que moverá a la economía del país? 
Naturalmente que se hará a través de la 
inversión privada. Entonces, ¿qué estímulos 
existirán para invertir en este país desactivado? 

Es el problema de saber qué es primero, el 
huevo o la gallina. Sucede que la gallina está 
en manos del gobierno, y éste está en manos 
de los señores Diputados blancos y colorados. 
A nosotros nos ha tocado mirar desde la tribuna, 
aunque se haya agrandado mucho. Somos la 
minoría y ustedes son la mayoría. Son respon- 
sables por esa gallina, y si el problema es el 
huevo o la gallina están apostando, con o sin 
consultas internas, con muchas negociaciones a 
nivel de gabinete o en este ámbito, pero sólo 
entre ustedes, a un país detenido. 

No digo que hagan esto en forma perversa, 
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pero sí que están profundamente equivocados 
porque eligen un camino sin salida, el camino 
del país que se achica por disminuir el gasto. 
¡No se puede reducir el gasto de cualquier 
manera! 

Si la gente nos hubiera respaldado como para 
ganar las elecciones de noviembre -eso no 
ocurrió y lo aceptamos; ojalá que algún día las 
cosas se den al revés, exista la misma conducta 
y el mismo acatamiento, que no ponemos en 
duda-, pensábamos financiar gran parte del plan 
de emergencia, que hoy es absolutamente 
indispensable, con recortes de gastos. ¡Es 
verdad! Nosotros también hubiésemos recortado 
los gastos, pero creemos que hay dos tijeras 
diferentes. La nuestra es una tijera con mucha 
sensibilidad respecto al trabajo porque no 
recortaríamos en aquellas áreas en las que se 
vieran afectadas las fuentes laborales, ni en 
aspectos que involucraran a las grandes masas 
de la población modesta. Por supuesto que hay 
otras cosas, como el aspecto tributario, que no 
dependería de nosotros. Ustedes optan por otro 
tipo de soluciones, por las cuales la gente que 
gana un salario paga un impuesto a la renta. 
Nosotros habíamos previsto otra clase de 
impuesto a la renta. Pero, bueno, ustedes 
convencieron a la gente, más allá de las 
diferencias que se han señalado, que son 
ciertas; no tenemos inconveniente en reconocer 
que hubo algunos errores y desencuentros. 
Aclaro que no estamos hablando del déficit 
fiscal; un momentito: no nos estamos refiriendo 
a hechos consumados, ni a las sumas que se 
han atesorado a través del sistema de la banca 
oficial y del Banco Central, sino que estamos 
hablando de las proyecciones. Y bueno, si 
alguien mencionó un número y otra persona 
otro, es porque hubo un error, una 
desinteligencia, que no fue la única y que es 
absolutamente normal; en definitiva, en el marco 
de la comparación que estamos realizando, es 
como cotejar algo irrelevante con algo relevante. 

Si hubiéramos contado con la mayoría 
necesaria -lamentablemente no fue así- hoy 
estaríamos empezando a establecer otro siste- 
ma tributario. Por el contrario, en este proyecto 
de ley de Presupuesto el sistema tributario no 
se toca mucho; se mantienen impuestos que 
quisiéramos que desaparecieran, tal como lo 
hemos planteado muchas veces. 

Quiere decir que tenemos algunas ideas para 
encarar esta temática y no solamente ta 
reactivación de la inversión, el empleo y la 
producción. Entendemos que es necesario 
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modificar la política de encajes, lo que puede 
hacer el Poder Ejecutivo en cualquier momento, 
sin necesidad de una ley de Presupuesto; pero 
lo cierto es que no lo hace. Y ahí están 
inmovilizadas enormes cantidades de dinero. 
¿Soluciones concretas para el endeudamiento 
productivo? Nosotros las tenemos, mientras que 
no las vemos de parte de quienes hicieron de 
la defensa del agro y de la producción los 
postulados de buena parte de su campaña. 

Podríamos mencionar unas cuantas ideas 
más que tenemos y que son el reverso de este 
Presupuesto. Y estoy dentro del tema, porque 
en cuanto al Presupuesto, se habla de lo que 
contiene y de lo que no contiene. Con sinceridad 
debo decir que, en cuanto a lo que contiene, 
mis compañeros de bancada han hablado 
formidablemente bien. Entonces, es bueno hacer 
referencia a algunas ideas que hay en mis filas 
y que no han sido recogidas: por ejemplo, en 
el campo fiscal, la reducción rigurosa y selectiva 
de los gastos de funcionamiento inútiles o 
asociados a prácticas de clientelismo y de 
proselitismo partidario electoral. En esto no 
hacemos excepción; se trata de todos los 
incisos del Presupuesto, de las empresas 
públicas y de los Gobiernos Departamentales. 

¿No habría que eliminar, total o parcialmente, 
algunos subsidios de larga data, como el de la 
forestación? Y no lo planteo por el solo hecho 
de su eliminación, sino para obtener recursos 
que puedan ser orientados en otro sentido. 

Hemos planteado el establecimiento, en 
materia comercial, de derechos compensatorios 
para el ingreso de importaciones provenientes 
de extrazona en condiciones de competencia 
desleal. Aquí entran productos que no pagan ni 
el flete. Así no hay industria textil que resista, 
por poner un ejemplo. 

En el campo de la política laboral propusimos 
considerar la capacitación como una inversión 
y presupuestar los fondos de la DINAE para que 
funcionen los cursos correspondientes de 
reconversión laboral. En esta materia aparece 
una tímida partida, que no alcanza absolutamen- 
te para nada y que no guarda relación con este 
país, que tiene un alto desempleo. 

Con respecto a los distintos aspectos del 
Presupuesto, quiero referirme al tema del 
aeropuerto. No es una buena solución la que se 
plantea. Sin duda, sólo habrá oportunidad de 
encontrar una solución si tenemos la capacidad 
de abrirnos y de dialogar entre todos. Digo esto 
porque en el período pasado me tocó vivir una 
situación por la que el Parlamento no puede 
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sentirse honrado. Se dio la circunstancia de que 
clausuraron la Comisión de Defensa Nacional 
para nuevas comparecencias del señor Ministro 
del ramo, porque entendían que quien habla era 
un molesto preguntón. Pero ahora resulta que 
todo lo que preguntamos y aportamos fue, 
finalmente, en un todo verificado. Quiere decir 
que se puede cerrar las puertas de todas las 
Comisiones, pero las verdades igual se abren 
paso. Ahí está el dictamen técnico del Tribunal 
de Cuentas -que recogía mucho de lo que 
planteamos-, así como el sentido común de este 
pequeño país, lleno de dificultades, que va a 
realizar las obras que veníamos promoviendo 
desde hace tres años. Sin embargo, cuando 
planteábamos que al actual edificio se le podían 
hacer mangas, se señalaba que estábamos en 
contra del progreso, que pretendíamos atender 
mal al turista, que ni siquiera queríamos que los 
baños estuvieran en condiciones, en un nivel de 
discusión que no tiene nada que ver con lo que 
debe ser el debate de los temas estratégicos del 
país. 

Quiere decir que no hubo diálogo, hubo un 
bloqueo, mientras que de parte nuestra no hubo 
ningún palo en la rueda y sí varios aportes. Y 
ahora también podríamos realizar aportes, pero 
el ámbito de la discusión presupuestal no es el 
adecuado para plantear algunos de los temas 
que se incluyen. Esperemos que después 
tengamos oportunidad de buscar soluciones de 
fondo. 

En cuanto a ANTEL y a ANCEL se plantean 
varios problemas, respecto a los cuales en esta 
oportunidad no voy a extenderme. De todas 
maneras, quiero decir que el gobierno está 
profundamente equivocado, en primer lugar 
porque, indebidamente, incluye esta temática en 
el proyecto de ley de Presupuesto, cuando ésta 
no es la herramienta legal que se debe emplear 
para modificar la Carta Orgánica de ANTEL. Lo 
peor de todo es que no se sigue el curso que 
determina la Constitución de la República; no se 
atienden los preceptos de los artículos 188 y 
185, y se empieza el camino al revés, ya que 
una sociedad anónima no se puede crear desde 
ANTEL, tal como se plantea. Quien profundice 
en el tema verá cuánta razón me asiste, ya que 
esto tiene que ver con cualquier cosa menos con 
la Constitución de la República. 

Más allá de la concepción que encierra este 
proyecto -que se podrá compartir o no; ésa es 
otra historia-, si la Constitución lo permite, se 
puede vender la gallina de los huevos de oro 
y está bien. El problema es que la Constitución 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


293 


no permite hacer lo que está planteado en este 
proyecto de Presupuesto, por ninguna mayoría 
parlamentaria. Si perfeccionan la norma jurídica, 
ojalá consigan la voluntad de sesenta legislado- 
res en esta Cámara, aunque lo dudo, porque 
nosotros somos cuarenta, por lo que no van a 
alcanzar los tres quintos de votos. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Quiere decir que no sólo hay un problema de 
oportunidad, de no considerar lo que fue el 
referéndum del año 1992, de lo inapropiado de 
la solución, de la inconveniencia de este negocio 
para Uruguay -vender parcialmente una fuente 
de recursos que Uruguay podría estar destinan- 
do al país productivo-, sino que, además de 
todo, lo proyectado es inconstitucional. Y por si 
fuera poco, hay que agregar que al momento de 
transformarse ANCEL en una sociedad anónima, 
el Estado tendría el 100% de las acciones. 
Desde el punto de vista constitucional, eso es 
absolutamente imposible, así dure un minuto, lo 
que no será así. 

Quiero manifestar -en su momento lo desa- 
rrollaremos- el profundo error que, desde todo 
punto de vista, se comete respecto de ANCEL 
y de ANTEL. No es que no estemos con la 
cabeza abierta para considerar nuevas situacio- 
nes, ante el avance tecnológico, etcétera; 
estamos con la cabeza abierta, pero para eso 
se necesita mucho diálogo. 

Hemos invitado al señor Presidente de 
ANTEL, ingeniero Bracco, a una reunión muy 
importante del Frente Amplio con legisladores, 
técnicos y dirigentes. En esa oportunidad asistió 
todo el Directorio de ANTEL y también repre- 
sentantes de SUTEL. Nosotros trabajamos así: 
esuchamos las distintas campanas y vamos a 
escuchar a otros técnicos; ésta es una buena 
forma de trabajo para una fuerza partidaria. Pero 
si no hay contactos interpartidarios y se 
presentan los proyectos a las tres de la mañana 
del último día -después de haber esperado diez 
horas para reunirnos-, no nos parece que sea 
la manera de construir consensos. Se podrá 
tener en duda los votos, pero no es aconsejable 
resolver aspectos importantes del país sin 
consensos, sobre todo cuando un 72% de la 
ciudadanía, en otra situación, hizo un pronun- 
ciamiento sobre las empresas públicas que 
sigue estando vigente y es válido. 

Me quedan unas cuantas cosas en el tintero; 
no he podido referirme -otros compañeros sí lo 
han hecho- al acuerdo del 9 de noviembre, que 
fue decisivo para la victoria del doctor Batlle 
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sobre el doctor Vázquez. Tengo en mi poder una 
lista de promesas incumplidas -que podrían 
haberse concretado-, las que seguramente 
despertaron adhesión y terminaron por conven- 
cer a muchos de votar por el doctor Batlle. Me 
parece que no sólo debe haber blancos -he 
escuchado al señor Diputado González Alvarez 
y no fue el único que se manifestó en tal 
sentido- que serán vigilantes permanentes del 
cumplimiento de los acuerdos, de los compro- 
misos ante el pueblo; nosotros también vamos 
a estar exigiendo ese cumplimiento, por lo 
menos en aquello que consideramos que es 
compartible y bueno. Lo que no se lleve a cabo, 
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dentro de cuatro años lo vamos a señalar para 
que la gente, frente a cualquier otro juramento 
de amor, tenga cuidado y no se enamore tan 
fácilmente. 


19.-— Intermedio 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois Quinteros).— 
De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se 
pasa a intermedio hasta mañana, a la hora 9 
y 30. 


(Es la hora 22 y 3) 


Dr. WASHINGTON ABDALA 
PRESIDENTE 


Dra. Margarita Reyes Galván 
Secretaria Relatora 


Dr. Horacio D. Catalurda . 
Secretario Redactor 


Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígratos 
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